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Texto de la citación 


Montevideo, 18 de diciembre de 2001. 


LA CÁMARA DE REPRESENTANTES se reunirá, en sesión extraordinaria, mañana miér- 
coles 19, a la hora 16, a efectos de adoptar resolución respecto a la interrupción del receso (inciso tercero del 
artículo 104 de la Constitución y literal C) del artículo 90 del Reglamento) con el fin de tomar conocimiento de 
los asuntos entrados y considerar, previa declaración de grave y urgente, el siguiente 


- ORDEN DEL DÍA - 


1*.- Impuesto Específico Interno al gasoil. (Se otorga una partida en carácter de adelanto extraordinario a los 
Gobiernos Departamentales del interior). (Carp. 1849/001). Rep. 851 


22.- Protocolo de 1988 relativo al Convenio Internacional para la Seguridad de la Vida Humana en el Mar, 
1974. (Aprobación). (Carp. 1047/001). (Informado). Rep. 518 y Anexo | 


3?%.- Convenio para la Promoción y Protección Recíproca de las Inversiones con la República de Panamá. 
(Aprobación). (Carp. 721/000). (Informado). Rep. 393 y Anexo |l 


42.- Daniel Fernández Crespo. (Designación a la Escuela N* 83 de la ciudad capital del departamento de San 
José). (Carp. 774/000). (Informado). Rep. 427 y Anexo | 


5*.- Código de la Niñez y la Adolescencia. (Aprobación). (Carp. 59/000). (Informado). 
Rep. 22 y Anexos l a XVII! 


HORACIO D. CATALURDA MARGARITA REYES GALVÁN 
Secretarios 


NOTA: De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 10 del Reglamento, se requerirá la presencia de más de la 
mitad del total de componentes de la Cámara para que pueda declararse abierta la sesión. 
Por aplicación de lo establecido en el literal C) del artículo 90 del Reglamento será necesaria mayoría 
absoluta para adoptar resolución respecto de la interrupción del receso y para calificar la urgencia de 
los asuntos que figuran en la convocatoria. 
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1.- Asistencias y ausencias. 


Asisten los señores Representantes: Washington 
Abdala, Margot Acosta, Guzmán Acosta y Lara, Gui- 
llermo Álvarez, Juan Justo Amaro, Gustavo Amen 
Vaghetti, José Amorín Batlle, Beatriz Argimón, Ro- 
berto Arrarte Fernández, Roque E. Arregui, Ángeles 
Balparda, Jorge Barrera, Artigas A. Barrios, José Ba- 
yardi, Edgar Bellomo, Juan José Bentancor, Nahum 
Bergstein, Ricardo Berois Quinteros, Daniel Bianchi, 
José L. Blasina, Eduardo Bonomi, Gustavo Borsari 
Brenna, Nelson Bosch, José Caballero, Brum Canet, 
Julio Cardozo Ferreira, Ruben Carminatti, Ricardo 
Castromán Rodríguez, Roberto Conde, Jorge Chá- 
pper, Silvana Charlone, Eduardo Chiesa Bordahandy, 
Guillermo Chifflet, Sebastián Da Silva, Juan Domín- 
guez, Óscar Echevarría, Alejandro Falco, Ricardo 
Falero, Alejo Fernández Chaves, Ramón Fonticiella, 
Luis José Gallo Imperiale, Daniel García Pintos, Or- 
lando Gil Solares, Carlos González Álvarez, Arturo 
Heber Fúllgraff, Doreen Javier Ibarra, Luis Alberto La- 
calle Pou, Félix Laviña, Ramón Legnani, Henry Ló- 
pez, Guido Machado, Olegario Machado, Óscar Ma- 
gurno, José Carlos Mahía, José Homero Mello, Felipe 
Michelini, José M. Mieres, Pablo Mieres, Ricardo Mo- 
linelli, Basilio Morales, Ruben Obispo, Jorge Orrico, 
Francisco Ortiz, Gabriel Pais, Ronald Pais, Daniela 
Payssé, Gustavo Penadés, Margarita Percovich, Al- 
berto Perdomo, Álvaro Pérez, Darío Pérez, Enrique 
Pérez Morad, Enrique Pintado, Martín Ponce de León, 
Elena Ponte, Iván Posada, Yeanneth Puñales Brun, 
Domingo Ramos, Carlos Riverós, Ambrosio Rodrí- 
guez, Glenda Rondán, Hugo Rosete, Víctor Rossi, 
Adolfo Pedro Sande, Diana Saravia Olmos, Alberto 
Scavarelli, Leonel Heber Sellanes, Raúl Sendic, Pe- 
dro Señorale, Lucía Topolansky, Daisy Tourné, Wil- 
mer Trivel, José L. Veiga y Walter Vener Carboni. 


Con licencia: Ernesto Agazzi, Raúl Argenzio, Car- 
los Baráibar, Raquel Barreiro, Nora Castro, Ruben H. 
Díaz, Daniel Díaz Maynard, Gustavo Guarino, Tabaré 
Hackenbruch Legnani, Juan Máspoli Bianchi, Artigas 
Melgarejo, Martha Montaner, Carlos Pita, Julio Luis 
Sanguinetti, Gustavo Silveira y Julio C. Silveira. 


Faltan con aviso: Miguel Dicancro, Heber Duque, 
Julio Lara, Ney Marín y María Alejandra Rivero Sara- 
legui. 


2.- Asuntos entrados. 
"Pliego N* 119 
DE LA COMISIÓN PERMANENTE 


La Comisión Permanente comunica que ha ele- 
gido como Presidente para el Segundo Período de la 


XLVa. Legislatura al señor Alberto Cid. C/715/000 


- Téngase presente 
DE LA CÁMARA DE SENADORES 


La Cámara de Senadores remite el proyecto de 
ley, aprobado por dicho Cuerpo, por el que se trans- 
forma la Unidad Reguladora de Energía Eléctrica, en 
la Unidad Reguladora de Servicios de Energía y 
Agua, y se establecen sus cometidos. C/1859/001 


- A la Comisión de Constitución, Códigos, Legisla- 
ción General y Administración 


INFORMES DE COMISIONES 


La Comisión de Constitución, Códigos, Legisla- 
ción General y Administración se expide, con infor- 
mes en minoría, sobre el proyecto de ley por el que 
se aprueba el Código de la Niñez y Adolescencia. 

C/59/000 


- Se repartió con fecha 18 de diciembre 
COMUNICACIONES GENERALES 


La Junta Departamental de Durazno remite copia 
de la resolución aprobada por dicho Cuerpo, sobre el 
uso y manejo del agua. C/235/000 


- A_la Comisión de Vivienda, Territorio y Medio 
Ambiente 


PEDIDOS DE INFORMES 


El señor Representante Juan Justo Amaro Ce- 
drés solicita se curse un pedido de informes al Minis- 
terio de Educación y Cultura, sobre la nómina de be- 
neficiarios de becas otorgadas por el Fondo de Soli- 
daridad a estudiantes del departamento de Florida. 

C/1856/001 


- Se cursó con fecha 18 de diciembre 
PROYECTOS PRESENTADOS 


Los señores Representantes José Homero Mello, 
Ruben Obispo y Juan José Bentancor presentan, con 
su correspondiente exposición de motivos, un pro- 
yecto de ley por el que se crea la Unidad Reguladora 
del sector Hidrocarburos, y se establecen sus cometi- 
dos. C/11857/001 


- A la Comisión de Industria, Energía y Minería 


El señor Representante Pedro Señorale presen- 
ta, con su correspondiente exposición de motivos, un 
proyecto de ley por el que se designa "Joaquín 
Sant'Anna" la Escuela N* 5 del departamento de 
Salto. C/1858/001 


- A la Comisión de Educación y Cultura". 


Miércoles 19 de diciembre de 2001 


CÁMARA DE REPRESENTANTES 5 


3.- Proyectos presentados. 


A) "UNIDAD REGULADORA DEL SECTOR HiI- 
DROCARBUROS. (Creación). 


PROYECTO DE LEY 
CAPÍTULO 1 


DE LA CREACIÓN DEL ORGANISMO DE 
REGULACIÓN DEL SECTOR HIDROCARBUROS 


Artículo 1”.- Créase la Unidad Reguladora del 
Sector Hidrocarburos como servicio descentralizado 
del Ministerio de Industria, Energía y Minería. 


La Unidad Reguladora del Sector Hidrocarburos 
actuará con autonomía técnica y estará dirigida por 
una Comisión integrada por tres miembros designa- 
dos por el Poder Ejecutivo, de acuerdo al procedi- 
miento establecido en el inciso primero del ar- 
tículo 187 de la Constitución de la República, entre 
personas que, por sus antecedentes personales, 
profesionales y conocimiento en la materia aseguren 
independencia de criterio, eficiencia, objetividad e im- 
parcialidad en su desempeño. 


Los miembros de la Comisión durarán cinco años 
en sus cargos, pudiendo ser reelectos. El Presidente 
de la Comisión tendrá a su cargo la representación 
del organismo. 


Artículo 2*.- 


A) Los integrantes de la Comisión de la Unidad 
Reguladora del Sector Hidrocarburos no po- 
drán desempeñar actividades profesionales o 
de representación en el ámbito público o priva- 
do vinculados a la competencia del órgano, con 
excepción de la actividad docente. 


B) Los integrantes de la Comisión de la Unidad 
Reguladora del Sector Hidrocarburos no po- 
drán ser candidatos a ningún cargo electivo, 
hasta transcurrido un período de gobierno. 


Artículo 3*.- 


A) La Comisión elevará al señor Ministro de In- 
dustria, Energía y Minería, para su aprobación, 
un Reglamento de Funcionamiento de la Uni- 
dad Reguladora del Sector Hidrocarburos, en 
un plazo no mayor a los sesenta días de ser 
designados todos sus miembros. 


B) El Reglamento referido en el inciso anterior de- 
berá contener como mínimo, el régimen de 
convocatoria ordinaria y extraordinaria, meca- 
nismos de deliberación, adopción de resolucio- 


nes y convocatoria periódica a la Junta Nacio- 
nal de Combustibles. 


Artículo 4”.- Créase la Junta Nacional de Hidro- 
carburos como órgano asesor y consultivo de la Uni- 
dad Reguladora del Sector Hidrocarburos. Su Presi- 
dencia será ejercida por el Presidente de la Unidad 
Reguladora del Sector Hidrocarburos y estará inte- 
grada además por sus representantes de los sectores 
empresariales y sociales vinculados a la temática, 
electos según la reglamentación que dicte el Poder 
Ejecutivo. 


CAPÍTULO Il 


DE LAS COMPETENCIAS Y COMETIDOS DE LA 
UNIDAD REGULADORA DEL SECTOR 
HIDROCARBUROS 


Artículo 5*.- Compete a la Unidad Reguladora del 
Sector Hidrocarburos la autorización, regulación y 
control de todas las actividades relacionadas con los 
Hidrocarburos, entendidas éstas como: 


Prospección, producción, refinación, importación, 
exportación, distribución, comercialización a gran- 
des clientes, puestos de venta minoristas, bunkers 
marítimos y aéreos o cualquier otra forma de co- 
mercialización de productos derivados del petróleo 
en estado líquido o gaseoso. 


Quedan comprendidas en las competencias de la 
Unidad Reguladora del Sector Hidrocarburos las auto- 
rizaciones, regulación y control de toda operación que 
se efectúe en el territorio nacional relacionada con 
gas natural y gas natural comprimido. 


Artículo 6”.- Son cometidos de la Unidad Regula- 
dora del Sector Hidrocarburos regular y controlar toda 
actividad a la que refiere la presente ley y reglamen- 
taciones de la misma, así como cumplir con las fun- 
ciones que hasta el momento de promulgada la mis- 
ma eran realizadas por la Administración Nacional de 
Combustibles, Alcohol y Pórtland (ANCAP): 


A) La fijación de los precios máximos al minorista 
y al público, cualquiera sea el sello expendedor 
o el lugar donde se encuentre el puesto de 
venta en el territorio nacional, así como la fija- 
ción del precio de los fletes. 


B) Definir y controlar la calidad y especificaciones 
de los productos comprendidos en la presente 
ley. 

C) Fijar precios preferenciales para los grandes 


clientes, o para aquellos sectores de actividad 
que el Poder Ejecutivo le solicite. 
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Definir y controlar los requisitos de seguridad y 
protección del medio ambiente que deberán 
observar todos los operadores comprendidos 
en la presente ley. 


Establecer el control cuantitativo del crudo im- 
portado o exportado, crudo refinado y de los 
derivados que se comercialicen en el país, se 
importen o exporten. 


Otorgar las autorizaciones para actuar como 
prospector, productor, importador, exportador, 
refinador, distribuidor, gran cliente o minorista 
de cualquiera de los productos comprendidos 
en la presente ley. 


Otorgar las autorizaciones para la instalación 
de refinerías, parques de almacenaje, oleo- 
ductos, poliductos, gasoductos e instalaciones 
conexas a la operativa de los hidrocarburos. 


Controlar las condiciones de mantenimiento, 
desmantelamiento o cese operativo de cual- 
quier instalación comprendida en la presente 
ley. 


Recibir, instruir y resolver todas las denuncias 
de usuarios y operadores respecto a toda acti- 
vidad o servicio relacionados con la presente 
ley y reglamentaciones conexas. 


Asesorar al Poder Ejecutivo, al Legislativo y al 
Judicial toda vez que se le solicite. 


CAPÍTULO |! 
DISPOSICIONES TRANSITORIAS 


Artículo 7”.- 


A) 


En un plazo no mayor a los sesenta días, la 
Comisión de la Unidad Reguladora del Sector 
Hidrocarburos enviará al Ministerio de Industria, 
Energía y Minería, para su aprobación, un pro- 
yecto de estructura funcional orgánica para 
cumplir con sus cometidos, así como los nive- 
les salariales que no podrán ser inferiores a los 
de quienes en el momento de la promulgación 
de la presente ley cumplen dichas funciones. 


Tendrán prioridad para cumplir funciones en la 
Unidad Reguladora del Sector Hidrocarburos 
aquellos funcionarios que al momento de pro- 
mulgarse la presente ley se encuentren cum- 
pliendo las funciones asignadas al organismo y 
presten su conformidad, y el personal disponi- 
ble de otras reparticiones estatales con similar 
condición. 


C) El resto del personal profesional, técnico, ad- 
ministrativo o de servicio será ingresado por 
concurso de oposición y méritos. 


Artículo 8*.- 


A) Los bienes inmuebles donde se instalará la 
Unidad Reguladora del Sector Hidrocarburos 
serán proporcionados por el Ministerio de In- 
dustria, Energía y Minería. 


B) Los bienes de activo fijo que hasta el momento 
de la promulgación de la presente ley eran utili- 
zados por la Administración Nacional de Com- 
bustibles, Alcohol y Pórtland para la función de 
regulación y control pasarán al servicio de la 
Unidad Reguladora del Sector Hidrocarburos. 


C) El Ministerio de Industria, Energía y Minería y 
ANCAP acordarán en un plazo no mayor a los 
treinta días de promulgada la presente ley, la 
forma en que la segunda cederá al primero los 
bienes de activo fijo necesarios para el cumpli- 
miento de los cometidos de la Unidad Regula- 
dora del Sector Hidrocarburos. 


Artículo 9”.- La asignación presupuestal será dis- 
puesta por el Ministerio de Industria, Energía y Mine- 
ría, sin perjuicio de que también podrá disponer para 
su funcionamiento, previa autorización del Poder Eje- 
cutivo, de tasas fijadas por ley o el producido de mul- 
tas que aplique. 


Montevideo, 18 de diciembre de 2001. 


JUAN JOSÉ BENTANCOR, Represen- 
tante por Montevideo,  RUBEN 
OBISPO, Representante por Paysan- 
dú, JOSÉ HOMERO MELLO, Repre- 
sentante por Paysandú. 


EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 


La sociedad uruguaya asiste a un proceso de eli- 
minación del monopolio de hidrocarburos hasta ahora 
a cargo del Estado y administrado por Administración 
Nacional de Combustibles, Alcohol y  Pórtland 
(ANCAP), y el inicio de un proceso que llevará a la li- 
bre competencia en el mercado de referencia. 


En tal sentido, el marco regulador del sector abar- 
ca bastante más que la existencia o no de los mono- 
polios. Estos son un elemento capital, pero la fijación 
de los precios finales, la relación entre los distintos 
actores del negocio, las normas que refieren a la dis- 
tribución, los subsidios a ciertos productos y otros te- 
mas importantes, deben regularse tomando como ba- 
se el interés general y protegiendo los eslabones más 
débiles de la cadena. 
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Por otra parte, la especialización en la materia, así 
como la importancia cuantitativa del valor del merca- 
do de hidrocarburos en el país, hace imprescindible la 
creación de un organismo regulador para el sector. 


En tal sentido el presente proyecto de ley en su 
Capítulo |, crea la Unidad Reguladora del sector Hi- 
drocarburos como servicio descentralizado en la ór- 
bita del Ministerio de Industria, Energía y Minería. 


En el Capítulo Il se establecen las competencias y 
cometidos de la unidad que se crea y en el Capítulo 
Ill se establecen disposiciones transitorias referidas a 
la estructura funcional, la incorporación de funciona- 
rios imprescindibles para el cumplimiento de los co- 
metidos asignados, la asignación de bienes inmue- 
bles para su funcionamiento y la asignación presu- 
puestal correspondiente. 


Montevideo, 18 de diciembre de 2001. 


JUAN JOSÉ BENTANCOR, Represen- 
tante por Montevideo,  RUBEN 
OBISPO, Representante por Paysan- 
dú, JOSÉ HOMERO MELLO, Repre- 
sentante por Paysandú". 


B) "JOAQUÍN SANT'ANNA. (Designación a la Es- 
cuela N? 5 de la ciudad capital del departamento 
de Salto). 


PROYECTO DE LEY 


Artículo único.- Desígnase "Joaquín SantAnna" 
la Escuela N* 5, del barrio Baltasar Brum de la ciudad 
de Salto, departamento de Salto, dependiente del 
Consejo de Educación Primaria (Administración Na- 
cional de Educación Pública). 


Montevideo, 18 de diciembre de 2001. 


PEDRO SEÑORALE, Representante por 
Salto. 


EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 


La Escuela urbana N* 5, del departamento de 
Salto, dependiente del Consejo de Educación Prima- 
ria, está ubicada en el barrio Baltasar Brum, zona no- 
roeste de la ciudad capital. 


Sus orígenes se remontan al año 1880, por lo que 
su larga trayectoria se vincula muy íntimamente con 
el crecimiento y desarrollo social, cultural y educativo 
de la comunidad barrial a la que está integrada. 


En la actualidad, constituye uno de los centros de 
educación primaria más importantes del departa- 
mento, con ciclo completo desde preescolares a sexto 
año, con más de setecientos cincuenta alumnos, dis- 
tribuidos en doce aulas en régimen matutino y ves- 
pertino. 


Durante décadas funcionó en su viejo local, ubica- 
do frente a plaza Flores, hasta que, en la década del 
sesenta, el matrimonio Sant Anna-Amorim, de fuerte y 
larga vinculación a la comunidad escolar, siendo uno 
de sus hijos alumno de la misma, deciden construir un 
nuevo edificio para albergar al centro educativo. Para 
concretar su voluntad, el señor Joaquín Sant'Anna, 
importante productor agropecuario y empresario del 
departamento, encargó al arquitecto José María Am- 
brosoni el diseño y la construcción del nuevo local, 
solicitándole que el mismo contara con las más ópti- 
mas y modernas condiciones para el mejor funciona- 
miento escolar. 


Tales eran las exigencias del señor Sant'Anna, en 
cuanto a la calidad del diseño, que el profesional vi- 
sitó diversas escuelas del país y del exterior, hasta 
llegar a un modelo de escuela cómoda y funcional, 
compuesta de doce salones, con baño y patio interior 
para cada uno de ellos, sala para dirección, maestros 
y local para una clínica odontológica. 


Tanto entusiasmo tenía el señor Sant'Anna con el 
proyecto que, cuentan los vecinos, concurría todos 
los días para supervisar la marcha de los trabajos y 
que todo saliera como estaba planificado. 


Su vocación de servicio no se agota con la cons- 
trucción y donación del flamante local, sino que siguió 
vinculado a la escuela, tomando a su cargo y costo 
todas las tareas de mantenimiento y reparaciones que 
fueran necesarias. El apego, cariño y afecto del ma- 
trimonio Sant'Anna-Amorim a la escuela los hacía 
participar activamente en todos los acontecimientos 
que se desarrollaban en la misma, a pesar de que sus 
hijos ya hacía mucho tiempo habían cursado por sus 
aulas. Fiestas patrias, aniversarios y la tradicional 
fiesta de fin de cursos contaban con su afectuosa 
presencia. 


Fallecido el señor Joaquín Sant'Anna, su esposa 
doña Esther Amorim, continúa colaborando y partici- 
pando en la actividad escolar. 


Como reconocimiento al invalorable aporte reali- 
zado por el señor Joaquín Sant'Anna y su familia, la 
comunidad escolar, en criterio que compartimos ple- 
namente, ha manifestado su voluntad de que la Es- 
cuela N* 5 de Salto, lleve el nombre de su benefactor. 


En ese mismo sentido presentamos el proyecto de 
ley para designar con el nombre Joaquín Sant'Anna a 
la Escuela N* 5 del departamento de Salto. 


Montevideo, 18 de diciembre de 2001. 


PEDRO SEÑORALE, Representante por 
Salto". 
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4.- Interrupción del receso. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- Habiendo nú- 
mero, está abierta la sesión. 


(Es la hora 16 y 16) 


——La Cámara de Representantes ha sido convocada 
a efectos de adoptar resolución respecto a la interrup- 
ción del receso, de acuerdo con lo dispuesto por el in- 
ciso tercero del artículo 104 de la Constitución de la 
República y el literal C) del artículo 90 del Reglamen- 
to, con el fin de tomar conocimiento de los asuntos 
entrados y considerar, previa declaración de grave y 
urgente, el orden del día. 


En primer término, se va a votar si se levanta el 
receso. 


(Se vota) 


——Cincuenta y dos por la afirmativa: AFIRMATIVA. 
Unanimidad. 


Queda levantado el receso. 
5.- Exposiciones escritas. 


Dese cuenta de las exposiciones escritas. 
(Se lee:) 


"El señor Representante Daniel García Pintos 
solicita se curse una exposición escrita a la Intenden- 
cia Municipal de Montevideo, sobre las modalidades 
de recaudación de la tarifa de saneamiento en el refe- 
rido departamento. C/27/000 


El señor Representante Luis Lacalle Pou solicita 
se cursen las siguientes exposiciones escritas: 


e al Ministerio de Educación y Cultura, con destino 
al Consejo Directivo Central de la Administración 
Nacional de Educación Pública, y al Consejo de 
Educación Técnico Profesional, relacionada con 
la necesidad de contar con un local para el cita- 
do centro de estudios de la ciudad de Toledo, 
del departamento de Canelones. C/27/000 


e ala Presidencia de la República, y a los Ministe- 
rios de Economía y Finanzas y de Ganadería, 
Agricultura y Pesca, acerca de un anteproyecto 
de ley relacionado con la importación de vinos. 

C/27/000 


e ala Presidencia de la República, y a los Ministe- 
rios de Economía y Finanzas y de Educación y 
Cultura, con destino al Consejo Directivo Central 
de la Administración Nacional de Educación Pú- 


blica, referente a la prestación de funciones en 
escuelas públicas de auxiliares de servicio. 
C/27/000" 


——S€ va a votar el trámite de las exposiciones es- 
critas de que se dio cuenta. 


(Se vota) 


——Cincuenta y tres en cincuenta y cuatro: 
AFIRMATIVA. 


(Texto de las exposiciones escritas: ) 


1) Exposición del señor Representante Daniel Gar- 
cía Pintos a la Intendencia Municipal de Monte- 
video, sobre las modalidades de recaudación de 
la tarifa de saneamiento en el referido departa- 
mento. 


"Montevideo, 18 de diciembre de 2001. Señor Presi- 
dente de la Cámara de Representantes, Gustavo Pe- 
nadés. Amparado en las facultades que me confiere 
el artículo 155 del Reglamento de la Cámara de Re- 
presentantes, solicito que se curse la presente expo- 
sición escrita a la Intendencia Municipal de Montevi- 
deo. Por Decreto N* 29.434 de la Junta Departamen- 
tal de Montevideo, promulgado por la Intendencia 
Municipal de Montevideo el 10 de mayo de 2001, se 
creó la llamada Tarifa de Saneamiento. La misma fue 
apelada ante esta Cámara por el número de vecinos 
constitucionalmente requerido, quienes fueron acom- 
pañados, entre otros integrantes del Partido Colorado, 
por el suscrito. El recurso, finalmente, no tuvo anda- 
miento, y fue mantenida firme esta tarifa que nosotros 
consideramos que se trata de un impuesto. En el pri- 
mer recibo de cobro, correspondiente al del mes de 
junio, la Intendencia Municipal comunica a los usua- 
rios que el cobro es bimestral, con excepción de esa 
primera cuota, que corresponde solo al indicado mes 
de junio. Esta comunicación ratificó lo que pública- 
mente habían hecho conocer distintos jerarcas muni- 
cipales con relación a la modalidad de cobro. Sorpre- 
sivamente, la Intendencia quebró esa modalidad bi- 
mensual y ha hecho llegar a los usuarios las facturas 
correspondientes al mes de noviembre, para hacerlas 
efectivas dentro del presente mes de diciembre. Con 
fecha 15 de diciembre, se han hecho públicos los re- 
clamos de los vecinos de varios complejos habitacio- 
nales que se sienten perjudicados por la forma como 
la Intendencia Municipal factura y cobra la tarifa, lo 
que ha motivado su movilización ante las autoridades 
para evitar las injusticias que entienden se vienen 
cometiendo. En este caso, los recibos de la Tarifa de 
Saneamiento enviados a los referidos complejos ha- 
bitacionales lo hicieron indicando los montos totales, 
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sin discriminar lo correspondiente a cada unidad. 
Además de convertirse los vecinos en agentes de co- 
bro, muchos de ellos deberán hacerse cargo de lo 
adeudado por los morosos. Realizadas estas puntua- 
lizaciones -que, evidentemente, marcan notorias irre- 
gularidades e incumplimiento de lo comunicado ofi- 
cialmente por la Comuna-, es interesante conocer las 
causas que motivaron estos sorpresivos cambios en 
los procedimientos que, sin duda alguna, están afec- 
tando a los vecinos montevideanos. También es per- 
tinente conocer el monto total recaudado a la fecha 
desde la vigencia del tributo. Saludo al señor Presi- 
dente muy atentamente. DANIEL GARCÍA PINTOS, 
Representante por Montevideo". 


2) Exposición del señor Representante Luis Lacalle 
Pou al Ministerio de Educación y Cultura, con 
destino al Consejo Directivo Central de la Admi- 
nistración Nacional de Educación Pública, y al 
Consejo de Educación Técnico Profesional, re- 
lacionada con la necesidad de contar con un lo- 
cal para el citado centro de estudios de la ciudad 
de Toledo, del departamento de Canelones. 


"Montevideo, 19 de diciembre de 2001. Señor Presi- 
dente de la Cámara de Representantes, Gustavo Pe- 
nadés. Amparados en las facultades que nos confiere 
el artículo 155 del Reglamento de la Cámara de Re- 
presentantes, solicitamos que se curse la presente 
exposición escrita al Ministerio de Educación y Cultu- 
ra, con destino al Consejo Directivo Central de la Ad- 
ministración Nacional de Educación Pública (ANEP), 
y al Consejo de Educación Técnico-Profesional. Que- 
remos compartir la problemática que atraviesa la es- 
cuela técnica de la ciudad de Toledo, en el departa- 
mento de Canelones. Hoy en día son aproximada- 
mente 430 alumnos los que han optado por seguir los 
cursos que se realizan en dicha dependencia de UTU. 
Lamentablemente, esta escuela técnica no cuenta 
con un local apropiado ya que los cursos se realizan 
en un local perteneciente al Director de dicha institu- 
ción. Los vecinos de la zona, encabezados por el 
mencionado docente nos han manifestado que existe 
una posibilidad de contar con un local amplio y ade- 
cuado para el normal desarrollo de estos cursos, cuyo 
costo de alquiler no sería mayor a $ 3.500 por mes. 
Por esta razón, solicitamos a la ANEP y al Consejo de 
Educación Técnico Profesional, tomen en cuenta esta 
posibilidad y agilicen los trámites, para poder comen- 
zar el próximo año lectivo en un local con condiciones 
adecuadas. En segundo lugar, requerimos que, como 
se estuvo por hacer hace un tiempo, se posibilite la 
utilización, por parte de alumnos y profesores de la 
escuela, de un sector del vivero de Toledo, donde se 


podrán realizar cursos de jardinería, forestación y 
otros. Creemos necesario que se firme un convenio 
con el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca 
para poder cumplir con este propósito. Saludamos al 
señor Presidente muy atentamente. LUIS ALBERTO 
LACALLE POU, Representante por Canelones". 


3) Exposición del señor Representante Luis Lacalle 
Pou a la Presidencia de la República, y a los Mi- 
nisterios de Economía y Finanzas y de Ganade- 
ría, Agricultura y Pesca, acerca de un antepro- 
yecto de ley relacionado con la importación de 
vinos. 


"Montevideo, 19 de diciembre de 2001. Señor Presi- 
dente de la Cámara de Representantes, Gustavo Pe- 
nadés. Amparados en las facultades que nos confiere 
el artículo 155 del Reglamento de la Cámara de Re- 
presentantes, solicitamos que se curse la presente 
exposición escrita a la Presidencia de la República y 
a los Ministerios de Economía y Finanzas y de Gana- 
dería, Agricultura y Pesca. Días pasados las autori- 
dades del Instituto Nacional de Vitivinicultura (INAVI) 
elevaron un anteproyecto de ley al Poder Ejecutivo 
para tratar de solucionar una difícil situación por la 
que atraviesa el sector vitivinícola, con respecto a la 
demanda de vinos importados que de continuar así, 
puede agravar la problemática. Esta propuesta, que 
conocemos y apoyamos fervorosamente, requiere de 
la iniciativa del Poder Ejecutivo, para que luego se 
pueda convertir en ley en el Parlamento. Dada la si- 
tuación que atraviesa ese sector y ante la necesidad 
de establecer mecanismos de control, solicitamos rá- 
pida respuesta en relación a este proyecto, envián- 
dolo al Poder Legislativo a la brevedad. Saludamos al 
señor Presidente muy atentamente. LUIS ALBERTO 
LACALLE POU, Representante por Canelones". 


4) Exposición del señor Representante Luis Lacalle 
Pou a la Presidencia de la República, y a los Mi- 
nisterios de Economía y Finanzas y de Educa- 
ción y Cultura, con destino al Consejo Directivo 
Central de la Administración Nacional de Educa- 
ción Pública, referente a la prestación de funcio- 
nes en escuelas públicas de auxiliares de servi- 
cio. 


"Montevideo, 19 de diciembre de 2001. Señor Presi- 
dente de la Cámara de Representantes, Gustavo Pe- 
nadés. Amparados en las facultades que nos confiere 
el artículo 155 del Reglamento de la Cámara de Re- 
presentantes, solicitamos que se curse la presente 
exposición escrita a la Presidencia de la República y 
a los Ministerios de Economía y Finanzas y de Edu- 
cación y Cultura, con destino al Consejo Directivo 


10 CÁMARA DE REPRESENTANTES 


Miércoles 19 de diciembre de 2001 


Central de la Administración Nacional de Educación 
Pública (ANEP). En el artículo 541, de la Ley 
N?* 17.296, de 21 de febrero de 2001, de Presupuesto 
Nacional, se establece la regularización de las auxilia- 
res de servicio, contratadas por comisiones de fo- 
mento, que prestan funciones en las escuelas públi- 
cas. Dicha norma fue vetada, en su oportunidad, por 
el Poder Ejecutivo y luego se levantó el veto en la 
Asamblea General, quedando firme. En el mes de 
agosto de 2001 el artículo 541 fue reglamentado, en 
el Decreto N* 317/001, a nuestro entender, sin la tota- 
lidad de los reclamos justos por parte de la sociedad, 
haciéndose cargo el Estado, únicamente, de los 
aportes destinados a la Seguridad Social. Sin perjui- 
cio de esto, hoy vemos con preocupación, durante 
nuestras recorridas por el departamento de Canelo- 
nes, que no se ha comunicado esa resolución a las 
distintas escuelas, ni a las comisiones de fomento ni a 
las propias auxiliares de servicio. Nos alarma que 
estamos terminando el año y que no avizoramos que 
se cumpla con el texto legal el año entrante. Solicita- 
mos a las autoridades destinatarias de esta exposi- 
ción, una pronta respuesta a este justo reclamo, para 
poder comenzar el próximo año lectivo con esa situa- 
ción solucionada de acuerdo a la ley. Saludamos al 
señor Presidente muy atentamente. LUIS ALBERTO 
LACALLE POU, Representante por Canelones". 


6.- Inasistencias anteriores. 


——-—Dese cuenta de las inasistencias anteriores. 
(Se lee: ) 


"Inasistencias de Representantes a la sesión ex- 
traordinaria realizada el 18 de diciembre de 2001. 


Con aviso: Gabriel Barandiaran, Ney Marín, Darío Pé- 
rez, María Alejandra Rivero Saralegui y Ambrosio Ro- 
dríguez. 


Inasistencias a las Comisiones. 


Representantes que no concurrieron a las Comisio- 
nes citadas: 


Martes 18 de diciembre 
ASUNTOS INTERNOS 
Con aviso: Óscar Magurno. 


CONSTITUCIÓN, — CÓDIGOS, 
GENERAL Y ADMINISTRACIÓN 


Con aviso: Gustavo Borsari Brenna. 
INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA. 


Con aviso: Ricardo Molinelli”. 


LEGISLACIÓN 


7.- Licencias. 
Integración de la Cámara. 


——-Dese cuenta del informe de la Comisión de Asun- 
tos Internos relativo a la integración del Cuerpo. 


(Se lee: ) 


"La Comisión de Asuntos Internos aconseja a 
la Cámara aprobar las siguiente solicitudes de li- 
cencia: 


Del señor Representante Artigas Melgarejo, 
por motivos personales, inciso tercero del artículo 
único de la Ley N*16.465, por el período con+ 
prendido entre los días 19 y 20 de diciembre de 
2001, convocándose al suplente correspondiente 
siguiente, señor Carlos Riverós. 


Del señor Representante Carlos Pita, por moti- 
vos personales, inciso tercero del artículo único 
de la Ley N*16.465, por el día 19 de diciembre de 
2001, convocándose al suplente correspondiente 
siguiente, señor Álvaro Pérez". 


——-En discusión. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 

seis: 


——Cincuenta y tres en 


AFIRMATIVA. 


cincuenta y 


En consecuencia, quedan convocados los su- 
plentes correspondientes y se les invita a pasar a Sa- 
la. 


(ANTECEDENTES: ) 


"Montevideo, 18 de diciembre de 2001. 
Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Gustavo Penadés. 
Presente. 
De mi mayor consideración: 

Por la presente me dirijo a usted para solicitar li- 
cencia por los días 19 y 20 de diciembre, por motivos 
personales. 

Sin más saluda atentamente. 

ARTIGAS MELGAREJO 
Representante por Montevideo". 


"Montevideo, 18 de diciembre de 2001. 
Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Gustavo Penadés. 
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Presente. 
De mi mayor consideración: 

El que suscribe Álvaro Espinosa, cédula de iden- 
tidad N* 1.018.226-2 en mi calidad de primer suplente 
del señor Representante Nacional Artigas Melgarejo, 
quien ha solicitado licencia los días 19 y 20 de di- 
ciembre, comunico a usted que me encuentro imposi- 
bilitado por esta sola vez de asumir el cargo de Re- 
presentante para el cual fui convocado por ese Cuer- 
po. 

Sin otro particular, saluda a usted muy atenta- 
mente. 

Álvaro Espinosa". 


"Montevideo, 18 de diciembre de 2001. 
Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Gustavo Penadés. 
Presente. 
De mi mayor consideración: 

La que suscribe Blanca Elgart, cédula de identi- 
dad N* 3.127.308-0 en mi calidad de primera suplente 
del señor Representante Nacional Artigas Melgarejo, 
quien ha solicitado licencia los días 19 y 20 de di- 
ciembre, comunico a usted que me encuentro imposi- 
bilitada por esta sola vez de asumir el cargo de Re- 
presentante para el cual fui convocada por ese Cuer- 
po. 

Sin otro particular, saludo a usted muy atenta- 
mente. 

Blanca Elgart". 


"Comisión de Asuntos Internos 


VISTO: La solicitud de licencia por motivos perso- 
nales del señor Representante por el departamento 
de Montevideo, Artigas Melgarejo. 


CONSIDERANDO: |) Que solicita se le conceda li- 
cencia por el período comprendido entre los días 19 y 
20 de diciembre de 2001. 


II) Que, por esta vez, no aceptan la convocatoria 
de que fueron objeto los suplentes correspondientes 
siguientes, señor Álvaro Espinosa y señora Blanca 
Elgart. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 de la 
Constitución de la República, por el artículo tercero de 
la Ley N* 10.618, de 24 de mayo de 1945, y por el in- 
ciso tercero del artículo único de la Ley N* 16.465, de 
14 de enero de 1994. 


La Cámara de Representantes, 
RESUELVE: 


1) Concédese licencia por motivos personales por 
el período comprendido entre los días 19 y 20 de di- 
ciembre de 2001, al señor Representante por el de- 
partamento de Montevideo, Artigas Melgarejo. 


2) Acéptanse las negativas que, por esta vez, pre- 
sentan los suplentes siguientes señor Alvaro Espino- 
sa y señora Blanca Elgart. 


3) Convóquese por Secretaría, por el mencionado 
lapso, al suplente correspondiente siguiente de la 
Hoja de Votación N* 90 del Lema Partido Encuentro 
Progresista-Frente Amplio, señor Carlos Riverós. 


Sala de la Comisión, 19 de diciembre de 2001. 


GUILLERMO ÁLVAREZ, ÓSCAR 
MAGURNO, FRANCISCO ORTIZ". 


"Montevideo, 19 de diciembre de 2001. 
Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Gustavo Penadés. 
Presente. 
De mi mayor consideración: 
Por la presente solicito se me conceda licencia 
por el día de la fecha, asimismo solicito se proceda a 
la convocatoria del suplente respectivo. 
Sin otro particular saludo al señor Presidente 
muy atentamente. 
CARLOS PITA 
Representante por Montevideo". 


"Montevideo, 19 de diciembre de 2001. 
Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Gustavo Penadés. 
Presente. 
De mi mayor consideración: 

En virtud de la solicitud de licencia cursada por el 
señor Representante Nacional, doctor Carlos Pita, 
manifiesto a usted que por esta única vez no acepto 
la convocatoria de que he sido objeto. 

Sin otro particular, saludo al señor Presidente 
muy atentamente. 

Gonzalo Reboledo". 


"Comisión de Asuntos Internos 


VISTO: La solicitud de licencia por motivos perso- 
nales del señor Representante por el departamento 
de Montevideo, Carlos Pita. 
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CONSIDERANDO: |) Que solicita se le conceda li- 
cencia por el día 19 de diciembre de 2001. 


11) Que por esta vez, no acepta la convocatoria de 
que fue objeto el suplente correspondiente siguiente, 
señor Gonzalo Reboledo. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 de la 
Constitución de la República, en el artículo tercero de 
la Ley N* 10.648, de 24 de mayo de 1945, y por el in- 
ciso tercero del artículo único de la Ley N* 16.465, de 
14 de enero de 1994. 


La Cámara de Representantes, 
RESUELVE: 


1) Concédese licencia por motivos personales por 
el día 19 de diciembre de 2001, al señor Represen- 
tante por el departamento de Montevideo, Carlos Pita. 


2) Acéptase la negativa que, por esta vez, pre- 
senta el suplente siguiente señor Gonzalo Reboledo. 


3) Convóquese para integrar la referida represen- 
tación por el día 19 de diciembre de 2001, al suplente 
correspondiente siguiente de la Hoja de Votación 
N?* 90 del Lema Encuentro Progresista-Frente Amplio, 
señor Álvaro Pérez. 


Sala de la Comisión, 19 de diciembre de 2001. 


GUILLERMO ÁLVAREZ, ÓSCAR 
MAGURNO, FRANCISCO ORTIZ". 


8.- Declaración de gravedad y urgencia. 


——-De acuerdo con lo dispuesto por el literal C) del 
artículo 90 del Reglamento, se va a votar si se declara 
grave y urgente el asunto que figura en primer térmi- 
no del orden del día. 


(Se vota) 


——Sesenta y uno por la afirmativa: AFIRMATIVA. 
Unanimidad. 


9.- Impuesto Específico Interno al gasoil. 
(Se otorga una partida en carácter de 
adelanto extraordinario a los Gobier- 
nos Departamentales del interior). 


De acuerdo con lo resuelto por la Cámara, se pa- 
sa a considerar el asunto que figura en primer térmi- 
no del orden del día: "Impuesto Específico Interno al 
gasoil. (Se otorga una partida en carácter de adelanto 
extraordinario a los Gobiernos Departamentales del 
interior)". 


(ANTECEDENTES: ) 
Rep. N? 851 
"PODER EJECUTIVO 


Ministerio de Economía y Finanzas 
Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca 


Montevideo, 8 de noviembre de 2001 
Señor Presidente de la Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de remitir a ese 
Cuerpo el adjunto proyecto de ley por el cual se otor- 
ga a los Gobiernos Departamentales del interior una 
partida de $ 14.136.976 en carácter de adelanto ex- 
traordinario. 


EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 


Los Gobiernos Departamentales del interior cuen- 
tan entre otras fuentes de recursos, con la recauda- 
ción por concepto del Impuesto a las Transacciones 
de Semovientes, instituido por la Ley N* 12.700, de 4 
de febrero de 1960. 


Entre los meses de abril y agosto del corriente 
año, con motivo del brote de la fiebre aftosa que 
afectó al país, los ingresos por dicho tributo se vieron 
disminuidos en forma considerable, afectando las fi- 
nanzas municipales. 


En consecuencia, y ante planteos realizados por el 
Congreso de Intendentes, el Poder Ejecutivo ha con- 
siderado oportuno y conveniente, compensar dicha 
disminución a través del pago de un adelanto extraor- 
dinario a los Gobiernos Departamentales -a ser rein- 
tegrado al Tesoro Nacional-, a fin de atemperar los 
efectos negativos de la disminución de su recauda- 
ción. 

Saluda al señor Presidente con la mayor conside- 
ración. 


JORGE BATLLE IBÁÑEZ, ALBERTO 
BENSIÓN, MARTÍN AGUIRREZABALA. 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 12.- Otórgase a los Gobiernos Departa- 
mentales del interior, una partida de $ 14.136.976,00 
(pesos uruguayos catorce millones ciento treinta y 
seis mil novecientos setenta y seis), en carácter de 
adelanto extraordinario a efectos de atender la dife- 
rencia producida en la recaudación del Impuesto a las 
Transacciones de Semovientes, entre el período 
comprendido entre el 24 de abril y el 31 de agosto de 
2001, e igual período del año 2000, de acuerdo al si- 
guiente detalle: 
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INTENDENCIA MUNICIPAL MONTO EN $ seis mil novecientos setenta y seis), en carácter de 
Artigas 1.289.893,00 adelanto extraordinario de las transferencias que les 

correspondan por concepto del Impuesto Específico 
Canelones 145.882,00 Interno al gasoil, de acuerdo al siguiente detalle: 

Cerro Largo 1.189.173,00 INTENDENCIA MUNICIPAL. MONTO EN $ 
Colonia id Artigas 1.289.893,00 
DUIaEno AO Canelones 145.882,00 

Fl 441.782,00 
EuEN Cerro Largo 1.189.173,00 

Florida 985.613,00 
Colonia 685.405,00 

Lavalleja 768.628,00 
Durazno 206.469,00 

Maldonado 152.711,00 
Paysandú 188.343,00 les ea 
Río Negro 643.005,00 Florida 985.613,00 
Rivera 1.242.658,00 Lavalleja 768.628,00 
Rocha 754.486,00 Maldonado 152.711,00 
Salto 908.838,00 Paysandú 188.343,00 
San José 597.922,00 Río Negro 643.005,00 
Soriano 3977.075,00 Rivera 1.242.658,00 
Tacuarembó 1.862.888,00 Bochá 754.486.00 

¡ T 1.096.2 
Treinta y Tres 096.205,00 Salto 908.838,00 
TOTAL 14.136.976,00 ; 
San José 597.922,00 
Artículo 22.- La partida que se indica en el artículo 

precedente será abonada en tres cuotas mensuales, Soriano 977.075,00 

iguales y consecutivas, a partir del mes siguiente a la ca lombó 1.862.888.00 

fecha de vigencia de la presente ley y deberá ser re- ae 
integrada al Tesoro Nacional. Treinta y Tres 1.096.205,00 
Facúltase a la Tesorería General de la Nación a TOTAL 14.136.976,00 


retener, durante los meses de octubre, noviembre y 
diciembre de 2002, del pago correspondiente a los 
Gobiernos Departamentales por concepto del Im- 
puesto Específico Interno al gasoil, el equivalente a 
las cuotas referidas en el inciso anterior. 


Montevideo, 8 de noviembre de 2001. 


ALBERTO  BENSIÓN, MARTÍN 
AGUIRREZABALA. 


CÁMARA DE SENADORES 


La Cámara de Senadores en sesión de hoy ha 
aprobado el siguiente 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 12.- Otórgase a los Gobiernos Departa- 
mentales del interior, una partida de $ 14.136.976,00 
(pesos uruguayos catorce millones ciento treinta y 


Artículo 22.- La partida que se indica en el artículo 
precedente será abonada en tres cuotas mensuales, 
iguales y consecutivas, a partir del mes siguiente a la 
fecha de vigencia de la presente ley y deberá ser re- 
integrada al Tesoro Nacional. 


Facúltase a la Tesorería General de la Nación a 
imputar, durante los meses de octubre, noviembre y 
diciembre de 2002, del pago correspondiente a los 
Gobiernos Departamentales por concepto del lm- 
puesto Específico Interno al gasoil, las cuotas referi- 
das en el inciso anterior. Dicha transferencia se efec- 
tuará a efectos de atender la disminución producida 
en la recaudación del Impuesto a las Transacciones 
de Semovientes, entre el período comprendido entre 
el 24 de abril y el 31 de agosto de 2001, e igual pe- 
ríodo del año 2000. 
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Sala de Sesiones de la Cámara de Senadores, en 
Montevideo, a 13 de diciembre de 2001. 


LUIS HIERRO LÓPEZ 
Presidente 
MARIO FARACHIO 
Secretario". 


——-LLéase el proyecto. 
(Se lee) 
——-En discusión general. 
SEÑOR BEROI S QUI NTEROS.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- Tiene la palabra 
el señor Diputado. 


SEÑOR BEROIS QUINTEROS.- Señor Presidente: 
quiero hacer algunas consideraciones. 


Sé que lo importante es votar, y lo vamos a ha- 
cer porque entendemos que así debe ser. Pero antes 
de votar queremos hacer algunas consideraciones 
breves, tratando de ser gráficos. 


Se trata de un impuesto cuyos antecedentes pro- 
ceden de la Ley N* 12.700, de 14 de febrero de 1960, 
en la que el Impuesto a las Transacciones de Semo- 
vientes era del 3%, pero en el año 1995, con la Ley 
N* 16.694, se reduce al 1%, aunque se destina a los 
Gobiernos Departamentales parte del IMESI. O sea 
que se les reduce lo recaudado por el Impuesto a las 
Transacciones de Semovientes, pero se les da parte 
del |MESI; lo que pierden por un lado, lo ganan por 
otro. 


Es bueno aclarar que este impuesto se ha venido 
reduciendo, pero de acuerdo con los valores de los 
semovientes, el desfase producido... 


(Murmullos.- Campana de orden) 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- Señoras y se- 
ñores Diputados: rogaría que se hiciera silencio para 
poder escuchar al señor Diputado Berois Quinteros. 


Puede continuar el señor Diputado. 


SEÑOR BEROIS QUINTEROS.- Gracias, señor Pre- 
sidente. 


Los desfases que se han producido no son mu- 
chos, de acuerdo con los valores de los semovientes. 
De cualquier forma, a esta altura del año y teniendo 
en cuenta la situación por la que atraviesan muchos 


departamentos del interior del país, siempre son bue- 
nos estos adelantos. 


Yo he votado más de una vez diferentes leyes 
-como la de Presupuesto- y resoluciones de la Cámara 
a fin de ayudar a los Gobiernos Departamentales. 


En el año 1999 el Gobierno Nacional transfirió a 
las Intendencias del interior alrededor de 
US$ 100:000.000. Esta suma equivale al 20% del to- 
tal de los recursos disponibles de esos Gobiernos De- 
partamentales, es decir, US$ 500:000.000. 


A través de diferentes reclamos, se les han hecho 
varias transferencias. Hay que ver que en el Presu- 
puesto Nacional se consiguió para las | ntendencias un 
aumento de aproximadamente US$ 40:000.000, y en 
el año 2004, según el acuerdo, el Gobierno Nacional 
aumentará su participación financiera en el Presu- 
puesto de las Comunas del interior entre el 26% y el 
30% en total. Por lo tanto, los recursos propios cae- 
rán a un porcentaje que se ubicará entre un 70% y 
un 74%. 


Tenemos que admitir también que nueve depar- 
tamentos del interior, entre los que se encuentran los 
cinco que tienen menor aporte al PBI nacional, au- 
mentaron sus plantillas de funcionarios entre marzo 
de 1985 y diciembre de 2000 en más del 50%. Se da 
una serie de datos con respecto al aumento de las 
plantillas de funcionarios. 


También hay que aclarar otra relación: entre 
1985 y 2000, en términos reales, los salarios de la 
Administración Central cayeron en un 8,2%; los de las 
empresas públicas aumentaron un 21,2% y los de los 
Gobiernos Departamentales un 82,3%. Esto es así. 


Me parece que hoy, cuando estamos votando re- 
cursos para las Intendencias Municipales, tenemos 
que hacer este tipo de planteamiento para refrescar la 
memoria de las ayudas que reciben y la necesidad 
que existe de que actúen en consonancia, o sea, que 
los Gobiernos Departamentales cumplan con algo que 
se ha venido haciendo en la Administración Central, 
como reducir la plantilla de funcionarios, con un sacri- 
ficio grande, lo que no pasa en las | ntendencias Muni- 
cipales. En estos momentos de crisis, todos nos te- 
nemos que ajustar el cinturón y reorganizar nuestra 
administración. Pero esto no ha sucedido en los Go- 
biernos Departamentales del interior, y no hablo de 
ninguna Intendencia en particular, sino en general. 
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Cuando se dice que queremos defender al inte- 
rior del país, no necesariamente lo hacemos defen- 
diendo el Tesoro de los Municipios; una cosa son las 
Administraciones Municipales, el Tesoro de los Muni- 
cipios, y otra son los pueblos del interior. El esfuerzo 
se debe realizar para que llegue a los bolsillos de la 
gente del interior y no al Tesoro de los Municipios. 


Entonces, hoy estamos votando un adelanto a los 
Gobiernos Departamentales de $ 14:136.976 por con- 
cepto de IMESI por una situación real, debido a la cri- 
sis de la aftosa. Esta crisis la vivieron todos, porque la 
sufrieron el sector agropecuario, el comerciante, el in- 
dustrial y todos los pueblos del interior, ya que ese 
flagelo tiene una relación directa con la economía, con 
el bolsillo de la gente del interior, por lo que es lógico 
y elemental que el Tesoro de los Gobiernos Municipa- 
les también sufra. La diferencia es que la gente se 
tiene que ajustar el cinturón y los Gobiernos Depar- 
tamentales piden al Gobierno Central que los asista. 


Voto con mucho gusto este proyecto, porque me 
parece que es algo que se debe hacer, pero si levanto 
mi mano también tengo que hacer este tipo de ase- 
veraciones con respecto al esfuerzo que hacemos to- 
dos los uruguayos, mientras de parte de otros secto- 
res del Estado no existe la misma respuesta. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- Tiene la palabra 
el señor Diputado Abdala. 


SEÑOR ABDALA.- Señor Presidente: estoy en total 
sintonía con lo que plantea el señor Diputado Berois 
Quinteros y me parece que este tipo de proyectos son 
los que uno tiene que apoyar calurosamente, aunque 
hubiera sido mejor que esta iniciativa fuera más espe- 
cífica. 


Me pregunto cómo se construyeron los universos 
de aporte para cada uno de los departamentos, por 
qué le toca a uno tanto y a otro una cifra distinta. Uno 
puede entender o ponderar alguna idea, como por 
ejemplo, la situación de Artigas, que, como sabemos, 
es dramática y distinta a la de otros departamentos, 
pero me gustaría saber cuáles fueron los criterios uti- 
lizados para la determinación de los montos. 


A mí me gustaría saber, como bien planteaba el 
señor Diputado Berois Quinteros, adónde van los di- 
neros públicos que vamos a aportar con la aprobación 
de este proyecto; seguramente, parte será destinada 
a enjugar déficit, aunque quizás vaya a la Administra- 
ción Municipal, que se manejará con un marco de dis- 


crecionalidad que no me parece oportuno en este 
momento. 


Creo que al proyecto le faltan los criterios por los 
cuales se establecieron estas cantidades de dinero y 
hubiera sido mucho más inteligente establecer exac- 
tamente adónde se destinaba este tipo de recursos 
porque, de lo contrario, la situación que plantea el se- 
ñor Diputado Berois Quinteros finalmente se produci- 
rá. 

La Administración Central está haciendo un es- 
fuerzo fenomenal y no se ve la contrapartida de algu- 
nas Intendencias. No es cierto que todas las |nten- 
dencias estén haciendo un esfuerzo sostenido para el 
achicamiento del gasto público; no es cierto. Insisto 
en que el esfuerzo que hace la Administración Central 
es bastante asimétrico en comparación con lo que ha- 
cen algunas |ntendencias. 


Entonces, uno se pregunta: ¿estamos para las 
maduras, pero no para las verdes? Todos estamos de 
acuerdo con los planteamientos de autonomía depar- 
tamental y de descentralización, pero cuando hay que 
pedir recursos termina siendo toda la sociedad la que 
debe dirimir este tema. Francamente, esto no me 
parece bien. 


Insisto: también votaré feliz este proyecto, por- 
que el problema de la fiebre aftosa fue dramático. Lo 
que viví en algunos departamentos del interior es to- 
talmente asustante y uno queda entristecido, pero 
este no puede ser el procedimiento. El hecho es que 
siempre se arma el gran lío y terminamos acudiendo a 
los recursos de la sociedad toda para subsanar este 
tipo de problemas. Después, algunos Intendentes se 
preguntan por qué existe tanto descrédito en algunas 
Intendencias y por qué se ven movilizaciones y se lle- 
ga a situaciones traumáticas. 


Esto no es un palo para nadie, como bien decía 
el señor Diputado Berois Quinteros: no es un palo a 
un colorado, a un blanco ni a un frenteamplista, sino 
simplemente una reflexión de fondo. Son los temas en 
los que se requiere más nivel de seriedad. 


Voto contento por lo puntual del caso, pero preo- 
cupado porque este tipo de situaciones seguramente 
se reiterará en esta Casa, lo que no me hace feliz. |n- 
sisto: no me hace feliz. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- Tiene la palabra 
el señor Diputado Cardozo Ferreira. 
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SEÑOR CARDOZO FERREIRA.- Señor Presidente: 
si bien comparto básicamente lo expresado por el se- 
ñor Diputado Berois Quinteros, debo decir que no to- 
dos los departamentos pasan por la misma situación. 
Si bien es evidente que no estamos acá para aclarar 
cuáles son los departamentos que realmente apues- 
tan al desarrollo y a la producción y cuáles se dedican 
a engrosar las filas de sus empleados públicos, es 
justo decir en este momento que si el Gobierno Cen- 
tral tuviera programas de desarrollo realmente des- 
centralizados y si tuviéramos el apoyo de una política 
especial orientada a las poblaciones y sectores más 
carenciados del país, los Intendentes no tendrían que 
estar con las puertas abiertas, metiendo gente para 
adentro de las Intendencias. A veces, hay que vivir 
esas tristes realidades del interior, sobre todo al norte 
del río Negro y en algunas zonas del este del país. 


También debo decir que estoy de acuerdo con lo 
que se ha dicho en el sentido de que no está claro, ni 
se especifica en el proyecto, por qué se establecieron 
esos montos para las Intendencias. Sin embargo, si 
estamos un poco atentos y observamos la fecha en 
que ingresó el mensaje del señor Presidente y de los 
señores Ministros al Parlamento -8 de noviembre, 
volvemos a recordar lo que pasó con la ley de indem- 
nización de los lecheros, que entró en setiembre y se 
terminó votando hace unos pocos días. Este proyecto 
ingresó el 8 de noviembre y hubo que pedir por favor 
al Senado el viernes pasado que lo votara en forma 
urgente. Por esa razón, en el Senado el proyecto no 
fue discutido ni tratado en la forma adecuada, es de- 
cir, explicando las razones a los señores Senadores, 
de modo que llegara con esas explicaciones a esta 
Cámara. 


Por ese motivo, hoy estamos considerando este 
proyecto a las apuradas, votando a pedido de los |n- 
tendentes una partida que desde noviembre tendría 
que estar sancionada. Quiere decir que, evidente- 
mente, las culpas han de repartirse entre todos. 


Vamos a aportar nuestro voto favorable a este 
proyecto con mucho gusto, porque si bien es un ade- 
lanto, también es un derecho de los | ntendentes, por- 
que el interior del país, más que nadie, ha sufrido las 
secuelas de la fiebre aftosa y de una cantidad de me- 
didas que no han colaborado a su desarrollo efectivo. 


SEÑOR ARRARTE FERNÁNDEZ.- ¿Me permite una 
interrupción? 


SEÑOR CARDOZO FERREI RA.- Sí, señor Diputado. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- Puede inte- 
rrumpir el señor Diputado. 


SEÑOR ARRARTE FERNÁNDEZ.- Señor Presidente: 
hemos escuchado expresiones sobre una visión de 
desarrollo de este país; no alcanzo a entender por qué 
se mira al interior de esa manera. 


En primer lugar, quisiera decir que el interior 
aporta US$ 800:000.000 por año en tributos de ca- 
rácter nacional. Se lo reitero al señor Diputado que hi- 
zo uso de la palabra anteriormente: el interior aporta 
US$ 800:000.000 por año en tributos de carácter na- 
cional. 


Además, no es una cuestión inherente a un solo 
departamento sino que es general de todo el interior. 
En este país, que tiene una economía agropecuaria, 
solamente el 5,7% de la población vive en el campo. 
No es posible achacar esta problemática a una mala 
gestión de todos los departamentos del interior. Por 
otra parte, quiero decir que la economía de este país 
sobrevive -que Montevideo y Canelones sobreviven- 
porque el 80% de las exportaciones están funda- 
mentadas en las materias primas que genera el inte- 
rior del país. 


Si esa es la visión que tenemos del Uruguay, si- 
gamos promoviendo el trasiego poblacional desde el 
interior hacia Montevideo y, entonces, vamos a termi- 
nar viviendo 3:300.000 personas en la capital y sus 
alrededores. Creo que el país tiene un grave problema 
de trasiego poblacional, que lo está pagando Montevi- 
deo. Los servicios de saneamiento, energía eléctrica y 
agua potable están recargados y se ha generado un 
alto nivel de desempleo, en gran medida como conse- 
cuencia de que en los últimos treinta años más de 
200.000 pobladores se han trasladado desde el medio 
rural hacia la ciudad. 


De manera que no comparto esa visión que se 
tiene del interior del país; el problema se resuelve 
promoviendo el desarrollo en esa zona. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- Puede continuar 
el señor Diputado Cardozo Ferreira. 


SEÑOR ABDALA.- ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR CARDOZO FERREI RA.- Sí, señor Diputado. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- Puede inte- 
rrumpir el señor Diputado. 
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SEÑOR ABDALA.- Señor Presidente: el amigo Vaz 
Ferreira hablaba de una cosa que se llama errores de 
falsa oposición. Acá nadie está diciendo nada contra 
el interior. 


Voy a ser muy claro: lo que estoy diciendo es 
que hay malos Intendentes. La República tiene Inten- 
dentes muy buenos y algunos que son muy malos, 
como hay muy buenos parlamentarios y muy malos 
parlamentarios. Lo que se critica es el mal | ntendente, 
porque estos recursos que estamos pagando todos, 
interior y Montevideo, muchas veces no tienen un 
destino de sensatez o no van a enjugar un déficit; 
terminan pagando lo que decía el señor Diputado 
Berois Quinteros con sabiduría y con mesura. Eso es 
lo que me parece que está mal. 


Insisto: no caigamos en la polarización interior- 
Montevideo. No; este es un país único, debemos pen- 
sar en el Uruguay como una unidad. Eso sí: cuando 
solicitamos a la sociedad en su conjunto una eroga- 
ción de esta naturaleza, lo mínimo que uno debería 
saber es para dónde va este dinero. A mí me hace fe- 
liz ayudar a la gente, pero quiero saber el destino de 
estos fondos, y nadie me lo aclara en este proyecto. 
Si estamos pidiendo un esfuerzo a todos los urugua- 
yos, que se diga qué destino tendrá el dinero en cada 
una de las | ntendencias: para qué actividad, para qué 
obras. De otra manera, terminamos pagando sueldos 
de gente que no es muy seria. Eso es lo malo. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- Puede continuar 
el señor Diputado Cardozo Ferreira. 


SEÑOR ARRARTE FERNÁNDEZ.- ¿Me permite una 
interrupción? 


SEÑOR CARDOZO FERREI RA.- Sí, señor Diputado. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- Puede inte- 
rrumpir el señor Diputado. 


SEÑOR ARRARTE FERNÁNDEZ.- Señor Presidente: 
creo que el juez de las autoridades nacionales es la 
población, y la población laudó. Es algo que debemos 
admitir. No podemos ser jueces de las autoridades 
que la población eligió soberanamente. 


También quiero resaltar que esto no es una dádi- 
va. Se va a devolver; lo establece el artículo 22, En- 
tonces, es un adelanto a cuenta de futuros recursos 
para los Gobiernos Departamentales. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- Puede continuar 
el señor Diputado Cardozo Ferreira. 


SEÑOR CARDOZO FERREIRA.- He terminado, se- 
ñor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- Tiene la palabra 
el señor Diputado Castromán Rodríguez. 


SEÑOR CASTROMÁN RODRÍ GUEZ.- Señor Presi- 
dente: es cierto que el país, la República Oriental del 
Uruguay, es una unidad, pero en este proyecto de ley 
no figura Montevideo, donde vive la mitad de la po- 
blación, y eso todos lo sabemos. Figura el resto de los 
departamentos del país, de esa unidad que es el Uru- 
guay. 


Creo que con sensatez, teniendo en cuenta la 
situación económica de los Gobiernos Departamenta- 
les del mal llamado interior del país, se plantea al 
Parlamento que adopte una posición positiva que no- 
sotros vamos a acompañar y que es sensata, teniendo 
en cuenta los déficit acumulados durante la gestión de 
los Gobiernos del Partido Colorado y del Partido Na- 
cional a partir de la salida de la dictadura y que han 
mostrado índices económicos nunca vistos desde el 
punto de vista del arrastre de pasivos. Esto es fácil de 
comprobar; podemos recurrir a las versiones taqui- 
gráficas de la Cámara cuando el año pasado planteá- 
bamos atender la problemática de seis o siete depar- 
tamentos que estaban en situaciones económicas lí- 
mite y siguen estándolo. 


Creo que esto es una señal positiva de un Poder 
Ejecutivo que está dando un préstamo y que, además, 
se ajusta a lo que establece la Constitución de la Re- 
pública en cuanto a verter recursos desde el Gobierno 
Nacional a los Gobiernos Departamentales. 


A nuestro juicio y el de la fuerza política que re- 
presentamos, esto hace más dependientes a los Go- 
biernos Departamentales del centralismo del Poder 
Ejecutivo, al tener que estar siempre expuestos a re- 
currir a las arcas del Estado, a la bolsa de Rentas Ge- 
nerales, para ir paliando situaciones mediante un pro- 
yecto de ley que, en definitiva -y está escrito aquí-, 
significa un préstamo que habrá que devolver. 


Esto nos hace reflexionar, decir lo que pensamos 
y lo que observamos como Representantes por un 
departamento como el de Río Negro, por ejemplo, 
que tiene un pasivo que se ha venido acumulando 
desde 1985 y que ronda en los US$ 7:500.000. Es un 
departamento con muchos problemas, con un 50% de 
morosidad en los distintos tributos que la gente debe- 
ría pagar, pero no ha podido hacerlo. Es un departa- 
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mento que tiene casi 80.000 hectáreas forestadas que 
no pagan un peso al Tesoro Departamental ni al Te- 
soro Nacional, y con 20.000 hectáreas inundadas por 
los lagos de las represas de Baygorria y de Palmar, 
que en realidad también prestan un servicio a quienes 
habitan el resto del país, pero que van en detrimento 
del Gobierno Departamental, lo que hace que el pro- 
blema se agudice. 


Tal vez la partida que vamos a votar ayude al 
pago del medio aguinaldo de muchos funcionarios 
municipales y al pago de los sueldos de los que han 
ingresado a la plantilla de los Gobiernos Departa- 
mentales, como es el caso de Río Negro, que también 
ha agrandado sustancialmente su plantilla de funcio- 
narios, que -tal vez sea un poco grosero, pero, bueno, 
digo lo que pienso- la ha sobredimensionado quizás 
por favores políticos, por clientelismo, por prácticas 
con las que nosotros no concordamos, que no reco- 
nocemos ni avalamos, porque en definitiva después se 
recurre a la bolsa grande del Estado. Y el Estado so- 
mos los tres millones y medio de uruguayos, el millón 
y medio que habita el departamento de Montevideo y 
el resto que habita los departamentos del interior. 


Creo que, responsablemente, hoy debemos optar 
por levantar nuestra mano y tirar un cabo, hacerles 
una pierna -hablando en criollo- a los Gobiernos De- 
partamentales del interior del país que necesitan im- 
periosamente de esta ayuda económica. 


No compartimos en general las prácticas políticas 
que se implementan en cada Gobierno Departamen- 
tal, pero somos respetuosos de la autonomía y de lo 
que cada uno decide, porque en definitiva después es 
la gente la que se encarga de pasar raya y señalar 
quién está bien y quién está mal. Pero eso es futuro- 
logía y no me gusta hacerla. 


SEÑOR DA SILVA.- ¿Me permite una interrupción? 


SEÑOR CASTROMÁN RODRÍ GUEZ.- Sí, señor Di- 
putado. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- Puede inte- 
rrumpir el señor Diputado. 


SEÑOR DA SILVA.- Señor Presidente: alejado está 
de mi espíritu participar en este tipo de discusión. 
Creo que todas las opiniones son valiosas; todo el 
mundo dice lo que piensa. Hay varias visiones; yo 
tengo la mía, pero me la voy a reservar para el mo- 
mento oportuno. 


Este proyecto que estamos considerando esta- 
blece la asignación de un adelanto de $ 14:000.000, 
es decir, de US$ 1:000.000. Según mi amigo, el señor 
Diputado Castromán Rodríguez, ello se debe a la es- 
pantosa situación de clientelismo político generado 
por años y años de gobiernos blancos y colorados. 
Reitero las cifras: $ 14:000.000, que equivalen a 
US$ 1:000.000. 


¿El Diputado Castromán Rodríguez sabe cuánto 
fue lo que pidió la Intendencia Municipal de Montevi- 
deo a la Junta Departamental para pagar el aguinal- 
do? Cuando lo sepa -si es que no lo sabe-, podremos 
empezar a conversar de buenas o malas administra- 
ciones. Estamos hablando de $ 14:000.000 contra una 
cifra que tengo en mi poder. Averigúe la cifra que yo 
tengo aquí y después quizás pueda darme la razón o 
no. Porque para hablar de buena administración todos 
tenemos que hacer los deberes, y las crisis las sufri- 
mos todos. 


No quiero atacar a la Intendencia Municipal de 
Montevideo, pero ante la ofensa del señor Diputado 
Castromán Rodríguez, no tengo otra alternativa que 
decir que la Intendencia de Montevideo pidió 
$ 50:000.000 para pagar el aguinaldo, y lo hizo por- 
que no tenía plata debido al déficit que tiene y que 
todos conocemos, aunque este no es el momento de 
discutir el punto. Estamos hablando de $ 50:000.000 
contra $ 14:000.000 para los restantes Gobiernos De- 
partamentales. 


Entonces, señor Diputado, yo no quería hablar, 
pero usted me está obligando a aclarar las cosas. Se- 
gún la información del Edil que me la acaba de sumi- 
nistrar, se trata de $ 50:000.000 para la |ntendencia 
Municipal de Montevideo contra $ 14:000.000 para 
todo el país. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- Antes de que el 
señor Diputado Castromán Rodríguez continúe su ex- 
posición, en primer lugar quiero informar a los seño- 
res legisladores que, de acuerdo con lo establecido en 
el Reglamento de la Cámara, cuando las señoras Di- 
putadas y los señores Diputados hacen uso de la pa- 
labra, deben dirigirse a la Mesa. 


En segundo término, todos sabemos que tene- 
mos un orden del día complicado, y se han anotado 
diez señores Diputados para hacer uso de la palabra 
sobre este tema. Entonces, sin perjuicio de que nadie 
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debe eludir el debate, exhorto a todos los legisladores 
a tomar conciencia con respecto a los tiempos que 
estamos viviendo. 


Puede continuar el señor Diputado Castromán 
Rodríguez. 


SEÑOR ORRICO.- ¿Me permite una interrupción? 


SEÑOR CASTROMÁN RODRÍ GUEZ.- Sí, señor Di- 
putado. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- Puede inte- 
rrumpir el señor Diputado. 


SEÑOR ORRICO.- Señor Presidente: simplemente 
quiero decir que un préstamo bancario es una de las 
tantas formas que tienen los Municipios, las empre- 
sas, para pagar el aguinaldo. En todas las empresas 
en que trabajé, cuando llegó el momento de pagar el 
aguinaldo siempre pedimos dinero al banco, y esa es 
una forma de financiación, algo distinto a salir a 
"manguear” por otro lado. Una cosa es un pedido 
formal a un banco y otra cosa es la "manga"; son dos 
cosas distintas. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- Puede continuar 
el señor Diputado Castromán Rodríguez. 


SEÑOR CASTROMÁN RODRÍGUEZ.- Señor Presi- 
dente: no quise molestar a ninguno de los integrantes 
de la Cámara. Simplemente, en mi reflexión en voz 
alta hice mención al Gobierno Departamental de 
Montevideo, que acá no figura, un Municipio que, mal 
o bien, con problemas como todos -eso no lo pode- 
mos tapar con la mano-, a la corta o a la larga trata 
de pagar los compromisos que asume. No puedo dar 
fe de lo que ocurre en el resto de los Gobiernos De- 
partamentales. Si no fuera así, podemos remitirnos a 
la documentación que tenemos y que seguramente 
obra en poder de todos los miembros de la Cámara. 


Quiero terminar mi intervención diciendo que 
vamos a votar el proyecto, pero señalando con con- 
tundencia, con fuerza, con mucha firmeza, que estas 
cosas no suceden por obra de la providencia, sino por 
obra de seres humanos, que tienen la responsabilidad 
que la ciudadanía les otorgó para conducir los Gobier- 
nos Departamentales, los dineros departamentales, y 
que muchas veces lo hacen con desprolijidades; y uti- 
lizamos ese término para no perder el estilo y la for- 
ma de conducirse en la Cámara, en virtud de un rela- 
cionamiento que tenemos todos los parlamentarios y 


que hace a la labor cotidiana de la Cámara de Repre- 
sentantes. 


SEÑOR LÓPEZ.- ¿Me permite una interrupción? 


SEÑOR CASTROMÁN RODRÍGUEZ.- Con mucho 
gusto, señor Diputado. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- Puede inte- 
rrumpir el señor Diputado. 


SEÑOR LÓPEZ.- Señor Presidente: simplemente, a 
modo de aclaración, quiero decir que en este proyecto 
de ley de alguna manera se trata de beneficiar a los 
departamentos que, como todos sabemos, sufrieron 
las consecuencias de la fiebre aftosa. Que yo sepa, en 
Montevideo ese mal no tuvo consecuencias directas 
ya que a todos nos consta que este departamento no 
tiene haciendas. Por lo tanto, la disposición se refiere 
a los departamentos del interior, que vieron reducidos 
sus ingresos derivados de la aplicación del impuesto 
que grava las transacciones de semovientes. Lógica- 
mente, ese no es el caso de Montevideo, y a ello se 
debe la no inclusión de este departamento en esta 
iniciativa. 
Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- Puede continuar 
el señor Diputado Castromán Rodríguez. 


SEÑOR CASTROMÁN RODRÍ GUEZ.- Señor Presi- 
dente: lo expresado era lo que deseaba manifestar de 
acuerdo con mi leal saber y entender, a mi pensa- 
miento, y a la filosofía y la forma de práctica política 
que tenemos. 


SEÑOR CANET.- ¿Me permite una interrupción? 


SEÑOR CASTROMÁN RODRÍ GUEZ.- Sí, señor Di- 
putado. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- Puede inte- 
rrumpir el señor Diputado. 


SEÑOR CANET.- Señor Presidente: simplemente, 
con relación a la afirmación realizada por el señor Di- 
putado Da Silva sobre los $ 50.000.000, quiero decir 
que su información es correcta. Y la vamos a com+- 
plementar diciendo que hay una línea de crédito del 
Banco de la República para el pago de aguinaldos 
destinada a instituciones públicas, que no puede ser 
utilizada para otra cosa: la institución pública corres- 
pondiente comunica cuánto debe pagar por concepto 
de aguinaldos, el Banco se lo adelanta y se paga en 
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cinco cuotas. Por lo tanto, nada tiene que ver con 
otros aspectos. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- Puede continuar 
el señor Diputado Castromán Rodríguez. 


SEÑOR DA SI LVA.- ¿Me permite una interrupción? 


SEÑOR CASTROMÁN RODRÍ GUEZ.- Sí, señor Di- 
putado. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- Puede inte- 
rrumpir el señor Diputado. 


SEÑOR DA SILVA.- Señor Presidente: sin duda, la 
apreciación que hace el señor Diputado Canet es co- 
rrecta. Pero aquí hay dos cosas. 


Quiero aclarar que nadie está "mangueando" na- 
da. Estamos hablando de cifras; se trata de 
$ 14:000.000 contra $ 50:000.000, y la apreciación 
que hice fue para comparar y para que la Cámara se 
ilustre acerca de lo que se está hablando. Todo el pa- 
ís, salvo Montevideo -el departamento que represen- 
to, que me gusta; y aclaro que apoyo el Gobierno 
Municipal: acá yo me la jugué cuando hubo que votar 
la tarifa de saneamiento, porque hay que jugársela-, 
pide $ 14:000.000, es decir, US$ 1:000.000, para di- 
ferentes cosas. 


Al escuchar el discurso del señor Diputado Cas- 
tromán Rodríguez tuve que traer esa cifra a colación. 
La Intendencia pidió el aval de la Junta para solicitar 
$ 50:000.000 en préstamo. ¿Por qué piden el présta- 
mo? Porque no tienen la plata. Entonces, ni una cosa 
ni la otra. 


Desde mi punto de vista, la |ntendencia Munici- 
pal de Montevideo tiene un manejo financiero espan- 
toso; de más está mencionar los números en rojo que 
ha tenido. No creo que este sea el ámbito para hablar 
del déficit municipal. Ya va a llegar el momento de 
observar los números y de discutirlos, pero ello no 
será en el Parlamento. 


Este Partido, que apoya constructivamente todo 
lo bueno que propongan los Gobiernos de cualquier 
pelo, también critica, y a mí nadie me va a convencer 
de que el de la Intendencia Municipal de Montevideo 
es un ejemplo de manejo financiero. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- Antes de conti- 
nuar, la Mesa establece que el debate sobre el ma- 
nejo de los fondos de la Intendencia Municipal de 
Montevideo está absolutamente fuera del asunto del 
orden del día que está en consideración. 


Advierto que el señor Diputado Castromán Rodrí- 
guez concederá una interrupción al señor Diputado 
Pintado y también al señor Diputado Chifflet; de esa 
manera, iremos poniendo fin al debate sobre la In- 
tendencia Municipal de Montevideo y retomaremos la 
conducción de la discusión sobre el Impuesto Especí- 
fico | nterno al gasoil. 


Puede continuar en el uso de la palabra el señor 
Diputado Castromán Rodríguez. 


SEÑOR CASTROMÁN RODRÍ GUEZ.- Señor Presi- 
dente: no estoy haciendo ningún tipo de discurso; 
estoy diciendo lo que pienso, como es mi estilo. Men- 
cioné a la Intendencia Municipal de Montevideo al pa- 
sar, haciendo referencia a lo que figura en esta inicia- 
tiva, que es de lo que estamos hablando y por lo que 
fuimos convocados. 


Digo al señor Diputado Da Silva, que está asig- 
nado al departamento de Soriano y que trata de con+ 
plementarse con los señores Diputados Vener Carboni 
y Arregui, que, en todo caso, lea el Presupuesto de la 
Intendencia Municipal de Montevideo para que cuente 
con cifras que avalen su posición y lo que ha estado 
diciendo. 


Concedo ahora, por su orden, las interrupciones 
que me han solicitado los señores Diputados Chifflet y 
Pintado. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- Puede inte- 
rrumpir el señor Diputado Chifflet. 


SEÑOR CHI FFLET.- Señor Presidente: en primer lu- 
gar, quisiera hacer una observación lateral. Cuando se 
comparan cantidades, tienen que ser para destinos 
similares. Este proyecto tiene el objetivo de subsanar 
determinados perjuicios que han tenido los departa- 
mentos a raíz de la aftosa. Los $ 50:000.000 de que 
se habla, enfrentados a estos $ 14:000.000, son para 
pagar aguinaldos, y estrictamente para eso. Si que- 
remos comparar aserrín con pan rallado, haremos po- 
lítica menor. Hay quien se espanta por algunas cosas 
y dice: ¡administración espantosa!, lo que no se re- 
fleja, por cierto, en las encuestas; pero este es otro 
tema. Yo no puedo decir que alguien no tiene derecho 
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a pensar en esa forma ni a expresar en esta Cámara 
sus espantos, aunque sea desmentido, reiterada- 
mente, por las encuestas de opinión, que valoran otra 
cosa. 


Quiero ir al tema concreto. Este es un proyecto 
extraordinario para circunstancias extraordinarias, 
porque hubo fenómenos imprevistos. Simplemente, se 
otorga un adelanto que los Gobiernos Departamenta- 
les tendrán que devolver. 


En segundo término, se ha dicho que hay Go- 
biernos Departamentales -no todos- que se han dedi- 
cado a engrosar las filas de empleados, y se les critica 
por eso. Paralelamente, se dice que se debe disminuir 
la cantidad de funcionarios y que esta es la forma de 
hacer una buena administración. Yo no estoy de 
acuerdo con el hecho de que las | ntendencias Munici- 
Pales, en una circunstancia como la que vive el país, 
entren a recortar y a despedir personal para equilibrar 
sus gastos, porque de ese modo no pensamos en la 
gente, sino nada más que en los números. Eso sí, 
cuando son excesivos los cargos, tienen que suprimir- 
se vacantes, no tienen que ingresar funcionarios por 
la ventana. Yo no critico a los que ingresan, sino a los 
que abren la ventana. Me parece que es fundamental 
dejar constancia de ello. 


Ahora bien, comparto lo que dice el señor Dipu- 
tado Abdala: cuando leía hoy el proyecto, no concluía 
en función de qué coordenadas se hizo la distribución. 
Estas son informaciones que no llegaron al Parla- 
mento, pero supongo que tienen alguna lógica y que 
debe ser en función de algo que quizá sepan los pro- 
pios representantes del Gobierno. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- Puede inte- 
rrumpir el señor Diputado Pintado. 


SEÑOR PINTADO.- Señor Presidente: no voy a en- 
trar en el debate, siguiendo la línea orientadora que el 
señor Presidente nos ha sugerido. Lo que digo es que 
si queremos ser Ediles inconstitucionales, es decir, 
remunerados, no tengo ningún inconveniente en dis- 
cutir acerca de todos los Gobiernos Departamentales 
con la mayor objetividad posible. 


Quiero hacer alguna aclaración. Montevideo tiene 
ganado y hace transacciones de ganado. Una parte 
mayoritaria de sus predios son rurales, pero no hubo 
aftosa. No digo que eso sea una conquista del Go- 
bierno Departamental de Montevideo; por favor, no 
voy a cometer ese pecado. 


(Interrupción del señor Representante Chápper.- 
Respuesta del orador.- Campana de orden) 


——LDe todos modos, creo que es bueno votar esto, 
más allá de que en las dieciocho |Intendencias del 
resto del país hay distintos niveles, hay buenos admi- 
nistradores blancos y colorados y los hay malos. 


(Suena el timbre indicador de tiempo) 


——No tendría inconveniente en analizar esa situa- 
ción; creo que no nos corresponde, pero como decía, 
si queremos ser Ediles inconstitucionales y hay quien 
tiene vocación de ser Edil y no pudo acceder a la 
Junta Departamental correspondiente, estoy dispuesto 
a darle el gusto, y quienes quieran ser Ediles, que lo 
sean por un día. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- Ha finalizado el 
tiempo de que disponía el señor Diputado Castromán 
Rodríguez. 


Tiene la palabra el señor Diputado Carminatti. 


SEÑOR CARMI NATTI .- Señor Presidente: la verdad 
es que después de tanto andar a la deriva, ya no sé ni 
qué ¡ba a decir, porque se me fue el tema principal. 
Empezamos a hablar de una cosa y terminamos ha- 
blando de la Intendencia Municipal de Montevideo. Es 
algo que se repite frecuentemente; yo diría que de- 
beríamos dejarlo ahí. 


Con referencia a los Gobiernos Departamentales, 
a mí me corresponden las generales de la ley, porque 
como es sabido tengo un hermano Intendente, que 
por tercera vez, y no por gracia de Dios solamente, 
sino porque el pueblo lo votó, accedió al poder en la 
Intendencia. Fue Intendente dos períodos seguidos, 
luego tuvo uno de "impasse" y ahora es el actual J efe 
Comunal. 


La cosa viene mal. Eso es de conocimiento de 
todos; no decimos ninguna novedad. Aquí lo único 
que nos faltó fue la fiebre amarilla y alguna cosa de 
esas, porque lo demás lo tuvimos todo: sequía, inun- 
daciones, aftosa, terrorismo. Todo. 


Me parece que yo puedo hablar de la |Intenden- 
cia. Tal vez alguien puede decirme: "¿Qué autoridad 
tiene? ¿Por ser el hermano del | ntendente va a hablar 
de la |Intendencia?". Lo que pasa es que yo he vivido 
muy cerca de mi hermano y sé cómo se sufre y cómo 
se vive la Intendencia. Mi hermano tiene un dicho 
muy particular: "Para ser Intendente hay que tener 
dos corazones: uno para sufrir y otro para empujar". 
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Tal vez tenga razón. Además, no se puede dar mar- 
cha atrás en la Intendencia. 


Por otra parte, creo que sí puede haber, como 
dice el señor Diputado Abdala, |ntendentes con dis- 
tintos órdenes de capacidad de manejo y de adminis- 
tración. Lo que no creo correcto es lo que dijo en 
cuanto a que puede haber |ntendentes malos o bue- 
nos, porque si eso trascendiera a la prensa estaríamos 
dando una mala imagen. También dijo que podía ha- 
ber Diputados malos y buenos. ¿Yo cómo me consi- 
dero? ¿Un Diputado del montón?, ¿uno de los bue- 
nos?, ¿uno de los malos? No podemos hablar en esos 
términos. Me parece que eso no es correcto y que el 
uso de los términos no es el adecuado, a pesar de 
que estimo al señor Diputado Abdala y sé que es muy 
Capaz. 


En cuanto a algunas apreciaciones que hizo mi 
colega, el señor Diputado Castromán Rodríguez -a 
quien también estimo mucho, a pesar de que está en 
el otro cuadro; capaz que se cambia el año que vie- 
ne... 


(Hilaridad) 


——...yo diría que el señor Diputado Castromán Ro- 
dríguez sabe bien que las cosas en Fray Bentos se 
heredaron del proceso. Desde 1985 en adelante se 
arrancó con un déficit no solo de maquinaria, sino 
también económico y hasta anímico, y con una desilu- 
sión permanente de toda la población, porque nadie 
creía en nada. El movimiento se encauzó en diez años 
y se llegó a crear una estructura que diría que es va- 
liosa por lo que es Las Cañas, a pesar de que nos 
embromaron los de SAUDICO, en aquel tiempo famo- 
so en que aparecieron los árabes por Fray Bentos y 
toda esa parte que es hasta cómica y muy larga de 
contar. Pero salimos del pozo y tenemos por delante 
la construcción de un puente, con una posibilidad de 
futuro en cuanto a un puerto y otras cosas en las que 
nuestros vecinos no nos ayudan, porque se están 
destruyendo. Argentina está en una complicación 
permanente, pero nosotros hemos ido creciendo. 


Cuando se habla de que el Municipio adopta de- 
cisiones de tomar gente, creo que estamos en lo que 
era antes el Estado, que era un empleador, y ser em- 
pleado público era un beneficio al que todos querían 
acceder. 


SEÑOR SCAVARELLI.- ¿Me permite una interrup- 
ción? 


SEÑOR CARMI NATTI.- Sí, señor Diputado. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- Puede inte- 
rrumpir el señor Diputado. 


SEÑOR SCAVARELLI.- A ver si podemos ayudar al 
señor Presidente a reencauzar este tema. Queda claro 
que lo que se trata de cubrir es un problema de caja. 
Las Intendencias tienen un problema de caja, como el 
Estado Central, para cumplir un Presupuesto que está 
asignado. La administración es un capítulo muy im- 
portante, pero distinto. 


El Poder Ejecutivo, que no es el único que tiene 
iniciativa privativa en la materia, después de hacer los 
estudios correspondientes llega a la conclusión de que 
la caja de las |Intendencias que aparecen en este lis- 
tado ha sufrido un perjuicio por merma de ingresos, 
sobre todo en función del elemento recaudador del 
Impuesto a las Transacciones de Semovientes. Como 
se establece en el proyecto, a través de un adelanto 
extraordinario a los Gobiernos Departamentales, se 
intenta compensar la disminución de los ingresos su- 
frida durante el período de la crisis de la aftosa, que 
todos conocemos. 


Tanto es un problema de caja que la devolución 
de ese importe no se hace a cuenta de lo que se re- 
caude por concepto del mismo impuesto del período 
siguiente, sino que se descuenta del Impuesto Espe- 
cífico Interno al gasoil, que es una compensación, un 
rubro distinto y un aporte diferente a la | ntendencia. 


Tenemos que considerar que estas cantidades 
han sido liquidadas por el Poder Ejecutivo para conr+ 
pensar un ingreso que estaba establecido a efectos de 
cubrir un recurso presupuestal y un objetivo presu- 
puestal votados por las Juntas Departamentales de 
cada departamento. No se trata de una donación, sino 
de un adelanto, y es tan de caja que se restituye a 
través de un mecanismo de ingreso que no tiene nada 
que ver con la forma de liquidar la cantidad sustitutiva 
del impuesto. Desde ya que el debate sobre la calidad 
de la administración de los Gobiernos Municipales no 
corresponde a esta Cámara; además, como bien dijo 
el señor Presidente, me parece que es un tema que 
está fuera de discusión. 


Desde ya que le hubiera servido al Parlamento 
tener más información complementaria para votar no 
solo con entusiasmo y convicción, sino con mayor co- 
nocimiento; la información siempre es trascendente 
para poder decidir. Pero tengo claro que el Poder Eje- 
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cutivo es absolutamente meticuloso en estos temas y 
tiene que ayudar a que se cumplan los Presupuestos 
Municipales con recursos genuinos. Existe un recurso 
genuino, que es el Impuesto a las Transacciones de 
Semovientes -cuya recaudación se vio afectada por 
circunstancias ajenas al país, porque hubo una plaga 
en el Uruguay que condujo a una situación muy críti- 
Ca-, que se adelanta para ser devuelto o compensado 
luego con el producido del Impuesto Específico |nter- 
no al gasoil. 


Creo que podríamos llegar a la conclusión de que 
este es el tema y no ir más allá de este punto, salvo 
que quisiéramos establecer un debate en torno a otro 
punto, lo que nos llevaría a otro tema. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- Puede continuar 
el señor Diputado Carminatti, a quien le restan dos 
minutos de su tiempo. 


SEÑOR CARMI NATTI.- Señor Presidente: eviden- 
temente, el que sabe, sabe y el maestro me acaba de 
decir algo en el sentido de que debería terminar con 
esta temática. El lo dice muy bien, pero yo quisiera 
aclarar algunas cosas. No sé si la | ntendencia Munici- 
pal de Río Negro tiene superávit, pero es una emplea- 
dora y, como dijo muy bien el señor Diputado Chifflet, 
nosotros tenemos que dar alguna posibilidad en lu- 
gares donde no hay trabajo de otra índole. 


El señor Diputado Castromán Rodríguez también 
debe saber que para casi todos los cargos que se han 
llenado en Fray Bentos se ha hecho sorteo; no se han 
llenado a dedo, salvo aquellos que son de absoluta 
confianza. A nosotros nos aflige lo que recién decía el 
señor Diputado Scavarelli respecto al Impuesto a las 
Transacciones de Semovientes y sobre todo lo que 
expresó muy bien el señor Diputado Castromán Ro- 
dríguez en cuanto a la cantidad de hectáreas foresta- 
das que no se pagan y a las lagunas que producen las 
represas. 


De cualquier forma, voy a apoyar este proyecto, 
aunque tengo dudas en cuanto a las cifras que figu- 
ran en él. Hay departamentos como Rivera, al que se 
le asignan alrededor $ 1:242.000, y como Río Negro, 
al que apenas se destinan $ 643.000. Coincido con el 
amigo Diputado Da Silva en que estamos hablando de 
menudencias y pequeñeces. Reitero que apoyo este 
proyecto sin estar convencido de que estas sean las 
cifras correctas para mi departamento. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- Tiene la palabra 
el señor Diputado Barrios. 


SEÑOR BARRIOS.- Señor Presidente: si nos vamos 
a atener a los aspectos cuantitativos de este proyecto 
de ley, realmente estamos hablando de chauchas y 
palitos. El total es US$ 1:000.000 para repartir entre 
dieciocho Intendencias en tres meses; no tiene nada 
que ver el pago del aguinaldo. Se trata de un reinte- 
gro de lo que se supone que perdieron las | ntenden- 
cias por no haber recaudado el impuesto del 1% a la 
venta de semovientes. A grandes rasgos, esto repre- 
sentaría el 50% más, tomando los valores de hoy y no 
los del período previo. Si tomamos los valores que 
había para la carne y para el ganado durante el perío- 
do previo a la aparición de la aftosa, tal vez en lugar 
de  US$1:000.000 habría que hablar de 
US$ 2:000.000; y si tomamos en cuenta los valores 
actuales, la cifra es de US$ 1:500.000. Entonces, la 
importancia del tema no está en el volumen, sino en 
lo que se trajo a Sala, que son manifestaciones de re- 
presentantes de los Partidos que hoy están dirigiendo 
el Gobierno, que me parecen altamente positivas y 
que quiero remarcar. 


Por un lado, el señor Diputado Berois Quinteros 
manifiesta que las Intendencias son las únicas que 
han aumentado la cantidad de su personal sin ningún 
control y orden. Por otro lado, el señor Diputado Ab- 
dala habla de las malas administraciones municipales. 
Los integrantes del Partido Colorado y del Partido Na- 
cional son y han sido en los últimos años los titulares 
de todas esas Intendencias y los responsables del 
clientelismo que ha habido en ellas. En el caso de la 
Intendencia de mi departamento, Rocha, debo decir 
que su situación actual responde a diecisiete años de 
clientelismo permanente, llevado adelante por el Par- 
tido Colorado y el Partido Nacional. 


SEÑOR ACOSTA Y LARA.- ¿Me permite una inte- 
rrupción? 


SEÑOR BARRI OS.- No, señor Diputado; luego se la 
concederé. 


En un período, estuvo al frente de la Intendencia 
el señor Adauto Puñales y, en otro, el señor lrineu 
Riet Correa, como al día de hoy. ¿Por qué digo que es 
bueno que el señor Diputado Abdala se preocupe de 
esto? Porque el señor Intendente Adauto Puñales, 
después de haber dejado deudas por US$ 17:000.000 
con UTE, deudas de cinco meses de sueldo con el 
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personal, deudas de millones de dólares con el Banco 
de Previsión Social, no resulta electo. Naturalmente, 
era el último en cuanto a posibilidades, resultó el úl- 
timo en la votación, y sin embargo se lo designa para 
un cargo importante en una empresa clave del Esta- 
do. Me parece altamente significativo y positivo que 
se reconozca en esta Cámara que las | ntendencias se 
manejan mal y actúan con criterio clientelístico. Pero 
lo que no me parece bien es que eso no sea reproba- 
do por los partidos a los que pertenecen estos |nten- 
dentes y terminemos en la situación actual, es decir, 
que quien generó el problema no tenga problemas y 
quienes no tenían nada que ver sí tengan problemas. 


Aquí hablamos de US$ 1:000.000; para pagar el 
aguinaldo en el departamento de Rocha solamente se 
necesitan US$ 450.000. Un millón de dólares para to- 
das las Intendencias, ¿qué es? Insisto: el tema no es 
de volumen, no es cuantitativo, sino cualitativo, y me 
felicito de que se esté reconociendo lo que sucede 
con las Intendencias del interior, que se han converti- 
do en una máquina de recolectar votos, aunque al fi- 
nal no les da resultado. 


SEÑOR ACOSTA Y LARA.- Pido la palabra para 
contestar una alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- Tiene la palabra 
el señor Diputado. 


SEÑOR ACOSTA Y LARA.- Señor Presidente: no te- 
níamos intención de participar en el debate, pero des- 
pués de una flagrante violación, de lo que ha dicho el 
señor Diputado Barrios, quien evidentemente quiere 
justificar la mala administración de un |ntendente co- 
mo !rineu Riet Correa -debe ser de las peores admi- 
nistraciones que existen-, nos vemos obligados a ha- 
cer uso de la palabra. Y como quiere justificarla, de 
alguna manera ha tratado de hacer un revisionismo 
acerca de la historia del departamento de Rocha y de 
lo que allí ha ocurrido. Lamento que no esté presente 
la señora Diputada Puñales Brun para informarle 
acerca de la gestión del señor lrineu Riet Correa en 
las administraciones anteriores de la Intendencia de 
Rocha. 


Creo que no son buenas esas alusiones a los 
Partidos tradicionales que ha hecho el señor Diputado 
Barrios, imputándoles ser malos administradores. Pa- 
rece que no se miran para adentro, como si la admi- 
nistración del Frente Amplio en Montevideo fuera ex- 
celentísima; la justifican solamente por un tema elec- 


toral, ignorando el déficit importante que ha dejado 
esa administración, además del perjuicio que ha ge- 
nerado a todos los que provenimos del interior, pues 
prácticamente hasta nos han querido impedir la cir- 
culación en Montevideo. 


Si queremos discutir sobre estos temas, que el 
señor Diputado Barrios parece desconocer, podemos 
hacerlo, pero si no quiere ensuciar la cancha, le acon- 
sejaría que se callara y se dedicara a votar un pro- 
yecto de ley que es importante. Cuando le toque ad- 
ministrar, que hable bien de las cosas que tiene que 
hacer. 


SEÑOR LACALLE POU.- Pido la palabra para con- 
testar una alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- Tiene la palabra 
el señor Diputado. 


SEÑOR LACALLE POU.- Señor Presidente: aquí se 
ha hablado mucho del Intendente de Rocha, pero po- 
nemos al Intendente Arana, al Intendente de Rocha y 
al de Canelones, y le corro al que quiera; creo que el 
tema no pasa solo por ahí. 


Yo quería, simplemente, decir dos cosas. En 
cuanto al dinero que se destina al departamento de 
Canelones -no sé si fue defendido o no en el Congre- 
so de Intendentes o en dónde-, creo que es escasísi- 
mo. Si bien la producción mayoritaria no es la gana- 
dera, cuenta con un gran número de frigoríficos. Qui- 
zá sea el departamento con más frigoríficos y con más 
gente que vive de esta actividad. ¡Vaya si quedó 
gente sin trabajar y pasando mal durante estos me- 
ses! 


Por otro lado, señor Presidente, hemos visto de- 
rramar lágrimas y críticas en esta sesión sobre este 
tema del que sería bueno sacar algo positivo. |nvita- 
mos al resto de los colegas a que, de una vez por to- 
das, estas cosas no se tengan que dirimir en un mero 
debate, para luego quedar simplemente en intencio- 
nes, porque así es un bollo: yo hablo mal de tal In- 
tendencia, pero después en la Junta la votación es de 
dieciséis en treinta y uno y se terminaron los proble- 
mas. 


Así como existió una conversación entre dos lí- 
deres a principios de año, creo que sería el momento, 
de una vez por todas -ya que advierto que hay vo- 
luntad-, de que los fallos del Tribunal de Cuentas sean 
vinculantes, porque hoy se aceptan las observaciones 
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de ese órgano, pero se hace lo mismo, cambiando 
una palabra. De este modo se termina con aquello de 
"Arana, sí" o "Arana no", "el de Rocha sí" o "el de Ro- 
cha no", o "el de Canelones sí" o "el de Canelones 
no". Ahí va a ser el Tribunal de Cuentas el que diga 
que se excedió en los gastos, no invirtió, contrató 
empleados, no tiene plantilla. Y el dictamen será vin- 
culante, le guste o no le guste, sea del pelo que sea. 


Por último, conversábamos insistentemente con 
mi amigo, el señor Diputado Da Silva, sobre algo que 
quiero decir al señor Diputado Chifflet, por quien te- 
nemos mucho respeto. Como dijo en su momento, 
hace pocos días, el Presidente del Encuentro Progre- 
sista-Frente Amplio, doctor Tabaré Vázquez, con res- 
pecto a las encuestas: "A no mareamnos con los nu- 
meritos”. 


SEÑOR BARRIOS.- Pido la palabra para contestar 
una alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- La Mesa informa 
que están anotados los señores Diputados Falero, Se- 
ñorale y Guido Machado. Luego de que haga uso de la 
palabra el señor Diputado Guido Machado, la Mesa va 
a proponer que el asunto se considere suficiente- 
mente discutido y se pase a votar según lo estableci- 
do en el Reglamento, ya que a su entender está ab- 
solutamente agotado. 


Para contestar una alusión tiene la palabra el se- 
ñor Diputado Barrios. 


SEÑOR BARRI OS.- Señor Presidente: antes que na- 
da, quiero agradecer el consejo que me dio el señor 
Diputado Acosta y Lara: que me callara la boca. Se lo 
voy a devolver con otro consejo: que escuche mejor. 
Tal vez yo deba callarme la boca, pero él tiene que 
escuchar mejor. En ningún momento hice una defen- 
sa del Intendente Municipal | rineu Riet Correa. 


Dije que en el departamento de Rocha hay una 
situación caótica en el área financiera de la |ntenden- 
cia, por diecisiete años de administraciones del Parti- 
do Nacional y del Partido Colorado. Además, yo esta- 
ba centralizando mis comentarios en el departamento 
de Rocha, pero fueron los señores Diputados Berois 
Quinteros y Abdala quienes hicieron mención a los 
errores que llevan adelante, en su administración, las 
Intendencias del interior. Yo agregué un adjetivo que 
ellos no pusieron: clientelismo. Y agregué otra cosa: 
me parece bueno que el Partido Nacional y el Partido 
Colorado se preocupen por que sus Intendentes dejen 


de hacer las cosas que han hecho hasta ahora, aun- 
que sinceramente, me temo que es difícil que cuando 
llegue el período electoral les vayan a poner coto, 
porque todo ese mecanismo de emplear, emplear y 
emplear gente ha servido muy bien para recolectar 
votos. 


En lo que tiene que ver con el Intendente Riet 
Correa, debo informar que somos tan opuestos a su 
gestión que, a los seis meses de haber iniciado su 
administración, nuestra fuerza política hizo una inter- 
pelación a nivel departamental, y pido disculpas por 
estar tratando aquí un tema de carácter departa- 
mental. Pero debo aclarar al señor Diputado Acosta y 
Lara y a los demás señores Diputados cuál es nuestra 
posición. En ese momento -no lo sabíamos todavía- 
nos enteramos de que en seis meses había designado 
a 516 funcionarios. A esta altura, debe llevar 800. 


Bueno, entonces, ¡ viva el Partido Nacional! ¡ Viva 
la coalición de Gobierno! En definitiva, que ponga no 
solo al departamento de Rocha sino a todos los de- 
partamentos en orden para que esas cosas no sigan 
sucediendo. 


Por eso digo que US$ 1:000.000, para las |nten- 
dencias, es chauchas y palitos. No importa. 


Gracias, señor Presidente, y desde luego que 
vamos a votar con satisfacción este proyecto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- Continuando 
con la lista de oradores, tiene la palabra el señor Di- 
putado Falero. 


SEÑOR FALERO.- Señor Presidente: si un lector que 
no existe, pero supongamos que existiera, de la ver- 
sión taquigráfica de las sesiones de la Cámara leyera 
dentro de unos días todo esto diría: "¡Qué espantosas 
son las Intendencias blancas!", "¡Qué espantosas son 
las Intendencias coloradas!", "¡Qué espantosa es la 
Intendencia del Frente Amplio en Montevideo!". Y lle- 
garía a la conclusión de que la única | ntendencia bue- 
na sería una eventual | ntendencia del Nuevo Espacio 
Independiente. Por lo tanto, prometo que será la 
mejor Intendencia de todas, porque las demás son 
espantosas. 


Entrando al fondo del asunto, quiero decir que 
las Intendencias del interior percibían, por concepto 
de Impuesto a las Transacciones de Semovientes, en 
función de las liquidaciones de los locales feria, el 3% 
del monto total de la venta de ganado en todo el país. 
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Hubo una modificación, a fines de 1994 -no recuerdo 
exactamente la fecha-, que pretendió sustituir ese in+ 
puesto por un |MESI -|mpuesto Específico |nterno- al 
gasoil, con la protesta de muchas |ntendencias. Re- 
cuerdo especialmente a la Intendencia Municipal de 
Flores, que era una de las que más se perjudicaba en 
aquel momento. 


De alguna manera, esto también apunta a la fa- 
mosa guerra de patentes, que por allí se está dando, 
porque existe este Impuesto Específico Interno, sus- 
titutivo de aquel que se aplicaba a las transacciones 
de semovientes. 


Por lo tanto, el artículo 1?, que hace referencia 
específicamente a lo sucedido en el país entre el 24 
de abril y el 31 de agosto de 2001 -no es necesario 
que digamos qué sucedió, porque todo el mundo lo 
sabe-, y el artículo 2? -que establece cómo habrá de 
producirse el reintegro de este adelanto y en función 
de qué impuesto- están vinculados entre sí; están vin- 
culados a la historia de cómo fue modificado el Im- 
puesto a las Transacciones de Semovientes, sustitu- 
yéndolo por el |MESI al gasoil. 


Por lo tanto, si analizamos la lista que tenemos 
acá, no tengan ninguna duda de que los departa- 
mentos de Artigas, Cerro Largo, Rivera, Lavalleja, 
Florida, Salto, Tacuarembó y Treinta y Tres son los 
que han tenido en el período comprendido entre el 24 
de abril de 2001 y el 31 de agosto de 2001 la mayor 
cantidad de venta de ganado. Entonces, percibieron el 
1%, en lugar del 3%, como consecuencia de la apli- 
cación del Impuesto a las Transacciones de Semo- 
vientes y, en mérito a la epidemia de aftosa, vieron 
reducidos sus ingresos en la cantidad que aquí se es- 
tablece, en el año 2001. 


Así que, esta lista, de ninguna manera es discre- 
cional; estos montos no son discrecionales. Surgen de 
la mera comparación entre el 1% que se percibió en 
estos departamentos por concepto de Impuesto a las 
Transacciones de Semovientes -vigente actualmente- 
en el período comprendido entre el 24 de abril y el 31 
de agosto de 2000, y lo que se recaudó por concepto 
del mismo impuesto, en los mismos departamentos, 
durante el mismo período, pero del año 2001. 


Entonces, esto es algo absolutamente racional, 
que no habría ameritado toda esta discusión si el te- 
ma hubiese sido tratado en la Comisión de Ganadería, 
Agricultura y Pesca -como correspondía-, y no en la 


Comisión de Hacienda. El señor Diputado González Ál- 
varez me mira con atención. A veces se quieren sacar 
temas a la Comisión de Ganadería, Agricultura y Pes- 
ca, cuando en realidad es esta la que trata ese tipo de 
cosas en forma más correcta. 


(Interrupción del señor Representante González 
Álvarez) 


——S€ me aclara que no fue tratado en ninguna Co- 
misión. Por esa razón es que tenemos todo este in- 
tríngulis. Si hubiese sido tratado en una Comisión, ha- 
bría sido resuelto mucho más rápidamente. 


Por lo tanto, esto es absolutamente racional y 
esta es la explicación histórica, por lo que vamos a 
votar el proyecto en los términos en que viene. Aquí 
no hay otra cosa más que eso: un adelanto de un im+- 
puesto que las |ntendencias tendrían que haber per- 
cibido y que no percibieron por razones ajenas a la 
voluntad de los señores |ntendentes, buenos, malos, 
blancos, amarillos, rojos, del Frente o colorados. En 
definitiva, se trata de reintegrarles lo que legítima- 
mente habrían recibido si el país hubiera estado en 
una situación sanitaria correcta. 


SEÑOR BEROIS QUINTEROS.- ¿Me permite una 


interrupción? 
SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- ¿Me permite una 
interrupción? 
SEÑOR MACHADO (don Guido).- ¿Me permite una 
interrupción? 


SEÑOR FALERO.- Concedo, por su orden, las inte- 
rrupciones que me solicitan los señores Diputados 
Berois Quinteros, González Álvarez y Guido Machado. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- Puede inte- 
rrumpir el señor Diputado Berois Quinteros. 


SEÑOR BEROIS QUINTEROS.- Señor Presidente: 
quise hacer una aclaración cuando el señor Diputado 
Scavarelli hizo referencia al porqué del adelanto de 
este impuesto. Como bien decía el señor Diputado 
Falero, esto fue a raíz de lo establecido en la Ley 
N2 16.694. Lo que se hizo fue bajar la alícuota del im- 
puesto creado por la Ley N2 12.700 -es decir, se bajó 
del 3% al 1%- y, en compensación por esa rebaja, a 
través del artículo 22 se dio a las |ntendencias Muni- 
cipales lo correspondiente al impuesto al gasoil. La 
redacción nace de ahí y surge ahora en respuesta a la 
situación provocada por la fiebre aftosa, que perjudicó 
a todos los Gobiernos Departamentales. 


Miércoles 19 de diciembre de 2001 


CÁMARA DE REPRESENTANTES 27 


Digo esto porque la recaudación del impuesto a 
los semovientes para las |ntendencias del interior es 
diferente; señalo a mi amigo, el señor Diputado Pin- 
tado, que la recaudación que tiene la |ntendencia 
Municipal de Montevideo por el Impuesto a las Tran- 
sacciones de Semovientes es menor debido a que, por 
su estructura, las ferias y el movimiento de semo- 
vientes en Montevideo no son las actividades princi- 
Pales. En el interior sí lo son; allí radica la diferencia. 
En virtud de ello, se utiliza el mismo criterio y se da 
un adelanto que luego se descontará a los Gobiernos 
Departamentales de lo que les corresponda por el |m- 
puesto Específico Interno. Esa es la relación. 


SEÑOR SCAVARELLI.- ¿Me permite una interrup- 
ción? 


SEÑOR BEROIS QUINTEROS.- Señor Diputado: no 
puedo concedérsela porque estoy haciendo uso de 
una interrupción. 


Cuando realicé algunas apreciaciones no me re- 
ferí a ninguna Intendencia, sino que hablé en general. 
Cuando me referí a los aumentos salariales, mencioné 
la situación en la Administración Central, en los entes 
autónomos y también en todas las | ntendencias, por- 
que el 82% de aumento salarial las abarca a todas, 
inclusive la de Montevideo. En virtud de que no que- 
remos entrar a la particularidad de cada una de las 
Intendencias, hicimos la apreciación en general. Que- 
ría dejar constancia de ello porque luego puede surgir 
de los debates que defiendo a uno o a otro. Cuando 
las cosas son así, si una | ntendencia es de mi Partido, 
no me duelen prendas al decir que algo está mal y 
que se debe corregir alguna situación. 


Si por el tema de la aftosa los pobres paisanos se 
han tenido que ajustar, no han podido recibir en su 
bolsillo lo necesario para alimentar a su familia ni re- 
currir a ningún banco porque ninguno les presta plata, 
me parece que esto es actuar en consonancia con esa 
situación. Esa era la referencia que quería hacer. Por 
lo tanto, esto responde específicamente a una situa- 
ción que nos perjudicó a todos los uruguayos, pero 
más a aquel que vive de esto, que se tuvo que ajustar 
el cinturón y no tuvo a quién pedirle. También perju- 
dicó al Tesoro de los Gobiernos Departamentales, 
pero estos sí tienen, por suerte, a quién ir a pedirle y 
quién les dé. Sé que es ínfimo, pero esa es la relación 
que quería plantear, que luego derivó en muchas 
apreciaciones desde el punto de vista de una Inten- 


dencia u otra, aunque yo no quería que eso sucedie- 
ra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- La Mesa aclara 
al señor Diputado Falero que le restan siete minutos. 


Puede interrumpir el señor Diputado González Ál- 
varez. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Señor Presidente: 
afortunadamente, el tema se está encauzando en la 
realidad que tenemos, que es analizar este proyecto 
como ha venido, con carácter de grave y urgente. No 
ha podido pasar por ninguna de las Comisiones res- 
pectivas de la Cámara; si lo hubiera hecho, habría lle- 
gado con otra información. Indudablemente, debemos 
decidirnos y votar en forma rápida. 


Me alegro de la decisión del señor Presidente de 
la Cámara en cuanto a dar por terminadas las alocu- 
ciones luego de que se agote la lista de oradores y 
pasar a votar el proyecto. Todos queremos votar. La 
discusión sobre si hay Intendencias bien o mal admi- 
nistradas se puede dar en otro momento si la Cámara 
lo cree pertinente, aunque pienso que esa discusión 
debería darse en el seno de cada departamento; para 
ello existen órganos similares a este: las Juntas De- 
partamentales. Estas tienen que analizar, controlar y 
encauzar a su Ejecutivo departamental. 


Utilizando las palabras del señor Diputado Ba- 
rrios, creo que esto son chauchas y palitos. A las |n- 
tendencias les tocan unas migajas. Simplemente, se 
trata de que tienen problemas de recaudación, de 
caja -como decía el señor Diputado Scavarelli- y, por 
ello, a cuenta de otro impuesto que está establecido 
que se distribuya entre las Intendencias del interior, 
se les da un adelanto por seis o siete meses -ya que 
en octubre se les empieza a descontar-, para que pa- 
sen este mal momento debido a la mala recaudación. 


Deseo que no entremos a discutir en torno a In- 
tendencias bien o mal administradas, porque no es 
del caso hacerlo aquí -cada uno tendrá su concepto y 
yo, por supuesto, tengo el mío-, y nos dediquemos a 
votar esto en la tarde de hoy para que pueda ser in- 
mediatamente aplicado. No nos olvidemos de que 
este proyecto estuvo en el Senado desde el 8 de no- 
viembre y recién fue votado hace dos días. Estoy 
viendo que en el Parlamento existe consenso para 
votar esto. Entonces, votémoslo. La discusión que se 
quiera dar, sin duda la podremos dejar para una se- 
sión extraordinaria que fijemos para el primer martes 
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de febrero. En esa oportunidad podremos hablar de 
las Administraciones Municipales, si es lo que se 
quiere. Creo que ello no es pertinente y que esa dis- 
cusión debería instalarse primero en el seno de las 
respectivas Juntas Departamentales, que son las que 
están más cerca de los temas locales. 


Por lo tanto, suscribo al procedimiento que ha 
indicado el señor Presidente en cuanto a pasar a votar 
lo antes posible. Si algún compañero se borra de la 
lista, mejor. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- Puede inte- 
rrumpir el señor Diputado Guido Machado. 


SEÑOR MACHADO (don Guido).- Señor Presiden- 
te: me voy a borrar de la lista de oradores. 


Ahora quiero decir que, obviamente, voy a votar 
este proyecto de ley. A solicitud del Congreso de |n- 
tendentes, el Poder Ejecutivo ha sido sensible en 
cuanto a adelantar esta cuota parte. 


Además, quiero expresar a algunos señores Di- 
putados que han manifestado dudas con respecto a 
los cálculos, que estos fueron absolutamente objeti- 
vos, que fueron realizados de una forma impecable y 
que no debe llevarnos a ninguna duda el hecho de 
que a un departamento se destine más que a otro, 
porque eso deriva de la diferencia exacta entre un 
período y otro, como muy bien explicó el señor Dipu- 
tado Falero. 


Hay varios departamentos que perciben mayores 
porcentajes porque dependen y viven de la explota- 
ción agropecuaria. Asombra lo que se destina, por 
ejemplo, al departamento de Canelones, pero este no 
tiene el nivel de pecuaria de otros departamentos co- 
mo, por ejemplo, Tacuarembó. Hay que sumar otros 
factores y, en ese sentido, quiero llamar la atención 
del Cuerpo sobre lo siguiente. Aquí las cifras mayores 
corresponden a los departamentos de frontera unidos 
a Tacuarembó. Es decir que debemos tomar concien- 
Cia de lo duro que ha sido, de cómo ha afectado la 
crisis de la aftosa a departamentos que, además, es- 
tán sumidos en una profunda crisis comercial, indus- 
trial y social por todos los problemas de vivir en la 
frontera con Brasil. En el caso particular del departa- 
mento de Rivera se debe sumar a esta problemática 
que hay más de 100.000 hectáreas dedicadas a la 
forestación que no aportan Contribución |nmobiliaria. 
Lamentablemente, esto repercute en las arcas de la 
Intendencia Municipal, que, como todos sabemos, de- 


be cumplir una cantidad de funciones, como las de 
ayudar a la salud pública o a la educación, que no 
están comprendidas dentro del Presupuesto. En el 
interior, la puerta que se golpea es la de la | ntenden- 
cia. 


Por último, con respecto a la actual administra- 
ción de la Intendencia Municipal de Rivera -de la cual 
me siento corresponsable-, no me duelen prendas al 
decir que allí no se hizo clientelismo político en ningún 
sentido: ha entrado un minúsculo grupo de técnicos 
para acompañar la tarea del Intendente; no se echó a 
nadie ni entró a la Intendencia ningún grupo en masa, 
en malón, y se están haciendo las cosas muy bien, 
como lo saben todos los que conocen el departa- 
mento de Rivera. 


(Suena el timbre indicador de tiempo) 


—— Así que, el palo de malas administraciones, de 
clientelismo político, etcétera, irá para otro lado y no 
para el departamento de Rivera. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- Ha finalizado el 
tiempo de que disponía el señor Diputado Falero. La 
Mesa le concederá un minuto para que redondee su 
pensamiento. 


Puede continuar el señor Diputado Falero. 


SEÑOR FALERO.- Señor Presidente: ha quedado 
claro el origen histórico de la relación entre el im- 
puesto a los semovientes y el |MESI al gasoil, así co- 
mo que la distribución que se hace de montos por de- 
partamento está en función de datos absolutamente 
objetivos, vinculados a la producción agropecuaria y a 
la venta en locales feria en los que, en realidad, se 
procede a la liquidación del impuesto. También ha 
quedado claro que esta medida es por concepto de 
adelanto, el cual va a ser reintegrado, casi compulsi- 
vamente, por descuentos que la Tesorería General de 
la Nación efectuará por sí y ante sí cuando se liquide 
el |MESI correspondiente a los meses de octubre, no- 
viembre y diciembre de 2002, en la parte que corres- 
ponde a los Gobiernos Departamentales. Por tanto, 
creo que esto no merece más análisis. 


Muchas gracias, señor Presidente. 


SEÑOR SCAVARELLI.- Pido la palabra para una 
aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- Tiene la palabra 
el señor Diputado. 
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SEÑOR SCAVARELLI.- Señor Presidente: quisiera 
decir algo que me parece que está claro en el funda- 
mento de la exposición de motivos; no sé por qué le 
damos tantas vueltas. 


En la exposición de motivos se dice que hay una 
partida que el Poder Ejecutivo promueve ante el Po- 
der Legislativo como adelanto extraordinario. Luego 
dice que "Los Gobiernos Departamentales [...] entre 
otras fuentes de recursos" tienen los derivados del 
Impuesto a las Transacciones de Semovientes. Luego, 
siguiendo la lógica, se continúa diciendo que, en vir- 
tud de lo que todos sabemos sobre la aftosa que 
afectó al país, "los ingresos por dicho tributo se vieron 
disminuidos en forma considerable". Entonces, el Po- 
der Ejecutivo plantea compensar esa pérdida -no en- 
tra en la naturaleza del impuesto, ni de dónde sale- a 
través del pago de un adelanto extraordinario a los 
Gobiernos Departamentales. 


Por tanto, esto no da para más: es un tema de 
caja, de flujo; además, hay una devolución con un 
impuesto que no tiene nada que ver con el monto que 
se da. 


Simplemente quería aclarar esta situación y ade- 
lantar mi voto a favor de esta iniciativa. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- Tiene la palabra 
el señor Diputado Señorale. 


SEÑOR SEÑORALE.- Señor Presidente: original- 
mente me había anotado para referirme a lo que se 
acaba de aclarar: este es un problema de caja; aquí 
se está resolviendo el problema de recaudación de las 
Intendencias Municipales con un recurso que financia 
su Presupuesto. Por lo tanto, no sería correcto, ni co- 
rrespondería, que estas partidas que se distribuyen en 
Cada una de las |Intendencias estuvieran condiciona- 
das a un destino. En definitiva, lo que se está hacien- 
do es financiar el Presupuesto municipal. 


Quisiera hacer algunas generalizaciones porque 
he escuchado juicios que creo que son injustos para 
con los Gobiernos Departamentales. No entro a califi- 
car si se trata de Intendencias Municipales buenas, 
malas o regulares; creo que corresponderá a la ciuda- 
danía, en el momento de las elecciones, definir cómo 
han sido las Comunas en su gestión. Y si hoy existe 
un ámbito de contralor de las Intendencias, me pare- 
ce que no es el Parlamento, sino las respectivas J un- 
tas Departamentales. 


Por otra parte, quiero hacer algunas puntualiza- 
ciones con respecto a los cometidos que hoy cumplen 
las | ntendencias Municipales, que van mucho más allá 
de lo que la propia Constitución de la República de- 
termina. Hoy ya no son Administraciones Municipales, 
sino verdaderos Gobiernos de los departamentos. 
Diariamente vemos |ntendentes preocupados no solo 
por prestar buenos servicios de caminería, de ilumina- 
ción, etcétera, sino por el desarrollo del departamen- 
to. Como muy bien se ha expresado, las | ntendencias 
Municipales son las primeras puertas que golpean los 
ciudadanos, muchas veces por problemas ajenos a los 
asuntos estrictamente municipales. En ese sentido, 
más allá de los juicios que tengamos cada uno de los 
Diputados del interior de la República sobre las res- 
pectivas Intendencias -ya sea que pertenezcamos al 
partido del Intendente o a uno de la oposición-, de- 
bemos coincidir en que las Comunas se involucran en 
una cantidad de aspectos que no son estrictamente 
municipales. Podemos citar innumerables ejemplos de 
Intendencias que están trabajando en temáticas como 
la salud, la enseñanza y el saneamiento, cuando hay 
organismos específicos a los que corresponden tales 
actividades. 


Por eso me parece que es injusto que se genera- 
lice en el sentido de que las | ntendencias Municipales 
solamente se dedican a dar empleo o a tomar gente, 
haciendo clientelismo político. Debemos hacer un 
análisis de lo que hoy son las |ntendencias Municipa- 
les, que responden a una tendencia general y mundial 
en lo que tiene que ver con las competencias de Go- 
biernos locales. Cada vez se tiende más a la munici- 
Ppalización de la gestión, porque los Gobiernos Munici- 
Pales son los que están más cerca de la gente, com- 
prenden mucho mejor sus problemas y dan una res- 
puesta más inmediata y acorde a las necesidades que 
se plantean. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- Tiene la palabra 
el señor Diputado Rodríguez. 


SEÑOR RODRÍ GUEZ.- Señor Presidente: sobre este 
tema se ha hablado mucho. Podemos coincidir o no; 
nosotros lo vamos a votar. Pero tengo una serie de 
dudas y creo que muchos también las tienen. 


Según el mensaje del Poder Ejecutivo, como con- 
secuencia de la baja recaudación del Impuesto a las 
Transacciones de Semovientes se hace un adelanto 
del Impuesto Específico Interno al gasoil -no es un 
adelanto sobre el impuesto a las transacciones-, y se 
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hace una distribución. Esto es lo que entiendo y es lo 
poco que he podido averiguar. Reitero: se hace un 
adelanto del Impuesto Específico Interno al gasoil, y 
no sobre lo que se dejó de recaudar por las transac- 
ciones de semovientes. Y esa es la única gran discre- 
pancia que tengo, y que debo decir como Represen- 
tante por mi departamento. 


¿Cómo se hace la distribución? Se hace en base a 
una tabla, de acuerdo con el índice de población. La- 
mentablemente, el Poder Ejecutivo ha adoptado para 
toda la distribución el censo del año 1966; entonces, 
nuestro departamento se ha visto perjudicado. ¿Por 
qué? Porque en 1966 Maldonado tenía la tercera parte 
de la población que tiene al día de hoy. Actualmente 
tenemos 150.000 habitantes en el departamento, y en 
1966, menos de 60.000. Hemos recibido gente de to- 
dos los departamentos, con lo cual tendría que bajar 
el índice de distribución en todos los departamentos, 
favoreciéndose el de Maldonado. Sin embargo, hoy 
por hoy, en toda la distribución Maldonado ha sido 
totalmente perjudicado. A pesar de eso, la gente, los 
Diputados que hoy ocupan una banca en este Parla- 
mento -muchos de los cuales permanentemente visi- 
tan nuestra zona balnearia-, saben del esfuerzo que 
se está realizando en Maldonado. 


No viene el "mangueo", como dijo algún señor 
Diputado. Lo que viene es el pedido del Ministerio del 
Interior para que el Gobierno Departamental otorgue 
US$ 600.000 para mantener la seguridad no solo del 
departamento, sino también del país; viene el auxilio 
del Gobierno Departamental para mantener las guar- 
derías, porque Primaria no lo puede hacer; viene el 
mantenimiento de la salud y una cantidad de cosas. 


Entonces, creo que hay que corregir con justicia 
el sistema de distribución. Acá no sucede lo que dijo 
algún señor Diputado, en el sentido de que se tomó 
en cuenta lo que se recaudó en tal año o en tal perío- 
do y lo que se va a recaudar ahora. No es cierto; lo 
que se hace es un adelanto del Impuesto Específico 
Interno al gasoil y se distribuye por la tabla que se ha 
establecido, por el índice de población. Y de esa for- 
ma se hará el descuento en los meses de octubre, no- 
viembre y diciembre de 20072; esa es la realidad. 


Por lo tanto, no podemos estar discutiendo si se 
recaudó mucho o poco. Es un adelanto de ese im- 
puesto. En lo que sí discrepamos -y queremos dejar la 
constancia en este Parlamento- es en el sistema de 
distribución. Queremos que, de una vez por todas, el 


Poder Ejecutivo tome en cuenta el nuevo censo de 
población y no el del año 1966, que no se ajusta a la 
realidad. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- Ha finalizado la 
lista de oradores. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar si 
se pasa a la discusión particular. 


(Se vota) 


——Cincuenta tres: 


AFIRMATIVA. 


y dos en cincuenta y 


En discusión particular. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Mociono para que 
se suprima la lectura de todos los artículos. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- Se va a votar. 
(Se vota) 


——Cincuenta y tres en cincuenta y cuatro: 
AFIRMATIVA. 


En discusión el artículo 12. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 


——Cincuenta y tres en cincuenta y cuatro: 
AFIRMATIVA. 


En discusión el artículo 22. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 


——Cincuenta y cinco en 
AFIRMATIVA. 


cincuenta y seis: 


Queda sancionado el proyecto y se comunicará al 
Poder Ejecutivo. 


SEÑOR ORTI Z.- ¡ Que se comunique de inmediato! 
SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- Se va a votar. 
(Se vota) 


——incuenta y ocho por la afirmativa: AFIRMATIVA. 
Unanimidad. 


(No se publica el texto del proyecto sancionado 
por ser igual al aprobado por el Senado) 
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10.- Declaración de gravedad y urgencia. 


——LDe acuerdo con lo dispuesto por el literal C) del 
artículo 90 del Reglamento, se va a votar si se declara 
grave y urgente el asunto que figura en segundo tér- 
mino del orden del día. 


(Se vota) 


——(incuenta y siete en cincuenta y ocho: 
AFIRMATIVA. 


11.- Protocolo de 1988 relativo al Conve- 
nio Internacional para la Seguridad 
de la Vida Humana en el Mar, 1974. 
(Aprobación). 


De acuerdo con lo resuelto por la Cámara, se pa- 
sa a considerar el asunto que figura en segundo tér- 
mino del orden del día: "Protocolo de 1988 relativo al 
Convenio Internacional para la Seguridad de la Vida 
Humana en el Mar, 1974. (Aprobación)". 


(ANTECEDENTES:) 
Rep. N2 518 
"PODER EJECUTIVO 


Ministerio de Defensa Nacional 
Ministerio de Relaciones Exteriores 


Montevideo, 13 de marzo de 2001. 


Señor Presidente de la Asamblea General 
don Luis Hierro López: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de remitir a su 
consideración el adjunto proyecto de ley acorde a lo 
dispuesto por el numeral 7* del artículo 168 de la 
Constitución de la República, el cual refiere a la apro- 
bación del Protocolo de 1988 relativo al Convenio In- 
ternacional para la Seguridad de la Vida Humana en 
el Mar, 1974 (SOLAS). 


La Organización Marítima Internacional (OM), or- 
ganismo dependiente de la Organización de Naciones 
Unidad (ONU) en materia de asuntos marítimos, pro- 
mueve e impulsa la adopción de convenios y proto- 
colos, como así también códigos y recomendaciones 
referentes a la seguridad marítima, la prevención de 
la contaminación del mar y cuestiones anexas. 


El Convenio Internacional para la Seguridad de la 
Vida Humana en el Mar (SOLAS), es uno de los más 
antiguos en su género y el más importante; sus ante- 
cedentes datan del año 1914 en que fuera elaborado 
como consecuencia del hundimiento del Titanic en 


1912. A la fecha han habido cuatro versiones del 
mismo, la última data de 1974 y entró en vigor en el 
ámbito internacional en 1980. Dicho Convenio Inter- 
nacional incluye una gran variedad de medidas desti- 
nadas a acrecentar la seguridad en la navegación. 


Nuestro país, por el Decreto-Ley N* 14.879, de 23 
de abril de 1979, aprobó el Convenio Internacional 
para la Vida Humana en el Mar, 1974 (SOLAS 74) y 
su Protocolo de 1978 (SOLAS 74/78). Con el devenir 
de los años, se han efectuado al mismo numerosas 
enmiendas acordes a nuevas problemáticas surgidas 
y a efectos de la adecuación a los avances tecnológi- 
cos en la materia. 


A la fecha es necesario incorporar al mencionado 
Convenio disposiciones relativas a reconocimientos y 
certificaciones, para poder contribuir a alcanzar los 
objetivos del SOLAS 74/78 y armonizarlo con otros 
instrumentos internacionales también vigentes e in- 
corporados a la normativa nacional, como son el 
"Convenio Internacional para Prevenir la Contamina- 
ción por los Buques 1973, y sus Enmiendas por Pro- 
tocolo 1978" (MARPOL 73/78, Ley Nacional 
N?* 14.885, de 25 de abril de 1979) y el "Convenio In- 
ternacional sobre Líneas de Carga, 1966" (LL66, Ley 
Nacional N* 14.556, de 16 de agosto de 1976). 


Por los motivos expuestos, se encarece a dicho 
Cuerpo la aprobación del proyecto de ley que se 
acompaña. 


Saluda a usted con la mayor consideración. 


JORGE BATLLE IBÁÑEZ, 
BREZZO, DIDIER OPERTTI. 


PROYECTO DE LEY 


LUIS 


Artículo único.- Apruébase el Protocolo de 1988 
relativo al Convenio Internacional para la Seguridad 
de la Vida Humana en el Mar, 1974 (SOLAS). 


Montevideo, 13 de marzo de 2001. 
LUIS BREZZO, DIDIER OPERTTI". 


Anexo l al 
Rep. N* 518 


"CÁMARA DE REPRESENTANTES 
Comisión de Asuntos Internacionales 

INFORME 
Señores Representantes: 


Vuestra Comisión de Asuntos Internacionales ha 
estudiado el Protocolo de 1988 relativo al Convenio 
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Internacional para la Seguridad de la Vida Humana en 
el Mar, 1974 (SOLAS). 


La Organización Marítima Internacional (OM), or- 
ganismo dependiente de la Organización de las Na- 
ciones Unidas (ONU) en materia de asuntos maríti- 
mos, promueve e impulsa la adopción de convenios y 
protocolos, como así también códigos y recomenda- 
ciones referentes a la seguridad marítima, la preven- 
ción de la contaminación del mar y cuestiones ane- 
xas. 


El Convenio Internacional para la Seguridad de la 
Vida Humana en el Mar (SOLAS), es uno de los más 
antiguos en su género y el más importante. Sus ante- 
cedentes datan del año 1914 en que fuera elaborado 
como consecuencia del hundimiento del Titanic en 
1912. A la fecha han habido cuatro versiones del 
mismo, la última data de 1974 y entró en vigor en el 
ámbito internacional en 1980. Dicho Convenio incluye 
una gran variedad de medidas destinadas a acre- 
centar la seguridad en la navegación. 


Nuestro país, por el Decreto-Ley N* 14.879, de 23 
de abril de 1979, aprobó el Convenio Internacional 
para la Vida Humana en el Mar, 1974 (SOLAS 74) y 
su Protocolo de 1978 (SOLAS 74/78). Con el devenir 
de los años, se han efectuado al mismo numerosas 
enmiendas acordes a nuevas problemáticas surgidas 
y a efectos de la adecuación a los avances tecnológi- 
cos en la materia. 


A la fecha es necesario incorporar al mencionado 
Convenio disposiciones relativas a reconocimientos y 
certificaciones, para poder contribuir a alcanzar los 
objetivos del SOLAS 74/78 y armonizarlo con otros 
instrumentos internacionales también vigentes e in- 
corporados a la normativa nacional, como son el 
Convenio Internacional para Prevenir la Contamina- 
ción por los Buques 1973, y sus Enmiendas por Pro- 
tocolo 1978 (MARPOL 73/78, Decreto-Ley N* 14.885, 
de 25 de abril de 1979), y el Convenio Internacional 
sobre Líneas de Carga, 1966 (Decreto-Ley N* 14.556, 
de 16 de agosto de 1976). 


Por las razones anteriormente expuestas, vuestra 
Comisión de Asuntos Internacionales aconseja al 
Cuerpo la sanción del adjunto proyecto de ley por 
medio del cual se aprueba el Protocolo de 1988, rela- 
tivo al Convenio Internacional para la Seguridad de la 
Vida Humana en el Mar. 


Sala de la Comisión, 17 de octubre de 2001. 


JULIO C. SILVEIRA, Miembro informan- 
te RUBEN H. DÍAZ, ARTURO 
HEBER FÚLLGRAFF, FÉLIX LAVIÑA, 


MARÍA ELOÍSA MOREIRA, 
EDUARDO MUGURUZA, CARLOS 
PITA". 


——Léase el proyecto. 
(Se lee) 
——EEn discusión general. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar si 
se pasa a la discusión particular. 


(Se vota) 


——(incuenta y siete en cincuenta y ocho: 
AFIRMATIVA. 


En discusión particular. 
Léase el artículo único. 
(Se lee) 
——En discusión. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 


——(incuenta y siete en cincuenta y ocho: 
AFIRMATIVA. 


Queda aprobado el proyecto y se comunicará al 
Senado. 


SEÑOR ORTI Z.- ¡ Que se comunique de inmediato! 
SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- Se va a votar. 
(Se vota) 


——(incuenta y siete en cincuenta y ocho: 
AFIRMATIVA. 


(No se publica el texto del proyecto aprobado por 
ser igual al informado, que corresponde al remi- 
tido por el Poder Ejecutivo) 


12.- Declaración de gravedad y urgencia. 


——LDe acuerdo con lo dispuesto por el literal C) del 
artículo 90 del Reglamento, se va a votar si se declara 
grave y urgente el asunto que figura en tercer térmi- 
no del orden del día. 


(Se vota) 


——(ncuenta y ocho por la afirmativa: AFIRMATIVA. 
Unanimidad. 
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13.- Convenio para la Promoción y Pro- 
tección Recíproca de las Inversiones 
con la República de Panamá. (Apro- 
bación). 


De acuerdo con lo resuelto por la Cámara, se pa- 
sa a considerar el asunto que figura en tercer término 
del orden del día: "Convenio para la Promoción y 
Protección Recíproca de las Inversiones con la Repú- 
blica de Panamá. (Aprobación)". 


(ANTECEDENTES: ) 
Rep. N? 393 
"PODER EJECUTIVO 


Ministerio de Relaciones Exteriores 
Ministerio de Economía y Finanzas 


Montevideo, 30 de mayo de 2000. 
Señor Presidente de la Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese 
Cuerpo, de conformidad con el artículo 168, nume- 
ral 20 de la Constitución de la República, a fin de rei- 
terar el Mensaje de fecha 2 de setiembre de 1998 que 
se adjunta, por el cual se solicita la aprobación parla- 
mentaria del Convenio entre la República Oriental del 
Uruguay y la República de Panamá para la Promo- 
ción y Protección Recíproca de las Inversiones, sus- 
crito en Panamá el 18 de febrero de 1998. 


Al continuar en vigencia para los intereses y el 
prestigio internacional de la República los fundamen- 
tos que en su oportunidad ameritaron su envío, el Po- 
der Ejecutivo se permite solicitar a ese Cuerpo la 
pronta aprobación del mismo. 


El Poder Ejecutivo reitera al señor Presidente de la 
Asamblea General las seguridades de su más alta 
consideración. 


JORGE BATLLE IBÁÑEZ, DIDIER 
OPERTTI, ALBERTO BENSIÓN. 


PROYECTO DE LEY 


Artículo único.- Apruébase el Convenio entre la 
República Oriental del Uruguay y la República de Pa- 
namá para la Promoción y Protección Recíproca de 
las Inversiones, suscrito en Panamá el 18 de febrero 
de 1998. 


Montevideo, 30 de mayo de 2000. 
DIDIER OPERTTI, ALBERTO BENSIÓN. 


PODER EJECUTIVO 


Ministerio de Relaciones Exteriores 
Ministerio de Economía y Finanzas 


Montevideo, 2 de setiembre de 1998. 
Señor Presidente de la Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese 
Cuerpo a fin de someter a su consideración, de con- 
formidad con lo dispuesto por el artículo 168 nume- 
ral 20 y el artículo 85 numeral 7, de la Constitución 
Nacional, el adjunto proyecto de ley por el cual se 
aprueba el Convenio entre la República Oriental del 
Uruguay y la República de Panamá para la Promo- 
ción y Protección Recíproca de las Inversiones, sus- 
crito en la ciudad de Panamá, el 18 de febrero de 
1998. 


El Convenio propende, mediante un adecuado 
marco jurídico, a la creación de condiciones favora- 
bles para la radicación de inversiones de capital ex- 
tranjero, ofreciendo garantías no solo para los inver- 
sionistas panameños en la República, sino también 
para las empresas públicas y/o privadas de la Repú- 
blica que pudieran radicar inversiones en territorio 
panameño. 


Luego de definir en su artículo 1 los términos "in- 
versionista" e " inversión"; y de delimitar su ámbito de 
aplicación en el artículo 2; entre los aspectos más 
destacables del Convenio, puede señalarse que se 
establecen los principios generales de promoción, 
admisión y protección de las inversiones en ambas 
Partes (artículo 3), garantizándose un tratamiento 
justo y equitativo, gozando las mismas de protección 
y seguridad en sus respectivos territorios (artículo 4). 


La protección de las inversiones de una Parte 
Contratante en el territorio de la otra, se refuerza 
también mediante una normativa que regula el régi- 
men de la expropiación y compensación, establecién- 
dose en su artículo 6 que "Las inversiones realizadas 
por inversionistas de una Parte Contratante no serán 
nacionalizadas, expropiadas o sujetas a medidas de 
efecto equivalente a nacionalización o expropiación 
en el territorio de la otra Parte Contratante, salvo en 
caso de utilidad pública o interés social". En este ca- 
so, la medida de expropiación se llevará a cabo bajo 
el debido proceso legal, en forma no discriminatoria e 
irá acompañada por disposiciones para el pago de 
una inmediata, adecuada y efectiva compensación. 


Por su parte el artículo 7 establece el régimen de 
la compensación por pérdidas, indicando que si los 
inversionistas de una Parte Contratante sufrieren pér- 
didas debido a una guerra o cualquier conflicto arma- 
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do, a un estado de emergencia o urgencia nacional, 
disturbios civiles u otros acontecimientos similares en 
el territorio de la otra Parte Contratante; deberán reci- 
bir de esta última, en lo que respecta a reparación, 
indemnización, compensación u otro arreglo, un tra- 
tamiento no menos favorable que el que concede esta 
Parte Contratante a los inversionistas nacionales o de 
cualquier tercer Estado. 


Las Partes asimismo, se garantizan recíproca- 
mente la libre transferencia de los fondos relaciona- 
dos con las inversiones en moneda de libre converti- 
bilidad, en particular, aunque no exclusivamente, de: 
intereses, dividendos, rentas, utilidades y otros ren- 
dimientos, amortizaciones de préstamos del exterior 
relacionadas con una inversión; etc. (artículo 5). Las 
mismas se realizarán conforme al tipo de cambio vi- 
gente en el mercado a la fecha de la transferencia. 


El artículo 9 regula las controversias que even- 
tualmente puedan surgir entre un inversor de una 
Parte Contratante y la otra Parte Contratante. A tales 
efectos dispone que las mismas se resolverán, en lo 
posible, por negociaciones entre ellas. De no solucio- 
narse en el término de seis meses de expedida la no- 
tificación de reclamo será sometida, a solicitud del in- 
versionista, a la jurisdicción nacional de la Parte Con- 
tratante en cuyo territorio se realizó la inversión o bien 
a arbitraje, en los términos previstos en el párrafo 3 
de este artículo. En caso de recurrir al arbitraje, éste 
se efectuará en el Centro Internacional para Arreglo 
de Diferencias Relativas a las Inversiones (CIADI), de 
conformidad con las disposiciones del Convenio so- 
bre Arreglo de Diferencias Relativas a las Inversiones 
entre Estados y Nacionales de otros Estados, suscrito 
en Washington el 18 de marzo de 1965, cuando am- 
bos Estados sean Parte del mismo. "Hasta tanto esta 
disposición no sea aplicable, la controversia podrá ser 
sometida a arbitraje bajo las normas del Mecanismo 
Complementario del CIADI para la Administración de 
Conciliación, Arbitraje y Procedimientos de Decisión; 
o un Tribunal de Arbitraje establecido para cada caso, 
de acuerdo con las Normas de Arbitraje de la Comi- 
sión de las Naciones Unidas para el Derecho Mer- 
cantil Internacional (CNUDMI)". 


Finalmente, el artículo 10 regula el procedimiento 
a seguir a los efectos de solucionar las controversias 
que puedan surgir entre las Partes Contratantes res- 
pecto de la interpretación o el cumplimiento del Con- 
venio. Asimismo las Partes se consultarán sobre 
cualquier materia relacionada con la aplicación o in- 
terpretación del presente Convenio de conformidad 
con lo establecido en el artículo 11. 


Considerando la importancia otorgada por el Uru- 
guay al fomento de las inversiones, el presente Con- 
venio con la República de Panamá constituye una ga- 
rantía, tanto para las inversiones provenientes de ese 
país, como para los inversionistas uruguayos 
-públicos o privados- que pudieran desarrollar em- 
prendimientos en territorio panameño, lo que redun- 
dará en benéficas consecuencias para la economía 
nacional. Esto demuestra la conveniencia de su en- 
trada en vigor, para lo cual se solicita la correspon- 
diente aprobación parlamentaria. 


El Poder Ejecutivo reitera al señor Presidente de la 
Asamblea General las seguridades de su más alta 
consideración. 


JULIO MARÍA SANGUINETTI, DIDIER 
OPERTTI, LUIS A. MOSCA. 


PROYECTO DE LEY 


Artículo único.- Apruébase el Convenio entre la 
República y la República de Panamá, para la Promo- 
ción y Protección Recíproca de las Inversiones, sus- 
crito en la ciudad de Panamá, el 18 de febrero de 
1998. 


Montevideo, 2 de setiembre de 1998. 
DIDIER OPERTTI, LUIS A. MOSCA. 
TEXTO DEL CONVENIO 


El Gobierno de la República de Panamá y el Go- 
bierno de la República Oriental del Uruguay, en ade- 
lante "las Partes Contratantes"; 


Deseando intensificar la cooperación económica 
en beneficio mutuo de ambos Estados; 


Con la intención de crear y de mantener condicio- 
nes favorables a las inversiones de inversionistas de 
una Parte Contratante en el territorio de la otra, que 
impliquen transferencias de capitales; 


Reconociendo la necesidad de promover y de 
proteger las inversiones extranjeras con miras a favo- 
recer la prosperidad económica de ambos Estados, 


Han convenido lo siguiente: 
ARTÍCULO | 
DEFINICIONES 
Para los efectos del presente Convenio: 


1. El término "inversionista" designa a los siguien- 
tes sujetos que hayan efectuado inversiones en el te- 
rritorio de la otra Parte Contratante conforme al pre- 
sente Convenio: 
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a) Las personas naturales que, de acuerdo con la 
legislación de esa Parte Contratante, son con- 
sideradas nacionales de la misma: 


Sin embargo, este Convenio no se aplicará a 
inversiones realizadas por personas naturales 
que sean nacionales de ambas Partes Contra- 
tantes. 


b) Las personas jurídicas, incluyendo sociedades, 
corporaciones, asociaciones comerciales O 
cualquier otra entidad constituida o debida- 
mente organizada de otra manera según la le- 
gislación de esa Parte Contratante. 


2. El término "inversión" se refiere a toda clase de 
bienes o derechos relacionados con ella, siempre que 
se haya efectuado de conformidad con las leyes y re- 
glamentos de la Parte Contratante en cuyo territorio 
se realizó y comprenderá, en particular, aunque no 
exclusivamente: 


a) derechos de propiedad sobre bienes muebles e 
inmuebles, así como todos los demás derechos 
reales, tales como servidumbres, hipotecas, 
usufructos, prendas; 


b) acciones, cuotas sociales y cualquier otro tipo 
de participación económica en sociedades. 


c) derechos de crédito o cualquier otra prestación 
que tenga valor económico; 


d) derechos de propiedad intelectual, incluidos de- 
rechos de autor y derechos de propiedad in- 
dustrial, tales como patentes, procesos técni- 
cos, marcas de fábrica o marcas comerciales, 
nombres comerciales, diseños industriales, 
"know-how", razón social y derecho de llave; 


e) concesiones otorgadas por la ley, por un acto 
administrativo o en virtud de un contrato, inclui- 
das concesiones para explorar, cultivar, extraer 
o explotar recursos naturales. 


Cualquier modificación en la forma en la que los 
bienes sean invertidos o reinvertidos no afectará su 
carácter de inversión de acuerdo con este Convenio. 


3. El término "territorio" comprende, además del 
espacio terrestre, marítimo y aéreo bajo la soberanía 
de cada Parte Contratante, las zonas marinas y sub- 
marinas, en las cuales éstas ejercen derechos sobe- 
ranos y jurisdicción, conforme a sus respectivas le- 
gislaciones y al derecho internacional. 


ARTÍCULO 2 
ÁMBITO DE APLICACIÓN 


1. El presente Convenio se aplicará a las inversio- 
nes efectuadas, antes o después de su entrada en vi- 
gor, por inversionistas de una Parte Contratante, 
conforme a las disposiciones legales de la otra Parte 
Contratante, en el territorio de esta última. Sin embar- 
go, no se aplicará a divergencias o controversias que 
hubieran surgido con anterioridad a su vigencia o es- 
tén directamente relacionadas con acontecimientos 
producidos antes de su entrada en vigor. 


ARTÍCULO 3 


PROMOCIÓN, ADMISIÓN Y PROTECCIÓN DE LAS 
INVERSIONES 


1. Cada Parte Contratante, con sujeción a su polí- 
tica general en el campo de las inversiones extranje- 
ras, incentivará en su territorio las inversiones de in- 
versionistas de la otra Parte Contratante y las admitirá 
en conformidad con su legislación y reglamentación. 


2. Cada Parte Contratante protegerá dentro de su 
territorio las inversiones efectuadas de conformidad 
con sus leyes y reglamentaciones por los inversio- 
nistas de la otra Parte Contratante y no obstaculiza- 
rán la administración, mantenimiento, uso, usufructo, 
extensión, venta y liquidación de dichas inversiones 
mediante medidas injustificadas o discriminatorias. 


ARTÍCULO 4 
TRATAMIENTO DE LAS INVERSIONES 


1. Cada Parte Contratante garantizará un trata- 
miento justo y equitativo dentro de su territorio a las 
inversiones de los inversionistas de la otra Parte 
Contratante y asegurará que el ejercicio de los dere- 
chos aquí reconocidos no será obstaculizado en la 
práctica. 


2. Cada Parte Contratante otorgará a las inversio- 
nes de los inversionistas de la otra Parte Contratante, 
efectuadas en su territorio, un trato no menos favora- 
ble que aquel otorgado a las inversiones de sus pro- 
pios inversionistas, o a inversionistas de un tercer 
país, si este último tratamiento fuere más favorable. 


3. En caso de que una Parte Contratante otorgare 
ventajas especiales a los inversionistas de cualquier 
tercer Estado en virtud de un convenio relativo a la 
creación de un área de libre comercio, una unión 
aduanera, un mercado común, una unión económica 
o cualquier otra forma de organización económica re- 
gional o en virtud de un acuerdo relacionado en su 
totalidad o principalmente con materias tributarias, di- 
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cha Parte no estará obligada a conceder las referidas 
ventajas a los inversionistas de la otra Parte Contra- 
tante. 


ARTÍCULO 5 
LIBRE TRANSFERENCIA 


1. Cada Parte Contratante autorizará, sin demora, 
a los inversionistas de la otra Parte Contratante para 
que realicen las transferencias de los fondos relacio- 
nados con las inversiones en moneda de libre con- 
vertibilidad, en particular, aunque no exclusivamente: 


a) intereses, dividendos, rentas, utilidades y otros 
rendimientos; 

b) amortizaciones de préstamos del exterior rela- 
cionadas con una inversión; 

c) el capital o el producto de la venta o liquidación 
total o parcial de una inversión; 

d) los fondos producto del arreglo de una contro- 


versia y las compensaciones de conformidad 
con el artículo 6. 


2. Las transferencias se realizarán conforme al ti- 
po de cambio vigente en el mercado a la fecha de la 
transferencia. 


ARTÍCULO 6 
EXPROPIACIÓN Y COMPENSACIÓN 


1. Las inversiones realizadas por inversionistas de 
una Parte Contratante no serán nacionalizadas, ex- 
propiadas o sujetas a medidas de efecto equivalente 
a nacionalización o expropiación (en adelante referi- 
das como "expropiación") en el territorio de la otra 
Parte Contratante, salvo en caso de utilidad pública o 
interés social. La medida de expropiación, se llevará a 
cabo bajo el debido proceso legal, en forma no dis- 
criminatoria e irá acompañada por disposiciones para 
el pago de una inmediata, adecuada y efectiva com- 
pensación. Dicha compensación comprenderá el valor 
de la inversión expropiada inmediatamente antes que 
la medida adoptada se haya hecho de conocimiento 
público; incluirá intereses desde la fecha de la expro- 
piación hasta la fecha de pago; se hará sin demora; 
será efectivamente realizable y libremente transferible 
en moneda libremente convertible. 


2. De la legalidad de la nacionalización, expropia- 
ción o de cualquiera otra medida que tenga un efecto 
equivalente y del monto de la compensación se podrá 
reclamar en procedimiento judicial ordinario. 


ARTÍCULO 7 
COMPENSACIÓN POR PÉRDIDAS 


Los inversionistas de cada Parte Contratante cu- 
yas inversiones en el territorio de la otra Parte Con- 
tratante sufrieren pérdidas debido a una guerra o 
cualquier otro conflicto armado; a un estado de emer- 
gencia o urgencia nacional; disturbios civiles u otros 
acontecimientos similares en el territorio de la otra 
Parte Contratante, deberán recibir de esta última, en 
lo que respecta a reparación, indemnización, com- 
pensación u otro arreglo, un tratamiento no menos fa- 
vorable que el que concede esta Parte Contratante a 
los inversionistas nacionales o de cualquier tercer 
Estado. 


ARTÍCULO 8 
SUBROGACIÓN 


1. Cuando una Parte Contratante o un organismo 
autorizado por ésta hubiere otorgado un contrato de 
seguro o alguna otra garantía financiera contra ries- 
gos no comerciales, con respecto a alguna inversión 
de uno de sus inversionistas en el territorio de la otra 
Parte Contratante, esta última deberá reconocer los 
derechos de la primera Parte Contratante de subro- 
garse en los derechos del inversionista, cuando hu- 
biere efectuado un pago en virtud de dicho contrato o 
garantía. 


2. Cuando una Parte Contratante haya pagado a 
su inversionista y en tal virtud haya asumido sus de- 
rechos y prestaciones, dicho inversionista no podrá 
reclamar tales derechos y prestaciones a la otra Parte 
Contratante, salvo autorización expresa de la primera 
Parte Contratante. 


ARTÍCULO 9 


SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS ENTRE UNA 
PARTE CONTRATANTE Y UN INVERSIONISTA DE 
LA OTRA PARTE CONTRATANTE 


1. Las controversias que surjan entre una Parte 
Contratante y un inversionista de la otra Parte Con- 
tratante se resolverán, en lo posible, por negociacio- 
nes entre las partes en la controversia. 


2. Si la controversia no pudiere ser resuelta en el 
término de seis meses de expedida la notificación de 
reclamo, será sometida, a solicitud del inversionista, 
a: 


- la jurisdicción nacional de la Parte Contratante en 
cuyo territorio se realizó la inversión, o 


- al arbitraje en los términos previstos en el párrafo 
3 de este Artículo. 
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Una vez que el inversionista ha sometido la con- 
troversia a la antes mencionada jurisdicción nacional 
o al arbitraje internacional, la elección de uno u otro 
de estos procedimientos será final, salvo que las 
partes en la controversia lo acuerden de otro modo. 


3. En caso de arbitraje internacional, la controver- 
sia será sometida, a elección del inversionista, a: 


- el Centro Internacional de Arreglo de Diferen- 
cias Relativas a Inversiones (CIADI) creado por 
el Convenio sobre el Arreglo de Diferencias 
Relativas a Inversiones entre Estados y Nacio- 
nales de otros Estados, abierto a la firma en 
Washington el 18 de marzo de 1965, cuando 
ambos Estados sean Parte del mismo. Hasta 
tanto esta disposición no sea aplicable, la con- 
troversia podrá ser sometida a arbitraje bajo las 
normas del Mecanismo Complementario del 
CIADI para la Administración de Conciliación, 
Arbitraje y Procedimientos de Decisión, o 


un Tribunal de Arbitraje establecido para cada 
caso, de acuerdo con las Normas de Arbitraje 
de la Comisión de las Naciones Unidas para el 
Derecho Mercantil Internacional (CNUDM!N). 


4. Cada Parte Contratante consiente por el pre- 
sente Convenio el sometimiento de cualquier contro- 
versia sobre inversiones, para su solución, al arbitraje 
obligatorio con la opción establecida según el párrafo 
3 de este Artículo. 


5. El Tribunal de Arbitraje decidirá de acuerdo con 
las disposiciones del presente Convenio, la legisla- 
ción de la Parte Contratante involucrada en la contro- 
versia, incluyendo sus normas referentes a conflictos 
de leyes, los términos de cualquier acuerdo específico 
concluido en relación a dicha inversión y los principios 
del derecho internacional. 


6. Las decisiones arbitrales serán finales y obliga- 
torias para las partes en la controversia. Cada Parte 
Contratante las ejecutará de acuerdo con su legisla- 
ción. 


7. Las Partes Contratantes se abstendrán de tra- 
tar, por medio de canales diplomáticos, asuntos rela- 
cionados con controversias sometidas a proceso judi- 
cial o arbitraje internacional, de conformidad a lo dis- 
puesto en este artículo, hasta que los procesos co- 
rrespondientes estén concluidos, salvo en el caso que 
la otra parte en la controversia no haya dado cumpli- 
miento a la sentencia judicial o a la decisión del Tri- 
bunal de Arbitraje en los términos establecidos en la 
respectiva sentencia de decisión. 


ARTÍCULO 10 


SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS ENTRE LAS 
PARTES CONTRATANTES 


1. Las diferencias que surgieren entre las Partes 
Contratantes relativas a la interpretación y aplicación 
del presente Convenio, deberán ser resueltas, en la 
medida de lo posible, por medio de negociaciones 
amistosas. 


2. Si no se llegare a un entendimiento en el plazo 
de seis meses a contar de la fecha de la notificación 
de la controversia, cualquiera de las Partes Contra- 
tantes podrá someterla a un Tribunal Arbitral ad-hoc, 
en conformidad con las disposiciones de este Ar- 
tículo. 


3. El Tribunal Arbitral estará compuesto de tres 
miembros y será constituido de la siguiente forma: 
dentro del plazo de dos meses contados desde la fe- 
cha de notificación de la solicitud de arbitraje, cada 
Parte Contratante designará un árbitro. Esos dos ár- 
bitros, dentro del plazo de treinta días contados desde 
la designación del último de ellos, elegirán a un tercer 
miembro que deberá ser nacional de un tercer Esta- 
do, quien presidirá el Tribunal. La designación del 
Presidente deberá ser aprobada por las Partes Con- 
tratantes en el plazo de treinta días, contados desde 
la fecha de su nominación. 


4. Si, dentro de los plazos establecidos en el pá- 
rrafo 2 de este Artículo, no se ha efectuado la desig- 
nación, o no se ha otorgado la aprobación requerida, 
cualquiera de las Partes Contratantes podrá solicitar 
al Presidente de la Corte Internacional de Justicia que 
haga la designación. Si el Presidente de la Corte In- 
ternacional de Justicia estuviere impedido de desem- 
peñar dicha función o si fuere nacional de alguna de 
las Partes Contratantes, el Vicepresidente deberá 
realizar la designación y si este último se encontrare 
impedido de hacerlo o fuere nacional de alguna de las 
Partes Contratantes, el Juez de la Corte que lo siguie- 
re en antigúedad y que no fuere nacional de ninguna 
de las Partes Contratantes, deberá realizar la desig- 
nación. 


5. El Presidente del Tribunal deberá ser nacional 
de un tercer Estado con el cual ambas Partes Con- 
tratantes mantengan relaciones diplomáticas. 


6. El Tribunal Arbitral decidirá sobre la base de las 
disposiciones de este Convenio, de los principios del 
Derecho Internacional en la materia y de los principios 
generales de Derecho reconocidos por las Partes 
Contratantes. El Tribunal decidirá por mayoría de vo- 
tos y determinará sus propias reglas procesales. 
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7. Cada una de las Partes Contratantes sufragará 
los gastos del árbitro respectivo, así como los relati- 
vos a su representación en el proceso arbitral. Los 
gastos del Presidente y las demás costas del proceso 
serán solventados en partes iguales por las Partes 
Contratantes, salvo que éstas acuerden otra modali- 
dad. 


8. Las decisiones del Tribunal serán definitivas y 
obligatorias para ambas Partes Contratantes. 


ARTÍCULO 11 
CONSULTAS 


Las Partes Contratantes se consultarán sobre 
cualquier materia relacionada con la aplicación o in- 
terpretación de este Convenio. 


ARTÍCULO 12 
DISPOSICIONES FINALES 


1. Las Partes Contratantes se notificarán entre sí 
cuando las exigencias constitucionales para la entra- 
da en vigencia del presente Convenio se hayan cum- 
plido. El Convenio entrará en vigencia treinta días 
después de la fecha de la última notificación. 


2. Este Convenio permanecerá en vigor por un pe- 
ríodo de quince años y se prolongará después por un 
tiempo indefinido. 


Transcurridos diez años, el Convenio podrá ser 
denunciado en cualquier momento por cada Parte 
Contratante, con un preaviso de doce meses, comu- 
nicado por la vía diplomática. 


3. Con respecto a las inversiones efectuadas con 
anterioridad a la fecha en que se hiciere efectivo el 
aviso de terminación de este Convenio, sus disposi- 
ciones permanecerán en vigor por un período adicio- 
nal de diez años, contados a partir de la fecha de de- 
nuncia. 


Hecho en la ciudad de Panamá, a los dieciocho 
días del mes de febrero de 1998, en duplicado, en 
idioma castellano, siendo ambos textos igualmente 
auténticos. 


CÁMARA DE SENADORES 


La Cámara de Senadores en sesión de hoy ha 
aprobado el siguiente 


PROYECTO DE LEY 


Artículo único.- Apruébase el Convenio entre la 
República Oriental del Uruguay y la República de Pa- 
namá para la Promoción y Protección Recíproca de 


las Inversiones, suscrito en Panamá el 18 de febrero 
de 1998. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Senadores, en 
Montevideo, a 17 de octubre de 2000. 


LUIS HIERRO LÓPEZ 


Presidente 
HUGO RODRÍGUEZ FILIPPINI 
Secretario". 
Anexo l al 
Rep. N? 393 


"CÁMARA DE REPRESENTANTES 
Comisión de Asuntos Internacionales 

INFORME 
Señores Representantes: 


Vuestra Comisión de Asuntos Internacionales ha 
estudiado el proyecto de ley por medio del cual se 
aprueba el Convenio entre la República Oriental del 
Uruguay y la República de Panamá para la Promo- 
ción y Protección Recíproca de las Inversiones. 


Se trata de un acuerdo que proporciona un marco 
jurídico a la creación de condiciones favorables para 
la radicación de inversiones de capital extranjero, 
ofreciendo garantías tanto a los inversionistas pana- 
meños en la República, cuanto a las empresas públi- 
cas y privadas de la República que puedan radicar in- 
versiones en territorio panameño. 


El Artículo | del Convenio contiene definiciones de 
términos tales como el de inversionista (se excluye a 
las inversiones realizadas por personas naturales na- 
cionales de ambos Estados). Define el término inver- 
sión, refiriéndolo a toda clase de bienes o derechos 
relacionados con ella, siempre que haya sido efec- 
tuada conforme a las leyes y reglamentos de la Parte 
Contratante en cuyo territorio se realizó, compren- 
diendo entre otros, derechos de propiedad sobre bie- 
nes muebles e inmuebles, derechos reales, acciones, 
cuotas sociales, derechos de crédito, etc. 


También define el término territorio, comprendien- 
do además del espacio terrestre, marítimo y aéreo 
bajo la soberanía de cada Parte Contratante, zonas 
marinas y submarinas, en las que éstas ejercen dere- 
chos soberanos y jurisdicción. 


El Artículo 2 delimita el ámbito de aplicación del 
Convenio en el tiempo, aplicándose a las inversiones 
efectuadas antes o después de su entrada en vigor, 
exceptuándose a las divergencias o controversias 
surgidas con anterioridad a la vigencia. 
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Por el Artículo 3 cada Parte se compromete a in- 
centivar en su territorio las inversiones de inversio- 
nistas de la otra, protegiendo a las mismas de medi- 
das discriminatorias. En idéntico sentido se garantiza- 
rá un tratamiento justo y equitativo, y se asegurará 
que el ejercicio de los derechos reconocidos en el 
acuerdo no serán obstaculizados en la práctica. Se 
establece un régimen de compensación por pérdidas, 
para el caso de guerra o conflicto armado, estado de 
emergencia o similares en el territorio de la otra Parte 
Contratante, en cuyo caso recibirá de la misma, con 
relación a la reparación, indemnización, compensa- 
ción u otro arreglo, el mismo trato que los inversio- 
nistas nacionales o de cualquier tercer Estado. 


La protección de las inversiones de una Parte 
Contratante, en el territorio de la otra, se refuerza 
también mediante una normativa que regula el régi- 
men de la expropiación y compensación. Según el Ar- 
tículo 6, las inversiones realizadas por inversionistas 
de una Parte no serán nacionalizadas, expropiadas, 
salvo en el caso de utilidad pública o interés social, en 
cuyo caso la expropiación se llevará a cabo bajo el 
debido proceso legal. 


En cuanto a la transferencia de los fondos relacio- 
nados con las inversiones, se garantiza que se reali- 
zará en forma libre y en moneda de libre convertibili- 
dad, en particular, aunque no exclusivamente de inte- 
reses dividendos rentas, utilidades y otros rendi- 
mientos, la transferencia se hará conforme al tipo de 
cambio vigente en el mercado, a la fecha de la trans- 
ferencia. 


En el caso de existir controversias entre un inver- 
sor de una Parte Contratante y la otra Parte, el Ar- 
tículo 9 dispone que las mismas se resolverán por 
negociaciones entre ellas, y para el caso de que no 
se solucionen, en el término de seis meses de expe- 
dida la notificación de reclamo, será sometida, a ins- 
tancia de Parte, a la jurisdicción nacional de la Parte 
Contratante en cuyo territorio se realizó la inversión, o 
bien se puede recurrir a un arbitraje, el cual deberá 
efectuarse en el Centro Internacional de diferencias 
Relativas a las Inversiones. 


Respecto de las controversias que puedan surgir 
entre las Partes Contratantes, respecto de la inter- 
pretación o el cumplimiento del Convenio, el Ar- 
tículo 10 regula el procedimiento a seguir, señalando 
que en la medida de lo posible las mismas deberán 
resolverse por medio de negociaciones amistosas, y 
si en un plazo de seis meses no se llegase a un en- 
tendimiento, cualquiera de las Partes podrá someterla 
a un Tribunal Arbitral ad hoc. Respecto de su funcio- 


namiento e integración, se dan las pautas en los nu- 
merales siguientes del mencionado artículo. 


Por su Parte el Artículo 12 establece que la vigen- 
cia del Convenio tendrá inicio una vez transcurridos 
treinta días de la última notificación de ratificación del 
Convenio, el mismo estará vigente durante quince 
años, en principio, y luego se prolongará por tiempo 
indefinido. Transcurridos diez años, el mismo podrá 
ser denunciado en cualquier momento con un preavi- 
so de doce meses, permaneciendo en vigor sus dis- 
posiciones respecto de las inversiones efectuadas 
con anterioridad a la fecha en que se cursara el aviso 
de terminación del Convenio. 


El Poder Ejecutivo señala la importancia otorgada 
por Uruguay al fomento de las inversiones, señalando 
que este Convenio constituye una garantía, tanto para 
las inversiones provenientes de Panamá, como para 
las que pudieran desarrollar inversionistas uruguayos 
en emprendimientos en el territorio panameño, lo cual 
redundará en beneficios para la economía nacional. 
Coincidimos en señalar la conveniencia de aprobar el 
presente Convenio por entender que dichas razones 
son compartibles. 


Por lo tanto, vuestra Comisión de Asuntos Interna- 
cionales aconseja al Cuerpo la aprobación del adjunto 
proyecto de ley. 


Sala de la Comisión, 1? de agosto de 2001. 


ARTURO HEBER FÚLLGRAFF, Miembro 
informante, RAMÓN FONTICIELLA, 
ENRIQUE PINTADO, CARLOS PITA, 
JULIO LUIS SANGUINETTI, JULIO C. 
SILVEIRA". 


——LLéase el proyecto. 
(Se lee) 
——-En discusión general. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar si 
se pasa a la discusión particular. 


(Se vota) 


——Cincuenta y ocho en cincuenta y nueve: 
AFIRMATIVA. 


En discusión particular. 
Léase el artículo único. 
(Se lee) 

——-En discusión. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
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(Se vota) 
——Uincuenta y nueve en sesenta: AFI RMATIVA. 


Queda sancionado el proyecto y se comunicará al 
Poder Ejecutivo. 


SEÑOR FONTI Cl ELLA.- ¡Que se comunique de in- 
mediato! 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- Se va a votar. 
(Se vota) 
——Sesenta en sesenta y dos: AFIRMATIVA. 


(No se publica el texto del proyecto sancionado 
por ser igual al informado, que corresponde al 
aprobado por el Senado) 


14.- Declaración de gravedad y urgencia. 


——De acuerdo con lo dispuesto por el literal C) del 
artículo 90 del Reglamento, se va a votar si se declara 
grave y urgente el asunto que figura en cuarto térmi- 
no del orden del día. 


(Se vota) 


——Sesenta en sesenta y uno: AFIRMATIVA. 


15.- Daniel Fernández Crespo. (Designa- 
ción a la Escuela N* 83 de la ciudad 
capital del departamento de San Jo- 
sé). 


De acuerdo con lo resuelto por la Cámara, se pa- 
sa a considerar el asunto que figura en cuarto término 
del orden del día: "Daniel Fernández Crespo. (Desig- 
nación a la Escuela N2 83 de la ciudad capital del de- 
partamento de San José)". 


(ANTECEDENTES: ) 
Rep. N? 427 
"PROYECTO DE LEY 


Artículo único.- Desígnase "Daniel Fernández 
Crespo" a la Escuela N* 83 de la ciudad de San José 
de Mayo, departamento de San José, dependiente del 
Consejo de Educación Primaria (Administración Na- 
cional de Educación Pública). 


Montevideo, 8 de noviembre de 2000. 


JORGE CHÁPPER, Representante por 
San José. 


EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 


Daniel Fernández Crespo nació en la ciudad de 
San José, el 28 de abril de 1901. Se graduó como 
maestro en el año 1920. Realizó además estudios 
universitarios y de perfeccionamiento en la Universi- 
dad de la República, sin optar a ningún título. 


Ejerció el magisterio (1921-1932) siendo maestro y 
Director de una escuela de 2* Grado de la capital. 
Ejerció el profesorado en un instituto de su propiedad, 
impartiendo docencia en distintas materias de los 
programas universitarios y magisteriales y en la en- 
señanza comercial y de Bancos. 


Fue el primer delegado estudiantil a la Federación 
Magisterial Uruguaya, entidad que agrupaba al ma- 
gisterio del país y que propiciara importantes con- 
quistas para la escuela y el maestro. Fue delegado de 
los estudiantes magisteriales ante el Comité Central 
Estudiantil, constituido en 1917 a favor de las reivindi- 
caciones de los estudiantes. 


En distintas oportunidades integró tribunales de 
concurso para la obtención de puestos de maestro. 
En 1938 fue miembro del Consejo Honorario de la 
Caja Escolar de Jubilaciones y Pensiones. 


Desde muy joven tuvo activa militancia política 
dentro de las filas del Partido Nacional, siendo inte- 
grante del mismo fue electo Diputado departamental 
ante la Asamblea Representativa de Montevideo 
(1928); Diputado por el departamento de Montevideo, 
en una lista por él encabezada en 1931. En el año 
1933 fue Constituyente. El resultado de las Eleccio- 
nes Nacionales realizadas en los años 1934, 1938, 
1942 y 1946 determinaron su reelección como Dipu- 
tado, y en las elecciones del año 1950 resultó re- 
electo por sexta vez, siempre encabezando la lista 
que obtuvo mayor número de Diputados. En la men- 
cionada elección fue electo al mismo tiempo Senador 
Nacional, cargo que ocupó en dicha oportunidad. En 
las Elecciones de 1954 encabezó la lista del "Movi- 
miento Popular Nacionalista" al Consejo Nacional de 
Gobierno, ingresando en representación de la mino- 
ría. En 1958, integrando la "Unión Blanca Democráti- 
ca", fue elegido Presidente del Consejo Departamen- 
tal de Montevideo, cargo al que renunció en agosto 
de 1962, para dedicarse a la campaña electoral que 
lo llevaría al Consejo Nacional de Gobierno, como 
primer titular de la lista más votada. En ese carácter 
ejerció la Presidencia del mencionado Consejo, desde 
marzo de 1963 a marzo de 1964. 


En 1949, el Gobierno de la época, le ofreció un 
puesto en la Delegación del Uruguay a las Naciones 
Unidas, al que renunció por razones de orden político. 
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En lo que refiere a su actuación parlamentaria es 
digno señalar su destacada intervención en cuanto a 
la sanción de las siguientes leyes: Accidentes de Tra- 
bajo, Enfermedades Profesionales, Seguro de Paro, 
Bolsa de Trabajo en la Industria de la Lana, Jornadas 
Especiales de Trabajo en las Industrias Insalubres, 
Jubilación de la Mujer con veinticinco años de servi- 
cio, creación de la Caja de Profesionales Universita- 
rios y Beneficios especiales de Retiro para los Afilia- 
dos a la Caja de Industria y Comercio. 


Asimismo, propició el mejoramiento de las jubila- 
ciones bancarias y fue promotor de la jubilaciones ru- 
rales, asignaciones familiares para el trabajador rural, 
y otros. 


Como Consejero Nacional tuvo especial preocu- 
pación por los problemas jubilatorios, laborales, de 
abaratamiento de la vida, los vinculados a la produc- 
ción rural, a las obras públicas. Asimismo, demostró 
su interés por lograr un presupuesto racional y armó- 
nico; y por procurar la desgravación progresiva de los 
impuestos al consumo y a las producciones básicas. 


Dictó conferencias, además de las de carácter po- 
lítico, sobre temas de legislación social y laboral, en el 
Ateneo, auspiciadas por distintos gremios de trabaja- 
dores intelectuales y manuales. 


Fue Secretario Honorario y Vicepresidente de la 
Junta Dirigente de la Asociación Uruguaya de Fútbol, 
y presidió en distintas oportunidades, delegaciones de 
este deporte en el exterior del país. 


Falleció el 28 de julio de 1964. 


Por lo anteriormente expuesto y entendiendo que 
la personalidad de Daniel Fernández Crespo merece 
ser homenajeada en su departamento natal, es que 
solicito al Cuerpo que apruebe el presente proyecto 
de ley. 


Montevideo, 8 de noviembre de 2000. 


JORGE CHÁPPER, Representante por 
San José". 


Anexo l al 
Rep. N? 427 


"Comisión de Educación y Cultura 
INFORME 
Señores Representantes: 


Vuestra Comisión de Educación y Cultura acon- 
seja a este Cuerpo designar "Daniel Fernández Cres- 
po" la Escuela N* 83 de la ciudad de San José de 
Mayo, departamento de San José. 


Al nominar la Escuela N* 83 de la ciudad de San 
José de Mayo, departamento de San José, "Daniel 
Fernández Crespo" se pretende reconocer y home- 
najear a tan ¡lustre y destacada persona que a lo lar- 
go de su vasta trayectoria política ha dejado allanado 
el camino en distintos temas en los que le ha tocado 
intervenir en cuanto a su sanción legislativa, como lo 
son entre otros, accidentes de trabajo, enfermedades 
profesionales, seguros de paro, bolsa de trabajo en la 
industria de la lana, jornadas especiales de trabajo en 
las industrias insalubres, jubilación de la mujer con 
veinticinco años de servicio, creación de la Caja de 
Profesionales Universitarios y beneficios especiales 
de retiro para los afiliados a la Caja de Industria y 
Comercio. 


Pero quizás se debe remarcar en el ámbito educa- 
cional su aporte constante al logro de tal alto valor 
personal que hoy día se hace tan imprescindible en 
nuestras vidas, pues cabe reseñar que se graduó 
como maestro en el año 1920, cursó estudios univer- 
sitarios y de perfeccionamiento en la Universidad de 
la República, ejerció el Magisterio (1921-1932) siendo 
maestro y Director de una escuela de 2* Grado de la 
capital. 


Ejerció el profesorado en un instituto de su propie- 
dad, impartiendo docencia en distintas materias de 
los programas universitarios y magisteriales y en la 
enseñanza comercial y de Bancos. 


Fue el primer delegado estudiantil a la Federación 
Magisterial Uruguaya, entidad que agrupaba al Ma- 
gisterio del país y que propiciara importantes con- 
quistas para la escuela y el maestro. Fue delegado de 
los estudiantes magisteriales ante el Comité Central 
Estudiantil, constituido en 1917 a favor de las reivindi- 
caciones de los estudiantes. En distintas oportunida- 
des integró tribunales de concurso para la obtención 
de puestos de maestro. En 1938 fue miembro del 
Consejo Honorario de la Caja Escolar de Jubilaciones 
y Pensiones. 


Como corolario de lo antedicho, máxime la desig- 
nación en su ciudad natal San José de Mayo, nos 
conduce a invocar su nombre con la opinión favorable 
de la Administración Nacional de Educación Pública. 


Por las razones expuestas esa asesora aconseja 
la aprobación de designar "Daniel Fernández Crespo" 
a la Escuela N* 83 de la ciudad de San José de Ma- 
yo, departamento de San José. 


Sala de la Comisión, 11 de julio de 2001. 


HENRY LÓPEZ, Miembro informante, 
NAHUM BERGSTEIN, HUGO 
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CUADRADO, MARIELA DEMARCO, 


GABRIELA GARRIDO, GLENDA 
RONDÁN. 
PROYECTO DE LEY 

Artículo único.- Desígnase "Daniel Fernández 


Crespo" la Escuela N* 83 de la ciudad de San José 
de Mayo, departamento de San José, dependiente del 
Consejo de Educación Primaria (Administración Na- 
cional de Educación Pública). 


Sala de la Comisión, 11 de julio de 2001. 


HENRY LÓPEZ, Miembro informante, 
NAHUM BERGSTEIN, HUGO 
CUADRADO, MARIELA DEMARCO, 
GABRIELA GARRIDO, GLENDA 
RONDÁN". 


——LLéase el proyecto. 
(Se lee) 
——-En discusión general. 
SEÑOR CHÁPPER.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- Tiene la palabra 
el señor Diputado. 


SEÑOR CHÁPPER.- Señor Presidente: en el día de 
hoy queremos rendir un homenaje a quien, a través 
de su trabajo en la vida política y social del país, hizo 
tanto por nuestro departamento; como no podía ser 
de otra manera, pues era un buen hijo de él. 


Me refiero al señor Daniel Fernández Crespo, que 
nació en la ciudad de San José el 28 de abril de 1901. 
Se graduó de maestro en el año 1920 y realizó, ade- 
más, estudios universitarios y de perfeccionamiento 
en la Universidad de la República, sin optar a ningún 
título. 


Ejerció el magisterio entre 1921 y 1932, siendo 
maestro y Director de una escuela de 22 Grado de la 
capital. Ejerció el profesorado en un instituto de su 
propiedad, impartiendo docencia en distintas materias 
de los programas universitarios y magisteriales y en la 
enseñanza comercial y de bancos. 


Fue el primer delegado estudiantil a la Federa- 
ción Magisterial Uruguaya, entidad que agrupaba al 
magisterio del país y que propiciara importantes con- 
quistas para la escuela y para el maestro. Fue delega- 
do de los estudiantes magisteriales ante el Comité 
Central Estudiantil, constituido en 1917 a favor de las 
reivindicaciones de los estudiantes. 


En distintas oportunidades integró tribunales de 
concurso para la obtención de puestos de maestro. En 
1938 fue miembro del Consejo Honorario de la Caja 
Escolar de J ubilaciones y Pensiones. 


Desde muy joven tuvo activa militancia política 
dentro de las filas del Partido Nacional. Siendo inte- 
grante de ese Partido, fue electo Diputado departa- 
mental ante la Asamblea Representativa de Montevi- 
deo en 1928; Diputado por el departamento de Mon- 
tevideo en 1931, siendo por seis veces reelecto. En la 
última reelección también fue ungido como Senador, 
cargo que ocupó en dicha oportunidad. 


En las elecciones de 1954 encabezó la lista del 
Movimiento Popular Nacionalista al Consejo Nacional 
de Gobierno, ingresando en representación de la mi- 
noría. En 1958, integrando la Unión Blanca Democrá- 
tica, fue elegido Presidente del Concejo Departamen- 
tal de Montevideo, cargo al que renunció en agosto 
de 1962 para dedicarse a la campaña electoral que lo 
llevaría al Consejo Nacional de Gobierno, como primer 
titular de la lista más votada. En ese carácter ejerció 
la Presidencia del mencionado Consejo desde marzo 
de 1963 hasta marzo de 1964, 


En 1949, el Gobierno de la época le ofreció un 
puesto en la Delegación del Uruguay a las Naciones 
Unidas, al que renunció por razones de orden político. 


Fue actor y promotor de múltiples leyes, que es- 
tán enumeradas en el proyecto presentado. Para 
abreviar, culmino esta reseña biográfica señalando 
que Daniel Fernández Crespo falleció el 28 de julio de 
1964. 


Nosotros, como Diputados por el departamento, 
creíamos muy importante que se homenajeara a un 
hijo tan dilecto, a un maestro que ejerció la profesión 
y la honró, y que la ciudad de San José tuviera el ho- 
nor de que la Escuela N2 83, que corresponde al |NVE 
|| y Dotta, una barriada muy blanca pero sobre todo 
muy popular, llevara su nombre. Creímos que Daniel 
Fernández Crespo estaría orgulloso, por su profesión 
de maestro, de que una escuela tuviera su nombre, 
en un barrio cuya calle principal se llama Wilson Fe- 
rreira Aldunate. 


Por ese motivo hemos creído conveniente rendir 
este homenaje y poner a una escuela de la ciudad de 
San José el nombre de Daniel Fernández Crespo. 
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SEÑOR MIERES (don José María).- Pido la pala- 
bra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- Tiene la palabra 
el señor Diputado. 


SEÑOR MIERES (don José María).- Señor Presi- 
dente: quiero felicitar la iniciativa del señor Diputado 
Chápper porque, como Diputado por Montevideo, creo 
que es justo el homenaje que se le está tributando. 
No podíamos dejar pasar inadvertida esta oportuni- 
dad, por lo que fue la personalidad de don Daniel 
Fernández Crespo en Montevideo. 


Fue Diputado prácticamente vitalicio por Monte- 
video hasta que ocupó una banca en el Senado. Inte- 
gró el Consejo Nacional de Gobierno, lo presidió y fa- 
lleció integrando ese Cuerpo. Fue un ejemplo de aus- 
teridad y murió casi en la pobreza. Ejerció el gremia- 
lismo en el magisterio. Fue Presidente del Club Liver- 
pool de Montevideo y Vicepresidente de la Asociación 
Uruguaya de Fútbol. Fue tan importante para el Parti- 
do Nacional en Montevideo que fue Presidente del 
Concejo Departamental la única vez que el Partido tu- 
vo la dirección de lo que actualmente es la | ntenden- 
cia Municipal de Montevideo. Integró, junto a Ota- 
mendi, Martins y Fígoli, un brillante Concejo Departa- 
mental que creemos que transformó a Montevideo a 
través de las grandes obras que hizo, como la refac- 
ción de la avenida 8 de Octubre y la instalación de los 
"trolleys". 


No quiero cansar a la Cámara con mis expresio- 
nes, pero felicito nuevamente al señor Diputado Chá- 
pper, ya que creo que este es un muy justo homenaje 
a alguien que hizo tanto por el país y por el departa- 
mento de Montevideo. 


Muchas gracias, señor Presidente. 
SEÑOR FALERO..- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- Tiene la palabra 
el señor Diputado. 


SEÑOR FALERO.- Señor Presidente: me siento sa- 
tisfecho por esta iniciativa, porque quienes teníamos 
pocos años pero vivíamos la vida política con intensi- 
dad en la época de 1962, no dudamos en afirmar que 
si el régimen de Gobierno hubiera sido distinto del 
que era -si no hubiera sido un régimen colegiado, sino 
presidencial-, el señor Daniel Fernández Crespo habría 
sido Presidente de la República. Fue el primer titular 
de la lista más votada de la Unión Blanca Democrática 


dentro del Partido Nacional en el año 1962 y, por lo 
tanto, en una similitud de situaciones, habría sido 
Presidente de la República. En aquel momento, esta 
fue una circunstancia muy especial por tratarse, des- 
pués de muchísimos años, del segundo período con- 
secutivo de Gobierno del Partido Nacional; el primero 
fue en 1958. Esto fue importante en la vida del país, 
no por tratarse de un partido en particular, sino por- 
que la vida democrática del país empezó a admitir, a 
partir de 1958, la rotación de distintos partidos en el 
ejercicio del Poder Ejecutivo. Esa rotación pacífica y 
absolutamente regular permitió al país entender que 
era posible cambiar de partido político en el ejercicio 
del Poder Ejecutivo sin traumas ni dificultades impor- 
tantes. Creo que ese fue uno de los roles trascen- 
dentes de la elección de 1958 y, particularmente, de 
la de 1962, que, sin duda, tuvo a Daniel Fernández 
Crespo como uno de los elementos sustanciales para 
el triunfo del Partido Nacional en esa oportunidad. 


Por supuesto que no quiero dejar de establecer 
como buen liverpoolense -aunque ya lo manifestó el 
señor Diputado José María Mieres- que, mientras qui- 
so, fue Presidente del Liverpool Fútbol Club de Monte- 
video. 


Muchas gracias, señor Presidente 
SEÑOR CARMI NATTI .- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- Tiene la palabra 
el señor Diputado. 


SEÑOR CARMINATTI.- Señor Presidente: quiero 
manifestar mi satisfacción por el homenaje que se le 
rinde a Fernández Crespo, y en mí va la palabra de 
todo el Partido Colorado. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- Si no se hace 
uso de la palabra, se va a votar si se pasa a la discu- 
sión particular. 


(Se vota) 


——Cincuenta y siete por la afirmativa: AFIRMATIVA. 
Unanimidad. 


En discusión particular. 
Léase el artículo único. 
(Se lee) 

——-En discusión. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
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(Se vota) 


——(incuenta y siete por la afirmativa: AFIRMATIVA. 
Unanimidad. 


Queda aprobado el proyecto y se comunicará al 
Senado. 


SEÑOR CHÁPPER.- ¡Que se comunique de inme- 
diato! 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- Se va a votar. 
(Se vota) 


——Cincuenta y siete por la afirmativa: AFIRMATIVA. 
Unanimidad. 


(No se publica el texto del proyecto aprobado por 
ser igual al informado) 

16.- Licencias. 
Integración de la Cámara. 


——Dese cuenta del informe de la Comisión de Asun- 
tos Internos relativo a la integración del Cuerpo. 


(Se lee:) 


"La Comisión de Asuntos Internos aconseja a 
la Cámara aprobar la solicitud de licencia de la 
señora Representante Martha Montaner, por mo- 
tivos personales, inciso tercero del artículo úni- 
co de la Ley N* 16.465, por el día 20 de di- 
ciembre de 2001, convocándose al suplente co- 
rrespondiente siguiente, señor Domingo Ramos". 


——-En discusión. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 


——Cincuenta y cinco en 
AFIRMATIVA. 


cincuenta y seis: 


En consecuencia, queda convocado el suplente 
correspondiente, quien se incorporará a la Cámara en 
la fecha indicada. 


(ANTECEDENTES: ) 


"Montevideo, 17 de diciembre de 2001. 
Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Gustavo Penadés. 
Presente. 
De mi mayor consideración: 


Al amparo de lo establecido por la Ley 
N? 16.465, solicito al Cuerpo que tan dignamente pre- 
side se sirva concederme el uso de licencia por razo- 
nes personales por el día 20 de diciembre. 
Sin otro particular, le saluda muy atentamente. 
MARTHA MONTANER 


Representante por Tacuarembó". 


"Montevideo, 17 de diciembre de 2001. 
Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Gustavo Penadés. 
Presente. 
De mi mayor consideración: 

Por la presente comunico a usted que, por esta 
vez, no he de aceptar la convocatoria para integrar el 
Cuerpo de la cual he sido objeto. 

Sin otro particular, le saluda muy atentamente. 

Susana Montaner". 


"Comisión de Asuntos Internos 


VISTO: La solicitud de licencia por motivos perso- 
nales de la señora Representante por el departa- 
mento de Tacuarembó, Martha Montaner. 


CONSIDERANDO: |) Que solicita se le conceda li- 
cencia por el día 20 de diciembre de 2001. 


11) Que, por esta vez, no acepta la convocatoria de 
que ha sido objeto la suplente correspondiente si- 
guiente, señora Susana Montaner. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 de la 
Constitución de la República, y por el inciso tercero 
del artículo único de la Ley N* 16.465, de 14 de enero 
de 1994, y en el artículo tercero de la Ley N* 10.618, 
de 24 de mayo de 1945. 


La Cámara de Representantes, 
RESUELVE: 


1) Concédese licencia por motivos personales por 
el día 20 de diciembre de 2001, a la señora Repre- 
sentante por el departamento de Tacuarembó, Martha 
Montaner. 


2) Acéptase la negativa que, por esta vez, ha pre- 
sentado la suplente correspondiente siguiente, señora 
Susana Montaner. 


3) Convóquese por Secretaría, por el día 20 de di- 
ciembre de 2001, al suplente correspondiente si- 
guiente de la Hoja de Votación N* 2215 del Lema 
Partido Colorado, señor Domingo Ramos. 
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Sala de la Comisión, 19 de diciembre de 2001. 


GUILLERMO ÁLVAREZ, ÓSCAR 
MAGURNO, FRANCISCO ORTIZ". 


17.- Declaración de gravedad y urgencia. 


De acuerdo con lo dispuesto por el literal C) del 
artículo 90 del Reglamento, se va a votar si de declara 
grave y urgente el asunto que figura en quinto térmi- 
no del orden del día. 


(Se vota) 


——Cincuenta y siete en cincuenta y ocho: 
AFIRMATIVA. 


18.- Código de la Niñez y la Adolescencia. 
(Aprobación). 


De acuerdo con lo resuelto por la Cámara, se pa- 
sa a considerar el asunto que figura en quinto término 
del orden del día: "Código de la Niñez y la Adolescen- 
cia. (Aprobación)". 


(ANTECEDENTES: ) 
Rep. N? 22 
"PROYECTO DE LEY 
CAPÍTULO | 
PRINCIPIOS GENERALES 


Artículo 12. (Ámbito de aplicación).- El Código de 
la Niñez y la Adolescencia es de aplicación a todos 
los seres humanos menores de dieciocho años de 
edad. Igualmente, es aplicable por encima de ese lí- 
mite, en aquellos casos especialmente previstos por 
la ley. 


A los efectos de la aplicación del presente Código, 
se entiende por niño a todo ser humano hasta los 
catorce años de edad y por adolescente a los mayo- 
res de catorce y menores de dieciocho años de edad. 


Siempre que el presente Código se refiere a niños 
y adolescentes comprende ambos géneros. 


Artículo 2*. (Sujetos de derechos, deberes y ga- 
rantías).- Todos los niños y adolescentes son titulares 
de derechos, deberes y garantías inherentes a su ca- 
lidad de personas humanas. 


Artículo 3*. (Principio de protección de los dere- 
chos).- Todo niño y adolescente tiene derecho a las 
medidas especiales de protección que su condición 
de sujeto en desarrollo exige por parte de su familia, 
de la sociedad y del Estado. 


Artículo 4*. (Interpretación).- Para la interpreta- 
ción del presente Código, se tendrán en cuenta las 
disposiciones y principios generales que informan la 
Constitución de la República, la Convención sobre los 
Derechos del Niño, leyes nacionales y demás instru- 
mentos internacionales que obligan al país. 


En los casos de oscuridad se deberá recurrir a los 
criterios generales de interpretación y, especialmente, 
a las normas propias de cada materia. 


Artículo 5*. (Integración).- En caso de vacío legal 
o insuficiencia se deberá recurrir a los criterios gene- 
rales de integración y, especialmente, a las normas 
propias de cada materia. 


Artículo 6*. (Criterio específico de interpretación e 
integración: el interés superior del niño y adolescen- 
te).- Para la interpretación e integración del presente 
Código se deberá tener en cuenta el interés superior 
del niño y adolescente, que consiste en el reconoci- 
miento y respeto de los derechos inherentes a su ca- 
lidad de persona humana. En consecuencia, este 
principio no se podrá invocar para menoscabo de ta- 
les derechos. 


Artículo 7*. (Concurrencia para la efectividad y la 
protección de los derechos de los niños y adolescen- 
tes).- 


1) La efectividad y protección de los derechos de 
los niños y adolescentes es corresponsabilidad 
de los padres, la familia, la comunidad y el Es- 
tado. 


2) El Estado deberá actuar en las tareas de 
orientación y fijación de las políticas generales 
aplicables a las distintas áreas vinculadas a la 
niñez y adolescencia y a la familia, coordinando 
las actividades públicas y privadas que se 
cumplen en tales áreas. 


3) En casos de insuficiencia, defecto o imposibili- 
dad de los padres y demás obligados, el Esta- 
do deberá actuar preceptivamente, desarro- 
llando todas las actividades integrativas, com- 
plementarias o supletivas que sean necesarias 
para garantizar adecuadamente el goce y ejer- 
cicio de los derechos de los niños y adoles- 


centes. 
CAPÍTULO Il 
DE LOS DERECHOS DE LOS NIÑOS Y 
ADOLESCENTES 


Artículo 8*. (Principio general).- Todo niño y ado- 
lescente goza de los derechos inherentes a la perso- 
na humana. Tales derechos serán ejercidos de 
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acuerdo a la evolución de sus facultades, y en la for- 
ma establecida por la Constitución de la República, 
los instrumentos internacionales, el presente Código y 
las leyes especiales. En todo caso tiene derecho a 
ser oído y obtener respuestas cuando se tomen deci- 
siones que afecten su vida. 


Podrá acudir a los Tribunales y ejercer los actos 
procesales en defensa de sus derechos, siendo pre- 
ceptiva la asistencia letrada. El Juez ante quien acuda 
tiene el deber de designarle curador, cuando fuere 
pertinente, para que lo represente y asista en sus 
pretensiones. 


Los Jueces, bajo su más seria responsabilidad, 
deberán adoptar las medidas necesarias para asegu- 
rar el cumplimiento de lo establecido en los incisos 
anteriores, debiendo declararse nulas las actuaciones 
cumplidas en forma contraria a lo aquí dispuesto. 


Artículo 9*. (Derechos esenciales).- Todo niño y 
adolescente tiene derecho intrínseco a la vida, digni- 
dad, libertad, identidad, integridad, salud, educación, 
recreación, descanso, cultura, participación, asocia- 
ción y a los beneficios de la seguridad social. 


Artículo 10. (Derecho del niño y adolescente con 
capacidad diferente).- Todo niño y adolescente, con 
capacidad diferente psíquica, física o sensorial, tiene 
derecho a vivir en condiciones que aseguren su parti- 
cipación social a través del acceso efectivo especial- 
mente a la educación, cultura y trabajo. 


Este derecho se protegerá cualquiera sea la edad 
de la persona. 


Artículo 11. (Derecho a la privacidad de la vida).- 
Todo niño y adolescente tiene derecho a que se res- 
pete la privacidad de su vida. Tiene derecho a que no 
se utilice su imagen en forma lesiva, ni se publique 
ninguna información que lo perjudique y pueda dar 
lugar a la individualización de su persona. 


Artículo 12. (Derecho al disfrute de sus padres y 
familia).- La vida familiar es el ámbito adecuado para 
el mejor logro de la protección integral. 


Todo niño y adolescente tiene derecho a vivir y a 
crecer junto a su familia y a no ser separado de ella 
por razones económicas. 


Solo puede ser separado de su familia cuando, en 
su interés superior y en el curso de un debido proce- 
so, las autoridades determinen otra relación personal 
sustitutiva. 


En los casos en que sobrevengan circunstancias 
especiales que determinen la separación del núcleo 
familiar, se respetará su derecho a mantener vínculos 


afectivos y contacto directo con uno o ambos padres, 
salvo si es contrario a su interés superior. 


Si el niño o adolescente carece de familia, tiene 
derecho a crecer en el seno de otra familia o grupo de 
crianza, la que será seleccionada atendiendo a su 
bienestar. 


Solo en defecto de esta alternativa, se considerará 
el ingreso a un establecimiento público o privado. Se 
procurará que su estancia en el mismo sea transitoria. 


Artículo 13. (Conflictos armados).- Los niños y 
adolescentes no pueden formar parte de las hostilida- 
des en conflictos armados ni recibir preparación para 
ello. 


CAPÍTULO !!! 
DE LOS DEBERES DEL ESTADO 


Artículo 14. (Principio general).- El Estado prote- 
gerá los derechos de todos los niños y adolescentes 
sujetos a su jurisdicción, independientemente del ori- 
gen étnico, nacional o social, el sexo, el idioma, la re- 
ligión, la opinión política o de otra índole, la posición 
económica, los impedimentos psíquicos o físicos, el 
nacimiento o cualquier otra condición del niño o de 
sus representantes legales. 


Asegurará la aplicación de toda norma que dé 
efectividad a esos derechos. 


Artículo 15. (Protección especial).- El Estado tie- 
ne la obligación de proteger especialmente a los ni- 
ños o adolescentes respecto a toda forma de: 


A) Abandono, abuso sexual o explotación de la 
prostitución. 


B) Hostigamiento, segregación o exclusión en los 
lugares de estudio, esparcimiento o trabajo. 


C) Explotación económica o cualquier tipo de tra- 
bajo nocivo para su salud, educación o para su 
desarrollo físico, espiritual o moral. 


D) Tratos crueles, inhumanos o degradantes. 


E) Estímulo al consumo de tabaco, alcohol, inha- 
lantes y drogas. 


F) Situaciones que pongan en riesgo su vida o in- 
citen a la violencia, como el uso y el comercio 
de armas. 


G) Situaciones que pongan en peligro su seguri- 
dad, como detenciones y traslados ilegítimos. 


H) Situaciones que pongan en peligro su identi- 
dad, como adopciones ¡legítimas y ventas. 
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CAPÍTULO IV 


DE LOS DEBERES DE LOS PADRES O 
RESPONSABLES 


Artículo 16. (De los deberes de los padres o res- 
ponsables).- Son deberes de los padres o responsa- 
bles respecto de los niños y adolescentes: 


A) Respetar y tener en cuenta el carácter de su- 
jeto de derecho del niño y del adolescente. 


B) Respetar el derecho a ser oído y considerar su 
opinión. 

C) Colaborar para que sus derechos sean efecti- 
vamente gozados. 

D) Prestar orientación y dirección para el ejercicio 
de sus derechos. 

E) Corregir adecuadamente a sus hijos o tutela- 


dos. 


F) Solicitar o permitir la intervención de servicios 
sociales especiales cuando se produzca un 
conflicto que no pueda ser resuelto en el inte- 
rior de la familia y que pone en grave riesgo la 
vigencia de los derechos del niño y del adoles- 
cente. 


G) Velar por la asistencia regular a los centros de 
estudio y participar en el proceso educativo. 


E 


Todo otro deber inherente a su calidad de tal. 
CAPÍTULO V 


DE LOS DEBERES DE LOS NIÑOS Y 
ADOLESCENTES 


Artículo 17. (De los deberes de los niños y ado- 
lescentes).- Todo niño y adolescente tiene el deber de 
mantener una actitud de respeto en la vida de rela- 
ción familiar, educativa y social, así como de emplear 
sus energías físicas e intelectuales en la adquisición 
de conocimientos y desarrollo de sus habilidades y 
aptitudes. 


Especialmente deberán: 


A) Respetar y obedecer a sus padres o responsa- 
bles, siempre que sus órdenes no lesionen sus 
derechos o contravengan las leyes. 


B) Cuidar, en la medida de sus posibilidades, a 
sus ascendientes en su enfermedad y anciani- 
dad. 


C) Respetar los derechos, ideas y creencias de los 
demás. 


D) Respetar las leyes. 


E) Conservar el medio ambiente. 


F) Prestar, en la medida de sus posibilidades, el 
servicio social o ayuda comunitaria, cuando las 
circunstancias así lo exijan. 


G) Cuidar y respetar su vida y su salud. 
CAPÍTULO VI 


POLÍTICAS SOCIALES DE PROMOCIÓN Y 
PROTECCIÓN A LA NIÑEZ Y ADOLESCENCIA 


Artículo 18. (Objetivos).- 
mentales: 


Son objetivos funda- 


A) Promoción social. Deberá asegurarse la pro- 
moción tendiente a favorecer el desarrollo inte- 
gral de todas las potencialidades del niño y del 
adolescente como persona en condición de ser 
en desarrollo, a efectos de procurar su integra- 
ción social en forma activa y responsable como 
ciudadano. 


B) Protección y atención integral. Deberá asegu- 
rarse una protección integral de los derechos y 
deberes de los niños y adolescentes, así como 
asegurar una atención especial por parte del 
Estado y de la sociedad ante la necesidad de 
ofrecer atención personalizada en determina- 
das situaciones. 


Artículo 19. (Vida familiar y en sociedad).- Son 
principios básicos: 


A) El fortalecimiento de la integración y perma- 
nencia de los niños y adolescentes en los ám- 
bitos primarios de socialización: la familia y las 
instituciones educativas. 


B) La descentralización territorial que asegure el 
acceso de los niños, adolescentes y familias en 
toda la gama de servicios básicos. 


C) La participación de la sociedad civil y la promo- 
ción de la solidaridad social hacia los niños y 
adolescentes. 


Artículo 20. (Afirmación de políticas sociales).- 
Las normas que regulan la vigencia efectiva de los 
derechos de los niños y adolescentes en las áreas de 
supervivencia y desarrollo, requerirán de la imple- 
mentación de un sistema de políticas sociales bási- 
cas, complementarias, de protección especial, de ca- 
rácter integral, que respondan a la diversidad de rea- 
lidades y comprendan la coordinación entre el Estado 
y la sociedad civil. 


Artículo 21. (Criterio rector).- Es criterio rector 
velar por el desarrollo armónico de los niños y ado- 
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lescentes, correspondiendo fundamentalmente a la 
familia y a los sistemas de salud y educación su se- 
guimiento hasta la mayoría de edad. 


Artículo 22. (Líneas de acción).- Son líneas de 
acción de las políticas de atención a la niñez y ado- 
lescencia: 


A) Políticas sociales básicas, que hagan efectivos 
los derechos consagrados en la Constitución 
de la República, para todos los niños y adoles- 
centes. 


B) Programas de atención integral, para aquellos 
que lo necesiten, por carencia temporal o per- 
manente: niños y adolescentes con capacidad 
diferente, situación de desamparo o marginali- 
dad. 


C) Programas y servicios especiales de preven- 
ción y atención médica y psicosocial a las víc- 
timas de negligencia, maltrato, violencia o ex- 
plotación laboral o sexual. 


D) Programas de garantías para la protección jurí- 
dico-social de los niños y adolescentes en con- 
flicto con la ley, y de educación para la integra- 
ción social. 


E) Programas de promoción de la niñez y adoles- 
cencia en las áreas deportivas, culturales y re- 
creativas, entre otras. 


F) Crear sistemas de indicadores de desarrollo del 
niño y del adolescente, respetando el derecho 
a la privacidad y el secreto profesional. 


CAPÍTULO VII 
DE LOS NIÑOS Y ADOLESCENTES 


| - Órganos de competencia y principios proce- 
sales 


Artículo 23. (Competencia).- La competencia de 
los órganos jurisdiccionales en materia de niños y 
adolescentes es la que fija la Ley N* 15.750, de 24 de 
junio de 1985, con excepción de las siguientes modi- 
ficaciones: 


"ARTÍCULO 67.- Los Jueces Letrados de Menores 
entenderán en primera instancia en todos los pro- 
cedimientos que den lugar las infracciones de 
adolescentes a la ley penal. 


En segunda instancia entenderán los Tribunales 
de Familia. 


Los actuales Juzgados Letrados de Menores pa- 
sarán a denominarse Juzgados Letrados de Ado- 
lescentes”. 


Artículo 24. (Competencia de urgencia).- La Su- 
prema Corte de Justicia asignará, por lo menos, a 
cuatro Juzgados Letrados de Familia en Montevideo y 
a los Juzgados Letrados de Primera Instancia del In- 
terior de la República, que entiendan en materia de 
familia, competencia de urgencia, para atender en 
forma permanente todos los asuntos que requieran 
intervención inmediata. Entendiéndose por tales, 
aquellos en que exista riesgo de lesión o frustración 
de un derecho del niño o adolescente, con excepción 
de las infracciones de adolescentes a la ley penal. 


Tomadas las primeras medidas en salvaguarda de 
los derechos, los derivarán al Juzgado que corres- 
ponda. 


La Suprema Corte de Justicia propenderá a que 
los Juzgados cuenten con la asistencia permanente 
de asistente social, psicólogo y psiquiatra del Poder 
Judicial u otros profesionales de dicho Poder, cuyo 
asesoramiento podrá serles requerido por el Juez. 


La Defensoría de Oficio de Familia establecerá un 
régimen de turnos de Defensores de Oficio, para que 
actúen en dichos Juzgados, a efectos de asistir a las 
personas que se presenten ante el mismo. 


Asimismo, se establecerá un régimen de turnos 
para asegurar la presencia del Ministerio Público y 
Fiscal. 


Artículo 25. (Obligatoriedad).- Reclamada la inter- 
vención en forma legal y en materia de su competen- 
cia, los Tribunales no podrán excusarse de ejercer su 
autoridad, ni aun por razones de silencio, oscuridad o 
insuficiencia de las leyes, de acuerdo con lo dispuesto 
por el inciso segundo del artículo 5% de la Ley 
N? 15.750, de 24 de junio de 1985. 


El criterio básico consiste en la promoción de la 
familia, en especial de las más carenciadas. 


Artículo 26. (Competencia del Instituto Nacional 
del Menor).- El Instituto Nacional del Menor es el ór- 
gano administrativo rector en materia de políticas de 
niñez y adolescencia, y competente en materia de 
promoción, protección y atención de los niños y ado- 
lescentes del país. Deberá determinar, por intermedio 
de sus servicios especializados, la forma de llevar a 
cabo la implementación de las políticas a través de 
distintos programas, proyectos y modalidades de in- 
tervención social, públicos o privados. 


Deberá velar, asimismo, previo diagnóstico y estu- 
dios técnicos, por una adecuada admisión, ingreso, 
atención, derivación y desvinculación de los niños y 
adolescentes bajo su cuidado. La incorporación a los 
distintos hogares, programas, proyectos y modalida- 
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des de atención, se realizarán habiendo escuchado al 
niño o adolescente y buscando favorecer el goce y la 
protección integral de sus derechos. 


Procurará que todos los niños y adolescentes ten- 
gan igualdad de oportunidades para acceder a los re- 
cursos sociales, a efectos de poder desarrollar sus 
potencialidades y de conformar personalidades autó- 
nomas capaces de integrarse socialmente en forma 
activa y responsable. Las acciones del Instituto Na- 
cional del Menor deberán priorizar a los más despro- 
tegidos y vulnerables. 


Los adolescentes que, estando a disposición del 
Instituto Nacional del Menor, alcanzaren la mayoría 
de edad serán orientados y apoyados a efectos que 
puedan hacerse cargo de sus vidas en forma inde- 
pendiente. Las personas con capacidad diferente que 
alcanzaren dicha mayoría, estando a cuidado del Ins- 
tituto Nacional del Menor, podrán permanecer bajo su 
protección siempre y cuando no puedan ser derivados 
para su atención en servicios o programas de adultos. 


El Instituto Nacional del Menor fiscalizará, por lo 
menos una vez al año, a las instituciones privadas a 
las que concurran niños y adolescentes. 


Dicha fiscalización será efectuada por asistentes 
sociales u otros profesionales a efectos de evaluar la 
situación en que se encuentran los niños y adoles- 
centes, así como el trato y formación que se les da a 
los mismos, de acuerdo a los derechos que éstos tie- 
nen y a las obligaciones de dichas instituciones. 


El Instituto Nacional del Menor podrá formular ob- 
servaciones, sin perjuicio de efectuar las denuncias 
que correspondan ante las autoridades competentes, 
por la constatación de violación de los derechos del 
niño y adolescente, de irregularidades o delitos. 


Il - De los adolescentes y las infracciones a la 
ley penal 


Artículo 27. (Infracciones a la ley penal).- A los 
efectos del presente Código solo son infracciones a la 
ley penal: 


1) Las acciones u omisiones dolosas consuma- 
das, cometidas en calidad de autor o coautor, a 
las que el Código Penal o las leyes penales es- 
peciales señalan una pena cuyo límite mínimo 
es superior a un año de prisión o cuyo límite 
máximo es superior a tres años de penitencia- 
ría. 


2) La tentativa de infracciones gravísimas a la ley 
penal. 


3) La participación en calidad de cómplice en in- 
fracciones gravísimas a la ley penal. 


Artículo 28. (Adolescente infractor).- Se denomina 
adolescente infractor a quien se declare responsable 
por sentencia ejecutoriada, dictada por Juez compe- 
tente, como autor, coautor o cómplice de acciones u 
omisiones descritas como infracciones a la ley penal. 


Artículo 29. (Relación causal).- Solo puede ser 
sometido a proceso especial regulado por el presente 
Código el adolescente a quien se le pueda atribuir 
material y psicológicamente un hecho constitutivo de 
infracción a la ley penal. 


La existencia de la infracción debe ser la conse- 
cuencia de su acción u omisión. 


Artículo 30. (Clases de infracciones).- Las infrac- 
ciones a la ley penal se clasifican en infracciones gra- 
ves e infracciones gravísimas a la ley penal. 


Son infracciones gravísimas a la ley penal: 
1) Homicidio (artículo 310 del Código Penal). 


2) Lesiones gravísimas (artículo 318 del Código 
Penal). 


3) Violación (artículo 272 del Código Penal). 
4) Rapiña (artículo 344 del Código Penal). 


5) Privación de libertad agravada (artículo 282 del 
Código Penal). 


6) Secuestro (artículo 346 del Código Penal). 
7) Extorsión (artículo 345 del Código Penal). 


8) Tráfico de estupefacientes (artículos 31 y 32 de 
la Ley N* 17.016, de 22 de octubre de 1998). 


9) Cualquier otra acción u omisión que el Código 
Penal o las leyes especiales castigan con una 
pena cuyo límite mínimo sea igual o superior a 
seis años de penitenciaría y cuyo límite máximo 
sea igual o superior a doce años de penitencia- 
ría. 


10) La tentativa de las infracciones señaladas en 
los numerales 1), 5) y 6) y la complicidad en las 
mismas infracciones. 


En los casos de violación no se tomará en cuenta 
la presunción del ejercicio de violencia (inciso primero 
del artículo 272 del Código Penal). 


Las restantes son infracciones graves a la ley pe- 
nal. 


Artículo 31. (Adecuación a la normativa del Códi- 
go Penal y Ley N* 16.707, de 12 de julio de 1995).- El 
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Juez deberá examinar cada uno de los elementos 
constitutivos de la responsabilidad, de las circunstan- 
cias que eximen de la aplicación de medidas o que 
aminoren el grado de las infracciones y el concurso 
de infracciones e infractores, tomando en cuenta los 
preceptos de la parte general del Código Penal, de la 
Ley N* 16.707, de 12 de julio de 1995, la condición de 
adolescentes y los presupuestos de perseguibilidad 
de la acción. 


CAPÍTULO VII! 
| - Derechos y garantías del procedimiento 


Artículo 32. (Principios que rigen).- En todos los 
casos en que al adolescente se le impute el haber in- 
currido en actos que se presumen comportan infrac- 
ción a la ley penal, deberá asegurarse el cumpli- 
miento estricto de las garantías del debido proceso, 
especialmente las siguientes: 


A) Principios de judicialidad y legalidad.- El ado- 
lescente imputado de haber cometido una in- 
fracción a la ley penal, será juzgado por los 
Jueces competentes en conformidad a los pro- 
cedimientos especiales establecidos por el pre- 
sente Código. 


Se asegurará, además, la vigencia de las 
normas constitucionales, legales e instrumen- 
tos internacionales, especialmente la Conven- 
ción de los Derechos del Niño. 


B) Principio de responsabilidad.- Solo puede ser 
sometido a proceso especial, regulado por el 
presente Código, el adolescente mayor de ca- 
torce y menor de dieciocho años de edad, im- 
putado de infracción a la ley penal. 


La responsabilidad del adolescente tendrá lu- 
gar a partir de la sentencia definitiva que le 
atribuya la comisión del hecho constitutivo de 
infracción a la ley penal. 


C) Principio que condiciona la detención.- Solo 
puede ser detenido en casos de infracciones 
flagrantes o existiendo elementos de convicción 
suficientes sobre la comisión de una infracción. 
En este último caso, mediante orden escrita de 
Juez competente comunicada por medios feha- 
cientes. La detención será una medida excep- 
cional. 


D) Principio de humanidad.- El adolescente priva- 
do de libertad será tratado con la humanidad y 
respeto que merece la dignidad inherente a la 
persona humana. 


Ningún adolescente será sometido a torturas, 
ni a tratos crueles, inhumanos o degradantes, 
ni a experimentos médicos o científicos. 


Tendrá derecho a mantener contacto perma- 
nente con su familia o responsables, salvo en 
circunstancias especiales. 


E) Principio de inocencia.- Tiene derecho a que se 
presuma su inocencia. No será obligado a de- 
clarar contra sí mismo ni a declararse culpable. 


F) Principio de inviolabilidad de la defensa.- Tiene 
derecho a contar en forma permanente con 
asistencia jurídica gratuita, especializada, pú- 
blica o privada, a partir de la detención, durante 
el proceso y hasta la ejecución completa de las 
medidas. 


G) Principio de libertad de comunicación.- Tiene 
derecho durante la privación de libertad, de 
comunicarse libremente y en privado con su 
defensa, con sus padres, responsables, familia- 
res y asistentes espirituales. 


H) Principio de prohibición del juicio en rebel- 
día.- Tiene derecho de no ser juzgado en su 
ausencia, so pena de nulidad de todo lo actua- 
do (artículo 21 de la Constitución de la Repúbli- 
ca). 


Il) Principio de impugnación.- Todo adolescente 
tendrá derecho a impugnar todas las decisio- 
nes judiciales que lo perjudiquen. 


J) Principio de duración razonable.- En ningún ca- 
so la situación derivada de la formalización del 
proceso excederá en sus consecuencias al 
término de duración de la medida que hubiere 
correspondido. 


K) Principio de asistencia de intérpretes.- Todo 
adolescente tendrá derecho a contar con la li- 
bre asistencia gratuita de un intérprete, si no 
comprende o no habla el idioma oficial. 


L) Principio de oportunidad reglada.- El adoles- 
cente tiene derecho a que se prescinda del 
procedimiento cuando, por la característica del 
hecho o por la naturaleza del bien jurídico 
agredido, no se justifica la prosecución de la 
acción. 


II - Régimen procesal 


Artículo 33. (Principio general).- En todos los ca- 
sos en que se investigue la responsabilidad del ado- 
lescente, el procedimiento se ajustará a los trámites 
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berán estar presentes, bajo pena de nulidad, el 
adolescente, su Defensor y el Ministerio Públi- 
co. 


establecidos por el presente Código y subsidiaria- 
mente por el Código General del Proceso. 


Artículo 34. (Procedimiento).- 


1) Actuaciones previas al proceso. Se procurará la presencia de los padres o 


A) Cometidos de la autoridad policial. 


Cuando proceda la detención del adoles- 
cente conforme a lo establecido en el lite- 
ral C) del artículo 32, la autoridad aprehen- 
sora, bajo su más severa responsabilidad, 
deberá: 


a) Realizar la actuación de modo que me- 
nos perjudique a la persona y reputación 
del adolescente. 


b) Poner el hecho de inmediato en conoci- 
miento del Juez, o en un plazo máximo 
de dos horas después de practicada la 
detención. 


c) Hacer conocer al adolescente los moti- 
vos de la detención y los derechos que le 
asisten, especialmente el derecho que 
tiene de designar Defensor. 


d) Si fuere necesario, antes de conducirlo a 
la presencia del Juez, hará constar lo in- 
dispensable para la información de los 
hechos. 


e) Si no fuere posible llevarlo de inmediato 
a presencia del Juez, previa autorización 
de éste, deberá conducírselo a la depen- 
dencia especializada del Instituto Nacio- 
nal del Menor que corresponda o del Ins- 
tituto Policial, no pudiendo permanecer 
en este último lugar por más de doce ho- 
ras. 


f) Los traslados interinstitucionales y a la 
Sede Judicial deben estar precedidos del 
correspondiente examen médico. 


Noa 


Cuando el Juez tome conocimiento que el 
adolescente se encuentra en la situación 
prevista en el artículo 117 del presente Có- 
digo, lo pondrá en conocimiento del Juez 
competente, sin perjuicio de la actuación 
procesal referida a la infracción. 


2) Audiencia preliminar. 


En los casos de infracciones de adolescentes 
que lo justifiquen, el Juez dispondrá, en un pla- 
zo que no exceda las veinticuatro horas, la rea- 
lización de una audiencia preliminar donde de- 


— 


— 


responsables. También podrán comparecer, si 
lo aceptaran y no existiera peligro para su se- 
guridad, la víctima y testigos. 


El Juez, al interrogarlo, le hará conocer en 
términos accesibles los motivos de la detención 
y los derechos que le asisten. 


Se dispondrá la inmediata agregación de la 
partida de nacimiento o la acreditación de la 
edad mediante medios sustitutivos. 


Mediando acuerdo de partes, podrá prescin- 
dirse de la agregación inmediata. 


Medidas probatorias. 


Durante esta audiencia, el Ministerio Público y 
la Defensa podrán solicitar las medidas que es- 
timen convenientes. 


La información deberá recabarse en un plazo 
que no exceda de los veinte días continuos y 
perentorios, contados a partir de la decisión ju- 
dicial. 


La prueba se diligenciará en audiencia con las 
garantías que aseguren el debido proceso, in- 
cluidos los informes del equipo técnico, en un 
plazo que no exceda de los veinte días, conti- 
nuos y perentorios, contados a partir de la de- 
cisión judicial. 


En todo lo que le fuere requerido, la Policía 
prestará colaboración. 


Resolución de la audiencia preliminar y medi- 
das cautelares. 


Al culminar la audiencia preliminar el Juez: 


A) Dispondrá las medidas probatorias a que 
refiere el numeral anterior. 


B) Fijará la audiencia final en un plazo de se- 
senta días, salvo si decreta como medida 
cautelar el arresto domiciliario o la interna- 
ción provisoria, caso en que dicha audiencia 
se fijará en un plazo máximo de treinta días. 


C) Decidirá la aplicación de alguna medida 
cautelar, de acuerdo a lo dispuesto en el 
numeral siguiente. 
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5) 


pda 


de 


Medidas cautelares. 


El Juez, a pedido del Ministerio Público, y oída 
la Defensa, dispondrá las medidas cautelares 
necesarias que menos perjudiquen al adoles- 
cente. 


Son medidas cautelares: 
1) La prohibición de salir del país. 


2) La prohibición de acercarse a la víctima o a 
otras personas, de concurrir a determinados 
lugares o de tomar contacto con personas 
determinadas. 


3) La obligación de concurrir periódicamente al 
Tribunal o ante la autoridad que el Juez de- 
termine. 


4) El arresto domiciliario. 
5) La internación provisoria. 


El arresto domiciliario y la internación proviso- 
ria no podrán durar más de sesenta días. 
Transcurrido ese plazo sin que se hubiera dic- 
tado sentencia de primera instancia, se deberá 
dejar en libertad al adolescente. Ambas medi- 
das cautelares solo podrán aplicarse si la in- 
fracción que se imputa al adolescente puede 
ser objeto en definitiva de una medida privativa 
de libertad, de acuerdo con el artículo 44, y 
siempre que ello sea indispensable para: 


A) Asegurar la comparecencia del adolescente 
a los actos procesales esenciales. 


B) La seguridad de la víctima, el denunciante o 
los testigos. 


La internación provisoria se cumplirá en un 
establecimiento especial del Instituto Nacional 
del Menor. 


Informe del equipo técnico. 


Si el Juez resuelve la internación, dispondrá 
que el equipo técnico del establecimiento de 
internación, en un término que no exceda los 
veinte días dispuesto para la prueba, produzca 
un informe con una evaluación médica y psico- 
social, el cual se expedirá especialmente sobre 
las posibilidades de convivencia en régimen de 
libertad. 


Informe del Centro de Internación. 


Los técnicos producirán los informes verbales 
o escritos que el Juez disponga y supervisarán 


10) 


11) 


la aplicación de las medidas. Los informes ver- 
bales se producirán en audiencia. 


Formulación de demanda o sobreseimiento. 


Diligenciada la prueba, los autos pasarán en 
vista al Ministerio Público por seis días. En ca- 
so de deducir acusación, relacionará las prue- 
bas ya diligenciadas y analizará los informes 
técnicos y formulará los presupuestos fácticos, 
jurídicos y técnicos de la imputación. 


Si el Ministerio Público solicitara el sobresei- 
miento, el Juez lo dictará sin más trámite. Si se 
dedujere demanda fiscal, se conferirá traslado 
a la Defensa por seis días, la que podrá ofrecer 
prueba y contradecir o allanarse. 


Allanamiento. 


De mediar allanamiento de la Defensa, el 
Juez deberá dictar sentencia en cinco días. 


Audiencia final. 


Deberán participar, bajo pena de nulidad, el 
adolescente, su Defensor y el Ministerio Públi- 
co. Será convocada dentro de los quince días 
de la contestación de la demanda fiscal, por la 
Defensa. 


Se pondrán a disposición los informes técni- 
cos recabados. 


Se dará participación a sus padres o respon- 
sables, si lo solicitaren. 


Plazo para dictar sentencia. 


El Juez deberá dictar sentencia definitiva de 
primera instancia al cabo de la audiencia final, 
y en esa misma oportunidad expedir el fallo con 
sus fundamentos. Se dará lectura de todo ello, 
a los efectos de su comunicación (artículo 76 
del Código General del Proceso), siendo de 
aplicación, en lo pertinente, el artículo 245 del 
Código del Proceso Penal. 


La sentencia será escrita y deberá ser redac- 
tada de un modo breve y claro para que pueda 
ser comprendida en todas sus partes por el 
adolescente imputado. 


Cuando la complejidad del asunto lo justifique, 
se podrá prorrogar la audiencia por quince días 
perentorios, procediéndose para su comunica- 
ción a la formalización de una audiencia com- 
plementaria. 
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12) Contenido de la sentencia. 


Si se dispusieran medidas socio-educativas, 
las sentencias serán dictadas con la finalidad 
de preservar el interés del adolescente. 


La privación de libertad se utilizará solo como 
medida de último recurso y durante el período 
más breve que proceda. 


Deberá fundamentar por qué no es posible 
aplicar otra medida distinta a la de privación de 
libertad. 


El Juez no podrá imponer medidas educativas 
sin previo pedido del Ministerio Público, ni ha- 
cerlo de manera más gravosa de la solicitada 
por éste. 


13) Coparticipación de mayores. 


En el caso de hechos con apariencia delictiva 
en que se hallen involucrados adolescentes 
junto a personas mayores, la autoridad policial 
lo hará saber simultáneamente al Juez Letrado 
de Adolescentes y al Juez Penal de Turno, 
quienes actuarán en forma paralela, comuni- 
cándose recíprocamente las alternativas de la 
causa. 


Deberá recabarse autorización del Juez Le- 
trado de Adolescentes para el traslado del 
adolescente al Juzgado Penal, siempre que 
sea necesaria su declaración. 


14) Régimen impugnativo. 


Se aplicará el régimen impugnativo que la ley 
establece (artículos 253 y 254 del Código Ge- 
neral del Proceso). 


La apelación será automática cuando la medi- 
da impuesta tenga una duración superior a un 
año de privación de libertad. 


15) Zonas de difícil acceso. 


Cuando, en virtud de la distancia o por otras 
circunstancias, no sea posible llevar de inme- 
diato al adolescente a presencia del Juez Le- 
trado competente, el Juez de Paz respectivo 
podrá adoptar las primeras y más urgentes 
medidas (artículo 45 del Código del Proceso 
Penal). 


III - Medidas socioeducativas 


Artículo 35. (Principios generales).- Las medidas 
contempladas en el presente Código solo podrán 
aplicarse a los adolescentes respecto a los cuales 


haya recaído declaración de responsabilidad, por 
sentencia ejecutoriada. 


Artículo 36. (Ejecución de las medidas).- Una vez 
que el Juez disponga las medidas, deberá comuni- 
carlo por escrito al Instituto Nacional del Menor o ins- 
titución privada seleccionada para el cumplimiento de 
la misma, con remisión del texto de las resoluciones o 
sentencias, sin cuyos requisitos el órgano destinatario 
no dará curso a la ejecución de la misma. 


Artículo 37. (Medidas complementarias).- Todas 
las medidas que se adopten conforme a lo estableci- 
do en el numeral 12) del artículo 34, se podrán com- 
plementar con el apoyo de técnicos, tendrán carácter 
educativo, procurarán la asunción de responsabilidad 
del adolescente y buscarán fortalecer el respeto del 
mismo por los derechos humanos y las libertades 
fundamentales de terceros como asimismo, el robus- 
tecimiento de los vínculos familiares y sociales. 


La medida será seleccionada por el Juez, siguien- 
do los criterios de proporcionalidad e idoneidad para 
lograr tales objetivos. 


MEDIDAS SOCIOEDUCATIVAS 
NO PRIVATIVAS DE LIBERTAD 


Artículo 38. (Medidas sustitutivas).- Podrán apli- 
carse, entre otras, las siguientes medidas no privati- 
vas de libertad: 


A) Advertencia, formulada por el Juez en presen- 
cia del Defensor y de los padres o responsa- 
bles, sobre los perjuicios causados y las con- 
secuencias de no enmendar su conducta. 


B) Amonestación, formulada por el Juez en pre- 
sencia del Defensor, de los padres o responsa- 
bles, intimándolo a no reiterar la infracción. 


C) Orientación y apoyo mediante la incorporación 
a un programa socio-educativo a cargo del Ins- 
tituto Nacional del Menor o de instituciones pú- 
blicas o privadas, por un período máximo de un 
año. 


D) Observancia de reglas de conducta, como 
prohibición de asistir a determinados lugares o 
espectáculos, por un período que no exceda de 
seis meses. 


E) Prestación de servicios a la comunidad, hasta 
por un máximo de dos meses. 


F) Obligación de reparar el daño o satisfacción de 
la víctima. 


G) Prohibición de conducir vehículos motorizados, 
hasta por dos años. 
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H) Libertad asistida. 
I) Libertad vigilada. 


Artículo 39. (Programas de orientación).- Los pro- 
gramas de orientación y apoyo tienen por finalidad in- 
corporar paulatinamente al adolescente al medio fa- 
miliar o grupo de crianza u otros grupos, así como a 
los centros de enseñanza y cuando corresponda, a 
los centros de trabajo. 


Estos programas podrán ser ejecutados por el Ins- 
tituto Nacional del Menor o por otras instituciones pú- 
blicas o privadas. 


Artículo 40. (Trabajos en beneficio de la comuni- 
dad).- Los trabajos en beneficio de la comunidad se 
regularán de acuerdo a las directivas que al efecto 
programe el Instituto Nacional del Menor. 


Preferentemente podrán realizarse en hospitales y 
en otros servicios comunitarios públicos. No podrán 
exceder de seis horas diarias. La autoridad adminis- 
trativa vigilará su cumplimiento, concertando con los 
responsables de su ejecución, de forma que no perju- 
dique la asistencia a los centros de enseñanza, de 
esparcimiento y las relaciones familiares, en todo lo 
cual se observará el cuidado de no revelar la situa- 
ción procesal del adolescente. 


Artículo 41. (Obligación de reparar el daño o sa- 
tisfacción de la víctima).- En cualquier etapa del pro- 
ceso, previa conformidad del adolescente y de la víc- 
tima o a petición de parte, el Juez podrá derivar el ca- 
so a mediación, suspendiéndose las actuaciones por 
un plazo prudencial. Alcanzando un acuerdo, previo 
informe técnico y oídos la Defensa y el Ministerio Pú- 
blico, el Juez deberá valorar razonablemente desde la 
perspectiva exclusiva del interés superior del adoles- 
cente, el sentido pedagógico y educativo de la repa- 
ración propuesta, disponiendo, en caso afirmativo, la 
clausura de las actuaciones. Tal decisión será pre- 
ceptiva en caso de opinión favorable del Ministerio 
Público. El mismo efecto tendrán los acuerdos conci- 
liatorios celebrados en audiencia. 


Artículo 42. (Régimen de libertad asistida y vigila- 
da).- 


A) El régimen de libertad asistida consiste en 
acordarle al adolescente el goce de libertad en 
su medio familiar y social. 


Será, necesariamente, apoyado por especia- 
listas y funcionarios capacitados para el cum- 
plimiento de programas educativos. 


El Juez determinará la duración de la medida. 


En cualquier momento de su ejecución la me- 
dida podrá ser interrumpida, revocada o susti- 
tuida, de oficio o a instancia de los actores ha- 
bilitados y previa intervención del Ministerio 
Público y del Defensor. 


B) El régimen de libertad vigilada consiste en la 
permanencia del adolescente en la comunidad 
con el acompañamiento permanente de un 
educador, durante el tiempo que el Juez deter- 
mine. 


Artículo 43. ("Non bis in idem").- El Juez sólo po- 
drá aplicar una de las medidas previstas en este Tí- 
tulo o en el siguiente. 


MEDIDAS SOCIOEDUCATIVAS 
PRIVATIVAS DE LIBERTAD 


Artículo 44. (Aplicación).- Las medidas privativas 
de libertad solo se aplicarán a los adolescentes decla- 
rados por sentencia ejecutoriada, responsables de in- 
fracción gravísima, que a juicio del Juez justifique la 
misma. 


También podrán aplicarse a los adolescentes que, 
habiendo sido declarados por sentencia ejecutoriada 
responsables de una infracción en forma reiterada, 
incumplen las medidas adoptadas por el Juez. En 
este caso el plazo de duración de la medida privativa 
de libertad no podrá exceder de sesenta días. 


Artículo 45. (Aplicabilidad).- Las medidas privati- 
vas de libertad no son obligatorias para el Juez. Se 
aplicarán cuando configurándose los requisitos lega- 
les, no existan otras medidas adecuadas dentro de 
las no privativas de libertad. El Juez fundamentará los 
motivos de la no aplicación de otras medidas. Se ten- 
drá en consideración el derecho del adolescente a vi- 
vir con su familia, y en caso que proceda la separa- 
ción, a mantener contacto permanente con la familia, 
pareja, amigos, referentes afectivos y otros, si ellos 
no fueren perjudiciales para el mismo. 


Artículo 46. (Medidas privativas de libertad).- Las 
medidas privativas de libertad son: 


A) Internación en establecimientos, separados 
completamente de los establecimientos carce- 
larios destinados a adultos. 


B) Internación en iguales establecimientos con 
posibilidades de gozar de semilibertad. 


RÉGIMEN DE PRIVACIÓN DE LIBERTAD 


Artículo 47. (Privación de libertad).- El régimen de 
privación de libertad consiste en recluir al adolescente 
en un establecimiento que asegure su permanencia 
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en el recinto, sin menoscabo de los derechos consa- 
grados en el presente Código, las normas constitu- 
cionales, legales e instrumentos internacionales. 


Artículo 48. (Régimen de semilibertad).- El régi- 
men de semilibertad consiste en disponer que el 
adolescente, cuya privación de libertad ha sido dis- 
puesta en establecimientos, goce de permiso para vi- 
sitar a su familia o para la realización de actividades 
externas, de ocho horas de duración, en su beneficio 
personal, controladas por la autoridad donde se en- 
cuentra internado. 


Este régimen se extiende, a voluntad del adoles- 
cente, mientras se aplica la medida de privación de li- 
bertad, salvo la suspensión temporaria o definitiva por 
inobservancia de las reglas de comportamiento. 


Artículo 49. (Duración de las medidas de priva- 
ción de libertad).- La medida de privación de libertad 
tendrá una duración máxima de cinco años. 


En ningún caso el adolescente que al llegar a los 
dieciocho años permanece sujeto a medidas, cumpli- 
rá lo que le resta en establecimientos destinados a los 
adultos. 


Artículo 50. (Cumplimiento).- El cumplimiento de 
las medidas de privación de libertad son de respon- 
sabilidad exclusiva, irrenunciable e indelegable del 
Estado. 


Se cumplirán en centros especiales hasta la finali- 
zación de las medidas y de acuerdo a criterios, entre 
otros, de edad, complexión física, gravedad de la in- 
fracción y adaptación a la convivencia. 


En ningún caso podrán cumplirse en estableci- 
mientos destinados a los adultos. 


Se tendrá especial cuidado por las situaciones en 
que el adolescente requiera tratamiento médico, en 
cuyo caso deberá ser internado en un centro adecua- 
do a sus condiciones. 


Artículo 51. (Infractores con dependencia).- En 
los casos de adolescentes infractores, que padecen 
dependencias alcohólicas o toxicómanas, se efectivi- 
zará la asistencia a programas de orientación y trata- 
miento adecuados. 


Artículo 52. (Procedimiento por modificación o 
cese de las medidas).- Se deberá decretar, en cual- 
quier momento, el cese de la medida cuando resulte 
acreditado en autos que la misma ha cumplido su fi- 
nalidad socio-educativa. 


La tramitación de todas las solicitudes de sustitu- 
ción, modificación o cese de las medidas, se hará en 


audiencia, debiendo dictarse resolución fundada, pre- 
vio los informes técnicos que se estimen pertinentes, 
con presencia del adolescente, de sus representantes 
legales, de la Defensa y del Ministerio Público. 


La audiencia deberá celebrarse en un plazo que 
no exceda los diez días a partir de la respectiva soli- 
citud. 


Artículo 53. (Traslado de infractores).- La interna- 
ción de los adolescentes fuera de la jurisdicción de su 
domicilio se limitará al mínimo posible, atendidas las 
circunstancias del caso. 


Cuando los Juzgados dispongan la internación de 
adolescentes infractores fuera de su jurisdicción, de- 
clinarán competencia para ante el Juez del lugar de 
internación. 


Deberán enviar junto con el adolescente, fotocopia 
certificada del expediente en sobre cerrado, que será 
entregado por el funcionario que lo traslade, bajo su 
más grave responsabilidad funcional, al Juez de turno 
del lugar de la internación. 


Artículo 54. (Reserva).- Queda prohibida la identi- 
ficación de la persona del adolescente por cualquier 
medio de comunicación, sin perjuicio de la informa- 
ción sobre los hechos. 


Los funcionarios públicos que faciliten noticias a la 
prensa, en contravención a lo dispuesto en el inciso 
anterior, serán pasibles de una suspensión de diez 
días con pérdida de haberes la primera vez, y un mes 
por la siguiente. La tercera infracción dará lugar a la 
destitución. La infracción será comunicada precepti- 
vamente a la institución a que pertenece, con trans- 
cripción de las normas. 


Los medios de comunicación que infringieren lo 
dispuesto en el inciso primero incurrirán en una multa, 
a juicio del Juez, equivalente entre 20 UR (veinte uni- 
dades reajustables) y 200 UR (doscientas unidades 
reajustables), según los casos. 


Artículo 55. (Competencia).- En las infracciones 
previstas en el inciso tercero del artículo anterior, en- 
tenderán los Jueces Letrados de Adolescentes, si- 
guiendo el procedimiento legal para reprimir las faltas 
en el Derecho Penal de adultos. 


Artículo 56. (Recurribilidad).- La sentencia podrá 
ser apelada ante el Tribunal de Familia respectivo, 
cuya decisión hará cosa juzgada. 


IV- Principios de la ejecución 


Artículo 57. (Supuestos de la ejecución).- La acti- 
vidad procesal de ejecución de las medidas educati- 
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vas, comprende los actos destinados a promover el 
cumplimiento de las medidas y el trámite y la decisión 
de las cuestiones sobrevinientes. 


Artículo 58. (Control que ejercen los Jueces com- 
petentes).- Son cometidos de los Jueces Letrados de 
Adolescentes: 


1) Vigilar los casos en los que han recaído medi- 
das educativas dispuestas por sentencia eje- 
cutoriada, hasta el término de su cumplimiento. 


2) Entender por audiencia y con intervención del 
Defensor y Ministerio Público, las reclamacio- 
nes de los adolescentes durante el período de 
ejecución de las medidas, tanto en los estable- 
cimientos, como fuera de ellos. 


3) Visitar, por lo menos cada tres meses los cen- 
tros de internación, dejando constancia en el 
expediente respectivo del resultado. 


Sin perjuicio de lo que antecede, podrá reali- 
zar inspecciones cada vez que lo considere 
oportuno. 


En ambos casos, tomar las medidas que más 
convengan al interés superior del adolescente. 


4) Dar cuenta a la Suprema Corte de Justicia en 
los casos que se constaten irregularidades gra- 
ves. 


Artículo 59. (Control de la autoridad administrati- 
va).- El Instituto Nacional del Menor o las autoridades 
de los establecimientos de internación, informarán 
cada tres meses al Juez sobre la forma como se 
cumple la medida y la evolución del adolescente. 


El Instituto Nacional del Menor reglamentará el 
funcionamiento de los establecimientos donde se 
cumplen las medidas privativas de libertad. 


V- Derechos y deberes durante la ejecución 
de las medidas socioeducativas 


Artículo 60. (Principio especial de la privación de 
libertad).- Sin perjuicio de los derechos y garantías 
enumerados en el artículo 32, se tendrán en cuenta 
los derechos y deberes de los adolescentes, con mi- 
ras a contrarrestar los efectos perjudiciales de la ins- 
titucionalización y a fomentar su integración a la so- 
ciedad: 


A) Derechos: 


1) A ser informado del régimen de funciona- 
miento institucional y de sus derechos y de- 
beres y conocer a los funcionarios que lo 


tendrán bajo su responsabilidad durante la 
internación o en régimen ambulatorio. 


2) A conocer el régimen interno a fin de comu- 
nicarse personalmente con el Juez, Fiscal, 
Defensor, educadores, familiares y a ejercer 
efectivamente ese derecho. 


3) A estar informado sobre las medidas que se 
proyectan para lograr su inserción al ámbito 
familiar y social. 


4) A recibir los servicios de salud, sociales, 
educativos, religiosos y de esparcimiento, y 
ser tratado conforme a su desarrollo y nece- 
sidades. 


En todo caso se garantizará su seguridad, 
en tanto protección contra influencias noci- 
vas y situaciones de riesgo. 


5) A estar informado sobre el régimen de con- 
vivencia. 


6) A no ser trasladado del centro donde cum- 
ple la medida educativa sin que se dé 
cuenta de inmediato al Juez competente. 
Todo traslado podrá ser recurrido conforme 
a derecho, sin efecto suspensivo. 


7) No podrán imponerse sanciones colectivas. 
B) Deberes: 


Durante la ejecución de las medidas, los ado- 
lescentes, deberán respetar a sus educadores 
y responsables y observar los reglamentos in- 
ternos en cuanto a convivencia, estudio y ta- 
reas de capacitación, esparcimiento, aseo per- 
sonal y de las dependencias que ocupan, y 
respeto a sus educadores, responsables y de- 
más personas con quienes se vinculan cotidia- 
namente. 


C) Ámbito de aplicación: 


Todos los derechos y deberes establecidos en 
orden a la ejecución de las medidas socioedu- 
cativas, se aplicarán, en lo pertinente, a todo ti- 
po de privación de libertad. 


VI- Cesación del proceso 


Artículo 61. (Principio general).- En cualquier es- 
tado del proceso el Juez, oyendo al Ministerio Públi- 
co, al adolescente y a su Defensa, dispondrá la clau- 
sura del proceso, en los siguientes casos: 


1) Cuando se comprobare que el adolescente no 
es responsable. 
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2) Cuando se comprobare que no es el autor, 
coautor o cómplice del hecho constitutivo de la 
infracción. 


3) Cuando se comprobare que obró amparado por 
alguna de las circunstancias que eximen de 
pena. 


4) Cuando ha prescripto la acción por el hecho 
imputado. El plazo de prescripción será de dos 
años para los delitos gravísimos y un año para 
los delitos graves. 


Artículo 62. (Prescindencia de la acción penal).- 
En cualquier estado del proceso el Juez podrá, oyen- 
do al Ministerio Público, al adolescente y a su Defen- 
sa, prescindir total o parcialmente de la persecución 
penal; o limitada a una o varias infracciones o de al- 
guna o de todas las personas que hayan participado 
en el hecho, cuando: 


A) Se trate de un hecho que, por su escasa gra- 
vedad o lo exiguo de la contribución del partíci- 
pe, haga innecesaria una medida en definitiva. 


B) El adolescente haya sufrido, a consecuencia 
del hecho, un daño físico o moral grave. 


Artículo 63. (Egreso y clausura de anteceden- 
tes).- Decretado el cese, si el adolescente estuviese 
privado de libertad, se dispondrá su inmediato egreso 
y Clausura de antecedentes. 


VII - De las medidas curativas 


Artículo 64. (Procedencia).- A los adolescentes 
incapaces que hubieren cometido infracciones a la ley 
penal, se les aplicarán, con las garantías del debido 
proceso fijado para los infractores, las medidas de ca- 
rácter curativo, que se cumplirán en establecimientos 
adecuados y separados de los adultos mayores de 
dieciocho años. Corresponde a los Directores de di- 
chos establecimientos y a los técnicos que designe el 
Juez, determinar su tratamiento. 


Artículo 65. (Control).- Durante la internación, se 
aplicarán, en lo pertinente, las medidas de contralor a 
cargo de los Jueces Letrados de Adolescentes, esta- 
blecidas en el artículo 58. 


VIII - De las audiencias 


Artículo 66. (Presencia del Juez).- El Juez Letra- 
do de Adolescentes presidirá por sí mismo las au- 
diencias, bajo pena de nulidad, que compromete su 
responsabilidad funcional. 


Igual deber compete al Ministerio Público, al De- 
fensor y a los técnicos asesores a quienes el Juez re- 


quiera opinión. Los Defensores privados que no 
asistan serán sustituidos por Defensores de Oficio. 


Sin la presencia del adolescente no podrá llevarse 
a cabo ninguna audiencia. 


Artículo 67. (Contenido de las audiencias).- 


1) Las audiencias preliminar y final, referidas en 
los numerales 2) y 10) del artículo 34 se docu- 
mentarán con la mayor precisión en acta que 
se labrará durante su desarrollo o al cabo de la 
misma. En forma resumida se consignará fecha 
y lugar en que se labra, describirán los hechos, 
la tipificación legal con expresa mención de la 
norma jurídica presuntamente violada y las ale- 
gaciones de las partes, quienes podrán solicitar 
lo que estimen pertinente para asegurar la fide- 
lidad del resumen. La decisión del Juez deberá 
comprender el examen de los puntos tratados 
por las partes. 


2) Si lo solicitaren, se entregarán a las partes co- 
pia íntegra de las sentencias definitivas, auten- 
ticadas por la Oficina Actuaria. 


Artículo 68. (Acceso al expediente).- Las partes y 
los técnicos designados durante el trámite tendrán, en 
todo momento, libre acceso al expediente, salvo ca- 
sos excepcionales, a juicio del Juez y en atención al 
interés superior del adolescente. 


IX - De las comunicaciones procesales 
Artículo 69. (Notificaciones preceptivas).- 


1) Cuando se produzca la detención del adoles- 
cente, el Juez dispondrá que el hecho sea in- 
mediatamente notificado por la Policía a su 
Defensor, al Ministerio Público y a los padres o 
representantes legales; el mismo procedimiento 
se seguirá con los asesores técnicos para cuyo 
asesoramiento el Juez estime necesario con- 
vocar. 


2) Las actuaciones dispuestas en audiencia se 
tendrán por notificadas a quienes estén pre- 
sentes o hayan debido concurrir al acto. 


3) Salvo en los casos que indique el Juez, las no- 
tificaciones se practicarán en la oficina. 


A tal efecto, todos los interesados que actúen 
en el procedimiento respectivo, excepción he- 
cha del Ministerio Público, concurrirán a la ofi- 
cina para enterarse de las actuaciones. 


Artículo 70. (Notificación ficta).- Si la notificación 
se retardare tres días hábiles por falta de compare- 
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cencia del interesado, se tendrá por efectuada, sin 
necesidad de constancia alguna en los autos. 


Si el día que concurriere el interesado, la actua- 
ción no se hallare disponible, la Oficina Actuaria ex- 
pedirá constancia en formulario al efecto, si aquél lo 
solicitare (artículo 86 del Código General del Proce- 
so). 


Artículo 71. (Autorización para notificarse).- Por 
simple escrito se podrá autorizar a una tercera perso- 
na para que con ella se entiendan las notificaciones. 


Artículo 72. (Régimen complementario).- En todos 
los casos no contemplados en el presente Código se 
aplicarán, en lo pertinente, las disposiciones del Có- 
digo General del Proceso (artículos 76 a 90 de la 
Sección lll). 


X - Plazos procesales 
Artículo 73. (Carácter de los plazos).- 


1) Todos los plazos señalados en el presente Có- 
digo son perentorios e improrrogables. En ca- 
sos excepcionales, el Juez podrá suspender su 
curso fundando la medida y su duración. 


2) Para regular su aplicación se atenderá a lo dis- 
puesto por los artículos 92 a 99 del Código Ge- 
neral del Proceso. 


Artículo 74. (Infracciones reiteradas).- En los ca- 
sos de infracciones reiteradas, los procesos se tra- 
mitarán por el Juez competente de cada una hasta la 
sentencia ejecutoriada, sin perjuicio de la unificación 
de las medidas impuestas, la que se realizará en vía 
incidental por el Juez Letrado de Adolescentes que 
hubiere entendido en la última infracción. 


La Suprema Corte de Justicia reglamentará el ré- 
gimen de antecedentes judiciales. 


CAPÍTULO IX 
| - De la filiación 


Artículo 75. (Derecho a la filiación).- Todo niño y 
adolescente tiene derecho a saber quiénes son sus 
padres. 


Artículo 76. (Derecho a la protección).- Todo niño 
y adolescente tiene derecho, hasta la mayoría de 
edad, a recibir de sus padres y responsables la pro- 
tección y cuidados necesarios para su adecuado de- 
sarrollo integral y es deber de éstos el proporcionár- 
selos. 


Igual derecho corresponde a los adultos con capa- 
cidad diferente. 


Artículo 77. (Derecho a la identidad).- El recién 
nacido deberá ser identificado en todas las materni- 
dades públicas y privadas mediante un registro de 
impresión plantar y digital, acompañado de la impre- 
sión digital de la madre. 


Artículo 78. (Derecho al nombre y apellidos fami- 
liares).- Todo niño tiene derecho, desde su naci- 
miento, a ser inscripto con nombre y apellido, llevan- 
do como primer apellido el de su padre, y como se- 
gundo, el de su madre. 


Artículo 79. (Inscripción de los hijos).- 


1) El niño inscripto por el padre, llevará como pri- 
mer apellido el de éste, seguido del de aquella 
que surja acreditada como su madre. 


2) A falta de inscripción por el padre, llevará como 
apellido el de su madre biológica. 


3) Si se desconoce la identidad de los padres de 
un niño, el mismo será inscripto con dos apelli- 
dos de uso común, por el Oficial de la Dirección 
General del Registro de Estado Civil. 


4) Los apellidos de uso común, serán sustituidos 
por el del padre o la madre que reconozca su 
hijo, o sean declarados tales por sentencia ju- 
dicial. 


5) Si la inscripción la efectuaren familiares del ni- 
ño, la determinación del o de los apellidos de 
uso común la harán éstos. 


6) En caso de adopción plena los apellidos del ni- 
ño O adolescente adoptado, serán sustituidos 
por los de los adoptantes. 


En caso de adopción simple, el o los apellidos 
del niño o adolescente serán sustituidos por los 
de los adoptantes, o si se tratara de un adop- 
tante por el paterno de éste, dejando el segun- 
do a elección del adoptado o, en caso de no 
ser ésta posible, asignándosele uno de uso 
común. 


No obstante, adoptante y adoptado podrán 
acordar que el adoptado conserve su apellido 
paterno o materno de origen como primer ape- 
llido, agregándose el primer apellido del adop- 
tante o de alguno de los adoptantes. 


En la sentencia, deberá dejarse constancia de 
la decisión respecto de los apellidos del adop- 
tado. 


Artículo 80. (Derecho y deber a reconocer los hi- 
jos propios).- Todo progenitor tiene el derecho y el 
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deber, cualquiera fuere su estado civil, a reconocer 
sus hijos. 


Se entiende como relativa la presunción que surge 
del artículo 214 del Código Civil, encontrándose tam- 
bién legitimados para ejercer la acción de desconoci- 
miento de paternidad legítima, la madre, el padre 
biológico y el hijo de cuya filiación se trata. 


Para dichos legitimados, tal acción es imprescrip- 
tible. 


Artículo 81. (Capacidad de los padres para reco- 
nocer sus hijos).- La madre puede, cualquiera fuere 
su edad, reconocer a su hijo. El padre debe tener ca- 
torce años de edad para hacerlo. 


En los casos de padres niños o adolescentes no 
habilitados, el Juez decidirá a quién se le atribuyen 
los derechos y deberes inherentes a la patria potes- 
tad, otorgando preferencia a los abuelos que convivan 
con el padre que reconoce y el reconocido. 


Previo a todas las decisiones a que refiere el inci- 
so anterior que requieran autorización judicial, se de- 
berá oír al padre o a la madre que haya reconocido al 
hijo y que aún no tenga dieciocho años cumplidos de 
edad. 


La patria potestad será ejercida en forma plena 
por ambos padres, a partir de que éstos cumplan die- 
ciocho años. 


Artículo 82. (Formalidades del reconocimiento).- 
No se requieren términos sacramentales para el re- 
conocimiento expreso, bastando que el progenitor 
manifieste su condición de tal ante el Oficial de la Di- 
rección General del Registro de Estado Civil, en la 
escritura pública o en el testamento a los que refiere 
el artículo 233 del Código Civil. 


En el acto del reconocimiento, el Oficial de la Di- 
rección General del Registro de Estado Civil intervi- 
niente, bajo su más seria responsabilidad administra- 
tiva, deberá instruir de las consecuencias del mismo 
al o los comparecientes, de lo que se deberá dejar 
constancia en actas. 


Artículo 83. (Voluntad del hijo).- Cuando el hijo 
fuere reconocido luego de haber cumplido doce años 
de edad, tiene derecho a expresar en forma, ante el 
Oficial de la Dirección General del Registro de Estado 
Civil, su voluntad de seguir usando los apellidos con 
los que hasta entonces era identificado. Dicha expre- 
sión de voluntad será anotada al margen de su parti- 
da de nacimiento. 


Se seguirá el régimen previsto en el Código hasta 
la mayoría de edad del adolescente, rigiéndose su 


ejercicio posteriormente por las disposiciones gene- 
rales. 


Artículo 84. (Inscripción tardía).- En caso de ins- 
cripción tardía, el niño o adolescente mayor de doce 
años que no hubiere sido previamente reconocido por 
sus progenitores, podrá proceder de acuerdo a lo in- 
dicado en el artículo anterior. 


Tratándose de inscripción tardía de hijos de ma- 
trimonio, basta con la presencia de uno o de ambos 
padres, sin perjuicio del cumplimiento de las disposi- 
ciones legales correspondientes. 


|| - De la tenencia del niño y adolescente 
Artículo 85. (Tenencia por los padres).- 


1) Cuando los padres estén separados, se deter- 
minará por su común acuerdo cómo se ejercerá 
la tenencia (artículo 177 del Código Civil). 


2) De no existir acuerdo de los padres, la tenencia 
la resolverá el Juez de Familia, dictando las 
medidas necesarias para su cumplimiento. 


Artículo 86. (Facultades del Juez de Familia).- En 
caso de no existir acuerdo de los padres, el Juez re- 
solverá, teniendo en cuenta las siguientes recomen- 
daciones: 


A) El hijo deberá permanecer con el padre o la 
madre con quien convivió el mayor tiempo, 
siempre que lo favorezca. 


B) Preferir a la madre cuando el niño sea menor 
de dos años, siempre que no sea perjudicial 
para él. 


C) Bajo su más seria responsabilidad funcional, el 
Juez siempre deberá oír y tener en cuenta la 
opinión del niño o adolescente. 


Artículo 87. (Tenencia por terceros).- 


1) La tenencia de un niño o adolescente puede 
solicitarla cualquier interesado, siempre que 
ello contemple su interés superior. 


2) La persona que ejerce la tenencia de un niño o 
adolescente está obligada a brindarle la protec- 
ción y cuidados necesarios para su desarrollo 
integral. 


3) La persona que no se sienta capacitada para 
proseguir con la tenencia, deberá ponerlo en 
conocimiento del Juez de Familia, quien resol- 
verá la situación de éste. 


Artículo 88. (Procedimiento).- Todas las preten- 
siones relativas a la tenencia, recuperación de tenen- 
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cia o guarda de los niños o adolescentes, se regula- 
rán por el procedimiento extraordinario consagrado en 
los artículos 346, 347, 349 y 350 del Código General 
del Proceso. La ratificación de tenencia se tramitará 
por el procedimiento voluntario (artículos 402 y si- 
guientes del Código General del Proceso).- Es Juez 
competente para conocer en dichas pretensiones, el 
del domicilio del niño o adolescente. 


11! - Visitas 


Artículo 89. (Principio general).- Todo niño y 
adolescente tiene derecho a mantener el vínculo con 
sus padres, abuelos y demás familiares y conse- 
cuentemente, a un régimen de visitas con los mismos. 


Artículo 90. (Determinación de las visitas).- 


1) La determinación de las visitas se fijará de co- 
mún acuerdo entre las partes. 


2) A falta de acuerdo, o que se impida o limite el 
ejercicio del derecho mencionado, el Juez de 
Familia fijará el mismo. Se garantizará el dere- 
cho del niño o adolescente a ser oído, teniendo 
en cuenta su opinión, la cual se recabará en un 
ámbito adecuado. 


Artículo 91. (Incumplimiento en permitir las visi- 
tas).- La parte que está obligada a permitir las visitas 
o entregar al niño o adolescente de acuerdo al régi- 
men establecido, y se negara en forma inmotivada, 
habilitará a que la otra parte acuda personalmente 
ante el Juez de Familia de Urgencia o quien haga sus 
veces en donde éste no exista, el cual dispondrá de 
inmediato la comparecencia de la parte incumplidora, 
siendo notificada por la Policía. En caso de incompa- 
recencia, podrá ser conducida por la fuerza pública, si 
así lo dispusiere el Juez. 


El Juez de Familia de Urgencia o quien haga sus 
veces, escuchará a ambas partes y de ser inmotivada 
la reticencia de la parte obligada a permitir las visitas, 
dispondrá -apreciando las circunstancias del caso, así 
como la edad del niño o adolescente- la entrega del 
mismo a la parte que lo reclama, la cual deberá rein- 
tegrarlo según lo acordado, salvo que el Juez de Fa- 
milia entienda que deberá conservarlo el solicitante, 
hasta tanto resuelva el Juez de la causa. 


Artículo 92. (Régimen de visitas definitivo).- El día 
hábil inmediato siguiente, el Juez de Familia de Ur- 
gencia o quien haga sus veces en donde éste no 
exista dará cuenta al Juez de Familia que intervino en 
la fijación del régimen de visitas, remitiéndole los an- 
tecedentes -con los que se formará un expediente-, el 
cual resolverá en definitiva sobre el mantenimiento o 


no del régimen fijado, así como sobre la tenencia de 
los hijos. 


A tales efectos, deberá convocar a las partes a 
una audiencia, la cual deberá celebrarse en un plazo 
no mayor a las setenta y dos horas de recibidos los 
antecedentes. En dicha audiencia será preceptiva la 
presencia del Ministerio Público y Fiscal, así como la 
asistencia letrada. 


Artículo 93. (Incumplimiento en realizar las visi- 
tas).- Si la parte a cuyo favor se le establece un régi- 
men de visitas, no cumpliere con el mismo, podrá la 
otra parte acudir al Juez de Familia competente, ex- 
plicando la situación y la repercusión que la falta de 
cumplimiento por parte del obligado tiene sobre sus 
hijos. 

El Juez citará a las partes, dentro de los diez días 
de recibido el escrito, a una audiencia a efectos de 
escuchar a ambas, y para que el obligado que no 
cumple con las visitas explique los motivos que han 
llevado a dicha situación. 


El Juez deberá instar al incumplidor a que efectúe 
las visitas, siendo éstas de vital importancia para la 
evolución y desarrollo del niño o adolescente. 


Artículo 94. (Advertencia por incumplimiento).- Lo 
dispuesto en los artículos precedentes será sin perjui- 
cio de la advertencia que el Juez deberá hacer a la 
parte incumplidora que el desatender las necesidades 
afectivas de los hijos puede dar lugar a la pérdida 
de la patria potestad y al delito previsto en el ar- 
tículo 279 B del Código Penal. 


Artículo 95. (Sanción por incumplimiento).- El in- 
cumplimiento del régimen de visitas homologado o fi- 
jado judicialmente podrá originar la variación de la te- 
nencia si ello no perjudicara el interés del niño o ado- 
lescente, sin perjuicio de las sanciones pecuniarias 
que fije el Juez a instancia de parte o de oficio, cuyo 
producido será en beneficio de aquél. 


Artículo 96. (Procedimiento).- Todas las preten- 
siones que conciernen al régimen de visitas, se regu- 
larán por el procedimiento extraordinario consagrado 
en los artículos 346, 347, 349 y 350 del Código Gene- 
ral del Proceso. 


Es Juez competente para conocer en dichas pre- 
tensiones, el del domicilio del niño o adolescente. 


CAPÍTULO X 
DE LOS ALIMENTOS 


Artículo 97. (Concepto de deber de asistencia fa- 
miliar).- El deber de asistencia familiar está constitui- 
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do por los deberes y obligaciones a cargo de los inte- 
grantes de la familia u otros legalmente asimilados a 
ellos, cuya finalidad es la protección material y moral 
de los miembros de la misma. 


Bajo la denominación de alimentos, se alude en el 
presente Código a la asistencia material. 


Artículo 98. (Concepto de alimentos).- Los ali- 
mentos están constituidos por las prestaciones mo- 
netarias o en especie que sean bastantes para satis- 
facer, según las circunstancias particulares de cada 
caso, las necesidades relativas al sustento, habita- 
ción, vestimenta, atención médica y los gastos nece- 
sarios para adquirir una profesión y oficio, educación, 
cultura y recreación. 


También se consideran alimentos los gastos de 
atención de la madre durante el embarazo, desde la 
concepción hasta la etapa del posparto. 


Las prestaciones deberán ser proporcionadas a 
las posibilidades económicas de los obligados y a las 
necesidades de los beneficiarios. 


Artículo 99. (Forma de prestación de los alimen- 
tos).- Las prestaciones alimentarias serán servidas en 
dinero o en especie, en atención a las circunstancias 
de cada caso. 


Todas las prestaciones se servirán en forma pe- 
riódica y anticipada. 


Artículo 100. (De la vigencia de la prestación ali- 
mentaria).- La prestación alimentaria se debe desde 
la interposición de la demanda. Igual criterio se segui- 
rá en el supuesto de aumento de la prestación. 


Tratándose de reducción de alimentos, la senten- 
cia surtirá efecto desde que quede ejecutoriada. 


La convenida extrajudicialmente, se debe desde la 
fecha pactada. 


Artículo 101. (Alimentos provisionales).- El Juez al 
proveer sobre la demanda, y atendidas las circuns- 
tancias invocadas, fijará alimentos provisionales. 


Artículo 102. (Beneficiarios de la obligación ali- 
mentaria).- Son acreedores de la obligación alimenta- 
ria los niños y adolescentes así como los mayores de 
dieciocho años y menores de veintiuno que no dis- 
pongan -en el último caso- de medios de vida propios 
y suficientes para su congrua y decente sustentación. 


Quedan asimilados a lo dispuesto en este Título 
las personas con capacidad diferente cualquiera fuere 
su edad. 


Artículo 103. (Personas obligadas a prestar ali- 
mentos y orden de preferencia).- Los alimentos se 
prestarán por los padres o, en su caso, por el o los 
adoptantes. Para el caso de imposibilidad o insufi- 
ciencia del servicio pensionario, se prestarán subsi- 
diariamente de acuerdo al siguiente orden: 


1) Los ascendientes más próximos, con preferen- 
cia los del progenitor obligado. 


2) Los hermanos legítimos o naturales, con prefe- 
rencia los de doble vínculo sobre los de vínculo 
simple. 


3) Lostíos. 


En los casos previstos en los numerales 1), 2) y 
3), si concurrieren varias personas en el mismo or- 
den, la obligación será divisible y proporcional a la 
posibilidad de cada obligado. 


Artículo 104. (Caracteres de la obligación ali- 
mentaria).- 


1) Intrasmisibilidad e irrenunciabilidad. 


El derecho de pedir alimentos no puede tras- 
mitirse por causa de muerte, ni renunciarse, ni 
venderse o cederse de modo alguno. 


2) Inembargabilidad e incompensabilidad. 


Las pensiones alimenticias no son embarga- 
bles. 


El deudor de alimentos no puede oponer al 
demandante, en compensación, lo que el de- 
mandante le deba. 


3) Imprescriptibilidad. 


El derecho a pedir alimentos es imprescripti- 
ble. 


Artículo 105. (Pensiones alimenticias atrasadas).- 
No obstante lo dispuesto en los artículos precedentes, 
las pensiones alimenticias atrasadas podrán renun- 
ciarse, y el derecho a demandarlas, podrá trasmitirse 
por causa de muerte. 


Artículo 106. (Transacción sobre alimentos futu- 
ros).- La transacción sobre alimentos futuros no surti- 
rá efectos sino después de ser aprobada judicial- 
mente. 


Artículo 107. (Modificación de la obligación ali- 
mentaria).- Los alimentos podrán ser objeto de au- 
mento o de reducción, si se modifica la situación eco- 
nómica del deudor o las necesidades del acreedor. 
Se tramitarán por el procedimiento establecido en los 
artículos 346 y 347 del Código General del Proceso. 
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Artículo 108. (Extinción de la obligación alimenta- 
ria).- La obligación de alimentos se extingue y su cese 
debe ser judicialmente decretado en los siguientes 
casos: 


1) Cuando el beneficiario cumpla los veintiún 
años, salvo que se tratare de personas con ca- 
pacidad diferente, o los casos previstos en el 
artículo 102. 


2) Cuando el beneficiario deja de necesitarlos. 


3) Cuando el deudor se halla en imposibilidad de 
servirlos. 


4) Cuando fallece el alimentante, sin perjuicio de 
la asignación forzosa que grava la masa de la 
herencia. 


5) Cuando fallece el alimentario, en cuyo caso la 
obligación se extiende a los gastos funerarios, 
siempre que no puedan cubrirse de otra mane- 
ra. 


Se tramitarán por el procedimiento establecido en 
los artículos 346 y 347 del Código General del Proce- 
So. 


Artículo 109. (Omisión injustificada de los ali- 
mentos).- Cuando el obligado judicialmente a servir 
alimentos de acuerdo a las disposiciones del presente 
Código que, habiendo sido intimado judicialmente, 
omitiera prestarlos sin causa justificada, el Juez de 
Familia dará cuenta de inmediato al Juez Letrado en 
lo Penal que corresponda a los efectos previstos por 
el artículo 279 A del Código Penal. 


Artículo 110. (Concepto de ingresos).- A los 
efectos del presente Código, se entiende por sueldo o 
haberes, todo ingreso de cualquier naturaleza, perió- 
dico o no, que se origine en la relación laboral, arren- 
damiento de obras o de servicios o derive de la segu- 
ridad social. No se computarán por ingresos, a los 
efectos de la pensión alimenticia, lo que perciba el 
alimentante por concepto de viáticos. 


Quedan asimilados a lo dispuesto en el inciso an- 
terior, los ingresos provenientes de retiros periódicos 
por concepto de utilidades, beneficios o ganancias, 
pago de intereses o dividendos. En general, todo lo 
que perciba el deudor de alimentos por su trabajo o 
su capital. 


Artículo 111. (Límite de la retención por alimen- 
tos).- En el caso de ser el obligado empleado público 
o privado, podrá retenerse mensualmente hasta un 
50% (cincuenta por ciento) de los ingresos cuando así 
lo justifique el número de hijos y las necesidades de 


los mismos. La resolución del Juez deberá ser funda- 
da y será apelable sin efecto suspensivo. 


Artículo 112. (Medidas asegurativas de la presta- 
ción alimentaria).- En el caso de prestar el alimen- 
tante servicios retribuidos por particulares o empre- 
sas, si se negaren a cumplir la obligación de alimen- 
tos, se ordenará a aquellos que efectúen la retención 
correspondiente a los sueldos o haberes respectivos. 


Para hacer efectiva la contribución señalada por el 
Juez, bastará la orden librada por oficio al habilitado 
en la oficina en que preste servicios el alimentante, y 
la empresa o el patrón responderán personal, solida- 
ria e ilimitadamente del pago, si injustificadamente no 
cumplieran la orden recibida. 


Artículo 113. (Obstáculos al cumplimiento de la 
obligación alimentaria).- El empleador o empresario 
que intencionalmente ocultare, total o parcialmente 
los ingresos, sueldos o haberes del obligado, será 
considerado incurso en el delito de estafa. 


En el mismo delito incurrirá todo aquel que obsta- 
culizare o impidiere el correcto servicio de la obliga- 
ción alimentaria dispuesta judicialmente, o simulare 
créditos contra el obligado, o de cualquier manera 
colaborare intencional y fraudulentamente, en la re- 
ducción del patrimonio efectivo del alimentante. 


El Juez de Familia dará cuenta de inmediato al 
Juez Letrado en lo Penal que corresponda. 


Artículo 114. (Prohibición al alimentante de au- 
sentarse del país sin dejar garantías suficientes).- Ini- 
ciado el juicio de alimentos, el demandado no podrá 
ausentarse del país sin dejar garantías suficientes, 
siempre que así lo solicitare el actor. 


Artículo 115. (Procedimiento).- El proceso de ali- 
mentos se rige por las normas previstas para el pro- 
ceso extraordinario en el Código General del Proceso 
(artículos 346, 347, numeral 2) del artículo 349 y ar- 
tículo 350 del Código General del Proceso). 


Artículo 116. (Competencia).- El Juez competente 
para conocer en el juicio por alimentos, es el del do- 
micilio del niño o adolescente o el del demandado, a 
elección del actor. 


CAPÍTULO XI 


| - Protección de los derechos amenazados o 
vulnerados de los niños y adolescentes 


Artículo 117. (Principio general).- Siempre que los 
derechos reconocidos a los niños y adolescentes en 
el presente Código sean amenazados o vulnerados, 
se aplicarán las medidas que dispone este Título. 
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Artículo 118. (Primeras diligencias).- El Juez Le- 
trado de Familia que tiene conocimiento, por cualquier 
medio, que un niño o adolescente se encuentra en la 
situación prevista en el artículo anterior, tomará las 
más urgentes e imprescindibles medidas, debiéndose 
proceder a continuación conforme lo estatuye el ar- 
tículo 321 del Código General del Proceso. 


Salvo imposibilidad, tomará declaración al niño o 
adolescente, en presencia del Defensor que se le 
proveerá en el acto y de sus padres o responsables, 
si los tuviere, y recabará los informes técnicos corres- 
pondientes. 


El Ministerio Público deberá ser oído preceptiva- 
mente, quien intervendrá en favor del efectivo respeto 
a los derechos y garantías, reconocidos a los niños y 
adolescentes, debiéndose pronunciar en el plazo de 
tres días. 


Artículo 119. (Medidas).- Medidas para los padres 
o responsables. 


El Juez podrá imponer, en protección de los dere- 
chos de los niños o adolescentes, para los padres o 
responsables, las siguientes medidas: 


A) Llamada de atención para corregir o evitar la 
amenaza o violación de los derechos de sus 
hijos a su cuidado, y exigir el cumplimiento de 
las obligaciones que le corresponden en la 
protección de los derechos afectados. 


B) Orientación, apoyo y seguimiento temporario 
socio-familiar prestado por programas públicos 
o privados reconocidos. 


C) Obligación de inscribir al niño o adolescente en 
un centro de enseñanza o programas educati- 
vos o de capacitación y observar su asistencia 
O aprendizaje. 


D) Derivación a un programa público o privado de 
protección a la familia. 


Artículo 120. (Medidas ambulatorias para niños y 
adolescentes).- El Juez dispondrá las siguientes me- 
didas: 


A) Que el Instituto Nacional del Menor otorgue 
protección a sus derechos a través del sistema 
de atención integral diurno. Al mismo servicio 
podrá recurrirse respecto a los institutos priva- 
dos especializados, que así lo acepten. 


El Instituto Nacional del Menor podrá aplicar 
directamente estas medidas, cuando su inter- 
vención ha sido requerida por el niño, padres o 
responsables, o terceros interesados. 


B) Solicitud de tratamiento ambulatorio médico, 
psicológico o psiquiátrico a instituciones públi- 
cas o privadas. 


Artículo 121. (Medidas en régimen de internación 
compulsiva).- El Juez sólo podrá aplicar las siguientes 
medidas de internación compulsiva, debiendo cons- 
tatar que se den los requisitos que en cada caso co- 
rrespondan: 


A) Internación del niño o adolescente con patolo- 
gía psiquiátrica en establecimiento especializa- 
do, con un plazo máximo de setenta y dos ho- 
ras si se encontrare en una crisis que ponga en 
grave e inminente riesgo su vida o la integridad 
física de otras personas. 


B) Internación del niño o adolescente necesitado 
de urgente tratamiento médico, destinado a 
protegerlo de grave riesgo para su vida o su 
salud. 


Artículo 122. (Adicciones a drogas y alcohol).- El 
Juez podrá ordenar la aceptación de niños y adoles- 
centes en centros residenciales especializados de 
atención a adicciones de drogas y alcohol. 


Tratándose de adolescentes se requerirá su con- 
formidad; en caso de niños será necesario el consen- 
timiento de sus padres o responsables y se oirá pre- 
viamente al niño. 


En todos los casos se deberá proporcionar Defen- 
sor al niño o adolescente, tomar declaración salvo 
imposibilidad, oír preceptivamente al Ministerio Públi- 
co, tomar declaración a los padres o responsables, y 
recabar los informes técnicos correspondientes. 


Artículo 123. (Derivación a centros de atención 
permanente).- El Juez podrá disponer la derivación de 
un niño o adolescente a un centro de atención per- 
manente como medida de último recurso, cuando se 
encuentre gravemente amenazado su derecho a la 
vida o integridad física. 


Esta medida no podrá implicar en caso alguno pri- 
vación de libertad y durará el menor tiempo posible, 
promoviéndose la superación de la amenaza de sus 
derechos para favorecer su egreso. 


En estos establecimientos se procurará mantener 
los vínculos familiares, según lo dispone el artículo 12 
del presente Código y la incorporación del niño o 
adolescente al sistema educativo que corresponda, 
según sea su edad. 


Artículo 124. (Programas de atención integral).- 
Todos los niños y adolescentes tendrán derecho a 
acceder voluntariamente a programas de atención 
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integral, cuidados y alojamiento. El Estado deberá ga- 
rantizarlo. Si la solicitud fuera formulada por los pa- 
dres, se oirá preceptivamente al niño, quien será 
asistido por su Defensor. 


Si a la solicitud formulada por el niño o adoles- 
cente se oponen sus padres o responsables, sin per- 
juicio de la inmediata protección del niño o adoles- 
cente, la situación se pondrá en el más breve plazo 
posible en conocimiento del Juzgado de Familia de 
Urgencia. 


El Juez resolverá atendiendo a la opinión del niño 
o adolescente. Deberá tenerse en cuenta ésta y el 
interés superior. 


Artículo 125. (Programas de alternativa familiar).- 
El Juez podrá entregar al niño o adolescente grave- 
mente amenazado en su derecho a la vida o integri- 
dad física o privada de su medio familiar, al cuidado 
de una persona o matrimonio seleccionado por el Ins- 
tituto Nacional del Menor, que se comprometan a 
brindarle protección integral. 


Estos niños o adolescentes deberán recibir orien- 
tación y apoyo de la persona o matrimonio supervisa- 
do por medio de equipos especializados. 


Artículo 126. (Comportamiento policial).- Cuando 
la autoridad policial tome conocimiento que un niño o 
adolescente se encuentra en la situación prevista en 
el artículo 117 del presente Código, deberá llevarlo de 
inmediato a presencia del Juez competente, el que 
notificará con la mayor urgencia al Instituto Nacional 
del Menor. 


Si no fuera posible llevarlo de inmediato a presen- 
cia del Juez, previa autorización, deberá llevarlo al 
Instituto Nacional del Menor, quien deberá prestarle la 
debida atención. 


Artículo 127. (Responsabilidad penal).- Si se con- 
figuraren elementos de convicción suficientes como 
para atribuir responsabilidad penal a los padres, res- 
ponsables o terceros, se pasarán los antecedentes al 
Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Penal o al 
Juzgado Letrado de Primera Instancia del Interior, 
que corresponda. 


Artículo 128. (Reserva de autos).- Cumplidas las 
diligencias por la Justicia, se reservarán los autos, sin 
perjuicio del seguimiento y control que el Juez intervi- 
niente considere adecuado efectuar. 


Artículo 129.- (Competencia).- Los Jueces Letra- 
dos de Primera Instancia del Interior de la República 
tendrán igual competencia que la asignada a los Jue- 


ces de Familia (artículo 71 de la Ley N* 15.750, de 24 
de junio de 1985). 


II - De los hogares de cuidado 


Artículo 130. (Entrega de niños y adolescentes).- 
El que entregue a un niño o adolescente a persona 
ajena a la familia biológica y quien o quienes lo reci- 
ban, deberán comunicarlo al Juez de Familia dentro 
de las cuarenta y ocho horas. El Juez dispondrá en 
forma urgente, informe psicológico y social a efectos 
de evaluar la posibilidad de mantener el vínculo del 
niño o adolescente con su familia de origen y dispon- 
drá asimismo informe sobre la familia a la cual fue 
entregado, evaluando las posibilidades de permanen- 
cia junto a la misma. Si de dichas evaluaciones sur- 
giere la imposibilidad de mantenerlo en forma perma- 
nente o transitoria, se dispondrá la intervención del 
Instituto Nacional del Menor. 


Artículo 131. (Separación definitiva.  Procedi- 
miento).- La separación de un niño o adolescente de 
su familia de origen, deberá ser decretada por resolu- 
ción fundada del Juez competente, sobre la base de 
información fehaciente y previo el asesoramiento de 
equipo técnico especializado. El procedimiento para 
decretarla se regulará por las disposiciones del pro- 
ceso extraordinario regulado por el Código General 
del Proceso, debiendo designarse Defensor al niño o 
adolescente, aplicándose el literal C) del artículo 86 
del presente Código, quienes deberán ser oídos si 
fuese posible, y citarse y emplazarse a los padres o 
responsables. 


Artículo 132. (Invalidez).- No tendrá validez el 
consentimiento que se otorgue para la separación del 
hijo que está por nacer o dentro de los treinta días de 
su nacimiento. 


III - De la Adopción 
Adopción simple 
Artículo 133. (Adoptantes).- 


1) La adopción se permite a toda persona mayor 
de veinticinco años, cualquiera sea su estado 
civil, y siempre que tenga por lo menos quince 
años más que el adoptado. 


2) El tutor no puede adoptar al niño o adolescente 
hasta que hayan sido aprobadas judicialmente 
las cuentas del cargo. 


3) Nadie puede ser adoptado por más de una per- 
sona, a no ser por dos cónyuges que tengan 
por lo menos un año de matrimonio y que hu- 
bieran tenido al niño o adolescente a su cargo 
por el mismo tiempo. 
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Si no se computara el año de matrimonio, pe- 
ro hubiera existido durante dicho lapso un con- 
cubinato estable que culminó en matrimonio, se 
incluirá a los efectos de la tenencia, el período 
de la unión libre. 


Por motivo fundado y expreso, el Tribunal po- 
drá otorgar la adopción aun cuando alguno de 
los cónyuges o ambos no alcanzaren la dife- 
rencia de edad con el adoptado, reduciéndola 
hasta un límite que admita razonablemente que 
éste puede ser hijo de los adoptantes, a juicio 
del Instituto Nacional del Menor. 


Ninguno de los cónyuges puede adoptar sin el 
consentimiento expreso del otro, salvo que es- 
tuviere impedido de manifestar su voluntad o 
que exista sentencia de separación de cuerpos. 


4) Se permitirá la adopción por parte del padrastro 
o madrastra del hijo legítimo o natural recono- 
cido del otro cónyuge. 


5) Realizada la adopción, la separación o divorcio 
ulterior de los cónyuges no los exime de sus 
obligaciones para con el adoptado menor de 
edad. 


Artículo 134. (Adoptados).- 


1) Puede ser adoptado todo niño o adolescente, 
cuyo consentimiento será recabado conforme a 
las normas establecidas en el presente Código. 


2) Cuando el adoptado sea demente o sordomudo 
que no pueda darse a entender por escrito, 
prestarán el consentimiento sus representantes 
legales. 


3) Si se trata de un niño o adolescente sometido a 
patria potestad, será necesario el consenti- 
miento de quien o quienes se encuentren en su 
ejercicio. 


El consentimiento para la adopción será 
prestado ante el Juez Letrado de Familia del 
domicilio de los adoptantes, compareciendo 
personalmente ante aquél. 


Los padres que consienten en la adopción 
perderán la patria potestad sobre el niño o 
adolescente, la que pasará al adoptante. 


El procedimiento se regirá por lo establecido 
en los artículos 346 y 347 del Código General 
del Proceso. 


Artículo 135. (Efectos).- 


1) El adoptado continúa perteneciendo a su fami- 
lia natural donde conserva todos sus derechos. 


2) En caso de interdicción, de ausencia compro- 
bada judicialmente, de muerte o de revocación 
del adoptante durante la minoría de edad del 
adoptado, se dará conocimiento al Juez del 
domicilio real del menor, que dispondrá lo que 
más convenga al interés del niño o adolescen- 
te: el reintegro a su familia de origen o la entre- 
ga a otra familia sustituta. 


3) La adopción solo establece relaciones jurídicas 
entre el adoptado y el adoptante y no entre 
cualquiera de ellos y la familia del otro. 


4) La adopción produce los siguientes efectos: 


A) Obligación recíproca de respeto entre el 
adoptante y adoptado. 


B) Obligación de prestarse alimentos como 
obligados principales. 


Artículo 136. (Revocación).- 


1) La adopción podrá revocarse por motivos gra- 
ves. La misma podrá solicitarse tanto por el 
adoptante como por el adoptado o quien lo re- 
presente, ante el Juez de Familia correspon- 
diente. 


2) La revocación hará cesar para el futuro los 
efectos de la adopción, lo que se comunicará a 
la Dirección General del Registro de Estado Ci- 
vil a los efectos pertinentes. 


3) Se procederá de acuerdo a lo establecido en 
los artículos 346 y 347 del Código General del 
Proceso. 


Artículo 137. (Procedimiento).- 


1) Las pretensiones de adopción, así como todas 
las reclamaciones relacionadas con las mis- 
mas, se tramitarán ante el Juzgado Letrado de 
Familia del domicilio del adoptante mediante el 
proceso voluntario (artículos 402 y siguientes 
del Código General del Proceso) con interven- 
ción preceptiva del Ministerio Público. 


2) Los interesados a que refiere el artículo 403.2 
del mismo Código son los padres y abuelos del 
niño o adolescente, los que serán citados per- 
sonalmente o por edictos si no se conociera su 
domicilio. 


En caso de oposición por parte de uno de los 
mencionados, el proceso será contencioso 


66 CÁMARA DE REPRESENTANTES 


Miércoles 19 de diciembre de 2001 


aplicándose las normas del Código General del 
Proceso correspondientes al proceso extraordi- 
nario (artículos 346 y siguientes). 


Previo al pronunciamiento, admitiendo o denegan- 
do la adopción el Juzgado interviniente deberá solici- 
tar al Instituto Nacional del Menor, una evaluación so- 
bre las condiciones personales del o de los adoptan- 
tes, su estabilidad familiar y las demás circunstancias 
que permitan fundamentar su criterio, para aconsejar 
la conveniencia o no de la adopción en el caso. 


La sentencia que admite la adopción será comuni- 
cada a la Dirección General del Registro de Estado 
Civil a efectos de la anotación pertinente en la partida 
del niño o adolescente. 


En todos los casos, se deberá tener en cuenta la 
opinión del niño o adolescente adoptado. 


Artículo 138. (Derechos del adoptado).- El adop- 
tado tiene derecho a conocer su condición de tal. El 
acceso al expediente judicial podrá ser autorizado por 
el Juez siempre que ello no perjudique al niño o ado- 
lescente atendiendo a su edad y características. 


Si el adoptado tiene doce años o más no podrá 
negársele el acceso al expediente respectivo. 


Artículo 139. (Salida del país).- Para que el niño o 
adolescente que ha sido adoptado pueda salir del 
país, se requerirá autorización de quienes ejerzan la 
patria potestad. 


ADOPCIÓN PLENA 
Artículo 140. (Adoptados).- 


1) Se permite la adopción plena en favor de niños 
o adolescentes abandonados o huérfanos de 
padre y madre, o pupilos del Estado, o hijos de 
padres desconocidos o del hijo o hijos recono- 
cidos por uno de los adoptantes. 


La condición de abandono se acreditará por 
sentencia ejecutoriada que declare la pérdida 
de la patria potestad. 


2) Se autoriza la adopción plena en favor de niños 
o adolescentes abandonados por uno de sus 
progenitores legítimos, cuando fuere solicitada 
por el padre o madre que haya mantenido la 
patria potestad, conjuntamente con el cónyuge 
con el que contrajo nuevo matrimonio. 


La adopción plena prevista en el presente 
numeral solo podrá llevarse a cabo una sola 
vez, respecto al niño o adolescente. 


3) 


Cuando se pretendiere adoptar en forma plena 
dos o más niños o adolescentes simultánea- 
mente, no será obstáculo la circunstancia de 
que mediasen menos de ciento ochenta días 
entre sus respectivos nacimientos. 


En caso de existir hermanos en situación de 
abandono, se propenderá a su integración 
conjunta en una familia adoptiva. 


Artículo 141. (Adoptantes).- 


1) 


Podrán solicitarla los cónyuges, mayores de 
veinticinco años, con quince años más que el 
niño o adolescente y que lo hubieran tenido 
bajo su guarda o tenencia por un término no 
inferior a un año, que computen por lo menos 
cuatro años de matrimonio, pudiéndose consi- 
derar en su caso el tiempo de concubinato pre- 
vio al mismo, siempre que aquél hubiera sido 
estable, singular y público, compartiendo la vi- 
da en común. 


Por motivo fundado y expreso, el Tribunal po- 
drá otorgarla aun cuando alguno de los cónyu- 
ges O ambos no alcanzaren tal diferencia de 
edad con el adoptado reduciéndola hasta un 
límite que admita razonablemente que éste 
puede ser hijo de los adoptantes o, en casos 
excepcionales, y si no mediare oposición del 
Ministerio Público, a pesar de que uno o los 
dos cónyuges no fueren mayores de veinticinco 
años de edad o no completaren los cuatro años 
de matrimonio a que refiere el inciso anterior. 


También podrán efectuarla el viudo o viuda y 
los esposos divorciados siempre que medie la 
conformidad de ambos y cuando la guarda o 
tenencia del niño o adolescente hubiera co- 
menzado durante el matrimonio y se completa- 
ra después de la disolución de éste. 


No es obstáculo para la adopción plena la 
existencia de una previa adopción simple reali- 
zada por los mismos peticionantes. 


Artículo 142. (Procedimiento).- 


1) 


La adopción plena deberá ser promovida ante 
el Juzgado Letrado de Familia del domicilio del 
adoptante. 


Se seguirá el procedimiento voluntario pre- 
visto en los artículos 402 y siguientes del Códi- 
go General del Proceso. Se deberá designar 
curador "ad-litem" a todos los efectos. 


En caso de oposición a la adopción plena el 
proceso será contencioso. Se aplicarán las 
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normas del Código General del Proceso referi- 
das al proceso extraordinario (artículos 346 y 
siguientes). 


El Juez diligenciará las pruebas ofrecidas y 
las que juzgue convenientes interrogando a los 
peticionantes y al niño o adolescente en su ca- 
SO. 


3) La tramitación será reservada en cuanto a ter- 
ceros, no así respecto al niño o adolescente 
interesado quien tendrá derecho a acceder al 
expediente y a sus antecedentes cuando tuvie- 
re doce años de edad o más. 


4) Previamente al dictado de la sentencia, el Juez 
deberá solicitar al Instituto Nacional del Menor 
su opinión sobre las condiciones personales de 
los adoptantes, su estabilidad familiar y toda 
otra circunstancia que permita fundar su criterio 
para aconsejar la conveniencia de la adopción 
plena en el caso. 


Será oído asimismo preceptivamente el Mi- 
nisterio Público. 


Artículo 143. (Procedencia).- La adopción plena 
solo se otorgará por justos motivos y existiendo con- 
veniencia para el niño o adolescente. 


Cuando el niño o adolescente tuviere derechos 
cuyo dominio se acredite por documento público o 
privado, el Juez dispondrá que el Actuario inserte en 
el mismo constancia breve que exprese el cambio de 
nombre del titular, de los que tomará nota el Registro 
respectivo cuando correspondiere. 


Artículo 144. (Sentencia).- Con el testimonio de la 
sentencia ejecutoriada que autorice la adopción ple- 
na, la parte solicitante efectuará la inscripción del niño 
o adolescente en la Dirección General del Registro de 
Estado Civil como hijo legítimo inscripto fuera de tér- 
mino. 


En la partida correspondiente no se hará mención 
alguna del juicio y su texto será el corriente en dicho 
instrumento. 


Se realizará también la anotación pertinente en la 
libreta de organización de la familia de modo idéntico 
a la de los hijos legítimos. 


El testimonio de la sentencia se archivará en for- 
ma dejándose constancia de haberse efectuado la 
inscripción mencionada. 


Toda la tramitación y la expedición de partidas se- 
rá gratuita. 


Artículo 145. (Efectos).- 


1) Realizada la adopción plena, caducarán los 
vínculos de filiación anterior del niño o adoles- 
cente a todos sus efectos, con excepción de los 
impedimentos previstos en el artículo 91 del 
Código Civil. 


Deberá hacerse constar dicha caducidad en el 
acta de inscripción original del niño o adoles- 
cente. 


2) La adopción plena es irrevocable, aunque 
posteriormente nazcan hijos propios de uno o 
de ambos de los adoptantes plenos. 


La adopción plena tendrá efectos constitutivos so- 
bre el estado civil del niño o adolescente objeto de la 
misma, quien se reputará en adelante, con los mis- 
mos derechos y deberes que si hubiera nacido del 
matrimonio adoptante pleno. 


ADOPCIÓN INTERNACIONAL 


Artículo 146. (Principio general).- En defecto de 
convenios internacionales ratificados por la Repúbli- 
ca, las adopciones internacionales se regularán por 
las disposiciones del presente Capítulo. 


Se considera adopción internacional a la que se 
lleva a cabo por matrimonios con domicilio o residen- 
cia habitual en el extranjero, con relación a niños o 
adolescentes con domicilio o residencia habitual en la 
República. 


Artículo 147. (Preferencia).- El Instituto Nacional 
del Menor y las demás autoridades con competencia 
en materia de adopción, deberán dar preferencia a la 
ubicación de los niños o adolescentes adoptables en 
hogares de cuidado o familias que los requieran y vi- 
van dentro del territorio nacional. 


Artículo 148. (Requisitos).- Las adopciones inter- 
nacionales se constituirán con la intervención precep- 
tiva del Instituto Nacional del Menor, a través de sus 
servicios especializados, debiendo observarse los 
demás requisitos y procedimientos previstos en el ar- 
tículo 150 del presente Capítulo. 


Artículo 149. (Residencia).- La adopción interna- 
cional será plena, pudiendo acceder a ella cónyuges 
cuya unión matrimonial no sea inferior a cuatro años. 


Solo se realizará con aquellos países cuyas nor- 
mas en materia de adopción y protección de niños y 
adolescentes tengan una razonable equivalencia con 
las de nuestro país. 
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Los adoptantes deberán residir y convivir con el 
niño o adolescente en el territorio nacional, aun en 
forma alternada, por un plazo de seis meses. 


Artículo 150. (Documentos necesarios).- Con la 
solicitud de la adopción se deberá presentar la docu- 
mentación justificativa de las condiciones físicas, mo- 
rales, económicas y familiares de los solicitantes. Los 
informes y documentos al respecto deberán tramitar- 
se por medio de las autoridades centrales del país de 
los adoptantes y de la República. 


Artículo 151. (Competencia).- Serán competentes 
para el otorgamiento de la adopción internacional los 
Jueces de Familia del domicilio del adoptado, quienes 
procederán de acuerdo a los trámites del juicio ex- 
traordinario del Código General del Proceso (ar- 
tículo 346). La apelación se regirá por la misma nor- 
mativa (artículo 347). 


Los solicitantes deberán comparecer a la audien- 
cia preliminar en forma personal. También deberán 
hacerlo cuando el Tribunal, en forma fundada, lo con- 
sidere conveniente. 


La salida del niño o adolescente del país, será 
autorizada judicialmente, luego de quedar ejecutoria- 
da la sentencia que decreta su adopción. 


La salida solo tendrá lugar en compañía de uno o 
ambos padres adoptantes, debiendo ser oído precep- 
tivamente el Ministerio Público. 


Artículo 152. (Juicios de anulación).- Corresponde 
a los Jueces de Familia que autorizaron la adopción, 
la tramitación de los juicios de anulación, los que se- 
rán resueltos teniendo en cuenta el interés superior 
del niño o adolescente. El trámite se regirá por el pro- 
cedimiento extraordinario del Código General del Pro- 
ceso (artículos 346 y 347). 


Artículo 153. (Nacionalidad).- Los niños y adoles- 
centes de nacionalidad uruguaya adoptados por ex- 
tranjeros domiciliados en el exterior mantienen su na- 
cionalidad, sin perjuicio de adquirir, además, la de los 
adoptantes. 


CONTROL ESTATAL DE LAS ADOPCIONES 


Artículo 154. (Control).- El Instituto Nacional del 
Menor, a través de sus servicios especializados, es el 
organismo encargado de proponer, ejecutar y fiscali- 
zar la política a seguir en materia de adopciones. 


Para el desarrollo de programas de adopción, el 
Instituto Nacional del Menor podrá autorizar el funcio- 
namiento de instituciones privadas con personalidad 
jurídica y especialización en la materia. 


Artículo 155. (Cometidos del equipo  técnico).- 
Todos los servicios e instituciones que desarrollen 
programas de adopción deberán contar con equipo 
técnico interdisciplinario que tendrá como cometidos: 


A) Asesorar a los interesados en adoptar niños o 
adolescentes y analizar los motivos de su soli- 
citud. 


B) Evaluar las condiciones de salud, psíquicas, 
sociales y jurídicas de los solicitantes y las po- 
sibilidades de convivencia. 


C) Llevar un Registro de Interesados en Adoptar, 
ordenado cronológicamente según fecha de 
solicitud, en el que conste el informe técnico a 
que refiere el literal anterior. 


D) Seleccionar de dicho Registro respetando es- 
trictamente el orden de inscripción, los posibles 
padres adoptivos, ante la solicitud formulada 
por el Juzgado competente, en el caso de un 
niño o adolescente en condiciones de ser 
adoptado. 


El orden solo podrá ser alterado por las nece- 
sidades del niño o adolescente, debidamente 
fundadas. En todos los casos el niño o adoles- 
cente deberá ser oído preceptivamente. 


E) Orientar y acompañar el proceso de integración 
familiar. 


F) Asesorar al Juez toda vez que le sea requerido 
su informe. 


DEL REGISTRO DE ADOPCIONES 


Artículo 156. (Funciones del Instituto Nacional del 
Menor).- El Instituto Nacional del Menor llevará un 
Registro reservado donde constarán los datos identi- 
ficatorios de: 


1) Los adoptantes: nombre, nacionalidad, domici- 
lio y estado civil e institución nacional o extran- 
jera que lo patrocinó. 


2) El niño o adolescente. 


3) Juzgado en que se tramitó el proceso respecti- 
vO. 


CAPÍTULO XII 
TRABAJO 


Artículo 157. (Principio general).- El estatuto de 
los adolescentes que trabajan se regulará conforme a 
las normas del presente Código, leyes especiales, 
tratados, convenciones y resoluciones internacionales 
ratificadas por el país. 
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Artículo 158. (Edad de admisión).- Fíjase en quin- 
ce años la edad mínima que se admitirá en los ado- 
lescentes que trabajen en empleos públicos o priva- 
dos, en todos los sectores de la actividad económica, 
salvo las excepciones especialmente establecidas en 
los artículos siguientes. 


Artículo 159. (Obligación de protección).- Para el 
caso de que estos adolescentes trabajen, el Estado 
está obligado a protegerlos contra toda forma de ex- 
plotación económica y contra el desempeño de cual- 
quier tipo de trabajo peligroso, nocivo para su salud o 
para su desarrollo físico, espiritual, moral o social. 


Prohíbese todo trabajo que no le permita gozar de 
bienestar en compañía de su familia o responsables o 
entorpezca su formación educativa. 


Artículo 160. (Trabajos nocivos).- El Instituto Na- 
cional del Menor, con el asesoramiento de los Minis- 
terios de Salud Pública y de Trabajo y Seguridad So- 
cial y del Banco de Seguros del Estado, establecerá 
con carácter de urgente el listado de tareas a incluir 
dentro de la categoría de trabajo peligroso o nocivo 
para la salud o para su desarrollo físico, espiritual o 
moral, los que estarán terminantemente prohibidos, 
cualquiera fuere la edad del que pretenda trabajar o 
ya se encuentre en relación de trabajo. 


El Instituto Nacional del Menor regulará las formas 
de control necesarias para el cese de estas situacio- 
nes. 


Artículo 161. (Situaciones especiales).- El Insti- 
tuto Nacional del Menor revisará las autorizaciones 
que ha prestado respecto al empleo de niños y ado- 
lescentes entre los trece y los quince años. Solo se- 
rán permitidos trabajos ligeros, que por su naturaleza 
o por las condiciones en que se prestan no perjudican 
el desarrollo físico, mental o social de los mismos, ni 
obstan a su escolaridad. 


El Estado promoverá programas de apoyo integral 
para desalentar y eliminar paulatinamente el trabajo 
de estos niños y adolescentes. 


La sociedad civil deberá prestar su concurso en 
las campañas preventivas, educativas e informativas 
que se desarrollen a fin de asegurar el bienestar del 
niño y adolescente. 


Se consideran programas de educación en el tra- 
bajo, aquellos que, realizados por el Instituto Nacional 
del Menor o por instituciones sin fines de lucro, tienen 
exigencias pedagógicas relativas al desarrollo perso- 
nal y social del alumno, que prevalecen sobre los as- 
pectos productivos. En consecuencia, la remunera- 
ción que recibe el alumno por el trabajo realizado o 


por la participación en la venta de productos de su 
trabajo, no desvirtúa la naturaleza educativa de la re- 
lación. 


Artículo 162. (Trabajo de los niños y adolescen- 
tes).- Prohíbese el trabajo de los niños y de los ado- 
lescentes menores de quince años. No obstante, el 
Instituto Nacional del Menor podrá, teniendo en 
cuenta el interés superior del niño o adolescente, 
conceder autorizaciones especiales. 


Artículo 163. (Carné de habilitación).- Para tra- 
bajar, los adolescentes deberán contar con carné de 
habilitación, tramitado ante el departamento especial 
del Instituto Nacional del Menor. En dicho carné 
constará el examen médico que lo declare apto para 
el trabajo, así como la constancia de haber completa- 
do el ciclo de enseñanza obligatoria o el nivel alcan- 
zado. 


Artículo 164. (Jornada de trabajo).- Los mayores 
de quince años no podrán trabajar más de seis horas 
diarias, equivalentes a treinta y seis horas semanales 
y disfrutar de un día de descanso semanal, preferen- 
temente en domingo. El Instituto Nacional del Menor 
podrá autorizar a los adolescentes entre dieciséis y 
dieciocho años a trabajar hasta ocho horas diarias, 
correspondiéndoles dos días continuos de descanso 
por cada cinco de trabajo. 


Podrá otorgar permiso, con carácter de excepción, 
a adolescentes mayores de quince años para desem- 
peñarse en horarios especiales, durante períodos za- 
frales o estacionales, siempre que la actividad no in- 
terfiera con el ciclo educativo y que el tipo de activi- 
dad no esté incluido en la categoría de peligroso. El 
período de excepción podrá ser hasta por un máximo 
de tres meses. 


Artículo 165. (Trabajo nocturno).- Los adoles- 
centes no podrán ser empleados ni trabajar en horario 
nocturno, entendiéndose por tal, a los efectos del pre- 
sente Código, el comprendido entre las veintiuna ho- 
ras y las seis de la mañana del día siguiente. 


No obstante, el Instituto Nacional del Menor podrá 
autorizarlo, teniendo en cuenta su interés superior. 


Artículo 166. (Fiscalización y sanciones).- Sin 
perjuicio del contralor general del cumplimiento de las 
normas de previsión social por los Inspectores del 
Trabajo y de la Seguridad Social, los Inspectores del 
Instituto Nacional del Menor estarán habilitados con 
las mismas facultades y responsabilidades, para con- 
trolar el cumplimiento de las disposiciones específicas 
respecto al trabajo de los adolescentes. 
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Las empresas o los particulares que no cumplan 
con las obligaciones impuestas serán sancionados 
con una multa, a juicio del Juez, de entre 50 UR (cin- 
cuenta unidades reajustables) y 300 UR (trescientas 
unidades reajustables), según los casos. 


Artículo 167. (Competencia).- Serán competentes 
para entender en las infracciones previstas en el ar- 
tículo anterior, los Jueces de Familia, quienes actua- 
rán siguiendo el procedimiento extraordinario previsto 
en el Código General del Proceso. 


Será oído preceptivamente el Ministerio Público. 


Artículo 168. (Recurribilidad).- La sentencia podrá 
ser apelada ante el Tribunal de Familia respectivo, 
cuya decisión hará cosa juzgada. 


Artículo 169. (Responsabilidad de los padres o 
responsables).- Los padres o responsables de los ni- 
ños y adolescentes que permitan o favorezcan que 
estos trabajen violando las normas prohibitivas con- 
sagradas en el presente Código, incurrirán en el delito 
previsto por el artículo 279 B del Código Penal. 


Constatada la infracción, el Instituto Nacional del 
Menor o cualquier persona responsable, formulará la 
denuncia al Juez Letrado en lo Penal que correspon- 
da. 


Artículo 170. (Asesoramiento).- Todo adolescente 
podrá requerir asesoramiento en la Oficina Especiali- 
zada de Trabajo y Seguridad Social y realizar las 
gestiones que correspondan. 


Artículo 171. (Peculio profesional o industrial).- 
Todo adolescente que trabaje tendrá derecho de 
acuerdo a lo prescripto por los artículos 266 y si- 
guientes del Código Civil, a la administración exclusi- 
va del salario o remuneración que perciba, la que de- 
berá serle abonada directamente, siendo válido el re- 
cibo que el empleador otorgue por tal concepto. Cual- 
quier constancia en el recibo o fuera de él que pudie- 
ra implicar renuncia del adolescente a sus derechos, 
carecerá de validez. 


Artículo 172. (Remuneración).- La remuneración 
del adolescente trabajador se regirá por lo dispuesto 
en las leyes, decretos, laudos o convenios colectivos 
de la actividad correspondiente. 


Artículo 173. (Accidentes de trabajo y enfermeda- 
des profesionales).- En caso de accidentes de trabajo 
o enfermedades profesionales de un adolescente tra- 
bajador, se investigarán las causas y si se comprue- 
ban irregularidades como realización de tareas prohi- 
bidas, o encontrarse el menor de edad en sitio en el 
que esté prohibida su presencia, se considerará por 


este hecho el accidente o la enfermedad como resul- 
tante de la culpa grave del empleador, con las conse- 
cuencias previstas por el artículo 7? de la Ley 
N? 16.074, de 10 de octubre de 1989. 


El empleador podrá eximirse de esta responsabili- 
dad si prueba fehacientemente que el joven se en- 
contraba circunstancialmente en el lugar y sin cono- 
cimiento de la persona habilitada para permitirle el 
acceso. 


CAPÍTULO XII! 
DE LA PREVENCIÓN ESPECIAL 


| - Medios de comunicación, publicidad y es- 
pectáculos 


Artículo 174. (Vulneración de derechos a su inci- 
tación).- La exhibición o emisión pública de imágenes, 
mensajes u objetos no podrá vulnerar los derechos de 
los niños y adolescentes, los principios reconocidos 
en la Constitución de la República y las leyes, o inci- 
tar a actitudes o conductas violentas, delictivas, dis- 
criminatorias o pornográficas. 


Artículo 175. (Programas radiales o televisivos).- 
Los programas de radio y televisión en las franjas ho- 
rarias más susceptibles de audiencia de niños y ado- 
lescentes, deben favorecer los objetivos educativos 
que dichos medios de comunicación permiten desa- 
rrollar y deben potenciar los valores humanos y los 
principios del Estado democrático de derecho. Debe 
evitarse, en las franjas horarias antedichas, la exhibi- 
ción de películas que promuevan actitudes o con- 
ductas violentas, delictivas, discriminatorias o porno- 
gráficas, o fomenten los vicios sociales. 


Artículo 176. (Principios rectores).- A fin de prote- 
ger los derechos de los niños y adolescentes, en lo 
que refiere a la publicidad elaborada y divulgada en 
todo el territorio nacional, deberán atenderse los si- 
guientes principios: 


A) Los anuncios publicitarios no deben incitar a la 
violencia, a la comisión de actos delictivos o a 
cualquier forma de discriminación. 


B) Las prestaciones del producto deben mostrarse 
en forma comprensible y que coincida con la 
realidad. 


Il- Publicidad protagonizada por niños y 
adolescentes 


Artículo 177. (Participación de niños y adoles- 
centes).- Prohíbese la participación de niños y ado- 
lescentes en anuncios publicitarios que promocionen 
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bebidas alcohólicas, cigarrillos o cualquier producto 
perjudicial para su salud física o mental. 


Artículo 178. (Mensajes publicitarios).- Prohíbese 
la participación de niños y adolescentes en mensajes 
publicitarios que atenten contra su dignidad o integri- 
dad física, psicológica o social. 


III - Espectáculos y centros de diversión 


Artículo 179. (Preservación de la corrupción).- 
Prohíbese la concurrencia de personas menores de 
dieciocho años a casinos, prostíbulos y similares. 


El Instituto Nacional del Menor reglamentará a los 
efectos pertinentes la concurrencia de adolescentes a 
locales de baile, espectáculos públicos de cualquier 
naturaleza, hoteles de alta rotatividad y afines. 


Corresponde asimismo al Instituto Nacional del 
Menor regular la asistencia de niños y adolescentes a 
espectáculos públicos de cualquier naturaleza. 


Artículo 180. (Prohibición de proveer).- Prohíbese 
la venta a niños y adolescentes de: 


1) Armas, municiones y explosivos. 
2) Bebidas alcohólicas. 


3) Tabaco, fármacos, pegamentos y similares, cu- 
yos componentes puedan significar un peligro o 
crear dependencia física o psíquica. 


4) Revistas y publicaciones que violen las normas 
establecidas en los artículos 174 a 176 del pre- 
sente Código. 


Artículo 181. (Fiscalización).- 


1) La fiscalización de lo establecido en los ar- 
tículos 174 a 180 del presente Código, será fa- 
cultad del Instituto Nacional del Menor. 


2) Las empresas o los particulares que no cum- 
plan con las obligaciones impuestas en los ar- 
tículos 174 a 180 del presente Código, serán 
sancionados con una multa, a juicio del Juez, 
entre 50 UR (cincuenta unidades reajustables) 
y 200 UR (doscientas unidades reajustables), 
según los casos. En los casos de reincidencia, 
podrán duplicarse los referidos montos. 


El Instituto Nacional del Menor podrá solicitar al 
Juez competente la clausura, por veinticuatro horas a 
diez días, del establecimiento en infracción. 


Artículo 182. (Competencia).- Serán competen- 
tes, para entender en la aplicación de las infraccio- 
nes, los Jueces de Familia, quienes actuarán siguien- 


do el procedimiento extraordinario previsto por el Có- 
digo General del Proceso. 


Será oído preceptivamente el Ministerio Público. 


Artículo 183. (Recurribilidad).- La sentencia podrá 
ser apelada ante el Tribunal de Apelaciones de Fami- 
lia respectivo, cuya decisión hará cosa juzgada. 


IV - Autorización para viajar 


Artículo 184. (Compañía de los padres o respon- 
sables).- Los niños y adolescentes no necesitan auto- 
rización para viajar cuando salen del país acompaña- 
dos de quienes ejerzan la patria potestad. 


Artículo 185. (Uso del  pasaporte-habilitado).- 
Tampoco necesitan autorización cuando viajen en 
posesión de pasaporte válido autorizado por quienes 
ejerzan la patria potestad o habilitado de edad. 


Artículo 186. (Autorizaciones).- Los niños y ado- 
lescentes que viajen solos o en compañía de terce- 
ros, fuera del país, necesitan el consentimiento de 
ambos padres, o del representante legal y a falta de 
éste, del Juez de Familia. 


En caso de separación o divorcio, se requerirá la 
autorización de ambos padres. Si se planteara con- 
flicto para el consentimiento, lo resolverá el Juez Le- 
trado de Familia, quien fijará la duración de la estadía. 


Se seguirán los trámites del proceso incidental se- 
gún lo dispone el Código General del Proceso, oyén- 
dose preceptivamente al Ministerio Público. 


Artículo 187. (Adoptados).- Los niños y adoles- 
centes adoptados por matrimonios extranjeros nece- 
sitan la autorización del Juez Letrado de Familia, aun 
cuando viajen con sus padres, la que se tramitará se- 
gún las normas del proceso voluntario (artículos 402 y 
siguientes del Código General del Proceso). 


CAPÍTULO XIV 
ACCIONES ESPECIALES 


Artículo 188. (Acción de amparo).- La acción de 
amparo para la protección de los derechos de los ni- 
ños y adolescentes se regirá por la Ley N* 16.011, de 
19 de diciembre de 1988, y por las siguientes disposi- 
ciones. 


Podrá ser deducida también por el Ministerio Pú- 
blico, cualquier interesado y las instituciones O aso- 
ciaciones de interés social que según la ley, o a juicio 
del Tribunal, garanticen una adecuada defensa de los 
derechos comprometidos. 


Procederá en todos los casos, excepto que exista 
proceso jurisdiccional pendiente, presumiéndose, sal- 
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vo prueba en contrario, que los otros medios jurídicos 
de protección resultan ineficaces. 


Deberá ser promovida dentro de los treinta días a 
partir de la fecha en que se produjo el acto, hecho u 
omisión contra el que se recurre. 


Serán competentes en razón de la materia los 
Jueces Letrados de Familia. 


Artículo 189. (Intereses difusos).- Amplíase a la 
defensa de los derechos de los niños y adolescentes 
las previsiones del artículo 42 del Código General del 
Proceso. 


CAPÍTULO XV 


DE LA INVESTIGACIÓN DE LA PATERNIDAD O 
MATERNIDAD 


Artículo 190. (Principio general).- Las acciones de 
investigación de la paternidad o maternidad se regula- 
rán exclusivamente por las disposiciones contenidas 
en el presente Capítulo. 


La paternidad o maternidad declaradas asegura- 
rán al niño y adolescente todos los derechos corres- 
pondientes a la filiación natural, en especial, los dere- 
chos hereditarios inherentes a la misma, así como los 
alimentos necesarios para su desarrollo y bienestar y 
el derecho a llevar los apellidos de quienes resulten 
declarados como sus padres. 


Artículo 191. (Accionantes).- Podrán iniciar la ac- 

ción: 
1) El hijo, hasta los veinticinco años de edad. Du- 
rante la menor edad solamente podrá ser de- 


ducida la acción por la madre, el padre, o su 
representante legal, según correspondiere. 


2) La madre o el padre, desde que se constata la 
gravidez, hasta que el hijo cumpla dieciocho 
años. 


Si el padre o la madre fuere menor de edad, 
se le nombrará curador "ad litem". 


Si el padre o la madre menor de edad estuvie- 
re internado en el Instituto Nacional del Menor, 
éste deberá solicitar al Juez Letrado de Familia, 
el nombramiento de curador "ad litem". 


3) El Instituto Nacional del Menor, de oficio, cuan- 
do tenga conocimiento que el niño ha sido ins- 
cripto como hijo de padres desconocidos, o que 
ingrese al establecimiento un niño o adoles- 
cente sin filiación paterna o materna, o cuando 
un niño o adolescente lo solicite. 


A efectos de esta acción, los Oficiales de la 
Dirección General del Registro de Estado Civil, 
darán cuenta, en el primer caso, de dicha ins- 
cripción. 

El Instituto Nacional del Menor requerirá de 
las oficinas respectivas un informe semestral 
de estas situaciones. 


Artículo 192. (Emplazamiento).- En los casos pre- 
vistos por el numeral 3) del artículo 191, el Instituto 
Nacional del Menor iniciará los procedimientos judi- 
ciales ante el Juez de Familia competente, para que 
emplace al padre o a la madre del niño o adolescente 
con domicilio conocido. 


Si no se conociera el domicilio, se le emplazará 
por edictos. 


Artículo 193. (Acción del padre o la madre).- Si el 
padre o la madre comparece dentro del término y ex- 
presa su voluntad de iniciar por sí mismo la investiga- 
ción, lo hará ajustándose al procedimiento fijado por 
el presente Capítulo. 


Artículo 194. (No comparecencia).- Si citado por 
segunda vez y bajo apercibimiento, el padre o la ma- 
dre no comparece en autos, el Juez competente pon- 
drá esta circunstancia en conocimiento del Ministerio 
Público quien podrá proponer dos o más personas 
idóneas para que entre ellos se elija el curador "ad li- 
tem" del menor, quien instaurará y proseguirá la ac- 
ción. 

Artículo 195. (Administrador legal).- El Instituto 
Nacional del Menor será el administrador legal de la 
pensión alimentaria que se obtenga como conse- 
cuencia de la acción, a la vez que será responsable 
del bienestar, salud y educación del niño o adoles- 
cente internado en sus dependencias. 


Artículo 196. (Procedimientos).- Las pretensiones 
que conciernen a las cuestiones de investigación de 
la paternidad o maternidad a que refiere el presente 
Capítulo, se tramitarán por el proceso extraordinario 
previsto en el Código General del Proceso (ar- 
tículos 346, 347, 349 y 350). 


Artículo 197. (Admisión de pruebas).- En esta 
clase de juicios serán admisibles todas las clases de 
prueba. La no colaboración para su diligenciamiento 
sin causa justificada, será tenida como una presun- 
ción simple en su contra. 


El demandado no podrá excepcionarse invocando 
la mala conducta de la madre. 


Deberá oírse preceptivamente al Ministerio Públi- 
co. 
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Artículo 198. (Maniobras artificiosas).- Cuando de 
la denuncia sobre paternidad o maternidad, resultase 
el empleo de maniobras artificiosas, se pasarán los 
antecedentes al Juzgado Letrado de Primera Instan- 
cia en lo Penal de Turno en la fecha que se invocó el 
engaño. 


CAPÍTULO XVI 


DE LA PÉRDIDA, LIMITACIÓN, SUSPENSIÓN O 
REHABILITACIÓN DE LA PATRIA POTESTAD 


Artículo 199. (Competencia).- Es Juez compe- 
tente para conocer en los juicios de pérdida, limita- 
ción, suspensión o rehabilitación de la patria potestad, 
en los casos previstos en los artículos 285, 286, 295 y 
296 del Código Civil, aunque la patria potestad sea 
ejercida de acuerdo con el artículo 177 del mismo 
Código, el Juez Letrado de Familia en Montevideo y 
los Jueces Letrados Departamentales del domicilio de 
los padres, y cuando el domicilio no sea conocido, el 
de la residencia del niño o adolescente. 


Artículo 200. (Responsabilidad del Ministerio Pú- 
blico).- La demanda deberá ser deducida por el Mi- 
nisterio Público siempre que tenga conocimiento de 
alguno de los hechos que puedan dar lugar a la pér- 
dida, limitación o suspensión de la patria potestad. 


Cuando el Juez de Familia reciba información 
fehaciente que aconseje la separación de un niño o 
adolescente de su familia de origen, previo asesora- 
miento técnico, deberá dar cuenta al Ministerio Públi- 
co a fin de que éste determine si ejerce la facultad 
conferida en el inciso anterior. 


En todos los casos, deberá aplicarse lo dispuesto 
en el literal C) del artículo 86 del presente Código. 


Lo dispuesto en este artículo no modifica la posibi- 
lidad de deducir la demanda por quienes asimismo 
poseen legitimación activa (artículo 289 del Código 
Civil). 


Artículo 201. (Procedimiento).- Las pretensiones 
que conciernen a las cuestiones de limitación, pérdi- 
da, suspensión o rehabilitación de la patria potestad, 
se tramitarán por el proceso extraordinario previsto en 
el Código General del Proceso (numeral 3) del ar- 
tículo 349, y artículos 346, 347 y 350). 


Artículo 202. (Administración de los bienes).- El 
Juez Letrado de Familia o los Jueces Letrados De- 
partamentales, cuando lo consideren conveniente, 
podrán entregar la administración de los bienes del 
niño o adolescente a instituciones bancarias de noto- 
ria responsabilidad. 


Artículo 203. (Reserva).- No serán de conoci- 
miento público las situaciones previstas en los ar- 
tículos 285, 286, 295 y 296 del Código Civil. 


No obstante, el Tribunal podrá decidir la publicidad 
del proceso siempre que las partes consintieran en 
ello (artículo 8? de la Ley N* 16.699, de 25 de abril de 
1995). 


CAPÍTULO XVII 


CONSEJO NACIONAL HONORARIO DE LOS 
DERECHOS DEL NIÑO Y ADOLESCENTE 


Artículo 204. (Creación).- Créase el Consejo Na- 
cional Honorario de los Derechos del Niño y Adoles- 
cente que se integrará con un representante del Mi- 
nisterio de Educación y Cultura, uno del Ministerio de 
Salud Pública, uno del Instituto Nacional del Menor, 
uno del Poder Judicial, uno de la Administración Na- 
cional de Educación Pública, uno del Congreso de 
Intendentes, uno del Colegio de Abogados, tres de las 
organizaciones no gubernamentales y uno de las or- 
ganizaciones privadas, en ambos casos, de promo- 
ción y atención a la niñez y adolescencia. 


Artículo 205. (Integración).- Los representantes 
de los organismos públicos deberán ser funcionarios 
de las más altas jerarquías. 


Los representantes de las organizaciones no gu- 
bernamentales y de las organizaciones privadas se- 
rán designados en la forma que establezca la regla- 
mentación. 


Artículo 206. (Convocatorias especiales).- El Con- 
sejo podrá convocar a sesiones extraordinarias a re- 
presentantes del Ministerio de Vivienda, Ordena- 
miento Territorial y Medio Ambiente, Ministerio de 
Relaciones Exteriores, Ministerio de Trabajo y Segu- 
ridad Social, Ministerio del Interior y Oficina de Pla- 
neamiento y Presupuesto y demás organismos públi- 
cos que tengan injerencia en el tema. 


Artículo 207. (Competencia).- El Consejo que se 
crea tendrá competencia a nivel nacional. Serán sus 
fines: 


1) Coordinar e integrar las políticas sectoriales de 
atención a la niñez y adolescencia y supervisar 
el diseño de las mismas, por parte de las dife- 
rentes entidades públicas vinculadas al tema. 


2) Elaborar un documento anual que contemple lo 
establecido en el numeral anterior. 


3) Solicitar la información necesaria para cumplir 
los cometidos relacionados en los numerales 
precedentes, recabando la misma directamente 
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a los organismos competentes, la que deberá 
ser brindada en el plazo más breve. 


4) Ser oído preceptivamente en la elaboración del 
informe que el Estado debe elevar al Comité 
sobre los Derechos del Niño de las Naciones 
Unidas (artículo 44 de la Convención sobre De- 
rechos del Niño). 


5) Ser oído preceptivamente en la elaboración de 
las leyes de presupuesto, rendición de cuentas 
y demás normas que tengan relación con la ni- 
ñez y adolescencia. 


Artículo 208. (Jerarquía).- El Consejo actuará en 
la órbita del Ministerio de Educación y Cultura, cuyo 
representante lo presidirá, el cual establecerá la sede 
de sus reuniones y asignará los recursos necesarios 
para su funcionamiento. 


Artículo 209. (Atribuciones).- El Consejo deberá 
crear Comisiones Departamentales, reglamentando 
su integración y funcionamiento. 


Asimismo coordinará e integrará sus políticas con 
las de las Comisiones Honorarias de Promoción de la 
Infancia en Situación de Riesgo creadas por el ar- 
tículo 37 de la Ley N* 16.707, de 12 de julio de 1995, 
y con las de la Comisión Asesora Honoraria de Ayuda 
al Niño Carenciado, creada por el artículo 615 de la 
Ley N* 16.736, de 5 de enero de 1996, en sus diver- 
sos ámbitos de competencia. 


Artículo 210. (Funcionamiento).- El Consejo dicta- 
rá su reglamento interno de funcionamiento dentro del 
plazo de sesenta días a partir de su instalación. 


CAPÍTULO XVII! 


REGISTRO DE INFORMACIÓN DE NIÑOS Y 
ADOLESCENTES 


Artículo 211. (Sistema de datos).- El Instituto Na- 
cional del Menor deberá desarrollar el Sistema Nacio- 
nal de Información sobre Niñez y Adolescencia, que 
deberá incluir datos sobre el niño o adolescente y las 
instituciones que lo atienden. 


Artículo 212. (Seguimiento).- El Sistema Nacional 
de Información sobre Niñez y Adolescencia deberá 
generar datos que permitan un adecuado seguimiento 
de la atención del niño o adolescente y de la evolu- 
ción de la misma, así como generar la información 
necesaria para la formulación de las políticas de niñez 
y adolescencia. 


Artículo 213. (Colaboración).- 


1) Los distintos Poderes y reparticiones del Esta- 
do, instituciones privadas y organismos no gu- 


bernamentales, deberán aportar los datos e 
información pertinentes al Sistema Nacional de 
Información sobre Niñez y Adolescencia, sin 
perjuicio de la autonomía y competencia espe- 
cífica de cada institución pública o privada. 


2) La Suprema Corte de Justicia, a través de sus 
órganos competentes, desarrollará un sistema 
de información sobre niños y adolescentes 
atendido tanto por la judicatura de adolescen- 
tes como de familia. 


Los datos manejados por este Sistema Judi- 
cial de Información tendrán igual régimen y 
tratamiento que el establecido por los ar- 
tículos 214 y 215 del presente Código. 


Artículo 214. (Reserva).- El Instituto Nacional del 
Menor será el custodio de la información contenida en 
el Sistema Nacional de Información sobre Niñez y 
Adolescencia, por lo que se deberá garantizar el uso 
reservado y confidencial de los datos correspondien- 
tes a cada niño o adolescente, en concordancia con 
su interés superior y en cumplimiento del derecho a la 
privacidad de su historia personal, como único pro- 
pietario de la misma. 


Artículo 215. (Limitaciones).- La información rela- 
tiva a niños y adolescentes no podrá ser utilizada co- 
mo base de datos para el rastreo de los mismos, una 
vez alcanzada la mayoría. 


Los antecedentes judiciales y administrativos de 
los niños o adolescentes que hayan estado en con- 
flicto con la ley, se deberán destruir en forma inme- 
diata al cumplir los dieciocho años o al cese de la 
medida. 


CAPÍTULO XIX 


Artículo 216. (Nueva denominación).- A partir de 
la promulgación del presente Código, el Instituto Na- 
cional del Menor (INAME) pasará a denominarse 
"Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay” (INAU), 
manteniendo su carácter de servicio descentralizado 
a todos sus efectos y competencias. 


CAPÍTULO XX 


DEROGACIONES Y OBSERVANCIA DEL 
PRESENTE CÓDIGO 


Artículo 217.- Derógase la Ley N* 9.342, de 6 de 
abril de 1934 (Código del Niño), sus modificaciones y 
todas las disposiciones legales que se opongan al 
presente Código. 


Artículo 218.- La derogación dispuesta no alcanza 
a la Ley N* 15.977, de 14 de setiembre de 1988, la 
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que mantiene su vigor, en tanto no se oponga a las 
disposiciones del presente Código. 


Artículo 219.- Decláranse vigentes las normas 
que otorgan competencia a la Suprema Corte de Jus- 
ticia para organizar las oficinas de tribunales, dispo- 
ner su fusión o división, así como fijar el régimen de 
turnos, el de las notificaciones y el de las comunica- 
ciones entre los diversos tribunales y servicios judi- 
ciales. 


Artículo 220.- Derógase el artículo 25 de la Ley 
N?* 16.707, de 12 de julio de 1995, sustitutivo del ar- 
tículo 114 de la Ley N* 9.342, de 6 de abril de 1934. 


Mantienen su vigencia los artículos 35, 37 y 38 de 
la misma ley. 


Artículo 221.- Deróganse las disposiciones del 
Código Civil que han sido objeto de modificación ex- 
presa por el presente Código. 


Artículo 222.- Derógase el Decreto-Ley N* 15.210, 
de 9 de noviembre de 1981, y la Ley N* 10.674, de 20 
de noviembre de 1945, y sus modificativas, Ley 
N?* 12.689, de 29 de diciembre de 1959 y el Decreto- 
Ley N?* 14.759, de 5 de enero de 1978. 


Artículo 223.- Mantiene su vigor la Ley N* 16.719, 
de 11 de octubre de 1995. 


Artículo 224.- Deróganse los artículos 174 y 241, 
y el inciso primero del artículo 242 del Código Civil, y 
todas las demás disposiciones que se opongan al 
presente Código. 


Artículo 225. (Instituto del Niño y Adolescente del 
Uruguay).- Desde la publicación oficial del presente 
Código, se incluirá en el texto la denominación del 
Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay (INAU). 


Montevideo, 8 de marzo de 2000. 


DANIEL DÍAZ MAYNARD, Represen- 
tante por Montevideo, BEATRIZ 
ARGIMÓN, Representante por Mon- 
tevideo, IVÁN POSADA, Represen- 
tante por Montevideo, DIANA 
SARAVIA OLMOS, Representante 
por Treinta y Tres, JORGE ORRICO, 
Representante por Montevideo, 
FELIPE MICHELINI, Representante 
por Montevideo, ALEJO FERNÁNDEZ 
CHAVES, Representante por Maldo- 
nado. 


EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 


Considerando las Resoluciones del Poder Ejecuti- 
vo de 12 de junio de 1995 y 17 de setiembre de 1996, 


el profundo estudio de la anterior Legislatura, en es- 
pecial la Comisión de Constitución, Códigos, Legisla- 
ción General y Administración, actores públicos y pri- 
vados, se presenta a consideración el proyecto de- 
nominado Código de la Niñez y la Adolescencia. 


En cuanto a la fundamentación jurídica del referido 
proyecto, se tomó como base el Código Civil, los Có- 
digos del Niño y Penal de 1934, el anteproyecto del 
Código del Menor, del mismo año, la Ley de Legiti- 
mación Adoptiva N* 10.764, de 20 de noviembre de 
1945, la Convención Americana sobre Derechos Hu- 
manos o Pacto de San José de Costa Rica, la Ley 
N?* 15.750, de 24 de junio de 1985, la Convención de 
los Derechos del Niño (Ley N* 16.137, de 28 de se- 
tiembre de 1990), entre otros textos legales. 


Desde un punto de vista general, dentro del pro- 
yecto, destacamos la protección de la niñez y adoles- 
cencia como interés supremo. El mismo diferencia los 
conceptos de niño y adolescente en razón de la edad, 
pero ratifica con énfasis que son titulares de dere- 
chos, deberes y garantías inherentes a su calidad de 
persona humana. Se destaca, también, principios tan 
importantes como el derecho a la educación, cultura, 
esparcimiento y a desarrollarse en compañía de su 
familia como base de la sociedad. 


Se pone hincapié en la necesidad imperiosa de 
implantar una estructura de carácter integral, que co- 
ordine las relaciones entre instituciones estatales y no 
estatales para velar por el niño y adolescente. Para 
dicho cometido, es que se propone la creación del 
Consejo Nacional Honorario de los Derechos del Niño 
y Adolescente. 


En cuanto a los menores infractores, prima el prin- 
cipio del debido proceso como garantía esencial en 
un estado de derecho, además de la vigencia de las 
normas constitucionales, legales e instrumentos inter- 
nacionales, especialmente, la Convención de los De- 
rechos del Niño. Resaltamos las medidas so- 
cio-educativas como opciones de contenido resociali- 
zador, se regula adecuadamente toda la temática de 
las infracciones penales. 


Se establece delimitación de competencia en vía 
jurisdiccional y administrativa. 


El concepto de filiación se enmarca dentro de la 
concepción moderna, que todo niño y adolescente 
tiene derecho a saber quiénes son sus padres. 


En otro capítulo se ratifican los caracteres de la 
obligación alimentaria, en base a su contenido de 
irrenunciable, intransmisible, inembargable e impres- 
criptible. También se regula pormenorizadamente el 
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concepto de alimentos, abarcando las necesidades 
relativas al sustento, habitación, vestimenta, atención 
médica y los gastos necesarios para adquirir una 
profesión, oficio, educación, cultura y recreación. Se 
consideran alimentos los gastos de atención de la 
madre durante el embarazo, desde la concepción 
hasta la etapa del postparto. 


Dentro del Capítulo "Adopción", en sus nuevas 
modalidades, se destaca el sentido de necesidad so- 
cial del tema. 


Desde el punto de vista del niño en su formación 
se tiende a evitar toda causa de minusvalencia que 
pueda provocar en la psiquis del niño. 


En este preciso tema inciden factores económicos, 
sociales y morales que pueden llegar a perjudicar al 
menor, objeto del mismo. 


Aquí surge un claro ejemplo de que la ley debe 
amparar y estar al servicio del desprotegido. 


Se prevén tres clases de adopción: simple y plena, 
dentro del ámbito interno y la internacional. 


En cuanto a la adopción plena, se siguen los li- 
neamientos generales de las magníficas Leyes 
N? 10.674, de 20 de noviembre de 1945, y N* 14.759, 
de 5 de enero de 1978, insertando opiniones de des- 
tacadísimos técnicos. 


Se aconseja la creación del Consejo Nacional de 
los Derechos del Niño y Adolescente, integrado por 
representantes de las más altas jerarquías de los ór- 
ganos públicos y por representantes de las Organiza- 
ciones No Gubernamentales y privadas de promoción 
y atención a la niñez y a la adolescencia. Sus cometi- 
dos esenciales se centran en la coordinación e inte- 
gración de las políticas sectoriales sobre la adoles- 
cencia y la niñez diseñadas por distintos técnicos. 


El concepto de trabajo se encuentra jurídicamente 
amparado por las normas de este presente proyecto, 
leyes especiales, convenciones y tratados internacio- 
nales ratificados por el país. 


Se estipula la obligación de protección por parte 
del Estado contra toda forma de explotación econó- 
mica y contra el desempeño de cualquier tipo de tra- 
bajo peligroso, nocivo para su salud o para su desa- 
rrollo físico, espiritual, moral o social. 


Se regula la jornada, el trabajo nocturno, estable- 
ciendo sanciones en caso de violación de las previ- 
siones legales por parte del empleador. 


Existe prevención especial, en cuanto a los me- 
dios de comunicación, publicidad y espectáculos. 


Por otra parte, el actual Instituto Nacional del Me- 
nor pasará a denominarse Instituto del Niño y Adoles- 
cente del Uruguay, manteniendo su carácter de servi- 
cio descentralizado a todos sus efectos y competen- 
cias. 


En conclusión, el presente proyecto tiene como fi- 
nalidad esencial la protección integral del niño y ado- 
lescente como base indiscutible de toda sociedad 
donde impera el derecho, como expresión máxima de 
garantía de todos los ciudadanos. 


Los abajo firmantes se reservan el derecho de 
efectuar todas las modificaciones que consideren 
pertinentes, dentro de los plazos estrictamente regla- 
mentarios. 


Montevideo, 8 de marzo de 2000. 


DANIEL DÍAZ MAYNARD, Represen- 
tante por Montevideo, BEATRIZ 
ARGIMÓN, Representante por Mon- 
tevideo, IVÁN POSADA, Represen- 
tante por Montevideo, DIANA 
SARAVIA OLMOS, Representante 
por Treinta y Tres, JORGE ORRICO, 
Representante por Montevideo, 
FELIPE MICHELINI, Representante 
por Montevideo, ALEJO FERNÁNDEZ 
CHAVES, Representante por Maldo- 
nado". 


Anexo l al 
Rep. N? 22 


"TEXTOS DE LAS ENMIENDAS 
Artículo 133. (Adoptantes).- 


"3) Nadie puede ser adoptado por más de una per- 
sona, a no ser por dos cónyuges que tengan 
por lo menos un año de matrimonio y hubieran 
tenido al niño o adolescente a su cargo por un 
término no inferior a un año". 


"Artículo 138. (Derechos del adoptado).- El 
adoptado tiene derecho a conocer su condición de tal. 
El acceso al expediente judicial podrá ser autorizado 
por el Juez siempre que ello no perjudique al niño o 
adolescente atendiendo a su edad y características. 


Si el adoptado tiene dieciocho años o más, no po- 
drá negársele el acceso al expediente respectivo". 


Montevideo, 29 de mayo de 2000. 


ALEJO FERNÁNDEZ CHAVES, Repre- 
sentante por Maldonado, JORGE 
BARRERA, Representante por Mon- 
tevideo". 
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Anexo ll al Fundamento: se trata de preservar al menor in- 
Rep. N222 — fractor, aislándolo de la posibilidad de integrar su lu- 
: gar de reclusión con sujetos adultos. Esta previsión la 
TEXTO DE LAS ENMIENDAS establece la Convención sobre los Derechos del Niño. 
CAPÍTULO II Artículo 34. (Procedimiento).- 
DE LOS DERECHOS DE LOS NIÑOS Y Se sugiere agregar un nuevo literal que sería el D) 
ADOLESCENTES 


Se sugiere agregar el derecho de imagen dentro 
de los derechos esenciales regulados en el presente 
proyecto, en su artículo 9?%, por lo que quedaría re- 
dactado de la siguiente forma: 


"ARTÍCULO 9*. (Derechos esenciales).- Todo niño 
y adolescente tiene derecho intrínseco a la vida, 
dignidad, libertad, identidad, integridad, imagen, 
salud, educación, recreación, descanso, cultura, 
participación, asociación y a los beneficios de la 
seguridad social". 


Fundamento: el derecho de imagen es una pro- 
tección jurídica fundamental para el niño y adoles- 
cente en el mundo actual donde las comunicaciones 
son tan trascendentes, por eso es necesario su con- 
sagración como derecho esencial. 


CAPÍTULO VII! 


1 - DERECHOS Y GARANTÍAS DEL 
PROCEDIMIENTO 


Se sugiere agregar en el literal C) del artículo 32 lo 
siguiente: y fundada siempre que lo justifique la debi- 
da administración de justicia, siendo su nueva redac- 
ción de acuerdo a lo descripto a continuación: 


"C) Principio que condiciona la detención.- Solo 
puede ser detenido en casos de infracciones 
flagrantes o existiendo elementos de convicción 
suficientes sobre la comisión de una infracción. 
En este último caso, mediante orden escrita del 
Juez competente comunicada por medios feha- 
cientes. La detención será una medida excep- 
cional y fundada siempre que lo justifique la 
debida administración de justicia". 


Se sugiere agregar en el literal D) del artículo 32 lo 
siguiente: no pudiendo compartir su detención con 
adultos, siendo su nueva redacción de acuerdo a lo 
descripto a continuación: 


"D) Principio de humanidad.- El adolescente priva- 
do de libertad será tratado con la humanidad y 
respeto que merece la dignidad inherente a la 
persona humana, no pudiendo compartir su 
detención con adultos". 


Cometidos de la autoridad policial 


"D) Informar a sus padres o responsables, como 
forma de asegurar sus garantías y derechos". 


Fundamento: el referido agregado se sugiere co- 
mo protección jurídica al adolescente y se funda- 
menta en la Convención sobre los Derechos del Niño, 
más precisamente en su artículo 40 literal B). 


Audiencia preliminar 
Se sugiere modificar por la siguiente redacción: 


"En los casos de infracciones de adolescentes que 
lo justifiquen, será obligatoria la presencia del Juez 
quien dispondrá, en un plazo que no exceda las 
veinticuatro horas, la realización de una audiencia 
preliminar donde deberán estar presentes, bajo 
pena de nulidad, el adolescente, su Defensor y el 
Ministerio Público". 


Fundamento: se requiere la presencia obligatoria 
del Juez, porque en la práctica puede suceder la ac- 
tuación de un funcionario receptor y tratándose, pre- 
cisamente, de adolescentes infractores es esencial la 
presencia del Juez. 


RÉGIMEN DE PRIVACIÓN DE LIBERTAD 
Se sugiere sustituir por la siguiente redacción: 


"ARTÍCULO 49. (Duración de las medidas de pri- 
vación de libertad).- 


La medida de privación de libertad tendrá una 
duración máxima de tres años". 


El fundamento de la siguiente modificación radica, 
en la severidad extrema propuesta en la redacción 
original, dado que la privación de libertad por cinco 
años, determinaría prácticamente la mitad de la vida 
del adolescente; por lo expresado, es que solicitamos 
la reducción de la pena. 


Se sugiere sustituir el numeral 2) del artículo 79, 
por la siguiente redacción: 


"ARTÍCULO 79. (Inscripción de los hijos).- 


A falta de inscripción por su padre, llevará como 
primer apellido uno de uso común, que resulte del 
sorteo de la nómina de apellidos que elabora la Di- 
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rección General del Registro de Estado Civil, de 
acuerdo con el Decreto-Ley N* 15.462, de 16 de 
setiembre de 1983, y, como segundo apellido, el 
de su madre biológica". 


Fundamento: evitar que el niño tenga un solo 
apellido, lo que fácilmente lo identifica socialmente 
como hijo natural, pudiendo provocar un gran perjui- 
cio psicológico irreversible. 


Se sugiere agregar al numeral 5) lo siguiente: 


"Si la inscripción la efectuaren familiares del niño, 
la determinación del o de los apellidos de uso co- 
mún la harán de acuerdo a lo establecido en el 
numeral 2”. 


Se sugiere sustituir parte del artículo 81 por la si- 
guiente redacción: 


"Todo progenitor tiene el derecho y el deber, cual- 
quiera fuere su estado civil y edad, a reconocer a 
su hijo". 


El fundamento radica en establecer la igualdad de 
derechos entre la mujer y el hombre al reconoci- 
miento de su hijo. 


Se sugiere modificar parte del artículo 83, que- 
dando la nueva redacción de la siguiente forma: 


"Cuando el hijo fuere reconocido luego de haber 
cumplido quince años de edad, tiene derecho a 
expresar en forma, ante el Oficial de la Dirección 
General del Registro de Estado Civil, su voluntad 
de seguir usando los apellidos con los que hasta 
entonces era identificado. Dicha expresión de vo- 
luntad será anotada al margen de su partida de 
nacimiento". 


La modificación se basa en la poca edad estipula- 
da en el proyecto para expresar tan trascendental de- 
cisión. 

Se sugiere modificar el literal B) del artículo 86, 
que quedaría redactado de la siguiente forma: 


"B) Preferir a la madre cuando el niño sea menor 
de cuatro años, siempre que no sea perjudicial 
para él". 


Se sugiere agregar al numeral 2) del artículo 90, el 
siguiente complemento: "y de acuerdo con el debido 
proceso legal", siendo su nueva redacción, la si- 
guiente: 


"A falta de acuerdo, o que se impida o limite el 
ejercicio del derecho mencionado, el Juez de Fa- 
milia fijará el mismo. 


Se garantizará el derecho del niño o adolescente 
a ser oído, teniendo en cuenta su opinión, la cual 
se recabará en un ámbito adecuado, y de acuerdo 
con el debido proceso legal". 


Se sugiere sustituir el artículo 137 por la siguiente 
redacción: 


"La adopción ha de ser necesariamente hecha por 
escritura pública consentida o asistida por los re- 
presentantes legales del adoptado y por el adop- 
tado en su caso, debiendo ser inscripta dentro de 
los treinta días contados desde el de su otorga- 
miento en el libro especial que llevará al efecto la 
Dirección General del Registro de Estado Civil, la 
que deberá expedir los testimonios y certificados 
que se solicitaren y deberá constar, además, al 
margen del acta de nacimiento. 


La omisión de la inscripción será penada con 
multa al escribano autorizante de la escritura, de 
12 a 50 unidades reajustables, además de no sur- 
tir efecto la adopción hasta después de ser ins- 
cripta. 


Una vez inscripta surtirá efecto desde la fecha de 
su otorgamiento. 


Cuando se trate de la adopción de un niño o 
adolescente, ningún escribano podrá autorizar la 
escritura respectiva sin previa autorización del Ins- 
tituto Nacional del Menor en que se acredita: a) la 
idoneidad moral y la capacidad del o de los adop- 
tantes probada por todos los medios de investiga- 
ción que el Instituto Nacional del Menor juzgue ne- 
cesarios, y b) que el adoptante o adoptantes han 
tenido durante un año bajo su protección y cuida- 
do al adoptado". 


Fundamento: la adopción simple en nuestro ac- 
tual ordenamiento, es, fuera de toda discusión, un 
negocio jurídico, y, dentro de este género, pertenece 
a la especie negocio jurídico familiar. El negocio jurí- 
dico familiar es la denominación que alude al negocio 
que crea, regula, modifica y extingue, dentro del mar- 
co normativo, situaciones familiares. 


El negocio jurídico familiar es un negocio jurídico 
que participa, por lo tanto, de los mismos presupues- 
tos (capacidad jurídica y poder normativo negocial) y 
elementos estructurales, del negocio jurídico en gene- 
ral, a saber: a) consentimiento; b) capacidad; c) ob- 
jeto y d) causa. Y también, en su caso, la solemnidad. 


La aplicación práctica de la adopción en escritura 
pública no ha suscitado ninguna dificultad, por lo que 
se entiende conveniente su mantenimiento, modifi- 
cándose en tal sentido la solución que propone el 
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proyecto del Código de la Niñez y Adolescencia, que 
dispone el pasaje a la vía judicial del trámite de la 
adopción. 


Se sostiene, además, la conveniencia de que se 
llegue a la adopción simple a través de un negocio ju- 
rídico privado, puesto que es relevante la voluntad de 
los sujetos que le dan vida. 


Por lo tanto, la regulación de la adopción como 
negocio jurídico privado de Derecho de Familia, for- 
mal, otorgado en escritura pública, sometido a un 
control estatal y determinante de un estado civil, ofre- 
ce garantías al adoptado. 


El escribano actúa, dada su formación profesional 
y técnica, en el campo de los negocios jurídicos fami- 
liares, sin limitación alguna, sin perjuicio de lo que 
establezcan normas especiales. 


El escribano es, sin lugar a dudas, el profesional 
más calificado para instrumentar los negocios jurídi- 
cos privados de Derecho de Familia. 


En consecuencia: para actuar en la adopción, a lo 
que se agrega, dada la especial índole de este nego- 
cio, el debido contralor del Poder Público, a través de 
la autorización del Instituto Nacional del Menor. 


Muy diferente es la regulación de la legitimación 
adoptiva, que difiere de la adopción por su naturaleza 
y efectos, y donde es necesario el contralor de com- 
plejas situaciones, que determinan la intervención ju- 
risdiccional. 


Se sugiere sustituir parte del artículo 138: 


"Si el adoptado tiene quince años o más, no podrá 
negársele el acceso al expediente respectivo". 


Fundamento: se aumenta la edad de doce a 
quince años, por considerar los doce años muy poca 
edad para afrontar esa situación. 


Se sugiere modificar el numeral 3) del artículo 142 
por la siguiente redacción: 


"3) La tramitación será reservada en cuanto a ter- 
ceros, no así respecto al niño o adolescente 
interesado quien tendrá derecho a acceder al 
expediente y a sus antecedentes cuando tuvie- 
re quince años de edad o más". 


Se sugiere sustituir la redacción del artículo 148 
del proyecto por la siguiente: 


"Las adopciones internacionales se constituirán 
con la intervención preceptiva del Instituto Nacio- 
nal del Menor, quién, una vez obtenidos todos los 
antecedentes del caso, presentará en el plazo de 


cuarenta y cinco días un informe pormenorizado, 
teniendo, asimismo, los demás requisitos previstos 
en el artículo 150 del presente Capítulo. 


El no pronunciamiento en plazo se tendrá por 
aceptación". 


Fundamento: teniendo en consideración la adop- 
ción internacional, se establece un plazo al Instituto 
Nacional del Menor para su intervención. 


Montevideo, 27 de junio de 2000. 


BEATRIZ ARGIMÓN, Representante por 
Montevideo, GUSTAVO  BORSARI 
BRENNA, Representante por Monte- 
video, FRANCISCO GALLINAL, Re- 
presentante por Lavalleja". 


Anexo lll al 
Rep. N? 22 


"TEXTO DE LAS ENMIENDAS 
Artículo 34. (Procedimiento).- 
10) Audiencia final. 


Se sugiere agregar al numeral 10), del artículo 34, 
el siguiente complemento: "y a la víctima", siendo su 
nueva redacción la siguiente: 


10) Se dará participación a sus padres o responsa- 
bles "y a la víctima" si lo solicitaren. 


Se sugiere agregar al artículo 42, el siguiente 
complemento: 


"Ambas medidas se regularán de acuerdo a di- 
rectivas que al efecto programe el Instituto Nacio- 
nal del Menor (INAME). El régimen de libertad 
asistida podrá ser ejecutado por el INAME o por 
otras instituciones públicas o privadas supervisa- 
das por éste. El régimen de libertad vigilada será 
de responsabilidad exclusiva, irrenunciable e in- 
delegable del Estado". 


Se sugiere sustituir parte del artículo 50 por la si- 
guiente redacción: 


Artículo 50. (Cumplimiento).- 


"Se cumplirán en centros especiales hasta la fina- 
lización de las medidas y de acuerdo a criterios de 
género, edad, complexión física, características 
psicosociales y culturales, adaptación a la convi- 
vencia y evolución o involución en la progresión 
educativa". 


Se sugiere agregar al artículo 54 el siguiente com- 
plemento: 


80 CÁMARA DE REPRESENTANTES 


Miércoles 19 de diciembre de 2001 


"Los medios de comunicación que infringieren lo 
dispuesto en el inciso primero incurrirán en una 
multa, a juicio del Juez equivalente entre 20 UR 
(veinte unidades reajustables) y 200 UR (dos- 
cientas unidades reajustables), según los casos, 
siendo el destino de la misma, el Instituto Nacional 
del Menor y dentro del mismo, el Instituto Técnico 
de Rehabilitación Juvenil". 


Artículo 60. 


Se sugiere agregar, dentro de la órbita de los de- 
rechos, un nuevo numeral que sería el 7%), siendo su 
redacción la siguiente: 


"7%) A conocer la fundamentación de la decisión en 
caso de ser trasladado del Centro donde cum- 
pla las medidas educativas". 


Montevideo, 12 de julio de 2000 


BEATRIZ ARGIMÓN, Representante por 
Montevideo". 


Anexo IV al 
Rep. N? 22 


"TEXTO DE LAS ENMIENDAS 
Precisiones previas 


1) Se presenta un texto incompleto, en el sentido 
de que el proyecto merece un análisis más acabado, 
pero el suscrito se ausenta del país y retornará ya 
vencido el plazo fijado por la Comisión de Constitu- 
ción, Códigos, Legislación General y Administración, 
para presentar las enmiendas. 


2) Se ha eludido la temática de las medidas a apli- 
carse a menores imputados de infracción a la ley pe- 
nal por cuanto el tema será analizado por el suscrito 
en etapas posteriores. 


Artículo 1*. inciso segundo: A efectos de la aplica- 
ción del presente Código, se entiende por niño a todo 
ser humano hasta los catorce años de edad y por 
adolescente a quienes hayan cumplido catorce o más 
años y sean menores de dieciocho años de edad. 


Modificativo: "... quienes hayan cumplido catorce o 
más años y sean ...". 


Artículo 6*. (Criterio específico de interpretación e 
integración: el interés superior del niño y del adoles- 
cente).- Para la interpretación e integración del pre- 
sente Código se deberá tener en cuenta el interés su- 
perior del niño y del adolescente, que consiste en el 
reconocimiento y respeto de los derechos inherentes 
a su calidad de persona humana 


Modificativo: se elimina "En consecuencia, este 
principio no se podrá invocar para menoscabo de ta- 
les derechos". 


Artículo 8%. inciso segundo. (Principio general): 
Podrá acudir a los Tribunales y ejercer los actos pro- 
cesales en defensa de sus derechos, siendo precepti- 
va la asistencia letrada. El Juez ante quien acuda en 
el ámbito civil tiene el deber de designarle curador, y 
para cuando fuera pertinente, que lo represente y 
asista en sus pretensiones. 


Modificativo: "... en el ámbito civil ...” "... y para ...". 
Se suprime: "para". 


Artículo 11. inciso primero. (Derecho a la privaci- 
dad de la vida).- Todo niño tiene derecho a que se 
respete la privacidad de su vida, sin perjuicio de lo 
dispuesto en el literal E) del artículo 16 de la presente 
ley. 


Aditivo: "... sin perjuicio de lo dispuesto en el lite- 
ral E) del artículo 16 de la presente ley". 


Artículo 13. (Conflictos armados).- Los niños y los 
adolescentes no pueden formar parte de las hostilida- 
des en conflictos armados ni recibir preparación para 
ello. 


Observación: es pleonástico porque reitera hasta 
el cansancio determinadas afirmaciones sin que 
exista necesidad de ello. Por ejemplo, se remite 
constantemente a la Constitución, la Convención de 
los Derechos del Niño, leyes y demás instrumentos 
nacionales. 


Son también reiteradas las remisiones al Código 
General del Proceso. 


Artículo 30. numeral 9%): Cualquier otra acción u 
omisión que el Código Penal o las leyes especiales 
castigan con una pena cuyo límite mínimo sea igual o 
superior a seis años de penitenciaría o cuyo límite 
máximo sea igual o superior a doce años de peniten- 
ciaría. 


Modificativo: "... O ...". 


Artículo 32. literal B): (Principio de responsabili- 
dad).- Solo puede ser sometido a proceso especial, 
regulado por el presente Código, el adolescente que 
tenga catorce años o sea mayor de catorce y menor 
de dieciocho años de edad, imputado a la ley penal. 


Modificativo: "... que tenga catorce años o sea ...". 


Artículo 33. (Principio general).- En todos los ca- 
sos en que se investigue la responsabilidad del ado- 
lescente, el procedimiento se ajustará a los trámites 
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establecidos por el presente Código y subsidiaria- 
mente por el Código de Proceso Penal. 


Modificativo: "... Código de Proceso Penal". 


Artículo 41. (Obligación de reparar el daño o sa- 
tisfacción de la víctima).- En cualquier etapa del pro- 
ceso, previa conformidad del adolescente, de la vícti- 
ma o a petición de parte, el Juez podrá derivar el caso 
a mediación, ... 


Observación: ¿cuál es el órgano de mediación? 


Artículo 42. (Régimen de libertad asistida y vigila- 
da) 


Literal A), inciso segundo: Será necesariamente... 


Modificativo: se eliminan comas entre "será" y "ne- 
cesariamente" y entre "necesariamente" y el resto de 
la frase. 


Literal B): El régimen de libertad vigilada consiste 
en la permanencia del adolescente en la comunidad, 
durante el tiempo que el Juez determine. 


Modificativo: se elimina: "... con el acompaña- 
miento permanente de un educador ...". Es irreal. 


Artículo 48. (Régimen de semilibertad), inciso se- 
gundo: Este régimen se extiende, mientras se aplica 
la medida de privación de libertad, salvo la suspen- 
sión temporaria o definitiva por inobservancia de las 
reglas de comportamiento. 


Modificativo: se elimina "a voluntad del adoles- 
cente" porque cuando se elimina el régimen de semi- 
libertad ¿qué sentido tiene la voluntad del adoles- 
cente? 


Artículo 69. (Notificaciones preventivas), nume- 
ral 19%: Cuando se produzca la detención del adoles- 
cente, el Juez dispondrá que el hecho sea inmedia- 
tamente notificado por la policía a su Defensor, ... 


Observación: ¿cuándo se nombra el Defensor? 


Numeral 3%: Salvo en los casos que indique el 
Juez, las notificaciones se practicarán en el domicilio 
de las partes ... 


Modificativo: "... el domicilio de las partes". 


Se elimina: "A tal efecto, los interesados que ac- 
túen en el procedimiento respectivo, excepción hecha 
del Ministerio Público, concurrirán a la oficina para 
enterarse de las actuaciones". 


Notificaciones: artículos 70 a 74: las normas sobre 
notificaciones merecen objeciones, ¿cómo se va a 
decretar notificación ficta por omisión del deber de 


concurrir?, y la propia regulación de todas las notifi- 
caciones fictas. 


Artículo 70. (Notificación ficta).- En los casos que 
se notifica a la oficina, si la notificación se retardare 
tres días hábiles por falta de comparecencia del inte- 
resado, se tendrá por efectuada, sin necesidad de 
constancia alguna en los autos. 


Aditivo: inciso primero: "En los casos que se notifi- 
ca a la oficina ...". 


Modificativo: inciso segundo: Se elimina. 


Artículo 72. (Régimen complementario).- En todos 
los casos no contemplados en el presente Código se 
aplicarán en lo pertinente las disposiciones del Códi- 
go de Proceso Penal. 


Modificativo: "... Código de Proceso Penal". 


Artículo 75. (Derecho a la filiación).- Todo niño y 
adolescente tiene derecho a saber quiénes son sus 
padres con excepción, en cuanto al padre se refiere, 
si es el fruto de técnicas de reproducción humana 
asistida. 


Aditivo: "... con excepción, en cuanto al padre se 
refiere, si el niño es el fruto de técnicas de reproduc- 
ción humana asistida". 


Artículo 79. (Inscripción de los hijos). 


Numeral 39): Si se desconoce la identidad de los 
padres de un niño, el mismo será inscripto con dos 
apellidos... 


Observación: ¿por quién será inscripto? 


Artículo 88: observación: No se aclaran los con- 
ceptos de tenencia y guarda. 


Artículo 103: Desmedida extensión de los obliga- 
dos a prestar alimentos. 


Artículos (ej.) artículos 136, 137: Hay una general 
indeterminación de las partes en varios artículos que 
establecen el proceso extraordinario. 


Artículo 158. (Edad de admisión).- Fíjase en quin- 
ce años la edad mínima que se admitirá en los ado- 
lescentes que trabajen en empleos públicos o priva- 
dos, en todos los sectores de la actividad económica, 
salvo las excepciones y autorizaciones especialmente 
establecidas en los artículos siguientes. 


Aditivo: "... y autorizaciones ...". 


Artículo 166 inciso segundo: El producido de las 
multas ¿a dónde va? Actualmente son para el 
INAME. 
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Artículo 169. (Responsabilidad de los padres o 
responsables).- Observación: se trata de una respon- 
sabilidad objetiva y el peligro para la salud moral del 
niño o adolescente será abstracto. 


Consejo Nacional Honorario de los Derechos del 
Niño y del Adolescente: 


Artículos 204 a 210: no se percibe claramente 
cuáles son sus funciones en la medida que son par- 
cialmente las mismas que la ley le atribuye al INAME. 


Observación: ¿cuáles son sus funciones? 


Artículo 225. (Instituto del Niño y el Adolescente 
del Uruguay).- Desde la publicación oficial del pre- 
sente Código, se incluirá en el texto la denominación 
del Instituto del Niño y del Adolescente del Uruguay 
(INAU). 


Observación: en el texto se menciona al INAME 
como tal, pero en este artículo se le cambia el nom- 
bre. 


Infracciones: 


En la enumeración de las infracciones gravísimas 
(numeral 9%) del artículo 30), sería conveniente de- 
terminar el mínimo y el máximo de pena alternativa- 
mente, como en el artículo 27 y no copulativamente 
ya que no hay delitos que reúnan ambas condiciones. 


Al medir la responsabilidad deben tenerse en 
cuenta principios de proporcionalidad y la condición 
del agente de ser en desarrollo. 


No está en claro la competencia en materia de de- 
litos no comprendidos por la definición de "infracción 
penal a los efectos de esta ley" cometidos por adoles- 
centes. 


Generales: 


Artículos 1%, 10, 76 y 102: Sigue el criterio de re- 
gular los institutos exclusivamente en los aspectos 
relativos a la minoridad y se llama "de la niñez y de la 
adolescencia" pero incorpora normas referentes a 
"adultos con capacidad diferente". 


Montevideo, 17 de agosto de 2000. 


NAHUM  BERGSTEIN, Representante 
por Montevideo". 


Anexo V al 
Rep. N? 22 


"TEXTO DE LAS ENMIENDAS 
Artículo 141. (Adoptantes).- 


1. Podrán solicitarla los cónyuges, mayores de 
veinticinco años, con quince años más que el niño o 


el adolescente y que lo hubieran tenido bajo su guar- 
da o tenencia por un término no inferior a un año, que 
computen por lo menos cuatro años de matrimonio, 
pudiéndose considerar en su caso el tiempo de con- 
cubinato previo al mismo, siempre que aquél hubiera 
sido estable, singular y público, compartiendo la vida 
en común. 


Por motivo fundado y expreso, el Tribunal podrá 
otorgarla aun cuando alguno de los cónyuges o am- 
bos no alcanzaren tal diferencia de edad con el 
adoptado reduciéndola hasta un límite que admita ra- 
zonablemente que éste puede ser hijo de los adop- 
tantes o, en casos excepcionales, y si no mediare 
oposición del Ministerio Público, a pesar de que uno o 
los dos cónyuges no fueren mayores de veinticinco 
años de edad o no completaren los cuatro años de 
matrimonio a que refiere el inciso anterior. 


2. También podrán efectuarla el viudo o la viuda y 
los esposos divorciados siempre que medie la con- 
formidad de ambos y cuando la guarda o tenencia del 
niño o el adolescente hubiera comenzado durante el 
matrimonio y se completara después de la disolución 
de éste. 


3. También podrán solicitarla toda persona cual- 
quiera sea su estado civil, mayor de veinticinco años, 
siempre que tenga por lo menos quince años más 
que el adoptado. 


4. No es obstáculo para la adopción plena la exis- 
tencia de una previa adopción simple realizada por 
los mismos peticionantes. 


Artículo 142. (Procedimiento).- 


La adopción plena deberá ser promovida ante el 
Juzgado Letrado de Familia del domicilio del adop- 
tante. 


Se seguirá el procedimiento voluntario previsto en 
los artículos 402 y siguientes del Código General del 
Proceso. Se deberá designar curador "ad-litem" a to- 
dos los efectos. 


2. En caso de oposición a la adopción plena el 
proceso será contencioso. Se aplicarán las normas 
del Código General del Proceso referidas al proceso 
extraordinario (artículos 346 y siguientes). 


El Juez diligenciará las pruebas ofrecidas y las 
que juzgue convenientes interrogando a los peticio- 
nantes y al niño o al adolescente en su caso. 


3. La tramitación será reservada en cuanto a ter- 
ceros, no así respecto al niño o el adolescente intere- 
sado quien tendrá derecho a acceder al expediente y 
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a sus antecedentes cuando tuviere doce años de 
edad o más. 


4. Previamente al dictado de la sentencia, el Juez 
deberá solicitar al Instituto Nacional del Menor su opi- 
nión sobre las condiciones personales del o de los 
adoptantes, su estabilidad familiar y toda otra cir- 
cunstancia que permita fundar su criterio para acon- 
sejar la conveniencia de la adopción plena en el caso. 


Será oído asimismo preceptivamente el Ministerio 
Público. 


Artículo 144. (Sentencia).- 


Con el testimonio de la sentencia ejecutoriada que 
autorice la adopción plena, la parte solicitante efec- 
tuará la inscripción del niño o el adolescente en la Di- 
rección General del Registro de Estado Civil como 
hijo natural inscripto fuera de término. En la partida 
correspondiente no se hará mención alguna del juicio 
y su texto será el corriente en dicho instrumento. Se 
realizará también la anotación pertinente en la libreta 
de organización de la familia de modo idéntico a la de 
los hijos legítimos. El testimonio de la sentencia se 
archivará en forma, dejándose constancia de haberse 
efectuado la inscripción mencionada. Toda la tramita- 
ción y la expedición de partidas será gratuita. 


Artículo 145. (Efectos).- 


1. Realizada la adopción plena, caducarán los vín- 
culos de filiación anterior del niño o el adolescente a 
todos sus efectos, con excepción de los impedimen- 
tos previstos en el artículo 91 del Código Civil. 


Deberá hacerse constar dicha caducidad en el 
acta de inscripción original del niño o el adolescente. 


2. La adopción plena es irrevocable, aunque pos- 
teriormente nazcan hijos propios de uno o de ambos 
de los adoptantes plenos. 


La adopción plena tendrá efectos constitutivos so- 
bre el estado civil del niño o el adolescente objeto de 
la misma, quien se reputará en adelante, con los 
mismos derechos y deberes que si hubiera nacido del 
matrimonio adoptante pleno o de la persona adop- 
tante plena. 


Montevideo, 16 de agosto de 2000. 


RICARDO MOLINELLI, Representante 
por Paysandú". 

Anexo VI al 

Rep. N? 22 


"TEXTO DE LAS ENMIENDAS 


Artículo 27. (Hechos calificados por la ley como 
delitos).- A los efectos de este Código se considera- 


rán solo las infracciones previstas por la ley como de- 
litos, cuya pena mínima sea mayor a un año de pri- 
sión y cuyo máximo sea superior a los tres años de 
penitenciaría. 


Justificación: En materia de menores infractores, 
lo mejor es no innovar respecto al Derecho Penal, 
pues se ha optado por mantener intocado el límite de 
los dieciocho años como edad a partir de la cual co- 
mienza la imputabilidad penal. 


Como los menores de dieciocho años están fuera 
del Derecho Penal, en vez de delitos el término que 
se usa en general internacionalmente es el de "he- 
chos tipificados por la ley como delitos". 


El artículo 27 del proyecto es engorroso y genera 
dificultades para su interpretación. 


La modificación propuesta no distingue entre los 
hechos consumados y los tentados, así como se 
aparta de la exclusión de los delitos culposos y del 
establecimiento de diferencias en la coparticipación, 
todo lo que complica la definición de los alcances de 
la disposición. 


Por otra parte, la nueva redacción incluiría el co- 
pamiento, que quedó inadvertidamente afuera y todos 
los demás delitos graves. 


Se propone también la eliminación del artículo 29 
porque no agrega nada y porque está abiertamente 
superada la clásica relación causal por el moderno 
concepto de imputación objetiva. 


Asimismo, la responsabilidad en base al elemento 
subjetivo está consagrada como principio inamovible 
del Derecho Penal Liberal. 


Artículo 30. (Clases de infracciones).- Son infrac- 
ciones gravísimas las conductas homicidas y todos 
los hechos calificados por la ley como delitos que 
tengan una pena mínima de penitenciaría. 


También serán consideradas infracciones gravísi- 
mas las contenidas en la Ley N* 17.016, de 22 de 
octubre de 1998 (Estupefacientes) y la privación de li- 
bertad en todas sus formas, incluido el rapto. 


Justificación: El artículo 30 del proyecto expresa 
figuras taxativas pero luego, en el numeral 9*) relativi- 
za el criterio adoptado hasta allí. 


Montevideo, 29 de agosto de 2000. 


RONALD PAIS, Representante por 
Montevideo, RUBEN H. DÍAZ, Repre- 
sentante por Montevideo". 
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Anexo VII al 
Rep. N? 22 


"TEXTO DE LAS ENMIENDAS 


Artículo 12.- Sustitúyese el artículo 34 del Código 
Penal, por el siguiente: 


"ARTÍCULO 34. (Minoría de edad).- No es imputa- 
ble el que ejecuta el hecho antes de haber cumpli- 
do la edad de dieciocho años, sin perjuicio de lo 
dispuesto en los artículos ... y siguientes del Códi- 
go de la Niñez y la Adolescencia". 


Artículo 22.- Si se tratare de imputados menores 
de dieciocho años y mayores de dieciséis años, y la 
conducta atribuida fuere de las que el presente Códi- 
go califica como infracciones gravísimas a la Ley Pe- 
nal (artículo 30), el Juez Letrado de Menores compe- 
tente, debidamente asesorado e ilustrado por los in- 
formes periciales psicológicos, psiquiátricos y crimi- 
nológicos que solicitará al Instituto Técnico Forense, 
al Instituto Nacional de Criminología, o cualquier otro 
que estimare de conocimiento conveniente, previo 
dictamen del Ministerio Público, deberá pronunciarse 
respecto de si el menor, al momento de cometer el 
hecho que se le imputa, actuó con discernimiento. 


En la misma resolución en la que dispone los in- 
formes periciales, el Juez deberá pronunciarse acerca 
de la situación y régimen provisional del menor. 


Artículo 3*.- Si el pronunciamiento respecto de la 
imputabilidad del menor fuere afirmativo, la Sede de 
Menores remitirá de oficio la totalidad de las actua- 
ciones cumplidas al Juzgado Letrado en lo Penal que 
por turno corresponda, el que asumirá competencia. 
En caso contrario, el menor permanecerá a disposi- 
ción del Juez Letrado de Menores, sujeto a la norma- 
tiva prevista en el presente Código. 


La resolución será apelable, con efecto suspensi- 
vo, dentro del plazo de cinco días hábiles, sustan- 
ciándose el recurso con un traslado por igual término 
a la otra parte. 


Artículo 4*.- Los delitos cometidos por menores 
de dieciocho años y mayores de dieciséis años so- 
metidos a la Justicia Penal en virtud de lo dispuesto 
en los artículos 1%, 2? y 3? de la presente ley, serán 
castigados con la tercera parte a la mitad de la pena 
correspondiente al tipo delictual incriminado, según 
las circunstancias alteratorias concurrentes. 


Artículo 5*.- Facúltase al Poder Ejecutivo a 
adoptar, con carácter urgente, las medidas que esti- 
me pertinentes a fin de que la reclusión de los meno- 
res de dieciocho años y mayores de dieciséis años, 


procesados o condenados por la Justicia Penal, se 
cumpla separadamente y evitando el contacto con los 
reclusos mayores de edad. 


Montevideo, 28 de agosto de 2000. 


RUBEN H. DÍAZ, Representante por 
Montevideo, JUAN JUSTO AMARO 
CEDRÉS, Representante por Florida, 


JUAN MÁSPOLI BIANCHI, Repre- 
sentante por Flores". 

Anexo VIII al 

Rep. N? 22 


"TEXTO DE LAS ENMIENDAS 


Artículo 12. (Ámbito de aplicación).- El Código de 
la Niñez y la Adolescencia es de aplicación a todos 
los seres humanos menores de dieciocho años de 
edad. Igualmente, es aplicable por encima de ese lí- 
mite, en aquellos casos especialmente previstos en la 
ley. 


A efectos de la aplicación del presente Código, se 
entiende por niño a todo ser humano hasta los doce 
años de edad y por adolescente a los mayores de do- 
ce y menores de dieciocho años de edad. 


Siempre que el presente Código se refiere a niños 
y adolescentes se refiere a ambos géneros. 


Artículo 81. (Capacidad de los padres para reco- 
nocer a sus hijos).- La madre puede, cualquiera fuera 
su edad, reconocer a su hijo. El padre debe tener ca- 
torce años de edad para poder hacerlo. 


En los casos de padres niños o adolescentes no 
casados, el Juez decidirá a quién se le atribuyen los 
derechos y deberes inherentes a la tutela, otorgando 
preferencia a los abuelos que convivan con el padre 
que reconoce y el reconocido. 


Previo a todas las decisiones a que refiere el inci- 
so segundo del presente artículo que requieran auto- 
rización judicial, se deberá oír al padre o a la madre 
que haya reconocido al hijo y que aún no tenga die- 
ciocho años cumplidos de edad. 


La patria potestad será ejercida en forma plena 
por ambos padres, a partir de que éstos cumplan die- 
ciocho años. 


Artículo 83. (Voluntad del hijo).- Cuando el hijo 
fuera reconocido luego de haber cumplido doce años 
de edad, tiene derecho a expresar en forma, ante el 
Oficial de la Dirección General del Registro de Estado 
Civil, su voluntad de seguir usando los apellidos con 
los que hasta entonces era identificado. Dicha expre- 
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sión de voluntad será anotada al margen de su parti- 
da de nacimiento. 


En cuanto al nombre se seguirá el régimen pre- 
visto en el Código Civil rigiéndose su ejercicio por las 
disposiciones generales. 


Artículo 135. (Efectos).- El adoptado continúa 
perteneciendo a su familia natural donde conserva to- 
dos sus derechos. 


1) En caso de interdicción, de ausencia compro- 
bada judicialmente, de muerte del adoptante, o 
de revocación de la adopción, durante la mino- 
ría de edad del adoptado, se dará conocimiento 
al Juez del domicilio real del menor, que dis- 
pondrá lo que más le convenga al niño o ado- 
lescente: el reintegro a su familia de origen o la 
entrega a otra familia sustituta. 


2) La adopción solo establece relaciones jurídicas 
entre el adoptado y el adoptante y no entre 
cualquiera de ellos y la familia del otro. 


3) La adopción produce los siguientes efectos: 


A) Obligación recíproca de respeto entre el 
adoptante y el adoptado. 


B) Obligación de prestarse alimentos como 
primeros obligados. 


Artículo 224.- Derógase el artículo 174 del Código 
Civil y todas las demás disposiciones que se opongan 
al presente Código. 


Montevideo, 21 de agosto de 2000. 


JORGE BARRERA, Representante por 
Montevideo, GABRIEL PAIS, Repre- 
sentante por Montevideo, ALEXIS 
GUYNOT DE BOISMENU, Repre- 
sentante por Montevideo, ALEJO 
FERNÁNDEZ CHAVES, Represen- 
tante por Maldonado". 


Anexo IX al 
Rep. N? 22 
"TEXTO DE LAS ENMIENDAS 


Artículo 12. (Ámbito de aplicación).- El Código de 
la Niñez y la Adolescencia es de aplicación a todos 
los seres humanos menores de dieciocho años de 
edad. 


Artículo 7?. (Concurrencia para la efectividad y la 
protección de los derechos de los niños y los adoles- 
centes).- 


1) La efectividad y protección de los derechos de 
los niños y los adolescentes es corresponsabi- 
lidad, en primer lugar, de los padres o tutores, 
así como también de la familia, la comunidad y 
el Estado. 


2) El Estado deberá actuar en las tareas de 
orientación y fijación de las políticas generales 
aplicables a las distintas áreas vinculadas a la 
niñez y la adolescencia y a la familia, coordi- 
nando las actividades públicas y privadas que 
se cumplen en tales áreas. 


3) En casos de insuficiencia, defecto o imposibili- 
dad de los padres y demás obligados, el Esta- 
do deberá actuar preceptivamente, desarro- 
llando todas las actividades integrativas, com- 
plementarias o supletivas que sean necesarias 
para garantizar adecuadamente el goce y ejer- 
cicio de los derechos de los niños y los adoles- 
centes. 


Artículo 17. (De los deberes de los niños y ado- 
lescentes).- Todo niño y adolescente tiene el deber de 
mantener una actitud de respeto en la vida de rela- 
ción familiar, educativa y social, así como de emplear 
sus energías físicas e intelectuales en la adquisición 
de conocimientos y desarrollo de sus habilidades y 
aptitudes. Especialmente deberán: 


A) Respetar y obedecer a sus padres o responsa- 
bles, siempre que sus órdenes no lesionen sus 
derechos o contravengan las leyes. 


B) Cuidar, en la medida de sus posibilidades, a 
sus ascendientes en su enfermedad y anciani- 
dad. 


C) Respetar los derechos, ideas y creencias de los 
demás. 


D) Respetar el orden jurídico. 
E) Conservar el medio ambiente. 


F) Prestar, en la medida de sus posibilidades, el 
servicio social o ayuda comunitaria, cuando las 
circunstancias así lo exijan. 


G) Cuidar y respetar su vida y su salud. 


Artículo 24. (Competencia de urgencia).- La Su- 
prema Corte de Justicia asignará, por lo menos, a 
cuatro Juzgados Letrados de Familia en Montevideo y 
a los Juzgados Letrados de Primera Instancia del in- 
terior de la República, competencia de urgencia, para 
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atender en forma permanente todos los asuntos que 
requieran intervención inmediata, sin perjuicio cuando 
fuere necesario, del uso de las facultades que otorga 
a los Jueces de Paz del interior el artículo 379 de la 
Ley N* 16.320, de 1* de noviembre. 


Se entenderá por asuntos que requieran interven- 
ción inmediata, todos aquellos en que exista riesgo de 
lesión o frustración de un derecho del niño o del ado- 
lescente, con excepción de las infracciones de ado- 
lescentes a la ley penal. 


Tomadas las primeras medidas en salvaguarda de 
los derechos, los derivarán al Juzgado que corres- 
ponda. La Suprema Corte de Justicia propenderá a 
que los Juzgados cuenten con la asistencia perma- 
nente de asistente social, psicólogo y psiquiatra del 
Poder Judicial u otros profesionales de dicho Poder, 
cuyo asesoramiento podrá serles requerido por el 
Juez. 


La Defensoría de Oficio de Familia establecerá un 
régimen de turnos de Defensores de Oficio, para que 
actúen en dichos Juzgados, a efectos de asistir a las 
personas que se presenten ante el mismo. 


Asimismo, se establecerá un régimen de turnos 
para asegurar la presencia del Ministerio Público y 
Fiscal. 


Artículo 49. (Duración de las medidas de priva- 
ción de libertad).- La medida de privación de libertad 
tendrá una duración máxima de cinco años. 


En ningún caso el adolescente que al llegar a los 
dieciocho años permanece sujeto a medidas, cumpli- 
rá lo que le resta en establecimientos destinados a los 
adultos. 


En situaciones de peligrosidad manifiesta, se 
adoptarán las medidas que fueren compatibles con la 
seguridad de la población y los intentos para recupe- 
rar al infractor. 


Artículo 86. (Facultades del Juez de Familia).- En 
caso de no existir acuerdo de los padres, el Juez re- 
solverá, teniendo en cuenta las siguientes recomen- 
daciones: 


A) El hijo deberá permanecer con el padre o la 
madre con quien convivió voluntariamente el 
mayor tiempo, siempre que lo favorezca. 


B) Preferir a la madre cuando el niño sea menor 
de dos años, siempre que no sea perjudicial 
para él. 


C) Bajo su más seria responsabilidad funcional, el 
Juez siempre deberá oír y tener en cuenta la 
opinión del niño o del adolescente. 


Artículo 100. (De la vigencia de la prestación ali- 
mentaria).- La prestación alimentaria se debe desde 
la interposición de la demanda. Igual criterio se segui- 
rá en el supuesto de aumento de la prestación. 


Tratándose de reducción de alimentos, la senten- 
cia surtirá efecto desde que quede ejecutoriada, salvo 
que el Juez apreciando circunstancias del caso dis- 
ponga que se aplique desde la interposición de la 
demanda. 


La convenida extrajudicialmente, se debe desde la 
fecha pactada. 


Artículo 108. (Extinción de la obligación alimenta- 
ria).- La obligación de alimentos se extingue y su cese 
debe ser judicialmente decretado en los siguientes 
casos: 


1) En las situaciones previstas en el artículo 102 
del presente Código. 


2) Cuando el beneficiario deja de necesitarlos. 


3) Cuando el deudor se halla en imposibilidad de 
servirlos. 


4) Cuando fallece el alimentante, sin perjuicio de 
la asignación forzosa que grava la masa de la 
herencia. 


5) Cuando fallece el alimentario, en cuyo caso la 
obligación se extiende a los gastos funerarios, 
siempre que no puedan cubrirse de otra mane- 
ra. 


Se tramitarán por el procedimiento establecido en 
los artículos 346 y 347 del Código General del 
Proceso. 


Artículo 118. (Primeras diligencias).- El Juez que 
tiene conocimiento, por cualquier medio, que un niño 
o un adolescente se encuentra en la situación pre- 
vista en el artículo anterior, tomará las más urgentes 
e imprescindibles medidas, debiéndose proceder a 
continuación conforme lo estatuye el artículo 321 del 
Código General del Proceso. 


Salvo imposibilidad, tomará declaración al niño o 
al adolescente, en presencia del Defensor que se le 
proveerá en el acto y de sus padres o responsables, 
si los tuviere, y recabará los informes técnicos corres- 
pondientes. 


El Ministerio Público deberá ser oído preceptiva- 
mente, quien intervendrá en favor del efectivo respeto 
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a los derechos y garantías, reconocidos a los niños y 
los adolescentes, debiéndose pronunciar en el plazo 
de tres días. 


Artículo 133. (Adoptantes).- 


1) 


2 


La adopción se permite a toda persona mayor 
de veinticinco años, cualquiera sea su estado 
civil, y siempre que tenga por lo menos quince 
años más que el adoptado y hubiera tenido al 
niño o al adolescente a su cargo por el mínimo 
de un año. 


El tutor no puede adoptar al niño o al adoles- 
cente hasta que hayan sido aprobadas judi- 
cialmente las cuentas del cargo. 


Nadie puede ser adoptado por más de una per- 
sona, a no ser por dos cónyuges que tengan 
por lo menos un año de matrimonio y que hu- 
bieran tenido al niño o al adolescente a su car- 
go por el mismo tiempo. 


Si no se computara el año de matrimonio, pe- 
ro hubiera existido durante dicho lapso un con- 
cubinato estable que culminó en matrimonio, se 
incluirá a los efectos de la tenencia, el período 
de la unión libre. 


Por motivo fundado y expreso, el Tribunal po- 
drá otorgar la adopción aun cuando alguno de 
los cónyuges o ambos no alcanzaren la dife- 
rencia de edad con el adoptado, reduciéndola 
hasta un límite que admita razonablemente que 
éste puede ser hijo de los adoptantes, a juicio 
del Instituto Nacional del Menor. 


Ninguno de los cónyuges puede adoptar sin el 
consentimiento expreso del otro, salvo que es- 
tuviere impedido de manifestar su voluntad o 
que exista sentencia de separación de cuerpos. 


Se permitirá la adopción por parte del padrastro 
o madrastra del hijo legítimo o natural recono- 
cido del otro cónyuge. 


Realizada la adopción, la separación o divorcio 
ulterior de los cónyuges no los exime de sus 
obligaciones para con el adoptado menor de 
edad. 


Artículo 134. (Adoptados).- 


1) 


2) 


Puede ser adoptado todo niño o adolescente, 
cuyo consentimiento será recabado conforme a 
las normas establecidas en el presente Código. 


Cuando el adoptado sea demente o sordomudo 
que no pueda darse a entender por escrito, 


prestarán el consentimiento sus representantes 
legales. 


Si se trata de un niño o un adolescente someti- 
do a patria potestad, será necesario el consen- 
timiento de quien o quienes se encuentren en 
su ejercicio. También se podrá realizar con in- 
tervención de escribano público. 


El consentimiento para la adopción será 
prestado ante el Juez Letrado de Familia del 
domicilio de los adoptantes, compareciendo 
personalmente ante aquél. 


Los padres que consienten en la adopción 
perderán la patria potestad sobre el niño o el 
adolescente, la que pasará al adoptante. 


El procedimiento se regirá por lo establecido 
en los artículos 346 y 347 del Código General 
del Proceso. 


Artículo 136. (Revocación).- 


1) 


La adopción podrá revocarse por motivos gra- 
ves. La misma podrá solicitarse tanto por el 
adoptante como por el adoptado o quien lo re- 
presente, o el Ministerio Público ante el Juez de 
Familia correspondiente. 


La revocación hará cesar para el futuro los 
efectos de la adopción, lo que se comunicará a 
la Dirección General del Registro de Estado Ci- 
vil a los efectos pertinentes. 


Se procederá de acuerdo a lo establecido en 
los artículos 346 y 347 del Código General 
del Proceso. 


Artículo 137. (Procedimiento).- 


1) 


Las pretensiones de adopción, así como todas 
las reclamaciones relacionadas con las mis- 
mas, se tramitarán ante el Juzgado Letrado de 
Familia del domicilio del adoptante mediante el 
proceso voluntario (artículos 402 y siguientes 
del Código General del Proceso) con inter- 
vención preceptiva del Ministerio Público. 


Los interesados a que refiere el artículo 403.2 
del Código General del Proceso son los pa- 
dres y abuelos del niño o adolescente, los que 
serán citados personalmente o por edictos si no 
se conociera su domicilio. 


En caso de oposición por parte de uno de los 
mencionados, el proceso será contencioso 
aplicándose las normas del Código General del 
Proceso correspondientes al proceso extraordi- 
nario (artículos 346 y siguientes). 
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Previo al pronunciamiento, admitiendo o denegan- 
do la adopción el Juzgado interviniente deberá solici- 
tar al Instituto Nacional del Menor, una evaluación so- 
bre las condiciones personales del o de los adoptan- 
tes, su estabilidad familiar y las demás circunstancias 
que permitan fundamentar su criterio, para aconsejar 
la conveniencia o no de la adopción en el caso. 


La sentencia que admite la adopción será comuni- 
cada a la Dirección General del Registro de Estado 
Civil, Intendencia Municipal correspondiente y Direc- 
ción Nacional de Identificación Civil, a efectos de la 
anotación pertinente en la partida del niño o del ado- 
lescente. 


En todos los casos, se deberá tener en cuenta la 
opinión del niño o del adolescente adoptado. 


Artículo 142. (Procedimiento).- 


1) La adopción plena deberá ser promovida ante 
el Juzgado Letrado de Familia del domicilio del 
adoptante. 


Se seguirá el procedimiento voluntario pre- 
visto en los artículos 402 y siguientes del 
Código General del Proceso. 


2) En caso de oposición a la adopción plena el 
proceso será contencioso. Se aplicarán las 
normas del Código General del Proceso referi- 
das al proceso extraordinario (artículos 346 y 
siguientes). 


El Juez diligenciará las pruebas ofrecidas y 
las que juzgue convenientes interrogando a los 
peticionantes y al niño o al adolescente en su 
caso. 


3) La tramitación será reservada en cuanto a ter- 
ceros, no así respecto al niño o al adolescente 
interesado quien tendrá derecho a acceder al 
expediente y a sus antecedentes cuando tuvie- 
re doce años de edad o más. 


4) Previamente al dictado de la sentencia, si a jui- 
cio del Juez de la causa, la prueba diligenciada 
durante el proceso no fuere suficiente podrá 
solicitar al Instituto Nacional del Menor su opi- 
nión sobre las condiciones personales de los 
adoptantes, su estabilidad familiar y toda otra 
circunstancia que permita fundar su criterio pa- 
ra aconsejar la conveniencia de la adopción 
plena en el caso. 


Será oído asimismo preceptivamente el Mi- 
nisterio Público. 


Artículo 167. (Competencia).- Serán competentes 
para entender en las infracciones previstas en el ar- 
tículo anterior, los Jueces Letrados de Familia de la 
capital y en el interior del país, los que la Suprema 
Corte de Justicia determine según su superintenden- 
cia constitucional, quienes actuarán siguiendo el pro- 
cedimiento extraordinario previsto en el Código Gene- 
ral del Proceso. Será oído preceptivamente el Ministe- 
rio Público. 


Artículo 182. (Competencia).- Serán competen- 
tes, para entender en la aplicación de las infraccio- 
nes, los Jueces Letrados de Familia en Montevideo, y 
los Jueces con competencia penal en el interior del 
país, quienes actuarán siguiendo el procedimiento 
extraordinario previsto por el Código General del Pro- 
ceso. 


Será oído preceptivamente el Ministerio Público. 


Artículo 183. (Recurribilidad).- La sentencia podrá 
ser apelada ante el Tribunal de Apelaciones respecti- 
vo, cuya decisión hará cosa juzgada. 


Artículo 186. (Autorizaciones).- Los niños y los 
adolescentes que viajen solos o en compañía de ter- 
ceros, fuera del país, necesitan el consentimiento de 
ambos padres, o del representante legal y a falta de 
éste, del Juez de Familia. 


En caso de separación o divorcio, se requerirá la 
autorización de ambos padres. Si se planteara con- 
flicto para el consentimiento, lo resolverá el Juez Le- 
trado de Familia, quien fijará la duración de la estadía. 


Se seguirán los trámites del proceso incidental se- 
gún lo dispone el Código General del Proceso, oyén- 
dose preceptivamente al Ministerio Público. 


No tendrá efecto suspensivo la apelación contra la 
sentencia de primera instancia que decretó la autori- 
zación para viajar. 


Artículo 187. (Adoptados).- Los niños y los ado- 
lescentes adoptados por matrimonios extranjeros en 
régimen de adopción simple, necesitan la autorización 
del Juez Letrado de Familia, aun cuando viajen con 
sus padres, la que se tramitará según las normas del 
proceso voluntario (artículos 402 y siguientes del 
Código General del Proceso). 


Montevideo, 29 de agosto de 2000. 


JUAN MÁSPOLI BIANCHI, Represen- 
tante por Flores, JORGE BARRERA, 
Representante por Montevideo, 
ALEJO FERNÁNDEZ CHAVES, Re- 
presentante por Maldonado". 
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Anexo X al 
Rep. N? 22 


"TEXTO DE LAS ENMIENDAS 
Artículo 79. (Inscripción de los hijos).- 


1) El niño inscripto por el padre, llevará como pri- 
mer apellido el de éste, seguido del que surja 
de aquella acreditada como su madre. 


2) A falta de inscripción por el padre, llevará los 
apellidos de su madre biológica. Si la madre 
no tuviere segundo apellido, el niño llevará 
como primer apellido el de su madre bioló- 
gica seguido de un apellido de uso común. 


3) Si se desconoce la identidad de los padres de 
un niño, el mismo será inscripto con dos apelli- 
dos de uso común, por el Oficial de la Dirección 
General del Registro de Estado Civil. 


4) Los apellidos de uso común, serán sustituidos 
por el del padre o la madre que reconozca su 
hijo, o sean declarados tales por sentencia ju- 
dicial, siempre que dicha sustitución a juicio 
del interesado o su representante legal no 
afecte su identidad. 


5) Si la inscripción la efectuaren familiares del ni- 
ño, la determinación del o de los apellidos de 
uso común la harán éstos. 


6) En caso de adopción plena los apellidos del ni- 
ño o del adolescente adoptado, serán sustitui- 
dos por los de los adoptantes. 


En caso de adopción simple, el o los apellidos 
del niño o del adolescente serán sustituidos por 
los de los adoptantes, o si se tratara de un 
adoptante por el paterno de éste, dejando el 
segundo a elección del adoptado o, en caso de 
no ser ésta posible, asignándosele uno de uso 
común. 


No obstante, adoptante y adoptado podrán 
acordar que el adoptado conserve su apellido 
paterno o materno de origen como primer ape- 
llido, agregándose el primer apellido del adop- 
tante o de alguno de los adoptantes. 


En la sentencia, deberá dejarse constancia de 
la decisión respecto de los apellidos del adop- 
tado. 


Artículo 80.- 


Se entiende como relativa la presunción que surge 
del artículo 214 del Código Civil, encontrándose 
también legitimados para ejercer la acción de desco- 


nocimiento de paternidad legítima, la madre, el padre 
biológico y el hijo de cuya filiación se trata. 


Artículo 87. (Tenencia por terceros).- 


1) La tenencia de un niño o un adolescente 
puede solicitarla cualquier interesado, 
siempre que ello tenga como finalidad el 
desarrollo integral del niño o del adolescen- 
te. El Juez de Familia competente bajo la 
más seria responsabilidad funcional, deberá 
evaluar el entorno familiar ofrecido por el in- 
teresado. 


2) La persona que ejerce la tenencia de un niño o 
un adolescente está obligada a brindarle la 
protección y los cuidados necesarios para su 
desarrollo integral. 


3) La persona que no se sienta capacitada para 
proseguir con la tenencia, deberá ponerlo en 
conocimiento del Juez de Familia, quien resol- 
verá la situación de éste. 


Artículo 91. (Incumplimiento en permitir las visi- 
tas).- 


La parte que está obligada a permitir las visitas o 
entregar al niño o al adolescente de acuerdo al régi- 
men establecido, y se negara en forma inmotivada, 
habilitará a que la otra parte acuda personalmente 
ante el Juez de Familia de Urgencia o quien haga sus 
veces en donde éste no exista, el cual podrá dispo- 
ner de inmediato la comparecencia de la parte in- 
cumplidora, siendo notificada por la Policía. En caso 
de incomparecencia, podrá ser conducida por la fuer- 
za pública, si así lo dispusiere el Juez. 


El Juez de Familia de Urgencia o quien haga sus 
veces, escuchará a ambas partes y de ser inmotivada 
la reticencia de la parte obligada a permitir las visitas, 
dispondrá -apreciando las circunstancias del caso, 
la edad y especialmente los intereses del menor o 
adolescente- la entrega del mismo a la parte que lo 
reclama, la cual deberá reintegrarlo según lo acorda- 
do, salvo que el Juez de Familia entienda que deberá 
conservarlo el solicitante, hasta tanto resuelva el Juez 
de la causa. 


Artículo 110. (Concepto de ingresos).- 


A los efectos del presente Código, se entiende por 
sueldo o haberes, todo ingreso de cualquier naturale- 
za, periódico o no, que se origine en la relación labo- 
ral, arrendamiento de obras o de servicios o derive de 
la seguridad social. No se computarán por ingresos, a 
los efectos de la pensión alimenticia, lo que perciba el 
alimentante por concepto de viáticos sujetos a ren- 
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dición de cuentas. El viático "fortfaire" se compu- 
tará a efectos de la pensión alimenticia en un 25%. 


Quedan asimilados a lo dispuesto en el inciso an- 
terior, los ingresos provenientes de retiros periódicos 
por concepto de utilidades, beneficios o ganancias, 
pago de intereses o dividendos. En general, todo lo 
que perciba el deudor de alimentos por su trabajo o 
su capital. 


Montevideo, 29 de agosto de 2000. 


JORGE BARRERA, Representante por 
Montevideo, JOSÉ AMORÍN BATLLE, 
Representante por Montevideo, JUAN 
MÁSPOLI BIANCHI, Representante 
por Flores, EDUARDO CHIESA 
BORDAHANDY, Representante por 
Canelones, RUBEN CARMINATTI, 
Representante por Río Negro, 
DANIEL BIANCHI, Representante por 
Colonia, ALEXIS GUYNOT de 
BOISMENU, Representante por 
Montevideo". 


Anexo XI al 
Rep. N? 22 


"TEXTOS DE LAS ENMIENDAS 
CAPÍTULO I1 


Artículo 9*.- Todo niño y adolescente tiene dere- 
cho intrínseco a la vida, dignidad, libertad, identidad, 
integridad, salud, educación, recreación, descanso, 
cultura, participación, asociación, a los beneficios de 
la seguridad social y a ser tratado en igualdad de 
condiciones cualquiera sea su sexo. 


Artículo 10.- Todo niño y adolescente con capaci- 
dad diferente psíquica, física o sensorial, tiene dere- 
cho a vivir en condiciones que aseguren su participa- 
ción social a través del acceso efectivo especialmente 
a la educación, salud, cultura y trabajo. Este derecho 
se protegerá cualquiera sea la edad de la persona. 


CAPÍTULO Il! 
Artículo 14.- Primer inciso Ídem. 


Agregar después los artículos 18.1 y 18.3 de la 
Convención sobre los Derechos del Niño: 


"El Estado pondrá el máximo empeño en garan- 
tizar el reconocimiento del principio de que am- 
bos padres o sus representantes legales, cuya 
preocupación fundamental será el interés superior 
del niño, tienen obligaciones comunes en lo que 
respecta a su crianza y desarrollo. 


El Estado adoptará todas las medidas apropia- 
das para que los niños cuyos padres trabajen 
tengan derecho a beneficiarse de los servicios e 
instalaciones de guarda de niños para los que 
reúnan las condiciones requeridas. 


El Estado asegurará la aplicación de toda norma 
que dé efectividad a esos derechos". 


Artículo 15.- Agregado al literal D): 


"D) Tratos crueles, inhumanos, degradantes o dis- 
criminatorios". 


Crear un nuevo literal |). 


"1 No cumplimiento de sus progenitores o res- 
ponsables de alimentarlos, cuidar su salud 
y velar por su educación". 


Fundamentación 


Los cambios o aditivos propuestos buscan subsa- 
nar dos carencias: a) el hecho de que el documento 
no haya adoptado el lenguaje no sexista que las Na- 
ciones Unidas propone para todos los documentos 
oficiales de sus Estados Partes (niños y niñas, los y 
las adolescentes) como una forma de evitar resabios 
culturales discriminatorios y b) algunas de las respon- 
sabilidades del Estado que no aparecen claramente 
explicitadas en los siguientes Capítulos. 


CAPÍTULO VI 
Artículo 18.- Aditivo al literal A): 


"A) Promoción social. Deberá asegurarse la pro- 
moción tendiente a favorecer el desarrollo inte- 
gral de todas las potencialidades del niño y del 
adolescente como persona en condición de ser 
en desarrollo, a efectos de procurar su integra- 
ción social en forma activa y responsable como 
ciudadano. Cuidará especialmente la promo- 
ción en equidad de género evitando que se 
generen desigualdades por conceptos dis- 
criminatorios". 


B) Ídem. 
Artículo 20.- Agregar a continuación del texto: 


"Dicha implementación incluirá la provisión de 
personal idóneo". 


Artículo 21.- Modificar el artículo por el siguiente 
texto: 


"ARTÍCULO 21. (Criterio rector).- Es criterio rector 
velar por el desarrollo armónico de los niños y 
adolescentes, según el principio de concurren- 
cia que emerge del artículo 7? de este Código". 
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Artículo 22.- Agregar al literal C): 


"C) Programas integrales y servicios especiales de 
prevención ...”. 


Fundamentación 


Creemos que los aditivos o modificaciones refuer- 
zan los deberes del Estado y de la comunidad ya que 
las referencias de la redacción original parecen algo 
vagas. 


PROPUESTA DE UN ORDENAMIENTO DIFERENTE 


Entendemos que el ordenamiento que se ha dado 
al capitulado del proyecto no es correcto de acuerdo 
al espíritu que propone esta modificación del Código 
del Menor. Si la acentuación que se busca es situar al 
niño y al adolescente como sujeto de derecho, debe- 
rían ordenarse por la importancia correspondiente pa- 
ra el niño, esto es: 


Principio generales. 

Derechos de los niños y adolescentes. 
Deberes del Estado. 

Deberes de los padres y responsables. 
Deberes de los niños y los adolescentes. 


Políticas sociales de promoción y protección a la 
niñez y la adolescencia 


Filiación. 

Alimentos. 

Recién aquí incluiríamos las competencias y 
procedimientos judiciales y luego el resto de los 


capítulos referentes a los derechos amenazados 
de los niños, trabajo, etcétera. 


Nos parece que el ordenamiento dado paga tributo 
al resabio de una cultura que piensa que se está le- 
gislando para el "menor infractor" y no para todos los 
niños. 

CAPÍTULO VII 


Artículo 24.- Se acompañan las propuestas de la 
Comisión redactora. 


Artículo 25.- Se propone sustituir el último inciso: 


"El criterio básico consiste en la promoción del 
desarrollo del niño en el ámbito familiar de 
acuerdo a los principios que emergen del ar- 
tículo 12 de este Código". 


Fundamentación 


Parece una redacción más apropiada con el espí- 
ritu del Código. 


Artículo 26.- Aditivo al primer inciso de compe- 
tencias en familia: 


"El INAME es el órgano administrativo rector en 
materia de políticas de niñez, adolescencia y fa- 
milia, y competente...". 


Sustitución del quinto inciso: 


"El INAME fiscalizará a toda institución privada, 
comunitaria o no gubernamental con la que 
ejecute programas bajo la modalidad de con- 
venios. Dicha fiscalización se realizará por 
personal idóneo y con una periodicidad no 
menor de tres meses". 


Sustitución del sexto inciso: 


"Deberá asimismo incorporar en todos los pro- 
gramas que gestione, en forma directa o en la 
modalidad de convenio, un abordaje que in- 
corpore a los diversos arreglos familiares de 
los niños y los adolescentes". 


El inciso séptimo queda igual. 
Artículo 29.- Agregar un tercer inciso que diga: 


"Cuando un niño cometiere un acto de los ca- 
talogados por este Código como infracciones a 
la ley penal, serán de aplicación en lo pertinen- 
te las normas y garantías previstas en los Capí- 
tulos VII y VIIl del mismo, teniéndose presente 
que en ningún caso podrán adoptarse a su 
respecto medidas socioeducativas privativas 
de libertad". 


Artículo 31 bis.- Agregar el siguiente artículo: 


"(Juicio de culpabilidad).- Se entiende por cul- 
pabilidad la posibilidad del declarado respon- 
sable de comprender el carácter dañoso de la 
infracción cometida y determinarse según su 
verdadera apreciación. Se tendrá especialmen- 
te en cuenta los principios emanados del ar- 
tículo 12 del presente Código y el grado de par- 
ticipación anterior del infractor en el bien jurí- 
dico agredido". 


Artículo 32.- Agregar un literal C): 


"C) Principio de culpabilidad: La responsabilidad 
se graduará -o se descartará en su caso-, 
atendiendo al juicio de culpabilidad". 


Los demás literales se corren correlativamente y 
se agrega un literal N): 


"N) Principio de respuesta específica. La res- 
puesta a la infracción cometida deberá tener 
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en cuenta las diferentes edades en función 
de los principios de autonomía progresiva". 


Agregar un literal O) en sustitución del artículo 43 
del proyecto: 


"O) Prohibición del "Bis in Ídem": Ningún ado- 
lescente debe ser investigado más de una 
vez por un mismo hecho por el cual haya 
sido sometido a proceso en el país o fuera 
de él, aunque se modifique la calificación ju- 
rídica o se afirmen nuevas circunstancias. 


El Juez, al dictar sentencia, solo podrá im- 
poner la aplicación de una de las medidas 
socioeducativas previstas en el Capítulo VII 
del presente Código". 


II. RÉGIMEN PROCESAL 
Artículo 34.- 


Sustitutivos para el numeral 2) Audiencia prelimi- 


nar: 


"2) En los casos de infracciones a la ley pe- 
nal presuntamente cometidas por ado- 
lescentes -y en aquellos casos en que 
esto se justifique- el Juez dispondrá, en 
un plazo que no exceda las veinticuatro 
horas contadas desde el momento de la 
detención, la realización de una audien- 
cia preliminar donde deberán estar pre- 
sentes, bajo la pena de nulidad, el Juez, 
el adolescente, su Defensor y el Ministe- 
rio Público. 


Se procurará la presencia de los padres o 
responsables. En defecto de ello, caso de no 
concurrencia de ninguno de los nombrados an- 
teriormente, se deberá dejar expresa constan- 
cia en autos de las actuaciones practicadas a 
los efectos de lograr su efectiva concurrencia. 


También deberán comparecer la víctima y los 
testigos. 


Los mismos serán interrogados en esta au- 
diencia por el Juez, el Ministerio Público y la 
Defensa acerca de los hechos que se investi- 
gan como sus circunstancias y la identidad de 
los eventuales responsables. 


La Sede deberá tomar todos los recaudos 
adecuados para proteger la integridad y segu- 
ridad física y moral de los anteriormente nom- 
brados sin menoscabo de los fines del proce- 
so. 


Se interrogará a la víctima acerca de su dis- 
posición a someterse a un proceso de media- 
ción. En caso afirmativo, al culminar la audien- 
cia preliminar, y tratándose de las infracciones 
previstas en el inciso final del artículo 30 el 
Juez deberá, previa conformidad del adoles- 
cente imputado, derivar el caso a mediación en 
los términos y con el alcance previsto en el ar- 
tículo 41 del presente Código. 


Tratándose de infracciones gravísimas a la 
ley penal el Juez podrá derivar el caso media- 
ción en los mismos términos previstos en el 
inciso anterior. 


El Juez, previo a interrogar al adolescente 
imputado le hará conocer en términos accesi- 
bles los motivos de la detención y los derechos 
que le asisten, particularmente su derecho a no 
declarar y a designar Defensor de su expresa 
confianza. 


Deberá asimismo interrogarlo acerca del trato 
habido durante la detención previa a la audien- 
cia. 


Numeral 4): Se propone una nueva redacción: 
"4) Al culminar la audiencia preliminar, el Juez: 


A) Decidirá, a petición del Ministerio Públi- 
co, oyendo a la Defensa, luego del deba- 
te, si existen elementos de convicción 
suficiente para imputar al/los adolescen- 
tes sometidos a juicio la comisión de una 
infracción a la ley penal en los términos 
consagrados por éste Código". 


El resto de los literales que se indican se corren 


relativamente continuando igual. 


Numeral 8): Se agrega un inciso al inicio del mis- 


mo. 


"En cualquier momento del proceso el repre- 
sentante del Ministerio Público podrá solicitar 
el sobreseimiento en los términos y con los 
efectos previstos en el Código del Proceso Pe- 
nal. Este podrá producirse a solicitud de la De- 
fensa". 


Se modifica el siguiente inciso: 


"Diligenciada la prueba, los autos pasarán en 
vista al Ministerio Público por un lapso de seis dí- 
as. En caso de deducir acusación, relacionará las 
pruebas ya diligenciadas, analizará los informe 
técnicos presentados y formulará los presupues- 
tos fácticos, jurídicos y técnicos de la imputación 
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debiendo expresarse especialmente, en aten- 
ción al principio de presunción de inocencia, 
acerca de la inexistencia de las circunstancias 
que eximen de la aplicación de medidas so- 
cioeducativas". 


Artículo 41.- Discutible la inclusión de la media- 
ción en el medio del proceso. 


Artículo 42.- 
INAME. 


Se acompaña la propuesta del 


Artículo 59.- Primer inciso, se acompaña la pro- 
puesta del INAME. 


Segundo inciso: Se propone el siguiente aditivo 
al final: 


"El INAME reglamentará el funcionamiento de los 
establecimientos donde se cumplen las medidas 
privativas de libertad de acuerdo a las orienta- 
ciones y principios que surgen de las Reglas 
de las Naciones Unidas para la Protección de 
Menores Privados de Libertad (Riad)". 


Artículo 60.- Literal A), numeral 6) se propone una 
modificación al final: 


"6) A no ser trasladado del centro donde cumple la 
medida educativa sin que se dé cuenta de in- 
mediato al Juez competente. Todo traslado 
deberá ser fundamentado y podrá ser recu- 
rrido"”. 


Artículo 61.- 
INAME. 


Se acompaña la propuesta del 


Artículo 69.- Se cuestiona la procedencia del nu- 
meral 3). La notificación a domicilio es especialmente 
importante en el caso de los responsables del adoles- 
cente. Tampoco acompañamos el privilegio para el 
Ministerio Público. Entendemos que debería eliminar- 
se. 


Artículo 75.- Acompañamos propuesta de la Cá- 
tedra de Derecho de Familia. 


CAPÍTULO IX 


Artículo 76.- Se propone eliminar el segundo in- 
ciso por entender que no corresponde a este Código. 


Artículo 78.- Se propone la discusión sobre la 
oportunidad de cambiar nuestra legislación sobre la 
preeminencia del apellido paterno. Las complicacio- 
nes que esto genera al no utilizarse como primer ape- 
llido el de la madre, y que quedan explicitadas en los 
artículos subsiguientes se reducirían considerable- 
mente si el Uruguay adoptase la modalidad del Brasil 
o de los Estados Unidos. 


Artículo 80.- Se acompañan las modificaciones 
propuestas en este artículo por la Cátedra de Dere- 
cho de Familia y el agregado de otro artículo suple- 
mentario con las modificaciones de los artículos del 
Código Civil. 

Asimismo se acompaña la propuesta para este ar- 
tículo de la Asociación de Escribanos. 


Artículo 81.- Se acompaña las propuestas de la 
Asociación de Escribanos. 


Artículo 82.- Se acompaña la propuesta de la 
Cátedra de Derecho de Familia. 


Artículo 83.- Se propone uniformizar la edad de 
catorce años para todo. 


Artículo 84.- Se acompaña la propuesta de la 
Cátedra de Derecho de Familia. 


Artículo 89.- Se propone como aditivo al artículo: 


"Asimismo se consideran aquellas personas 
con las que haya mantenido vínculos afectivos 
estables, tales como padrastros, padrinos, 
etc.". 


Artículos 9l y 92.- Se comparten las apreciacio- 
nes de la doctora Castelo. Se sugiere estudiar la po- 
sibilidad de quitar del primer inciso del artículo 92 la 
frase: "Así como sobre la tenencia de los hijos". 


Artículo 95.- Se propone agregar: 


"El incumplimiento contumaz del régimen de visi- 
tas ...". 


Artículo 98.- Se propone el cambio siguiente en 
el primer inciso: 


"Los alimentos están constituidos por las presta- 
ciones monetarias o en especie que sean bastan- 
tes para satisfacer, según las circunstancias parti- 
culares de cada caso, las necesidades relativas al 
sustento, habitación, vestimenta, salud y los gas- 
tos necesarios para adquirir una profesión y oficio, 
educación, cultura y recreación." 


Sigue igual. 


Artículo 103.- Se mantiene el primer inciso y se 
propone una modificación y sustitución de los nume- 
rales. 


1) El o la concubina cuando cumpliere con los 
requisitos establecidos en el artículo 141 y a 
una pareja estable, singular y pública según 
los establece el Código Civil. 


2) Los ascendientes más próximos con preferen- 
cia los del progenitor obligado. 
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3) Los hermanos legítimos o naturales, con prefe- 
rencia los del doble vínculo simple. 


4) Lostíos. 
Fundamentación 


Se acompaña el razonamiento de la doctora Cas- 
telo en cuanto a que los concubinos deben estar pri- 
meros ya que son una familia asimilada donde se ge- 
neran derechos pero también obligaciones. 


Artículo 111.- Se propone eliminar la última fra- 
se del primer inciso por entender que los viáticos 
deben ser computados. 


Segundo inciso: queda igual. 


Agregar un tercer inciso con el texto propuesto 
por la Cátedra de Derecho de Familia que modifica 
las Leyes N* 16.226, de 29 de octubre de 1991, y 
N? 16.320, de 1* de noviembre de 1992. 


Artículo 112.- Se acompaña el agregado pro- 
puesto por la Cátedra de Derecho de Familia. 


CAPÍTULO XI 
Se propone el siguiente título: 


".- Protección de los derechos amenazados o 
vulnerados de los niños y adolescentes y si- 
tuaciones especiales. 


Fundamentación 


Nos parece correcta la propuesta de la Comisión 
redactora pero no acordaríamos con quitarle el título 
original por su importancia. Solo situaciones especia- 
les desmerece el espíritu del Capítulo. 


Artículo 117.- Acompañamos la propuesta de la 
Comisión Redactora. 


Artículo 120.- Acompañamos lo propuesto por el 
INAME. 


Artículo 121.- Acompañamos la propuesta de 
cambio del "nomen juris": 


"(Medidas en régimen de internación sin confor- 
midad del niño o del adolescente)". 


Artículo 130.- Se propone una sustitución del final 
de este artículo: 


"(Entrega de niños y adolescentes).- El que entre- 
gue a un niño o adolescente a persona ajena a la 
familia biológica y quien o quienes lo reciban, de- 
berán comunicarlo al Juez de Familia dentro de las 
cuarenta y ocho horas. El Juez adoptará en for- 
ma urgente las medidas de protección necesa- 
rias y solicitará informe psicológico y social 


respecto a las posibilidades de mantener al ni- 
ño en su familia de origen. En caso afirmativo, 
dispondrá las medidas de apoyo familiar que 
se requieran para asegurar la permanencia de 
este vínculo filial. De lo contrario, deberá pro- 
ceder conforme se dispone en el artículo si- 
guiente". 


Fundamentación 


Se entiende que no se enfatiza lo necesario para 
que se adopten medidas para promover que el niño 
se mantenga en su familia de origen. Por otra parte, 
los padres biológicos, por el hecho de serlo, tampoco 
están legitimados para disponer por sí solos el desti- 
no familiar de sus hijos. Por ello también se modifica 
el artículo siguiente. 


Artículo 131.- Se propone el siguiente aditivo al 
final del artículo: 


"Se citará y emplazará a los padres, responsa- 
bles y a quienes, hasta la entrega a la que hace 
referencia el artículo anterior, se hubieren ocu- 
pado del niño. 


Una vez resuelta la separación definitiva, de- 
berá asegurarse su inserción en un medio ade- 
cuado, prefiriéndose aquellos hogares que 
permitan al niño salvaguardar sus vínculos 
afectivos. 


A tales efectos podrá disponerse, entre otros, 
la tenencia por terceros (artículo 87), la inte- 
gración a un hogar institucional que ofrezca 
garantías para su adecuado desarrollo, o la 
adopción. 


Cuando se entendiere por la Sede que co- 
rresponde la colocación de un niño en una fa- 
milia con fines de adopción, deberá intervenir 
una institución especializada autorizada para 
ello (artículo 154). 


Cuando los padres de origen, o los integran- 
tes de esa familia de origen presten su consen- 
timiento a los efectos previstos en este ar- 
tículo, el mismo solo será válido si ha sido da- 
do con el previo asesoramiento necesario y el 
conocimiento de las consecuencias". 


Artículo 133.- Se propone una sustitución en el 
numeral 3): 


"3) Nadie puede ser adoptado por más de una per- 
sona, a no ser por dos cónyuges que tengan 
por lo menos un año de matrimonio o una pa- 
reja de concubinos estables, siempre que la 
citada unión tenga una duración acreditada 
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no menor a la exigida para el matrimonio. 
En ambos casos deben haber tenido al niño 
o adolescente a su cargo por un término no 
inferior a un años". 


Inciso segundo: Ídem. 


Inciso tercero: Se acompaña la propuesta de la 
doctora Castelo. 


Se propone agregar un cuarto inciso: 


"Las disposiciones del inciso anterior serán 
aplicables a los concubinos de acuerdo a la de- 
finición del primer inciso del presente nume- 
ral". 


El último inciso se mantiene igual. 


Se propone la eliminación del numeral 4). No se 
entiende cuál es su objetivo. 


Artículo 134.- No creemos que la propuesta de la 
Asociación de Escribanos sea excluyente de lo pro- 
puesto en el proyecto. 


Se propone la siguiente sustitución en el nume- 
ral 3): 


"3) Si se tratara de un niño o un adolescente so- 
metido a su familia de origen, será necesario 
el consentimiento de quien o quienes corres- 
ponda". 


Se acompañan las propuestas de la Cátedra de 
Derecho de Familia. 


Artículo 135.- Se acompaña la modificación del 
numeral 1) propuesta por la Cátedra de Derecho de 
Familia. 


Numeral 2): se propone la siguiente modificación: 


"En caso de interdicción, de ausencia ... lo que 
más convenga al interés del niño o el adolescente 
de acuerdo a las previsiones del artículo 130". 


Se suprime el resto por entender que carece de 
sentido. 


Se propone la eliminación del numeral 3) por en- 
tender que resulta irónico que se le preserven los de- 
rechos en la familia de origen, que seguramente ni 
conoce, y se le nieguen en la que está integrado. 


Artículo 135.- Se propone sustituir la redacción 
del numeral 4): 


"4) La adopción simple produce, entre el adop- 
tante y el adoptado, los mismos efectos que 
la legitimación adoptiva en materia de ali- 
mentos y sucesión". 


Fundamentación 


No tiene sentido que tengan que hacer testamento 
ni establecer la diferencia. 


Artículo 137.- Se acompaña la propuesta de la 
Asociación de Escribanos con la sola modificación de 
cambiar en la primera frase de la sustitución pro- 
puesta para el numeral 1): 


"La adopción podrá asimismo ser hecha por es- 
critura pública ...". 


Fundamentación 


Se entiende que deben poder convivir las dos for- 
mas. 


Artículo 137 bis.- Se propone el aditivo del si- 
guiente artículo: 


"Tratándose de niños o adolescentes con ca- 
pacidad diferente, huérfanos o separados defi- 
nitivamente de su familia de acuerdo al proce- 
dimiento previsto en el artículo 131 de este Có- 
digo, el INAME hará un llamado público a per- 
sonas que deseen adoptarlos en cualquiera de 
las formas previstas en este Código. El Estado, 
a través de sus diversos servicios asegurará la 
atención integral de estos niños y adolescen- 
tes en forma gratuita derecho que se manten- 
drá cualquiera sea la edad de la persona. 


El Poder Ejecutivo reglamentará la forma de 
dar vigencia efectiva a este artículo en un plazo 
de ciento ochenta días con posterioridad a la 
entrada en vigencia de este Código". 


Fundamentación 


Estos procedimientos aumentarían sensiblemente 
la cantidad de personas dispuestas a adoptar. 


Artículo 138.- Primer inciso: Ídem. 
Agregar un segundo inciso: 


"El Registro previsto por el artículo 211 de este 
Código deberá contener todos los datos que 
permitan al niño o al adolescente hacer efecti- 
vo el derecho consagrado por el inciso ante- 
rior, en aquellos casos de adopciones realiza- 
das al amparo de los artículos 140 y siguientes 
de este cuerpo normativo. 


La solicitud que al respecto formule cualquier 
niño o adolescente que encuadre en las previ- 
siones del presente artículo, será elevada al 
Juez competente a efectos que éste decida de 
acuerdo a las previsiones del inciso primero. 
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Si el niño o el adolescente tiene catorce o 
más años, se le deberá indicar la Sede en la 
que se tramitó su adopción para que haga efec- 
tivo su derecho". 


Artículo 140.- Se propone sustituir el numeral 1) 
por: 


"1) Para la adopción plena deberán seguirse los 
procedimientos establecidos en el ar- 
tículo 131 de este Código". 


Los otros numerales quedan igual. 


Artículo 141.- Se proponen las siguientes modifi- 
caciones al numeral 1): 


Podrán solicitarla los cónyuges o los concubinos, 
mayores de veinticinco años, con quince años más 
que el niño o adolescente y que lo hubieran tenido 
bajo su guarda o tenencia por un término no infe- 
rior a un año, que computen por lo menos cuatro 
años de matrimonio o de concubinato siempre 
que este sea estable, singular y público, com- 
partiendo la vida en común". 


Por motivo fundado y expreso, el Tribunal podrá 
otorgarla aun cuando alguno de los cónyuges o 
concubinos o ambos no alcanzaren tal diferencia 
de edad con el adoptado reduciéndola hasta un 
límite que admita razonablemente que éste puede 
ser hijo de los adoptantes o, en casos excepcio- 
nales, y si no mediare oposición del Ministerio Pu- 
blico, a pesar de que uno o los dos cónyuges O 
concubinos no fueren mayores de veinticinco 
años de edad o no completaren los cuatro años de 
matrimonio o concubinato a que se refiere el inci- 
so anterior". 


Fundamentación 


Se han agregado a quienes ya tienen derechos 
reconocidos en nuestra legislación y teniendo en 
cuenta que el concubinato tiende a aumentar como 
forma de uniones estables. 


Artículo 142.- Numeral 3) se propone la edad de 
catorce años para unificar el criterio. 


Artículo 144.- Agregar en el primer inciso: 


"Con el testimonio de la (...) como hijo legítimo na- 
tural inscripto fuera de término". 


Artículo 145.- Se propone agregar al texto del úl- 
timo inciso: 


" matrimonio adoptante pleno o de la pareja de 
concubinos adoptantes plenos". 


Fundamentación 


Todas las modificaciones presentadas en este 
sentido buscan permitir la adopción a los concubinos 
y dejar en claro que no hay ninguna diferencia entre 
hijos legítimos y naturales con excepción de la admi- 
nistración del peculio. 


Artículo 148.- Se comparte la modificación pro- 
puesta por el Partido Nacional pero se debe referir a 
otros artículos. 


"con la intervención del INAME, quien, una 
vez obtenidos todos los antecedentes presen- 
tará en el plazo de cuarenta y cinco días un in- 
forme pormenorizado, teniendo, asimismo, los 
demás requisitos previstos en los  ar- 
tículos 131, 141 y 150 de este Código". 


Artículo 151.- Se comparte el agregado del se- 
gundo inciso propuesto por la Cátedra de Derecho 
de Familia. 


"Los solicitantes deberán comparecer a la audien- 
cia preliminar en forma personal preceptivamen- 
te". 


Se comparten en principio las supresiones pro- 
puestas por la Cátedra y el inciso nuevo propuesto 
pero con el agregado de: "si fundadamente se pro- 
bare la integración del niño". 


Artículo 154.- Se propone la supresión del se- 
gundo inciso compartiendo las dudas del INAME. 


Artículo 156.- Se proponen las siguientes sustitu- 
ciones para este artículo: 


"(Registro General de Adopciones).- El INAME 
llevará un Registro reservado donde constarán los 
datos identificatorios de: 


1) El niño o adolescente. 


2) La familia de origen incluyendo a los pa- 
dres biológicos, hermanos, abuelos, tíos, 
con su nacionalidad y domicilio. 


3) Los adoptantes: nombre, nacionalidad, do- 
micilio y estado civil e institución nacional o 
extranjera que lo patrocinó cuando corres- 
ponda. 


4) Juzgado en que se tramitó el proceso res- 
pectivo. 


Fundamentación 


Con el Registro llevado de esta forma se facilita el 
tema de la identificación del origen del niño o el ado- 
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lescente que desee conocerlo, sin que sea imprescin- 
dible ir al expediente. 


ADITIVOS AL CAPÍTULO XI 


II - De la actuación en los casos de maltrato y 
abuso del niño o del adolescente. 


Artículo . (Definición).- A los efectos del pre- 
sente Capítulo entiéndese por maltrato y abuso 
del niño o adolescente (cero-dieciocho años), las 
siguientes situaciones: maltrato físico, maltrato 
psíquico-emocional, prostitución infantil, porno- 
grafía, abuso sexual y abuso psíquico o físico 
mediante el desarrollo de cualquier actividad la- 
boral. 


Artículo . (La denuncia).- Ante denuncia escrita 
o verbal por la realización de cualquiera de las 
conductas mencionadas en el artículo anterior, el 
Ministerio Público o cualquier autoridad con fun- 
ciones de policía, deberá comunicar el hecho de 
forma fehaciente y de inmediato al Juez Letrado 
de Familia con competencia de urgencia (ar- 
tículo 24 del presente Código). 


Artículo . (Limitación a la intervención poli- 
cial).- El personal policial, salvo la recepción de la 
denuncia o de cualquier otro elemento informativo 
indispensable para actuaciones tendientes a ha- 
cer cesar una situación de maltrato o abuso, no 
tomará declaración al niño o al adolescente vícti- 
ma de esas conductas. 


Artículo . (Medidas cautelares).- Verificadas li- 
minarmente las hipótesis del artículo 1% el Juez 
competente dispondrá todas aquellas medidas 
cautelares tendientes a la protección física y 
emocional del niño o del adolescente. A esos 
efectos podrá disponer, entre otras, las siguientes 
medidas: 


1% Retiro del presunto agresor o abusador de 
la residencia común. 


2%) Prohibición al presunto agresor o abusador 
de comunicarse, relacionarse, entrevistarse 
u otra conducta similar con la presunta víc- 
tima o denunciantes del hecho. 


32%) Designación, según el caso, de un tutor, cu- 
rador o guardador provisorio. 


4%) Decretar provisoriamente alimentos respec- 
to de quienes estén obligados a ello. 


5%) Traslado del niño o del adolescente con fa- 
miliares cercanos. 


6% Asignación provisoria de una familia susti- 
tuta. 


7% Internación provisoria en un organismo ofi- 
cial u Organización No Gubernamental auto- 
rizada de tutela de niño o de adolescente. 


Artículo . (Características de las medidas cau- 
telares).- La enumeración precedente no es taxati- 
va, pudiendo adoptarse cualquier otra medida 
análoga que sirva a los fines expuestos. El orden 
de las mismas no implica jerarquía alguna entre 
ellas. No obstante, la medida prevista en el nume- 
ral 72) del artículo anterior, deberá ser adoptada 
como último recurso y ante la imposibilidad de 
lograr con cualquiera de las otras medidas los fi- 
nes de protección necesarios. 


Esta medida (numeral 72) deberá poseer carác- 
ter transitorio y no implicará privación de libertad. 


La adopción de las medidas cautelares de pro- 
tección al niño o al adolescente por el Juez de 
Familia en el ámbito de su competencia, lo son sin 
perjuicio de las que pueda dictar el Juez compe- 
tente en materia penal sobre la persona y bienes 
del imputado, conforme a lo previsto en el Código 
del Proceso Penal. 


Artículo . (Indagatoria psicológica de la vícti- 
ma).- Durante la producción de la prueba en la 
etapa prevista en el Código del Proceso Penal o 
en el presente Código, deberá realizarse una úni- 
ca indagatoria psicológica del niño o del adoles- 
cente, sin perjuicio del examen médico forense. 


Artículo . (Naturaleza de la indagatoria).- La re- 
ferida indagatoria tendrá naturaleza pericial y se 
regulará por lo dispuesto en el Código del Proce- 
so Penal, con las modificaciones establecidas en 
los artículos siguientes. 


La determinación de los puntos que serán ob- 
jeto de la diligencia pericial, se hará conforme a lo 
dispuesto por el artículo 180 del Código General 
del Proceso en lo que fuere pertinente. 


Artículo . (Cualidades del perito).- La entrevista 
indagatoria deberá estar a cargo de personas es- 
pecialmente preparadas en técnicas de detección 
e investigación de situaciones de maltrato y abu- 
so sexual de niños y de adolescentes. 


A falta de los peritos oficiales requeridos por el 
Código del Proceso Penal, el Tribunal podrá deri- 
var la realización de la indagatoria a aquellas Or- 
ganizaciones No Gubernamentales autorizadas 
que cuenten con personas capacitadas para ello. 
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Artículo .(Oportunidad y práctica pericial).- La 
entrevista indagatoria deberá realizarse siempre 
de modo previo al interrogatorio judicial. La mis- 
ma deberá ser realizada por los técnicos a solas 
con la víctima, debiendo ser presenciada por el 
Juez o los Jueces intervinientes y las partes a tra- 
vés de un vidrio de visión unilateral (Cámara 
Gessel). 


Su registración se hará mediante videograba- 
ción. 

Artículo . (Declaración judicial de la víctima).- 
La declaración del niño o del adolescente ante el 
Tribunal, se realizará solo en aquellos casos en 
que resulte necesario para la instrucción, a reque- 
rimiento del Ministerio Público, de la Defensa o 
Tribunal de Oficio. Durante la misma, las partes y 
el Tribunal deberán contar con el asesoramiento 
de los técnicos intervinientes en la indagatoria pe- 
ricial. 


En los demás casos, la entrevista indagatoria 
referida en los artículos anteriores y la presencia 
del técnico, sustituirán a la víctima en el resto del 
proceso. 


Artículo . (Diagnóstico de interacción familiar).- 
El Tribunal, de oficio o a petición de partes, podrá 
requerir un diagnóstico de interacción familiar 
con la finalidad de determinar la situación de ries- 
go y el medio social y ambiental de la familia o 
grupo de referencia de la víctima. 


Según sus resultados, el Tribunal podrá instar 
a los mismos a asistir a programas educativos o 
terapéuticos. 


Artículo . (Careo).- Prohíbese el careo de la víc- 
tima o testigos en aquellos casos en que los in- 
volucrados tengan menos de doce años de edad. 


El careo en que intervengan niños mayores de 
esa edad, se realizará previa preparación psicoló- 
gica de los mismos. 


En la circunstancia del inciso anterior, el niño 
podrá ser asistido por el técnico que realizó la 
preparación psicológica o por un adulto de su 
confianza que él indique. 


Artículo . (Coordinación interinstitucional).- De 
las denuncias que se presenten referidas a las 
conductas previstas en el artículo... (1%), se dará 
conocimiento al Consejo Nacional Honorario de 
los Derechos del Niño y del Adolescente, a fin de 
atender la coordinación de los servicios públicos 
y privados que evite y, en su caso, superen las 


causas de maltrato, abusos y todo tipo de violen- 
cia dentro de la familia. 


Con la misma finalidad, podrán ser convoca- 
dos por el Tribunal los organismos públicos y las 
entidades no gubernamentales autorizadas dedi- 
cadas a la prevención de la violencia y asistencia 
de las víctimas. 


CAPÍTULO XII 


Artículo 157.- Se acompaña la propuesta con- 
junta del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 
(MTSS) y del Instituto Nacional del Menor (INAME). 


Artículo 160.- Se acompaña la propuesta conjunta 
del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social (MTSS) y 
Instituto Nacional del Menor (INAMEB). 


Artículo 161.- Se acompaña la propuesta conjunta 
del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social (MTSS) y 
Instituto Nacional del Menor (INAMB). 


Artículo 162.- Se acompaña la propuesta conjunta 
del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social (MTSS) y 
Instituto Nacional del Menor (INAME) y se comparte 
la eliminación del original. 


Artículo 163.- Se acompaña la redacción del Mi- 
nisterio de Trabajo y Seguridad Social (MTSS) e Ins- 
tituto Nacional del Menor (INAME). 


Artículo 164.- Se acompaña la redacción del Mi- 
nisterio de Trabajo y Seguridad Social (MTSS) e Ins- 
tituto Nacional del Menor (INAME). 


Artículo 165.- Se acompaña la redacción del Mi- 
nisterio de Trabajo y Seguridad Social (MTSS) e Ins- 
tituto Nacional del Menor (INAMEB). 


Artículos 166, 167, 168, 169.- Se acompañan los 
sustitutivos del Ministerio de Trabajo y Seguridad So- 
cial (MTSS) e Instituto Nacional del Menor (INAME). 
Se comparte también la eliminación del 167* y del 
168* originales. 


Artículo 170.- Se comparte el texto alternativo del 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social (MTSS) e 
Instituto Nacional del Menor (INAME). Sorprende el 
monto de la multa en el último inciso y debería fun- 
damentarse. 


Artículo 170 bis.- Se comparte el artículo que 
propone el Instituto Nacional del Menor (INAME) (De 
los Registros), ya que da cumplimiento a lo estableci- 
do en el Código de 1934 sobre la Planilla de Trabajo 
de los Menores. 


Artículo 171.- Se acompaña que tenga la misma 
redacción del original 169. 
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Artículo 172.- Se acompaña la redacción pro- 
puesta por el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 
(MTSS) e Instituto Nacional del Menor (INAMEB). 


Artículo 173.- Se acompaña que tenga la redac- 
ción original del 171. 


Artículo 174 (nuevo).- Se acompaña que tenga la 
redacción original del 172. 


Artículo 175 (nuevo).- Se acompaña que tenga la 
redacción propuesta por el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social e Instituto Nacional del Menor 
(INAMB). 


CAPÍTULO XIII 


Artículos 181 y 182.- Se entiende que las multas 
deben seguir siendo fijadas por los Jueces. No se 
comparten las propuestas de cambio del INAME en 
este sentido. 


Artículo 183.- Se comparte la propuesta del Insti- 
tuto Nacional del Menor (INAMEB). 


Artículo 191.- Se comparte la propuesta de la 
Cátedra de Derecho de Familia. 


Artículo 197.- Se propone eliminar el último in- 
ciso. Resulta de un resabio de las normas que se de- 
rogan. 


Artículo 204.- Se acompaña la propuesta de la 
doctora Castelo de incorporar a la Defensoría de Ofi- 
cio de Familia y Menores. 


Artículo 207.- Se proponen estos cambios en el 
numeral 12): 


"1% Coordinar e integrar las políticas sectoriales de 
atención a la niñez, adolescencia y familia, por 
parte de las diferentes entidades públicas vin- 
culadas al tema”. 


Fundamentación: 


Se agrega el componente familiar y se suprimen la 
competencia en supervisión. 


Artículo 208.- Se propone la siguiente sustitución 
del presente artículo: 


"El Consejo actuará en la órbita del Ministerio 
de Educación y Cultura, será presidido por el 
Instituto Nacional del Menor (INAME) y recibirá 
recursos asignados por la Oficina de Planea- 
miento y Presupuesto". 


Fundamentación: 


La Oficina de Planeamiento y Presupuesto (OPP), 
es la encargada de la coordinación de las políticas 


sectoriales y debería proporcionar la infraestructura y 
recursos para este organismo coordinador. 


Artículo 224.- Se acompaña la propuesta de la 
doctora Castelo de derogar solo los artículos 174 y 
241 del Código Civil y dejar vigente el 242. 


Montevideo, 30 de agosto de 2000. 
MARGARITA PERCOVICH, Represen- 


tante por Montevideo, LUCÍA 
TOPOLANSKY, Representante por 
Montevideo". 
Anexo XIl al 
Rep. N? 22 


"TEXTO DE LAS ENMIENDAS 


A) Se sugieren modificaciones al "Capítulo VIII - Il 
Régimen Procesal", por cuanto del texto a considera- 
ción y de diversas observaciones que se le efectuaron 
al mismo entendemos necesario realizar ajustes de 
texto a efectos de lograr un proceso coherente, con 
plazos claros en su extensión y con todas las garan- 
tías del debido proceso. 


A efectos de lograr el objetivo propuesto se hace 
necesaria la inclusión de etapas no previstas origi- 
nalmente (prueba ofrecida por la Defensa luego de la 
demanda fiscal) y acortamiento de otro plazo que re- 
sultaría excesivo (convocar la Audiencia Final dentro 
de siete días en lugar de quince días). 


|) Se propone la Supresión del literal B) del nume- 
ral 4%) resolución de la audiencia preliminar y medidas 
cautelares del artículo 34. 


Fundamentación: 


En consulta con integrantes de la Comisión Re- 
dactora se convino que la redacción actual de este li- 
teral llevaría a que no se respetaran todas las garan- 
tías del debido proceso. En efecto, cumpliendo todas 
las etapas previstas en el proceso como están esta- 
blecidas actualmente, estas suman cincuenta y cinco 
días corridos, sin contar -lo cual no estaba previsto 
expresamente y será objeto de la otra enmienda- el 
plazo para diligenciar la prueba que la defensa podrá 
solicitar luego de la demanda fiscal (inciso final del 
numeral 8%) del artículo 34). 


Por otra parte, que el Juez fije al finalizar la Au- 
diencia Preliminar, para dentro de sesenta días, la 
Audiencia Final, supondría que en dicho plazo se 
concluyeran todas las etapas procesales que garanti- 
cen el debido proceso. Pero dado que en la redacción 
del proyecto no se advirtió que era necesario estable- 
cer un plazo para el supuesto que la Defensa ofrezca 
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prueba y que la misma necesariamente debe recibirse 
en Audiencia, esto hace variar la duración del proceso 
y por tanto el momento para realizar la Audiencia Fi- 
nal. 


Según nos explicaron los redactores del Código es 
la intención que el proceso tenga una duración limita- 
da en el tiempo, y por tal motivo se había incluido 
esta previsión en dicho literal. Asimismo, en la con- 
sulta efectuada, se coincidió en que realizar la Au- 
diencia Final a los treinta días si el Juez decretó me- 
didas cautelares, también atenta contra las garantías 
del debido proceso, por cuanto no van a estar finali- 
zadas todas las etapas preceptivas. En este sentido, 
se concluyó que debe eliminarse todo el literal B), 
estableciéndose el plazo máximo de duración del pro- 
ceso en el numeral 10) del artículo 34, y que será 
objeto de otra enmienda. 


11) Se sugiere la modificación del numeral 5%) del 
artículo 34, Medidas Cautelares, dentro de este del 
numeral 5) La internación provisoria, inciso pri- 
mero: 


"El arresto domiciliario y la internación provisoria 
no podrán durar más de sesenta días, salvo que 
la Defensa haya solicitado prueba luego de la 
demanda fiscal (inciso final del numeral 82) del 
artículo 34), en cuyo caso podrá prorrogarse 
por un plazo máximo de treinta días". 


El resto del texto conserva su redacción actual. 
Fundamentación: 


En concordancia con lo establecido en la enmien- 
da anterior debe ajustarse la redacción a los plazos 
que efectivamente puede insumir el proceso. 


III) Se propone la modificación del inciso final 
del numeral 8?) del artículo 34, Formulación de de- 
manda o sobreseimiento". 


"Si el Ministerio Público solicitara el sobresei- 
miento, el Juez lo dictará sin más trámite. Si se 
dedujere demanda fiscal, se conferirá traslado a la 
Defensa por seis días, la que podrá ofrecer prueba 
y contradecir o allanarse. En caso de ofrecer 
prueba, la misma deberá recabarse en un plazo 
que no exceda los veinte días continuos y pe- 
rentorios y se diligenciará en audiencia que 
deberá realizarse dentro de dicho plazo". 


Fundamentación: 


Como se ha expresado, en consulta con los re- 
dactores, no se había incluido un plazo para recabar 
la prueba que pudiera ofrecer la Defensa, ni tampoco 
que la misma debe necesariamente recibirse en Au- 


diencia, de acuerdo al principio general que informa 
este proceso. Por tanto, es necesario introducir esta 
modificación a efectos de contemplar esta etapa 
eventual. 


IV) Se propone la sustitución del numeral 10) ar- 
tículo 34 Audiencia Final, por el siguiente: 


"10) Audiencia final. En el plazo máximo de no- 
venta días deberá celebrarse la Audiencia 
Final. Deberán participar, bajo pena de nulidad, 
el Juez, el adolescente, su Defensor y el Mi- 
nisterio Público. Será convocada dentro de los 
siete días de la contestación de la demanda 
fiscal, por la Defensa, salvo que esta última 
hubiera ofrecido prueba, en cuyo caso el 
plazo de siete días empezará a computarse 
luego de realizada la audiencia de prueba 
correspondiente. 


Se pondrán a disposición los informes técni- 
cos recabados. 


Se dará participación a los padres o respon- 
sables del adolescente y a la víctima, si lo 
solicitaren". 


Fundamentación: 


Con el primer agregado suplimos la eliminación 
del literal B) del numeral 4%) del artículo 34, fijándose 
el plazo máximo de duración del proceso, que como 
se señaló es la intención primordial de los redactores 
del Código. Por otra parte, la indeterminación de los 
plazos hace a la irregularidad en los procesos que se 
siguen contra adolescentes infractores, estableciendo 
expresamente la Convención de los Derechos del Ni- 
ño, Ley N* 16.137, la necesidad de que las medidas 
de privación de libertad aplicadas a los niños lo sean 
como último recurso, por el período más breve posi- 
ble y que la causa sea dirimida sin demora y culmine 
con una pronta decisión (literales B) y D) del ar- 
tículo 37, literal B), iii); del artículo 40; extremos estos 
que además están previstos en el propio Código en el 
artículo 32. 


Se agrega expresamente la presencia del Juez, si 
bien de acuerdo al principio establecido en el ar- 
tículo 66, el mismo debe necesariamente presidir to- 
das las audiencias bajo pena de nulidad que com- 
promete su responsabilidad funcional. 


Se establece que el plazo a partir de cuando se 
convocará a esta audiencia variará si la Defensa ofre- 
ce prueba, puesto que será necesario establecer un 
plazo para diligenciarla y ser recibida en audiencia. 
Entendemos que el plazo de quince días es excesivo, 
puesto que ya se han cumplido las etapas de deman- 


Miércoles 19 de diciembre de 2001 


CÁMARA DE REPRESENTANTES 101 


da fiscal y diligenciamiento de prueba, por lo que el 
mismo se establece en siete días -que se computan 
como hábiles de acuerdo al principio general corres- 
pondiente- tiempo suficiente para realizar las notifica- 
ciones necesarias. 


En el inciso final, se agrega la posibilidad de que 
la víctima participe de la misma, si así lo solicitare, 
puesto que solo estaba prevista esta posibilidad para 
la audiencia preliminar. 


B) Se proponen modificaciones al Capítulo IX - 
De las Comunicaciones Procesales. 


V) Se propone modificar el numeral 3) del ar- 
tículo 69: 


"32%) Salvo los casos que indique el Juez, las notifi- 
caciones se practicarán en el domicilio de las 
partes". 


Eliminar el inciso segundo. 
Fundamentación: 


El texto de este numeral está basado en el ar- 
tículo 84 del Código General del Proceso, que reza: 
"Salvo disposición expresa de la ley, las notificaciones 
se practicarán en la oficina", reproduciendo sí ínte- 
gramente el inciso segundo. 


Por lo que aquí se cambia a "la ley" por "el Juez". 
Se nos plantea la duda de qué sucede con las notifi- 
caciones de las audiencias, puesto que si el Juez no 
dispone su notificación a domicilio, aplicando este ar- 
tículo, la Defensa -no el Ministerio Público que está 
exceptuado por el inciso segundo- se notificaría fic- 
tamente en la Oficina. Ya la Defensoría de Oficio de 
Familia y Menores cuando concurriera a la Comisión 
de Constitución, Códigos, Legislación General y Ad- 
ministración de la Cámara, había advertido esta desi- 
gualdad en el trato de los Defensores con respecto al 
Ministerio Público. Creemos que por tanto debe modi- 
ficarse este inciso proponiendo esta redacción alter- 
nativa, sin perjuicio que podría establecerse expre- 
samente qué providencias deben ser necesariamente 
notificadas a domicilio, como se preceptúa en el ar- 
tículo 87 del Código General del Proceso. No deja- 
mos de tener presente que de acuerdo a lo estableci- 
do en el artículo 72 de este Código de la Niñez y la 
Adolescencia, como régimen complementario es apli- 
cable los artículos 76 a 90 del Código General del 
Proceso, por lo que haciendo la interpretación del 
texto a la luz de este principio, sí sería aplicable el ar- 
tículo 87 del Código General del Proceso. Igualmente 
advertimos a la Comisión sobre este punto, debiendo 
en definitiva adoptarse un texto que no deje lugar a 


dudas de las notificaciones que preceptivamente de- 
ben realizarse a domicilio. 


VI) Se propone el siguiente agregado al título del 
artículo 70 - (Notificación Ficta): 


"70. (Notificación ficta en la oficina)". 
Fundamentación: 


Nuevamente este artículo está basado en el ar- 
tículo 86 del Código General del Proceso, el cual se 
reproduce íntegro, salvo en el título donde se omitió 
"en la oficina". Esto que a primera vista pudiera su- 
poner que no afecta el contenido del artículo, no es 
así, sino que debe necesariamente ponerse el aditivo 
propuesto a los efectos de mantener coherencia con 
la intención del contenido del artículo. Reiteramos las 
observaciones planteadas en la enmienda anterior en 
cuanto debe quedar claramente legislado que se de- 
be notificar a domicilio y que puede ser notificado en 
la oficina. 


C) Se proponen modificaciones al artículo 24 y 
Capítulo XI artículo 117. 


VI) Se propone modificar el 
lo 24. (Competencia de urgencia): 


artícu- 


"ARTÍCULO 24. (Competencia de urgencia).- La 
Suprema Corte de Justicia asignará, por lo menos, 
a cuatro Juzgados Letrados de Familia en Monte- 
video y a los Juzgados Letrados de Primera Ins- 
tancia del interior de la República, que entiendan 
en materia de familia, competencia de urgencia, 
para atender en forma permanente todos los 
asuntos que requieran intervención inmediata. 
Entendiéndose por tales, aquellos en que exista 
riesgo de lesión o frustración de un derecho del 
niño o del adolescente, o en los casos previstos 
en el inciso segundo del artículo 117 del pre- 
sente Código, con excepción de las infracciones 
de adolescentes a la ley penal". 


Inciso segundo - igual texto. 
Inciso tercero - igual texto. 
Inciso cuarto - igual texto. 
Inciso quinto - igual texto. 
Fundamentación: 


A efectos de que no queden dudas sobre quién es 
competente en los casos de acciones de niños meno- 
res de catorce años que no están alcanzados por el 
Capítulo de infracciones a la ley penal se propone 
esta modificación. 
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VIII) Se propone agregar un inciso segundo al 
artículo 117: 


"ARTÍCULO 117. (Principio general).- 
Inciso primero - igual texto. 


De igual forma se aplicarán a los niños que 
vulneren derechos de terceros". 


Fundamentación: 


Se reitera lo expresado en la fundamentación de la 
enmienda anterior. 


IX) Se propone la sustitución del artículo 91 por 
el siguiente: 


"ARTÍCULO 91.- Las prestaciones alimentarias se- 
rán servidas en dinero o en especie, o de ambas 
formas, en atención a las circunstancias de cada 
caso. 


Todas las prestaciones se servirán en forma pe- 
riódica y anticipada. 


El obligado a prestar alimentos podrá exigir 
de la persona que administre la pensión ali- 
menticia, rendición de cuentas sobre los gas- 
tos efectuados para los beneficiarios. A dichos 
efectos bastará que se presente por escrito an- 
te el Juez Letrado de Familia que intervino en 
el proceso de alimentos, debiendo éste ordenar 
que el administrador, en un plazo de diez días, 
presente la rendición de cuentas documentada 
en lo pertinente, con indicación de lo percibido 
y de lo gastado en beneficio de los hijos acree- 
dores. 


En caso que las pensiones a servir sean de 
escaso monto, el Juez apreciará si correspon- 
de dar trámite a la solicitud de rendición de 
cuentas". 


Fundamentación: 


Se establece la facultad del obligado de exigir ren- 
dición de cuentas al administrador de la pensión ser- 
vida, debiendo éste presentarla dentro de los diez dí- 
as de notificado del auto del Juez de Familia que lo 
dispuso, y en forma documentada en lo pertinente, ya 
que hay gastos que no siempre se podrán documen- 
tar. Se hace la salvedad de que si, la pensión es de 
escaso monto, será el Juez quien determine si proce- 
de o no dicha petición. 


X) Se propone la sustitución del artículo 108 por 
el siguiente: 


"ARTÍCULO 108. (Extinción de la obligación ali- 
mentaria).- La obligación de alimentos se extingue 


y su cese debe ser judicialmente decretado en los 
siguientes casos: 


1% Cuando el beneficiario cumpla los veintiún 
años, salvo que se tratare de personas con 
capacidad diferente, o los casos previstos 
en el artículo 102. 


29%) Cuando el beneficiario deja de necesitarlos. 


3% Cuando el deudor se halla en imposibilidad 
de servirlos. 


4%) Cuando fallece el alimentante, sin perjuicio 
de la asignación forzosa que grava la masa 
de la herencia. 


5% Cuando fallece el alimentario, en cuyo caso 
la obligación se extiende a los gastos fune- 
rarios, siempre que no puedan cubrirse de 
otra manera. 


En el caso previsto en el numeral 12), cuando 
se trate de un beneficiario que cumpla veintiún 
años de edad, bastará que el alimentante se 
presente ante el Juez Letrado de Familia que 
intervino en la fijación de alimentos, solicitan- 
do el cese de la pensión, agregando la partida 
de nacimiento del beneficiario, y sustancián- 
dose con traslado a la contraparte por el plazo 
de seis días (artículo 99 del Código General del 
Proceso). Si se dedujere oposición se tramitará 
por el procedimiento establecido en los ar- 
tículos 346 y 347 del Código General del Pro- 
ceso. 


Los restantes casos del numeral 12) y de los 
numerales 22) a 5%) tramitarán por el procedi- 
miento establecido en los artículos 346 y 347 
del Código General del Proceso". 


Fundamentación: 


El numeral 19) prevé tres casos: A) que el benefi- 
ciario cumplió los veintiún años de edad, B) que a pe- 
sar de cumplir esa edad es discapacitado, y C) que 
teniendo más de dieciocho años pero menos de vein- 
tiún años de edad disponga de medios de vida pro- 
pios y suficientes para su congrua y decente susten- 
tación -a contrario "sensu" del principio establecido en 
el artículo 102-. Por tanto en el primer y último caso 
corresponde decretar el cese de la pensión, y en el 
segundo mantenerla. 


Consideramos necesario establecer un procedi- 
miento abreviado cuando la causal de extinción de la 
obligación alimenticia está basada en que el benefi- 
ciario cumple los veintiún años de edad. En la prácti- 
ca forense asistimos a casos en donde ha llegado a 
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demorar más de un año el decreto del Juez cesando 
la pensión, por lo que el obligado debe seguirla pa- 
gando aun cuando ya se venció en exceso la obliga- 
ción legal. Entendemos que no se justifica la realiza- 
ción de un procedimiento, aunque sea extraordinario, 
ya que lo único que el Juez debe constatar es que el 
beneficiario cumplió los veintiún años de edad, bas- 
tando que se sustancie con un traslado a la contra- 
parte. Igualmente se prevé que en el caso de ser 
contradictorio sí se proceda al proceso extraordinario. 


En caso que el beneficiario goce de medios sufi- 
cientes para su sustentación, sí es necesario acudir a 
un proceso extraordinario puesto que dicha situación 
amerita la realización de audiencia y diligenciamiento 
de prueba, siendo también extensible para el caso 
que el beneficiario sea discapacitado, donde también 
se acudirá al proceso extraordinario previsto en el 
Código General del Proceso. 


XI) Se propone agregar un inciso final al ar- 
tículo 109: 


"ARTÍCULO 109 (Inciso final).- El Juez de Familia 
deberá requerir al Juez Penal las resultancias 
de las actuaciones llevadas a cabo por éste". 


Fundamentación: 


La práctica forense nos demuestra que no siempre 
se lleva a cabo el procesamiento por el delito previsto 
en el artículo 279 A del Código Penal. Creemos que 
de acuerdo a los principios inspiradores del presente 
Código, en especial el interés superior del niño, el 
Juez de Familia debe necesariamente interiorizarse 
de las resultancias llevadas a cabo por el Juez Penal 
y de si efectivamente se dio trámite a la comunicación 
elevada. 


Montevideo, 30 de agosto de 2000. 


IVÁN POSADA, Representante por 
Montevideo, PABLO MIERES, Repre- 
sentante por Montevideo, RICARDO 
FALERO, Representante por Canelo- 
nes". 


Anexo XIll al 
Rep. N? 22 


"TEXTO DE LAS ENMIENDAS 
CAPÍTULO VII 
DE LOS NIÑOS Y LOS ADOLESCENTES 


| - Órganos de competencia y principios proce- 
sales 


Artículo 24. (Competencia de urgencia).- 


Se propone un primer inciso con la siguiente re- 
dacción: 


"La Suprema Corte de Justicia asignará, por lo 
menos, a cuatro Juzgados Letrados de Familia en 
Montevideo y a los Juzgados Letrados de Primera 
Instancia del interior de la República, que entiendan 
en materia de familia, competencia de urgencia, para 
atender en forma permanente todos los asuntos que 
requieran intervención inmediata. Entendiéndose por 
tales, aquellos en que exista riesgo de lesión o frus- 
tración de un derecho del niño o del adolescente, o 
en los casos previstos en el inciso segundo del 
artículo 117 del presente Código, con excepción de 
las infracciones de adolescentes a la ley penal. 


Incisos siguientes: Ídem. 


Artículo 26. (Competencia del Instituto Nacio- 
nal del Menor).- 


Se sugiere la siguiente redacción para los incisos 
que se indican: 


"Inciso primero: El Instituto Nacional del Menor 
es el órgano administrativo rector de las políticas 
que se desarrollen en el país relativas a la niñez, 
adolescencia y familia, a las que deberá proteger, 
promover y atender con todos los medios a su al- 
cance. Deberá determinar, por intermedio de sus ser- 
vicios especializados, la forma de llevar a cabo la im- 
plementación de las políticas a través de distintos 
programas, proyectos y modalidades de intervención 
social, públicos o privados, orientados al fortaleci- 
miento de las familias integradas por niños y 
adolescentes y al fiel cumplimiento de lo dispues- 
to por los artículos 12 y 19 del presente Código". 


Incisos dos, tres, cuatro, cinco y siete: Ídem. 


"Inciso sexto: Dicha fiscalización será efectuada 
por equipos multidisciplinarios de profesionales a 
efectos de evaluar la situación en que se encuentren 
los niños y los adolescentes, así como el trato y for- 
mación que se les da a los mismos, de acuerdo a los 
derechos que éstos tienen y a las obligaciones de di- 
chas instituciones". 


IIl- De los adolescentes y las infracciones a la 
ley penal 


Artículo 27. (Infracciones a la ley penal).- A 
efectos del presente Código solo son infracciones a la 
ley penal: 


Se propone la siguiente redacción para los nume- 
rales que se indican: 


19) Ídem. 
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2%) Las acciones u omisiones ultraintencionales 
o culposas a que refieren los numerales 12) 
y 22) del artículo 30. 


3%) Pasa a ser el segundo actual. 
42) Pasa a ser el tercero actual. 
CAPÍTULO VIII 
| - Derechos y garantías del procedimiento 
Artículo 32. (Principios que rigen).- 
Acápite: Ídem. 
A) Ídem. 


B) Principio de responsabilidad. Sugiero suprimir 
el inciso primero de este numeral por ser 
repetitivo con el inciso primero del ar- 
tículo 29. 


Inciso segundo: Ídem. 

C) a L) Ídem. 

II - Régimen procesal 
Artículo 34. (Procedimiento).- 


Se sugiere esta redacción para el numeral 12-A) 
literal E): 


"Si no fuera posible llevarlo de inmediato a pre- 
sencia del Juez, previa autorización de éste, deberá 
conducírselo a la dependencia especializada del Ins- 
tituto Nacional del Menor que corresponda y, solo en 
caso de indisponibilidad de aquélla, a una del Ins- 
tituto Policial, no pudiendo permanecer en este último 
lugar por más de doce horas". 


3) Medidas probatorias. 
Se sugiere la siguiente redacción: 


"Durante esta audiencia, el Ministerio Público y la 
Defensa podrán interrogar al adolescente, y a los 
demás comparecientes, bajo la dirección del Juez, 
así como solicitar la realización de las medidas 
probatorias que estimen convenientes. 


La información requerida, incluida la evalua- 
ción del equipo técnico, deberá recabarse en un 
plazo que no exceda de los quince días, continuos y 
perentorios, contados a partir de la decisión judicial. 


La prueba se diligenciará en audiencia con las ga- 
rantías que aseguren el debido proceso. 


En todo lo que le fuere requerido, la Policía presta- 
rá colaboración". 


4) Resolución de la audiencia preliminar y me- 
didas cautelares. 


Se propone la siguiente redacción: 


"Al culminar la audiencia preliminar el Juez si en- 
tiende que hay mérito para continuar con los pro- 
cedimientos": 


A) Ídem. 


B) Fijará la audiencia final en un plazo máximo de 
treinta días. 


C) "Decidirá, si fuere necesario, la aplicación de 
alguna medida cautelar, de acuerdo a lo dis- 
puesto en el numeral siguiente". 


5) Medidas cautelares. 

Acápite: Ídem. 

Son medidas cautelares: 

192) a 59): Ídem. 

Luego se propone la siguiente redacción: 


"El arresto domiciliario y la internación provisoria 
no podrán durar más de cuarenta y cinco días. 
Transcurrido ese plazo sin que se hubiera dictado 
sentencia de primera instancia, se deberá dejar en li- 
bertad al adolescente. Ambas medidas cautelares 
solo podrán aplicarse si la infracción que se imputa al 
adolescente puede ser objeto en definitiva de una 
medida privativa de libertad, de acuerdo con el ar- 
tículo 44, y siempre que ello sea indispensable para": 


A) y B): Ídem. 


Se sugiere esta redacción para el inciso final de 
este numeral: 


"La internación provisoria se cumplirá en un esta- 
blecimiento especial del Instituto Nacional del Menor. 


El arresto domiciliario será regulado, supervi- 
sado y controlado por el Instituto Nacional del 
Menor". 


Se sugiere pasar el contenido del numeral 6%) al 
7%) y el de éste al 6%) por evidente error de transcrip- 
ción: 

6) Informe del equipo técnico. 


Se propone suprimir: "y supervisarán la aplicación 
de las medidas". 


Los técnicos producirán los informes verbales 
o escritos que el Juez disponga. Los informes 
verbales se producirán en audiencia. 
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7) Informe del Centro de Internación. 


Si el Juez resuelve la internación provisoria del 
adolescente, dispondrá que el equipo técnico del 
establecimiento de internación, en un término que no 
exceda de los quince días dispuestos para recabar 
la prueba, produzca un informe con una evaluación 
médica y psicosocial del mismo, expidiéndose es- 
pecialmente sobre las posibilidades de convivencia 
del joven en régimen de libertad. 


8) Formulación de demanda acusatoria o solici- 
tud de sobreseimiento. 


Diligenciada la prueba, los autos pasarán en vista 
al Ministerio Público por tres días. En caso de deducir 
acusación, relacionará las pruebas ya diligenciadas, 
analizará los informes técnicos presentados y for- 
mulará los presupuestos fácticos, jurídicos y técnicos 
de la imputación. 


Si el Ministerio Público solicitara el sobreseimien- 
to, el Juez lo dictará sin más trámite, dejando sin 
efecto la audiencia final fijada, y disponiendo el 
cese de las medidas cautelares adoptadas y el ar- 
chivo del expediente. (Suprimo oración final que 
paso al numeral siguiente). 


Sugiero sustituir título y contenido del nume- 
ral 9) 


9) Contestación. 


Si se dedujere demanda fiscal, se conferirá trasla- 
do de la misma por tres días a la Defensa, la que 
podrá contradecir o allanarse. 


10) Audiencia final. 


En la audiencia final deberán estar presentes, 
bajo pena de nulidad, el adolescente, su Defensor y el 
Ministerio Público. Se procurará que asistan los 
padres o responsables del joven. 


(Suprimo referencia al plazo para su convoca- 
toria, dado que ya se estableció en numeral 4) lite- 
ral B). 


El Juez informará al adolescente acerca de las 
pruebas aportadas al Proceso y su valoración, de 
las recomendaciones que emergen de los infor- 
mes técnicos realizados, así como del contenido 
de la demanda acusatoria y de la contestación. 


Escuchará las alegaciones que él mismo quie- 
ra formular al igual que las que hicieren sus pa- 
dres o responsables, si estuvieren presentes. 


11) Plazo para dictar sentencia. 


El Juez deberá dictar sentencia definitiva de pri- 
mera instancia al cabo de la audiencia final, expi- 
diendo el fallo con sus fundamentos. Se dará lectura 
de todo ello a los efectos de su comunicación (ar- 
tículo 76 del Código General del Proceso), siendo de 
aplicación, en cuanto a su contenido y en lo perti- 
nente, el artículo 245 del Código del Proceso Penal. 


La sentencia será escrita y deberá estar redacta- 
da de un modo breve y claro para que pueda ser 
comprendida en todas sus partes por el adolescente 
imputado. 


Cuando la complejidad del asunto lo justifique, se 
podrá prorrogar el plazo para dictar la sentencia 
con sus fundamentos por hasta quince días conti- 
nuos y perentorios, procediéndose para su comuni- 
cación a la formalización de una audiencia comple- 
mentaria. 


12) Contenido de la sentencia. 
Propongo redacción sustitutiva: 


"El Juez podrá absolver al adolescente imputa- 
do o declararlo responsable (artículo 28) e impo- 
nerle alguna medida socioeducativa de las enun- 
ciadas en la Sección lll del presente Capítulo, con 
la finalidad de preservar el interés del adolescen- 
te. Esto último no podrá hacerse si no mediara el 
previo requerimiento del Ministerio Público, ni de 
manera más gravosa que la solicitada por éste. 


Deberá optar, en principio, por aplicar alguna 
de las medidas socioeducativas no privativas de 
libertad. 


La privación de libertad solo podrá disponerse 
como medida de último recurso y durante el tiem- 
po más breve que sea posible. En ese caso, en su 
sentencia, el Juez deberá fundamentar por qué no 
es posible aplicar una medida distinta". 


Propongo un numeral adicional para casos que se 
indican que ameritan un proceso abreviado: 


13) Audiencia única. 


En los casos en que, culminada la audiencia 
preliminar, no fuere necesario disponer medidas 
probatorias adicionales y se hubieren realizado 
los informes técnicos requeridos (numeral 6) se 
conferirá la palabra al Ministerio Público y a la De- 
fensa a los efectos previstos en los numerales 8 y 
9, luego de lo cual el Juez dictará sentencia de 
inmediato de acuerdo a lo establecido en los nu- 
merales 11 y 12. 
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(Sugiero: Los actuales numerales 13), 14) y 15) 
pasarán a tener los números 14), 15) y 16), respec- 
tivamente). 


III - Medidas socioeducativas 


Medidas socioeducativas no privativas de liber- 
tad 


Artículo 42. (Régimen de libertad asistida y vi- 
gilada).- 


A) y B) : Ídem. 
Propongo agregar como inciso final: 


"Ambas medidas se regularán de acuerdo a di- 
rectivas que al efecto programe el Instituto Nacio- 
nal del Menor. El régimen de libertad asistida po- 
drá ser ejecutado por el INAME o por otras insti- 
tuciones públicas o privadas supervisadas por és- 
te. El régimen de libertad vigilada será de respon- 
sabilidad exclusiva, irrenunciable e indelegable 
del Estado". 


Propongo sustituir título y texto del artículo si- 
guiente: 


Artículo 43. (Complementariedad).- 


El Juez podrá aplicar una o más de las medidas 
previstas en este Título o en el siguiente. 


Medidas socioeducativas privativas de libertad. 
Artículo 44. (Aplicación).- 

Inciso primero: Ídem. 

Inciso segundo: 


También podrán aplicarse a los adolescentes que, 
habiendo sido declarados por sentencias ejecuto- 
riadas responsables de infracciones en forma reite- 
rada, hayan incumplido las medidas socioeducalti- 
vas que el Juez les impusiera anteriormente. En 
este caso, el plazo de duración de la medida privativa 
de libertad no podrá ser mayor a los sesenta días, a 
contar del dictado de la sentencia. 


Régimen de privación de libertad. 


Artículo 49. (Duración de las medidas de privación 
de libertad).- 


La medida de privación de libertad tendrá una 
duración máxima de tres años. 


Inciso segundo: Ídem. 


V - Derechos y deberes durante la ejecución de 
las medidas socioeducativas. 


Artículo 60. (Principio especial de la privación de 
libertad). 


Acápite y A) Derechos: numerales 1%) a 5?) y 7*): 
Ídem. 


"6): A conocer la fundamentación de la decisión 
en caso de ser trasladado del centro donde 
cumpla las medidas educativas. Los trasla- 
dos de establecimiento deberán ser comu- 
nicados al Juez competente de inmediato y 
podrán ser recurridos ante éste por el me- 
nor, sin que ello tenga efecto suspensivo". 


VI] - Cesación del proceso. 
Artículo 61. (Principio general).- 
Acápite y numerales 1?) a 4?)-. Ídem. 
Sugiero agregar un numeral: 


"5) Cuando se procesare penalmente al infrac- 
tor por la comisión de un delito de igual o 
superior gravedad al hecho que motivó la 
aplicación de la medida socioeducativa. En 
caso que el delito fuera de menor gravedad 
que la infracción que motivó la medida refe- 
rida, se clausurará el proceso, de haberse 
cumplido las dos terceras partes de la me- 
dida socioeducativa". 


IX - De las comunicaciones procesales. 
Artículo 69. (Notificaciones preceptivas).- 
1) y 2): Ídem. 


Propongo redacción sustitutiva para el siguiente 
numeral: 


"3) Las notificaciones se practicarán en los 
domicilios constituidos en autos o, en su 
defecto, en los respectivos domicilios reales 
de los interesados, cuando la ley no dis- 
ponga especialmente otro modo de hacerlo. 
A los efectos de esta disposición, en el caso 
del Ministerio Público y de los Defensores 
de Oficio, sus respectivos despachos se 
tendrán como los correspondientes domici- 
lios reales". 


Artículo 70. (Notificación ficta).- Lo suprimo 
como consecuencia de la modificación anterior. 
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CAPÍTULO IX 
| - De la filiación 


Las siguientes enmiendas recogen básicamente la 
propuesta de la Cátedra de Derecho de Familia. 


Artículo 75. (Derecho a la filiación).- 


Todo niño y adolescente tiene derecho a saber 
quiénes son sus progenitores. 


Artículo 79.- Del nombre según la filiación. 
Se propone la siguiente redacción: 


"19 El hijo legítimo llevará como primer apellido 
el de su padre y como segundo el de su 
madre. 


29) El hijo natural inscripto por ambos padres, 
llevará como primer apellido el de su padre 
y como segundo el de su madre. 


32) El hijo natural inscripto por su padre, llevará 
como primer apellido el de éste y como se- 
gundo el de la mujer que surja acreditada 
como su madre. 


4%) El hijo natural inscripto por su madre, lleva- 
rá como segundo apellido el de ésta y como 
primero uno de uso común. 


5%) El hijo natural que no es inscripto por su 
padre ni por su madre, llevará igualmente y 
en segundo lugar el apellido de su madre, 
en caso de ser ésta conocida y en primer 
lugar uno de uso común. 


6%) El hijo natural cuyas padres se desconocen, 
inscripto de oficio, llevará dos apellidos de 
uso común, seleccionados por el Oficial del 
Registro de Estado Civil interviniente. 


7% Los apellidos de uso común serán sustituidos 
por el del padre o la madre que reconozca a su 
hijo o sean declarados tales por sentencia, de- 
biendo recabarse a tales efectos la voluntad 
del reconocido por haber cumplido los doce 
años de edad (artículo 83). 


(El siguiente numeral podría fusionarse con el 
5). 


8% El hijo natural inscripto por un familiar del 
niño, llevará dos apellidos, como primer 
apellido uno de uso común, seleccionado 
por el familiar interviniente y en segundo 
lugar el de la madre conocida. 


(En este numeral se suprime la referencia a la 
Ley N* 10.674, de 20 de noviembre de 1945, 


que este proyecto deroga en su artículo 222 y 
el vocablo legitimantes que pertenece a la ter- 
minología de esa ley y no de este proyecto). 


9% En los casos de adopción plena, el hijo lle- 
vará como primer apellido el de su padre y 
como segundo el de su madre adoptantes. 
La sentencia que autorice la adopción plena 
dispondrá el o los nombres de pila con que 
será inscripto el menor. 


10) En los casos de adopción simple realizada 
por un matrimonio, el o los apellidos del 
adoptado serán sustituidos por el de padre 
y madre adoptante. Si la adopción simple 
fuera realizada por un hombre, el adoptado 
sustituirá su primer apellido por el del adop- 
tante. Si la adopción simple fuere realizada 
por una mujer, el adoptado sustituirá su se- 
gundo apellido por el de la adoptante. No 
obstante, si se tratare de la adopción de un 
menor mayor de doce años. podrá convenir 
con el o los adoptantes si mantendrá sus 
apellidos de origen o sustituirá alguno de 
ellos por el del o de los adoptantes. 


En la sentencia deberá dejarse constancia de la 
decisión respecto de los apellidos del adoptado, la 
que será anotada al margen de la partida de naci- 
miento. 


Artículo 80. (Derecho y deber a reconocer los 
hijos propios).- 


Todo progenitor tiene el derecho y el deber, cual- 
quiera fuere su estado civil, de reconocer a sus hijos. 


(Incisos segundo y tercero se suprimen). 


Las restantes modificaciones propuestas por la 
Cátedra se incluyen en el Capítulo final del proyecto 
relativo a Derogaciones, por entenderse que es de 
mejor técnica legislativa. 


Artículo 81. (Capacidad de los padres para re- 
conocer a sus hijos).- 


Incisos primero, tercero y cuarto: Ídem. 


Inciso segundo: En los casos de padres, niños o 
adolescentes no emancipados, el Juez decidirá a 
quién se le atribuyen los derechos y deberes inhe- 
rentes a la representación legal, otorgando prefe- 
rencia a los abuelos que vivan con el padre que re- 
conoce y el reconocido. 
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Artículo 82. (Formalidades del reconocimien- 
to).- 


No se requieren términos sacramentales para 
el reconocimiento de un hijo natural. Para ello es 
suficiente con que el progenitor inscriba su naci- 
miento como hijo ante el Oficial del Registro de 
Estado Civil o que, como refiere el artículo 233 del 
Código Civil, se atribuya la paternidad por escritu- 
ra pública o por testamento o ante el Oficial del 
Registro de Estado Civil, después de verificada su 
inscripción. 

Artículo 83. (Voluntad del hijo).- 


Cuando el hijo fuera emplazado en la filiación 
natural, luego de haber cumplido doce años de edad, 
tiene derecho a expresar en forma, ante el Oficial del 
Registro de Estado Civil, su voluntad de seguir usan- 
do los apellidos con los que hasta entonces era iden- 
tificado. Dicha expresión de voluntad será anotada al 
margen de su partida de nacimiento. 


Artículo 84. (Inscripción tardía).- 


El derecho consagrado en el artículo anterior, 
también rige para los supuestos de inscripciones tar- 
días de hijos mayores de doce años. 


Inciso segundo Ídem. 
CAPÍTULO X 
DE LOS ALIMENTOS 
Artículo 98. (Concepto de alimentos).- 


Los alimentos están constituidos por las prestacio- 
nes monetarias o en especie que sean bastante para 
satisfacer, según las circunstancias particulares de 
cada caso, las necesidades relativas al sustento, ha- 
bitación, vestimenta, salud y los gastos necesarios 
para adquirir una profesión y oficio, educación, cultura 
y recreación. 


Incisos segundo y tercero Ídem. 


Artículo 108. (Extinción de la obligación ali- 
mentaria).- 


Acápite y numerales 1?) a 32): Ídem. 


4) Cuando fallece el alimentante, sin perjuicio de 
las asignaciones alimenticias forzosas, si correspon- 
dieren. 


Numeral 5 ) e inciso final: Ídem. 
Artículo 110. (Concepto de ingresos).- 


A los efectos del presente Código, se entiende por 
sueldo o haberes, todo ingreso de cualquier naturale- 


za, periódico o no, que se origine en la relación labo- 
ral, arrendamiento de obras o de servicios o derive de 
la seguridad social. No se computarán por ingresos, a 
los efectos de la pensión alimenticia, lo que perciba el 
alimentante por concepto de viáticos con rendición de 
cuentas. 


Inciso segundo: Ídem. 


(Con respecto al inciso tercero que propone la 
Cátedra lo insertamos en el Capítulo de Derogaciones 
por razones de técnica legislativa). 


Artículo 111. (Límite de la retención por alimen- 
tos).- 


En el caso de ser el obligado empleado público o 
privado, podrá retenerse mensualmente hasta un 
50% (cincuenta por ciento) de los ingresos cuando así 
lo justifique el número de hijos y las necesidades de 
los mismos. 


(Se suprime la oración final del texto del proyecto). 


Artículo 112. (Medidas asegurativas de la pres- 
tación alimentaria).- 


En el caso de prestar el alimentante servicios 
retribuidos por particulares o empresas, éstas 
tendrán la obligación de informar a la Sede que 
así lo solicite, todo lo relativo a los ingresos de 
aquel dentro del plazo de quince días de recibido 
el oficio por el que se le reclama. En caso de in- 
cumplimiento de la referida obligación, serán pa- 
sibles de la aplicación de conminaciones econó- 
micas. Se comprende en la situación anterior la 
obligación de informar cuando, no obstante el 
alimentante no revestir en los cuadros funciona- 
les o planilla de trabajo, igualmente tuviese algún 
vínculo con la empresa o particular del que se de- 
rivara cualquier tipo de relación patrimonial o be- 
neficio económico. 


En el caso de que el alimentante prestare ser- 
vicios retribuidos por particulares o empresas y si 
se negare a cumplir la obligación de alimentos, se 
ordenará a aquellos que efectúen la retención co- 
rrespondiente a los sueldos o haberes respecti- 
vOS. 


CAPÍTULO XI 


Propongo modificar el Título de la Sección | del 
Capítulo XI, que pasaría a ser el de: 


| - SITUACIONES ESPECIALES 
Artículo 117. (Principio general).- 


Inciso primero: Ídem. 
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Sugiero agregar un inciso segundo que diga: 


"De igual forma se aplicarán a los niños que 
vulneren derechos de terceros. En estos casos 
serán de aplicación, en lo pertinente, las normas, 
principios y garantías previstas en los Capítu- 
los VII y VIII del presente Código, teniéndose pre- 
sente que en ningún caso podrán adoptarse a su 
respecto medidas socio educativas privativas de 
libertad”. 


Propongo incorporar dentro del Capítulo XI, 
una segunda Sección titulada: 


"II-. De la actuación en los casos de maltrato y 
abuso del niño o adolescente" 


Nota: se han dejado sin numerar los artículos adi- 
tivos. Los posteriores a este Capítulo, mantienen su 
numeración actual.- 


Artículo. (Definición).- 


A los efectos del presente Título, entiéndese 
por maltrato y abuso del niño o adolescente (cero 
a dieciocho años), las siguientes situaciones: mal- 
trato físico, maltrato psíquico-emocional, prosti- 
tución infantil, pornografía, abuso sexual y abuso 
psíquico o físico mediante el desarrollo de cual- 
quier actividad laboral. 


Artículo (La denuncia).- 


Ante denuncia escrita o verbal por la realiza- 
ción de cualquiera de las conductas menciona- 
das, en el artículo anterior, el Ministerio Público o 
cualquier autoridad con funciones de policía, de- 
berá comunicar el hecho de forma fehaciente y de 
inmediato al Juez Letrado de Familia con compe- 
tencia de urgencia (artículo 24) del presente Códi- 


go. 
Artículo (Limitación a la intervención policial).- 


El personal policial, salvo la recepción de la 
denuncia o de cualquier otro elemento informativo 
indispensable para actuaciones tendientes a ha- 
cer cesar una situación de maltrato o abuso, no 
tomará declaración al niño o adolescente víctima 
de esas conductas. 


Artículo . (Medidas cautelares).- 


Verificadas preliminarmente las hipótesis del 
artículo (10) el Juez competente dispondrá todas 
aquellas medidas cautelares tendientes a la pro- 
tección física y emocional del niño o adolescente. 


A esos efectos podrá disponer, entre otras, las si- 
guientes medidas: 


Il) Retiro del presunto agresor o abusador de 
la residencia común. 


II) Prohibición al presunto agresor o abusador 
de comunicarse, relacionarse, entrevistarse 
u otra conducta similar, con la presunta víc- 
tima o denunciantes del hecho. 


III) Designación, según el caso, de un tutor, cu- 
rador o guardador provisorio. 


IV) Decretar provisoriamente alimentos respec- 
to de quienes estén obligados para ello. 


V) Traslado del niño o adolescente, con fami- 
liares cercanos. 


VI) Asignación provisoria de una familia susti- 
tuta. 


VII) Internación provisoria en un Organismo Ofi- 
cial u Organización No Gubernamental auto- 


rizada de tutela de niño o adolescente. 


Artículo . (Características de las medidas cau- 
telares).- 


La enumeración precedente no es taxativa, pu- 
diendo adoptarse cualquier otra medida análoga, 
que sirva a los fines expuestos. 


El orden de las mismas no implica jerarquía al- 
guna entre ellas, no obstante, la medida prevista 
en el numeral VI) deberá ser adoptada como últi- 
mo recurso, y ante la imposibilidad de lograr con 
cualquiera de las otras medidas los fines de pro- 
tección necesarios. 


La misma deberá poseer el carácter de transi- 
toria y no implicará privación de libertad. 


La adopción de las medidas cautelares de pro- 
tección del niño o adolescente, por el Juez de 
Familia en el ámbito de su competencia, lo son sin 
perjuicio de las que pueda dictar el Juez compe- 
tente en materia penal sobre la persona y bienes 
del imputado conforme a lo previsto en el Código 
del Proceso Penal. 


Artículo (Indagatoria psicológica de la vícti- 
ma).- 


Durante la producción de la prueba en la etapa 
prevista en el Código del Proceso Penal o en el 
presente Código, deberá realizarse una única in- 
dagatoria psicológica del menor o adolescente, 
sin perjuicio del examen médico forense. 
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Artículo (Naturaleza de la indagatoria).- 


La referida indagatoria tendrá naturaleza peri- 
cial y se regulará por lo dispuesto en el Código 
del Proceso Penal, con las modificaciones esta- 
blecidas en los artículos siguientes. 


La determinación de los puntos que serán ob- 
jeto de la diligencia pericial, se hará conforme a lo 
dispuesto por el artículo 180 del Código General 
del Proceso, en lo que fuere pertinente. 


Artículo (Cualidades del perito).- 


La entrevista indagatoria deberá estar a cargo 
de personas especialmente preparadas en técni- 
cas de detección e investigación de situaciones 
de maltrato y abuso sexual de niños y adolescen- 
tes. 


A falta de los peritos oficiales requeridos por el 
Código del Proceso Penal, el Tribunal podrá deri- 
var la realización de la indagatoria a aquellas or- 
ganizaciones no gubernamentales autorizadas, 
que cuenten con personas capacitadas para ello. 


Artículo. (Oportunidad y práctica pericial).- 


La entrevista indagatoria deberá realizarse 
siempre de modo previo al interrogatorio judicial. 


La misma deberá ser realizada por los técnicos 
a solas con la víctima, debiendo ser presenciada 
por el Juez o los Jueces intervinientes y las partes 
a través de un vidrio de visión unilateral (Cámara 
Gessel). 


Su registración se hará mediante videograba- 
ción. 
Artículo (Declaración judicial de la víctima). - 


La declaración del menor o adolescente ante el 
Tribunal, se realizará solo en aquellos casos en 
que resulte necesario para la instrucción: a reque- 
rimiento del Ministerio Público, de la Defensa o el 
Tribunal de Oficio. 


Durante la misma, las partes y el Tribunal de- 
berán contar con el asesoramiento de los técnicos 
intervinientes en la indagatoria pericial. 


En los demás casos, la entrevista indagatoria 
referida en los artículos anteriores y la presencia 
del técnico, sustituirán a la víctima durante el res- 
to del proceso. 


Artículo (Diagnóstico de interacción familiar). - 


El Tribunal, de Oficio, o a petición de las par- 
tes, podrá requerir un diagnóstico de interacción 


familiar con la finalidad de determinar la situación 
de riesgo y el medio social y ambiental de la fami- 
lia o grupo de referencia de la víctima. 


Según sus resultancias, el Tribunal podrá ins- 
tar a los mismos a asistir a programas educativos 
o terapéuticos. 


Sin perjuicio de lo previsto en los numerales 
anteriores, la Defensa podrá solicitar otros infor- 
mes técnicos. 


Artículo . (Careo).- 


Prohíbese el careo de la víctima o testigos, en 
aquellos casos en que los involucrados sean me- 
nores de doce años de edad. 


El careo, en que intervengan niños mayores de 
esa edad, se realizará previa preparación psicoló- 
gica de los mismos. 


En la circunstancia del inciso anterior, el niño 
podrá ser asistido por el técnico que realizó la 
preparación psicológica o por un adulto de su 
confianza, que él indique. 


Artículo (Coordinación interinstitucional).- 


De las denuncias que se presenten, referidas a 
las conductas previstas en el artículo (1%) se dará 
conocimiento al Consejo Nacional Honorario de 
los Derechos del Niño y Adolescente, a fin de 
atender la coordinación de los servicios públicos 
y privados que eviten y, en su caso, superen las 
causas de maltrato, abuso y todo tipo de violencia 
dentro de la familia. 


Con la misma finalidad, podrán ser convoca- 
dos por el Tribunal los organismos públicos y en- 
tidades no gubernamentales autorizadas dedica- 
das a la prevención de la violencia y asistencia de 
las víctimas. 


11 - De los hogares de cuidado. 


Artículo 130. (Entrega de niños y adolescen- 
tes).- 


El que entregue a un niño o adolescente a perso- 
na ajena a la familia biológica y quién o quiénes lo re- 
ciban, deberán comunicarlo al Juez de Familia dentro 
de las cuarenta y ocho horas. El Juez adoptará en 
forma urgente las medidas de protección necesa- 
rias y solicitará informe psicológico y social res- 
pecto a las posibilidades de mantener el niño o 
adolescente en su familia de origen. En caso atfir- 
mativo, dispondrá las medidas de apoyo familiar 
que se requieran para asegurar la permanencia de 
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este vínculo filial. De lo contrario, deberá proceder 
conforme se dispone en el artículo siguiente.- 


Artículo 131. (Separación definitiva. Procedi- 
miento).- 


La separación de un niño o adolescente de su fa- 
milia de origen, deberá ser decretada por resolución 
fundada del Juez competente, sobre la base de in- 
formación fehaciente y previo el asesoramiento de 
equipo técnico especializado. El procedimiento para 
decretarla se regulará por las disposiciones del pro- 
ceso extraordinario regulado por el Código General 
del Proceso, debiendo designarse Defensor al niño o 
adolescente, aplicándose el literal C) del artículo 86 
del presente Código, quienes deberán ser oídos si 
fuese posible. Se citará y emplazará a los padres, 
responsables y a quiénes, hasta la entrega a que 
hace referencia el artículo anterior, se hubieren 
ocupado del niño. 


Una vez resuelta la separación definitiva, debe- 
rá asegurarse su inserción en un medio adecua- 
do, prefiriéndose aquellos hogares que permitan 
al niño salvaguardar sus vínculos afectivos. A ta- 
les efectos podrá disponerse, entre otros, la te- 
nencia por terceros (artículo 87), la integración a 
un hogar institucional que ofrezca garantías para 
su adecuado desarrollo, o la adopción. Cuando se 
entendiere por la Sede que corresponde la colo- 
cación de un niño en una familia con fines de 
adopción, deberá intervenir el Instituto Nacional 
del Menor o una institución especializada autori- 
zada para ello (artículo 154). Cuando los padres 
de origen, o los integrantes de esa familia de ori- 
gen presten su consentimiento a los efectos pre- 
vistos en este artículo, el mismo solo será válido 
si ha sido dado en presencia del Juez, con el ase- 
soramiento necesario y en conocimiento de las 
consecuencias que ello implicará.- 


Artículo 132. (Invalidez).- 


No tendrá validez el consentimiento que se otor- 
gue para la separación del hijo que está por nacer o 
dentro de los treinta días de su nacimiento. 


En caso de que una vez nacido el niño, la madre 
no desee tenerlo, deberá comunicarse al Juez com- 
petente, que procederá como lo dispone el ar- 
tículo 130. En todo caso, provisoriamente, el Juez to- 
mará las medidas del caso para la protección del ni- 
ño, pero no podrá dar comienzo al procedimiento fija- 
do en el artículo anterior hasta que se cumpla el lapso 
fijado en el inciso primero de este artículo y previa ci- 
tación de los progenitores del niño.- 


IV - De la Adopción 
Adopción simple. 
Artículo 133. (Adoptantes).- 


Se propone modificar el inciso tercero del nume- 
ral 3), por el siguiente: 


"Por motivo fundado y expreso, el Tribunal po- 
drá otorgar la adopción aun cuando alguno de los 
cónyuges o ambas no alcanzaren la diferencia de 
edad con el adoptado, reduciéndola hasta un lími- 
te que admita razonablemente que éste pueda ser 
hijo de los adoptantes". 


Se propone sustituir el numeral 4) por el siguiente: 


"Se permitirá la adopción por parte del nuevo 
cónyuge o concubino del padre o madre del hijo 
legítimo o natural reconocido del otro cónyuge oO 
concubino". 


Se sugiere agregar un numeral 6): 


"Se permitirá la adopción por parte de una pa- 
reja de concubinos estables de distinto sexo, 
siempre que se acredite que la citada unión haya 
sido singular y pública, con una duración de un 
año como mínimo, y que hubieran tenido al niño o 
adolescente a su cargo durante el mismo tiempo. 


Será de aplicación en este caso lo dispuesto 
por los incisos tercero y cuarto del numeral 3) del 
presente artículo, en lo pertinente". 


Artículo 134.- (Adoptados).- 


Se sugiere modificar el numeral 2) por el siguien- 
te: 


"Cuando el adoptado sea demente o sordomudo 
que no pueda darse a entender por ninguna forma, 
prestarán el consentimiento sus representantes lega- 
les". 


Se propone sustituir el inciso primero del nume- 
ral 3) por el siguiente: 


"Si se trata de un niño o adolescente sometido a 
patria potestad, será necesario el consentimiento de 
quien o quienes se encuentren en su ejercicio. En 
caso contrario, será necesario el consentimiento 
de quienes lo han tenido a su cargo". 


Se propone sustituir el inciso tercero del nume- 
ral 3) por el siguiente: 


"En todos los casos de adopción de niños o ado- 
lescentes la patria potestad pasará a los adoptantes. 
En el caso del numeral 4) del artículo anterior 
quien ejerciere la patria potestad sobre el niño o 
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adolescente adoptado por su pareja, continuará 
en su ejercicio". 


Artículo 135. (Efectos).- 


Se propone modificar el numeral 1) por el si- 
guiente: 


"El adoptado continúa perteneciendo a su fa- 
milia de origen donde conserva todos sus dere- 
chos". 


Artículo 138. (Derechos del adoptado).- 
Se sugiere la siguiente redacción: 


El adoptado tiene derecho a conocer su condi- 
ción de tal. Será deber de los padres adoptivos in- 
formarle al respecto, a más tardar, cuando el 
mismo cumpla los doce años de edad. Si el adop- 
tado lo requiriese, el Juez estará obligado a in- 
formarle acerca de la identidad, situación y para- 
dero de su familia de origen, en cuanto estos da- 
tos sugieren del expediente judicial o de los ante- 
cedentes administrativos, a efectos de permitirle 
tomar contacto con ella si aquél lo deseara. 


El INAME establecerá un programa para apoyar 
a los padres adoptantes y el adoptado en este 
proceso de conocimiento y de eventual acerca- 
miento a su familia de origen. 


Cuando el adoptado cumpla, la mayoría de 
edad, tendrá acceso directo e irrestricto al expe- 
diente judicial y a los antecedentes administrati- 
vos que existieran respecto a su persona y a su 
proceso de adopción. 


Adopción plena. 
Artículo 140. (Adoptados).- 
1) Inciso primero: Ídem. 


Se propone el siguiente inciso segundo nume- 
ral 19): 


En el caso de niños o adolescentes sometidos 
a patria potestad, la condición de abandonado se 
acreditará por sentencia ejecutoriada que, declare 
la pérdida de la patria potestad. 


Para que pueda entenderse configurado el 
abandono respecto de los niños y adolescentes 
que hubiesen sido internados voluntariamente y 
por razones de amparo en el Instituto Nacional del 
Menor por parte de sus padres, tenedores o guar- 
dadores, éstos deberán haber sido intimados ju- 
dicialmente a hacerse cargo de los mismos dentro 
de los noventa días siguientes a la intimación. Di- 
cha intimación no podrá realizarse hasta que ha- 


yan transcurrido, al menos, seis meses de efec- 
tuada la internación. 


Artículo 141. (Adoptantes).- 


Se propone colocar el numeral 32) como 49) e in- 
cluir el siguiente numeral 3): 


"También podrán efectuarla las personas indi- 
cadas en el inciso primero del numeral 62) del ar- 
tículo 133. Serán de aplicación en este caso los 
requisitos establecidos en el numeral 1) del pre- 
sente artículo, en lo pertinente". 


Artículo 142. (Procedimiento).- 


Se propone otra redacción para el siguiente nume- 
ral: 


"3) La tramitación será reservada en cuanto a ter- 
ceros. En cuanto al niño o adolescente inte- 
resado, será de aplicación lo establecido en 
el artículo 138 de este Código". 


Adopción Internacional. 
Artículo 147. (Preferencia).- 
Se sugiere la siguiente modificación: 


El Instituto Nacional del Menor y las demás autori- 
dades con competencia en materia de adopción, de- 
berán dar preferencia a la ubicación de los niños o 
adolescentes adoptables en familias que los requie- 
ran y vivan dentro del territorio nacional.- 


Artículo 149. (Residencia).- 


Se propone la siguiente enmienda para el inciso 
tercero: 


Los adoptantes deberán residir y convivir con el 
niño o el adolescente en el territorio nacional, aún en 
forma alternada, por el plazo de tres meses. 


Artículo 151. (Competencia).- 
Se sugiere sustituir el texto por el siguiente: 
Inciso primero: Ídem 


Inciso segundo: Los solicitantes deberán compa- 
recer a la audiencia preliminar en forma personal, 
preceptivamente. También deberán hacerlo cuando 
el Tribunal, en forma fundada, lo considere conve- 
niente. 


Propongo sustituir el inciso tercero por el si- 
guiente y suprimir el inciso cuarto por estar fusio- 
nados en la nueva redacción: 


Hasta tanto no haya recaído sentencia firme, 
para que el menor pueda salir del país deberá ha- 
cerlo en compañía de uno de los gestionantes, 
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contando con autorización judicial, la que no po- 
drá concederse sin intervención preceptiva del 
Ministerio Público. 


Del Registro de Adopciones. 


Artículo 156. (Funciones del Instituto Nacional 
del Menor).- 


Acápite y numerales 12) a 32): Ídem. 
Se propone agregar como numeral 4) el siguiente: 
4) La familia de origen del adoptado. 
CAPÍTULO XII 
TRABAJO 


Las siguientes enmiendas recogen la propuesta 
conjunta del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 
(MTSS) e Instituto Nacional del Menor (INAME) sobre 
este Capítulo, con el agregado del segundo inciso del 
artículo 170, que es sugerido únicamente por el 
INAME. La propuesta supone un corrimiento de la 
numeración del articulado, ya que finaliza con el ar- 
tículo 175 y el último del proyecto sobre este Capítulo 
es el 173. 


Artículo 157. (Principio general).- Se propone la 
siguiente modificación: 


"El Estatuto de los Adolescentes que trabajan 
se regulará conforme a las normas del presen- 
te Código, leyes especiales, tratados, conven- 
ciones y convenios internacionales ratificados 
por el país. 


Artículo 160. (Trabajos nocivos).- Sugiero la si- 
guiente redacción: 


El Instituto Nacional del Menor ante la presun- 
ción de que existan condiciones de trabajo peli- 
grosas o nocivas para la salud o para el desarrollo 
físico, espiritual o moral de los adolescentes, po- 
drá solicitar la intervención de la Inspección Ge- 
neral del Trabajo y de la Seguridad Social del Mi- 
nisterio de Trabajo y Seguridad Social, que habrá 
de pronunciarse sobre el carácter peligroso o no- 
civo de dicha actividad". 


Artículo 161. (Situaciones especiales).- Propon- 
go la siguiente redacción: 


"El Instituto Nacional del Menor revisará las autori- 
zaciones que ha prestado respecto al empleo de los 
niños y los adolescentes entre los trece y los quince 
años. 


Solo serán permitidos a los menores entre trece 
y quince años de edad trabajos ligeros donde parti- 


cipen miembros de la familia y que por su naturale- 
za o por las condiciones en que se prestan no perju- 
diquen el desarrollo físico, mental o social de los 
mismos, no obsten a su escolaridad". 


(Incisos segundo, tercero y cuarto pasan al ar- 
tículo siguiente). 


Se sugiere la eliminación del actual texto del ar- 
tículo 162 y la sustitución por el que se propone: 


Artículo 162. (Prevención, educación e infor- 
mación).- 


El Estado promoverá programas de apoyo in- 
tegral para desalentar y eliminar paulatinamente el 
trabajo de los niños y los adolescentes. 


La sociedad civil deberá prestar su concurso 
en las campañas preventivas, educativas e infor- 
mativas que se desarrollen a fin de asegurar el 
bienestar del niño y el adolescente. 


Se consideran programas de educación en el 
trabajo, aquellos que realizados por el Instituto 
Nacional del Menor o por instituciones sin fines 
de lucro, tienen exigencias pedagógicas relativas 
al desarrollo personal y social del alumno, que 
prevalecen sobre los aspectos productivos. En 
consecuencia, la remuneración que recibe el 
alumno por el trabajo realizado o por la participa- 
ción en la venta del producto de su trabajo, no 
desvirtuará la naturaleza educativa de la relación. 


Se sugiere un nuevo texto para el artículo 163 y el 
pasaje del tema carné de rehabilitación para el ar- 
tículo 164. 


Artículo 163. (Deportes de riesgo, actividades 
artísticas, modelaje).- 


Estará prohibida la participación de menores 
de edad en actividades deportivas de carácter 
profesional que impliquen riesgo para la vida, la 
salud o su moralidad. 


Los menores de edad no podrán ser emplea- 
dos o contratados como modelos o en represen- 
taciones artísticas de ningún género, así como en 
los medios de difusión masiva, sin contar previa- 
mente con la autorización del Instituto Nacional 
del Menor. 


El Instituto Nacional del Menor reglamentará lo 
dispuesto en el inciso segundo del presente ar- 
tículo, debiendo proteger especialmente en dicha 
reglamentación el derecho a la educación y la sa- 
lud y considerar que dicha actividad no ponga en 
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riesgo la vida o moralidad del niño o el adolescen- 
te. 


Toda excepción deberá ser gestionada por los 
padres o quien acredite la tutoría legal y estable- 
cer como mínimo el nombre del representante le- 
gal del menor, la naturaleza de la actividad, la jor- 
nada diaria y deberá otorgarse por un plazo má- 
ximo de ciento ochenta días, renovable o por el 
que establezca el contrato si fuere inferior. 


Se sugiere pasar la jornada de trabajo al ar- 
tículo 166. 


Artículo 164. (Carné de habilitación).- Ningún 
adolescente menor de dieciocho años podrá ser 
admitido al trabajo sin contar con el carné habili- 
tante gratuito tramitado ante la División Técnica 
del Instituto Nacional del Menor. 


En dicho carné constará el examen médico 
realizado por un médico que el Instituto designe y 
que tenga carácter oficial que lo declare apto para 
el trabajo, así como la constancia de haber reali- 
zado el ciclo de enseñanza obligatoria o el nivel 
alcanzado, exigiendo lo prescripto en el ar- 
tículo 70 de la Constitución de la República. 


Si el examen fuera impugnado por la persona 
legalmente responsable del adolescente podrá a 
su requerimiento realizarse un nuevo examen. 


Artículo 165. (Renovación).- Anualmente, todos 
los menores de dieciocho años que trabajen serán 
sometidos obligatoriamente a examen médico, a 
fin de comprobar si la tarea que realizan es supe- 
rior a su capacidad física. En caso afirmativo, de- 
berán abandonar el trabajo por otro más adecua- 
do. 


La División Técnica del Instituto Nacional del 
Menor, podrá otorgar autorizaciones por períodos 
más breves, a los efectos de exigir la repetición 
del examen médico en todos aquellos casos que a 
su juicio sean necesarios para garantizar una vi- 
gilancia eficaz en relación con los riesgos que 
presenta el trabajo o el estado de salud del menor. 


El responsable del menor podrá impugnar el 
examen y requerir otro. 


Artículo 166. (Jornada de trabajo).- Los adoles- 
centes mayores de quince años no podrán trabajar 
más de seis horas diarias, equivalentes a treinta y 
seis horas semanales y disfrutar de un día de des- 
canso semanal, preferentemente en domingo. 


El Instituto Nacional del Menor podrá excepcio- 
nalmente autorizar a los adolescentes entre dieciséis 


y dieciocho años a trabajar ocho horas diarias, co- 
rrespondiéndoles dos días continuos de descanso, 
preferentemente uno en domingo por cada cinco 
días de trabajo, previa evaluación técnica indivi- 
dual, estudio del lugar y puesto de trabajo, te- 
niendo en cuenta el interés superior del niño. 


Artículo 167. (Descansos).- El descanso inter- 
medio en la jornada de trabajo de los menores 
tendrá una duración de media hora, que deberá 
ser gozada en la mitad de la jornada y tendrá ca- 
rácter remunerado. No se admitirá la jornada dis- 
continua de trabajo ni horarios rotativos durante 
el ciclo lectivo. En todos los casos deberán me- 
diar como mínimo doce horas entre el fin de la 
jornada y el comienzo de la siguiente. 


Artículo 168. (Horarios especiales).- El Instituto 
Nacional del Menor podrá otorgar permisos con 
carácter excepcional a adolescentes mayores de 
quince años para desempeñarse en horarios es- 
peciales, durante Períodos zafrales o estaciona- 
les, siempre que la actividad no interfiera con el 
ciclo educativo y que las condiciones de trabajo 
no sean nocivas o peligrosas. El descanso deberá 
ser concedido en la mitad de la jornada de trabajo. 


El período de excepción podrá ser de hasta un 
máximo de tres meses. 


El siguiente artículo recoge básicamente lo dis- 
puesto por el inciso segundo del artículo 165 del pro- 
yecto. 


Artículo 169. (Trabajo nocturno).- Los adoles- 
centes no podrán ser empleados ni trabajar en horario 
nocturno, entendiéndose por tal a los efectos del pre- 
sente Código, el período comprendido entre las vein- 
tidós horas y las seis del día siguiente. 


Artículo 170. (Fiscalización y  sanciones).- El 
Instituto Nacional del Menor, tendrá autoridad y 
responsabilidad en la fiscalización del cumpli- 
miento de las disposiciones específicas en mate- 
ria de sus competencias respecto al trabajo de los 
menores de edad y sancionar la infracción a las 
mismas, sin perjuicio del contralor general del 
cumplimiento de las normas por parte del Ministe- 
rio de Trabajo y Seguridad Social. 


Las empresas o los particulares que no cum- 
plan las obligaciones impuestas, serán sanciona- 
das por el Instituto Nacional del Menor con una 
multa de hasta 2.000 UR (dos mil unidades reajus- 
tables). 
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El siguiente inciso (De los Registros) es propuesta 
del INAME: 


El Instituto Nacional del Menor prescribirá los re- 
gistros u otros documentos que el empleador de- 
berá llevar y tener a disposición de la autoridad 
competente. 


Estos registros deberán indicar el nombre y 
apellido, fecha de nacimiento debidamente certifi- 
cada, fecha de ingreso, tarea, categoría, horario, 
descansos intermedios y semanal y fecha de 
egreso, de todas las personas menores de diecio- 
cho años, empleadas por él o que trabajan para él. 


Se sugiere suprimir los Artículos 167 y 168 del 
proyecto (Competencia y Recurribilidad). 


Artículo 171. (Responsabilidad de los padres o 
responsables).- 


Mantiene igual redacción al artículo 169 del proyecto. 


Los padres o responsables de los niños o los 
adolescentes que permitan o favorezcan que estos 
trabajen violando las normas prohibitivas consagra- 
das en el presente Código, incurrirán en el delito pre- 
visto en el artículo 279 B) del Código Penal. 


Constatada la infracción, el Instituto Nacional del 
Menor o cualquier persona responsable, formulará la 
denuncia al Juez Letrado en lo Penal que correspon- 
da. 


Artículo 172. (Asesoramiento).- Todo  adoles- 
cente podrá requerir asesoramiento en las oficinas 
competentes y realizar las gestiones que correspon- 
dan. 


Artículo 173. (Peculio profesional o industrial).- 
Mantiene igual redacción que el artículo 171 del pro- 
yecto. 


Todo adolescente tendrá derecho de acuerdo a lo 
prescripto por los artículos 266 y siguientes del Códi- 
go Civil, a la administración exclusiva del salario o 
remuneración que perciba, la que deberá serle abo- 
nada directamente, siendo válido el recibo que el em- 
pleador otorgue por tal concepto. Cualquier constan- 
cia en el recibo o fuera de él que pudiera implicar re- 
nuncia del adolescente a sus derechos, carecerá de 
validez. 


Artículo 174. (Remuneración).- Mantiene 
redacción que el artículo 172 del proyecto. 


igual 


Articulo 175. (Accidentes de trabajo y enferme- 
dades profesionales).- Mantiene el texto del inciso 
primero del artículo 173 del proyecto. Se sugiere la 
supresión del inciso segundo. 


En caso de accidentes de trabajo o enfermedades 
profesionales de un adolescente trabajador, el Minis- 
terio de Trabajo y Seguridad Social y el Instituto 
Nacional del Menor investigarán las causas del 
mismo de acuerdo a las competencias específicas 
de cada organismo. Asimismo, se verificará la 
realización de tareas prohibidas o el hecho de en- 
contrarse el menor de edad en sitio en que esté 
prohibida su presencia, en cuyo caso se considerará 
culpa grave del empleador, con las consecuencias 
previstas por el artículo 7* de la Ley N* 16.074, de 10 
de octubre de 1989. 


CAPÍTULO XIII 
DE LA PREVENCIÓN ESPECIAL 
11l - Espectáculos y centros de diversión. 
Se proponen las siguientes redacciones: 


Artículo 179. (Preservación de la corrupción).- 
Prohíbese la concurrencia de personas menores de 
dieciocho años a casinos, o similares, pubs, boites, 
night clubs, whiskerías, prostíbulos, hoteles de alta 
rotatividad o similares. 


El Instituto Nacional del Menor reglamentará la 
asistencia, participación y/o intervención de personas 
de menos de dieciocho años a espectáculos públicos 
de cualquier naturaleza, locales con ventas de bebi- 
das alcohólicas o donde se encuentren instalados 
juegos electrónicos, pools, bowlings, futbolitos o si- 
milares, discotecas, casas de bailes o similares. 


Artículo 180. (Prohibición de  proveer).- 
Prohíbese la venta, provisión, arrendamiento o 
distribución a personas menores de dieciocho 
años de: 


Numerales 12) y 22): Ídem. 


3%) Tabacos, fármacos u otras sustancias, en 
cualquier forma de elaboración, cuyos componen- 
tes puedan significar un peligro o crear dependencia 
física o psíquica. 


4) Revistas, publicaciones, video casetes, dis- 
cos compactos o similares, que violen las normas 
establecidas en los artículos 174 a 176 del presente 
Código. 


CAPÍTULO XV 


DE LA INVESTIGACIÓN DE LA PATERNIDAD 0 
MATERNIDAD 


Artículo 191. (Accionantes).- Acápite y numera- 
les 19) 29) y 33): Idem. 
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42) Cuando el presunto hijo o su representante 
legal ejercite conjuntamente con la acción que es- 
te artículo le acuerda, la de petición de herencia, 
el Actuario, bajo la pena de 100 UR(cien unidades 
reajustables) de multa, lo comunicará dentro de 
quince días al Registro correspondiente para la 
inscripción, que producirá a los efectos enuncia- 
dos en el artículo 685 del Código Civil. Si entre los 
demandados hubiese herederos testamentarios o 
de los llamados a la herencia por el artículo 1025 
del Código Civil, o cónyuge con derecho a ganan- 
ciales o a porción conyugal, cualquiera de ellos 
podrá obtener que se limite la interdicción a un 
bien o lote de bienes hereditarios cuyo valor cu- 
bra ampliamente la legítima del actor, quien solo 
sobre ese bien o lote podrá perseguir el pago de 
su haber hereditario en caso de que le sea reco- 
nocida la filiación invocada y sin perjuicio de la 
acción personal que le corresponda por restitu- 
ción de frutos. 


Artículo 197.- Incisos primero y tercero igual. 


Inciso segundo. La excepción de mala conducta 
de la madre no tiene eficacia perentoria. 


CAPÍTULO XVII 
Se propone la modificación del título del Capítulo: 


CONSEJO NACIONAL HONORARIO DE LOS 
DERECHOS DEL NIÑO, EL ADOLESCENTE Y LA 
FAMILIA 


Artículo 204. (Creación).- Créase el Consejo Na- 
cional Honorario de los Derechos del Niño, el Adoles- 
cente y la Familia, que se integrará con un repre- 
sentante del Ministerio de Educación y Cultura, uno 
del Ministerio de Salud Pública, uno del Instituto 
Pediátrico "Luis Morquio, uno del Instituto Nacional 
del Menor, uno del Poder Judicial, uno de la Adminis- 
tración Nacional de Educación Pública, uno del Con- 
greso de Intendentes, uno del Colegio de Abogados, 
tres de las organizaciones no gubernamentales y uno 
de las organizaciones privadas, en ambos casos, de 
promoción y atención a la niñez, a la adolescencia y a 
la familia. 


Artículo 205. (Integración).- Inciso primero: Ídem. 


Inciso segundo.- Los representantes de las or- 
ganizaciones no gubernamentales y de las orga- 
nizaciones privadas serán designados. 


Artículo 207. (Competencia).- El Consejo que se 
crea tendrá competencia a nivel nacional. Serán sus 
fines : 


19) Coordinar, e integrar las políticas sectoria- 
les de atención a la niñez, la adolescencia y la fa- 
milia, por parte de las diferentes entidades públi- 
cas vinculadas al tema. 


Numerales 22) a 42): Ídem. 


5%) Ser oído preceptivamente en la elaboración de 
las leyes de presupuesto, rendición de cuentas y de- 
más normas que tengan relación con la niñez, la 
adolescencia y la familia. 


Artículo 210. (Funcionamiento).- Inciso primero: 
Ídem. 


Inciso segundo: El Consejo tendrá un Secreta- 
rio Ejecutivo rentado que velará especialmente 
por su constitución y el cumplimiento de los fines 
que por este Código se le asignan. 


A tales efectos, se transforma un cargo de "Al- 
ta Gerencia" existente en el Instituto Nacional del 
Menor, que se denominará "Secretario Ejecutivo 
del Consejo Nacional de los Derechos del Niño, el 
Adolescente y la Familia", para actuar bajo la de- 
pendencia del Consejo. 


CAPÍTULO XIX 


Artículo 216. (Nueva denominación).- A partir 
de la vigencia del presente Código, el Instituto Na- 
cional del Menor (INAME) pasará a denominarse 
"Instituto del Niño, el Adolescente y la Familia del 
Uruguay" (INAFU), manteniendo su carácter de ser- 
vicio descentralizado a todos sus efectos y compe- 
tencias. 


CAPÍTULO XX 


DEROGACIONES Y OBSERVANCIA DEL 
PRESENTE CÓDIGO 


Artículo 224.- Deróganse los artículos 174 y 
241 del Código Civil y todas las demás disposi- 
ciones que se opongan al presente Código. 


El artículo 242, inciso primero del Código Civil 
quedará redactado de la siguiente manera: "Se 
admite la investigación de la maternidad, cuando 
no se trate de atribuir el hijo a una mujer casada, 
al tiempo de la concepción o el nacimiento del 
hijo. 


Artículo 225. (Instituto del Niño, el Adolescente y 
la Familia del Uruguay).- Desde la publicación ofi- 
cial del presente Código, se incluirá en el texto la 
denominación del Instituto del Niño, el Adolescen- 
te y la Familia del Uruguay (INAFU). 
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Se incluyen a continuación los artículos que la 
Cátedra de Derecho de Familia propone como 80 y 
80.1 del proyecto. 


Artículo .- Derógase el inciso tercero del ar- 
tículo 227 del Código Civil. 


Modifícase la redacción del inciso cuarto del 
artículo 227 del Código Civil, el que quedará re- 
dactado de la siguiente forma: "No se admitirá el 
reconocimiento de hijo natural, aun después de 
disuelto el matrimonio, cuando ese reconocimien- 
to se pretenda hacer a favor de una persona que 
tenga la posesión notoria de hijo legítimo, sin perjuicio 
de las acciones que, legalmente, se admiten para 
contestar esa filiación. 


Artículo .- Sustitúyense los artículos 214, 215, 
216, 217, 218, 219, 220 y 221 del Código Civil, los 
que quedarán redactados de la siguiente manera: 


Artículo 214.- Viviendo los cónyuges de con- 
sumo, la ley considera al marido, padre de la cria- 
tura concebida por su mujer durante el matrimo- 
nio. Esta presunción es relativa. Las personas legi- 
timadas por la ley, podrán destruir la misma acredi- 
tando que el vínculo biológico de paternidad no 
existe. 


Artículo 215.- Se considera concebida dentro 
del matrimonio, a la criatura nacida fuera de los 
ciento ochenta días después de contraído éste y 
dentro de los trescientos días siguientes a su di- 
solución. Esta presunción es relativa. 


Artículo 216.- Se considera, asimismo, el mari- 
do padre de la criatura nacida de su mujer dentro 
de los ciento ochenta días siguientes al matrimo- 
nio siempre que aquél haya conocido el embarazo 
antes de contraer matrimonio o haya admitido su 
paternidad expresa o tácitamente por cualquier 
medio inequívoco. Fuera de estos casos, bastará 
al marido con negar judicialmente la paternidad 
de la criatura habida por su mujer, de lo que se le 
dará conocimiento a ésta. Si la madre se opusiera 
surgirá el contradictorio. 


Artículo 217.- La presunción de paternidad del 
marido que se configura conforme a lo dispuesto 
por los artículos 214, 215 y 216 del Código Civil, 
podrá ser libremente impugnada por el marido, el 
hijo o los herederos de uno u otro, dentro de los 
plazos y en las condiciones que se dispone en los 
artículos siguientes. 


Artículo 218.- El marido podrá ejercer la acción 
de desconocimiento de paternidad a efectos de 
impugnar la presunción de legitimidad que hu- 


biera surgido, dentro del plazo de un año contado 
desde que tomó conocimiento del nacimiento de 
la criatura cuya paternidad la ley le atribuye. 


Sus herederos podrán continuar la acción in- 
tentada por éste, o iniciar la misma, si el marido 
hubiera muerto dentro del plazo hábil para dedu- 
cirla. Los herederos dispondrán del plazo de un 
año a contar desde el fallecimiento del marido. 


Artículo 219.- Hallándose el hijo en posesión 
del estado filiatorio legítimo, tenga o no su título, 
podrá impugnar la presunción de paternidad del 
marido, actuando debidamente representado por 
un curador ad hoc, dentro del plazo de un año a 
contar desde el nacimiento. Si la acción no hu- 
biera sido intentada durante la menor edad del 
hijo, podrá ejercerla éste durante el plazo de un 
año a partir de la mayoría. En caso de fallecer el 
hijo dentro del plazo hábil para interponer la de- 
manda de impugnación de la paternidad o durante 
su minoría de edad sin haberla interpuesto, la ac- 
ción podrá ser ejercida por los herederos de éste 
dentro del plazo que aquél contaba. 


Artículo 220.- De faltar la posesión de estado 
de filiación legítima aun cuando exista su título, la 
acción de desconocimiento de paternidad podrá 
ser intentada indistintamente por la madre, por un 
curador ad hoc que actúe en representación del 
hijo, por el padre biológico que manifieste su 
ánimo de reconocerlo o por el hijo al llegar a la 
mayoría de edad. La madre y el padre biológico no 
podrán accionar una vez que su hijo haya llegado 
a la mayoría de edad. En ausencia de posesión de 
estado de filiación legítima, la acción será impres- 
criptible para el hijo. 


En los casos en que este artículo, el preceden- 
te y el inciso cuarto del artículo 227 se refieren a 
posesión de estado, no se requiere el transcurso 
del tiempo reclamado por el artículo 47 del Código 
Civil. 

El acogimiento de la acción deducida por la 
madre o por el padre biológico, dejará al hijo em- 
plazado en el estado civil de hijo natural del de- 
mandante. 


Artículo 221.- El proceso no será válidamente 
entablado si no intervienen en el mismo, en cali- 
dad de sujetos activos o pasivos, en su caso, el 
marido, la madre y el hijo de ésta. 


Artículo .- Modifícanse los artículos 174 de la 
Ley N* 16.226, 29 de octubre de 1991, y artículo 78 
de la Ley N* 16.320, de 12 de noviembre de 1992, 
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sustituyéndose por la siguiente redacción: "A los 
efectos de las pensiones alimenticias previstas 
por el Código de la Niñez y la Adolescencia, ade- 
más de los sueldos presupuestales se computará 
el 50% (cincuenta por ciento) de todos los ingre- 
sos generados por la actividad del obligado en el 
exterior. 


Montevideo, 31 de agosto de 2000. 


DANIEL DÍAZ MAYNARD, Represen- 
tante por Montevideo". 


Anexo XIV al 
Rep. N? 22 


"TEXTO DE LAS ENMIENDAS 
CAPÍTULO Il 


DE LOS DERECHOS DE LOS NIÑOS Y DE LOS 
ADOLESCENTES 


Artículo 8?. (Principio general).- Todo niño y 
adolescente goza de los derechos inherentes a la 
persona humana. Tales derechos serán ejercidos de 
acuerdo a la evolución de sus facultades, y en la for- 
ma establecida por la Constitución de la República, 
los instrumentos internacionales, el presente Código y 
las leyes especiales. En todo caso tiene derecho a 
ser oído y obtener respuestas cuando se tomen deci- 
siones que afecten su vida. 


Podrá acudir a los Tribunales y ejercer los actos 
procesales en defensa de sus derechos, siendo pre- 
ceptiva la asistencia letrada. El Juez ante quien acuda 
tiene el deber de designarle curador, cuando fuere 
pertinente, para que lo represente y asista en sus 
pretensiones. 


Los Jueces, deberán adoptar las medidas necesa- 
rias para asegurar el cumplimiento de lo establecido 
en los incisos anteriores, debiendo declararse nulas 
las actuaciones cumplidas en forma contraria a lo 
aquí dispuesto. 


Artículo 22. (Políticas de acción).- La atención 
hacia la niñez y la adolescencia se orientará primor- 
dialmente a: 


A) La aplicación de políticas sociales básicas, que 
hagan efectivos los derechos consagrados en 
la Constitución de la República, para todos los 
niños y los adolescentes. 


B) Creación de programas de atención integral, 
para aquellos que los necesiten, por carencia 
temporal o permanente: niños y adolescentes 
con capacidad diferente, situación de desampa- 
ro o marginalidad. 


C) Programas y servicios especiales de preven- 
ción y atención médica y psicosocial a las víc- 
timas de negligencia, maltrato, violencia o ex- 
plotación laboral o sexual. 


D) Programas de garantías para la protección jurí- 
dico-social de los niños y los adolescentes en 
conflicto con la ley, y educación para la integra- 
ción social. 


E) Programas de promoción de la niñez y de la 
adolescencia en las áreas deportivas, cultura- 
les y recreativas, entre otras. 


F) Sistemas de indicadores de desarrollo del niño 
y del adolescente, respetando el derecho a la 
privacidad y el secreto profesional. 


Artículo 26. (Competencia del Instituto Nacio- 
nal del Menor).- El Instituto Nacional del Menor es el 
órgano administrativo rector en materia de políticas 
de la niñez y de la adolescencia, y competente en 
materia de promoción, protección y atención de los 
niños y de los adolescentes del país. Deberá determi- 
nar, por intermedio de sus servicios especializados, la 
forma de llevar a cabo la implementación de las políti- 
cas a través de distintos programas, proyectos y mo- 
dalidades de intervención social, públicos y privados. 


Previos diagnósticos y estudios técnicos, deberá 
velar por una adecuada admisión, ingreso, atención, 
derivación y desvinculación de los niños y de los 
adolescentes bajo su cuidado. La incorporación a los 
distintos hogares, programas, proyectos y modalida- 
des de atención se realizará habiéndose oído al niño 
o al adolescente y buscando favorecer el pleno goce 
y la protección integral de sus derechos. 


Procurará que todos los niños y los adolescentes 
tengan igualdad de oportunidades para acceder a los 
recursos sociales, a efectos de poder desarrollar sus 
potencialidades y de conformar personalidades autó- 
nomas capaces de integrarse socialmente en forma 
activa y responsable. Las acciones del Instituto Na- 
cional del Menor deberán priorizar a los más despro- 
tegidos y vulnerables. 


Los adolescentes que, estando a disposición del 
Instituto Nacional del Menor, alcanzaren la mayoría 
de edad serán orientados y apoyados a efectos que 
puedan hacerse cargo de sus vidas en forma inde- 
pendiente. Las personas con capacidad diferente que 
alcanzaren dicha mayoría, estando a cuidado del Ins- 
tituto Nacional del Menor, podrán permanecer bajo su 
protección siempre y cuando no puedan ser derivados 
para su atención en servicios o programas de adultos. 
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El Instituto Nacional del Menor fiscalizará, por lo 
menos una vez al año, a las instituciones privadas a 
las que concurran niños y adolescentes. 


Dicha fiscalización será efectuada por asistentes 
sociales u otros profesionales a efectos de evaluar la 
situación en que se encuentran los niños y los ado- 
lescentes, así como el trato y formación que se les da 
a los mismos, de acuerdo a los derechos que éstos 
tienen y a las obligaciones de dichas instituciones. 


El Instituto Nacional del Menor podrá formular ob- 
servaciones, sin perjuicio de efectuar las denuncias 
que correspondan ante las autoridades competentes, 
por la constatación de violación de los derechos del 
niño y del adolescente, de irregularidades o delitos. 


Artículo 27. (Infracciones a la ley penal).- A los 
efectos del presente Código son infracciones a la ley 
penal: 


1) Las acciones u omisiones dolosas consuma- 
das, cometidas en calidad de autor, coautor, ti- 
pificadas por el Código Penal y las leyes pena- 
les especiales. 


2) Las acciones u omisiones culposas consuma- 
das, cometidas en calidad de autor, coautor, ti- 
pificadas por el Código Penal y las leyes pena- 
les especiales, cuando el Juez reúna los ele- 
mentos de convicción suficientes, fundados ex- 
clusivamente en el desarrollo de la personali- 
dad psicosocial del infractor; avalado por un 
equipo técnico, que permita concluir que el me- 
nor disponía la capacidad cognitiva de las posi- 
bles consecuencias de su obrar. 


3) La tentativa de infracciones a la ley penal. 


4) La participación en calidad de cómplice en in- 
fracciones a la ley penal. 


Artículo 44. (Aplicación).- Las medidas privativas 
de libertad solo se aplicarán a los menores declara- 
dos por sentencia ejecutoriada, responsables de in- 
fracción, que a juicio del Juez justifique la misma. 


También podrán aplicarse a los menores que, ha- 
biendo sido declarados por sentencia ejecutoriada 
responsables de una infracción, incumplen las medi- 
das adoptadas por el Juez. 


CAPÍTULO IX 
|.- De la filiación 


Artículo 75. (Derecho a la afiliación).- Todo niño 
y adolescente tiene derecho a conocer quiénes son 
sus padres. 


Artículo 77. (Derecho a la identidad).- El recién 
nacido deberá ser registrado en todas las maternida- 
des públicas o privadas mediante la impresión plantar 
y digital, acompañado de impresión digital de la ma- 
dre. 


Artículo 82.- A los efectos del reconocimiento, el 
Oficial de la Dirección General del Registro de Estado 
Civil interviniente, bajo su más seria responsabilidad 
administrativa, deberá instruir de las consecuencias 
del mismo al o los comparecientes, de lo que se de- 
berá dejar constancia en actas. 


11.- De la tenencia del niño y del adolescente 
Artículo 85. (Tenencia de los padres).- 


1) Cuando los padres estén separados, éstos de- 
terminarán de común acuerdo quién detentará 
la tenencia (artículo 177 del Código Civil). 


2) De no existir acuerdo de los padres, la tenencia 
la resolverá el Juez de Familia, dictando las 
medidas necesarias para su cumplimiento. 


Artículo 92. (Régimen de visitas definitiva).- El 
día hábil inmediato siguiente, el Juez de Urgencia, da- 
rá cuenta al Juez de Familia que intervino en la fija- 
ción del régimen de visitas, remitiéndole los antece- 
dentes -con los que se formará un expediente- el cual 
resolverá en definitiva sobre el mantenimiento o no 
del régimen fijado, así como sobre la tenencia de los 
hijos. 

A tales efectos, deberá convocar a las partes a 
una audiencia, la cual deberá celebrarse en un plazo 
no mayor de setenta y dos horas de recibidos los an- 
tecedentes. En dicha audiencia será preceptiva la 
presencia del Ministerio Público y Fiscal, así como la 
asistencia letrada. 


Artículo 93. (Incumplimiento en realizar las visi- 
tas).- Si la parte a cuyo favor se le establece régimen 
de visitas, no cumpliere con el mismo, podrá la otra 
parte acudir al Juez de Familia competente, explicán- 
dole la situación y la repercusión de qué falta de 
cumplimiento por parte del obligado tiene sobre sus 
hijos. 

El Juez citará a las partes, dentro de los diez días 
de recibido el escrito, a una audiencia a efectos de oír 
a ambas partes, y para que el obligado que no cum- 
ple con las visitas explique los motivos que han lleva- 
do a dicha situación. 


El Juez deberá instar al incumplidor a que efectúe 
las visitas, explicando la importancia para la evolución 
y desarrollo del niño y el adolescente. 
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CAPÍTULO X 
DE LOS ALIMENTOS 


Artículo 98. (Concepto de alimentos).- Los ali- 
mentos están constituidos por las prestaciones mo- 
netarias o en especie que sean bastantes para satis- 
facer, según las circunstancias particulares de cada 
caso, las necesidades relativas al sustento, habita- 
ción, vestimenta, atención médica y los gastos nece- 
sarios para adquirir una profesión y oficio, educación, 
cultura y recreación. 


También se consideran los gastos de atención de 
la madre durante el embarazo, desde la concepción 
hasta la etapa de post-parto. 


Las prestaciones deberán ser en proporción a las 
posibilidades económicas de los obligados, y a las 
necesidades de los beneficiarios. 


Artículo 102. (Beneficiarios de la obligación 
alimentaria).- Son acreedores de la obligación ali- 
mentaria los niños y adolescentes así como los mayo- 
res de dieciocho años y menores de veintiuno que no 
dispongan de medios de vida propios y suficientes pa- 
ra su congrua y decente sustentación. 


Quedan asimilados a lo dispuesto en este título las 
personas con capacidad diferente cualquiera fuere su 
edad. 


III.- De la Adopción 
Adopción Simple 
Artículo 134. (Adoptados).- 


3) Si se trata de un niño o un adolescente someti- 
do a patria potestad, será necesario el consentimiento 
de quién o quiénes se encuentren en su ejercicio. 


El consentimiento para la adopción será presenta- 
do ante el Juez Letrado de Familia del domicilio de los 
adoptantes, compareciendo personalmente ante 
aquél. 


Los padres que consienten en la adopción queda- 
rán suspendidos en el ejercicio de la patria potestad 
sobre el niño o el adolescente, la que pasará al 
adoptante. 


El procedimiento se regirá por lo establecido en 
los artículos 346 y 347 del Código General del Proce- 
SO. 


Artículo 140.- Se permite la adopción plena a fa- 
vor de: 


A) Los niños o los adolescentes abandonados o 
huérfanos de padre y madre, o pupilos del Es- 


tado, o hijos de padres desconocidos o del hijo 
o hijos reconocidos por uno de los adoptantes. 


La condición de abandono se acreditará por 
sentencia ejecutoriada que declare la pérdida 
de la patria potestad. 


B) Los niños o adolescentes abandonados por 
uno de sus progenitores legítimos, cuando fue- 
re solicitada por el padre o madre que haya 
mantenido la patria potestad, conjuntamente 
con el cónyuge con el que contrajo nuevo ma- 
trimonio. 


La adopción plena prevista en el presente 
numeral solo podrá llevarse a cabo una sola 
vez, respecto al niño o al adolescente. 


Cuando se pretendiere adoptar en forma plena 
dos o más niños o adolescentes simultáneamente, no 
será obstáculo la circunstancia de que mediasen me- 
nos de ciento ochenta días entre sus respectivos na- 
cimientos. 


En caso de existir hermanos en situación de 
abandono, se propenderá a su integración conjunta 
en una familia adoptiva. 


Artículo 141.- Están habilitados para solicitar la 
adopción plena: 


1) Los cónyuges, mayores de veinticinco años, 
con quince años más que el niño o el adoles- 
cente y que lo hubieran tenido bajo su guarda o 
tenencia por un término no inferior a un año, 
que computen por lo menos cuatro años de 
matrimonio, pudiéndose considerar en su caso 
el tiempo de concubinato previo al mismo, 
siempre que aquél hubiera sido estable, singu- 
lar y público, compartiendo la vida en común. 


Por motivo fundado y expreso, el Tribunal po- 
drá otorgarla aun cuando alguno de los cónyu- 
ges o ambos no alcanzaren tal diferencia de 
edad con el adoptado reduciéndola hasta un 
límite que admita razonablemente que este 
puede ser hijo de los adoptantes o en casos 
excepcionales, y si no mediare oposición del 
Ministerio Público, a pesar de que uno de los 
dos cónyuges no fueren mayores de veinticinco 
años de edad o no completaren los cuatro años 
de matrimonio a que refiere el inciso anterior. 


2) El viudo o viuda y los esposos divorciados 
siempre que medie la conformidad de ambos y 
cuando la guarda o tenencia del niño o del 
adolescente hubiera comenzado durante el 
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matrimonio y se completara después de la di- 
solución de este. 


No es obstáculo para la adopción plena la 
existencia de una previa adopción simple reali- 
zada por los mismos peticionantes. 


CAPÍTULO XV 


DE LA INVESTIGACIÓN DE LA PATERNIDAD O 
MATERNIDAD 


Artículo 192. (Emplazamiento).- En los casos 
previstos por el numeral 3) del artículo 191, el Instituto 
Nacional del Menor iniciará los procedimientos judi- 
ciales ante el Juez de Familia competente, para que 
emplace al padre o a la madre del niño o el adoles- 
cente con domicilio conocido. 


Si no se conociera el domicilio se le emplazará por 
edictos según lo establecido por el Código General 
del Proceso. 


Artículo 194. (No comparecencia).- Si citado por 
segunda vez y bajo apercibimiento, el padre o la ma- 
dre no comparece en autos, el Juez competente pon- 
drá esta circunstancia en conocimiento del Ministerio 
Público quien podrá proponer dos o más personas 
idóneas para que entre ellos se elija el curador "ad li- 
tem" del menor, quién instaurará y proseguirá la ac- 
ción. 

Las citaciones previstas en el inciso anterior serán 
con plazo de seis días. 


Montevideo, 31 de agosto de 2000. 


JORGE BARRERA, Representante por 
Montevideo, ALEJO FERNÁNDEZ 
CHAVES, Representante por Maldo- 
nado, GUSTAVO SILVEIRA, Repre- 
sentante por Cerro Largo, JOSÉ 
AMORÍN BATLLE, Representante por 
Montevideo, ALEXIS GUYNOT DE 
BOISMENU, Representante por 
Montevideo, ALEJANDRO FALCO, 
Representante por Montevideo". 


Anexo XV al 
Rep. N? 22 


"TEXTO DE LAS ENMIENDAS 


Artículo 24. (Competencia de urgencia).- La Su- 
prema Corte de Justicia asignará, por lo menos, a 
cuatro Juzgados Letrados de Familia en Montevideo y 
a los Juzgados Letrados de Primera Instancia del in- 
terior de la República, que entiendan en materia de 
familia, competencia de urgencia, para atender en 
forma permanente todos los asuntos que requieran 


intervención inmediata. Entendiéndose por tales, 
aquéllos en que exista riesgo de lesión o frustración 
de un derecho del niño o del adolescente, o en los 
casos previstos en el inciso segundo del ar- 
tículo 117 de este Código, con excepción de las in- 
fracciones de adolescentes a la ley penal. 


Inciso segundo. Igual texto. 
Inciso tercero. Igual texto. 
Inciso cuarto. Igual texto. 
Inciso quinto. Igual texto. 


Artículo 26. (Competencia del Instituto Nacional 
del Menor).- 


Inciso primero. Igual texto. 
Inciso segundo. Igual texto. 
Inciso tercero. Igual texto. 
Inciso cuarto. Igual texto. 
Inciso quinto. Igual texto. 
Inciso sexto. Igual texto. 


El Instituto Nacional del Menor podrá formular ob- 
servaciones, sin perjuicio de efectuar las denuncias 
que correspondan ante las autoridades competentes, 
por la constatación de violación de los derechos del 
niño y del adolescente. (Se suprime "De irregularida- 
des o delitos”). 


Artículo 34. (Procedimiento).- 
1. Actuaciones previas al proceso. 
A) Cometidos de la autoridad policial. 


Cuando proceda la detención del adoles- 
cente ... Igual texto. 


a) Igual texto. 


b) Igual texto. 
c) Igual texto. 
d) Igual texto. 
e) Si no fuera posible llevarlo de inmediato 


a presencia del Juez, previa autorización 
de éste, deberá conducírselo a la depen- 
dencia especializada del Instituto Nacio- 
nal del Menor que corresponda y solo en 
caso de indisponibilidad de aquélla a una 
del Instituto Policial, no pudiendo perma- 
necer en este último lugar por más de 
doce horas. 


f) Igual texto. 


122 CÁMARA DE REPRESENTANTES 


Miércoles 19 de diciembre de 2001 


B) Igual texto. 

5) Medidas cautelares. 
Inciso primero. Igual texto. 
Inciso segundo. Igual texto. 
Inciso tercero. Igual texto. 


La internación provisoria se cumplirá en un esta- 
blecimiento especial del Instituto Nacional del Menor. 
El arresto domiciliario será regulado, supervisado 
y controlado por el Instituto Nacional del Menor. 


7) Informe del Centro de Internación. 


Los técnicos producirán los informes ver- 
bales o escritos que el Juez disponga. Los 
informes verbales se producirán en audien- 
cia. 


10) Audiencia final. 
Inciso primero. Igual texto. 
Inciso segundo. Igual texto. 


Se dará participación a sus padres o responsables 
y a la víctima, si lo solicitaren. 


Artículo 36. (Ejecución de las medidas).- Una vez 
que el Juez disponga las medidas, deberá comuni- 
carlo por escrito al Instituto Nacional del Menor, a ex- 
cepción de las previstas por los literales A) y B) 
del artículo 38, con remisión del texto de las resolu- 
ciones o sentencias, sin cuyos requisitos el órgano 
destinatario no dará curso a la ejecución de las mis- 
mas. 


Artículo 38. (Medidas sustitutivas).- Podrán apli- 
carse, entre otras, las siguientes medidas no privati- 
vas de libertad: 


A) Se suprime. 
B) Se suprime. 
C) Igual texto. 
D) Igual texto. 
E) Igual texto. 
F) Igual texto. 


19) 


) Igual texto. 
H) Igual texto. 
1) Igual texto. 


Artículo 42. (Régimen de libertad asistida y vigila- 
da).- 


A) Ídem. 


B) Ídem. 


Ambas medidas se regularán de acuerdo a di- 
rectivas que al efecto programe el Instituto Nacio- 
nal del Menor. El régimen de libertad asistida po- 
drá ser ejecutado por el INAME o por otras insti- 
tuciones públicas o privadas supervisadas por és- 
te. El régimen de libertad vigilada será de respon- 
sabilidad exclusiva, irrenunciable e indelegable 
del Estado. 


Artículo 46. (Medidas privativas de libertad).- Las 
medidas privativas de libertad son: 


A) Ídem. 
B) Ídem 


C) Internación en un programa intensivo cen- 
trado en el desarrollo de habilidades y des- 
trezas sociales y la recuperación y fortale- 
cimiento de la autoestima. 


D) Internación de fin de semana. 


Artículo 46.1. (Programa de internación inten- 
sivo de fortalecimiento personal).- El régimen de 
internación intensivo se aplicará preferencialmen- 
te a los jóvenes primarios y tendrá una duración 
máxima de noventa días. El programa integrará en 
su base un entrenamiento y desarrollo físico, una 
programación laboral y una incorporación de lími- 
tes conductuales en un marco de contacto directo 
con la naturaleza. Excepcionalmente supondrá la 
interrupción en el contacto con la familia y la co- 
munidad de origen por la duración de la medida, 
salvo disposición judicial en contrario. 


Artículo 46.2. (Régimen de internación de fin de 
semana).- El régimen de internación de fin de se- 
mana consiste en el ingreso en un centro que 
asegure su permanencia, por regla general los 
sábados y domingos. La reclusión se hará en un 
establecimiento o sector separado de toda otra 
población adolescente internada. La extensión 
mínima de esta medida es de un fin de semana y 
la máxima de ocho fines de semana. La duración 
de cada una de las internaciones es de treinta y 
seis horas. 


Artículo 50. (Cumplimiento).- Se cumplirán en 
centros especiales hasta la finalización de las 
medidas y de acuerdo a criterios, entre otros, de 
género, edad, complexión física, características 
psicosociales y culturales, adaptación a la convi- 
vencia y evolución o involución en la progresión 
educativa. 
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Artículo 58. (Control que ejercen los Jueces com- 
petentes).- Son cometidos de los Jueces Letrados de 
Adolescentes: 


Artículo 75. (Derecho a la filiación).- Todo niño y 
adolescente tiene derecho a saber quiénes son sus 
progenitores. 


1) Igual texto. Artículo 79. (Del nombre según la filiación).- 


1) El hijo legítimo llevará como primer apellido 
el de su padre y como segundo el de su 
madre. 


2) Igual texto. 
3) Igual texto. 


4) Se suprime. 2) El hijo natural inscripto por ambos padres, 
llevará como primer apellido el de su padre 


Artículo 59. (Control de la autoridad administrati- 
y como segundo el de su madre. 


va).- El Instituto Nacional del Menor informará ca- 
da tres meses al Juez sobre la forma que se cum- 3) El hijo natural inscripto por su padre llevará 
ple la medida y la evolución del adolescente. como primer apellido el de éste y como se- 


Inciso segundo. Igual texto. 


Artículo 60. (Principio especial de la privación de 


libertad).- Sin perjuicio de los derechos ... Igual texto. 


A) Derechos: 


1) Igual texto. 
2) Igual texto. 
3) Igual texto. 
4) Igual texto. 
5) Igual texto. 
6) A conocer la fundamentación de la deci- 


sión en caso de ser trasladado del centro 
donde cumpla las medidas educativas. 


7) Igual texto. 
B) Deberes: Igual texto. 
C) Ámbito de aplicación: Igual texto. 


Artículo 61. (Principio general).- En cualquier es- 


tado... Igual texto. 


1) Igual texto. 


2) Igual texto. 


4 


) 
) 

3) Igual texto. 
) Igual texto. 
) 


5) Cuando se procesare penalmente al infractor 
por la comisión de un delito de igual o superior 
gravedad al hecho que motivó la aplicación de 
la medida socioeducativa. En caso que el delito 
fuera de menor gravedad que la infracción que 
motivó la medida referida, se clausurará el pro- 
ceso, de haberse cumplido las dos terceras 


partes de la medida socioeducativa. 


gundo el de la mujer que surja acreditada 
como su madre. 


4) El hijo natural inscripto por su madre llevará 
como segundo apellido el de ésta y como 
primero uno de uso común. 


5) El hijo natural que no es inscripto por su 
padre ni por su madre, llevará igualmente en 
segundo lugar el apellido de su madre, en 
caso de ser ésta conocida y en primer lugar 
uno de uso común. 


6) El hijo natural cuyos padres se desconocen, 
inscripto de oficio, llevará dos apellidos de 
uso común seleccionados por el Oficial del 
Registro de Estado Civil interviniente. 


E 


Los apellidos de uso común serán sustitui- 
dos por el del padre o la madre que reco- 
nozca a su hijo o sean declarados tales por 
sentencia, debiendo recabarse a tales efec- 
tos la voluntad del reconocido que haya 
cumplido los doce años de edad (ar- 
tículo 83). 


3 


El hijo natural inscripto por un familiar del 
niño, llevará dos apellidos, como primer 
apellido uno de uso común, seleccionado 
por el familiar interviniente y en segundo 
lugar el de la madre conocida. 


9) En los casos de adopción plena, el hijo lle- 
vará como primer apellido el de su padre y 
como segundo el de su madre legitimantes, 
conforme a lo dispuesto por el artículo 32 de 
la Ley N* 10.674, de 20 de noviembre de 
1945. La sentencia que autorice la adopción 
plena dispondrá el o los nombres de pila 
con que será inscripto el menor. 


10) En los casos de adopción simple realizada 
por un matrimonio, el o los apellidos del 
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adoptado serán sustituidos por el del padre 
y madre adoptantes. Si la adopción simple 
fuere realizada por un hombre, el adoptado 
sustituirá su primer apellido por el del adop- 
tante. Si la adopción simple fuere realizada 
por una mujer, el adoptado sustituirá su se- 
gundo apellido por el de la adoptante. No 
obstante, si se tratare de la adopción de un 
menor mayor de doce años, podrá convenir 
con el o los adoptantes si mantendrá sus 
apellidos de origen o sustituirá alguno de 
ellos por el del o de los adoptantes. 


En la sentencia deberá dejarse constancia de 
la decisión respecto de los apellidos del adop- 
tado, la que será anotada al margen de la 
partida de nacimiento. 


Artículo 79. (Inscripción de los hijos).- 
1) Igual texto. 


2) Si quien lo inscribe es su madre biológica, y 
no puede acreditar el apellido paterno, se 
sorteará éste, que llevará el menor como 
primer apellido, siendo el segundo apellido, 
el de su madre biológica. 


3) Igual texto. 
4) Igual texto. 


5) Si la inscripción la efectuaren terceras per- 
sonas, la determinación del o de los apelli- 
dos del menor, se regirá por el criterio apli- 
cado en caso de imposibilidad de acredita- 
ción de uno o de ambos apellidos, se sor- 
teará el o los faltantes, respetando siempre 
el principio general dispuesto por el ar- 
tículo 78. 


6) Igual texto. 


Artículo 80. (Derecho y deber a reconocer los hi- 
jos propios).- Todo progenitor tiene el derecho y el 
deber, cualquiera fuere su estado civil, de reconocer a 
sus hijos. 


Derógase el inciso tercero del artículo 227 del 
Código Civil. 
Modifícase la redacción del inciso cuarto del 


artículo 227 del Código Civil, el que quedará re- 
dactado de la siguiente forma: 


"No se admitirá el reconocimiento de hijo natu- 
ral, aun después de disuelto el matrimonio, 
cuando ese reconocimiento se pretenda hacer 
a favor de una persona que tenga la posesión 
notoria de hijo legítimo, sin perjuicio de las ac- 


ciones que, legalmente, se admiten para con- 
testar esa filiación". 


Artículo 80.1.- Sustitúyense los artículos 214, 


215, 216, 217, 218, 219, 220 y 221 del Código Civil, 
los que quedarán redactados de la siguiente manera: 


"ARTÍCULO 214.- Viviendo los cónyuges de 
consuno, la ley considera al marido, padre de 
la criatura concebida por su mujer durante el 
matrimonio. Esta presunción es relativa. Las 
personas legitimadas por la ley, podrán des- 
truir la misma acreditando que el vínculo bio- 
lógico de paternidad no existe. 


ARTÍCULO 215.- Se considera concebida dentro 
del matrimonio, a la criatura nacida fuera de los 
ciento ochenta días después de contraído éste y 
dentro de los trescientos días siguientes a su di- 
solución. Esta presunción es relativa. 


ARTÍCULO 216.- Se considera asimismo, al mari- 
do, padre de la criatura nacida de su mujer dentro 
de los ciento ochenta días siguientes al matrimo- 
nio, siempre que aquél haya conocido el embarazo 
antes de contraer matrimonio o haya admitido su 
paternidad expresa o tácitamente por cualquier 
medio inequívoco. Fuera de estos casos, bastará 
al marido con negar judicialmente la paternidad de 
la criatura habida por su mujer, de lo que se le da- 
rá conocimiento a ésta. Si la madre se opusiera 
surgirá el contradictorio. 


ARTÍCULO 217.- La presunción de paternidad del 
marido que se configura conforme a lo dispuesto 
por los artículos 214, 215 y 216 del Código Civil, 
podrá ser libremente impugnada por el marido, el 
hijo o los herederos de uno u otro, dentro de los 
plazos y en las condiciones que se dispone en los 
artículos siguientes. 


ARTÍCULO 218.- El marido podrá ejercer la acción 
de desconocimiento de paternidad a efectos de 
impugnar la presunción de legitimidad que hubiera 
surgido, dentro del plazo de un año contado desde 
que tomó conocimiento del nacimiento de la criatu- 
ra cuya paternidad la ley le atribuye. 


Sus herederos podrán continuar la acción inten- 
tada por éste, o iniciar la misma, si el marido hu- 
biera muerto dentro del plazo hábil para deducirla. 
Los herederos dispondrán del plazo de un año a 
contar desde el fallecimiento del marido. 


ARTÍCULO 219.- Hallándose el hijo en posesión 
del estado filiatorio legítimo, tenga o no su título, 
podrá impugnar la presunción de paternidad del 
marido, actuando debidamente representado por 
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un curador ad hoc, dentro del plazo de un año a 
contar desde el nacimiento. Si la acción no hubiera 
sido intentada durante la menor edad del hijo, po- 
drá ejercerla éste dentro del plazo de un año a 
partir de su mayoría. En caso de fallecer el hijo 
dentro del plazo hábil para interponer la demanda 
de impugnación de la paternidad o durante su mi- 
noría de edad sin haberla interpuesto, la acción 
podrá ser ejercida por los herederos de éste den- 
tro del plazo que aquél contaba. 


ARTÍCULO 220.- De faltar la posesión de estado 
de filiación legítima aun cuando exista su título, la 
acción de desconocimiento de paternidad podrá 
ser intentada indistintamente por la madre, por un 
curador ad hoc que actúe en representación del 
hijo, por el padre biológico que manifieste su áni- 
mo de reconocerlo o por el hijo al llegar a la mayo- 
ría de edad. La madre y el padre biológico no po- 
drán accionar una vez que su hijo haya llegado a 
la mayoría de edad. En ausencia de posesión de 
estado de filiación legítima, la acción será impres- 
criptible para el hijo. 


En los casos en que este artículo, el precedente 
y el inciso cuarto del artículo 227 se refieren a po- 
sesión de estado, no se requiere el transcurso del 
tiempo reclamado por el artículo 47 del Código Ci- 
vil. 


El acogimiento de la acción deducida por la ma- 
dre o por el padre biológico, dejará al hijo empla- 
zado en el estado civil de hijo natural del deman- 
dante. 


ARTÍCULO 221.- El proceso no será válidamente 
entablado si no intervienen en el mismo, en cali- 
dad de sujetos activos o pasivos, en su caso, el 
marido, la madre y el hijo de ésta". 


Artículo 80. (Derecho y deber a reconocer los hi- 
jos propios).- 


Inciso primero. Igual texto. 
Inciso segundo. Igual texto. 
Esta acción es imprescriptible. 


Artículo 81. (Dra. Rivero).- "A título informativo 
entendemos interesante resaltar la solución adoptada 
por el artículo 121 del Código Civil Español que, para 
los supuestos de reconocimiento efectuados por me- 
nores de edad no emancipados, exige 'para su vali- 
dez aprobación judicial, con audiencia del Ministerio 
Fiscal", modificación que podría ser considerada para 
agregarse al proyecto en cuanto al reconocimiento 
formulado por el varón menor de edad". 


Artículo 81. (Capacidad de los padres para reco- 
nocer sus hijos).- 


Inciso primero. Igual texto. 


En los casos de padres, niños o adolescentes no 
emancipados, el Juez decidirá a quién se le atribuyen 
los derechos y deberes inherentes a la representa- 
ción legal, otorgando preferencia a los abuelos que 
vivan con el padre que reconoce y el reconocido. 


Inciso tercero. Igual texto. 
Inciso cuarto. Igual texto. 


Artículo 82. (Formalidades del reconocimiento).- 
La simple declaración formulada ante el Oficial del 
Registro de Estado Civil por el padre o la madre 
biológicos, en oportunidad de la inscripción del 
nacimiento del hijo como su hijo natural, supone 
reconocimiento expreso de éste. 


Inciso segundo. Igual texto. 


Artículo 82.- (Formalidades del reconocimiento).- 
No se requieren términos sacramentales para el re- 
conocimiento de un hijo natural. Para ello es sufi- 
ciente con que el progenitor inscriba su nacimien- 
to como hijo ante el Oficial del Registro de Estado 
Civil o que, como refiere el artículo 233 del Código 
Civil, se atribuya la paternidad por escritura públi- 
ca o por testamento o ante el Oficial del Registro 
de Estado Civil, después de verificada su inscrip- 
ción. 

Inciso segundo. Se suprime. 


Artículo 83. (Voluntad del hijo).- Cuando el hijo 
fuere emplazado en la filiación natural, luego de 
haber cumplido doce años de edad, tiene derecho a 
expresar en forma, ante el Oficial del Registro de Es- 
tado Civil, su voluntad de seguir usando los apellidos 
con los que hasta entonces era identificado. Dicha 
expresión de voluntad será anotada al margen de su 
partida de nacimiento. 


Inciso segundo. Se suprime. 
Artículo 83. (Voluntad del hijo).- 
Inciso primero. Igual texto. 
Inciso segundo. Se suprime. 


Artículo 84. (Inscripción tardía).- El derecho con- 
sagrado en el artículo anterior, también rige para 
los supuestos de inscripciones tardías de hijos 
mayores de doce años. 


Inciso segundo. Igual texto. 
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Artículo 86. (Facultades del Juez de Familia).- 
Inciso primero. Igual texto. 
A) Igual texto. 


B) Preferir a la madre cuando el niño sea menor 
de cinco años, siempre que no sea perjudicial 
para él. 


C) Igual texto. 


Artículo 91. (Incumplimiento en permitir las visi- 
tas).- 


Inciso primero. Igual texto. 


El Juez de Familia de Urgencia o quien haga sus 
veces, escuchará a ambas partes, y de ser inmotiva- 
da la reticencia de la parte obligada a permitir las vi- 
sitas, dispondrá -apreciando las circunstancias del 
caso así como la edad del niño o del adolescente- la 
entrega del mismo a la parte que lo reclama, la cual 
deberá reintegrarlo según lo acordado. Inmediata- 
mente, dispondrá la remisión de las actuaciones 
de urgencia al Juez de la causa. 


Artículo 92. (Régimen de visitas definitivo).- 
Inciso primero. Igual texto. 


Si el Juez de la causa entendiere que la situa- 
ción planteada amerita la revisión de la tenencia 
homologada o judicialmente decretada, podrá re- 
solver sobre la misma, escuchando previamente a 
las partes, que tendrán la posibilidad de probar 
sus dichos. 


Inciso tercero. Igual texto del inciso segundo. 


Artículo 94. (Advertencia y sanción por incumpli- 
miento).- Igual Texto 


Artículo 95. (Sanción especialmente agravada 
por incumplimiento).- El incumplimiento del régimen 
de visitas homologado o fijado judicialmente podrá 
originar, excepcionalmente y atento a la gravedad 
de la situación creada, como consecuencia direc- 
ta del incumplimiento, la variación de la tenencia, si 
ello no perjudicara el interés del niño o del adoles- 
cente, sin perjuicio de las sanciones pecuniarias que 
fije el Juez a instancia de parte o de oficio, cuyo pro- 
ducido será en beneficio de aquél. 


Artículo 98. (Concepto de alimentos).- Los ali- 
mentos están constituidos por las prestaciones mo- 
netarias o en especie que sean bastante para satista- 
cer, según las circunstancias particulares de cada ca- 
so, las necesidades relativas al sustento, habitación, 
vestimenta, salud y los gastos necesarios para adqui- 


rir una profesión u oficio, educación, cultura y recrea- 
ción. 

Inciso segundo. Igual texto. 

Inciso tercero. Igual texto. 


Artículo 103. (Personas obligadas a prestar ali- 
mentos y orden de preferencia).- Inciso primero - 
Igual texto. 


1) Igual texto. 


2) El concubino o la concubina, en relación al 
o los hijos del otro integrante de la pareja, 
que no son fruto de esa relación, si convi- 
ven todos juntos conformando una familia 
de hecho. 


3) Igual texto numeral 2). 
4) Igual texto numeral 3). 


En los casos previstos en los numerales 1, 3 y 4, 
si concurrieren varias personas en el mismo orden, la 
obligación será divisible y proporcional a la posibilidad 
de cada obligado. 


Artículo 108. (Extinción de la obligación alimenta- 
ria) .- La obligación de alimentos se extingue y su ce- 
se debe ser judicialmente decretado en los siguientes 
casos: 


1) Igual texto. 
2) Igual texto. 
3) Igual texto. 
4) Cuando fallece el alimentante, sin perjuicio de 


las asignaciones alimenticias forzosas, si 
correspondieren. 


5) Igual texto. 
Se tramitarán por el procedimiento igual texto. 


Artículo 110. (Concepto de ingresos).- A los 
efectos del presente Código, se entiende por sueldo o 
haberes, todo ingreso de cualquier naturaleza, perió- 
dico o no, que se origine en la relación laboral, arren- 
damiento de obras o de servicios o derive de la segu- 
ridad social. No se computarán por ingresos, a los 
efectos de la pensión alimenticia, lo que perciba el 
alimentante por concepto de viáticos con rendición 
de cuentas. 


Inciso segundo. Igual texto. 


Modifícanse los artículos 174 de la Ley 
N* 16.226, de 29 de octubre de 1991, y artículo 78 
de la Ley N* 16.320, de 12 de noviembre de 1992, 
sustituyéndose por la siguiente redacción: "A los 
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efectos de las pensiones alimenticias previstas 
por el Código de la Niñez y la Adolescencia, ade- 
más de los sueldos presupuestales se computará 
el 50% (cincuenta por ciento) de todos los ingre- 
sos generados por la actividad del obligado en el 
exterior”. 


Artículo 111. (Límite de la retención por alimen- 
tos).- En el caso de ser el obligado empleado público 
o privado, podrá retenerse mensualmente hasta un 
50% (cincuenta por ciento) de los ingresos cuando así 
lo justifique el número de hijos y las necesidades de 
los mismos. (SE SUPRIME "La resolución del Juez 
deberá ser fundada y será apelable sin efecto sus- 
pensivo"). 


Artículo 112. (Medidas asegurativas de la presta- 
ción alimentaria).- En el caso de prestar el alimen- 
tante servicios retribuidos por particulares o empre- 
sas, éstas tendrán la obligación de informar a la 
Sede que así lo solicite todo lo relativo a los in- 
gresos de aquél dentro del plazo de quince días 
de recibido el oficio por el que se le reclama. En 
caso de incumplimiento de la referida obligación, 
serán pasibles de la aplicación de conminaciones 
económicas. Se comprende en la situación ante- 
rior la obligación de informar cuando, no obstante 
el alimentante no revestir en los cuadros funcio- 
nales o planilla de trabajo, igualmente tuviese al- 
gún vínculo con la empresa o particular del que se 
derivara cualquier tipo de relación patrimonial o 
beneficio económico. 


En el caso de que el alimentante prestare servicios 
retribuidos por particulares o empresas y si se negare 
a cumplir la obligación de alimentos, se ordenará a 
aquellos que efectúen la retención correspondiente a 
los sueldos o haberes respectivos. 


Inciso tercero. Igual texto del inciso segundo. 


Artículo 116. (Competencia).- EL Juez compe- 
tente para conocer en el juicio por alimentos, es el del 
domicilio del niño o adolescente. 


CAPÍTULO XI 
| - SITUACIONES ESPECIALES 
Artículo 117. (Principio general).- 
Inciso primero. Igual texto. 


De igual forma se aplicarán a los niños que 
vulneren derechos de terceros. 


Artículo 120. (Medidas ambulatorias para niños y 
adolescentes).- El Juez dispondrá las siguientes me- 
didas: 


A) Inciso primero. Igual texto. 
Inciso segundo. Se suprime. 
B) Igual texto. 


El Instituto Nacional del Menor podrá solicitar y/o 
aplicar directamente estas medidas, cuando su inter- 
vención ha sido requerida por el niño, padres o res- 
ponsables, o terceros interesados. 


Artículo 121. (Medida de régimen de interna- 
ción sin conformidad el niño o adolescente).- El 
Juez sólo podrá aplicar las siguientes medidas de in- 
ternación sin conformidad del niño o adolescente, 
debiendo constatar que se den los requisitos que en 
cada caso correspondan: 


A) Internación del niño o adolescente con patolo- 
gía psiquiátrica en establecimiento especializa- 
do, de acuerdo a las normas vigentes con 
autorización de dos médicos, con un plazo 
de internación no mayor de treinta días pu- 
diéndose reutilizar por prescripción médica 
nuevos plazos de treinta días hasta el alta. 


B) Internación del niño o adolescente que curse 
episodios agudos vinculados al consumo 
abusivo de sustancia (intoxicación o absti- 
nencia) de acuerdo a las normas vigentes, 
con autorización de dos médicos con un 
plazo de internación no mayor de treinta dí- 
as, pudiéndose reutilizar por prescripción 
médica nuevos plazos de treinta días hasta 
el alta. 


El Instituto Nacional del Menor podrá aplicar 
directamente esta medida, previa indicación de 
dos médicos, cuando su intervención es requeri- 
da ante la situación de un niño o adolescente que 
pone en riesgo inminente su vida o la integridad 
física de otras personas, debiendo poner la situa- 
ción de inmediato en conocimiento del Juzgado 
de Familia de urgencia. 


Artículo 122. (Adicciones a drogas y alcohol).- El 
Juez podrá disponer que el Instituto Nacional del 
Menor otorgue protección y atención a aquellos 
niños y adolescentes que considere se encuen- 
tren en riesgo para su vida o su salud debido al 
consumo adictivo de sustancias, para su trata- 
miento integral en centros residenciales de aten- 
ción integral especializada de tiempo completo o 
en régimen ambulatorio. 


Inciso segundo. Igual texto. 


Inciso tercero. Igual texto. 
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Artículo 123. (Derivación a centros de atención 
permanente para niños y adolescentes).- El Juez 
podrá disponer que el Instituto Nacional del Menor 
otorgue protección de sus derechos a través de 
un centro de atención permanente como medida de 
último recurso, cuando se encuentre gravemente 
amenazado su derecho a la vida o integridad física. 


Inciso segundo. Igual texto. 


En estos establecimientos se procurará mantener 
los vínculos familiares, según lo dispone el artículo 12 
del presente Código y la incorporación del niño o 
adolescente al sistema educativo que corresponda, 
según sea su edad, y se le deberá proporcionar De- 
fensor. 


Artículo 124. (Programas de atención integral).- 
Todos los niños y adolescentes tendrán derecho a 
acceder voluntariamente a programas de atención 
integral, cuidados y alojamiento con los que cuente 
el Instituto Nacional del Menor, quien deberá ga- 
rantizarlo. Si la solicitud fuera formulada por los pa- 
dres, se oirá preceptivamente al niño, quien será 
asistido por su Defensor. 


Inciso segundo. Igual texto. 


El Juez resolverá atendiendo a la opinión del niño 
o adolescente. Deberá tenerse en cuenta ésta, su in- 
terés superior y se le deberá proporcionar Defen- 
sor. 


Artículo 133. (Adoptantes).- 


k 


Igual texto. 


0) 


Igual texto. 


[e) 


) 
) 
) Igual texto. 
4) 


Se permitirá la adopción por parte del nuevo 
cónyuge del padre o madre del hijo legítimo o 
natural reconocido del otro cónyuge. 


5) Igual texto. 
Artículo 133. (Adoptantes).- 


kh 


Igual texto. 


0) 


Igual texto. 


ES 


Igual texto. 


al 


) 

) 

) Igual texto. 
) 

) Igual texto. 
) 


6) El adoptante deberá tener al niño o adoles- 
cente bajo su tenencia por un término no in- 


ferior a un año. 


Artículo 133. (Adoptantes).- 

1) Igual texto. 

2) Igual texto. 

3) Inciso primero. Igual texto. 
Inciso segundo. Igual texto. 


Por motivo fundado y expreso, el Tribunal po- 
drá otorgar la adopción aun cuando alguno de 
los cónyuges o ambos no alcanzaren la dife- 
rencia de edad con el adoptado, reduciéndola 
hasta un límite que admita razonablemente que 
éste pueda ser hijo de los adoptantes, a juicio 
del Tribunal. 


Inciso cuarto. Igual texto. 
4) Igual texto. 
5) Igual texto. 
Artículo 134. (Adoptados).- 
1) Igual texto. 


2) Cuando el adoptado sea demente o sordomudo 
que no pueda darse a entender por ninguna 
forma, prestarán el consentimiento sus repre- 
sentantes legales. 


3) Inciso primero. Igual texto. 
Inciso segundo. Igual texto. 


En todos lo casos de adopción de menores 
de edad o adolescentes, la patria potestad 
pasará a los adoptantes. 


Inciso cuarto. Igual texto. 
Artículo 135. (Efectos).- 


1) El adoptado continúa perteneciendo a su fami- 
lia biológica (o de origen), donde conserva 
todos sus derechos. 


2) Igual texto. 
3) Igual texto. 
4) Igual texto. 
Artículo 137. (Procedimiento).- 


1) La adopción ha de ser necesariamente he- 
cha por escritura pública, aceptada por los 
representantes legales del adoptado y por el 
adoptado, en su caso, debiéndose inscribir 
dentro de los treinta días contados desde su 
otorgamiento, en un libro especial, que lle- 
vará al efecto la Dirección General del Re- 
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gistro de Estado Civil, y deberá constar, 
además, al margen del acta de nacimiento. 


La omisión de la inscripción será sancio- 
nada con multa al escribano autorizante de 
la escritura, de 12 a 50 UR (doce a cincuenta 
unidades reajustables), a más de no surtir 
efecto la adopción hasta después de ser 
inscripta. Una vez inscripta, surtirá efecto 
desde la fecha de su otorgamiento. 


Cuando se trate de la adopción de un niño 
o de un adolescente, ningún escribano po- 
drá autorizar la escritura respectiva sin pre- 
via autorización del Instituto Nacional del 
Menor en que se acredite la idoneidad moral 
y la capacidad del o de los adoptantes, pro- 
bada por todos los medios de investigación 
que el Instituto Nacional del Menor conside- 
re necesarios. 


2) Igual texto. 
Inciso primero. Igual texto. 
Inciso segundo. Igual texto. 
Inciso tercero. Igual texto. 


Artículo 138. (Derechos del adoptado).- El adop- 
tado tiene derecho a conocer su condición de tal, 
siempre que ello no perjudique al menor, aten- 
diendo su edad y características. 


Inciso segundo. Igual texto. 

Artículo 140. (Adoptados).- 

1) Inciso primero. Igual texto. 
Inciso segundo. Se suprime. 

2) Igual texto. 

3) Igual texto. 

4) Igual texto. 

Artículo 142. (Procedimiento).- 

1) Igual texto. 

2) Igual texto. 


3) La tramitación será reservada en cuanto a ter- 
ceros, la violación del deber consiguiente, 
por cualquier funcionario obligado, será 
castigada en la forma prevista por el ar- 
tículo 163 del Código Penal, sin perjuicio de 
la responsabilidad civil. No así respecto al ni- 
ño o adolescente interesado cuando tuviere 
doce años de edad o más. 


Artículo 147. (Preferencia).- El Instituto Nacional 
del Menor y las demás autoridades con competencia 
en materia de adopción, deberán dar preferencia a la 
ubicación de los niños o adolescentes adoptables en 
hogares o familias que los requieran y vivan dentro 
del territorio nacional. (SE SUPRIME "de cuidado"). 


Artículo 151. (Competencia).- 
Inciso primero. Igual texto. 


Los solicitantes deberán comparecer a la audien- 
cia preliminar en forma personal, preceptivamente. 


Inciso tercero. Se suprime. 
Inciso cuarto. Se suprime. 


Hasta tanto no haya recaído sentencia firme, 
para que el menor pueda salir del país deberá ha- 
cerlo en compañía de uno de los gestionantes, 
contando con autorización judicial, la que no po- 
drá concederse sin intervención preceptiva del 
Ministerio Público. 


Artículo 157. (Principio general).- El estatuto de 
los adolescentes que trabajan se regulará conforme a 
las normas del presente Código, leyes especiales, 
tratados, convenciones y convenios internacionales 
ratificados por el país. (Se suprime "resoluciones”) 


Artículo 160. (Trabajos nocivos).- El Instituto Na- 
cional del Menor ante la presunción de que exis- 
tan condiciones de trabajo peligrosas o nocivas 
para la salud o para el desarrollo físico, espiritual 
o moral de los adolescentes, podrá solicitar la in- 
tervención de la Inspección General del Trabajo y 
de la Seguridad Social del Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social, quien habrá de pronunciarse 
sobre el carácter peligroso o nocivo de dicha acti- 
vidad. 


Inciso segundo. Se suprime. 


Artículo 161. (Situaciones especiales).- El Institu- 
to Nacional del Menor revisará las autorizaciones 
que ha prestado respecto al empleo de niños y 
adolescentes entre los trece y los quince años. 
Solo serán permitidos a los menores entre trece y 
quince años de edad trabajos ligeros donde parti- 
cipen miembros de la familia y que por su natura- 
leza o por las condiciones en que se prestan no 
perjudiquen el desarrollo físico, mental o social de 
los mismos, ni obsten a su escolaridad. 


Inciso segundo. Se suprime. 
Inciso tercero. Se suprime. 


Inciso cuarto. Se suprime. 
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Artículo 161 bis. (Prevención, educación e in- 
formación).- 


Igual texto. Incisos segundo, tercero y cuarto del 
artículo 161. 


Artículo 162. (Trabajo de los niños y adolescen- 
tes).- 


Se suprime. 


Artículo 162 bis (Nuevo). (Deportes de riesgo, 
actividades artísticas, modelaje).- Está prohibida 
la participación de menores de edad en activida- 
des deportivas de carácter profesional que impli- 
quen riesgo para la vida, la salud o su moralidad. 


Los menores de edad no podrán ser emplea- 
dos o contratados como modelos o en represen- 
taciones artísticas de ningún género, así como en 
los medios de difusión masiva, sin contar previa- 
mente con la autorización del Instituto Nacional 
del Menor. 


El Instituto Nacional del Menor reglamentará lo 
dispuesto en el inciso segundo del presente ar- 
tículo, debiendo proteger especialmente en dicha 
reglamentación el derecho a la educación y la sa- 
lud y considerar que dicha actividad no ponga en 
riesgo la vida o moralidad del niño o adolescente. 


Toda excepción deberá ser gestionada por los 
padres o quien acredite la tutoría legal y estable- 
cer como mínimo el nombre del representante le- 
gal del menor, la naturaleza de la actividad, la jor- 
nada diaria y deberá otorgarse por un plazo má- 
ximo de ciento ochenta días, renovable, o por el 
que establezca el contrato si fuere inferior. 


Artículo 163. (Carné de habilitación).- Ningún 
adolescente menor de dieciocho años podrá ser 
admitido al trabajo sin contar con el carné habili- 
tante gratuito tramitado ante la División Técnica 
del Instituto Nacional del Menor. 


En dicho carné constará el examen médico 
realizado por un médico que el Instituto designe y 
que tenga carácter oficial, que lo declare apto pa- 
ra el trabajo, así como la constancia de haber rea- 
lizado el ciclo de enseñanza obligatorio o el nivel 
alcanzado, exigiendo lo prescripto en el ar- 
tículo 70 de la Constitución de la República. 


Si el examen fuera impugnado por la persona 
legalmente responsable del adolescente podrá, a 
su requerimiento, realizarse un nuevo examen. 


Artículo 163 bis (Nuevo).  (Renovación).- 
Anualmente, todos los menores de dieciocho 


años que trabajen serán sometidos obligatoria- 
mente a examen médico, a fin de comprobar si la 
tarea que realizan es superior a su capacidad físi- 
ca. En caso afirmativo deberán abandonar el tra- 
bajo por otro más adecuado. 


La División Técnica del Instituto Nacional del 
Menor podrá otorgar autorizaciones por períodos 
más breves, a los efectos de exigir la repetición 
del examen médico en todos aquellos casos que a 
su juicio sean necesarios para garantizar una vi- 
gilancia eficaz, en relación con los riesgos que 
presenta el trabajo o el estado de salud del menor. 


El responsable del menor podrá impugnar el 
examen y requerir otro. 


Artículo 164. (Jornada de trabajo).- Los adoles- 
centes mayores de quince años no podrán trabajar 
más de seis horas diarias, equivalentes a treinta y 
seis horas semanales y disfrutar de un día de des- 
canso semanal, preferentemente en domingo. El Ins- 
tituto Nacional del Menor podrá excepcionalmente 
autorizar a los adolescentes entre dieciséis y diecio- 
cho años a trabajar ocho horas diarias, correspon- 
diéndoles dos días continuos de descanso preferen- 
temente uno en domingo, por cada cinco días de 
trabajo, previa evaluación técnica individual, estu- 
dio del lugar y puesto de trabajo teniendo en 
cuenta el interés superior del niño. 


Artículo 164 bis (Nuevo) (Descansos).- El des- 
canso intermedio en la jornada de trabajo de los 
menores tendrá una duración de media hora, que 
deberá ser gozada en la mitad de la jornada y ten- 
drá carácter remunerado. No se admitirá la jorna- 
da discontinua de trabajo ni horarios rotativos du- 
rante el ciclo lectivo. En todos los casos deberán 
mediar como mínimo doce horas entre el fin de la 
jornada y el comienzo de la siguiente. 


Artículo 164 ter (Nuevo) (Horarios especiales).- 
El Instituto Nacional del Menor podrá otorgar 
permisos con carácter excepcional a adolescen- 
tes mayores de quince años para desempeñarse 
en horarios especiales, durante períodos zafrales 
o estacionales, siempre que la actividad no inter- 
fiera con el ciclo educativo y que las condiciones 
de trabajo no sean nocivas o peligrosas. El des- 
canso deberá ser concedido en la mitad de la jor- 
nada de trabajo. 


El período de excepción podrá ser de hasta un 
máximo de tres meses. 


Artículo 165. (Trabajo nocturno).- Los adoles- 
centes no podrán ser empleados ni trabajar en horario 
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nocturno, entendiéndose por tal a los efectos del pre- 
sente Código, el período comprendido entre las vein- 
tidós horas y las seis del día siguiente. 


Inciso segundo. Se suprime. 


Artículo 166. (Fiscalización y sanciones).- El Ins- 
tituto Nacional del Menor, tendrá autoridad y res- 
ponsabilidad en la fiscalización del cumplimiento 
de las disposiciones específicas en materia de 
sus competencias respecto al trabajo de los me- 
nores de edad y sancionar la infracción a las 
mismas, sin perjuicio del contralor general del 
cumplimiento de las normas por parte del Ministe- 
rio de Trabajo y Seguridad Social. 


Las empresas o los particulares que no cumplan 
las obligaciones impuestas, serán sancionados por el 
Instituto Nacional del Menor con una multa de 
hasta 2000 UR (dos mil unidades reajustables). 


Artículo 167. (Competencia).- Se suprime. 
Artículo 168. (Recurribilidad).- Se suprime. 


Artículo 170. (Asesoramiento).- Todo adolescente 
podrá requerir asesoramiento en las oficinas compe- 
tentes y realizar las gestiones que correspondan. 


Artículo 173. (Accidentes de trabajo y enfermeda- 
des profesionales).- En caso de accidentes de trabajo 
o enfermedades profesionales de un adolescente tra- 
bajador el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 
y el Instituto Nacional del Menor investigarán las 
causas del mismo de acuerdo a las competencias 
específicas de cada organismo. Asimismo se veri- 
ficará la realización de tareas prohibidas o el he- 
cho de encontrarse el menor de edad en sitio en el 
que esté prohibida su presencia, en cuyo caso se 
considerará culpa grave del empleador, con las 
consecuencias previstas por el artículo 72 de la 
Ley N* 16.074, de 10 de octubre de 1989. 


Inciso segundo. Se suprime. 


Artículo 179. (Preservación de la corrupción).- 
Prohíbese la concurrencia de personas menores de 
dieciocho años a casinos o similares, pubs, boites, 
night clubs, whiskerías, prostíbulos, hoteles de alta 
rotatividad o similares. 


El Instituto Nacional del Menor reglamentará la 
asistencia, participación y/o intervención de per- 
sonas de menos de dieciocho años a espectáculos 
públicos de cualquier naturaleza, locales con venta 
de bebidas alcohólicas o donde se encuentren 
instalados juegos electrónicos, pools, bowlings, 
futbolitos o similares, discotecas, casas de baile o 
similares. 


Artículo 180. (Prohibición de proveer).- Prohíbese 
la venta, provisión, arrendamiento o distribución a 
personas menores de dieciocho años de: 


1) Igual texto. 
2) Igual texto. 


3) Tabacos, fármacos u otras sustancias, en 
cualquier forma de elaboración, cuyos com- 
ponentes puedan significar un peligro o crear 
dependencia física o psíquica. 


4) Revistas, publicaciones, video casetes, dis- 
cos compactos o similares, que violen las 
normas establecidas en los artículos 174 a 176 
del presente Código. 


Artículo 181. (Fiscalización).- 
1) Igual texto. 
2) Igual texto. 


3) Las empresas o los particulares que no 
cumplan con las obligaciones impuestas en 
los artículos 179 y 180 de este Código serán 
sancionados con una multa de hasta 200 UR 
(doscientas unidades reajustables) a cargo 
del Instituto Nacional del Menor. 


El niño o adolescente encontrado en situa- 
ción de riesgo será conducido y entregado a 
padre, tutor o encargado. 


Ultimo inciso. Igual texto. 
Artículo 182. (Competencia).- 


1) Serán competentes para entender en la aplica- 
ción de las infracciones previstas en el nume- 
ral 2) del artículo 181, así como en materia 
de clausura de establecimientos, los Jueces 
de Familia, quienes actuarán siguiendo el pro- 
cedimiento extraordinario previsto por el Código 
General del Proceso. 


Inciso segundo. Igual texto. 


2) Será competente para entender en la aplica- 
ción de las infracciones previstas en el nu- 
meral 3) del artículo 181, el Instituto Nacio- 
nal del Menor. 


Artículo 183. (Recurribilidad).- En caso de san- 
ción por incumplimiento a lo establecido en los 
artículos 174 a 178 de este Código, la sentencia 
podrá ser apelada ante el Tribunal de Apelaciones de 
Familia respectivo, cuya decisión hará cosa juzgada. 


132 CÁMARA DE REPRESENTANTES 


Miércoles 19 de diciembre de 2001 


Artículo 191. (Accionantes).- Podrán iniciar la ac- 
ción: 


1) Igual texto. 
2) Igual texto. 
3) Igual texto. 


4) Cuando el presunto hijo o su representante 
legal ejercite conjuntamente con la acción 
que este artículo le acuerda, la de petición 
de herencia, el Actuario, bajo la pena de 100 
UR (cien unidades reajustables) , de multa, 
lo comunicará dentro de quince días al Re- 
gistro correspondiente para la inscripción, 
que producirá los efectos enunciados en el 
artículo 685 del Código Civil. Si entre los 
demandados hubiese herederos testamen- 
tarios o de los llamados a la herencia por el 
artículo 1025 o cónyuge con derecho a ga- 
nanciales o a porción conyugal, cualquiera 
de ellos podrá obtener que se limite la inter- 
dicción a un bien o lote de bienes heredita- 
rios cuyo valor cubra ampliamente la legíti- 
ma del actor, quien solo sobre ese bien o lo- 
te podrá perseguir el pago de su haber he- 
reditario en caso de que le sea reconocida 
la filiación invocada y sin ejercicio de la ac- 
ción personal que le corresponda por resti- 
tución de frutos. 


Artículo 196. (Procedimientos).- Las pretensiones 
que conciernen a las cuestiones de investigación de 
la paternidad o maternidad a que refiere el presente 
Capítulo, se tramitarán por el procedimiento ordina- 
rio previsto en el Código General del Proceso. 


Cuando el presunto hijo o su representante le- 
gal ejercite conjuntamente con la acción que este 
Capítulo le acuerda, la petición de herencia, el Ac- 
tuario -bajo la pena de 100 UR (cien unidades 
reajustables) de multa- lo comunicará dentro de 
quince días al Registro correspondiente para la 
inscripción que corresponda, que producirá los 
efectos enunciados en el artículo 685 del Código 
Civil. Si entre los demandados hubiere herederos 
testamentarios o de los llamados a la herencia por 
el artículo 1025 del Código Civil, o cónyuge con 
derecho a gananciales o a porción conyugal, 
cualquiera de ellos podrá obtener que se limite la 
interdicción a un bien o lote de bienes heredita- 
rios cuyo valor cubra ampliamente la legítima del 
actor, quien solo sobre ese bien o lote podrá per- 
seguir el pago de su haber hereditario en caso de 
que le sea reconocida la filiación invocada y sin 


perjuicio de la acción personal que le correspon- 
da por restitución de frutos. 


Artículo 197. (Admisión de pruebas).- 
Inciso primero. Igual texto. 


La excepción de mala conducta de la madre no 
tiene eficacia perentoria. 


Inciso tercero. Igual texto. 


Artículo 204. (Creación).- Créase el Consejo Na- 
cional Honorario de los Derechos del Niño y Adoles- 
cente que se integrará con un representante del Mi- 
nisterio de Educación y Cultura, uno del Ministerio de 
Salud Pública, uno del Instituto Nacional del Menor, 
uno del Poder Judicial, uno de la Administración Na- 
cional de Educación Pública, uno del Congreso de 
Intendentes, tres de las Organizaciones No Guber- 
namentales, de promoción y atención a la niñez y 
adolescencia. (Se suprime un representante del Co- 
legio de Abogados). 


Artículo 204. (Creación).- Créase el Consejo Na- 
cional Honorario de los Derechos del Niño y Adoles- 
cente que se integrará con un representante del Mi- 
nisterio de Educación y Cultura, uno del Ministerio de 
Salud Pública, uno del Instituto Nacional del Menor, 
dos del Poder Judicial, uno de la Administración Na- 
cional de Educación Pública, uno del Congreso de 
Intendentes, uno del Colegio de Abogados, tres de las 
Organizaciones No Gubernamentales y uno de las 
organizaciones privadas en ambos casos, de promo- 
ción y atención a la niñez y adolescencia. 


Artículo 207. (Competencia).- El Consejo que se 
crea tendrá competencia a nivel nacional. Serán sus 
fines: 


1) Coordinar e integrar las políticas sectoriales de 
atención a la niñez y adolescencia, por parte de 
las diferentes entidades públicas vinculadas al 
tema. (SE SUPRIME "supervisar el diseño de 


las mismas”) 
2) Igual texto. 
3) Igual texto. 


4) Igual texto. 
5) Igual texto. 


Artículo 208. (Jerarquía).- El Consejo actuará en 
órbita del Instituto Nacional del Menor, cuyo repre- 
sentante lo presidirá, el cual establecerá la sede de 
sus reuniones y asignará los recursos necesarios pa- 
ra su funcionamiento. 
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Artículo 224.- Deróganse los artículos 174 y 241 
del Código Civil y todas las demás disposiciones que 
se opongan al presente Código. (SE SUPRIME "y el 
inciso primero del artículo 242 del Código Civil"). 


Artículo 242, inciso 1 del Código Civil.- Se ad- 
mite la investigación de la maternidad cuando no se 
trate de atribuir el hijo a una mujer casada, al tiempo 
de la concepción o el nacimiento del hijo. 


Artículo .- A los efectos de los numerales 7* y 
82 del artículo 285 del Código Civil y numeral 1) 
del artículo 140 de este Código, debe entenderse 
que el término abandono comprende también 
aquellas situaciones de desapego afectivo y de- 
sinterés o prescindencia frente al destino del me- 
nor. 


Artículo .- Transcurridos tres meses desde la 
internación de un menor en dependencias del Ins- 
tituto Nacional del Menor o en Hogares que tienen 
convenio con el mismo, aquél podrá intimar a los 
padres para que se hagan cargo de él, dentro de 
los tres meses siguientes, bajo apercibimiento, en 
caso de no hacerlo, de solicitarse la pérdida de la 
patria potestad. 


La intimación se hará personalmente en el do- 
micilio de los padres, dejándose debida constan- 
cia de las actuaciones. 


La aplicación de esta causal es sin perjuicio de 
lo previsto en el numeral 7) del artículo 285 del 
Código civil. 

Montevideo, 31 de agosto de 2000. 


JORGE BARRERA, Representante por 
Montevideo, GUSTAVO  BORSARI 
BRENNA, Representante por Monte- 
video, JORGE ORRICO, Represen- 
tante por Montevideo,  ALEJO 
FERNÁNDEZ CHAVES, Represen- 
tante por Maldonado, LUIS ALBERTO 
LACALLE POU, Representante por 
Canelones, ÁLVARO ERRAMUSPE, 
Representante por Montevideo, 
DIANA SARAVIA OLMOS, Repre- 
sentante por Treinta y Tres". 


Anexo XVI al 
Rep. N? 22 

"TEXTOS DE LAS ENMIENDAS 
Artículo 100. (De la vigencia de la prestación 


alimentaria).- La prestación alimentaria se debe des- 
de la interposición de la demanda. 


Tratándose de aumento de la prestación o reduc- 
ción de la misma, la sentencia surtirá efecto desde 
que quede ejecutoriada. 


La convenida extrajudicialmente se debe desde la 
fecha pactada. 


Artículo 108. (Extinción de la obligación ali- 
mentaria).- La obligación de alimentos se extingue y 
su cese debe ser judicialmente decretado en los si- 
guientes casos: 


A) Cuando el beneficiario cumpla con los 21 años, 
salvo que se tratare de personas con capaci- 
dad diferente. 


B) Cuando el beneficiario deja de necesitarlo. 


C) Cuando fallece el alimentante, sin perjuicio de 
la asignación forzosa que grava la masa de la 
herencia. 


D) Cuando fallece el alimentario, en cuyo caso la 
obligación se extiende a los gastos funerarios, 
siempre que no puedan cubrirse de otra mane- 
ra. 


El procedimiento será el establecido por los ar- 
tículos 346 y 347 del Código General del Proceso. 


Artículo 186. (Autorizaciones).- Los niños y los 
adolescentes que viajen solos o en compañía de ter- 
ceros fuera del país necesitan consentimiento de am- 
bos padres o del representante legal en su caso. 


En caso de separación o divorcio de los padres, se 
requerirá también la autorización de ambos. 


En los casos expuestos precedentemente si se 
planteara conflicto para consentimiento entre los otor- 
gantes del mismo, resolverá el Juez Letrado de Fami- 
lia, quien fijará los detalles de la estadía en el exterior. 


Se seguirán los trámites del proceso incidental se- 
gún lo dispone el Código General del Proceso oyén- 
dose preceptivamente al Ministerio Público en la au- 
diencia respectiva a la que bajo responsabilidad de- 
berá concurrir este último. 


La impugnación a la sentencia de primera instan- 
cia no tendrá efecto suspensivo, debiendo el Juzgado 
Letrado de Familia de Primera Instancia expedir tes- 
timonio de la sentencia sin más trámite inmediata- 
mente de celebrada la audiencia correspondiente. 


Artículo 111. (Límite de la retención por alimen- 
tos).- Podrá retenerse mensualmente hasta un 50% 
(cincuenta por ciento) de los ingresos cuando así lo 
justifique el número de hijos y las necesidades de los 
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mismos. La resolución del Juez deberá ser fundada y 
será apelable sin efecto suspensivo. 


Montevideo, 31 de agosto de 2000. 


JORGE BARRERA, Representante por 
Montevideo, ALEJO FERNÁNDEZ 
CHAVES, Representante por Maldo- 
nado". 


Anexo XVII al 
Rep. N? 22 


"TEXTO DE LAS ENMIENDAS 
Modificación del artículo 24 


La Suprema Corte de Justicia asignará, por lo me- 
nos, a cuatro Juzgados Letrados de Familia en Mon- 
tevideo y a los Juzgados Letrados de Primera Instan- 
cia del interior de la República que entienden en ma- 
teria de familia, competencia de urgencia para aten- 
der en forma permanente, todos los asuntos que re- 
quieran intervención inmediata, entendiéndose por 
tales las situaciones referidas en el artículo 117 y en 
general, todos los casos en que exista riesgo de le- 
sión o frustración de un derecho del niño o adoles- 
cente. 


(Resto igual) 
Modificación inciso quinto del artículo 26 


El Instituto Nacional del Menor fiscalizará las ins- 
tituciones privadas a las que concurran niños y ado- 
lescentes. 


Agregar inciso final al artículo 26 


El Instituto Nacional del Menor actuará como 
orientador y coordinador de todas las políticas de 
atención a la niñez y adolescencia supervisando el di- 
seño de las mismas por parte de las entidades públi- 
cas o privadas vinculadas al tema. 


Modificación del artículo 27 (Infracciones a la 
ley penal) 


A los efectos del presente Código solo son infrac- 
ciones a la ley penal: 


19) Ídem. 


2%) Las acciones u omisiones ultraintencionales o 
culposas a que refieren los numerales 1%) y 22) 
del artículo 30. 


2% Pasa a ser 3*, 


3% Pasa a ser 4*, 


Modificación al literal B) del artículo 32 


Los menores de catorce años son irresponsables. 
No obstante, cuando se encuentren involucrados en 
alguno de los delitos mencionados en los artículos 27 
y 30, y solamente a efectos de la investigación judi- 
cial, se aplicarán las normas procesales especiales 
contenidas en el presente Código, siendo competen- 
tes los Jueces Letrados de Adolescentes o de no 
existir, los Jueces Letrados de Familia. 


En este caso, solamente podrán adoptarse las 
medidas socioeducativas a que refieren los ar- 
tículos 38 a 42. 


Modificación al numeral 12 del artículo 34 
(Actuaciones previas al proceso) literal E) 


Si no fuera posible llevarlo de inmediato a presen- 
cia del Juez, previa autorización de éste, deberá con- 
ducírselo a la dependencia especializada del Instituto 
Nacional del Menor que corresponda, y solo en caso 
de indisponibilidad de ésta, a una del Instituto Policial, 
no pudiendo permanecer en este último lugar por más 
de doce horas. 


Se suprime el inciso primero del numeral 2* del 
artículo 34, quedando redactado así: 


En casos de infracciones de adolescentes a la ley 
penal, que lo justifiquen, el Juez dispondrá, en un pla- 
zo que no exceda las veinticuatro horas contadas 
desde el momento de la detención la realización de 
una audiencia preliminar. 


En la audiencia deberá estar presente -bajo su 
más seria responsabilidad funcional- y so pena de nu- 
lidad, el Juez, el adolescente, su abogado defensor y 
el Ministerio Público. 


Se procurará la presencia de los padres o respon- 
sables, y de ser esto imposible la de algún referente 
de vida del adolescente. Si no concurriera ninguno de 
los nombrados se deberá dejar expresa constancia en 
autos de las actuaciones practicadas a efectos de lo- 
grar su efectiva concurrencia. 


Si no existiera peligro para su seguridad, podrán 
asistir también a la audiencia la víctima y los testigos. 


Agregar al inciso tercero del numeral 22 del ar- 
tículo 34 


Poner una coma luego de "asisten" y agregar: es- 
pecialmente su derecho a designar Defensor de su 
confianza. Se le interrogará expresamente acerca del 
trato habido durante la detención previa a la audien- 
cia. 
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Asimismo, se preguntará al adolescente y a la víc- 
tima acerca de su disposición de someterse a un pro- 
ceso de mediación cuando esto correspondiere, en 
los términos y con el alcance previstos en el ar- 
tículo 41. 


Inciso final del numeral 5* del artículo 34 (Me- 
didas cautelares) 


La internación provisoria se cumplirá en un esta- 
blecimiento especial del Instituto Nacional del Menor. 


El arresto domiciliario será regulado, supervisado 
y controlado por el Instituto Nacional del Menor. 


Modificación al inciso final del numeral 10 del Ar- 
tículo 34 (Audiencia Final). Se dará participación a 
sus padres o responsables y a la víctima si así lo soli- 
citara. 


Agregar como inciso final al artículo 42 


Los regímenes de libertad asistida y vigilada se 
regularán de acuerdo a las directivas formuladas por 
el Instituto Nacional del Menor. 


El régimen de libertad asistida podrá ser ejecutado 
por el Instituto Nacional del Menor o por otras institu- 
ciones públicas o privadas, pero siempre supervisada 
por aquél. 


El régimen de libertad vigilada será de responsabi- 
lidad exclusiva del Estado. 


Modificación al inciso segundo del artículo 50 


Se cumplirán en centros especiales hasta la finali- 
zación de las medidas y de acuerdo a criterios, entre 
otros, de edad, complexión física, género, caracterís- 
ticas psicosociales y culturales, adaptación a la convi- 
vencia y evolución o involución en la progresión edu- 
cativa. 


Modificación del artículo 60 


A) Derechos (...) 6%).- A no ser trasladado del cen- 
tro donde cumple la medida educativa sin que se dé 
cuenta de inmediato al Juez competente. 


A conocer la fundamentación de la decisión en ca- 
so de traslado. 


Todo traslado podrá ser recurrido conforme a de- 
recho, sin efecto suspensivo. 


Agregar como numeral 5? al artículo 61 


Cuando el infractor haya sido procesado por la 
comisión de un delito de igual o superior gravedad al 
hecho que motivó la aplicación de la medida socioe- 
ducativa. 


Cuando el delito fuera de menor gravedad que la 
infracción que motivó la medida socioeducativa, se 
clausurará el proceso si se hubieran cumplido las dos 
terceras partes de ésta. 


Modificación del artículo 79 
Del nombre según la filiación. 


1% El hijo legítimo llevará como primer apellido el 
de su padre y como segundo el de su madre. 


22) El hijo natural inscripto por ambos padres lleva- 
rá como primer apellido el de su padre y como 
segundo el de su madre. 


3% El hijo natural inscripto por su padre llevará 
como primer apellido el de éste y como segun- 
do el de la mujer que surja acreditada como su 
madre. 


42) El hijo natural inscripto por su madre llevará los 
dos apellidos de ésta. 


5%) El hijo natural no inscripto por su padre ni por 
su madre llevará los dos apellidos de ésta en 
caso de ser conocida. 


6%) El hijo natural cuyos padres se desconocen, 
inscripto de oficio, llevará dos apellidos de uso 
común seleccionados por el Oficial del Registro 
de Estado Civil interviniente. 


7% Los apellidos de uso común serán sustituidos 
por el del padre o la madre que reconozca a su 
hijo o sean declarados tales por sentencia, de- 
biendo recabarse la voluntad del reconocido 
que haya cumplido los doce años de edad (ar- 
tículo 83). 


8%) El hijo natural inscripto por un familiar del niño 
llevará los apellidos de la madre conocida. 


9%) En los casos de adopción plena, el hijo llevará 
como primer apellido el de su padre y como 
segundo el de su madre legitimante (artículo 32 
Ley N* 10.674, de 20 de noviembre de 1945). 


La sentencia que autorice la adopción plena 
dispondrá el o los nombres de pila con que se- 
rá inscripto el menor. 


10) En los casos de adopción simple realizada por 
un matrimonio el o los apellidos del adoptado 
serán sustituidos por el del padre y madre 
adoptantes. 


Si la adopción simple fuere realizada por un hom- 
bre, el adoptado sustituirá su primer apellido por el del 
adoptante. 
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Si la adopción simple fuere realizada por una mu- 
jer, el adoptado sustituirá su segundo apellido por el 
de la adoptante. 


No obstante, si se tratare de la adopción de un 
mayor de doce años, este podrá convenir con el o los 
adoptantes si mantiene sus apellidos de origen o sus- 
tituye alguno de ellos por el del o de los adoptantes. 


En la sentencia se dejará constancia de la deci- 
sión respecto de los apellidos del adoptado, la que 
será anotada al margen de la partida de nacimiento. 


Modificación del artículo 80 
Artículo 80.1 


Todo progenitor tiene el derecho y el deber, cual- 
quiera fuere su estado civil, de reconocer a sus hijos. 


Artículo 80.2 


Derógase el inciso tercero del artículo 227 del Có- 
digo Civil. 


Artículo 80.3 


Se modifica el inciso cuarto del artículo 227 del 
Código Civil, que quedará redactado de la siguiente 
forma: 


"No se admitirá el reconocimiento de hijo natural, 
aun después de disuelto el matrimonio, cuando se 
pretenda hacer a favor de persona que tenga po- 
sesión notoria de hijo legítimo, sin perjuicio de las 
acciones que legalmente se admiten para contes- 
tar esa filiación". 


Artículo 80.4 


Sustitúyense los artículos 214 a 221 del Código 
Civil, por los siguientes: 


"ARTÍCULO 214.- Viviendo los cónyuges de con- 
suno, y sin perjuicio de la prueba en contrario, la 
ley considera al marido padre de la criatura con- 
cebida por su esposa durante el matrimonio. 


Las personas legitimadas por la ley, podrán des- 
truir esta presunción acreditando que el vínculo 
biológico de paternidad no existe. 


ARTÍCULO 215.- Se considera concebida dentro 
del matrimonio, la criatura nacida fuera de los 
ciento ochenta días después de contraído éste y 
dentro de los trescientos días siguientes a su di- 
solución. Esta presunción es relativa. 


ARTÍCULO 216.- Se considera, asimismo, al mari- 
do padre de la criatura nacida de su esposa dentro 
de los ciento ochenta días siguientes al matrimo- 
nio siempre que aquél haya conocido el embarazo 


antes de contraer matrimonio o haya admitido su 
paternidad expresa o tácitamente por cualquier 
medio inequívoco. 


Fuera de estos casos, bastará al marido con ne- 
gar judicialmente la paternidad de la criatura habi- 
da por su esposa, de lo que se le dará conoci- 
miento a ésta, surgiendo el contradictorio para el 
caso de su oposición. 


ARTÍCULO 217.- La presunción de paternidad del 
marido configurada conforme a lo dispuesto por 
los artículos 214, 215 y 216 del Código Civil, podrá 
ser libremente impugnada por el marido, el hijo o 
los herederos de uno u otro, dentro de los plazos y 
las condiciones que se disponen en los artículos 
siguientes. 


ARTÍCULO 218.- El marido podrá ejercer la acción 
de desconocimiento de la paternidad a efectos de 
impugnar la presunción de legitimidad que hubiera 
surgido, dentro del plazo de un año contado desde 
que tomó conocimiento del nacimiento de la criatu- 
ra cuya paternidad la ley le atribuye. 


Esta acción es transmisible pudiendo sus here- 
deros continuar o iniciar la misma si el marido hu- 
biese muerto dentro del plazo hábil para deducirla. 
Los herederos dispondrán del plazo de un año a 
contar del fallecimiento del marido. 


ARTÍCULO 219.- Hallándose el hijo en posesión 
del estado filiatorio legítimo, tenga o no su título, 
podrá impugnar la presunción de paternidad del 
marido actuando debidamente representado por 
un curador "ad hoc" dentro del plazo de un año a 
contar desde el nacimiento. 


Si la acción no hubiera sido intentada durante la 
menor edad del hijo podrá éste ejercerla dentro del 
plazo de un año a partir de su mayoría de edad. 


En caso de fallecer el hijo dentro del plazo hábil 
para interponer la demanda de impugnación de la 
paternidad, o durante su minoría de edad sin ha- 
berla interpuesto, la acción podrá ser ejercida por 
los herederos dentro del plazo que aquel contaba. 


ARTÍCULO 220.- De faltar la posesión de estado 
de filiación legítima aun cuando exista su título, la 
acción de desconocimiento de la paternidad podrá 
ser intentada indistintamente por la madre, por un 
curador "ad hoc" que actúe en representación del 
hijo, por el padre biológico que manifieste su áni- 
mo de reconocerlo o por el hijo al llegar a la mayo- 
ría de edad. 
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La madre y el padre biológico no podrán accionar 
una vez que su hijo haya llegado a la mayoría de 
edad. 


En ausencia de posesión de estado de filiación 
legítima, la acción será imprescriptible para el hijo. 


Cuando este artículo, el 219 y el inciso cuarto del 
artículo 227 se refieren a posesión de estado, no 
se requiere el transcurso del tiempo reclamado por 
el artículo 47 del Código Civil. 


El acogimiento de la acción deducida por la ma- 
dre o el padre biológico, dejará al hijo emplazado 
en el estado civil de hijo natural del demandante. 


ARTÍCULO 221.- El proceso no será válidamente 
entablado si no intervienen en el mismo en calidad 
de sujetos activos o pasivos en su caso, el marido, 
la madre y el hijo de ésta". 


Modificación del artículo 81 


Modificar la expresión "no habilitados" por "eman- 
cipados". 


Modificación del inciso final del artículo 82 
Cambiar la expresión "en actas" por "en el acta" 
Modificación del inciso primero del artículo 83 


Suprimir la expresión "de la Dirección General del" 
quedando solamente la expresión "ante el Oficial del 
Registro de Estado Civil". 


Eliminar el inciso segundo del artículo 83 
Modificación del artículo 98 


Cambiar la expresión "atención médica" por "sa- 
lud". 


Modificación del artículo 100 
(De la vigencia de la prestación alimentaria) 


La prestación alimentaria se debe desde la inter- 
posición de la demanda. Igual criterio se seguirá en 
los supuestos de aumento o disminución de la presta- 
ción. 

Eliminar el inciso segundo. 

Agregar al inciso final del artículo 102 


"siempre que no puedan mantenerse por sí mis- 
mos". 


Modificación del numeral 49) del artículo 108 


Cuando fallece el alimentante, sin perjuicio de las 
asignaciones alimenticias forzosas si correspondie- 
ren. 


Modificación del artículo 111 


Suprimir la última frase: "La resolución del Juez..." 
etcétera. 


Modificación del artículo 112 


(Medidas asegurativas de la prestación alimen- 
taria) 


En caso de prestar el alimentante servicios retri- 
buidos por particulares o empresas, éstas tendrán la 
obligación de informar a la Sede que así lo solicite to- 
do lo relativo a los ingresos de aquél dentro del plazo 
de quince días de recibido el oficio por el que se le 
reclama. 


El incumplimiento de esta obligación hará pasibles 
a los particulares o empresas a la condena en as- 
treintes. 


La obligación de informar existe aun cuando el 
alimentante no integre los cuadros funcionales o pla- 
nilla de trabajo, pero tuviese con la empresa o parti- 
cular cualquier relación patrimonial o beneficio eco- 
nómico. 


Cuando el alimentante prestase servicios retribui- 
dos por particulares o empresas y se negare a cum- 
plir la obligación de alimentos, se ordenará a aquellos 
que efectúen la retención correspondiente a los suel- 
dos o haberes respectivos. 


Agregar como inciso segundo al artículo 116 


No obstante, cuando alguno de los Juzgados 
existentes ya hubiere intervenido en asuntos relacio- 
nados con una familia, los nuevos asuntos que se 
planteen respecto de ésta, serán de conocimiento de 
la Sede que ya tuvo intervención. 


Agregar como inciso segundo al artículo 117 


Igualmente se aplicarán a los niños que vulneren 
derechos de terceros. 


Modificación del artículo 120 


El inciso segundo del literal A) pasa como inciso 
final del artículo. 


Modificación del Artículo 121 


(Medidas de internación sin conformidad del 
niño o del adolescente) 


El Juez solamente podrá ordenar la internación 
compulsiva en los siguientes casos: 


A) Niño o adolescente con patología psiquiátrica. 


B) Niños o adolescentes que cursen episodios 
agudos vinculados al consumo de drogas. 
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C) Niño o adolescente necesitado de urgente tra- 
tamiento médico destinado a protegerlo de gra- 
ve riesgo a su vida o su salud. 


En todos los casos deberá existir prescripción mé- 
dica. El plazo máximo de la internación será de treinta 
días prorrogables por períodos de igual duración me- 
diando indicación médica hasta el alta de internación. 


El Instituto Nacional del Menor podrá aplicar di- 
rectamente estas medidas mediando indicación médi- 
ca y cuando su intervención obedece a la situación de 
un niño o un adolescente que pone en riesgo inmi- 
nente su vida o la integridad física de otras personas, 
de todo lo que se dará cuenta inmediata al Juez de 
Familia de urgencia. 


Agregar al inciso primero del artículo 122 


Sea en régimen de tiempo completo, ambulatorio 
o semiambulatorio. 


Agregar como numeral 6?) al artículo 133 


Quien o quienes adopten deberán tener la tenen- 
cia del niño o del adolescente por un plazo no menor 
a un año. 


Modificación del numeral 22) del artículo 134 


Cuando el adoptado no pueda darse a entender 
por ninguna forma, prestarán su consentimiento sus 
representantes legales. 


Eliminar el inciso tercero del numeral 32) del ar- 
tículo 134 


Modificación del numeral 12) del artículo 135 


Cambiar la expresión "familia natural" por "biológi- 
ca o de origen". 


Agregar como literal C) al numeral 49) del ar- 
tículo 135 


Pérdida de la patria potestad por los padres que 
consienten la adopción, la que pasará al adoptante 
sin perjuicio de lo dispuesto en el numeral 4* del ar- 
tículo 133. 


Modificación del 
tículo 140 


inciso segundo del ar- 


Suprimir la expresión "que declare la pérdida de la 
patria potestad". 


Agregar como inciso tercero al artículo 151 


El impedimento fundado de los solicitantes a con- 
currir personalmente a la audiencia hará que el Juz- 
gado fije otra, pero en ningún caso se permitirá la re- 
presentación por apoderado. 


Modificación del artículo 160 (Trabajos noci- 
vos) 


El Instituto Nacional del Menor ante la presunción 
de la existencia de condiciones de trabajo peligrosas 
o nocivas para la salud o el desarrollo físico, espiritual 
o moral de los adolescentes solicitará la intervención 
de la Inspección General del Trabajo y Seguridad So- 
cial del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social la 
que se pronunciará, en un plazo no mayor a los veinte 
días corridos sobre el carácter peligroso o nocivo de 
la actividad. 


Modificación del artículo 163 (Carné de habili- 
tación) 


Para trabajar, los adolescentes deberán contar 
con carné de habilitación tramitado ante el Instituto 


Nacional del Menor en el que deberá constar: 
A) Nombre. 

) Fecha y lugar de nacimiento. 

) Domicilio. 

D) Consentimiento para trabajar del adolescente y 

sus responsables. 


0 


Constancia del examen médico que lo declare 
apto para el trabajo. 


F) Constancia de haber completado el ciclo de 
enseñanza obligatoria o el nivel alcanzado. 


Agregar como artículo entre el artículo 163 y el 
artículo 164. Artículo...(Deporte de riesgo, activi- 
dades artísticas, modelaje) 


Está prohibida la participación de menores de 
edad en actividades deportivas de carácter profesio- 
nal riesgosas para su vida, salud o moralidad. 


Los menores de edad no podrán ser empleados o 
contratados como modelos o en representaciones ar- 
tísticas de ningún género sin previa autorización del 
Instituto Nacional del Menor. 


El Instituto Nacional del Menor reglamentará lo 
dispuesto en el presente artículo. 


Agregar como inciso segundo al artículo 167 


Los empleadores deberán llevar planillas en que 
se indique nombre y fecha de nacimiento de los ado- 
lescentes empleados, así como de los que reciban 
orientación o formación profesional en sus empresas. 


Modificación del artículo 171 


Cambiar la expresión "carecerá de validez" por 
"será nula". 
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Agregar como inciso final al artículo 186 


En todas las situaciones contempladas en el pre- 
sente artículo, el recurso de apelación presentado no 
tendrá efecto suspensivo. 


Incorporar como numeral 42) al artículo 191 


Cuando el presunto hijo o su representante legal 
ejercite conjuntamente con la acción de investigación 
de paternidad o maternidad la de petición de heren- 
cia, el Actuario, bajo su más seria responsabilidad 
funcional, lo comunicará dentro de quince días al Re- 
gistro correspondiente para su inscripción que produ- 
cirá los efectos enunciados en el artículo 685 del Có- 
digo Civil. 


Si entre los demandados hubiese herederos tes- 
tamentarios, o de los llamados a la herencia por el ar- 
tículo 1025 del Código Civil, o cónyuge con derecho a 
gananciales o porción conyugal, cualquiera de ellos 
podrá obtener que se limite la interdicción a un bien o 
lote de bienes hereditarios cuyo valor cubra amplia- 
mente la legítima del actor, el que solo sobre ese bien 
o lote podrá perseguir el pago de su haber hereditario 
cuando le sea reconocida la filiación invocada y sin 
perjuicio de la acción personal que le corresponda por 
restitución de frutos. 


Eliminar los artículos 204 a 210 inclusive 
Montevideo, 31 de agosto de 2000. 


JORGE ORRICO, Representante por 
Montevideo". 


Anexo XVIII al 
Rep. N? 22 


"Comisión de Constitución, Códigos, 
Legislación General y Administración 


INFORME DE LA COMISIÓN, EN MINORÍA 
(Artículo 134, inciso segundo del Reglamento) 


Señores Representantes: 


Vuestra Comisión de Constitución, Códigos, Le- 
gislación General y Administración ha considerado el 
proyecto de ley por el que se aprueba el Código de la 
Niñez y la Adolescencia. 


En sus primeros Capítulos se regulan los princi- 
pios generales, los derechos de los niños y adoles- 
centes, los deberes del Estado, de los padres o res- 
ponsables, así como los deberes de los niños y ado- 
lescentes. Se establece que todos los niños y adoles- 
centes son titulares de derechos, deberes y garantías 
inherentes a su calidad de persona humana y por lo 
tanto tienen derecho a las medidas especiales de 


protección que su condición de sujeto en desarrollo 
exige por parte de su familia, de la sociedad y del 
Estado. 


En cuanto a la interpretación de este Código, se 
tendrán en cuenta las disposiciones y principios gene- 
rales que informan la Constitución de la República, la 
Convención sobre los Derechos del Niño, leyes na- 
cionales y demás instrumentos internacionales que 
obligan al país. En caso de vacío legal o insuficiencia 
se deberá recurrir a los criterios generales de integra- 
ción y especialmente a las normas propias de cada 
materia. Asimismo y como un gran elemento innova- 
dor se establece en su artículo 6* un criterio específi- 
co de interpretación e integración: el interés superior 
del niño y adolescente. 


Como derechos esenciales de los niños y adoles- 
centes se consagra el intrínseco a la vida, dignidad, 
libertad, identidad, integridad, imagen, salud, educa- 
ción, recreación, descanso, cultura, participación, 
asociación, a ser tratado en igualdad de condiciones 
cualquiera sea su sexo, su religión, etnia o condición 
social. 


En el artículo 12 se establece que la vida familiar 
es el ámbito adecuado para el mejor logro de la pro- 
tección integral. Todo niño y adolescente tiene dere- 
cho a vivir y a crecer junto a su familia y a no ser se- 
parado de ella por razones económicas. En los casos 
en que sobrevengan circunstancias especiales que 
determinen la separación del núcleo familiar, se res- 
petará su derecho a mantener vínculos afectivos y 
contacto directo con uno o ambos padres, salvo si es 
contrario a su interés superior. Si el niño o adoles- 
cente carece de familia tendrá derecho a crecer en el 
seno de otra familia. En este sentido compartimos la 
postura del doctor Santiago Altieri al afirmar que "...la 
familia es el depósito de los valores que más profun- 
da y permanentemente quedan grabados en el espí- 
ritu de sus miembros mediante la educación (virtudes 
propias, modos de valorar, ideales, actitudes religio- 
sas, etcétera)" y que "...ser padre y ser madre es el 
modo natural de prolongar el propio ser y eso conlle- 
va la dignificación de quienes lo son: los hace ser 
más dignos por que supone haber sido origen de 
otros seres humanos. Es preciso reconocer la digni- 
dad de aquellos que son nuestro origen honrándoles 
y tratando de colmar una deuda impagable: la propia 
existencia". 


En el Capítulo Ill se consagra la protección espe- 
cial que el Estado debe asegurar a los niños respecto 
a toda forma de: a) abandono, abuso sexual o explo- 
tación de la prostitución; b) trato discriminatorio, hos- 
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tigamiento, segregación o exclusión en los lugares de 
estudio, esparcimiento o trabajo; c) explotación eco- 
nómica o cualquier otro tipo de trabajo nocivo para su 
salud, educación o para su desarrollo físico, espiritual 
o moral; d) tratos crueles, inhumanos o degradantes; 
e) estímulo al consumo de tabaco, alcohol, inhalantes 
y drogas; f) situaciones que pongan en riesgo su vida 
o inciten a la violencia, como el uso y el comercio de 
armas. 


El Código sostiene que son deberes de los padres 
o responsables respecto de los niños y adolescentes: 
a) respetar y tener en cuenta el carácter de sujeto de 
derecho del niño y adolescente, b) alimentar, cuidar 
su salud, su vestimenta, y velar por su educación, c) 
respetar el derecho a ser oído y considerar su opi- 
nión, d) colaborar para que sus derechos sean efecti- 
vamente gozados, e) corregir adecuadamente a sus 
hijos o tutelados, f) solicitar o permitir la intervención 
de servicios sociales especiales cuando se produzca 
un conflicto que no pueda ser resuelto en el interior 
de la familia y que pone en grave riesgo la vigencia 
de los derechos del niños y adolescente, g) velar por 
la asistencia regular a los centros de estudio y partici- 
par en el proceso educativo. 


En materia de deberes de niños y adolescentes se 
afirma que deberán respetar y obedecer a sus padres 
o responsables, siempre que sus órdenes no lesionen 
sus derechos o contravengan las leyes; así como el 
deber de mantener una actitud de respeto en la vida 
de relación familiar, educativa y social; y de emplear 
sus energías físicas e intelectuales en la adquisición 
de conocimientos y desarrollo de sus habilidades y 
aptitudes, respetando el orden jurídico y conservando 
el medio ambiente. 


En cuanto a las políticas sociales de promoción y 
protección de la niñez y adolescencia se establecen 
como objetivos fundamentales la promoción social y 
la protección y atención integral, asegurando un cui- 
dado especial por parte del Estado y la sociedad ante 
la necesidad de ofrecer atención personalizada en 
determinadas situaciones. 


En materia de filiación se establece que todo niño 
O adolescente tiene derecho a conocer quiénes son 
sus padres y recibir de ellos y/o sus responsables la 
protección y cuidado necesario para su adecuado de- 
sarrollo integral. 


A partir de 1934 se impuso a la ley la adopción de 
medidas consideradas "necesarias" para que la infan- 
cia y juventud sean protegidas contra el abandono 
corporal, intelectual o moral de sus padres o tutores, 
equiparando en cuanto a tales deberes tanto a los hi- 


jos nacidos dentro del matrimonio como a quienes no 
lo fueron. 


En cuanto a los adolescentes y las infracciones a 
la ley penal, se establecen como tales: 1) Las accio- 
nes u omisiones dolosas consumadas, cometidas en 
calidad de autor o coautor, a las que el Código Penal 
O las leyes penales especiales señalan una pena cu- 
yo límite mínimo es superior a un año de prisión o cu- 
yo límite máximo es superior a los tres años de peni- 
tenciaría; 2) Las acciones u omisiones culposas con- 
sumadas cometidas en calidad de autor, coautor, tipi- 
ficadas por el Código Penal y las leyes penales espe- 
ciales, cuando el Juez reúna los elementos de con- 
vicción suficientes fundados exclusivamente en el de- 
sarrollo de la personalidad psicosocial del infractor, 
que permita concluir que el adolescente disponía de 
la capacidad cognitiva de las posibles consecuencias 
de su obrar; 3) La participación en calidad de cómpli- 
ce en infracciones gravísimas a la ley penal. 


Se establece la clasificación de infracción a la ley 
penal en graves y gravísimas, pudiendo ser sometido 
a un proceso especial regulado por este código al 
adolescente a quien se le puede atribuir material y 
psicológicamente un hecho constitutivo de infracción 
a la ley penal. 


En todos los casos en que al adolescente se le 
impute el haber incurrido en actos que se presuman 
comportan infracción a la ley penal, deberá asegurar- 
se el cumplimiento estricto de las garantías del debido 
proceso, especialmente las siguientes: 1) Principio de 
judicialidad y legalidad, mediante el cual el adoles- 
cente imputado de haber cometido una infracción a la 
ley penal, será juzgado por los jueces competentes, 
asegurando la vigencia de las normas constituciona- 
les, legales e instrumentos internacionales, especial- 
mente la Convención de los Derechos del Niño; 2) 
Principio de responsabilidad, por el cual solo puede 
ser sometido a proceso especial, regulado por este 
Código, el adolescente mayor de 13 y menor de 18 
años de edad imputado de infracción a la ley penal; 
3) Solo puede ser detenido en casos de infracciones 
flagrantes o existiendo elementos de convicción sufi- 
cientes sobre la comisión de una infracción; 4) Princi- 
pio de humanidad: el adolescente privado de libertad 
será tratado con la humanidad y el respeto que mere- 
ce la dignidad inherente a la persona humana. Ningún 
adolescente será sometido a torturas ni a tratos 
crueles, inhumanos o degradantes, ni experimentos 
médicos o científicos; 5) Inviolabilidad de la defensa: 
tiene derecho a contar en forma permanente con 
asistencia jurídica gratuita, especializada, pública o 
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privada, a partir de la detención, durante el proceso y 
hasta la ejecución completa de las medidas. 


Se establece un sistema de medidas cautelares en 
el que el Juez, a pedido del Ministerio Público y oída 
la defensa, dispondrá aquellas necesarias que menos 
perjudiquen al adolescente. Son medidas cautelares: 
1) La prohibición de salir del país. 2) La prohibición de 
acercarse a la víctima o a otras personas, de concu- 
rrir a determinados lugares o de tomar contacto con 
personas determinadas. 3) La obligación de concurrir 
periódicamente al tribunal o ante la autoridad que el 
Juez determine. 4) El arresto domiciliario. 5) La inter- 
nación provisoria. 


Se regulan medidas socioeducativas no privativas 
de la libertad, y privativas de libertad, estableciendo 
un régimen de privación de libertad que da garantías 
al adolescente, a las víctimas y a la sociedad en su 
conjunto. Las medidas socioeducativas ofrecen op- 
ciones dinámicas de contenido altamente resocializa- 
dor. 


A partir del artículo 34 se regula la tenencia por los 
padres y por terceros estableciendo en todos los ca- 
sos la primacía del interés superior del niño. 


Se establece un sistema de visitas y se sanciona 
en aquellos casos que existe incumplimiento en per- 
mitir las visitas. 


En cuanto al régimen alimentario el deber de 
asistencia está constituido por los deberes y obliga- 
ciones a cargo de los integrantes de la familia u otros 
legalmente asimilados a ellos, cuya finalidad es la 
protección material y moral de los miembros de la 
misma. Los alimentos están constituidos por las 
prestaciones monetarias o en especie que sean bas- 
tantes para satisfacer, según las necesidades parti- 
culares de cada caso, las necesidades relativas al 
sustento, habitación, vestimenta, salud y los gastos 
necesarios para adquirir una profesión u oficio, edu- 
cación, cultura y recreación. 


En Capítulo Xl se establece un principio general 
sobre la protección de los derechos amenazados o 
vulnerados de los niños y adolescentes y situaciones 
especiales, con medidas específicas para que sea 
efectiva dicha protección. Se especifica asimismo que 
se entiende por maltrato y abuso del niño o adoles- 
cente las siguientes situaciones no necesariamente 
taxativas: maltrato físico, maltrato psíquico-emocio- 
nal, prostitución infantil, pornografía, abuso sexual y 
abuso psíquico o físico. 


Este nuevo proyecto de Código, asimismo, regula 
tanto la adopción en el ámbito nacional como la 


adopción internacional, considerándose esta última a 
la que se lleva a cabo por matrimonios con domicilio o 
residencia habitual en el extranjero, con relación a ni- 
ños o adolescentes con domicilio o residencia habi- 
tual en la República. Se establece que en el Registro 
General de Adopciones, que será llevado por el Insti- 
tuto Nacional del Menor constarán los datos del niño 
o adolescente adoptado, los datos completos de los 
adoptantes, y el Juzgado en que se tramitó el proceso 
respectivo. 


El Capítulo XII regula la situación de los niños y 
adolescentes con relación al trabajo en donde el es- 
tatuto de los adolescentes que trabajan se regulará 
conforme a las normas de este Código, leyes espe- 
ciales, tratados, convenciones y convenios interna- 
cionales ratificados por el país. Para el trabajo de los 
menores tanto en la actividad pública como privada, 
en cualquier sector de la actividad económica, salvo 
excepciones establecidas en este Código o que esta- 
blezca el Instituto Nacional del Menor, se establece 
una edad mínima de quince años. 


A efectos de combatir la corrupción de los meno- 
res de dieciocho años, se les prohibe la concurrencia 
a casinos, prostíbulos o similares, whiskerías y night 
clubs, cualquiera sea su denominación. Además se 
prohibe la venta, provisión, arrendamiento o distribu- 
ción a los menores de dieciocho años, de: 1) armas, 
municiones y explosivos; 2) bebidas alcohólicas; 3) 
tabacos, fármacos, pegamentos u otras sustancias 
que puedan significar un peligro o crear dependencia 
física O psíquica; y 4) revistas, publicaciones, video 
casetes, discos compactos u otras formas de comuni- 
cación que violen los principios de protección estable- 
cidos en este Código. 


Por los argumentos expuestos, se aconseja al ple- 
nario la aprobación del siguiente proyecto de ley. 


Sala de la Comisión, 13 de diciembre de 2001. 


JORGE BARRERA, Miembro informante, 
GUSTAVO  BORSARI  BRENNA, 
ALEJO FERNÁNDEZ CHAVES, LUIS 
ALBERTO LACALLE POLU. 


PROYECTO DE LEY 
CAPÍTULO | 
PRINCIPIOS GENERALES 


Artículo 12. (Ámbito de aplicación).- El Código de 
la Niñez y la Adolescencia es de aplicación a todos 
los seres humanos menores de dieciocho años de 
edad. 
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A los efectos de la aplicación de este Código, se 
entiende por niño a todo ser humano hasta los trece 
años de edad y por adolescente a los mayores de tre- 
ce y menores de dieciocho años de edad. 


Siempre que este Código se refiere a niños y 
adolescentes comprende ambos géneros. 


Artículo 22. (Sujetos de derechos, deberes y ga- 
rantías).- Todos los niños y adolescentes son titulares 
de derechos, deberes y garantías inherentes a su ca- 
lidad de personas humanas. 


Artículo 3*. (Principio de protección de los dere- 
chos).- Todo niño y adolescente tiene derecho a las 
medidas especiales de protección que su condición 
de sujeto en desarrollo exige por parte de su familia, 
de la sociedad y del Estado. 


Artículo 4*. (Interpretación).- Para la interpreta- 
ción de este Código, se tendrán en cuenta las dispo- 
siciones y principios generales que informan la Cons- 
titución de la República, la Convención sobre los De- 
rechos del Niño, leyes nacionales y demás instru- 
mentos internacionales que obligan al país. 


En los casos de duda se deberá recurrir a los crite- 
rios generales de interpretación y, especialmente, a 
las normas propias de cada materia. 


Artículo 5*. (Integración).- En caso de vacío legal 
o insuficiencia se deberá recurrir a los criterios gene- 
rales de integración y, especialmente, a las normas 
propias de cada materia. 


Artículo 6*. (Criterio específico de interpretación e 
integración: el interés superior del niño y adolescen- 
te).- Para la interpretación e integración de este Códi- 
go se deberá tener en cuenta el interés superior del 
niño y adolescente, que consiste en el reconocimiento 
y respeto de los derechos inherentes a su calidad de 
persona humana. En consecuencia, este principio no 
se podrá invocar para menoscabo de tales derechos. 


Artículo 72. (Concurrencia para la efectividad y la 
protección de los derechos de los niños y adolescen- 
tes).- 


1) La efectividad y protección de los derechos de 
los niños y adolescentes es prioritariamente de 
los padres o tutores -en su caso-, sin perjuicio 
de la corresponsabilidad de la familia, la comu- 
nidad y el Estado. 


2) El Estado deberá actuar en las tareas de 
orientación y fijación de las políticas generales 
aplicables a las distintas áreas vinculadas a la 
niñez y adolescencia y a la familia, coordinando 


las actividades públicas y privadas que se 
cumplen en tales áreas. 


3) En casos de insuficiencia, defecto o imposibili- 
dad de los padres y demás obligados, el Esta- 
do deberá actuar preceptivamente, desarro- 
llando todas las actividades integrativas, com- 
plementarias o supletivas que sean necesarias 
para garantizar adecuadamente el goce y ejer- 
cicio de los derechos de los niños y adoles- 


centes. 
CAPÍTULO Il 
DE LOS DERECHOS DE LOS NIÑOS Y 
ADOLESCENTES 


Artículo 8*. (Principio general).- Todo niño y ado- 
lescente goza de los derechos inherentes a la perso- 
na humana. Tales derechos serán ejercidos de 
acuerdo a la evolución de sus facultades, y en la for- 
ma establecida por la Constitución de la República, 
los instrumentos internacionales, este Código y las le- 
yes especiales. En todo caso tiene derecho a ser oído 
y obtener respuestas cuando se tomen decisiones 
que afecten su vida. 


Podrá acudir a los Tribunales y ejercer los actos 
procesales en defensa de sus derechos, siendo pre- 
ceptiva la asistencia letrada. El Juez ante quien acuda 
tiene el deber de designarle curador, cuando fuere 
pertinente, para que lo represente y asista en sus 
pretensiones. 


Los Jueces, bajo su más seria responsabilidad, 
deberán adoptar las medidas necesarias para asegu- 
rar el cumplimiento de lo establecido en los incisos 
anteriores, debiendo declararse nulas las actuaciones 
cumplidas en forma contraria a lo aquí dispuesto. 


Artículo 9% (Derechos esenciales).- Todo niño y 
adolescente tiene derecho intrínseco a la vida, digni- 
dad, libertad, identidad, integridad, imagen, salud, 
educación, recreación, descanso, cultura, participa- 
ción, asociación, a los beneficios de la seguridad so- 
cial y a ser tratado en igualdad de condiciones cual- 
quiera sea su sexo, su religión, etnia o condición so- 
cial. 


Artículo 10. (Derecho del niño y adolescente con 
capacidad diferente).- Todo niño y adolescente, con 
capacidad diferente psíquica, física o sensorial, tiene 
derecho a vivir en condiciones que aseguren su parti- 
cipación social a través del acceso efectivo especial- 
mente a la educación, cultura y trabajo. 


Este derecho se protegerá cualquiera sea la edad 
de la persona. 
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Artículo 11. (Derecho a la privacidad de la vida).- 
Todo niño y adolescente tiene derecho a que se res- 
pete la privacidad de su vida. Tiene derecho a que no 
se utilice su imagen en forma lesiva, ni se publique 
ninguna información que lo perjudique y pueda dar 
lugar a la individualización de su persona. 


Artículo 12. (Derecho al disfrute de sus padres y 
familia).- La vida familiar es el ámbito adecuado para 
el mejor logro de la protección integral. 


Todo niño y adolescente tiene derecho a vivir y a 
crecer junto a su familia y a no ser separado de ella 
por razones económicas. 


Solo puede ser separado de su familia cuando, en 
su interés superior y en el curso de un debido proce- 
so, las autoridades determinen otra relación personal 
sustitutiva. 


En los casos en que sobrevengan circunstancias 
especiales que determinen la separación del núcleo 
familiar, se respetará su derecho a mantener vínculos 
afectivos y contacto directo con uno o ambos padres, 
salvo si es contrario a su interés superior. 


Si el niño o adolescente carece de familia, tiene 
derecho a crecer en el seno de otra familia o grupo de 
crianza, la que será seleccionada atendiendo a su 
bienestar. 


Solo en defecto de esta alternativa, se considerará 
el ingreso a un establecimiento público o privado. Se 
procurará que su estancia en el mismo sea transitoria. 


Artículo 13. (Conflictos armados).- Los niños y 
adolescentes no pueden formar parte de las hostilida- 
des en conflictos armados ni recibir preparación para 
ello. 


CAPÍTULO I11 
DE LOS DEBERES DEL ESTADO 


Artículo 14. (Principio general).- El Estado prote- 
gerá los derechos de todos los niños y adolescentes 
sujetos a su jurisdicción, independientemente del ori- 
gen étnico, nacional o social, el sexo, el idioma, la re- 
ligión, la opinión política o de otra índole, la posición 
económica, los impedimentos psíquicos o físicos, el 
nacimiento o cualquier otra condición del niño o de 
sus representantes legales. 


El Estado pondrá el máximo empeño en garantizar 
el reconocimiento del principio de que ambos padres 
o sus representantes legales, cuya preocupación fun- 
damental será el interés superior del niño, tienen obli- 
gaciones y derechos comunes en lo que respecta a 
su crianza y desarrollo. 


El Estado asegurará la aplicación de toda norma 
que dé efectividad a esos derechos. 


Artículo 15. (Protección especial).- El Estado tie- 
ne la obligación de proteger especialmente a los ni- 
ños y adolescentes respecto a toda forma de: 


A) Abandono, abuso sexual o explotación de la 
prostitución. 


B) Trato discriminatorio, hostigamiento, segrega- 
ción o exclusión en los lugares de estudio, es- 
parcimiento o trabajo. 


C) Explotación económica o cualquier tipo de tra- 
bajo nocivo para su salud, educación o para su 
desarrollo físico, espiritual o moral. 


D) Tratos crueles, inhumanos o degradantes. 


E) Estímulo al consumo de tabaco, alcohol, inha- 
lantes y drogas. 


F) Situaciones que pongan en riesgo su vida o in- 
citen a la violencia, como el uso y el comercio 
de armas. 


G) Situaciones que pongan en peligro su seguri- 
dad, como detenciones y traslados ilegítimos. 


H) Situaciones que pongan en peligro su identi- 
dad, como adopciones ¡legítimas y ventas. 


Il) Incumplimiento de los progenitores o respon- 
sables de alimentarlos, cuidar su salud y velar 
por su educación. 


CAPÍTULO IV 


DE LOS DEBERES DE LOS PADRES O 
RESPONSABLES 


Artículo 16. (De los deberes de los padres o res- 
ponsables).- Son deberes de los padres o responsa- 
bles respecto de los niños y adolescentes: 


A) Respetar y tener en cuenta el carácter de su- 
jeto de derecho del niño y del adolescente. 


% 


Alimentar, cuidar su salud, su vestimenta y ve- 
lar por su educación. 


Es 


Respetar el derecho a ser oído y considerar su 
opinión. 


as 


Colaborar para que sus derechos sean efecti- 
vamente gozados. 


O 


Prestar orientación y dirección para el ejercicio 
de sus derechos. 


F) Corregir adecuadamente a sus hijos o tutela- 
dos. 
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G) Solicitar o permitir la intervención de servicios 
sociales especiales cuando se produzca un 
conflicto que no pueda ser resuelto en el inte- 
rior de la familia y que pone en grave riesgo la 
vigencia de los derechos del niño y del adoles- 
cente. 


H) Velar por la asistencia regular a los centros de 
estudio y participar en el proceso educativo. 


Il) Todo otro deber inherente a su calidad de tal. 
CAPÍTULO V 


DE LOS DEBERES DE LOS NIÑOS Y 
ADOLESCENTES 


Artículo 17. (De los deberes de los niños y ado- 
lescentes).- Todo niño y adolescente tiene el deber de 
mantener una actitud de respeto en la vida de rela- 
ción familiar, educativa y social, así como de emplear 
sus energías físicas e intelectuales en la adquisición 
de conocimientos y desarrollo de sus habilidades y 
aptitudes. 


Especialmente deberán: 


A) Respetar y obedecer a sus padres o responsa- 
bles, siempre que sus órdenes no lesionen sus 
derechos o contravengan las leyes. 


B) Cuidar, en la medida de sus posibilidades, a 
sus ascendientes en su enfermedad y anciani- 
dad. 


C) Respetar los derechos, ideas y creencias de los 
demás. 


D) Respetar el orden jurídico. 
E) Conservar el medio ambiente. 


F) Prestar, en la medida de sus posibilidades, el 
servicio social o ayuda comunitaria, cuando las 
circunstancias así lo exijan. 


G) Cuidar y respetar su vida y su salud. 
CAPÍTULO VI 


POLÍTICAS SOCIALES DE PROMOCIÓN Y 
PROTECCIÓN A LA NIÑEZ Y ADOLESCENCIA 


Artículo 18. 
mentales: 


(Objetivos).- Son objetivos funda- 


A) Promoción social. Deberá asegurarse la pro- 
moción tendiente a favorecer el desarrollo inte- 
gral de todas las potencialidades del niño y del 
adolescente como persona en condición de ser 
en desarrollo, a efectos de procurar su integra- 
ción social en forma activa y responsable como 


ciudadano. Se cuidará especialmente la pro- 
moción en equidad, evitando que se generen 
desigualdades por conceptos discriminatorios 
por causa de sexo, etnia, religión o condición 
social. 


B) Protección y atención integral. Deberá asegu- 
rarse una protección integral de los derechos y 
deberes de los niños y adolescentes, así como 
asegurar una atención especial por parte del 
Estado y de la sociedad ante la necesidad de 
ofrecer atención personalizada en determina- 
das situaciones. 


Artículo 19. (Vida familiar y en sociedad).- Son 
principios básicos: 


A) El fortalecimiento de la integración y perma- 
nencia de los niños y adolescentes en los ám- 
bitos primarios de socialización: la familia y las 
instituciones educativas. 


B) La descentralización territorial que asegure el 
acceso de los niños, adolescentes y familias en 
toda la gama de servicios básicos. 


C) La participación de la sociedad civil y la promo- 
ción de la solidaridad social hacia los niños y 
adolescentes. 


Artículo 20. (Afirmación de políticas sociales).- 
Las normas que regulan la vigencia efectiva de los 
derechos de los niños y adolescentes en las áreas de 
supervivencia y desarrollo, requerirán de la imple- 
mentación de un sistema de políticas sociales bási- 
cas, complementarias, de protección especial, de ca- 
rácter integral, que respondan a la diversidad de rea- 
lidades y comprendan la coordinación entre el Estado 
y la sociedad civil. 


Artículo 21. (Criterio rector).- Es criterio rector 
velar por el desarrollo armónico de los niños y ado- 
lescentes, correspondiendo fundamentalmente a la 
familia y a los sistemas de salud y educación su se- 
guimiento hasta la mayoría de edad, según el princi- 
pio de concurrencia que emerge del artículo 7” de 
este Código. 


Artículo 22. (Líneas de acción).- La atención ha- 
cia la niñez y la adolescencia se orientará primordial- 
mente a: 


A) La aplicación de políticas sociales básicas, que 
hagan efectivos los derechos consagrados en 
la Constitución de la República, para todos los 
niños y los adolescentes. 


B) La creación de programas de atención integral, 
para aquellos que lo necesiten, por carencia 
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temporal o permanente: niños y adolescentes 
con capacidad diferente, situación de desampa- 
ro o marginalidad. 


C) La implementación de medidas apropiadas pa- 
ra que los niños tengan derecho a beneficiarse 
de los servicios de instalaciones de guarda, es- 
pecialmente en el caso de que los padres tra- 
bajen. 


D) La adopción de programas integrales y servi- 
cios especiales de prevención y atención médi- 
ca y psicosocial a las víctimas de negligencia, 
maltrato, violencia o explotación laboral o se- 
xual. 


E) La aplicación de programas de garantías para 
la protección jurídico-social de los niños y ado- 
lescentes en conflicto con la ley, y de educa- 
ción para la integración social. 


F) La adopción de programas de promoción de la 
niñez y adolescencia en las áreas deportivas, 
culturales y recreativas, entre otras. 


G) La creación de sistemas de indicadores de de- 
sarrollo del niño y del adolescente, respetando 
el derecho a la privacidad y el secreto profesio- 
nal. 


CAPÍTULO VII 
| - De la filiación 


Artículo 23.- (Derecho a la filiación).- Todo niño y 
adolescente tiene derecho a conocer quiénes son sus 
padres. 


Artículo 24. (Derecho a la protección).- Todo niño 
y adolescente tiene derecho, hasta la mayoría de 
edad, a recibir de sus padres y responsables la pro- 
tección y cuidados necesarios para su adecuado de- 
sarrollo integral y es deber de éstos el proporcionár- 
selos. 


Artículo 25. (Derecho a la identidad).- Sin perjui- 
cio de las normas del Registro de Estado Civil, el re- 
cién nacido deberá ser identificado mediante las im- 
presiones plantar y digital acompañadas por la impre- 
sión digital de la madre. 


Todas las maternidades públicas y privadas debe- 
rán llevar un registro para cumplir con lo dispuesto en 
el inciso anterior, al momento de realizarse el parto. 
Se le otorgará copia a la madre y se enviará otra al 
Registro de Estado Civil. 


Los médicos o parteros que asistan nacimientos 
fuera de la maternidad, deberán realizar el registro de 


igual forma y, en caso de imposibilidad, anotarlo en la 
historia clínica. 


En este último caso y fuera de las hipótesis seña- 
ladas anteriormente, las impresiones digital y plantar 
del recién nacido se tomarán al momento de hacerse 
la inscripción en el Registro de Estado Civil. 


Artículo 26. (Derecho al nombre y apellidos fami- 
liares). Todo niño tiene derecho, desde su nacimiento, 
a ser inscripto con nombre y apellido. 


Artículo 27. (Del nombre).- 


_k 


) El hijo habido dentro del matrimonio llevará 
como primer apellido el de su padre y como 
segundo el de su madre. 


2) El hijo habido fuera del matrimonio inscripto por 
ambos padres, llevará como primer apellido el 
de su padre y como segundo el de su madre. 


3) El hijo habido fuera del matrimonio inscripto por 
su padre llevará como primer apellido el de 
éste y como segundo el de la mujer que surja 
acreditada como su madre. 


4) El hijo habido fuera del matrimonio inscripto por 
su madre llevará los dos apellidos de ésta. Si la 
madre no tuviere segundo apellido el niño lleva- 
rá como primero el de su madre biológica se- 
guido de uno de uso común. 


5) El hijo habido fuera del matrimonio que no es 
inscripto por su padre ni por su madre, llevará 
igualmente en segundo lugar el apellido de su 
madre, en caso de ser ésta conocida y en pri- 
mer lugar uno de uso común. 


6) El hijo habido fuera del matrimonio cuyos pa- 
dres se desconocen, inscripto de oficio, llevará 
dos apellidos de uso común seleccionados por 
el Oficial del Registro de Estado Civil intervi- 
niente. 


7) Los apellidos de uso común serán sustituidos 
por el del padre o la madre que reconozca a su 
hijo o sean declarados tales por sentencia, de- 
biendo recabarse a tales efectos la voluntad del 
reconocido que haya cumplido los trece años 
de edad (artículo 32). 


8) El hijo habido fuera del matrimonio inscripto por 
un familiar del niño, llevará dos apellidos, como 
primer apellido uno de uso común, selecciona- 
do por el familiar interviniente y en segundo lu- 
gar el de la madre conocida. 


9) En los casos de legitimación adoptiva, el hijo 
llevará como primer apellido el de su padre y 
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como segundo el de su madre legitimantes. La 
sentencia que autorice la legitimación adoptiva 
dispondrá el o los nombres de pila con que se- 
rá inscripto el legitimado. 


10) En los casos de adopción simple realizada por 
un matrimonio, el o los apellidos del adoptado 
serán sustituidos por el del padre y madre 
adoptantes. Si la adopción simple fuere reali- 
zada por un hombre, el adoptado sustituirá su 
primer apellido por el del adoptante. Si la adop- 
ción simple fuere realizada por una mujer, el 
adoptado sustituirá su segundo apellido por el 
de la adoptante. No obstante, si se tratare de la 
adopción de un adolescente, podrá convenir 
con el o los adoptantes si mantendrá sus ape- 
llidos de origen o sustituirá alguno de ellos por 
el del o de los adoptantes. 


En la sentencia deberá dejarse constancia de 
la decisión respecto de los apellidos del adop- 
tado, la que será anotada al margen de la par- 
tida de nacimiento. 


Artículo 28. (Derecho y deber a reconocer los hi- 
jos propios).- Todo progenitor tiene el derecho y el 
deber, cualquiera fuere su estado civil, de reconocer a 
sus hijos. 


Derógase el inciso tercero del artículo 227 del Có- 
digo Civil. 


Modifícase la redacción del inciso cuarto del ar- 
tículo 227 del Código Civil, el que quedará redactado 
de la siguiente forma: "No se admitirá el reconoci- 
miento de hijos naturales, aun después de disuelto el 
matrimonio, cuando ese reconocimiento se pretenda 
hacer a favor de una persona que tenga la posesión 
notoria de hijo legítimo, sin perjuicio de las acciones 
que, legalmente, se admiten para contestar esa filia- 
ción". 


Entiéndese, en todo el ordenamiento jurídico, las 
expresiones "hijo legítimo" e "hijo natural" como "hijo 
habido dentro del matrimonio" e "hijo habido fuera del 
matrimonio", respectivamente. 


Artículo 29.- Sustitúyense los artículos 214, 215, 
216, 217, 218, 219, 220 y 221 del Código Civil, los 
que quedarán redactados de la siguiente manera: 


"ARTÍCULO 214.- Viviendo los cónyuges de con- 
suno, y sin perjuicio de la prueba en contrario, la 
ley considera al marido padre de la criatura con- 
cebida por su esposa durante el matrimonio. 


Las personas legitimadas por la ley, podrán 
destruir esta presunción acreditando que el vínculo 
biológico de paternidad no existe. 


ARTÍCULO 215.- Se considera concebida dentro 
del matrimonio, a la criatura nacida fuera de los 
ciento ochenta días después de contraído éste y 
dentro de los trescientos días siguientes a su di- 
solución. Esta presunción es relativa. 


ARTÍCULO 216.- Se considera, asimismo, al mari- 
do padre de la criatura nacida de su mujer, dentro 
de los ciento ochenta días siguientes al matrimo- 
nio, siempre que aquél haya conocido el embarazo 
antes de contraer matrimonio o haya admitido su 
paternidad expresa o tácitamente por cualquier 
medio inequívoco. Fuera de estos casos, bastará 
al marido con negar judicialmente la paternidad de 
la criatura habida por su mujer, de lo que se le da- 
rá conocimiento a ésta. Si la madre se opusiera 
surgirá el contradictorio. 


ARTÍCULO 217.- La presunción de paternidad del 
marido que se configura conforme a lo dispuesto 
por los artículos 214, 215 y 216 de este Código, 
podrá ser libremente impugnada por el marido, el 
hijo o los herederos de uno u otro, dentro de los 
plazos y en las condiciones que se dispone en los 
artículos siguientes. 


ARTÍCULO 218.- El marido podrá ejercer la acción 
de desconocimiento de paternidad a efectos de 
impugnar la presunción de legitimidad que hubiera 
surgido, dentro del plazo de un año contado desde 
que tomó conocimiento del nacimiento de la criatu- 
ra cuya paternidad la ley le atribuye. 


Sus herederos podrán continuar la acción in- 
tentada por éste, o iniciar la misma, si el marido 
hubiera muerto dentro del plazo hábil para dedu- 
cirla. Los herederos dispondrán del plazo de un 
año a contar desde el fallecimiento del marido. 


ARTÍCULO 219.- Hallándose el hijo en posesión 
del estado filiatorio legítimo, tenga o no su título, 
podrá impugnar la presunción de paternidad, ac- 
tuando debidamente representado por un curador 
ad litem, dentro del plazo de un año a contar des- 
de el nacimiento. Si la acción no hubiera sido in- 
tentada durante la menor edad del hijo, podrá 
ejercerla éste dentro del plazo de un año a partir 
de su mayoría. En caso de fallecer el hijo dentro 
del plazo hábil para interponer la demanda de im- 
pugnación de la paternidad o durante su minoría 
de edad sin haberla interpuesto, la acción podrá 
ser ejercida por los herederos de éste dentro del 
plazo que aquél contaba. 
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ARTÍCULO 220.- De faltar la posesión de estado 
de filiación legítima aun cuando exista su título, la 
acción de desconocimiento de paternidad podrá 
ser intentada indistintamente por la madre, por un 
curador ad litem que actúe en representación del 
hijo, por el padre biológico que manifieste su áni- 
mo de reconocerlo o por el hijo al llegar a la mayo- 
ría de edad. La madre y el padre biológico no po- 
drán accionar una vez que su hijo haya llegado a 
la mayoría de edad. En ausencia de posesión de 
estado de filiación legítima, la acción será impres- 
criptible para el hijo. 


En los casos en que este artículo, el precedente 
y el inciso cuarto del artículo 227 se refieren a po- 
sesión de estado, no se requiere el transcurso del 
tiempo reclamado por el artículo 47 de este Códi- 


go. 


El acogimiento de la acción deducida por la ma- 
dre o por el padre biológico, dejará al hijo empla- 
zado en el estado civil de hijo natural del deman- 
dante. 


ARTÍCULO 221.- El proceso no será válidamente 
entablado si no intervienen en el mismo, en cali- 
dad de sujetos activos o pasivos, en su caso, el 
marido, la madre y el hijo de ésta". 


Artículo 30. (Capacidad de los padres para reco- 
nocer a sus hijos).- Todo progenitor tiene el derecho y 
el deber, cualquiera fuere su estado civil y edad, a re- 
conocer a su hijo. 


No obstante, las mujeres menores de doce años y 
los varones menores de catorce no podrán realizar 
reconocimientos válidos sin aprobación judicial, previa 
vista del Ministerio Público. 


En los casos de padres niños o adolescentes no 
casados, el Juez decidirá a quién se le atribuyen los 
derechos y deberes inherentes a la tutela, otorgando 
preferencia a los abuelos que convivan con el padre 
que reconoce y el reconocido. 


Previo a todas las decisiones a que refiere el inci- 
so anterior que requieran autorización judicial, se de- 
berá oír al padre o a la madre que haya reconocido al 
hijo y que aún no tenga dieciocho años cumplidos de 
edad. 


La patria potestad será ejercida en forma plena 
por ambos padres, a partir de que éstos cumplan die- 
ciocho años. 


Artículo 31. (Formalidades del reconocimiento). El 
reconocimiento puede tener lugar: 


1) Por la simple declaración formulada ante el Ofi- 
cial del Registro de Estado Civil por el padre o 
la madre biológicos en oportunidad de la ins- 
cripción del nacimiento del hijo, como hijo habi- 
do fuera del matrimonio, suponiendo la sola 
inscripción reconocimiento expreso. 


2) Por testamento, en cuyo caso el reconoci- 
miento podrá ser expreso o implícito. 


3) Por escritura pública. 


Artículo 32. (Voluntad del hijo).- Cuando el hijo 
fuere reconocido luego de haber cumplido trece años 
de edad, tiene derecho a expresar en forma ante el 
Oficial del Registro de Estado Civil su voluntad de se- 
guir usando los apellidos con los que hasta entonces 
era identificado. Dicha expresión de voluntad será 
anotada al margen de su partida de nacimiento. 


Artículo 33. (Inscripción tardía).- El derecho con- 
sagrado en el artículo anterior, también rige para los 
supuestos de inscripciones tardías de hijos mayores 
de trece años. 


Tratándose de inscripción tardía de hijos habidos 
dentro del matrimonio, basta con la presencia de uno 
o de ambos padres, sin perjuicio del cumplimiento de 
las disposiciones legales correspondientes. 


II - De la tenencia del niño y adolescente 
Artículo 34. (Tenencia por los padres).- 


1) Cuando los padres estén separados, se deter- 
minará de común acuerdo cómo se ejercerá la 
tenencia (artículo 177 del Código Civil). 


2) De no existir acuerdo de los padres, la tenencia 
la resolverá el Juez de Familia, dictando las 
medidas necesarias para su cumplimiento. 


Artículo 35. (Facultades del Juez de Familia).- En 
caso de no existir acuerdo de los padres, el Juez re- 
solverá, teniendo en cuenta las siguientes recomen- 
daciones: 


A) El hijo deberá permanecer con el padre o la 
madre con quien convivió el mayor tiempo, 
siempre que lo favorezca. 


B) Preferir a la madre cuando el niño sea menor 
de dos años, siempre que no sea perjudicial 
para él. 


C) Bajo su más seria responsabilidad funcional, el 
Juez siempre deberá oír y tener en cuenta la 
opinión del niño o adolescente. 
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Artículo 36. (Tenencia por terceros).- 


1) Cualquier interesado puede solicitar la tenencia 
de un niño o adolescente siempre que ello ten- 
ga como finalidad el interés superior de éste. El 
Juez competente, bajo la más seria responsa- 
bilidad funcional, deberá evaluar el entorno fa- 
miliar ofrecido por el interesado. 


2) La persona que ejerce la tenencia de un niño o 
adolescente está obligada a brindarle la protec- 
ción y cuidados necesarios para su desarrollo 
integral. 


3) La persona que no se sienta capacitada para 
proseguir con la tenencia, deberá ponerlo en 
conocimiento del Juez de Familia, quien resol- 
verá la situación del niño o adolescente. 


Artículo 37. (Procedimiento).- Todas las preten- 
siones relativas a la tenencia, recuperación de tenen- 
cia o guarda de los niños o adolescentes, se regula- 
rán por el procedimiento extraordinario consagrado en 
los artículos 346, 347, 349 y 350 del Código General 
del Proceso. La ratificación de tenencia se tramitará 
por el procedimiento voluntario (artículos 402 y si- 
guientes del Código General del Proceso). Es Juez 
competente para conocer en dichas pretensiones, el 
del domicilio del niño o adolescente. 


11! - Visitas 


Artículo 38. (Principio general).- Todo niño y 
adolescente tiene derecho a mantener el vínculo, en 
orden preferencial, con sus padres, abuelos y demás 
familiares y consecuentemente, a un régimen de vi- 
sitas con los mismos. Sin perjuicio que el Juez com- 
petente basado en el interés superior del niño o ado- 
lescente, incluya a otras personas con las que aquél 
haya mantenido vínculos afectivos estables. 


Artículo 39. (Determinación de las visitas).- 


1) La determinación de las visitas se fijará de co- 
mún acuerdo entre las partes. 


2) A falta de acuerdo, o que se impida o limite el 
ejercicio del derecho mencionado, el Juez de 
Familia fijará el mismo. Se garantizará el dere- 
cho del niño o adolescente a ser oído, teniendo 
en cuenta su opinión, la cual se recabará en un 
ámbito adecuado. 


Artículo 40. (Incumplimiento en permitir las visi- 
tas).- La parte que está obligada a permitir las visitas 
o entregar al niño o adolescente de acuerdo al régi- 
men establecido, y se negara en forma inmotivada, 
habilitará a que la otra parte acuda personalmente 
ante el Juez de Familia de Urgencia o quien haga sus 


veces en donde este no exista, el cual dispondrá de 
inmediato la comparecencia de la parte incumplidora, 
siendo notificada por la Policía. En caso de incompa- 
recencia, podrá ser conducida por la fuerza pública, si 
así lo dispusiere el Juez. 


El Juez de Familia de Urgencia o quien haga sus 
veces, escuchará a ambas partes y de ser inmotivada 
la reticencia de la parte obligada a permitir las visitas, 
dispondrá -apreciando las circunstancias del caso, la 
edad y especialmente los intereses del niño o adoles- 
cente- la entrega del mismo a la parte que lo reclama, 
la cual deberá reintegrarlo según lo acordado, salvo 
que el Juez de Familia entienda que deberá conser- 
varlo el solicitante, hasta tanto resuelva el Juez de la 
causa. 


Artículo 41. (Régimen de visitas definitivo).- El día 
hábil inmediato siguiente, el Juez de Familia de Ur- 
gencia o quien haga sus veces en donde este no 
exista dará cuenta al Juez de Familia que intervino en 
la fijación del régimen de visitas, remitiéndole los an- 
tecedentes, quien resolverá en definitiva sobre el 
mantenimiento o no del régimen fijado. 


A tales efectos, deberá convocar a las partes a 
una audiencia, la cual deberá celebrarse en un plazo 
no mayor a los tres días hábiles de recibidos los ante- 
cedentes. En dicha audiencia será preceptiva la pre- 
sencia del Ministerio Público y Fiscal, así como la 
asistencia letrada. 


Artículo 42. (Incumplimiento en realizar las visi- 
tas).- Si la parte a cuyo favor se establece un régimen 
de visitas, no cumpliere con el mismo, podrá la otra 
parte acudir al Juez de Familia competente, explican- 
do la situación y la repercusión que la falta de cum- 
plimiento por parte del obligado tiene sobre sus hijos. 


En tal caso se aplicará lo dispuesto en el inciso 
primero del artículo 40 y el artículo 41. 


Artículo 43. (Sanción por incumplimiento).- El in- 
cumplimiento grave o reiterado del régimen de visitas 
homologado o fijado judicialmente podrá originar la 
variación de la tenencia si ello no perjudicara el inte- 
rés del niño o adolescente, sin perjuicio de las san- 
ciones pecuniarias que fije el Juez a instancia de 
parte o de oficio, cuyo producido será en beneficio de 
aquél. 


El Juez deberá hacer saber a la parte incumplidora 
que el desatender las necesidades afectivas de los 
hijos puede dar lugar a la pérdida de la patria potes- 
tad y al delito previsto en el artículo 279 B del Código 
Penal. 
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Artículo 44. (Principio general de procedimiento).- 
Todas las pretensiones que conciernen al régimen de 
visitas, se regularán por el procedimiento extraordina- 
rio consagrado en los artículos 346, 347, 349 y 350 
del Código General del Proceso. 


Es Juez competente para conocer en dichas pre- 
tensiones, el del domicilio del niño o adolescente. 


CAPÍTULO VII! 
DE LOS ALIMENTOS 


Artículo 45. (Concepto de deber de asistencia fa- 
miliar).- El deber de asistencia familiar está constitui- 
do por los deberes y obligaciones a cargo de los inte- 
grantes de la familia u otros legalmente asimilados a 
ellos, cuya finalidad es la protección material y moral 
de los miembros de la misma. 


Bajo la denominación de alimentos, se alude en 
este Código a la asistencia material. 


Artículo 46. (Concepto de alimentos).- Los ali- 
mentos están constituidos por las prestaciones mo- 
netarias o en especie que sean bastantes para satis- 
facer, según las circunstancias particulares de cada 
caso, las necesidades relativas al sustento, habita- 
ción, vestimenta, salud y los gastos necesarios para 
adquirir una profesión u oficio, educación, cultura y 
recreación. 


También se consideran alimentos los gastos de 
atención de la madre durante el embarazo, desde la 
concepción hasta la etapa del posparto. 


Las prestaciones deberán ser proporcionales a las 
posibilidades económicas de los obligados y a las ne- 
cesidades de los beneficiarios. 


Artículo 47. (Forma de prestación de los alimen- 
tos).- Las prestaciones alimentarias serán servidas en 
dinero o en especie, o de ambas formas, en atención 
a las circunstancias de cada caso. 


Todas las prestaciones se servirán en forma pe- 
riódica y anticipada. 


El obligado a prestar alimentos podrá exigir de la 
persona que administre la pensión alimenticia, rendi- 
ción de cuentas sobre los gastos efectuados para los 
beneficiarios. 


El Juez apreciará si corresponde dar trámite a la 
solicitud de rendición de cuentas. 


Artículo 48. (De la vigencia de la prestación ali- 
mentaria).- La prestación alimentaria se debe desde 
la interposición de la demanda. 


Tratándose de aumento o reducción de la presta- 
ción, la misma surtirá efecto desde la interposición de 
la demanda, salvo que el Juez, apreciando las cir- 
cunstancias del caso, disponga que se aplique desde 
que la sentencia quede ejecutoriada. 


La convenida extrajudicialmente, se debe desde la 
fecha pactada. 


Artículo 49. (Alimentos provisionales).- El Juez al 
proveer sobre la demanda, y atendidas las circuns- 
tancias invocadas, fijará alimentos provisionales. 


Artículo 50. (Beneficiarios de la obligación ali- 
mentaria).- Son acreedores de la obligación alimenta- 
ria los niños y adolescentes así como los mayores de 
dieciocho años y menores de veintiuno que no dis- 
pongan -en el último caso- de medios de vida propios 
y suficientes para su congrua y decente sustentación. 


Artículo 51. (Personas obligadas a prestar ali- 
mentos y orden de preferencia).- Los alimentos se 
prestarán por los padres o, en su caso, por el o los 
adoptantes. Para el caso de imposibilidad o insufi- 
ciencia del servicio pensionario, se prestarán subsi- 
diariamente de acuerdo al siguiente orden: 


1) Los ascendientes más próximos, con preferen- 
cia los del progenitor obligado. 


2) El cónyuge respecto a los hijos del otro en 
cuanto conviva con el beneficiario. 
3) El concubino o la concubina, en relación al o 


los hijos del otro integrante de la pareja, que no 
son fruto de esa relación, si conviven todos 
juntos conformando una familia de hecho. 


4) Los hermanos legítimos o naturales, con prefe- 
rencia los de doble vínculo sobre los de vínculo 
simple. 


En los casos previstos en los numerales 1) y 4), si 
concurrieren varias personas en el mismo orden, la 
obligación será divisible y proporcional a la posibilidad 
de cada obligado. 


Artículo 52. (Caracteres de la obligación alimenta- 
ria).- 


1) Intrasmisibilidad e irrenunciabilidad. 


El derecho de pedir alimentos no puede tras- 
mitirse por causa de muerte, ni renunciarse, ni 
venderse o cederse de modo alguno. 


2) Inembargabilidad e incompensabilidad. 


Las pensiones alimenticias no son embarga- 
bles. 
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El deudor de alimentos no puede oponer al 
demandante, en compensación, lo que el de- 
mandante le deba, excepto que lo adeudado 
refiera a la pensión alimenticia objeto del litigio. 


3) Imprescriptibilidad. 


El derecho a pedir alimentos es imprescripti- 
ble. 


Artículo 53. (Pensiones alimenticias atrasadas).- 
No obstante lo dispuesto en los artículos precedentes, 
las pensiones alimenticias atrasadas podrán renun- 
ciarse, y el derecho a demandarlas, podrá trasmitirse 
por causa de muerte. 


Artículo 54. (Transacción sobre alimentos futu- 
ros).- La transacción sobre alimentos futuros no surti- 
rá efectos sino después de ser aprobada judicial- 
mente. 


Artículo 55. (Modificación de la obligación ali- 
mentaria).- Los alimentos podrán ser objeto de au- 
mento o de reducción, si se modifica la situación eco- 
nómica del deudor o las necesidades del acreedor. 
Se tramitarán por el procedimiento establecido en los 
artículos 346 y 347 del Código General del Proceso. 


Artículo 56. (Extinción de la obligación alimenta- 
ria).- La obligación de alimentos se extingue y su cese 
debe ser judicialmente decretado en los siguientes 
casos: 


1) Cuando se dejen de cumplir los supuestos es- 
tablecidos en el artículo 50. 


2) Cuando el deudor se halla en imposibilidad de 
servirlos. 


3) Cuando fallece el alimentante, sin perjuicio de 
la asignación forzosa que grava la masa de la 
herencia. 


4) Cuando fallece el alimentario, en cuyo caso la 
obligación se extiende a los gastos funerarios, 
siempre que no puedan cubrirse de otra mane- 
ra. 


En el caso previsto en el numeral 1) cuando se 
trate de un beneficiario que cumpla veintiún años de 
edad, bastará que el alimentante se presente ante el 
Juez Letrado de Familia que intervino en la fijación de 
alimentos solicitando el cese de la pensión, agregan- 
do la partida de nacimiento del beneficiario, y sustan- 
ciándose con traslado a la contraparte por el plazo 
perentorio de veinte días. 


Transcurrido el plazo sin que se evacuare el tras- 
lado, se decretará el cese de la pensión alimenticia, 
notificando a la otra parte. 


Si se dedujere oposición se tramitará por el proce- 
dimiento establecido en los artículos 346 y 347 del 
Código General del Proceso. 


Los casos de los numerales 2) a 4) se tramitarán 
por el procedimiento establecido en los artículos 346 
y 347 del Código General del Proceso. 


Artículo 57. (Omisión injustificada de los alimen- 
tos).- Cuando el obligado judicialmente a servir ali- 
mentos de acuerdo a las disposiciones de este Códi- 
go que, habiendo sido intimado judicialmente, omitie- 
ra prestarlos sin causa justificada, el Juez de Familia 
dará cuenta de inmediato al Juez Letrado en lo Penal 
que corresponda, a los efectos previstos por el ar- 
tículo 279 A del Código Penal. 


El Juez Letrado en lo Penal deberá comunicar al 
Juez de Familia las resultancias de las actuaciones 
llevadas a cabo por dicha Sede. 


Artículo 58. (Concepto de ingresos).- A los efec- 
tos de este Código, se entiende por sueldo o haberes, 
todo ingreso de cualquier naturaleza, periódico o no, 
que se origine en la relación laboral, arrendamiento 
de obras o de servicios o derive de la seguridad so- 
cial. No se computarán por ingresos, a los efectos de 
la pensión alimenticia, lo que perciba el obligado a la 
prestación por concepto de viáticos sujetos a rendi- 
ción de cuentas. Cuando los viáticos no estén sujetos 
a rendición de cuentas se computarán a efectos de la 
pensión alimenticia en un 35% (treinta y cinco por 
ciento). 


Quedan asimilados a lo dispuesto en el inciso an- 
terior, los ingresos provenientes de retiros periódicos 
por concepto de utilidades, beneficios o ganancias, 
cobro de intereses o dividendos. En general, todo lo 
que perciba el deudor de alimentos por su trabajo o 
su capital. 


Artículo 59. (Límite de la retención por alimen- 
tos).- Podrá retenerse mensualmente hasta un 50% 
(cincuenta por ciento) de los ingresos cuando así lo 
justifique el número de hijos y las necesidades de los 
mismos. La resolución del Juez deberá ser fundada y 
será apelable sin efecto suspensivo. 


Artículo 60. (Medidas asegurativas de la presta- 
ción alimentaria).- En el caso de prestar el alimen- 
tante servicios retribuidos por particulares o empre- 
sas, éstas tendrán la obligación de informar a la Sede 
que así lo solicite todo lo relativo a los ingresos de 
aquél dentro del plazo de quince días de recibido el 
oficio por el que se le reclama. El incumplimiento de 
esta obligación hará pasibles a los particulares o em- 
presas a la condena en astreintes. La obligación de 
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informar existe aun cuando el alimentante no integre 
los cuadros funcionales o planilla de trabajo, pero tu- 
viese con la empresa o particular cualquier relación 
patrimonial o beneficio económico. Cuando el ali- 
mentante prestase servicios retribuidos por particula- 
res o empresas y se negare a cumplir la obligación de 
alimentos, se ordenará a aquéllos que efectúen la 
retención correspondiente a los sueldos o haberes 
respectivos. 


Para hacer efectiva la contribución señalada por el 
Juez, bastará la orden librada por oficio al habilitado 
en la oficina en que preste servicios el alimentante, y 
la empresa o el patrón responderán personal, solida- 
ria e ilimitadamente del pago, si injustificadamente no 
cumplieran la orden recibida. 


Artículo 61. (Obstáculos al cumplimiento de la 
obligación alimentaria).- El empleador o empresario 
que intencionalmente ocultare, total o parcialmente 
los ingresos, sueldos o haberes del obligado, será 
considerado incurso en el delito de estafa. 


En el mismo delito incurrirá todo aquel que obsta- 
culizare o impidiere el correcto servicio de la obliga- 
ción alimentaria dispuesta judicialmente, o simulare 
créditos contra el obligado, o de cualquier manera 
colaborare intencional y fraudulentamente, en la re- 
ducción del patrimonio efectivo del alimentante. 


El Juez de Familia dará cuenta de inmediato al 
Juez Letrado en lo Penal que corresponda. 


Artículo 62. (Prohibición al alimentante de au- 
sentarse del país sin dejar garantías suficientes).- Ini- 
ciado el juicio de alimentos, el demandado no podrá 
ausentarse del país sin dejar garantías suficientes, 
siempre que así lo solicitare el actor. 


Artículo 63. (Procedimiento).- El proceso de ali- 
mentos se rige por las normas previstas para el pro- 
ceso extraordinario en el Código General del Proceso 
(artículos 346, 347, numeral 2) del artículo 349 y ar- 
tículo 350 del Código General del Proceso). 


Artículo 64. (Competencia).- El Juez competente 
para conocer en el juicio por alimentos, es el del do- 
micilio del niño o adolescente o el del demandado, a 
elección del actor. 


CAPÍTULO IX 
DE LOS NIÑOS Y ADOLESCENTES 


| - Órganos de competencia y principios proce- 
sales 


Artículo 65. (Competencia).- La competencia de 
los órganos jurisdiccionales en materia de niños y 


adolescentes es la que fija la Ley N* 15.750, de 24 de 
junio de 1985, con excepción de las siguientes modi- 
ficaciones: 


"ARTICULO 67.- Los Jueces Letrados de Menores 
entenderán en primera instancia en todos los pro- 
cedimientos que den lugar las infracciones de 
adolescentes a la ley penal. 


En segunda instancia entenderán los Tribunales 
de Familia. 


Los actuales Juzgados Letrados de Menores pa- 
sarán a denominarse Juzgados Letrados de Ado- 
lescentes”. 


Artículo 66. (Competencia de urgencia).- La Su- 
prema Corte de Justicia asignará, por lo menos, a 
cuatro Juzgados Letrados de Familia en Montevideo y 
a los Juzgados Letrados de Primera Instancia del In- 
terior de la República, que entienden en materia de 
familia, competencia de urgencia, con excepción de 
las infracciones de adolescentes a la ley penal, para 
atender en forma permanente todos los asuntos que 
requieran intervención inmediata, o en los casos pre- 
vistos en el inciso segundo del artículo 122 de este 
Código. Ello sin perjuicio cuando fuere necesario, del 
uso de las facultades que otorga a los Jueces de Paz 
del interior el artículo 379 de la Ley N* 16.320, de 1? 
de noviembre de 1992. Se entenderá por asuntos que 
requieran intervención inmediata, todos aquellos en 
que exista riesgo de lesión o frustración de un dere- 
cho del niño o adolescente. 


Tomadas las primeras medidas en salvaguarda de 
los derechos, los derivarán al Juzgado que corres- 
ponda. 


La Suprema Corte de Justicia propenderá a que 
los Juzgados cuenten con la asistencia permanente 
de asistente social, psicólogo y psiquiatra del Poder 
Judicial u otros profesionales de dicho Poder, cuyo 
asesoramiento podrá serles requerido por el Juez. 


La Defensoría de Oficio de Familia establecerá un 
régimen de turnos de Defensores de Oficio, para que 
actúen en dichos Juzgados, a efectos de asistir a las 
personas que se presenten ante el mismo. 


Asimismo, se establecerá un régimen de turnos 
para asegurar la presencia del Ministerio Público y 
Fiscal. 


Artículo 67. (Criterio básico).- Reclamada la inter- 
vención en forma legal y en materia de su competen- 
cia, los Tribunales aplicarán como criterio básico la 
promoción de las familias, en especial de las más 
vulnerables y el desarrollo del niño en el ámbito de la 
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misma, de acuerdo a los principios que emergen del 
artículo 12 de este Código. 


No podrán excusarse de ejercer su autoridad, ni 
aun por razones de silencio, oscuridad o insuficiencia 
de las leyes, de acuerdo con lo dispuesto por el inciso 
segundo del artículo 5* de la Ley N* 15.750, de 24 de 
junio de 1985. 


Artículo 68. (Competencia del Instituto Nacional 
del Menor).- El Instituto Nacional del Menor es el ór- 
gano administrativo rector en materia de políticas de 
niñez y adolescencia, y competente en materia de 
promoción, protección y atención de los niños y ado- 
lescentes del país y, su vínculo familiar al que deberá 
proteger, promover y atender con todos los medios a 
su alcance. Deberá determinar, por intermedio de sus 
servicios especializados, la forma de llevar a cabo la 
implementación de las políticas a través de distintos 
programas, proyectos y modalidades de intervención 
social, públicos o privados, orientados al fortaleci- 
miento de las familias integradas por niños y adoles- 
centes y al fiel cumplimiento de lo dispuesto por los 
artículos 12 y 19 de este Código. 


Previos diagnósticos y estudios técnicos, deberá 
velar por una adecuada admisión, ingreso, atención, 
derivación y desvinculación de los niños y de los 
adolescentes bajo su cuidado. La incorporación a los 
distintos hogares, programas, proyectos y modalida- 
des de atención se realizará habiéndose oído al niño 
o al adolescente y buscando favorecer el pleno goce 
y la protección integral de sus derechos. 


Procurará que todos los niños y adolescentes ten- 
gan igualdad de oportunidades para acceder a los re- 
cursos sociales, a efectos de poder desarrollar sus 
potencialidades y de conformar personalidades autó- 
nomas capaces de integrarse socialmente en forma 
activa y responsable. Las acciones del Instituto Na- 
cional del Menor deberán priorizar a los más despro- 
tegidos y vulnerables. 


Los adolescentes que, estando a disposición del 
Instituto Nacional del Menor, alcanzaren la mayoría 
de edad serán orientados y apoyados a efectos que 
puedan hacerse cargo de sus vidas en forma inde- 
pendiente. Las personas con capacidad diferente que 
alcanzaren dicha mayoría, estando a cuidado del Ins- 
tituto Nacional del Menor, podrán permanecer bajo su 
protección siempre y cuando no puedan ser derivados 
para su atención en servicios o programas de adultos. 


El Instituto Nacional del Menor fiscalizará, en for- 
ma periódica, las instituciones privadas a las que 
concurran niños y adolescentes, sin perjuicio de la 


competencia de la Administración Nacional de Edu- 
cación Pública (ANEP). 


Asimismo fiscalizará toda institución privada, co- 
munitaria o no gubernamental con la que ejecute pro- 
gramas bajo la modalidad de convenios. 


Deberá también incorporar en todos los programas 
que gestione, en forma directa o en la modalidad de 
convenio, un enfoque comprensivo de las diversas 
situaciones familiares de los niños y adolescentes. 


Toda fiscalización deberá ser realizada por equi- 
pos multidisciplinarios de profesionales a efectos de 
evaluar la situación en que se encuentran los niños y 
adolescentes, así como el trato y formación que se 
les da a los mismos, de acuerdo a los derechos que 
éstos tienen y a las obligaciones de dichas institucio- 
nes. 


El Instituto Nacional del Menor podrá formular ob- 
servaciones y efectuar las denuncias que correspon- 
dan ante las autoridades competentes, por la consta- 
tación de violaciones de los derechos del niño y ado- 
lescente, sin perjuicio de lo preceptuado por el ar- 
tículo 177 del Código Penal (omisión de los funciona- 
rios en proceder a denunciar los delitos). 


Il - De los adolescentes y las infracciones a la 
ley penal 


Artículo 69. (Infracciones a la ley penal).- A los 
efectos de este Código son infracciones a la ley pe- 
nal: 


1) Las acciones u omisiones dolosas consuma- 
das, cometidas en calidad de autor o coautor, 
tipificadas por el Código Penal y las leyes pe- 
nales especiales. 


2) Las acciones u omisiones culposas consuma- 
das, cometidas en calidad de autor, coautor, ti- 
pificadas por el Código Penal y las leyes pena- 
les especiales, cuando el Juez reúna los ele- 
mentos de convicción suficientes, fundados ex- 
clusivamente en el desarrollo de la personali- 
dad psicosocial del infractor; avalado por un 
equipo técnico, que permita concluir que el 
adolescente disponía la capacidad cognitiva de 
las posibles consecuencias de su obrar. 


3) La tentativa de infracciones gravísimas a la ley 
penal. 


4) La participación en calidad de cómplice en in- 
fracciones gravísimas a la ley penal. 


Artículo 70. (Adolescente infractor).- Se denomina 
adolescente infractor a quien sea declarado respon- 
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sable por sentencia ejecutoriada, dictada por Juez 
competente, como autor, coautor o cómplice de ac- 
ciones u omisiones descritas como infracciones a la 
ley penal. 


Artículo 71. (Relación causal).- Solo puede ser 
sometido a proceso especial regulado por este Códi- 
go el adolescente a quien se le pueda atribuir material 
y psicológicamente un hecho constitutivo de infrac- 
ción a la ley penal. 


La existencia de la infracción debe ser la conse- 
cuencia de su acción u omisión. 


Artículo 72. (Clases de infracción).- Las infraccio- 
nes a la ley penal se clasifican en graves y gravísi- 
mas. 


Son infracciones gravísimas a la ley penal: 
1) Homicidio (artículo 310 del Código Penal). 


2) Lesiones gravísimas (artículo 318 del Código 
Penal). 


3) Violación (artículo 272 del Código Penal). 
4) Rapiña (artículo 344 del Código Penal). 


5) Privación de libertad agravada (artículo 282 del 
Código Penal). 


6) Secuestro (artículo 346 del Código Penal). 
7) Extorsión (artículo 345 del Código Penal). 


8) Tráfico de estupefacientes (artículos 31 y 32 de 
la Ley N?* 17.016, de 22 de octubre de 1998). 


9) Cualquier otra acción u omisión que el Código 
Penal o las leyes especiales castigan con una 
pena cuyo límite mínimo sea igual o superior a 
seis años de penitenciaría o cuyo límite máxi- 
mo sea igual o superior a doce años de peni- 
tenciaría. 


10) La tentativa de las infracciones señaladas en 
los numerales 1), 5) y 6) y la complicidad en las 
mismas infracciones. 


En los casos de violación no se tomará en cuenta 
la presunción del ejercicio de violencia (artículo 272 
del Código Penal). 


Las restantes son infracciones graves a la ley pe- 
nal. 


Artículo 73. (Adecuación a la normativa del Códi- 
go Penal y de la Ley N* 16.707, de 12 de julio de 
1995).- El Juez deberá examinar cada uno de los 
elementos constitutivos de la responsabilidad, de las 
circunstancias que eximen de la aplicación de medi- 


das o que aminoren el grado de las infracciones y el 
concurso de infracciones e infractores, tomando en 
cuenta los preceptos de la parte general del Código 
Penal, de la Ley N* 16.707, de 12 de julio de 1995, la 
condición de adolescentes y los presupuestos de per- 
seguibilidad de la acción. 


CAPÍTULO X 
| - Derechos y garantías del procedimiento 


Artículo 74. (Principios que rigen).- En todos los 
casos en que al adolescente se le impute el haber in- 
currido en actos que se presumen comportan infrac- 
ción a la ley penal, deberá asegurarse el cumpli- 
miento estricto de las garantías del debido proceso, 
especialmente las siguientes: 


A) Principios de judicialidad y legalidad.- El ado- 
lescente imputado de haber cometido una in- 
fracción a la ley penal, será juzgado por los 
Jueces competentes en conformidad a los pro- 
cedimientos especiales establecidos por este 
Código. 


Se asegurará, además, la vigencia de las nor- 
mas constitucionales, legales e instrumentos 
internacionales, especialmente la Convención 
de los Derechos del Niño. 


B) Principio de responsabilidad.- Solo puede ser 
sometido a proceso especial, regulado por este 
Código, el adolescente mayor de trece y menor 
de dieciocho años de edad, imputado de infrac- 
ción a la ley penal. 


La responsabilidad del adolescente tendrá lu- 
gar a partir de la sentencia definitiva que le 
atribuya la comisión del hecho constitutivo de 
infracción a la ley penal. 


C) Principio que condiciona la detención.- Solo 
puede ser detenido en casos de infracciones 
flagrantes o existiendo elementos de convicción 
suficientes sobre la comisión de una infracción. 
En este último caso, mediante orden escrita de 
Juez competente comunicada por medios feha- 
cientes. La detención será una medida excep- 
cional. 


D) Principio de humanidad.- El adolescente priva- 
do de libertad será tratado con la humanidad y 
respeto que merece la dignidad inherente a la 
persona humana. 


Ningún adolescente será sometido a torturas, 
ni a tratos crueles, inhumanos o degradantes, 
ni a experimentos médicos o científicos. 
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Tendrá derecho a mantener contacto perma- 
nente con su familia o responsables, salvo en 
circunstancias especiales. 


Principio de inocencia.- Tiene derecho a que se 
presuma su inocencia. No será obligado a de- 
clarar contra sí mismo ni a declararse culpable. 


Principio de inviolabilidad de la defensa.- Tiene 
derecho a contar en forma permanente con 
asistencia jurídica gratuita, especializada, pú- 
blica o privada, a partir de la detención, durante 
el proceso y hasta la ejecución completa de las 
medidas. 


Principio de libertad de comunicación.- Tiene 
derecho durante la privación de libertad, de 
comunicarse libremente y en privado con su 
defensa, con sus padres, responsables, familia- 
res y asistentes espirituales. 


Principio de prohibición del juicio en rebeldía.- 
Tiene derecho de no ser juzgado en su ausen- 
cia, so pena de nulidad de todo lo actuado (ar- 
tículo 21 de la Constitución de la República). 


Principio de impugnación.- Todo adolescente 
tendrá derecho a impugnar todas las decisio- 
nes judiciales que lo perjudiquen. 


Principio de duración razonable.- En ningún ca- 
so la situación derivada de la formalización del 
proceso excederá en sus consecuencias al 
término de duración de la medida que hubiere 
correspondido. 


Principio de asistencia de intérpretes.- Todo 
adolescente tendrá derecho a contar con la li- 
bre asistencia gratuita de un intérprete, si no 
comprende o no habla el idioma oficial. 


Principio de oportunidad reglada.- El adoles- 
cente tiene derecho a que se prescinda del 
procedimiento cuando, por la característica del 
hecho o por la naturaleza del bien jurídico 
agredido, no se justifica la prosecución de la 
acción. 


II - Régimen procesal 


Artículo 75. (Principio general).- En todos los ca- 
sos en que se investigue la responsabilidad del ado- 
lescente, el procedimiento se ajustará a los trámites 
establecidos por este Código y subsidiariamente por 
el Código General del Proceso. 


Artículo 76. (Procedimiento).- 


1) Actuaciones previas al proceso. 


A) Cometidos de la autoridad policial. 


Cuando proceda la detención del adoles- 
cente conforme a lo establecido en el literal 
C) del artículo 74, la autoridad aprehensora, 
bajo su más severa responsabilidad, debe- 
rá: 


a) Realizar la actuación de modo que me- 
nos perjudique a la persona y reputación 
del adolescente. 


b) Poner el hecho de inmediato en conoci- 
miento del Juez, o en un plazo máximo 
de dos horas después de practicada la 
detención. 


c) Hacer conocer al adolescente los moti- 
vos de la detención y los derechos que le 
asisten, especialmente el derecho que 
tiene de designar Defensor. 


d) Informar a sus padres o responsables, 
como forma de asegurar sus garantías y 
derechos. 


e) Si fuere necesario, antes de conducirlo a 
la presencia del Juez, hará constar lo in- 
dispensable para la información de los 
hechos. 


f) Si no fuere posible llevarlo de inmediato 
a presencia del Juez, previa autorización 
de éste, deberá conducírselo a la depen- 
dencia especializada del Instituto Nacio- 
nal del Menor que corresponda o del Ins- 
tituto Policial, no pudiendo permanecer 
en este último lugar por más de doce ho- 
ras. 


g) Los traslados interinstitucionales y a la 
Sede Judicial deben estar precedidos del 
correspondiente examen médico. 


2 


Cuando el Juez tome conocimiento que el 
adolescente se encuentra en la situación 
prevista en el artículo 117 de este Código, lo 
pondrá en conocimiento del Juez compe- 
tente, sin perjuicio de la actuación procesal 
referida a la infracción. 


2) Audiencia preliminar. 


En los casos de infracciones de adolescentes 
que lo justifiquen, el Juez dispondrá, en un pla- 
zo que no exceda las veinticuatro horas, la rea- 
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lización de una audiencia preliminar donde de- 
berán estar presentes, bajo pena de nulidad, el 
adolescente, su Defensor y el Ministerio Públi- 
co. 


Se procurará la presencia de los padres o res- 
ponsables. También podrán comparecer, si lo 
aceptaran y no existiera peligro para su seguri- 
dad, la víctima y testigos. 


El Juez, al interrogarlo, le hará conocer en 
términos accesibles los motivos de la detención 
y los derechos que le asisten. 


Se dispondrá la inmediata agregación de la 
partida de nacimiento o la acreditación de la 
edad mediante medios sustitutivos. 


Mediando acuerdo de partes, podrá prescindir- 
se de la agregación inmediata. 


Medidas probatorias. 


Durante esta audiencia, el Ministerio Público 
y la Defensa podrán solicitar las medidas que 
estimen convenientes. 


La información deberá recabarse en un plazo 
que no exceda de los veinte días continuos y 
perentorios, contados a partir de la decisión ju- 
dicial. 


La prueba se diligenciará en audiencia con 
las garantías que aseguren el debido proceso, 
incluidos los informes del equipo técnico, en un 
plazo que no exceda de los veinte días, conti- 
nuos y perentorios, contados a partir de la de- 
cisión judicial. 

En todo lo que le fuere requerido, la Policía 
prestará colaboración. 


Resolución de la audiencia preliminar y medi- 
das cautelares. 


Al culminar la audiencia preliminar el Juez: 


A) Dispondrá las medidas probatorias a que 
refiere el numeral anterior. 


B) Fijará la audiencia final en un plazo de se- 
senta días, salvo si decreta como medida 
cautelar el arresto domiciliario o la interna- 
ción provisoria, caso en que dicha audiencia 
se fijará en un plazo máximo de treinta días. 


C) Decidirá la aplicación de alguna medida 
cautelar, de acuerdo a lo dispuesto en el 
numeral siguiente. 


5) 


6) 


Medidas cautelares. 


El Juez, a pedido del Ministerio Público, y oída 
la Defensa, dispondrá las medidas cautelares 
necesarias que menos perjudiquen al adoles- 
cente. 


Son medidas cautelares: 
1) La prohibición de salir del país. 


2) La prohibición de acercarse a la víctima o a 
otras personas, de concurrir a determinados 
lugares o de tomar contacto con personas 
determinadas. 


3) La obligación de concurrir periódicamente al 
Tribunal o ante la autoridad que el Juez de- 
termine. 


4) El arresto domiciliario. 
5) La internación provisoria. 


El arresto domiciliario y la internación provi- 

soria no podrán durar más de sesenta días. 
Transcurrido ese plazo sin que se hubiera 
dictado sentencia de primera instancia, se 
deberá dejar en libertad al adolescente. 
Ambas medidas cautelares solo podrán 
aplicarse si la infracción que se imputa al 
adolescente puede ser objeto en definitiva 
de una medida privativa de libertad, de 
acuerdo con el artículo 86, y siempre que 
ello sea indispensable para: 


A) Asegurar la comparecencia del adoles- 
cente a los actos procesales esenciales. 


B) La seguridad de la víctima, el denun- 
ciante o los testigos. 


La internación provisoria se cumplirá en un 
establecimiento especial del Instituto Nacio- 
nal del Menor. 


Informe del equipo técnico. 


Si el Juez resuelve la internación, dispondrá 
que el equipo técnico del establecimiento de 
internación, en un término que no exceda los 
veinte días dispuesto para la prueba, produzca 
un informe con una evaluación médica y psico- 
social, el cual se expedirá especialmente sobre 
las posibilidades de convivencia en régimen de 
libertad. 


Informe del Centro de Internación. 


Los técnicos producirán los informes verbales 
o escritos que el Juez disponga y supervisarán 
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10) 


11) 


la aplicación de las medidas. Los informes ver- 
bales se producirán en audiencia. 


Formulación de demanda o sobreseimiento. 


Diligenciada la prueba, los autos pasarán en 
vista al Ministerio Público por seis días. En ca- 
so de deducir acusación, relacionará las prue- 
bas ya diligenciadas y analizará los informes 
técnicos y formulará los presupuestos fácticos, 
jurídicos y técnicos de la imputación. 


Si el Ministerio Público solicitara el sobresei- 
miento, el Juez lo dictará sin más trámite. Si se 
dedujere demanda fiscal, se conferirá traslado 
a la Defensa por seis días, la que podrá ofrecer 
prueba y contradecir o allanarse. 


Allanamiento. 


De mediar allanamiento de la Defensa, el Juez 
deberá dictar sentencia en cinco días. 


Audiencia final. 


Deberán participar, bajo pena de nulidad, el 
adolescente, su Defensor y el Ministerio Públi- 
co. Será convocada dentro de los quince días 
de la contestación de la demanda fiscal, por la 
Defensa. 


Se pondrán a disposición los informes técnicos 
recabados. 


Se dará participación a sus padres o respon- 
sables, y a la víctima, si lo solicitaren. 


Plazo para dictar sentencia. 


El Juez deberá dictar sentencia definitiva de 
primera instancia al cabo de la audiencia final, 
y en esa misma oportunidad expedir el fallo con 
sus fundamentos. Se dará lectura de todo ello, 
a los efectos de su comunicación (artículo 76 
del Código General del Proceso), siendo de 
aplicación, en lo pertinente, el artículo 245 del 
Código del Proceso Penal. 


La sentencia será escrita y deberá ser redac- 
tada de un modo breve y claro para que pueda 
ser comprendida en todas sus partes por el 
adolescente imputado. 


Cuando la complejidad del asunto lo justifique, 
se podrá prorrogar la audiencia por quince días 
perentorios, procediéndose para su comunica- 
ción a la formalización de una audiencia com- 
plementaria. 


12) 


13) 


14) 


15) 


Contenido de la sentencia. 


Si se dispusieran medidas socioeducativas, las 
sentencias serán dictadas con la finalidad de 
preservar el interés del adolescente. 


La privación de libertad se utilizará solo como 
medida de último recurso y durante el período 
más breve que proceda. 


Deberá fundamentar por qué no es posible 
aplicar otra medida distinta a la de privación de 
libertad. 


El Juez no podrá imponer medidas educativas 

sin previo pedido del Ministerio Público, ni ha- 
cerlo de manera más gravosa de la solicitada 
por éste. 


Coparticipación de mayores. 


En el caso de hechos con apariencia delictiva 

en que se hallen involucrados adolescentes 
junto a personas mayores, la autoridad policial 
lo hará saber simultáneamente al Juez Letrado 
de Adolescentes y al Juez Penal de Turno, 
quienes actuarán en forma paralela, comuni- 
cándose recíprocamente las alternativas de la 
causa. 


Deberá recabarse autorización del Juez Letra- 

do de Adolescentes para el traslado del ado- 
lescente al Juzgado Penal, siempre que sea 
necesaria su declaración. 


Régimen impugnativo. 


Se aplicará el régimen impugnativo que la ley 
establece (artículos 253 y 254 del Código Ge- 
neral del Proceso). 


La apelación será automática cuando la medi- 
da impuesta tenga una duración superior a un 
año de privación de libertad. 


Zonas de difícil acceso. 


Cuando, en virtud de la distancia o por otras 
circunstancias, no sea posible llevar de inme- 
diato al adolescente a presencia del Juez Le- 
trado competente, el Juez de Paz respectivo 
podrá adoptar las primeras y más urgentes 
medidas (artículo 45 del Código del Proceso 
Penal). 


III - Medidas socioeducativas 


Artículo 77. (Principios generales).- Las medidas 


contempladas en este Código solo podrán aplicarse a 
los adolescentes respecto a los cuales haya recaído 
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declaración de responsabilidad, por sentencia ejecu- 
toriada. 


Artículo 78. (Ejecución de las medidas).- Una vez 
que el Juez disponga las medidas, deberá comuni- 
carlo por escrito al Instituto Nacional del Menor o ins- 
titución privada seleccionada para el cumplimiento de 
la misma, con remisión del texto de las resoluciones o 
sentencias, sin cuyos requisitos el órgano destinatario 
no dará curso a la ejecución de la misma. 


Artículo 79. (Medidas complementarias).- Todas 
las medidas que se adopten conforme a lo estableci- 
do en el numeral 12) del artículo 76, se podrán com- 
plementar con el apoyo de técnicos, tendrán carácter 
educativo, procurarán la asunción de responsabilidad 
del adolescente y buscarán fortalecer el respeto del 
mismo por los derechos humanos y las libertades 
fundamentales de terceros como asimismo, el robus- 
tecimiento de los vínculos familiares y sociales. 


La medida será seleccionada por el Juez, siguien- 
do los criterios de proporcionalidad e idoneidad para 
lograr tales objetivos. 


MEDIDAS SOCIOEDUCATIVAS NO PRIVATIVAS DE 
LIBERTAD 


Artículo 80. (Medidas sustitutivas).- Podrán apli- 
carse, entre otras, las siguientes medidas no privati- 
vas de libertad: 


A) Advertencia, formulada por el Juez en presen- 
cia del Defensor y de los padres o responsa- 
bles, sobre los perjuicios causados y las con- 
secuencias de no enmendar su conducta. 


B) Amonestación, formulada por el Juez en pre- 
sencia del Defensor, de los padres o responsa- 
bles, intimándolo a no reiterar la infracción. 


C) Orientación y apoyo mediante la incorporación 
a un programa socioeducativo a cargo del Ins- 
tituto Nacional del Menor o de instituciones pú- 
blicas o privadas, por un período máximo de un 
año. 


D) Observancia de reglas de conducta, como 
prohibición de asistir a determinados lugares o 
espectáculos, por un período que no exceda de 
seis meses. 


E) Prestación de servicios a la comunidad, hasta 
por un máximo de dos meses. 


F) Obligación de reparar el daño o satisfacción de 
la víctima. 


G) Prohibición de conducir vehículos motorizados, 
hasta por dos años. 


H) Libertad asistida. 
1) Libertad vigilada. 


Artículo 81. (Programas de orientación).- Los pro- 
gramas de orientación y apoyo tienen por finalidad in- 
corporar paulatinamente al adolescente al medio fa- 
miliar o grupo de crianza u otros grupos, así como a 
los centros de enseñanza y cuando corresponda, a 
los centros de trabajo. 


Estos programas podrán ser ejecutados por el Ins- 
tituto Nacional del Menor o por otras instituciones pú- 
blicas o privadas. 


Artículo 82. (Trabajos en beneficio de la comuni- 
dad).- Los trabajos en beneficio de la comunidad se 
regularán de acuerdo a las directivas que al efecto 
programe el Instituto Nacional del Menor. 


Preferentemente podrán realizarse en hospitales y 
en otros servicios comunitarios públicos. No podrán 
exceder de seis horas diarias. La autoridad adminis- 
trativa vigilará su cumplimiento, concertando con los 
responsables de su ejecución, de forma que no perju- 
dique la asistencia a los centros de enseñanza, de 
esparcimiento y las relaciones familiares, en todo lo 
cual se observará el cuidado de no revelar la situa- 
ción procesal del adolescente. 


Artículo 83. (Obligación de reparar el daño o sa- 
tisfacción de la víctima).- En cualquier etapa del pro- 
ceso, previa conformidad del adolescente y de la víc- 
tima o a petición de parte, el Juez podrá derivar el ca- 
so a mediación, suspendiéndose las actuaciones por 
un plazo prudencial. Alcanzando un acuerdo, previo 
informe técnico y oídos la Defensa y el Ministerio Pú- 
blico, el Juez deberá valorar razonablemente desde la 
perspectiva exclusiva del interés superior del adoles- 
cente, el sentido pedagógico y educativo de la repa- 
ración propuesta, disponiendo, en caso afirmativo, la 
clausura de las actuaciones. Tal decisión será pre- 
ceptiva en caso de opinión favorable del Ministerio 
Público. El mismo efecto tendrán los acuerdos conci- 
liatorios celebrados en audiencia. 


Artículo 84. (Régimen de libertad asistida y vigila- 
da).- 


A) El régimen de libertad asistida consiste en 
acordarle al adolescente el goce de libertad en 
su medio familiar y social. 


Será, necesariamente, apoyado por especia- 
listas y funcionarios capacitados para el cum- 
plimiento de programas educativos. 


El Juez determinará la duración de la medida. 
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En cualquier momento de su ejecución la me- 
dida podrá ser interrumpida, revocada o susti- 
tuida, de oficio o a instancia de los actores ha- 
bilitados y previa intervención del Ministerio 
Público y del Defensor. 


B) El régimen de libertad vigilada consiste en la 
permanencia del adolescente en la comunidad 
con el acompañamiento permanente de un 
educador, durante el tiempo que el Juez deter- 
mine. 


Artículo 85. ("Non bis in idem").- El Juez sólo po- 
drá aplicar una de las medidas previstas en este Tí- 
tulo o en el siguiente. 


MEDIDAS SOCIOEDUCATIVAS PRIVATIVAS DE 
LIBERTAD 


Artículo 86. (Aplicación).- Las medidas privativas 
de libertad solo se aplicarán a los adolescentes decla- 
rados por sentencia ejecutoriada, responsables de in- 
fracción, que a juicio del Juez justifique las mismas. 


También podrán aplicarse a los adolescentes que, 
habiendo sido declarados por sentencia ejecutoriada 
responsables de una infracción, incumplen las medi- 
das adoptadas por el Juez. 


Artículo 87. (Aplicabilidad).- Las medidas privati- 
vas de libertad no son obligatorias para el Juez. Se 
aplicarán cuando configurándose los requisitos lega- 
les, no existan otras medidas adecuadas dentro de 
las no privativas de libertad. El Juez fundamentará los 
motivos de la no aplicación de otras medidas. Se ten- 
drá en consideración el derecho del adolescente a vi- 
vir con su familia, y en caso que proceda la separa- 
ción, a mantener contacto permanente con la familia, 
pareja, amigos, referentes afectivos y otros, si ellos 
no fueren perjudiciales para el mismo. 


Artículo 88. (Medidas privativas de libertad).- Las 
medidas privativas de libertad son: 


A) Internación en establecimientos, separados 
completamente de los establecimientos carce- 
larios destinados a adultos. 


B) Internación en iguales establecimientos con 
posibilidades de gozar de semilibertad. 


RÉGIMEN DE PRIVACIÓN DE LIBERTAD 


Artículo 89. (Privación de libertad).- El régimen de 
privación de libertad consiste en recluir al adolescente 
en un establecimiento que asegure su permanencia 
en el recinto, sin menoscabo de los derechos consa- 
grados en este Código, las normas constitucionales, 
legales e instrumentos internacionales. 


Artículo 90. (Régimen de semilibertad).- El régi- 
men de semilibertad consiste en disponer que el 
adolescente, cuya privación de libertad ha sido dis- 
puesta en establecimientos, goce de permiso para vi- 
sitar a su familia o para la realización de actividades 
externas, de ocho horas de duración, en su beneficio 
personal, controladas por la autoridad donde se en- 
cuentra internado. 


Este régimen se extiende, a voluntad del adoles- 
cente, mientras se aplica la medida de privación de li- 
bertad, salvo la suspensión temporaria o definitiva por 
inobservancia de las reglas de comportamiento. 


Artículo 91. (Duración de las medidas de priva- 
ción de libertad).- La medida de privación de libertad 
tendrá una duración máxima de cinco años. 


En ningún caso el adolescente que al llegar a los 
dieciocho años permanece sujeto a medidas, cumpli- 
rá lo que le resta en establecimientos destinados a los 
adultos. 


En situaciones de peligrosidad manifiesta, se 
adoptarán las medidas que fueren compatibles con la 
seguridad de la población y los propósitos de recupe- 
ración del infractor. 


Artículo 92. (Cumplimiento).- El cumplimiento de 
las medidas de privación de libertad son de respon- 
sabilidad exclusiva, irrenunciable e indelegable del 
Estado. 


Se cumplirán en centros especiales hasta la finali- 
zación de las medidas y de acuerdo a criterios, entre 
otros, de edad, complexión física, gravedad de la in- 
fracción y adaptación a la convivencia. 


En ningún caso podrán cumplirse en estableci- 
mientos destinados a los adultos. 


Se tendrá especial cuidado por las situaciones en 
que el adolescente requiera tratamiento médico, en 
cuyo caso deberá ser internado en un centro adecua- 
do a sus condiciones. 


Artículo 93. (Infractores con dependencia).- En 
los casos de adolescentes infractores, que padecen 
dependencias alcohólicas o toxicómanas, se efectivi- 
zará la asistencia a programas de orientación y trata- 
miento adecuados. 


Artículo 94. (Procedimiento por modificación o 
cese de las medidas).- Se deberá decretar, en cual- 
quier momento, el cese de la medida cuando resulte 
acreditado en autos que la misma ha cumplido su fi- 
nalidad socioeducativa. 


Miércoles 19 de diciembre de 2001 


CÁMARA DE REPRESENTANTES 159 


La tramitación de todas las solicitudes de sustitu- 
ción, modificación o cese de las medidas, se hará en 
audiencia, debiendo dictarse resolución fundada, pre- 
vio los informes técnicos que se estimen pertinentes, 
con presencia del adolescente, de sus representantes 
legales, de la Defensa y del Ministerio Público. 


La audiencia deberá celebrarse en un plazo que 
no exceda los diez días a partir de la respectiva soli- 
citud. 


Artículo 95. (Traslado de infractores).- La interna- 
ción de los adolescentes fuera de la jurisdicción de su 
domicilio se limitará al mínimo posible, atendidas las 
circunstancias del caso. 


Cuando los Juzgados dispongan la internación de 
adolescentes infractores fuera de su jurisdicción, de- 
clinarán competencia para ante el Juez del lugar de 
internación. 


Deberán enviar junto con el adolescente, fotocopia 
certificada del expediente en sobre cerrado, que será 
entregado por el funcionario que lo traslade, bajo su 
más grave responsabilidad funcional, al Juez de turno 
del lugar de la internación. 


Artículo 96. (Reserva).- Queda prohibida la identi- 
ficación de la persona del adolescente por cualquier 
medio de comunicación, sin perjuicio de la informa- 
ción sobre los hechos. 


Los funcionarios públicos que faciliten noticias a la 
prensa, en contravención a lo dispuesto en el inciso 
anterior, serán pasibles de una suspensión de diez 
días con pérdida de haberes la primera vez, y un mes 
por la siguiente. La tercera infracción dará lugar a la 
destitución. La infracción será comunicada precepti- 
vamente a la institución a que pertenece, con trans- 
cripción de las normas. 


Los medios de comunicación que infringieren lo 
dispuesto en el inciso primero incurrirán en una multa, 
a juicio del Juez, equivalente entre 20 UR (veinte uni- 
dades reajustables) y 200 UR (doscientas unidades 
reajustables), según los casos. 


Artículo 97. (Competencia).- En las infracciones 
previstas en el inciso tercero del artículo anterior, en- 
tenderán los Jueces Letrados de Adolescentes, si- 
guiendo el procedimiento legal para reprimir las faltas 
en el Derecho Penal de adultos. 


Artículo 98. (Recurribilidad).- La sentencia podrá 
ser apelada ante el Tribunal de Familia respectivo, 
cuya decisión hará cosa juzgada. 


IV- Principios de la ejecución 


Artículo 99. (Supuestos de la ejecución).- La acti- 
vidad procesal de ejecución de las medidas educati- 
vas, comprende los actos destinados a promover el 
cumplimiento de las medidas y el trámite y la decisión 
de las cuestiones sobrevinientes. 


Artículo 100. (Control que ejercen los Jueces 
competentes).- Son cometidos de los Jueces Letra- 
dos de Adolescentes: 


1) Vigilar los casos en los que han recaído medi- 
das educativas dispuestas por sentencia eje- 
cutoriada, hasta el término de su cumplimiento. 


2) Entender por audiencia y con intervención del 
Defensor y Ministerio Público, las reclamacio- 
nes de los adolescentes durante el período de 
ejecución de las medidas, tanto en los estable- 
cimientos, como fuera de ellos. 


3) Visitar, por lo menos cada tres meses los cen- 
tros de internación, dejando constancia en el 
expediente respectivo del resultado. 


Sin perjuicio de lo que antecede, podrá realizar 
inspecciones cada vez que lo considere opor- 
tuno. 


En ambos casos, tomar las medidas que más 
convengan al interés superior del adolescente. 


4) Dar cuenta a la Suprema Corte de Justicia en 
los casos que se constaten irregularidades gra- 
ves. 


Artículo 101. (Control de la autoridad administrati- 
va).- El Instituto Nacional del Menor o las autoridades 
de los establecimientos de internación, informarán 
cada tres meses al Juez sobre la forma como se 
cumple la medida y la evolución del adolescente. 


El Instituto Nacional del Menor reglamentará el 
funcionamiento de los establecimientos donde se 
cumplen las medidas privativas de libertad. 


V - Derechos y deberes durante la ejecución 
de las medidas socioeducativas 


Artículo 102. (Principio especial de la privación de 
libertad).- Sin perjuicio de los derechos y garantías 
enumerados en el artículo 74, se tendrán en cuenta 
los derechos y deberes de los adolescentes, con mi- 
ras a contrarrestar los efectos perjudiciales de la ins- 
titucionalización y a fomentar su integración a la so- 
ciedad: 
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A) Derechos: 


1) A ser informado del régimen de funciona- 
miento institucional y de sus derechos y de- 
beres y conocer a los funcionarios que lo 
tendrán bajo su responsabilidad durante la 
internación o en régimen ambulatorio. 


2) A conocer el régimen interno a fin de comu- 
nicarse personalmente con el Juez, Fiscal, 
Defensor, educadores, familiares y a ejercer 
efectivamente ese derecho. 


3) A estar informado sobre las medidas que se 
proyectan para lograr su inserción al ámbito 
familiar y social. 


4) A recibir los servicios de salud, sociales, 
educativos, religiosos y de esparcimiento, y 
ser tratado conforme a su desarrollo y nece- 
sidades. 


En todo caso se garantizará su seguridad, 
en tanto protección contra influencias noci- 
vas y situaciones de riesgo. 


5) A estar informado sobre el régimen de con- 
vivencia. 


6) A no ser trasladado del centro donde cum- 
ple la medida educativa sin que se dé 
cuenta de inmediato al Juez competente. 
Todo traslado podrá ser recurrido conforme 
a derecho, sin efecto suspensivo. 


7) No podrán imponerse sanciones colectivas. 
B) Deberes: 


Durante la ejecución de las medidas, los ado- 
lescentes, deberán respetar a sus educadores 
y responsables y observar los reglamentos in- 
ternos en cuanto a convivencia, estudio y ta- 
reas de capacitación, esparcimiento, aseo per- 
sonal y de las dependencias que ocupan, y 
respeto a sus educadores, responsables y de- 
más personas con quienes se vinculan cotidia- 
namente. 


C) Ámbito de aplicación: 


Todos los derechos y deberes establecidos en 

orden a la ejecución de las medidas socioedu- 
cativas, se aplicarán, en lo pertinente, a todo ti- 
po de privación de libertad. 


VI] - Cesación del proceso 


Artículo 103. (Principio general).- En cualquier 
estado del proceso el Juez, oyendo al Ministerio Pú- 


blico, al adolescente y a su Defensa, dispondrá la 
clausura del proceso, en los siguientes casos: 


1) Cuando se comprobare que el adolescente no 
es responsable. 


2) Cuando se comprobare que no es el autor, 
coautor o cómplice del hecho constitutivo de la 
infracción. 


3) Cuando se comprobare que obró amparado por 
alguna de las circunstancias que eximen de 
pena. 


4) Cuando ha prescripto la acción por el hecho 
imputado. El plazo de prescripción será de dos 
años para los delitos gravísimos y un año para 
los delitos graves. 


Artículo 104. (Prescindencia de la acción penal).- 
En cualquier estado del proceso el Juez podrá, oyen- 
do al Ministerio Público, al adolescente y a su Defen- 
sa, prescindir total o parcialmente de la persecución 
penal; o limitada a una o varias infracciones o de al- 
guna o de todas las personas que hayan participado 
en el hecho, cuando: 


A) Se trate de un hecho que, por su escasa gra- 
vedad o lo exiguo de la contribución del partíci- 
pe, haga innecesaria una medida en definitiva. 


B) El adolescente haya sufrido, a consecuencia 
del hecho, un daño físico o moral grave. 


Artículo 105. (Egreso y clausura de anteceden- 
tes).- Decretado el cese, si el adolescente estuviese 
privado de libertad, se dispondrá su inmediato egreso 
y Clausura de antecedentes. 


VII - De las medidas curativas 


Artículo 106. (Procedencia).- A los adolescentes 
incapaces que hubieren cometido infracciones a la ley 
penal, se les aplicarán, con las garantías del debido 
proceso fijado para los infractores, las medidas de ca- 
rácter curativo, que se cumplirán en establecimientos 
adecuados y separados de los adultos mayores de 
dieciocho años. Corresponde a los Directores de di- 
chos establecimientos y a los técnicos que designe el 
Juez, determinar su tratamiento. 


Artículo 107. (Control).- Durante la internación, se 
aplicarán, en lo pertinente, las medidas de contralor a 
cargo de los Jueces Letrados de Adolescentes, esta- 
blecidas en el artículo 100. 


VIII - De las audiencias 


Artículo 108. (Presencia del Juez).- El Juez Le- 
trado de Adolescentes presidirá por sí mismo las au- 
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diencias, bajo pena de nulidad, que compromete su 
responsabilidad funcional. 


Igual deber compete al Ministerio Público, al De- 
fensor y a los técnicos asesores a quienes el Juez re- 
quiera opinión. Los Defensores privados que no 
asistan serán sustituidos por Defensores de Oficio. 


Sin la presencia del adolescente no podrá llevarse 
a cabo ninguna audiencia. 


Artículo 109. (Contenido de las audiencias).- 


1) Las audiencias preliminar y final, referidas en 
los numerales 2) y 10) del artículo 76 se docu- 
mentarán con la mayor precisión en acta que 
se labrará durante su desarrollo o al cabo de la 
misma. En forma resumida se consignará fecha 
y lugar en que se labra, describirán los hechos, 
la tipificación legal con expresa mención de la 
norma jurídica presuntamente violada y las ale- 
gaciones de las partes, quienes podrán solicitar 
lo que estimen pertinente para asegurar la fide- 
lidad del resumen. La decisión del Juez deberá 
comprender el examen de los puntos tratados 
por las partes. 


2) Si lo solicitaren, se entregarán a las partes co- 
pia íntegra de las sentencias definitivas, auten- 
ticadas por la Oficina Actuaria. 


Artículo 110. (Acceso al expediente).- Las partes 
y los técnicos designados durante el trámite tendrán, 
en todo momento, libre acceso al expediente, salvo 
casos excepcionales, a juicio del Juez y en atención 
al interés superior del adolescente. 


IX - De las comunicaciones procesales 
Artículo 111. (Notificaciones preceptivas).- 


1) Cuando se produzca la detención del adoles- 
cente, el Juez dispondrá que el hecho sea in- 
mediatamente notificado por la Policía a su 
Defensor, al Ministerio Público y a los padres o 
representantes legales; el mismo procedimiento 
se seguirá con los asesores técnicos para cuyo 
asesoramiento el Juez estime necesario con- 
vocar. 


2) Las actuaciones dispuestas en audiencia se 
tendrán por notificadas a quienes estén pre- 
sentes o hayan debido concurrir al acto. 


3) Salvo en los casos que indique el Juez, las no- 
tificaciones se practicarán en la oficina. 


A tal efecto, todos los interesados que actúen 
en el procedimiento respectivo, excepción he- 


cha del Ministerio Público, concurrirán a la ofi- 
cina para enterarse de las actuaciones. 


Artículo 112. (Notificación ficta).- Si la notificación 
se retardare tres días hábiles por falta de compare- 
cencia del interesado, se tendrá por efectuada, sin 
necesidad de constancia alguna en los autos. 


Si el día que concurriere el interesado, la actua- 
ción no se hallare disponible, la Oficina Actuaria ex- 
pedirá constancia en formulario al efecto, si aquél lo 
solicitare (artículo 86 del Código General del Proce- 
so). 


Artículo 113. (Autorización para notificarse).- Por 
simple escrito se podrá autorizar a una tercera perso- 
na para que con ella se entiendan las notificaciones. 


Artículo 114. (Régimen complementario).- En to- 
dos los casos no contemplados en este Código se 
aplicarán, en lo pertinente, las disposiciones del Có- 
digo General del Proceso (artículos 76 a 90 de la 
Sección lll). 


X - Plazos procesales 
Artículo 115. (Carácter de los plazos).- 


1) Todos los plazos señalados en este Código son 
perentorios e improrrogables. En casos excep- 
cionales, el Juez podrá suspender su curso 
fundando la medida y su duración. 


2) Para regular su aplicación se atenderá a lo dis- 
puesto por los artículos 92 a 99 del Código Ge- 
neral del Proceso. 


Artículo 116. (Infracciones reiteradas).- En los ca- 
sos de infracciones reiteradas, los procesos se tra- 
mitarán por el Juez competente de cada una hasta la 
sentencia ejecutoriada, sin perjuicio de la unificación 
de las medidas impuestas, la que se realizará en vía 
incidental por el Juez Letrado de Adolescentes que 
hubiere entendido en la última infracción. 


La Suprema Corte de Justicia reglamentará el ré- 
gimen de antecedentes judiciales. 


CAPÍTULO XI 


| - Protección de los derechos amenazados o 
vulnerados de los niños y adolescentes y situa- 
ciones especiales 


Artículo 117. (Principio general).- Siempre que los 
derechos reconocidos a los niños y adolescentes en 
este Código sean amenazados o vulnerados, se apli- 
carán las medidas que dispone este Título. 


De igual forma se aplicarán a los niños que vulne- 
ren derechos de terceros. 
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Artículo 118. (Primeras diligencias).- El Juez que 
tiene conocimiento, por cualquier medio, que un niño 
o adolescente se encuentra en la situación prevista 
en el artículo anterior, tomará las más urgentes e im- 
prescindibles medidas, debiéndose proceder a conti- 
nuación conforme lo estatuye el artículo 321 del Có- 
digo General del Proceso. 


Salvo imposibilidad, tomará declaración al niño o 
adolescente, en presencia del Defensor que se le 
proveerá en el acto y de sus padres o responsables, 
si los tuviere, y recabará los informes técnicos corres- 
pondientes. 


El Ministerio Público deberá ser oído preceptiva- 
mente, quien intervendrá en favor del efectivo respeto 
a los derechos y garantías, reconocidos a los niños y 
adolescentes, debiéndose pronunciar en el plazo de 
tres días. 


Artículo 119. (Medidas).- Medidas para los padres 
o responsables. 


El Juez podrá imponer, en protección de los dere- 
chos de los niños o adolescentes, para los padres o 
responsables, las siguientes medidas: 


A) Llamada de atención para corregir o evitar la 
amenaza o violación de los derechos de los hi- 
jos a su cuidado, y exigir el cumplimiento de las 
obligaciones que le corresponden en la protec- 
ción de los derechos afectados. 


B) Orientación, apoyo y seguimiento temporario 
socio-familiar prestado por programas públicos 
o privados reconocidos. 


C) Obligación de inscribir al niño o adolescente en 
un centro de enseñanza o programas educati- 
vos o de capacitación y observar su asistencia 
O aprendizaje. 


D) Derivación a un programa público o privado de 
protección a la familia. 


Artículo 120. (Medidas ambulatorias para niños y 
adolescentes).- El Juez dispondrá las siguientes me- 
didas: 


A) Que el Instituto Nacional del Menor otorgue 
protección a sus derechos a través del sistema 
de atención integral diurno. Al mismo servicio 
podrá recurrirse respecto a los institutos priva- 
dos especializados, que así lo acepten. 


B) Solicitud de tratamiento ambulatorio médico, 
psicológico o psiquiátrico a instituciones públi- 
cas o privadas. 


El Instituto Nacional del Menor podrá solicitar 
o aplicar directamente estas medidas, cuando 
su intervención haya sido requerida por el niño, 
padres o responsables o terceros interesados. 


Artículo 121. (Medidas en régimen de internación 
sin conformidad del niño o adolescente).- El Juez so- 
lamente podrá ordenar la internación compulsiva en 
los siguientes casos: 


A) Niño o adolescente con patología psiquiátrica. 


B) Niño o adolescente que curse episodios agu- 
dos vinculados al consumo de drogas. 


C) Niño o adolescente necesitado de urgente tra- 
tamiento médico destinado a protegerlo de gra- 
ve riesgo a su vida o su salud. 


En todos los casos deberá existir prescripción mé- 
dica. El plazo máximo de la internación será de treinta 
días prorrogables por períodos de igual duración me- 
diando indicación médica hasta el alta de internación. 


El Instituto Nacional del Menor podrá aplicar di- 
rectamente estas medidas mediando indicación médi- 
ca y cuando su intervención obedezca a la situación 
de un niño o adolescente que pone en riesgo inmi- 
nente su vida o la integridad física de otras personas, 
de todo lo que se dará cuenta inmediata al Juez de 
Familia de Urgencia. 


Artículo 122. (Adicciones a drogas y alcoho!).- El 
Juez podrá ordenar la aceptación de niños y adoles- 
centes en centros residenciales especializados de 
atención a adicciones de drogas y alcohol, sea en ré- 
gimen de tiempo completo, ambulatorio o semiambu- 
latorio. 


Tratándose de adolescentes se requerirá su con- 
formidad; en caso de niños será necesario el consen- 
timiento de sus padres o responsables y se oirá pre- 
viamente al niño. 


En todos los casos se deberá proporcionar Defen- 
sor al niño o adolescente, tomar declaración salvo 
imposibilidad, oír preceptivamente al Ministerio Públi- 
co, tomar declaración a los padres o responsables, y 
recabar los informes técnicos correspondientes. 


Artículo 123. (Derivación a centros de atención 
permanente para niños y adolescentes).- El Juez po- 
drá disponer la derivación de un niño o adolescente a 
un centro de atención permanente como medida de 
último recurso, cuando se encuentre gravemente 
amenazado su derecho a la vida o integridad física. 


Esta medida no podrá implicar en caso alguno pri- 
vación de libertad y durará el menor tiempo posible, 
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promoviéndose la superación de la amenaza de sus 
derechos para favorecer su egreso. 


En estos establecimientos se procurará mantener 
los vínculos familiares, según lo dispone el artículo 12 
de este Código y la incorporación del niño o adoles- 
cente al sistema educativo que corresponda, según 
sea su edad. 


Artículo 124. (Programas de atención integral).- El 
Estado deberá garantizar a todos los niños y adoles- 
centes el derecho a acceder voluntariamente a pro- 
gramas de atención integral, cuidados y alojamiento. 
Si la solicitud fuera formulada por los padres, se oirá 
preceptivamente al niño, quien será asistido por su 
Defensor. 


Si a la solicitud formulada por el niño o adoles- 
cente se oponen sus padres o responsables, sin per- 
juicio de la inmediata protección del niño o adoles- 
cente, la situación se pondrá en el más breve plazo 
posible en conocimiento del Juzgado de Familia de 
Urgencia. 


El Juez resolverá atendiendo a la opinión del niño 
o adolescente. Deberá tenerse en cuenta ésta y el 
interés superior. 


Artículo 125. (Programas de alternativa familiar). - 
El Juez podrá entregar al niño o adolescente grave- 
mente amenazado en su derecho a la vida o integri- 
dad física o privado de su medio familiar, al cuidado 
de una persona o matrimonio seleccionado por el Ins- 
tituto Nacional del Menor, que se comprometan a 
brindarle protección integral. 


Estos niños o adolescentes deberán recibir orien- 
tación y apoyo de la persona o matrimonio, quienes 
serán supervisados por medio de equipos especiali- 
zados. 


Artículo 126. (Comportamiento policial).- Cuando 
la autoridad policial tome conocimiento que un niño o 
adolescente se encuentra en la situación prevista en 
el artículo 117 de este Código, deberá llevarlo de in- 
mediato a presencia del Juez competente, el que no- 
tificará con la mayor urgencia al Instituto Nacional del 
Menor. 


Si no fuera posible llevarlo de inmediato a presen- 
cia del Juez, previa autorización, deberá llevarlo al 
Instituto Nacional del Menor, quien deberá prestarle la 
debida atención. 


Artículo 127. (Responsabilidad penal).- Si se con- 
figuraren elementos de convicción suficientes como 
para atribuir responsabilidad penal a los padres, res- 
ponsables o terceros, se pasarán los antecedentes al 


Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Penal o al 
Juzgado Letrado de Primera Instancia del Interior, 
que corresponda. 


Artículo 128. (Reserva de autos).- Cumplidas las 
diligencias por la Justicia, se reservarán los autos, sin 
perjuicio del seguimiento y control que el Juez intervi- 
niente considere adecuado efectuar. 


Artículo 129.- (Competencia).- Los Jueces Letra- 
dos de Primera Instancia del Interior de la República 
tendrán igual competencia que la asignada a los Jue- 
ces de Familia (artículo 71 de la Ley N* 15.750, de 24 
de junio de 1985). 


II - Del maltrato y abuso del niño o adolescente 


Artículo 130. (Definición).- A los efectos de este 
Título entiéndese por maltrato y abuso del niño o 
adolescente las siguientes situaciones, no necesa- 
riamente taxativas: maltrato físico, maltrato psíquico- 
emocional, prostitución infantil, pornografía, abuso 
sexual y abuso psíquico o físico. 


Artículo 131. (La denuncia).- Ante denuncia es- 
crita o verbal por la realización de cualquiera de las 
conductas mencionadas en el artículo anterior, la au- 
toridad receptora deberá comunicar el hecho de for- 
ma fehaciente e inmediata al Juzgado competente. 
En todo caso el principio orientador será prevenir la 
victimización secundaria. 


11 - De los hogares de cuidado 


Artículo 132. (Entrega de niños y adolescentes).- 
El que entregue a un niño o adolescente a persona 
ajena a la familia biológica y quien o quienes lo reci- 
ban, deberán comunicarlo al Juez de Familia dentro 
de las cuarenta y ocho horas. El Juez adoptará en 
forma urgente las medidas de protección necesarias y 
solicitará informe psicológico y social respecto a las 
posibilidades de mantener al niño o adolescente en 
su familia de origen. En caso afirmativo, dispondrá las 
medidas de apoyo familiar que se requieran para 
asegurar la permanencia de este vínculo filial. De lo 
contrario, deberá proceder conforme se dispone en el 
artículo siguiente. 


Artículo 133. (Separación definitiva.  Procedi- 
miento).- La separación de un niño o adolescente de 
su familia de origen, deberá ser decretada por resolu- 
ción fundada del Juez competente, sobre la base de 
información fehaciente y previo el asesoramiento de 
equipo técnico especializado. El procedimiento para 
decretarla se regulará por las disposiciones del pro- 
ceso extraordinario regulado por el Código General 
del Proceso, debiendo designarse Defensor al niño o 
adolescente, aplicándose el literal C) del artículo 35 
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de este Código, quienes deberán ser oídos si fuese 
posible. Se citará y emplazará a los padres o respon- 
sables y a quienes, hasta la entrega a que hace refe- 
rencia el artículo anterior, se hubieren ocupado del 
niño. 


Una vez resuelta la separación definitiva, deberá 
asegurarse su inserción en un medio adecuado, prefi- 
riéndose aquellos hogares que permitan al niño sal- 
vaguardar sus vínculos afectivos. A tales efectos po- 
drá disponerse, entre otros, la tenencia por terceros 
(artículo 36), la integración a un hogar institucional 
que ofrezca garantías para su adecuado desarrollo, o 
la adopción. Cuando se entendiere por la Sede que 
corresponde la colocación de un niño en una familia 
con fines de adopción, deberá intervenir el Instituto 
Nacional del Menor o una institución especializada 
autorizada para ello (artículo 158). Cuando los padres 
de origen, o los integrantes de esa familia de origen 
presten su consentimiento a los efectos previstos en 
este artículo, el mismo solo será válido si ha sido da- 
do en presencia del Juez, con el asesoramiento ne- 
cesario y en conocimiento de las consecuencias que 
ello implicará. 


Artículo 134. (Invalidez).- No tendrá validez el 
consentimiento que se otorgue para la separación del 
hijo que está por nacer o dentro de los treinta días de 
su nacimiento. 


En caso de que una vez nacido el niño, la madre 
no desee tenerlo, deberá comunicarse al Juez com- 
petente, que procederá como lo dispone el ar- 
tículo 132. Provisoriamente, el Juez tomará las medi- 
das del caso para la protección del niño, pero no po- 
drá dar comienzo al procedimiento establecido en el 
artículo anterior hasta que se cumpla el lapso fijado 
en el inciso primero de este artículo y previa citación 
de los progenitores del niño. 


IV - De la adopción 
Adopción simple 
Artículo 135. (Adoptantes).- 


1) La adopción simple se permite a toda persona 
mayor de veinticinco años, cualquiera sea su 
estado civil, y siempre que tenga por lo menos 
quince años más que el adoptado, y hubiera 
tenido al niño o adolescente a su cargo por el 
mínimo de un año. 


2) El tutor no puede adoptar al niño o adolescente 
hasta que hayan sido aprobadas judicialmente 
las cuentas del cargo. 


3) 


Art 


Nadie puede ser adoptado por más de una per- 
sona, a no ser por dos cónyuges que tengan 
por lo menos un año de matrimonio y hubieran 
tenido al niño o adolescente a su cargo por un 
término no inferior a un año. 


Si no se computara el año de matrimonio, pe- 
ro hubiera existido durante dicho lapso un con- 
cubinato estable que culminó en matrimonio, se 
incluirá a los efectos de la tenencia, el período 
de la unión libre. 


Por motivo fundado y expreso, el Tribunal 
podrá otorgar la adopción aun cuando alguno 
de los cónyuges o ambos no alcanzaren la dife- 
rencia de edad con el adoptado o adoptada, 
reduciéndola hasta un límite que admita razo- 
nablemente que éste pueda ser hijo de los 
adoptantes. 


Ninguno de los cónyuges puede adoptar sin 
el consentimiento expreso del otro, salvo que 
estuviere impedido de manifestar su voluntad o 
que exista sentencia de separación de cuerpos. 


Se permitirá la adopción por parte del nuevo 
cónyuge o concubino del padre o madre del 
hijo habido dentro del matrimonio o habido fue- 
ra del matrimonio reconocido del otro cónyuge 
o concubino. 


Realizada la adopción, la separación o divorcio 
ulterior de los cónyuges no los exime de sus 
obligaciones para con el adoptado menor de 
edad. 


ículo 136. (Adoptados).- 


Puede ser adoptado todo niño o adolescente 
cuyo consentimiento será recabado conforme a 
las normas establecidas en este Código. 


Cuando el adoptado no sea capaz de hacerse 
entender de ninguna forma, prestarán el con- 
sentimiento sus representantes legales. 


Si se trata de un niño o adolescente sometido a 
patria potestad, será necesario el consenti- 
miento de quien o quienes se encuentren en su 
ejercicio. En caso contrario, será necesario el 
consentimiento de quienes lo han tenido a su 
cargo. 


El consentimiento para la adopción será 
prestado indistintamente ante el Juez Letrado 
de Familia del domicilio de los adoptantes, 
compareciendo personalmente ante aquél, o 
mediante escritura pública. 
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Los padres que consienten en la adopción 
quedarán suspendidos en el ejercicio de la pa- 
tria potestad sobre el niño o adolescente, la 
que pasará al adoptante. En el caso del nume- 
ral 4) del artículo anterior, quien ejerciere la 
patria potestad sobre el niño o adolescente 
adoptado por su pareja, continuará en su ejer- 
cicio. 

El procedimiento se regirá por lo establecido 
en los artículos 346 y 347 del Código General 
del Proceso. 


Artículo 137. (Efectos).- 


1) El adoptado continúa perteneciendo a su fami- 
lia biológica o de origen, donde conserva todos 
sus derechos. 


2) En caso de interdicción, de ausencia compro- 
bada judicialmente, de muerte del adoptante o 
de revocación de la adopción, durante la mino- 
ría de edad del adoptado, se dará conocimiento 
al Juez del domicilio real de éste, que dispon- 
drá lo que más convenga al interés del niño o 
adolescente: el reintegro a su familia de origen 
O la entrega a otra familia sustituta. 


3) La adopción solo establece relaciones jurídicas 
entre el adoptado y el adoptante y no entre 
cualquiera de ellos y la familia del otro. 


4) La adopción produce los siguientes efectos: 


A) Obligación recíproca de respeto entre el 
adoptante y el adoptado. 


B) Obligación de prestarse alimentos como 
primeros obligados. 


Artículo 138. (Revocación).- 


1) La adopción podrá revocarse por motivos gra- 
ves. La misma podrá solicitarse tanto por el 
adoptante como por el adoptado o quien lo re- 
presente, o por el Ministerio Público, ante el 
Juez de Familia correspondiente. 


2) La revocación hará cesar para el futuro los 
efectos de la adopción, lo que se comunicará a 
la Dirección General del Registro de Estado Ci- 
vil a los efectos pertinentes. 


3) Se procederá de acuerdo a lo establecido en 
los artículos 346 y 347 del Código General del 
Proceso. 


Artículo 139. (Procedimiento judicial).- 


1) Las pretensiones de adopción, así como todas 
las reclamaciones relacionadas con las mis- 


mas, se tramitarán ante el Juzgado Letrado de 
Familia del domicilio del adoptante mediante el 
proceso voluntario (artículos 402 y siguientes 
del Código General del Proceso) con interven- 
ción preceptiva del Ministerio Público. 


2) Los interesados a que refiere el artículo 403.2 
del mismo Código son los padres y abuelos del 
niño o adolescente, los que serán citados per- 
sonalmente o por edictos si no se conociera su 
domicilio. 


En caso de oposición por parte de uno de los 
mencionados, el proceso será contencioso 
aplicándose las normas del Código General del 
Proceso correspondientes al proceso extraordi- 
nario (artículos 346 y siguientes). 


Previo al pronunciamiento, admitiendo o denegan- 
do la adopción el Juzgado interviniente deberá solici- 
tar al Instituto Nacional del Menor, una evaluación so- 
bre las condiciones personales del o de los adoptan- 
tes, su estabilidad familiar y las demás circunstancias 
que permitan fundamentar su criterio, para aconsejar 
la conveniencia o no de la adopción en el caso. 


La sentencia que admite la adopción será comuni- 
cada a la Dirección General del Registro de Estado 
Civil, a la Intendencia Municipal correspondiente y a 
la Dirección Nacional de Identificación Civil, a efectos 
de la anotación pertinente en la partida del niño o 
adolescente. 


En todos los casos, se deberá tener en cuenta la 
opinión del niño o adolescente adoptado. 


Artículo 140. (Procedimiento ante escribano pú- 
blico).- La adopción podrá, asimismo, ser hecha por 
escritura pública, aceptada por los representantes le- 
gales del adoptado y por el adoptado, en su caso, de- 
biéndose inscribir dentro de los treinta días contados 
desde su otorgamiento, en un libro especial, que lle- 
vará al efecto la Dirección General del Registro de 
Estado Civil, y deberá constar además, al margen del 
acta de nacimiento. 


La omisión de la inscripción será sancionada con 
multa al escribano autorizante de la escritura, de 12 
UR a 50 UR (doce a cincuenta unidades reajusta- 
bles), a más de no surtir efecto la adopción hasta 
después de ser inscripta. Una vez inscripta surtirá 
efecto desde la fecha de su otorgamiento. 


Cuando se trate de la adopción de un niño o de un 
adolescente, ningún escribano podrá autorizar la es- 
critura respectiva sin previa autorización del Instituto 
Nacional del Menor en que se acredite la idoneidad 
moral y la capacidad del o de los adoptantes, probada 
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por todos los medios de investigación que el Instituto 
Nacional del Menor considere necesarios. 


Artículo 141. (Procedimiento especial).- Tratán- 
dose de niños o adolescentes con capacidad dife- 
rente que tengan la calidad de huérfanos o separados 
definitivamente de su familia, el Instituto Nacional del 
Menor hará un llamado público a personas que de- 
seen adoptarlos en cualquiera de las formas previstas 
en este Código. El Estado, a través de sus diversos 
servicios asegurará la atención integral de estos niños 
y adolescentes en forma gratuita, derecho que se 
mantendrá cualquiera sea la edad de la persona. 


El Poder Ejecutivo reglamentará la forma de dar 
vigencia efectiva a este artículo en un plazo de ciento 
ochenta días con posterioridad a la entrada en vigen- 
cia de este Código. 


Artículo 142. (Derecho de acceso a los antece- 
dentes).- El adoptado tiene derecho a conocer su 
condición de tal. 


Será deber de los padres adoptivos informarle al 
respecto siempre que ello no lo perjudique, atendien- 
do a su edad y características. 


Si el adoptado es mayor de quince años de edad 
podrá solicitar al Juez Letrado de Familia competente 
la exhibición del expediente judicial o antecedentes 
de su adopción, fundando su pretensión. El Juez re- 
cabando los asesoramientos que correspondan, pre- 
via vista al Ministerio Público y apreciando las carac- 
terísticas, motivos del solicitante y los antecedentes 
de la adopción, podrá acceder a su petición, infor- 
mándole acerca de la identidad, situación y paradero 
de su familia de origen en cuanto estos datos surgie- 
ren de los antecedentes, a efectos de permitirle tomar 
contacto con ella si aquél lo deseara. 


El Instituto Nacional del Menor establecerá un 
programa para apoyar a los padres adoptantes y al 
adoptado en este proceso de conocimiento y de 
eventual acercamiento a su familia de origen. 


Si el adoptado tiene más de dieciocho años de 
edad no podrá negársele el acceso al expediente o 
antecedentes respectivos. 


Se podrá habilitar el acceso a otras personas en 
los siguientes casos: 


1) Cuando por razones de carácter médico sea 
necesario conocer los antecedentes de la fami- 
lia biológica del adoptado. 


2) Cuando se esté realizando una investigación 
judicial de cualquier naturaleza y sea necesario 


obtener la información como elemento de prue- 
ba. 


En ambos casos, se requerirá decisión judicial 
fundada acerca de la necesidad de la medida. 


Artículo 143. (Salida del país).- Para que el niño o 
adolescente que ha sido adoptado pueda salir del 
país, se requerirá autorización de quienes ejerzan la 
patria potestad. 


LEGITIMACIÓN ADOPTIVA 
Artículo 144. (Adoptados).- 
1) Se permite la legitimación adoptiva a favor de: 


A) Los niños o adolescentes abandonados o 
huérfanos de padre y madre, o pupilos del 
Estado, o hijos de padres desconocidos o 
del hijo o hijos reconocidos por uno de los 
adoptantes. 


B) Los niños o adolescentes abandonados por 
uno de sus progenitores legítimos, cuando 
fuere solicitada por el padre o madre que 
haya mantenido la patria potestad, conjun- 
tamente con el cónyuge con el que contrajo 
nuevo matrimonio. 


La legitimación adoptiva prevista en este 
literal solo podrá llevarse a cabo una sola 
vez, respecto al niño o adolescente. 


2) Cuando la legitimación adoptiva se pretendiere 
para dos o más niños o adolescentes simultá- 
neamente, no será obstáculo la circunstancia 
de que mediasen menos de ciento ochenta dí- 
as entre sus respectivos nacimientos. 


3) En caso de existir hermanos en situación de 
abandono, se propenderá a su integración 
conjunta en una familia adoptiva. 


En todos los casos previstos en este Código, la 
condición de abandono se acreditará únicamente por 
sentencia ejecutoriada, debiendo seguirse los proce- 
dimientos establecidos en el artículo 133 y concor- 
dantes. 


Artículo 145. (Adoptantes).- Pueden solicitar la 
legitimación adoptiva: 


1) Los cónyuges, mayores de veinticinco años, 
con quince años más que el niño o adolescente 
y que lo hubieran tenido bajo su guarda o te- 
nencia por un término no inferior a un año, que 
computen por lo menos cuatro años de matri- 
monio, pudiéndose considerar en su caso el 
tiempo de concubinato previo al mismo, siem- 
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pre que éste hubiera sido estable, singular y 
público, compartiendo la vida en común. 


Por motivo fundado y expreso, el Tribunal 
podrá otorgarla aun cuando alguno de los cón- 
yuges o ambos no alcanzaren tal diferencia de 
edad con el adoptado reduciéndola hasta un 
límite que admita razonablemente que éste 
puede ser hijo de los adoptantes o, en casos 
excepcionales, y si no mediare oposición del 
Ministerio Público, a pesar de que uno o los 
dos cónyuges no fueren mayores de veinticinco 
años de edad o no completaren los cuatro años 
de matrimonio a que refiere el inciso anterior. 


2) El viudo o viuda y los esposos divorciados 
siempre que medie la conformidad de ambos y 
cuando la guarda o tenencia del niño o adoles- 
cente hubiera comenzado durante el matrimo- 
nio y se completara después de la disolución 
de éste. 


3) No es obstáculo para la legitimación adoptiva la 
existencia de una previa adopción simple reali- 
zada por los mismos peticionantes. 


Artículo 146. (Procedimiento).- 


1) La legitimación adoptiva deberá ser promovida 
ante el Juzgado Letrado de Familia del domici- 
lio del adoptante. 


Se seguirá el procedimiento voluntario previsto 
en los artículos 402 y siguientes del Código 
General del Proceso, notificándose al Instituto 
Nacional del Menor. 


2) En caso de oposición a la legitimación adoptiva 
el proceso será contencioso. Se aplicarán las 
normas del Código General del Proceso referi- 
das al proceso extraordinario (artículos 346 y 
siguientes). 


El Juez diligenciará las pruebas ofrecidas y 
las que juzgue convenientes interrogando a los 
peticionantes y al niño o adolescente en su ca- 
so. 


3) La tramitación será reservada en cuanto a ter- 
ceros, no así respecto al niño o adolescente 
interesado quien tendrá derecho a acceder al 
expediente y a sus antecedentes cuando tuvie- 
re dieciocho años de edad. 


4) Previamente al dictado de la sentencia, será 
oído preceptivamente el Ministerio Público. 


Artículo 147. (Procedencia).- La legitimación 
adoptiva solo se otorgará por justos motivos y exis- 
tiendo conveniencia para el niño o adolescente. 


Cuando el niño o adolescente tuviere derechos 
cuyo dominio se acredite por documento público o 
privado, el Juez dispondrá que el Actuario inserte en 
el mismo constancia breve que exprese el cambio de 
nombre del titular, de lo que tomará nota el Registro 
respectivo cuando correspondiere. 


Artículo 148. (Sentencia).- Con el testimonio de la 
sentencia ejecutoriada que autorice la legitimación 
adoptiva, la parte solicitante efectuará la inscripción 
del niño o adolescente en la Dirección General del 
Registro de Estado Civil como hijo legítimo inscripto 
fuera de término. 


En la partida correspondiente no se hará mención 
alguna del juicio y su texto será el corriente en dicho 
instrumento. 


Se realizará también la anotación pertinente en la 
libreta de organización de la familia de modo idéntico 
a la de los hijos habidos dentro del matrimonio. 


El testimonio de la sentencia se archivará en for- 
ma, dejándose constancia de haberse efectuado la 
inscripción mencionada. 


Toda la tramitación y la expedición de partidas se- 
rá gratuita. 


Artículo 149. (Efectos).- 


1) Realizada la legitimación adoptiva, caducarán 
los vínculos de filiación anterior del niño o ado- 
lescente a todos sus efectos, con excepción de 
los impedimentos previstos en el artículo 91 del 
Código Civil. 

Deberá hacerse constar dicha caducidad en 
el acta de inscripción original del niño o adoles- 
cente. 


2) La legitimación adoptiva es irrevocable, aunque 
posteriormente nazcan hijos propios de uno o 
de ambos legitimantes. 


La legitimación adoptiva tendrá efectos cons- 
titutivos sobre el estado civil del niño o adoles- 
cente objeto de la misma, quien se reputará en 
adelante, con los mismos derechos y deberes 
que si hubiera nacido del matrimonio legiti- 
mante. 


ADOPCIÓN INTERNACIONAL 


Artículo 150. (Principio general).- En defecto de 
convenios internacionales ratificados por la Repúbli- 


168 


CÁMARA DE REPRESENTANTES 


Miércoles 19 de diciembre de 2001 


ca, las adopciones internacionales se regularán por 
las disposiciones de este Capítulo. 


Se considera adopción internacional a la que se 
lleva a cabo por matrimonios con domicilio o residen- 
cia habitual en el extranjero, con relación a niños o 
adolescentes con domicilio o residencia habitual en la 
República. 


Artículo 151. (Preferencia).- El Instituto Nacional 
del Menor y las demás autoridades con competencia 
en materia de adopción, deberán dar preferencia a la 
ubicación de los niños o adolescentes adoptables en 
familias u hogares que los requieran y vivan dentro 
del territorio nacional. 


Artículo 152. (Requisitos).- Las adopciones inter- 
nacionales se constituirán con la intervención precep- 
tiva del Instituto Nacional del Menor, quien una vez 
obtenidos todos los antecedentes presentará en el 
plazo de sesenta días un informe pormenorizado, te- 
niendo asimismo los demás requisitos previstos en 
los artículos 133, 145 y 154 de este Código. 


El no pronunciamiento en plazo se tendrá por 
aceptación. 


Artículo 153. (Residencia).- La adopción interna- 
cional tendrá el mismo efecto que la legitimación 
adoptiva, pudiendo acceder a ella cónyuges cuya 
unión matrimonial no sea inferior a cuatro años. 


Solo se realizará con aquellos países cuyas nor- 
mas en materia de adopción y protección de niños y 
adolescentes tengan una razonable equivalencia con 
las de nuestro país. 


Los adoptantes deberán residir y convivir con el 
niño o adolescente en el territorio nacional, aun en 
forma alternada, por un plazo de seis meses. Por ra- 
zones fundadas y teniendo en cuenta el interés supe- 
rior del niño, el plazo podrá ser reducido por el Juez 
competente. 


Artículo 154. (Documentos necesarios).- Con la 
solicitud de la adopción se deberá presentar la docu- 
mentación justificativa de las condiciones físicas, mo- 
rales, económicas y familiares de los solicitantes. Los 
informes y documentos al respecto deberán tramitar- 
se por medio de las autoridades centrales del país de 
los adoptantes y de la República. 


Artículo 155. (Competencia).- Serán competentes 
para el otorgamiento de la adopción internacional los 
Jueces de Familia del domicilio del adoptado, quienes 
procederán de acuerdo a los trámites del juicio ex- 
traordinario del Código General del Proceso (ar- 


tículo 346). La apelación se regirá por la misma nor- 
mativa (artículo 347). 


Los solicitantes deberán comparecer a la audien- 
cia preliminar en forma personal, preceptivamente. 
También deberán hacerlo cuando el Tribunal, en for- 
ma fundada, lo considere conveniente. 


El impedimento fundado de los solicitantes a con- 
currir personalmente a la audiencia hará que el Juz- 
gado fije otra, pero en ningún caso se permitirá la re- 
presentación por apoderado. 


Hasta tanto no haya recaído sentencia firme, para 
que el niño o adolescente pueda salir del país deberá 
hacerlo en compañía de uno de los solicitantes, con- 
tando con autorización judicial, la que no podrá con- 
cederse sin intervención preceptiva del Ministerio Pú- 
blico, si fundadamente se probare la integración del 
niño. 

Artículo 156. (Juicios de anulación).- Corresponde 
a los Jueces de Familia que autorizaron la adopción, 
la tramitación de los juicios de anulación, los que se- 
rán resueltos teniendo en cuenta el interés superior 
del niño o adolescente. El trámite se regirá por el pro- 
cedimiento extraordinario del Código General del Pro- 
ceso (artículos 346 y 347). 


Artículo 157. (Nacionalidad).- Los niños y adoles- 
centes de nacionalidad oriental adoptados por ex- 
tranjeros domiciliados en el exterior mantienen su na- 
cionalidad, sin perjuicio de adquirir, además, la de los 
adoptantes. 


CONTROL ESTATAL DE LAS ADOPCIONES 


Artículo 158. (Control).- El Instituto Nacional del 
Menor, a través de sus servicios especializados, es el 
organismo encargado de proponer, ejecutar y fiscali- 
zar la política a seguir en materia de adopciones. 


Para el desarrollo de programas de adopción, el 
Instituto Nacional del Menor podrá autorizar el funcio- 
namiento de instituciones privadas con personalidad 
jurídica y especialización en la materia. 


Artículo 159. (Cometidos del equipo técnico).- 
Todos los servicios e instituciones que desarrollen 
programas de adopción deberán contar con equipo 
técnico interdisciplinario que tendrá como cometidos: 


A) Asesorar a los interesados en adoptar niños o 
adolescentes y analizar los motivos de su soli- 
citud. 


B) Evaluar las condiciones de salud, psíquicas, 
sociales y jurídicas de los solicitantes y las po- 
sibilidades de convivencia. 
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C) Llevar un Registro de Interesados en Adoptar, 
ordenado cronológicamente según fecha de 
solicitud, en el que conste el informe técnico a 
que refiere el literal anterior. 


D) Seleccionar de dicho Registro respetando es- 
trictamente el orden de inscripción, los posibles 
padres adoptivos, ante la solicitud formulada 
por el Juzgado competente, en el caso de un 
niño o adolescente en condiciones de ser 
adoptado 


El orden solo podrá ser alterado por las ne- 
cesidades del niño o adolescente, debidamente 
fundadas. En todos los casos el niño o adoles- 
cente deberá ser oído preceptivamente. 


E) Orientar y acompañar el proceso de integración 
familiar. 


F) Asesorar al Juez toda vez que le sea requerido 
su informe. 


DEL REGISTRO DE ADOPCIONES 


Artículo 160. (Registro General de Adopciones).- 
El Instituto Nacional del Menor llevará un Registro re- 
servado donde constarán los datos identificatorios de: 


1) El niño o adolescente. 


2) Los adoptantes: nombre, nacionalidad, domici- 
lio y estado civil e institución nacional o extran- 
jera que lo patrocinó, cuando corresponda. 


3) Juzgado en que se tramitó el proceso respecti- 
vO. 


CAPÍTULO XII 
TRABAJO 


Artículo 161. (Principio general).- El estatuto de 
los adolescentes que trabajan se regulará conforme a 
las normas de este Código, leyes especiales, trata- 
dos, convenciones y convenios internacionales ratifi- 
cados por el país. 


Artículo 162. (Edad de admisión).- Fíjase en quin- 
ce años la edad mínima que se admitirá en los ado- 
lescentes que trabajen en empleos públicos o priva- 
dos, en todos los sectores de la actividad económica, 
salvo las excepciones especialmente establecidas en 
los artículos siguientes, y aquellas que, teniendo en 
cuenta el interés superior del niño o adolescente, 
conceda el Instituto Nacional del Menor. 


Cuando el Instituto Nacional del Menor no las 
otorgue de oficio, las excepciones deberán ser ges- 
tionadas por los padres o quien acredite la tutoría le- 
gal y establecer como mínimo el nombre del repre- 


sentante legal del menor, la naturaleza de la actividad 
y la jornada diaria. 


Artículo 163. (Obligación de protección).- Para el 
caso de que los niños o adolescentes trabajen, el 
Estado está obligado a protegerlos contra toda forma 
de explotación económica y contra el desempeño de 
cualquier tipo de trabajo peligroso, nocivo para su 
salud o para su desarrollo físico, espiritual, moral o 
social. 


Prohíbese todo trabajo que no le permita gozar de 
bienestar en compañía de su familia o responsables o 
entorpezca su formación educativa. 


Artículo 164. (Tareas y condiciones nocivas de 
trabajo).- El Instituto Nacional del Menor establecerá 
con carácter de urgente el listado de tareas a incluir 
dentro de la categoría de trabajo peligroso o nocivo 
para la salud o para su desarrollo físico, espiritual o 
moral, los que estarán terminantemente prohibidos, 
cualquiera fuere la edad del que pretenda trabajar o 
ya se encuentre en relación de trabajo. 


Asimismo, el Instituto Nacional del Menor ante la 
presunción de la existencia de condiciones de trabajo 
peligrosas o nocivas para la salud o el desarrollo físi- 
co, espiritual o moral de los adolescentes solicitará la 
intervención de la Inspección General del Trabajo y 
de la Seguridad Social del Ministerio de Trabajo y Se- 
guridad Social la que se pronunciará, en un plazo no 
mayor a los veinte días corridos, sobre el carácter pe- 
ligroso o nocivo de la actividad. 


Artículo 165. (Situaciones especiales).- El Insti- 
tuto Nacional del Menor revisará las autorizaciones 
que ha prestado respecto al empleo de niños y ado- 
lescentes entre los trece y los quince años. Solo se- 
rán permitidos trabajos ligeros, que por su naturaleza 
o por las condiciones en que se prestan no perjudican 
el desarrollo físico, mental o social de los mismos, ni 
obstan a su escolaridad 


Artículo 166. (Prevención, educación e informa- 
ción).- El Estado promoverá programas de apoyo in- 
tegral para desalentar y eliminar paulatinamente el 
trabajo de estos niños y adolescentes. 


La sociedad civil deberá prestar su concurso en 
las campañas preventivas, educativas e informativas 
que se desarrollen a fin de asegurar el bienestar del 
niño y adolescente. 


Se consideran programas de educación en el tra- 
bajo, aquellos que, realizados por el Instituto Nacional 
del Menor o por instituciones sin fines de lucro, tienen 
exigencias pedagógicas relativas al desarrollo perso- 
nal y social del alumno, que prevalecen sobre los as- 
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pectos productivos. En consecuencia, la remunera- 
ción que recibe el alumno por el trabajo realizado o 
por la participación en la venta de productos de su 
trabajo, no desvirtúa la naturaleza educativa de la re- 
lación. 


Artículo 167. (Carné de habilitación).- Para tra- 
bajar, los adolescentes deberán contar con carné de 
habilitación tramitado gratuitamente ante el Instituto 
Nacional del Menor, en el que deberá constar: 


> 


Nombre. 


Domicilio. 


) 
B) Fecha y lugar de nacimiento. 
) 
D) 


Consentimiento para trabajar del adolescente y 
sus responsables. 


E) Constancia del examen médico que lo declare 
apto para el trabajo. 
F) Constancia de haber completado el ciclo de 


enseñanza obligatoria o el nivel alcanzado. 


Si el examen médico fuera impugnado por la per- 
sona legalmente responsable del adolescente podrá, 
a su requerimiento, realizarse un nuevo examen. 


Artículo 168. (Renovación).- Anualmente, todos 
los menores de dieciocho años que trabajen serán 
sometidos obligatoriamente a examen médico, a fin 
de comprobar si la tarea que realizan es superior a su 
capacidad física. En caso afirmativo deberán abando- 
nar el trabajo por otro más adecuado. 


La división técnica del Instituto Nacional del Menor 
podrá otorgar autorizaciones por períodos más bre- 
ves, a los efectos de exigir la repetición del examen 
médico en todos aquellos casos que a su juicio sean 
necesarios para garantizar una vigilancia eficaz, en 
relación con los riesgos que presenta el trabajo o el 
estado de salud del niño o adolescente. 


El responsable del niño o adolescente podrá im- 
pugnar el examen y requerir otro. 


Artículo 169. (Jornada de trabajo).- Los adoles- 
centes mayores de quince años no podrán trabajar 
más de seis horas diarias, equivalentes a treinta y 
seis horas semanales y disfrutar de un día de des- 
canso semanal, preferentemente en domingo. El Ins- 
tituto Nacional del Menor podrá excepcionalmente 
autorizar a los adolescentes entre dieciséis y diecio- 
cho años a trabajar ocho horas diarias, correspon- 
diéndoles dos días continuos de descanso preferen- 
temente uno en domingo, por cada cinco días de tra- 
bajo, previa evaluación técnica individual, estudio del 


lugar y puesto de trabajo teniendo en cuenta el inte- 
rés superior del niño. 


Artículo 170. (Descansos).- El descanso interme- 
dio en la jornada de trabajo de los niños y adoles- 
centes tendrá una duración de media hora, que debe- 
rá ser gozada en la mitad de la jornada y tendrá ca- 
rácter remunerado. No se admitirá la jornada discon- 
tinua de trabajo ni horarios rotativos durante el ciclo 
lectivo. En todos los casos deberán mediar como mí- 
nimo doce horas entre el fin de la jornada y el co- 
mienzo de la siguiente. 


Artículo 171. (Horarios especiales).- El Instituto 
Nacional del Menor podrá otorgar permisos con ca- 
rácter excepcional a adolescentes mayores de quince 
años para desempeñarse en horarios especiales, du- 
rante períodos zafrales o estacionales, siempre que la 
actividad no interfiera con el ciclo educativo y que las 
condiciones de trabajo no sean nocivas o peligrosas. 
El descanso deberá ser concedido en la mitad de la 
jornada de trabajo. 


El período de excepción podrá ser de hasta un 
máximo de tres meses. 


Artículo 172. (Trabajo nocturno).- Los adoles- 
centes no podrán ser empleados ni trabajar en horario 
nocturno, entendiéndose por tal a los efectos de este 
Código, el período comprendido entre las veintidós y 
las seis horas del día siguiente. 


No obstante, el Instituto Nacional del Menor podrá 
autorizarlo excepcionalmente, teniendo en cuenta su 
interés superior. 


Artículo 173. (Fiscalización y sanciones).- El Ins- 
tituto Nacional del Menor tendrá autoridad y respon- 
sabilidad en la fiscalización del cumplimiento de las 
disposiciones específicas en materia de sus compe- 
tencias respecto al trabajo de los menores de edad y 
sancionar la infracción a las mismas, sin perjuicio del 
contralor general del cumplimiento de las normas por 
parte del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 


Las empresas o los particulares que no cumplan 
las obligaciones impuestas, serán sancionados por el 
Instituto Nacional del Menor con una multa de hasta 
2.000 UR (dos mil unidades reajustables). 


El producido de las multas será destinado al Insti- 
tuto Nacional del Menor. 


Artículo 174. (Competencia).- Serán competentes 
para entender en las infracciones previstas en el ar- 
tículo anterior, los Jueces Letrados de Familia de la 
capital, y en el interior del país los que la Suprema 
Corte de Justicia determine según su superintenden- 
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cia constitucional, quienes actuarán siguiendo el pro- 
cedimiento extraordinario previsto en el Código Gene- 
ral del Proceso. 


Será oído preceptivamente el Ministerio Público. 


Artículo 175. (Recurribilidad).- La sentencia podrá 
ser apelada ante el Tribunal de Familia respectivo, 
cuya decisión hará cosa juzgada. 


Artículo 176. (Responsabilidad de los padres o 
responsables).- Los padres o responsables de los ni- 
ños y adolescentes que permitan o favorezcan que 
estos trabajen violando las normas prohibitivas con- 
sagradas en este Código, incurrirán en el delito pre- 
visto por el artículo 279 B del Código Penal. 


Constatada la infracción, el Instituto Nacional del 
Menor o cualquier persona responsable, formulará la 
denuncia al Juez Letrado en lo Penal que correspon- 
da. 


Artículo 177. (De la documentación).- El Instituto 
Nacional del Menor determinará los documentos que 
el empleador deberá llevar y tener a disposición de la 
autoridad competente. 


Estos documentos deberán indicar el nombre y 
apellido, fecha de nacimiento debidamente certifica- 
da, fecha de ingreso, tarea, categoría, horario, des- 
cansos intermedios y semanal y fecha de egreso, de 
todas las personas menores de dieciocho años em- 
pleadas por él o que trabajen para él. 


Artículo 178. (Peculio profesional o industrial).- 
Todo adolescente que trabaje tendrá derecho de 
acuerdo a lo prescripto por los artículos 266 y si- 
guientes del Código Civil, a la administración exclusi- 
va del salario o remuneración que perciba, la que de- 
berá serle abonada directamente, siendo válido el re- 
cibo que el empleador otorgue por tal concepto. Cual- 
quier constancia en el recibo o fuera de él que pudie- 
ra implicar renuncia del adolescente a sus derechos, 
será nula. 


Artículo 179. (Remuneración).- La remuneración 
del adolescente trabajador se regirá por lo dispuesto 
en las leyes, decretos, laudos o convenios colectivos 
de la actividad correspondiente. 


Artículo 180. (Accidentes de trabajo y enfermeda- 
des profesionales).- En caso de accidentes de trabajo 
o enfermedades profesionales de un adolescente tra- 
bajador, el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y 
el Instituto Nacional del Menor investigarán las cau- 
sas del mismo de acuerdo con las competencias es- 
pecíficas de cada organismo. Asimismo se verificará 
la realización de tareas prohibidas o el hecho de en- 


contrarse el menor de edad en sitio en el que esté 
prohibida su presencia, en cuyo caso se considerará 
culpa grave del empleador, con las consecuencias 
previstas por el artículo 7* de la Ley N* 16.074, de 10 
de octubre de 1989. 


El empleador podrá eximirse de esta responsabili- 
dad si prueba fehacientemente que el joven se en- 
contraba circunstancialmente en el lugar y sin cono- 
cimiento de la persona habilitada para permitirle el 
acceso. 


CAPÍTULO XIII 
DE LA PREVENCIÓN ESPECIAL 


| - Medios de comunicación, publicidad y es- 
pectáculos 


Artículo 181. (Vulneración de derechos a su inci- 
tación).- La exhibición o emisión pública de imágenes, 
mensajes u objetos no podrá vulnerar los derechos de 
los niños y adolescentes, los principios reconocidos 
en la Constitución de la República y las leyes, o inci- 
tar a actitudes o conductas violentas, delictivas, dis- 
criminatorias o pornográficas. 


Artículo 182. (Programas radiales o televisivos).- 
Los programas de radio y televisión en las franjas ho- 
rarias más susceptibles de audiencia de niños y ado- 
lescentes, deben favorecer los objetivos educativos 
que dichos medios de comunicación permiten desa- 
rrollar y deben potenciar los valores humanos y los 
principios del Estado democrático de derecho. Debe 
evitarse, en las franjas horarias antedichas, la exhibi- 
ción de películas que promuevan actitudes o con- 
ductas violentas, delictivas, discriminatorias o porno- 
gráficas, o fomenten los vicios sociales. 


Artículo 183. (Principios rectores).- A fin de prote- 
ger los derechos de los niños y adolescentes, en lo 
que refiere a la publicidad elaborada y divulgada en 
todo el territorio nacional, deberán atenderse los si- 
guientes principios: 


A) Los anuncios publicitarios no deben incitar a la 
violencia, a la comisión de actos delictivos o a 
cualquier forma de discriminación. 


B) Las prestaciones del producto deben mostrarse 
en forma comprensible y que coincida con la 
realidad. 


Il- Publicidad protagonizada por niños y 
adolescentes 


Artículo 184. (Participación de niños y adoles- 
centes).- Prohíbese la participación de niños y ado- 
lescentes en anuncios publicitarios que promocionen 
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bebidas alcohólicas, cigarrillos o cualquier producto 
perjudicial para su salud física o mental. 


Artículo 185. (Mensajes publicitarios).- Prohíbese 
la participación de niños y adolescentes en mensajes 
publicitarios que atenten contra su dignidad o integri- 
dad física, psicológica o social. 


III - Espectáculos y centros de diversión 


Artículo 186. (Preservación de la corrupción).- 
Prohíbese la concurrencia de personas menores de 
dieciocho años a casinos, prostíbulos y similares, 
whiskerías y night clubs, independientemente de su 
denominación. 


El Instituto Nacional del Menor reglamentará a los 
efectos pertinentes la concurrencia de adolescentes a 
locales de baile, espectáculos públicos de cualquier 
naturaleza, hoteles de alta rotatividad y afines. 


Corresponde asimismo al Instituto Nacional del 
Menor regular la asistencia de niños y adolescentes a 
espectáculos públicos de cualquier naturaleza. 


Artículo 187. (Prohibición de proveer).- Prohíbese 
la venta, provisión, arrendamiento o distribución a 
personas menores de dieciocho años de: 


1) Armas, municiones y explosivos. 
2) Bebidas alcohólicas. 


3) Tabacos, fármacos, pegamentos u otras sus- 
tancias que puedan significar un peligro o crear 
dependencia física o psíquica. 


4) Revistas, publicaciones, video casetes, discos 
compactos u otras formas de comunicación que 
violen las normas establecidas en los ar- 
tículos 181 a 183 de este Código. 


Artículo 188. (Fiscalización).- 


1) La fiscalización de lo establecido en los ar- 
tículos 181 a 187 de este Código, será facultad 
del Instituto Nacional del Menor. 


2) Las empresas o los particulares que no cum- 
plan con las obligaciones impuestas en los ar- 
tículos 181 a 187 de este Código, serán san- 
cionados con una multa, a juicio del Juez, entre 
50 UR (cincuenta unidades reajustables) y 200 
UR (doscientas unidades reajustables), según 
los casos. En los casos de reincidencia, podrán 
duplicarse los referidos montos. Las multas se- 
rán recaudadas por el Instituto Nacional del 
Menor. 


El niño o adolescente encontrado en situa- 
ción de riesgo será conducido y entregado por 


parte del Juez a los padres, tutor o encargado. 
El Juez advertirá a éstos personalmente y bajo 
su más seria responsabilidad de la situación. Si 
éstos han incumplido alguno de los deberes 
establecidos en el artículo 16 de este Código, 
el niño o adolescente será entregado al Insti- 
tuto Nacional del Menor. 


El Instituto Nacional del Menor podrá solicitar 
al Juez competente la clausura, por veinticuatro 
horas a diez días, del establecimiento en in- 
fracción. 


Artículo 189. (Competencia).- Serán competentes 
los Jueces Letrados de Familia en Montevideo, y los 
Jueces con competencia penal en el interior del país, 
quienes actuarán siguiendo el procedimiento extraor- 
dinario previsto por el Código General del Proceso. 


Será oído preceptivamente el Ministerio Público. 


Artículo 190. (Recurribilidad).- La sentencia podrá 
ser apelada ante el Tribunal de Apelaciones de Fami- 
lia respectivo, cuya decisión hará cosa juzgada. 


IV - Autorización para viajar 


Artículo 191. (Compañía de los padres o respon- 
sables).- Los niños y adolescentes no necesitan auto- 
rización para viajar cuando salen del país acompaña- 
dos de quienes ejerzan la patria potestad. 


Artículo 192. (Uso del pasaporte-habilitado).- 
Tampoco necesitan autorización cuando viajen en 
posesión de pasaporte válido autorizado por quienes 
ejerzan la patria potestad o habilitado de edad. 


Artículo 193. (Autorizaciones).- Los niños y ado- 
lescentes que viajen solos o en compañía de terceros 
fuera del país necesitan consentimiento de ambos 
padres o del representante legal en su caso. 


En caso de separación o divorcio de los padres, se 
requerirá la autorización de ambos. 


En los casos expuestos precedentemente si se 
planteara conflicto para consentimiento entre los otor- 
gantes del mismo, resolverá el Juez Letrado de Fami- 
lia quien fijará los detalles de la estadía en el exterior. 


Se seguirán los trámites del proceso incidental se- 
gún lo dispone el Código General del Proceso, oyén- 
dose preceptivamente al Ministerio Público en la au- 
diencia respectiva a la que bajo responsabilidad de- 
berá concurrir este último. 


La impugnación a la sentencia de primera instan- 
cia no tendrá efecto suspensivo, debiendo el Juzgado 
Letrado de Familia de Primera Instancia expedir tes- 
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timonio de la sentencia sin más trámite, inmediata- 
mente de celebrada la audiencia correspondiente. 


Artículo 194. (Adoptados).- Los niños y adoles- 
centes adoptados por matrimonios extranjeros nece- 
sitan la autorización del Juez Letrado de Familia, aun 
cuando viajen con sus padres, la que se tramitará se- 
gún las normas del proceso voluntario (artículos 402 y 
siguientes del Código General del Proceso). 


CAPÍTULO XIV 
ACCIONES ESPECIALES 


Artículo 195. (Acción de amparo).- La acción de 
amparo para la protección de los derechos de los ni- 
ños y adolescentes se regirá por la Ley N* 16.011, de 
19 de diciembre de 1988, y por las siguientes disposi- 
ciones. 


Podrá ser deducida también por el Ministerio Pú- 
blico, cualquier interesado o las instituciones O aso- 
ciaciones de interés social que según la ley, o a juicio 
del Tribunal, garanticen una adecuada defensa de los 
derechos comprometidos. 


Procederá en todos los casos, excepto que exista 
proceso jurisdiccional pendiente, presumiéndose, sal- 
vo prueba en contrario, que los otros medios jurídicos 
de protección resultan ineficaces. 


Deberá ser promovida dentro de los treinta días a 
partir de la fecha en que se produjo el acto, hecho u 
omisión contra el que se recurre. 


Serán competentes en razón de la materia los 
Jueces Letrados de Familia. 


Artículo 196. (Intereses difusos).- Amplíase a la 
defensa de los derechos de los niños y adolescentes 
las previsiones del artículo 42 del Código General del 
Proceso. 


CAPÍTULO XV 


DE LA INVESTIGACIÓN DE LA PATERNIDAD O 
MATERNIDAD 


Artículo 197. (Principio general).- Las acciones de 
investigación de la paternidad o maternidad se regula- 
rán exclusivamente por las disposiciones contenidas 
en este Capítulo. 


La paternidad o maternidad declaradas asegura- 
rán al niño y adolescente todos los derechos corres- 
pondientes a la filiación natural, en especial, los dere- 
chos hereditarios inherentes a la misma, así como los 
alimentos necesarios para su desarrollo y bienestar y 
el derecho a llevar los apellidos de quienes resulten 
declarados como sus padres. 


Artículo 198. (Accionantes).- Podrán iniciar la ac- 

ción: 

1) El hijo, hasta los veinticinco años de edad. Du- 
rante la menor edad solamente podrá ser de- 
ducida la acción por la madre, el padre, o su 
representante legal, según correspondiere. 


2) La madre o el padre, desde que se constata la 
gravidez, hasta que el hijo cumpla dieciocho 
años. 


Si el padre o la madre fuere menor de edad, 
se le nombrará curador "ad litem". 


Si el padre o la madre menor de edad estu- 
viere internado en el Instituto Nacional del Me- 
nor, éste deberá solicitar al Juez Letrado de 
Familia, el nombramiento de curador "ad litem". 


3) El Instituto Nacional del Menor, de oficio, cuan- 
do tenga conocimiento que el niño ha sido ins- 
cripto como hijo de padres desconocidos, o que 
ingrese al establecimiento un niño o adoles- 
cente sin filiación paterna o materna, o cuando 
un niño o adolescente lo solicite. 


A efectos de esta acción, los Oficiales de la 
Dirección General del Registro de Estado Civil, 
darán cuenta, en el primer caso, de dicha ins- 
cripción. 

El Instituto Nacional del Menor requerirá de 
las oficinas respectivas un informe semestral 
de estas situaciones. 


4) Cuando el presunto hijo o su representante le- 
gal ejercite conjuntamente con la acción de in- 
vestigación de paternidad o maternidad la de 
petición de herencia, el Actuario, bajo su más 
seria responsabilidad funcional, lo comunicará 
dentro de quince días al registro correspon- 
diente para su inscripción que producirá los 
efectos enunciados en el artículo 685 de Códi- 
go Civil. Si entre los demandados hubiese he- 
rederos testamentarios, o de los llamados a la 
herencia por el artículo 1025 del Código Civil, o 
cónyuge con derecho a gananciales o porción 
conyugal, cualquiera de ellos podrá obtener 
que se limite la interdicción a un bien o lote de 
bienes hereditarios cuyo valor cubra amplia- 
mente la legítima del actor, el que solo sobre 
ese bien o lote podrá perseguir el pago de su 
haber hereditario cuando le sea reconocida la 
filiación invocada y sin perjuicio de la acción 
personal que le corresponda por restitución de 
frutos. 
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Artículo 199. (Emplazamiento).- En los casos pre- 
vistos por el numeral 3) del artículo 198, el Instituto 
Nacional del Menor iniciará los procedimientos judi- 
ciales ante el Juez de Familia competente, para que 
emplace al presunto padre o a la presunta madre del 
niño o adolescente con domicilio conocido. 


Si no se conociera el domicilio, se le emplazará 
por edictos, según lo establecido por el Código Gene- 
ral del Proceso. 


Artículo 200. (Acción del presunto padre o la pre- 
sunta madre).- Si el presunto padre o la presunta ma- 
dre comparece dentro del término y expresa su vo- 
luntad de iniciar por sí mismo la investigación, lo hará 
ajustándose al procedimiento fijado por este Capítulo. 


Artículo 201. (No comparecencia).- Si citado por 
segunda vez y bajo apercibimiento, el presunto padre 
O la presunta madre no comparece en autos, el Juez 
competente pondrá esta circunstancia en conoci- 
miento del Ministerio Público quien podrá proponer 
dos o más personas idóneas para que entre ellos se 
elija el curador "ad litem" del menor, quien instaurará 
y proseguirá la acción. 


Las citaciones previstas en el inciso anterior serán 
con plazo de diez días. 


Artículo 202. (Administrador legal).- El Instituto 
Nacional del Menor será el administrador legal de la 
pensión alimentaria que se obtenga como conse- 
cuencia de la acción, a la vez que será responsable 
del bienestar, salud y educación del niño o adoles- 
cente internado en sus dependencias. 


Artículo 203. (Procedimientos).- Las pretensiones 
que conciernen a las cuestiones de investigación de 
la paternidad o maternidad a que refiere este Capítu- 
lo, se tramitarán por el procedimiento ordinario pre- 
visto en el Código General del Proceso. 


Artículo 204. (Admisión de pruebas).- En esta 
clase de juicios serán admisibles todas las clases de 
prueba. La no colaboración para su diligenciamiento 
sin causa justificada, será tenida como una presun- 
ción simple en su contra. 


La excepción de mala conducta no tiene eficacia 
perentoria. 


Deberá oírse preceptivamente al Ministerio Públi- 
co. 


Artículo 205. (Maniobras artificiosas).- Cuando de 
la denuncia sobre paternidad o maternidad, resultase 
el empleo de maniobras artificiosas, se pasarán los 
antecedentes al Juzgado Letrado de Primera Instan- 


cia en lo Penal de Turno en la fecha que se invocó el 
engaño. 


CAPÍTULO XVI 


DE LA PÉRDIDA, LIMITACIÓN, SUSPENSIÓN O 
REHABILITACIÓN DE LA PATRIA POTESTAD 


Artículo 206. (Competencia).- Es Juez compe- 
tente para conocer en los juicios de pérdida, limita- 
ción, suspensión o rehabilitación de la patria potestad, 
en los casos previstos en los artículos 285, 286, 295 y 
296 del Código Civil, aunque la patria potestad sea 
ejercida de acuerdo con el artículo 177 del mismo 
Código, el Juez Letrado de Familia en Montevideo y 
los Jueces Letrados Departamentales del domicilio de 
los padres, y cuando el domicilio no sea conocido, el 
de la residencia del niño o adolescente. 


Artículo 207. (Responsabilidad del Ministerio Pú- 
blico).- La demanda deberá ser deducida por el Mi- 
nisterio Público siempre que tenga conocimiento de 
alguno de los hechos que puedan dar lugar a la pér- 
dida, limitación o suspensión de la patria potestad. 


Cuando el Juez de Familia reciba información 
fehaciente que aconseje la separación de un niño o 
adolescente de su familia de origen, previo asesora- 
miento técnico, deberá dar cuenta al Ministerio Públi- 
co a fin de que éste determine si ejerce la facultad 
conferida en el inciso anterior. 


En todos los casos, deberá aplicarse lo dispuesto 
en el literal C) del artículo 35 de este Código. 


Lo dispuesto en este artículo no modifica la posibi- 
lidad de deducir la demanda por quienes asimismo 
poseen legitimación activa (artículo 289 del Código 
Civil). 


Artículo 208. (Procedimiento).- Las pretensiones 
que conciernen a las cuestiones de limitación, pérdi- 
da, suspensión o rehabilitación de la patria potestad, 
se tramitarán por el proceso extraordinario previsto en 
el Código General del Proceso (numeral 3) del ar- 
tículo 349, y artículos 346, 347 y 350). 


Artículo 209. (Administración de los bienes).- El 
Juez Letrado de Familia o los Jueces Letrados De- 
partamentales, cuando lo consideren conveniente, 
podrán entregar la administración de los bienes del 
niño o adolescente a instituciones bancarias de noto- 
ria responsabilidad. 


Artículo 210. (Reserva).- No serán de conoci- 
miento público las situaciones previstas en los ar- 
tículos 285, 286, 295 y 296 del Código Civil. 
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No obstante, el Tribunal podrá decidir la publicidad 
del proceso siempre que las partes consintieran en 
ello (artículo 8% de la Ley N* 16.699, de 25 de abril de 
1995). 


CAPÍTULO XVII 


CONSEJO NACIONAL CONSULTIVO HONORARIO 
DE LOS DERECHOS DEL NIÑO Y ADOLESCENTE 


Artículo 211. (Creación).- Créase el Consejo Na- 
cional Consultivo Honorario de los Derechos del Niño 
y Adolescente que se integrará con dos representan- 
tes del Poder Ejecutivo -uno de los cuales lo presidi- 
rá- uno del Instituto Nacional del Menor, uno del Po- 
der Judicial, uno de la Administración Nacional de 
Educación Pública, uno del Congreso de Intendentes, 
uno del Instituto Pediátrico "Luis Morquio", uno del 
Colegio de Abogados y dos de las organizaciones no 
gubernamentales de promoción y atención a la niñez 
y adolescencia. 


En caso de empate, el Presidente tendrá doble 
voto. 


La representación del Poder Ejecutivo coordinará 
directamente con los Ministerios de Deporte y Juven- 
tud, Trabajo y Seguridad Social, Educación y Cultura, 
Salud Pública, e Interior. 


Artículo 212. (Integración).- Los representantes 
de los organismos públicos deberán ser funcionarios 
de las más altas jerarquías. 


Los representantes de las organizaciones no gu- 
bernamentales serán designados por la Asociación 
Nacional de Organizaciones No Gubernamentales 
(ANONG). 


Artículo 213. (Convocatorias especiales).- El 
Consejo podrá convocar a sesiones extraordinarias 
consultivas a representantes de los Ministerios y or- 
ganismos públicos. Asimismo podrá convocar a re- 
presentantes de las organizaciones no gubernamen- 
tales y organizaciones privadas de promoción y aten- 
ción a la niñez y adolescencia. 


Artículo 214. (Competencia).- El Consejo que se 
crea, tendrá competencia a nivel nacional. Sus fines 
serán: 


1) Promover la coordinación e integración de las 
políticas sectoriales de atención a la niñez y 
adolescencia, diseñadas por parte de las dife- 
rentes entidades públicas vinculadas al tema. 


2) Elaborar un documento anual que contemple lo 
establecido en el numeral anterior. 


3) Ser oído preceptivamente en la elaboración del 
informe que el Estado debe elevar al Comité 
sobre los Derechos del Niño de las Naciones 
Unidas (artículo 44 de la Convención sobre De- 
rechos del Niño). 


4) Opinar, a requerimiento expreso, sobre las le- 
yes de presupuesto, rendición de cuentas y 
demás normas y programas que tengan rela- 
ción con la niñez y adolescencia. 


Artículo 215. (Recursos).- El Ministerio de Educa- 
ción y Cultura asignará los recursos necesarios para 
su funcionamiento y proveerá la infraestructura para 
realizar las reuniones del Consejo. 


Artículo 216. (Atribuciones).- El Consejo podrá 
crear Comisiones Departamentales o Regionales, re- 
glamentando su integración y funcionamiento. 


Dicha reglamentación podrá hacerse de manera 
tal, que se integren a las mismas los miembros y 
competencias de las Comisiones previstas por el ar- 
tículo 37 de la Ley N* 16.707, de 12 de julio de 1995. 


Artículo 217. (Funcionamiento).- El Consejo dicta- 
rá su reglamento interno de funcionamiento dentro del 
plazo de sesenta días a partir de su instalación. 


CAPÍTULO XVII! 


REGISTRO DE INFORMACIÓN DE NIÑOS Y 
ADOLESCENTES 


Artículo 218. (Sistema de datos).- El Instituto Na- 
cional del Menor deberá desarrollar el Sistema Nacio- 
nal de Información sobre Niñez y Adolescencia, que 
deberá incluir datos sobre el niño o adolescente a su 
cargo y las instituciones que lo atienden. 


Artículo 219. (Seguimiento).- El Sistema Nacional 
de Información sobre Niñez y Adolescencia deberá 
generar datos que permitan un adecuado seguimiento 
de la atención del niño o adolescente y de la evolu- 
ción de la misma, así como generar la información 
necesaria para la formulación de las políticas de niñez 
y adolescencia. 


Artículo 220. (Colaboración).- 


1) Los distintos Poderes y reparticiones del Esta- 
do, instituciones privadas y organismos no gu- 
bernamentales, deberán aportar los datos e 
información pertinentes al Sistema Nacional de 
Información sobre Niñez y Adolescencia, sin 
perjuicio de la autonomía y competencia espe- 
cífica de cada institución pública o privada. 


2) La Suprema Corte de Justicia, a través de sus 
órganos competentes, desarrollará un sistema 
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de información sobre niños y adolescentes 
atendido tanto por la judicatura de adolescen- 
tes como de familia. 


Los datos manejados por este Sistema Judi- 
cial de Información tendrán igual régimen y 
tratamiento que el establecido por los ar- 
tículos 221 y 222 de este Código. 


Artículo 221. (Reserva).- El Instituto Nacional del 
Menor será el custodio de la información contenida en 
el Sistema Nacional de Información sobre Niñez y 
Adolescencia, por lo que se deberá garantizar el uso 
reservado y confidencial de los datos correspondien- 
tes a cada niño o adolescente, en concordancia con 
su interés superior y en cumplimiento del derecho a la 
privacidad de su historia personal, como único pro- 
pietario de la misma. 


Artículo 222. (Limitaciones).- La información rela- 
tiva a niños y adolescentes no podrá ser utilizada co- 
mo base de datos para el rastreo de los mismos, una 
vez alcanzada la mayoría de edad. 


Los antecedentes judiciales y administrativos de 
los niños o adolescentes que hayan estado en con- 
flictio con la ley se deberán destruir en forma inme- 
diata al cumplir los dieciocho años o al cese de la 
medida. 


CAPÍTULO XIX 


Artículo 223. (Nueva denominación).- A partir de 
la promulgación de este Código, el Instituto Nacional 
del Menor (INAME) pasará a denominarse "Instituto 
del Niño y Adolescente del Uruguay" (INAU), mante- 
niendo su carácter de servicio descentralizado a to- 
dos sus efectos y competencias. 


Desde la publicación oficial de este Código, se in- 
cluirá en el texto la denominación del Instituto del Ni- 
ño y Adolescente del Uruguay (INAU). 


CAPÍTULO XX 


DEROGACIONES Y OBSERVANCIA DE ESTE 
CÓDIGO 


Artículo 224.- Derógase la Ley N* 9.342, de 6 de 
abril de 1934 (Código del Niño), sus modificaciones y 
todas las disposiciones legales que se opongan a 
este Código. 


Sala de la Comisión, 13 de diciembre de 2001. 


JORGE BARRERA, Miembro informante, 
GUSTAVO  BORSARI  BRENNA, 
ALEJO FERNÁNDEZ CHAVES, LUIS 
ALBERTO LACALLE POLU. 


Comisión de Constitución, Códigos, 
Legislación General y Administración 


INFORME DE LA COMISIÓN, EN MINORÍA 
(Artículo 134, inciso segundo del Reglamento) 


Señores Representantes: 


Vuestra Comisión de Constitución, Códigos, Le- 
gislación General y Administración ha considerado y 
aconseja al plenario de este Cuerpo la aprobación del 
Código de la Niñez y Adolescencia. Dicha aprobación 
es la culminación de un largo proceso que se remonta 
a la anterior legislatura y que se cristaliza en la pre- 
sente. 


Este Código supone una puesta al día del derecho 
que regula los temas relacionados con la niñez y la 
adolescencia. Ya desde su denominación el mismo se 
adapta a las previsiones de la Convención Internacio- 
nal de los Derechos de Niño aprobada por la Asam- 
blea General de la Naciones Unidas el 20 de noviem- 
bre de 1989 y ratificada por nuestro país por Ley 
N* 16.137, de 28 setiembre de 1990. 


En la filosofía que inspira este Código encontra- 
mos la superación del concepto de "menor" sustituido 
por el de "niño y adolescente", y el reconocimiento de 
estos no ya como "objetos de derecho" sino como 
"sujetos de derecho". No se trata de un mero cambio 
de denominación sino de toda una concepción que se 
va produciendo como consecuencia de cambios so- 
ciales, económicos y culturales surgidos durante las 
últimas décadas. Se establece en el mismo el reco- 
nocimiento del "interés superior del niño" como el 
principio que debe regir e inspirar cualquier decisión 
que se tome sobre un niño o adolescente y que con- 
siste en el reconocimiento y respeto de los derechos 
inherentes a su calidad de persona humana. 


El Código consta de veinte Capítulos y doscientos 
veinticuatro artículos. 


En el Capítulo | se establecen los Principio Gene- 
rales, aplicándose a todos los seres humanos meno- 
res de dieciocho años de edad, considerándose niño 
hasta los trece años de edad, y a los mayores de tre- 
ce y menores de dieciocho años se los considera 
adolescentes. Se establece que los mismos son titula- 
res de derechos, deberes y garantías y se consagra 
el "principio de interés superior del niño" como criterio 
específico de interpretación e integración. 


En el Capítulo ll se consagran los derechos de los 
niños y adolescentes, preceptuándose que gozan de 
todos los derechos inherentes a la persona humana. 
Asimismo se establece que pueden acudir directa- 
mente y por sí ante los Tribunales, dándose cumpli- 
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miento a un principio cardinal estatuido en la Conven- 
ción de los Derechos del Niño, preceptuándose que 
los Jueces deberán garantizar el efectivo cumpli- 
miento de sus derechos bajo su más seria responsa- 
bilidad. Así se consagra algo novedoso en nuestro 
derecho y sistema judicial y es que el niño o adoles- 
cente podrá tener su propio abogado, sin necesidad 
de recurrir a sus padres o representantes legales. Por 
tanto el nombramiento de curador debe ser excepcio- 
nal y solo cuando fuere pertinente; cabe resaltar que 
aun en los casos excepcionales en que se nombre 
curador, esto no significa que se sustituye la voluntad 
u opinión del niño o adolescente y el Juez siempre 
deberá entrevistarlo y oírlo. 


Se establecen explícitamente los derechos de que 
gozan niños y adolescentes -en concordancia con la 
Convención-, y particularmente de aquellos que pre- 
sentan discapacidades o capacidad diferente. 


Corresponde destacar lo preceptuado en el ar- 
tículo 12 donde se consagra el derecho al disfrute de 
sus padres y familia, de vivir y crecer junto a su fami- 
lia y a no ser separado por razones económicas; por 
tanto la separación solo operará en circunstancias 
excepcionales y mediante la instrucción del debido 
proceso. 


Se preceptúa expresamente la prohibición de que 
niños y adolescentes formen parte de conflictos ar- 
mados. 


En el Capítulo lll se consagran los deberes del 
Estado en cuanto debe prestar una protección espe- 
cial sobre los derechos de todos los niños y adoles- 
centes. 


En el Capítulo IV se consagran los deberes de los 
padres o responsables, destacándose que los mis- 
mos deberán respetar y tener en cuenta el carácter 
de sujeto de derecho del niño y del adolescente, así 
como respetar el derecho a ser oído y considerada su 
opinión. 

En el Capítulo V se establecen los deberes de los 
niños y adolescentes. 


En el Capítulo Vl se consagran las políticas so- 
ciales de promoción y protección a la niñez y adoles- 
cencia, estableciéndose los objetivos fundamentales 
así como los principios básicos y las líneas de acción 
para llevar a cabo los mismos. 


El Capítulo VII trata sobre la Filiación, destacán- 
dose el derecho de todo niño y adolescente a conocer 
quiénes son sus padres, así como el derecho a la 
identidad. También se innova al consagrarse el dere- 
cho y el deber de los progenitores a reconocer a sus 


hijos, cualquiera fuere su estado civil, haciéndose las 
modificaciones pertinentes al Código Civil. Se regula 
además en este Capítulo todo lo referido a la tenencia 
y visitas. 


El Capítulo VIII trata sobre los Alimentos, estable- 
ciéndose normas que protejan a los niños y adoles- 
centes en el derecho a percibir los alimentos por parte 
de sus progenitores y a falta de estos por otros obli- 
gados. 


En el Capítulo IX se establecen los órganos de 
competencia y principios procesales. Se cambia la 
denominación de los actuales Juzgados Letrados de 
Menores por Juzgados Letrados de Adolescentes y 
se crean los Juzgados Letrados de Familia de Urgen- 
cia o con competencia de Urgencia, para atender en 
forma permanente todos los asuntos que requieran 
intervención inmediata. La Suprema Corte de Justicia 
deberá asignar dicha competencia a por lo menos 
cuatro Juzgados de Familia de Montevideo, y a los 
Juzgados Letrados del interior con competencia en 
materia de familia. Asimismo el máximo órgano judi- 
cial deberá instrumentar que dichos juzgados cuenten 
con asistencia permanente de asistentes sociales, si- 
cólogos, siquiatras u otros profesionales del Poder 
Judicial para asesorar al Juez. Es la intención del le- 
gislador que todos los Juzgados de Familia cuenten 
con dichos profesionales en forma permanente y tra- 
bajando junto con el Juez, de forma de lograr una 
mayor interiorización y comunicación directa, y no 
solo a través de informes. Esto se complementa con 
el principio de que el niño o adolescente debe ser ne- 
cesariamente oído, y bajo la más seria responsabili- 
dad del Juez, en todos los procesos donde estén en 
juego los derechos de los mismos; por tal motivo el 
Juez de Familia debe necesariamente asesorarse con 
profesionales sobre la forma de entrevistar a los ni- 
ños, así como realizarlas fuera de los recintos de los 
juzgados cuando ello fuere conveniente. Será pre- 
ceptivo además, que los Juzgados cuenten con De- 
fensores de Oficio y la presencia del Ministerio Públi- 
co y Fiscal a los efectos de dar las mayores garantías 
a los niños y adolescentes, así como a sus padres y 
representantes. 


En el artículo 67 se establece la obligatoriedad de 
los Tribunales de ejercer su autoridad reclamada que 
fuera legalmente su intervención, no pudiendo excu- 
sarse ni aun por razones de silencio, oscuridad o in- 
suficiencia de las leyes. 


En el artículo 66 se establece la competencia del 
Instituto Nacional del Menor, que será el órgano ad- 
ministrativo rector en materia de políticas de niñez y 
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adolescencia y con competencia en materia de pro- 
moción, protección y atención de los niños y adoles- 
centes. 


En la Sección Il del Capítulo IX se legisla sobre los 
adolescentes y las infracciones a la ley penal. De 
acuerdo a los principios de la Convención Internacio- 
nal de los Derechos del Niño se establece un proceso 
especial y específico para los adolescentes que in- 
frinjan la ley penal, consagrándose que no todos los 
delitos consagrados en la ley penal constituyen in- 
fracciones que puedan cometer los adolescentes. En 
el artículo 69 se establece qué supuestos constituyen 
infracciones a la ley penal, definiéndose por el ar- 
tículo 70 al adolescente infractor. 


En el Capítulo X se establece a texto expreso los 
derechos y garantías del procedimiento, establecién- 
dose como principio de responsabilidad que los me- 
nores de 13 años de edad son irresponsables, y que 
si menores de dicha edad se encuentran involucrados 
en infracciones serán competentes los Jueces Letra- 
dos de Familia de acuerdo a lo preceptuado en el Ca- 
pítulo XI, artículos 117 y siguientes. 


Se consagran entre otros principios, el de inocen- 
cia, humanidad, inviolabilidad de la defensa, libertad 
de comunicación y de respuesta específica. 


Para el caso de que se encuentre a un adoles- 
cente responsable en la comisión de una infracción a 
la ley penal, por sentencia ejecutoriada, será pasible 
de la aplicación de medidas socioeducativas, estable- 
ciéndose las privativas y no privativas de libertad. Las 
primeras se aplicarán cuando no existen otras medi- 
das adecuadas dentro de las no privativas y el Juez 
deberá fundar los motivos de la no aplicación de otras 
medidas. Las medidas privativas de libertad podrán 
cumplirse bajo el régimen de semilibertad. 


El Capítulo XI refiere a la Protección de los dere- 
chos amenazados o vulnerados de los niños y ado- 
lescentes y situaciones especiales. El artículo 117 
sustituye el concepto de "menor abandonado", no 
estableciéndose taxativamente cuales son los su- 
puestos de esta condición, sino que se atiene a cual- 
quier circunstancia en que los derechos del niño o 
adolescente sean amenazados o vulnerados. Asi- 
mismo, también se prevé la situación en que los niños 
vulneren los derechos de terceros, debiéndose aplicar 
las normas consagradas en este Capítulo. Se esta- 
blece el procedimiento y las medidas a adoptar para 
los padres o responsables y para los niños y adoles- 
centes. 


En la Sección Il de este Capítulo se incorporan 
normas para la protección ante el maltrato y abuso 
del niño o adolescente. 


En la Sección lll se regula lo referente a los hoga- 
res de cuidado y a la separación definitiva del niño o 
adolescente de su familia de origen. Asimismo se 
consagra la invalidez del consentimiento que se otor- 
gue para la separación del hijo que está por nacer o 
dentro de los treinta días de su nacimiento. 


La Sección IV del Capítulo XI trata sobre la adop- 
ción. Se regula la Adopción Simple, la Legitimación 
Adoptiva y la Adopción Internacional. Se disminuye la 
edad requerida para poder ser adoptante y la diferen- 
cia de edad entre adoptante y adoptado, facultándose 
al Juez para que, apreciando las circunstancias del 
caso, admita la adopción aunque no se llegue a los 
requisitos establecidos. Por tanto los límites de edad 
no son absolutos, admitiéndose excepciones. 


Se consagra además, el derecho del adoptado a 
tener conocimiento de su condición de tal, siendo el 
deber de los padres adoptivos de informarle al res- 
pecto, siempre que ello no lo perjudique atendiendo a 
su edad y características. 


En cuanto a la Adopción Internacional se procura 
que la misma no sea utilizada para el tráficos de ni- 
ños, extremándose los requisitos y controles para 
autorizar la misma. 


El Capítulo XII refiere al "Trabajo", estableciéndo- 
se en 15 años la edad mínima de admisión, pero con- 
sagrándose excepciones. Será el INAME que, apre- 
ciando las circunstancias del caso, y teniendo en 
cuenta el interés superior del niño, concederá autori- 
zaciones especiales para los menores de quince años 
de edad. 


El Capítulo XIIl refiere a la "Prevención Especial" y 
se legisla sobre los derechos del niño y adolescente 
con relación a los medios de comunicación, utilización 
en publicidad, espectáculos, concurrencia a centros 
de diversión, estableciéndose una protección especial 
con prohibiciones expresas y el establecimiento de 
sanciones para quienes las infrinjan. Asimismo tam- 
bién se regula lo referido a autorizaciones para viajar. 


El Capítulo XVI refiere a "Acciones Especiales", 
regulándose la Acción de Amparo y la protección de 
Intereses Difusos, consagrándose en dichas normas 
que estas proceden para la protección de los niños y 
adolescentes, siendo competentes los Jueces Letra- 
dos de Familia. 


El Capítulo XV regula la "Investigación de la Pa- 
ternidad o Maternidad", unificándose el procedimiento 
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para dichas acciones, terminándose con la dualidad 
de los mismos, como hasta el presente, derogándose 
de hecho el artículo 241 del Código Civil y el inciso 
primero del artículo 242 del Código Civil, y por tanto la 
investigación procederá ahora, aunque la madre sea 
de estado civil casada. 


La sentencia confirmatoria de la declaración de 
paternidad o maternidad lo será a todos los efectos: 
filiación, derechos hereditarios, alimentos y apellidos. 


El Capítulo XVI| regula todo lo referente a la pérdi- 
da, limitación, suspensión o rehabilitación de la patria 
potestad. 


Por el Capítulo XVIl se crea el "Consejo Nacional 
Consultivo Honorario de los Derechos del Niño y 
Adolescente" que constituye un instrumento para lo- 
grar la intersectorialidad, estando entre sus cometidos 
promover la coordinación e integración de las políti- 
cas sectoriales de atención a la niñez y adolescencia 
diseñadas por parte de las diferentes entidades públi- 
cas vinculadas al tema. 


Por el Capítulo XVIIl se crea el Registro de Infor- 
mación de Niños y Adolescentes, que estará a cargo 
del INAME, siendo su objetivo reunir datos sobre el 
niño o adolescente y las instituciones que lo atienden, 
haciendo el seguimiento correspondiente, generando 
la información necesaria para la formulación de políti- 
cas de niñez y adolescencia. Dicha información será 
de uso reservado y confidencial. 


El Capítulo XIX consagra la nueva denominación 
del Instituto Nacional del Menor el cual pasará a de- 
nominarse "Instituto del Niño y Adolescente del Uru- 
guay" (INAU), en concordancia con la nueva denomi- 
nación del Código, y sustitución del término "menor" 
por el de "niño y adolescente". 


Por el Capítulo XX se establecen las derogaciones 
y observancia del Código, derogando el Código del 
Niño vigente y todas las normas que se opongan al 
nuevo Código. 


Señores Representantes, tenemos la oportunidad 
de aprobar un instrumento moderno, que trata al niño 
y adolescente como sujeto de derecho y dar cumpli- 
miento a la obligación que ha asumido Uruguay al ra- 
tificar la Convención Internacional de los Derechos 
del Niño. Por todo lo expuesto, esta Comisión acon- 
seja al Cuerpo la aprobación del siguiente proyecto 
de ley. 


Sala de la Comisión, 13 de diciembre de 2001. 


FELIPE MICHELINI, Miembro informan- 
te, DANIEL DÍAZ MAYNARD, JORGE 
ORRICO, MARGARITA PERCOVICH. 


PROYECTO DE LEY 
CÓDIGO DE LA NIÑEZ Y LA ADOLESCENCIA 
CAPÍTULO | 
PRINCIPIOS GENERALES 


Artículo 12. (Ámbito de aplicación).- El Código de 
la Niñez y la Adolescencia es de aplicación a todos 
los seres humanos menores de dieciocho años de 
edad. 


A los efectos de la aplicación de este Código, se 
entiende por niño a todo ser humano hasta los trece 
años de edad y por adolescente a los mayores de tre- 
ce y menores de dieciocho años de edad. 


Siempre que este Código se refiere a niños y 
adolescentes comprende ambos géneros. 


Artículo 22. (Sujetos de derechos, deberes y ga- 
rantías).- Todos los niños y adolescentes son titulares 
de derechos, deberes y garantías inherentes a su ca- 
lidad de personas humanas. 


Artículo 3*. (Principio de protección de los dere- 
chos).- Todo niño y adolescente tiene derecho a las 
medidas especiales de protección que su condición 
de sujeto en desarrollo exige por parte de su familia, 
de la sociedad y del Estado. 


Artículo 4*. (Interpretación).- Para la interpreta- 
ción de este Código, se tendrán en cuenta las dispo- 
siciones y principios generales que informan la Cons- 
titución de la República, la Convención sobre los De- 
rechos del Niño, leyes nacionales y demás instru- 
mentos internacionales que obligan al país. 


En los casos de duda se deberá recurrir a los crite- 
rios generales de interpretación y, especialmente, a 
las normas propias de cada materia. 


Artículo 5*. (Integración).- En caso de vacío legal 
o insuficiencia se deberá recurrir a los criterios gene- 
rales de integración y, especialmente, a las normas 
propias de cada materia. 


Artículo 6*. (Criterio específico de interpretación e 
integración: el interés superior del niño y adolescen- 
te).- Para la interpretación e integración de este Códi- 
go se deberá tener en cuenta el interés superior del 
niño y adolescente, que consiste en el reconocimiento 
y respeto de los derechos inherentes a su calidad de 
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persona humana. En consecuencia, este principio no 
se podrá invocar para menoscabo de tales derechos. 


Artículo 7?. (Concurrencia para la efectividad y la 
protección de los derechos de los niños y adolescen- 
tes).- 


1) La efectividad y protección de los derechos de 
los niños y adolescentes es prioritariamente de 
los padres o tutores -en su caso-, sin perjuicio 
de la corresponsabilidad de la familia, la comu- 
nidad y el Estado. 


2) El Estado deberá actuar en las tareas de 
orientación y fijación de las políticas generales 
aplicables a las distintas áreas vinculadas a la 
niñez y adolescencia y a la familia, coordinando 
las actividades públicas y privadas que se 
cumplen en tales áreas. 


3) En casos de insuficiencia, defecto o imposibili- 
dad de los padres y demás obligados, el Esta- 
do deberá actuar preceptivamente, desarro- 
llando todas las actividades integrativas, com- 
plementarias o supletivas que sean necesarias 
para garantizar adecuadamente el goce y ejer- 
cicio de los derechos de los niños y adoles- 


centes. 
CAPÍTULO Il 
DE LOS DERECHOS DE LOS NIÑOS Y 
ADOLESCENTES 


Artículo 8*. (Principio general).- Todo niño y ado- 
lescente goza de los derechos inherentes a la perso- 
na humana. Tales derechos serán ejercidos de 
acuerdo a la evolución de sus facultades, y en la for- 
ma establecida por la Constitución de la República, 
los instrumentos internacionales, este Código y las le- 
yes especiales. En todo caso tiene derecho a ser oído 
y obtener respuestas cuando se tomen decisiones 
que afecten su vida. 


Podrá acudir a los Tribunales y ejercer los actos 
procesales en defensa de sus derechos, siendo pre- 
ceptiva la asistencia letrada. El Juez ante quien acuda 
tiene el deber de designarle curador, cuando fuere 
pertinente, para que lo represente y asista en sus 
pretensiones. 


Los Jueces, bajo su más seria responsabilidad, 
deberán adoptar las medidas necesarias para asegu- 
rar el cumplimiento de lo establecido en los incisos 
anteriores, debiendo declararse nulas las actuaciones 
cumplidas en forma contraria a lo aquí dispuesto. 


Artículo 9% (Derechos esenciales).- Todo niño y 
adolescente tiene derecho intrínseco a la vida, digni- 


dad, libertad, identidad, integridad, imagen, salud, 
educación, recreación, descanso, cultura, participa- 
ción, asociación, a los beneficios de la seguridad so- 
cial y a ser tratado en igualdad de condiciones cual- 
quiera sea su sexo, su religión, etnia o condición so- 
cial. 


Artículo 10. (Derecho del niño y adolescente con 
capacidad diferente).- Todo niño y adolescente, con 
capacidad diferente psíquica, física o sensorial, tiene 
derecho a vivir en condiciones que aseguren su parti- 
cipación social a través del acceso efectivo especial- 
mente a la educación, cultura y trabajo. 


Este derecho se protegerá cualquiera sea la edad 
de la persona. 


Artículo 11. (Derecho a la privacidad de la vida).- 
Todo niño y adolescente tiene derecho a que se res- 
pete la privacidad de su vida. Tiene derecho a que no 
se utilice su imagen en forma lesiva, ni se publique 
ninguna información que lo perjudique y pueda dar 
lugar a la individualización de su persona. 


Artículo 12. (Derecho al disfrute de sus padres y 
familia).- La vida familiar es el ámbito adecuado para 
el mejor logro de la protección integral. 


Todo niño y adolescente tiene derecho a vivir y a 
crecer junto a su familia y a no ser separado de ella 
por razones económicas. 


Solo puede ser separado de su familia cuando, en 
su interés superior y en el curso de un debido proce- 
so, las autoridades determinen otra relación personal 
sustitutiva. 


En los casos en que sobrevengan circunstancias 
especiales que determinen la separación del núcleo 
familiar, se respetará su derecho a mantener vínculos 
afectivos y contacto directo con uno o ambos padres, 
salvo si es contrario a su interés superior. 


Si el niño o adolescente carece de familia, tiene 
derecho a crecer en el seno de otra familia o grupo de 
crianza, la que será seleccionada atendiendo a su 
bienestar. 


Solo en defecto de esta alternativa, se considerará 
el ingreso a un establecimiento público o privado. Se 
procurará que su estancia en el mismo sea transitoria. 


Artículo 13. (Conflictos armados).- Los niños y 
adolescentes no pueden formar parte de las hostilida- 
des en conflictos armados ni recibir preparación para 
ello. 
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CAPÍTULO I11 
DE LOS DEBERES DEL ESTADO 


Artículo 14. (Principio general).- El Estado prote- 
gerá los derechos de todos los niños y adolescentes 
sujetos a su jurisdicción, independientemente del ori- 
gen étnico, nacional o social, el sexo, el idioma, la re- 
ligión, la opinión política o de otra índole, la posición 
económica, los impedimentos psíquicos o físicos, el 
nacimiento o cualquier otra condición del niño o de 
sus representantes legales. 


El Estado pondrá el máximo empeño en garantizar 
el reconocimiento del principio de que ambos padres 
o sus representantes legales, cuya preocupación fun- 
damental será el interés superior del niño, tienen obli- 
gaciones y derechos comunes en lo que respecta a 
su crianza y desarrollo. 


El Estado asegurará la aplicación de toda norma 
que dé efectividad a esos derechos. 


Artículo 15. (Protección especial).- El Estado tie- 
ne la obligación de proteger especialmente a los ni- 
ños y adolescentes respecto a toda forma de: 


A) Abandono, abuso sexual o explotación de la 
prostitución. 


B) Trato discriminatorio, hostigamiento, segrega- 
ción o exclusión en los lugares de estudio, es- 
parcimiento o trabajo. 


C) Explotación económica o cualquier tipo de tra- 
bajo nocivo para su salud, educación o para su 
desarrollo físico, espiritual o moral. 


D) Tratos crueles, inhumanos o degradantes. 


E) Estímulo al consumo de tabaco, alcohol, inha- 
lantes y drogas. 


F) Situaciones que pongan en riesgo su vida o in- 
citen a la violencia, como el uso y el comercio 
de armas. 


G) Situaciones que pongan en peligro su seguri- 
dad, como detenciones y traslados ilegítimos. 


H) Situaciones que pongan en peligro su identi- 
dad, como adopciones ¡legítimas y ventas. 


Il) Incumplimiento de los progenitores o respon- 
sables de alimentarlos, cuidar su salud y velar 
por su educación. 


CAPÍTULO IV 


DE LOS DEBERES DE LOS PADRES O 
RESPONSABLES 


Artículo 16. (De los deberes de los padres o res- 
ponsables).- Son deberes de los padres o responsa- 
bles respecto de los niños y adolescentes: 


A) Respetar y tener en cuenta el carácter de su- 
jeto de derecho del niño y del adolescente. 


B) Alimentar, cuidar su salud, su vestimenta y ve- 
lar por su educación. 


C) Respetar el derecho a ser oído y considerar su 
opinión. 

D) Colaborar para que sus derechos sean efecti- 
vamente gozados. 


E) Prestar orientación y dirección para el ejercicio 
de sus derechos. 


F) Corregir adecuadamente a sus hijos o tutela- 
dos. 


G) Solicitar o permitir la intervención de servicios 
sociales especiales cuando se produzca un 
conflicto que no pueda ser resuelto en el inte- 
rior de la familia y que pone en grave riesgo la 
vigencia de los derechos del niño y del adoles- 
cente. 


H) Velar por la asistencia regular a los centros de 
estudio y participar en el proceso educativo. 


) Todo otro deber inherente a su calidad de tal. 
CAPÍTULO V 


DE LOS DEBERES DE LOS NIÑOS Y 
ADOLESCENTES 


Artículo 17. (De los deberes de los niños y ado- 
lescentes).- Todo niño y adolescente tiene el deber de 
mantener una actitud de respeto en la vida de rela- 
ción familiar, educativa y social, así como de emplear 
sus energías físicas e intelectuales en la adquisición 
de conocimientos y desarrollo de sus habilidades y 
aptitudes. 


Especialmente deberán: 


A) Respetar y obedecer a sus padres o responsa- 
bles, siempre que sus órdenes no lesionen sus 
derechos o contravengan las leyes. 


B) Cuidar, en la medida de sus posibilidades, a 
sus ascendientes en su enfermedad y anciani- 
dad. 
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C) Respetar los derechos, ideas y creencias de los 
demás. 


D) Respetar el orden jurídico. 
E) Conservar el medio ambiente. 


F) Prestar, en la medida de sus posibilidades, el 
servicio social o ayuda comunitaria, cuando las 
circunstancias así lo exijan. 


G) Cuidar y respetar su vida y su salud. 
CAPÍTULO VI 


POLÍTICAS SOCIALES DE PROMOCIÓN Y 
PROTECCIÓN A LA NIÑEZ Y ADOLESCENCIA 


Artículo 18. (Objetivos).- Son objetivos funda- 
mentales: 


A) Promoción social. Deberá asegurarse la pro- 
moción tendiente a favorecer el desarrollo inte- 
gral de todas las potencialidades del niño y del 
adolescente como persona en condición de ser 
en desarrollo, a efectos de procurar su integra- 
ción social en forma activa y responsable como 
ciudadano. Se cuidará especialmente la pro- 
moción en equidad, evitando que se generen 
desigualdades por conceptos discriminatorios 
por causa de sexo, etnia, religión o condición 
social. 


B) Protección y atención integral. Deberá asegu- 
rarse una protección integral de los derechos y 
deberes de los niños y adolescentes, así como 
asegurar una atención especial por parte del 
Estado y de la sociedad ante la necesidad de 
ofrecer atención personalizada en determina- 
das situaciones. 


Artículo 19. (Vida familiar y en sociedad).- Son 
principios básicos: 


A) El fortalecimiento de la integración y perma- 
nencia de los niños y adolescentes en los ám- 
bitos primarios de socialización: la familia y las 
instituciones educativas. 


B) La descentralización territorial que asegure el 
acceso de los niños, adolescentes y familias en 
toda la gama de servicios básicos. 


C) La participación de la sociedad civil y la promo- 
ción de la solidaridad social hacia los niños y 
adolescentes. 


Artículo 20. (Afirmación de políticas sociales).- 
Las normas que regulan la vigencia efectiva de los 
derechos de los niños y adolescentes en las áreas de 
supervivencia y desarrollo, requerirán de la imple- 


mentación de un sistema de políticas sociales bási- 
cas, complementarias, de protección especial, de ca- 
rácter integral, que respondan a la diversidad de rea- 
lidades y comprendan la coordinación entre el Estado 
y la sociedad civil. 


Artículo 21. (Criterio rector).- Es criterio rector 
velar por el desarrollo armónico de los niños y ado- 
lescentes, correspondiendo fundamentalmente a la 
familia y a los sistemas de salud y educación su se- 
guimiento hasta la mayoría de edad, según el princi- 
pio de concurrencia que emerge del artículo 7” de 
este Código. 


Artículo 22. (Líneas de acción).- La atención ha- 
cia la niñez y la adolescencia se orientará primordial- 
mente a: 


A) La aplicación de políticas sociales básicas, que 
hagan efectivos los derechos consagrados en 
la Constitución de la República, para todos los 
niños y los adolescentes. 


B) La creación de programas de atención integral, 
para aquellos que lo necesiten, por carencia 
temporal o permanente: niños y adolescentes 
con capacidad diferente, situación de desampa- 
ro o marginalidad. 


C) La implementación de medidas apropiadas pa- 
ra que los niños tengan derecho a beneficiarse 
de los servicios de instalaciones de guarda, es- 
pecialmente en el caso de que los padres tra- 
bajen. 


D) La adopción de programas integrales y servi- 
cios especiales de prevención y atención médi- 
ca y psicosocial a las víctimas de negligencia, 
maltrato, violencia o explotación laboral o se- 
xual. 


E) La aplicación de programas de garantías para 
la protección jurídico-social de los niños y ado- 
lescentes en conflicto con la ley, y de educa- 
ción para la integración social. 


F) La adopción de programas de promoción de la 
niñez y adolescencia en las áreas deportivas, 
culturales y recreativas, entre otras. 


G) La creación de sistemas de indicadores de de- 
sarrollo del niño y del adolescente, respetando 
el derecho a la privacidad y el secreto profesio- 
nal. 
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CAPÍTULO VII 
| - De la filiación 


Artículo 23.- (Derecho a la filiación).- Todo niño y 
adolescente tiene derecho a conocer quiénes son sus 
padres. 


Artículo 24. (Derecho a la protección).- Todo niño 
y adolescente tiene derecho, hasta la mayoría de 
edad, a recibir de sus padres y responsables la pro- 
tección y cuidados necesarios para su adecuado de- 
sarrollo integral y es deber de éstos el proporcionár- 
selos. 


Artículo 25. (Derecho a la identidad).- Sin perjui- 
cio de las normas del Registro de Estado Civil, el re- 
cién nacido deberá ser identificado mediante las im- 
presiones plantar y digital acompañadas por la impre- 
sión digital de la madre. 


Todas las maternidades públicas y privadas debe- 
rán llevar un registro para cumplir con lo dispuesto en 
el inciso anterior, al momento de realizarse el parto. 
Se le otorgará copia a la madre y se enviará otra al 
Registro de Estado Civil. 


Los médicos o parteros que asistan nacimientos 
fuera de la maternidad, deberán realizar el registro de 
igual forma y, en caso de imposibilidad, anotarlo en la 
historia clínica. 


En este último caso y fuera de las hipótesis seña- 
ladas anteriormente, las impresiones digital y plantar 
del recién nacido se tomarán al momento de hacerse 
la inscripción en el Registro de Estado Civil. 


Artículo 26. (Derecho al nombre y apellidos fami- 
liares). Todo niño tiene derecho, desde su nacimiento, 
a ser inscripto con nombre y apellido. 


Artículo 27. (Del nombre).- 


1) El hijo habido dentro del matrimonio llevará 
como primer apellido el de su padre y como 
segundo el de su madre. 


2) El hijo habido fuera del matrimonio inscripto por 
ambos padres, llevará como primer apellido el 
de su padre y como segundo el de su madre. 


3) El hijo habido fuera del matrimonio inscripto por 
su padre llevará como primer apellido el de 
éste y como segundo el de la mujer que surja 
acreditada como su madre. 


4) El hijo habido fuera del matrimonio inscripto por 
su madre llevará los dos apellidos de ésta. Si la 
madre no tuviere segundo apellido el niño lleva- 


rá como primero el de su madre biológica se- 
guido de uno de uso común. 


5) El hijo habido fuera del matrimonio que no es 
inscripto por su padre ni por su madre, llevará 
igualmente en segundo lugar el apellido de su 
madre, en caso de ser ésta conocida y en pri- 
mer lugar uno de uso común. 


6) El hijo habido fuera del matrimonio cuyos pa- 
dres se desconocen, inscripto de oficio, llevará 
dos apellidos de uso común seleccionados por 
el Oficial del Registro de Estado Civil intervi- 
niente. 


7) Los apellidos de uso común serán sustituidos 
por el del padre o la madre que reconozca a su 
hijo o sean declarados tales por sentencia, de- 
biendo recabarse a tales efectos la voluntad del 
reconocido que haya cumplido los trece años 
de edad (artículo 32). 


8) El hijo habido fuera del matrimonio inscripto por 
un familiar del niño, llevará dos apellidos, como 
primer apellido uno de uso común, selecciona- 
do por el familiar interviniente y en segundo lu- 
gar el de la madre conocida. 


9) En los casos de legitimación adoptiva, el hijo 
llevará como primer apellido el de su padre y 
como segundo el de su madre legitimantes. La 
sentencia que autorice la legitimación adoptiva 
dispondrá el o los nombres de pila con que se- 
rá inscripto el legitimado. 


10) En los casos de adopción simple realizada por 
un matrimonio, el o los apellidos del adoptado 
serán sustituidos por el del padre y madre 
adoptantes. Si la adopción simple fuere reali- 
zada por un hombre, el adoptado sustituirá su 
primer apellido por el del adoptante. Si la adop- 
ción simple fuere realizada por una mujer, el 
adoptado sustituirá su segundo apellido por el 
de la adoptante. No obstante, si se tratare de la 
adopción de un adolescente, podrá convenir 
con el o los adoptantes si mantendrá sus ape- 
llidos de origen o sustituirá alguno de ellos por 
el del o de los adoptantes. 


En la sentencia deberá dejarse constancia de la 
decisión respecto de los apellidos del adoptado, la 
que será anotada al margen de la partida de naci- 
miento. 


Artículo 28. (Derecho y deber a reconocer los hi- 
jos propios).- Todo progenitor tiene el derecho y el 
deber, cualquiera fuere su estado civil, de reconocer a 
sus hijos. 
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Derógase el inciso tercero del artículo 227 del Có- 
digo Civil. 


Modifícase la redacción del inciso cuarto del ar- 
tículo 227 del Código Civil, el que quedará redactado 
de la siguiente forma: "No se admitirá el reconoci- 
miento de hijos naturales, aun después de disuelto el 
matrimonio, cuando ese reconocimiento se pretenda 
hacer a favor de una persona que tenga la posesión 
notoria de hijo legítimo, sin perjuicio de las acciones 
que, legalmente, se admiten para contestar esa filia- 
ción". 


Entiéndese, en todo el ordenamiento jurídico, las 
expresiones "hijo legítimo" e "hijo natural" como "hijo 
habido dentro del matrimonio" e "hijo habido fuera del 
matrimonio", respectivamente. 


Artículo 29.- Sustitúyense los artículos 214, 215, 
216, 217, 218, 219, 220 y 221 del Código Civil, los 
que quedarán redactados de la siguiente manera: 


"ARTÍCULO 214.- Viviendo los cónyuges de con- 
suno, y sin perjuicio de la prueba en contrario, la 
ley considera al marido padre de la criatura con- 
cebida por su esposa durante el matrimonio. 


Las personas legitimadas por la ley, podrán des- 
truir esta presunción acreditando que el vínculo 
biológico de paternidad no existe. 


ARTÍCULO 215.- Se considera concebida dentro 
del matrimonio, a la criatura nacida fuera de los 
ciento ochenta días después de contraído éste y 
dentro de los trescientos días siguientes a su di- 
solución. Esta presunción es relativa. 


ARTÍCULO 216.- Se considera, asimismo, al mari- 
do padre de la criatura nacida de su mujer dentro 
de los ciento ochenta días siguientes al matrimo- 
nio, siempre que aquél haya conocido el embarazo 
antes de contraer matrimonio o haya admitido su 
paternidad expresa o tácitamente por cualquier 
medio inequívoco. Fuera de estos casos, bastará 
al marido con negar judicialmente la paternidad de 
la criatura habida por su mujer, de lo que se le da- 
rá conocimiento a ésta. Si la madre se opusiera 
surgirá el contradictorio. 


ARTÍCULO 217.- La presunción de paternidad del 
marido que se configura conforme a lo dispuesto 
por los artículos 214, 215 y 216 de este Código, 
podrá ser libremente impugnada por el marido, el 
hijo o los herederos de uno u otro, dentro de los 
plazos y en las condiciones que se dispone en los 
artículos siguientes. 


ARTÍCULO 218.- El marido podrá ejercer la acción 
de desconocimiento de paternidad a efectos de 
impugnar la presunción de legitimidad que hubiera 
surgido, dentro del plazo de un año contado desde 
que tomó conocimiento del nacimiento de la criatu- 
ra cuya paternidad la ley le atribuye. 


Sus herederos podrán continuar la acción inten- 
tada por éste, o iniciar la misma, si el marido hu- 
biera muerto dentro del plazo hábil para deducirla. 
Los herederos dispondrán del plazo de un año a 
contar desde el fallecimiento del marido. 


ARTÍCULO 219.- Hallándose el hijo en posesión 
del estado filiatorio legítimo, tenga o no su título, 
podrá impugnar la presunción de paternidad, ac- 
tuando debidamente representado por un curador 
ad litem, dentro del plazo de un año a contar des- 
de el nacimiento. Si la acción no hubiera sido in- 
tentada durante la menor edad del hijo, podrá 
ejercerla éste dentro del plazo de un año a partir 
de su mayoría. En caso de fallecer el hijo dentro 
del plazo hábil para interponer la demanda de im- 
pugnación de la paternidad o durante su minoría 
de edad sin haberla interpuesto, la acción podrá 
ser ejercida por los herederos de éste dentro del 
plazo que aquél contaba. 


ARTÍCULO 220.- De faltar la posesión de estado 
de filiación legítima aun cuando exista su título, la 
acción de desconocimiento de paternidad podrá 
ser intentada indistintamente por la madre, por un 
curador ad litem que actúe en representación del 
hijo, por el padre biológico que manifieste su áni- 
mo de reconocerlo o por el hijo al llegar a la mayo- 
ría de edad. La madre y el padre biológico no po- 
drán accionar una vez que su hijo haya llegado a 
la mayoría de edad. En ausencia de posesión de 
estado de filiación legítima, la acción será impres- 
criptible para el hijo. 


En los casos en que este artículo, el precedente 
y el inciso cuarto del artículo 227 se refieren a po- 
sesión de estado, no se requiere el transcurso del 
tiempo reclamado por el artículo 47 de este Códi- 


go. 


El acogimiento de la acción deducida por la ma- 
dre o por el padre biológico, dejará al hijo empla- 
zado en el estado civil de hijo natural del deman- 
dante. 


ARTÍCULO 221.- El proceso no será válidamente 
entablado si no intervienen en el mismo, en cali- 
dad de sujetos activos o pasivos, en su caso, el 
marido, la madre y el hijo de ésta". 
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Artículo 30. (Capacidad de los padres para reco- 
nocer a sus hijos).- Todo progenitor tiene el derecho y 
el deber, cualquiera fuere su estado civil y edad, a re- 
conocer a su hijo. 


No obstante, las mujeres menores de doce años y 
los varones menores de catorce no podrán realizar 
reconocimientos válidos sin aprobación judicial, previa 
vista del Ministerio Público. 


En los casos de padres niños o adolescentes no 
casados, el Juez decidirá a quién se le atribuyen los 
derechos y deberes inherentes a la tutela, otorgando 
preferencia a los abuelos que convivan con el padre 
que reconoce y el reconocido. 


Previo a todas las decisiones a que refiere el inci- 
so anterior que requieran autorización judicial, se de- 
berá oír al padre o a la madre que haya reconocido al 
hijo y que aún no tenga dieciocho años cumplidos de 
edad. 


La patria potestad será ejercida en forma plena 
por ambos padres, a partir de que éstos cumplan die- 
ciocho años. 


Artículo 31. (Formalidades del reconocimiento). El 
reconocimiento puede tener lugar: 


1) Por la simple declaración formulada ante el Ofi- 
cial del Registro de Estado Civil por el padre o 
la madre biológicos en oportunidad de la ins- 
cripción del nacimiento del hijo , como hijo ha- 
bido fuera del matrimonio, suponiendo la sola 
inscripción reconocimiento expreso. 


2) Por testamento, en cuyo caso el reconoci- 
miento podrá ser expreso o implícito. 


3) Por escritura pública. 


Artículo 32. (Voluntad del hijo).- Cuando el hijo 
fuere reconocido luego de haber cumplido trece años 
de edad, tiene derecho a expresar en forma ante el 
Oficial del Registro de Estado Civil su voluntad de se- 
guir usando los apellidos con los que hasta entonces 
era identificado. Dicha expresión de voluntad será 
anotada al margen de su partida de nacimiento. 


Artículo 33. (Inscripción tardía).- El derecho con- 
sagrado en el artículo anterior, también rige para los 
supuestos de inscripciones tardías de hijos mayores 
de trece años. 


Tratándose de inscripción tardía de hijos habidos 
dentro del matrimonio, basta con la presencia de uno 
o de ambos padres, sin perjuicio del cumplimiento de 
las disposiciones legales correspondientes. 


Il - De la tenencia del niño y adolescente 
Artículo 34. (Tenencia por los padres).- 


1) Cuando los padres estén separados, se deter- 
minará de común acuerdo cómo se ejercerá la 
tenencia (artículo 177 del Código Civil). 


2) De no existir acuerdo de los padres, la tenencia 
la resolverá el Juez de Familia, dictando las 
medidas necesarias para su cumplimiento. 


Artículo 35. (Facultades del Juez de Familia).- En 
caso de no existir acuerdo de los padres, el Juez re- 
solverá, teniendo en cuenta las siguientes recomen- 
daciones: 


A) El hijo deberá permanecer con el padre o la 
madre con quien convivió el mayor tiempo, 
siempre que lo favorezca. 


B) Preferir a la madre cuando el niño sea menor 
de dos años, siempre que no sea perjudicial 
para él. 


C) Bajo su más seria responsabilidad funcional, el 
Juez siempre deberá oír y tener en cuenta la 
opinión del niño o adolescente. 


Artículo 36. (Tenencia por terceros).- 


1) Cualquier interesado puede solicitar la tenencia 
de un niño o adolescente siempre que ello ten- 
ga como finalidad el interés superior de éste. El 
Juez competente, bajo la más seria responsa- 
bilidad funcional, deberá evaluar el entorno fa- 
miliar ofrecido por el interesado. 


2) La persona que ejerce la tenencia de un niño o 
adolescente está obligada a brindarle la protec- 
ción y cuidados necesarios para su desarrollo 
integral. 


3) La persona que no se sienta capacitada para 
proseguir con la tenencia, deberá ponerlo en 
conocimiento del Juez de Familia, quien resol- 
verá la situación del niño o adolescente. 


Artículo 37. (Procedimiento).- Todas las preten- 
siones relativas a la tenencia, recuperación de tenen- 
cia o guarda de los niños o adolescentes, se regula- 
rán por el procedimiento extraordinario consagrado en 
los artículos 346, 347, 349 y 350 del Código General 
del Proceso. La ratificación de tenencia se tramitará 
por el procedimiento voluntario (artículos 402 y si- 
guientes del Código General del Proceso). Es Juez 
competente para conocer en dichas pretensiones, el 
del domicilio del niño o adolescente. 
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11! - Visitas 


Artículo 38. (Principio general).- Todo niño y 
adolescente tiene derecho a mantener el vínculo, en 
orden preferencial, con sus padres, abuelos y demás 
familiares y consecuentemente, a un régimen de vi- 
sitas con los mismos. Sin perjuicio que el Juez com- 
petente basado en el interés superior del niño o ado- 
lescente, incluya a otras personas con las que aquél 
haya mantenido vínculos afectivos estables. 


Artículo 39. (Determinación de las visitas).- 


1) La determinación de las visitas se fijará de co- 
mún acuerdo entre las partes. 


2) A falta de acuerdo, o que se impida o limite el 
ejercicio del derecho mencionado, el Juez de 
Familia fijará el mismo. Se garantizará el dere- 
cho del niño o adolescente a ser oído, teniendo 
en cuenta su opinión, la cual se recabará en un 
ámbito adecuado. 


Artículo 40. (Incumplimiento en permitir las visi- 
tas).- La parte que está obligada a permitir las visitas 
o entregar al niño o adolescente de acuerdo al régi- 
men establecido, y se negara en forma inmotivada, 
habilitará a que la otra parte acuda personalmente 
ante el Juez de Familia de Urgencia o quien haga sus 
veces en donde éste no exista, el cual dispondrá de 
inmediato la comparecencia de la parte incumplidora, 
siendo notificada por la Policía. En caso de incompa- 
recencia, podrá ser conducida por la fuerza pública, si 
así lo dispusiere el Juez. 


El Juez de Familia de Urgencia o quien haga sus 
veces, escuchará a ambas partes y de ser inmotivada 
la reticencia de la parte obligada a permitir las visitas, 
dispondrá -apreciando las circunstancias del caso, la 
edad y especialmente los intereses del niño o adoles- 
cente- la entrega del mismo a la parte que lo reclama, 
la cual deberá reintegrarlo según lo acordado, salvo 
que el Juez de Familia entienda que deberá conser- 
varlo el solicitante, hasta tanto resuelva el Juez de la 
causa. 


Artículo 41. (Régimen de visitas definitivo).- El día 
hábil inmediato siguiente, el Juez de Familia de Ur- 
gencia o quien haga sus veces en donde éste no 
exista dará cuenta al Juez de Familia que intervino en 
la fijación del régimen de visitas, remitiéndole los an- 
tecedentes, quien resolverá en definitiva sobre el 
mantenimiento o no del régimen fijado. 


A tales efectos, deberá convocar a las partes a 
una audiencia, la cual deberá celebrarse en un plazo 
no mayor a los tres días hábiles de recibidos los ante- 
cedentes. En dicha audiencia será preceptiva la pre- 


sencia del Ministerio Público y Fiscal, así como la 
asistencia letrada. 


Artículo 42. (Incumplimiento en realizar las visi- 
tas).- Si la parte a cuyo favor se establece un régimen 
de visitas, no cumpliere con el mismo, podrá la otra 
parte acudir al Juez de Familia competente, explican- 
do la situación y la repercusión que la falta de cum- 
plimiento por parte del obligado tiene sobre sus hijos. 


En tal caso se aplicará lo dispuesto en el inciso 
primero del artículo 40 y el artículo 41. 


Artículo 43. (Sanción por incumplimiento).- El in- 
cumplimiento grave o reiterado del régimen de visitas 
homologado o fijado judicialmente podrá originar la 
variación de la tenencia si ello no perjudicara el inte- 
rés del niño o adolescente, sin perjuicio de las san- 
ciones pecuniarias que fije el Juez a instancia de 
parte o de oficio, cuyo producido será en beneficio de 
aquél. 


El Juez deberá hacer saber a la parte incumplidora 
que el desatender las necesidades afectivas de los 
hijos puede dar lugar a la pérdida de la patria potes- 
tad y al delito previsto en el artículo 279 B del Código 
Penal. 


Artículo 44. (Principio general de procedimiento).- 
Todas las pretensiones que conciernen al régimen de 
visitas, se regularán por el procedimiento extraordina- 
rio consagrado en los artículos 346, 347, 349 y 350 
del Código General del Proceso. 


Es Juez competente para conocer en dichas pre- 
tensiones, el del domicilio del niño o adolescente. 


CAPÍTULO VIII 
DE LOS ALIMENTOS 


Artículo 45. (Concepto de deber de asistencia fa- 
miliar).- El deber de asistencia familiar está constitui- 
do por los deberes y obligaciones a cargo de los inte- 
grantes de la familia u otros legalmente asimilados a 
ellos, cuya finalidad es la protección material y moral 
de los miembros de la misma. 


Bajo la denominación de alimentos, se alude en 
este Código a la asistencia material. 


Artículo 46. (Concepto de alimentos).- Los ali- 
mentos están constituidos por las prestaciones mo- 
netarias o en especie que sean bastantes para satis- 
facer, según las circunstancias particulares de cada 
caso, las necesidades relativas al sustento, habita- 
ción, vestimenta, salud y los gastos necesarios para 
adquirir una profesión u oficio, educación, cultura y 
recreación. 
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También se consideran alimentos los gastos de 
atención de la madre durante el embarazo, desde la 
concepción hasta la etapa del posparto. 


Las prestaciones deberán ser proporcionales a las 
posibilidades económicas de los obligados y a las ne- 
cesidades de los beneficiarios. 


Artículo 47. (Forma de prestación de los alimen- 
tos).- Las prestaciones alimentarias serán servidas en 
dinero o en especie, o de ambas formas, en atención 
a las circunstancias de cada caso. 


Todas las prestaciones se servirán en forma pe- 
riódica y anticipada. 


El obligado a prestar alimentos podrá exigir de la 
persona que administre la pensión alimenticia, rendi- 
ción de cuentas sobre los gastos efectuados para los 
beneficiarios. 


El Juez apreciará si corresponde dar trámite a la 
solicitud de rendición de cuentas. 


Artículo 48. (De la vigencia de la prestación ali- 
mentaria).- La prestación alimentaria se debe desde 
la interposición de la demanda. 


Tratándose de aumento o reducción de la presta- 
ción, la misma surtirá efecto desde la interposición de 
la demanda, salvo que el Juez, apreciando las cir- 
cunstancias del caso, disponga que se aplique desde 
que la sentencia quede ejecutoriada. 


La convenida extrajudicialmente, se debe desde la 
fecha pactada. 


Artículo 49. (Alimentos provisionales).- El Juez al 
proveer sobre la demanda, y atendidas las circuns- 
tancias invocadas, fijará alimentos provisionales. 


Artículo 50. (Beneficiarios de la obligación ali- 
mentaria).- Son acreedores de la obligación alimenta- 
ria los niños y adolescentes así como los mayores de 
dieciocho años y menores de veintiuno que no dis- 
pongan -en el último caso- de medios de vida propios 
y suficientes para su congrua y decente sustentación. 


Artículo 51. (Personas obligadas a prestar ali- 
mentos y orden de preferencia).- Los alimentos se 
prestarán por los padres o, en su caso, por el o los 
adoptantes. Para el caso de imposibilidad o insufi- 
ciencia del servicio pensionario, se prestarán subsi- 
diariamente de acuerdo al siguiente orden: 


1) Los ascendientes más próximos, con preferen- 
cia los del progenitor obligado. 


2) El cónyuge respecto a los hijos del otro en 
cuanto conviva con el beneficiario. 


3) El concubino o la concubina, en relación al o 
los hijos del otro integrante de la pareja, que no 
son fruto de esa relación, si conviven todos 
juntos conformando una familia de hecho. 


4) Los hermanos legítimos o naturales, con prefe- 
rencia los de doble vínculo sobre los de vínculo 
simple. 


En los casos previstos en los numerales 1) y 4), si 
concurrieren varias personas en el mismo orden, la 
obligación será divisible y proporcional a la posibilidad 
de cada obligado. 


Artículo 52. (Caracteres de la obligación alimenta- 
ria).- 


1) Intrasmisibilidad e irrenunciabilidad. 


El derecho de pedir alimentos no puede tras- 
mitirse por causa de muerte, ni renunciarse, ni 
venderse o cederse de modo alguno. 


2) Inembargabilidad e incompensabilidad. 


Las pensiones alimenticias no son embarga- 
bles. 


El deudor de alimentos no puede oponer al 
demandante, en compensación, lo que el de- 
mandante le deba, excepto que lo adeudado 
refiera a la pensión alimenticia objeto del litigio. 


3) Imprescriptibilidad. 


El derecho a pedir alimentos es imprescripti- 
ble. 


Artículo 53. (Pensiones alimenticias atrasadas).- 
No obstante lo dispuesto en los artículos precedentes, 
las pensiones alimenticias atrasadas podrán renun- 
ciarse, y el derecho a demandarlas, podrá trasmitirse 
por causa de muerte. 


Artículo 54. (Transacción sobre alimentos futu- 
ros).- La transacción sobre alimentos futuros no surti- 
rá efectos sino después de ser aprobada judicial- 
mente. 


Artículo 55. (Modificación de la obligación ali- 
mentaria).- Los alimentos podrán ser objeto de au- 
mento o de reducción, si se modifica la situación eco- 
nómica del deudor o las necesidades del acreedor. 
Se tramitarán por el procedimiento establecido en los 
artículos 346 y 347 del Código General del Proceso. 


Artículo 56. (Extinción de la obligación alimenta- 
ria).- La obligación de alimentos se extingue y su cese 
debe ser judicialmente decretado en los siguientes 
casos: 
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1) Cuando se dejen de cumplir los supuestos es- 
tablecidos en el artículo 50. 


2) Cuando el deudor se halla en imposibilidad de 
servirlos. 


3) Cuando fallece el alimentante, sin perjuicio de 
la asignación forzosa que grava la masa de la 
herencia. 


4) Cuando fallece el alimentario, en cuyo caso la 
obligación se extiende a los gastos funerarios, 
siempre que no puedan cubrirse de otra mane- 
ra. 


En el caso previsto en el numeral 1) cuando se 
trate de un beneficiario que cumpla veintiún años de 
edad, bastará que el alimentante se presente ante el 
Juez Letrado de Familia que intervino en la fijación de 
alimentos solicitando el cese de la pensión, agregan- 
do la partida de nacimiento del beneficiario, y sustan- 
ciándose con traslado a la contraparte por el plazo 
perentorio de veinte días. 


Transcurrido el plazo sin que se evacuare el tras- 
lado, se decretará el cese de la pensión alimenticia, 
notificando a la otra parte. 


Si se dedujere oposición se tramitará por el proce- 
dimiento establecido en los artículos 346 y 347 del 
Código General del Proceso. 


Los casos de los numerales 2) a 4) se tramitarán 
por el procedimiento establecido en los artículos 346 
y 347 del Código General del Proceso. 


Artículo 57. (Omisión injustificada de los alimen- 
tos).- Cuando el obligado judicialmente a servir ali- 
mentos de acuerdo a las disposiciones de este Códi- 
go que, habiendo sido intimado judicialmente, omitie- 
ra prestarlos sin causa justificada, el Juez de Familia 
dará cuenta de inmediato al Juez Letrado en lo Penal 
que corresponda, a los efectos previstos por el ar- 
tículo 279 A del Código Penal. 


El Juez Letrado en lo Penal deberá comunicar al 
Juez de Familia las resultancias de las actuaciones 
llevadas a cabo por dicha Sede. 


Artículo 58. (Concepto de ingresos).- A los efec- 
tos de este Código, se entiende por sueldo o haberes, 
todo ingreso de cualquier naturaleza, periódico o no, 
que se origine en la relación laboral, arrendamiento 
de obras o de servicios o derive de la seguridad so- 
cial. No se computarán por ingresos, a los efectos de 
la pensión alimenticia, lo que perciba el obligado a la 
prestación por concepto de viáticos sujetos a rendi- 
ción de cuentas. Cuando los viáticos no estén sujetos 
a rendición de cuentas se computarán a efectos de la 


pensión alimenticia en un 35% (treinta y cinco por 
ciento). 


Quedan asimilados a lo dispuesto en el inciso an- 
terior, los ingresos provenientes de retiros periódicos 
por concepto de utilidades, beneficios o ganancias, 
cobro de intereses o dividendos. En general, todo lo 
que perciba el deudor de alimentos por su trabajo o 
su capital. 


Artículo 59. (Límite de la retención por alimen- 
tos).- Podrá retenerse mensualmente hasta un 50% 
(cincuenta por ciento) de los ingresos cuando así lo 
justifique el número de hijos y las necesidades de los 
mismos. La resolución del Juez deberá ser fundada y 
será apelable sin efecto suspensivo. 


Artículo 60. (Medidas asegurativas de la presta- 
ción alimentaria).- En el caso de prestar el alimen- 
tante servicios retribuidos por particulares o empre- 
sas, éstas tendrán la obligación de informar a la Sede 
que así lo solicite todo lo relativo a los ingresos de 
aquél dentro del plazo de quince días de recibido el 
oficio por el que se le reclama. El incumplimiento de 
esta obligación hará pasibles a los particulares o em- 
presas a la condena en astreintes. La obligación de 
informar existe aun cuando el alimentante no integre 
los cuadros funcionales o planilla de trabajo, pero tu- 
viese con la empresa o particular cualquier relación 
patrimonial o beneficio económico. Cuando el ali- 
mentante prestase servicios retribuidos por particula- 
res o empresas y se negare a cumplir la obligación de 
alimentos, se ordenará a aquéllos que efectúen la 
retención correspondiente a los sueldos o haberes 
respectivos. 


Para hacer efectiva la contribución señalada por el 
Juez, bastará la orden librada por oficio al habilitado 
en la oficina en que preste servicios el alimentante, y 
la empresa o el patrón responderán personal, solida- 
ria e ilimitadamente del pago, si injustificadamente no 
cumplieran la orden recibida. 


Artículo 61. (Obstáculos al cumplimiento de la 
obligación alimentaria).- El empleador o empresario 
que intencionalmente ocultare, total o parcialmente 
los ingresos, sueldos o haberes del obligado, será 
considerado incurso en el delito de estafa. 


En el mismo delito incurrirá todo aquel que obsta- 
culizare o impidiere el correcto servicio de la obliga- 
ción alimentaria dispuesta judicialmente, o simulare 
créditos contra el obligado, o de cualquier manera 
colaborare intencional y fraudulentamente, en la re- 
ducción del patrimonio efectivo del alimentante. 
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El Juez de Familia dará cuenta de inmediato al 
Juez Letrado en lo Penal que corresponda. 


Artículo 62. (Prohibición al alimentante de au- 
sentarse del país sin dejar garantías suficientes).- Ini- 
ciado el juicio de alimentos, el demandado no podrá 
ausentarse del país sin dejar garantías suficientes, 
siempre que así lo solicitare el actor. 


Artículo 63. (Procedimiento).- El proceso de ali- 
mentos se rige por las normas previstas para el pro- 
ceso extraordinario en el Código General del Proceso 
(artículos 346, 347, numeral 2) del artículo 349 y ar- 
tículo 350 del Código General del Proceso). 


Artículo 64. (Competencia).- El Juez competente 
para conocer en el juicio por alimentos, es el del do- 
micilio del niño o adolescente o el del demandado, a 
elección del actor. 


CAPÍTULO IX 
DE LOS NIÑOS Y ADOLESCENTES 


| - Órganos de competencia y principios proce- 
sales 


Artículo 65. (Competencia).- La competencia de 
los órganos jurisdiccionales en materia de niños y 
adolescentes es la que fija la Ley N* 15.750, de 24 de 
junio de 1985, con excepción de las siguientes modi- 
ficaciones: 


"ARTÍCULO 67.- Los Jueces Letrados de Menores 
entenderán en primera instancia en todos los pro- 
cedimientos que den lugar las infracciones de 
adolescentes a la ley penal. 


En segunda instancia entenderán los Tribunales 
de Familia. 


Los actuales Juzgados Letrados de Menores pa- 
sarán a denominarse Juzgados Letrados de Ado- 
lescentes". 


Artículo 66. (Competencia de urgencia).- La Su- 
prema Corte de Justicia asignará, por lo menos, a 
cuatro Juzgados Letrados de Familia en Montevideo y 
a los Juzgados Letrados de Primera Instancia del In- 
terior de la República, que entienden en materia de 
familia, competencia de urgencia, con excepción de 
las infracciones de adolescentes a la ley penal, para 
atender en forma permanente todos los asuntos que 
requieran intervención inmediata, o en los casos pre- 
vistos en el inciso segundo del artículo 122 de este 
Código. Ello sin perjuicio cuando fuere necesario, del 
uso de las facultades que otorga a los Jueces de Paz 
del Interior el artículo 379 de la Ley N* 16.320, de 1? 
de noviembre de 1992. Se entenderá por asuntos que 


requieran intervención inmediata, todos aquellos en 
que exista riesgo de lesión o frustración de un dere- 
cho del niño o adolescente. 


Tomadas las primeras medidas en salvaguarda de 
los derechos, los derivarán al Juzgado que corres- 
ponda. 


La Suprema Corte de Justicia propenderá a que 
los Juzgados cuenten con la asistencia permanente 
de asistente social, psicólogo y psiquiatra del Poder 
Judicial u otros profesionales de dicho Poder, cuyo 
asesoramiento podrá serles requerido por el Juez. 


La Defensoría de Oficio de Familia establecerá un 
régimen de turnos de Defensores de Oficio, para que 
actúen en dichos Juzgados, a efectos de asistir a las 
personas que se presenten ante el mismo. 


Asimismo, se establecerá un régimen de turnos 
para asegurar la presencia del Ministerio Público y 
Fiscal. 


Artículo 67. (Criterio básico).- Reclamada la inter- 
vención en forma legal y en materia de su competen- 
cia, los Tribunales aplicarán como criterio básico la 
promoción de las familias, en especial de las más 
vulnerables y el desarrollo del niño en el ámbito de la 
misma, de acuerdo a los principios que emergen del 
artículo 12 de este Código. 


No podrán excusarse de ejercer su autoridad, ni 
aun por razones de silencio, oscuridad o insuficiencia 
de las leyes, de acuerdo con lo dispuesto por el inciso 
segundo del artículo 5* de la Ley N* 15.750, de 24 de 
junio de 1985. 


Artículo 68. (Competencia del Instituto Nacional 
del Menor).- El Instituto Nacional del Menor es el ór- 
gano administrativo rector en materia de políticas de 
niñez y adolescencia, y competente en materia de 
promoción, protección y atención de los niños y ado- 
lescentes del país y, su vínculo familiar al que deberá 
proteger, promover y atender con todos los medios a 
su alcance. Deberá determinar, por intermedio de sus 
servicios especializados, la forma de llevar a cabo la 
implementación de las políticas a través de distintos 
programas, proyectos y modalidades de intervención 
social, públicos o privados, orientados al fortaleci- 
miento de las familias integradas por niños y adoles- 
centes y al fiel cumplimiento de lo dispuesto por los 
artículos 12 y 19 de este Código. 


Previos diagnósticos y estudios técnicos, deberá 
velar por una adecuada admisión, ingreso, atención, 
derivación y desvinculación de los niños y de los 
adolescentes bajo su cuidado. La incorporación a los 
distintos hogares, programas, proyectos y modalida- 
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des de atención se realizará habiéndose oído al niño 
o al adolescente y buscando favorecer el pleno goce 
y la protección integral de sus derechos. 


Procurará que todos los niños y adolescentes ten- 
gan igualdad de oportunidades para acceder a los re- 
cursos sociales, a efectos de poder desarrollar sus 
potencialidades y de conformar personalidades autó- 
nomas capaces de integrarse socialmente en forma 
activa y responsable. Las acciones del Instituto Na- 
cional del Menor deberán priorizar a los más despro- 
tegidos y vulnerables. 


Los adolescentes que, estando a disposición del 
Instituto Nacional del Menor, alcanzaren la mayoría 
de edad serán orientados y apoyados a efectos que 
puedan hacerse cargo de sus vidas en forma inde- 
pendiente. Las personas con capacidad diferente que 
alcanzaren dicha mayoría, estando a cuidado del Ins- 
tituto Nacional del Menor, podrán permanecer bajo su 
protección siempre y cuando no puedan ser derivados 
para su atención en servicios o programas de adultos. 


El Instituto Nacional del Menor fiscalizará, en for- 
ma periódica, las instituciones privadas a las que 
concurran niños y adolescentes, sin perjuicio de la 
competencia de la Administración Nacional de Edu- 
cación Pública (ANEP). 


Asimismo fiscalizará toda institución privada, co- 
munitaria o no gubernamental con la que ejecute pro- 
gramas bajo la modalidad de convenios. 


Deberá también incorporar en todos los programas 
que gestione, en forma directa o en la modalidad de 
convenio, un enfoque comprensivo de las diversas 
situaciones familiares de los niños y adolescentes. 


Toda fiscalización deberá ser realizada por equi- 
pos multidisciplinarios de profesionales a efectos de 
evaluar la situación en que se encuentran los niños y 
adolescentes, así como el trato y formación que se 
les da a los mismos, de acuerdo a los derechos que 
éstos tienen y a las obligaciones de dichas institucio- 
nes. 


El Instituto Nacional del Menor podrá formular ob- 
servaciones y efectuar las denuncias que correspon- 
dan ante las autoridades competentes, por la consta- 
tación de violaciones de los derechos del niño y ado- 
lescente, sin perjuicio de lo preceptuado por el ar- 
tículo 177 del Código Penal (omisión de los funciona- 
rios en proceder a denunciar los delitos). 


Il - De los adolescentes y las infracciones a la 
ley penal 


Artículo 69. (Infracciones a la ley penal).- A los 
efectos de este Código solo son infracciones a la ley 
penal: 


1) Las acciones u omisiones dolosas consuma- 
das, cometidas en calidad de autor o coautor, a 
las que el Código Penal o las leyes penales es- 
peciales señalan una pena cuyo límite mínimo 
es superior a un año de prisión o cuyo límite 
máximo es superior a tres años de penitencia- 
ría. 


2) Las acciones u omisiones ultraintencionales o 
culposas a que refieren los numerales 1) y 2) 
del artículo 72. 


3) La participación en calidad de cómplice en in- 
fracciones gravísimas a la ley penal. 


Artículo 70. (Adolescente infractor).- Se denomina 
adolescente infractor a quien sea declarado respon- 
sable por sentencia ejecutoriada, dictada por Juez 
competente, como autor, coautor o cómplice de ac- 
ciones u omisiones descritas como infracciones a la 
ley penal. 


Artículo 71. (Relación causal).- Solo puede ser 
sometido a proceso especial regulado por este Códi- 
go el adolescente a quien se le pueda atribuir material 
y psicológicamente un hecho constitutivo de infrac- 
ción a la ley penal. 


La existencia de la infracción debe ser la conse- 
cuencia de su acción u omisión. 


Artículo 72. (Clases de infracción).- Las infraccio- 
nes a la ley penal se clasifican en graves y gravísi- 
mas. 


Son infracciones gravísimas a la ley penal: 
1) Homicidio (artículo 310 del Código Penal). 


2) Lesiones gravísimas (artículo 318 del Código 
Penal). 


3) Violación (artículo 272 del Código Penal). 
4) Rapiña (artículo 344 del Código Penal). 


5) Privación de libertad agravada (artículo 282 del 
Código Penal). 


6) Secuestro (artículo 346 del Código Penal). 
7) Extorsión (artículo 345 del Código Penal). 


8) Tráfico de estupefacientes (artículos 31 y 32 de 
la Ley N* 17.016, de 22 de octubre de 1998). 
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9) Cualquier otra acción u omisión que el Código 
Penal o las leyes especiales castigan con una 
pena cuyo límite mínimo sea igual o superior a 
seis años de penitenciaría o cuyo límite máxi- 
mo sea igual o superior a doce años de peni- 
tenciaría. 


10) La tentativa de las infracciones señaladas en 
los numerales 1), 5) y 6) y la complicidad en las 
mismas infracciones. 


En los casos de violación no se tomará en cuenta 
la presunción del ejercicio de violencia (artículo 272 
del Código Penal). 


Las restantes son infracciones graves a la ley pe- 
nal. 


Artículo 73. (Adecuación a la normativa del Códi- 
go Penal y Ley N* 16.707, de 12 de julio de 1995).- El 
Juez deberá examinar cada uno de los elementos 
constitutivos de la responsabilidad, de las circunstan- 
cias que eximen de la aplicación de medidas o que 
aminoren el grado de las infracciones y el concurso 
de infracciones e infractores, tomando en cuenta los 
preceptos de la parte general del Código Penal, de la 
Ley N* 16.707, de 12 de julio de 1995, la condición de 
adolescentes y los presupuestos de perseguibilidad 
de la acción. 


CAPÍTULO X 
| - Derechos y garantías del procedimiento 


Artículo 74. (Principios que rigen).- En todos los 
casos en que al adolescente se le impute el haber in- 
currido en actos que se presumen comportan infrac- 
ción a la ley penal, deberá asegurarse el cumpli- 
miento estricto de las garantías del debido proceso, 
especialmente las siguientes: 


A) Principios de judicialidad y legalidad.- El ado- 
lescente imputado de haber cometido una in- 
fracción a la ley penal, será juzgado por los 
Jueces competentes en conformidad a los pro- 
cedimientos especiales establecidos por este 
Código. 


Se asegurará, además, la vigencia de las 
normas constitucionales, legales e instrumen- 
tos internacionales, especialmente la Conven- 
ción de los Derechos del Niño. 


B) Principio de responsabilidad.- Los menores de 
trece años son irresponsables. Solo puede ser 
sometido a proceso especial, regulado por este 
Código, el adolescente mayor de trece años y 
menor de dieciocho, imputado de infracción a la 
ley penal. 


La responsabilidad del adolescente tendrá 
lugar a partir de la sentencia definitiva que le 
atribuya la comisión del hecho constitutivo de 
infracción a la ley penal. 


Si se encuentran involucrados niños menores 
de trece años de edad, se procederá de acuer- 
do a lo preceptuado en el Capítulo Xl, ar- 
tículos 117 y siguientes de este Código. 


Principio que condiciona la detención.- Solo 
puede ser detenido en casos de infracciones 
flagrantes o existiendo elementos de convicción 
suficientes sobre la comisión de una infracción. 
En este último caso, mediante orden escrita de 
Juez competente comunicada por medios feha- 
cientes. La detención será una medida excep- 
cional. 


Principio de humanidad.- El adolescente priva- 
do de libertad será tratado con la humanidad y 
respeto que merece la dignidad inherente a la 
persona humana, no pudiendo compartir su 
detención con adultos. 


Ningún adolescente será sometido a torturas, 
ni a tratos crueles, inhumanos o degradantes, 
ni a experimentos médicos o científicos. 


Tendrá derecho a mantener contacto perma- 
nente con su familia o responsables, salvo en 
circunstancias especiales. 


Principio de inocencia.- Tiene derecho a que se 
presuma su inocencia. No será obligado a de- 
clarar contra sí mismo ni a declararse culpable. 


Principio de inviolabilidad de la defensa.- Tiene 
derecho a contar en forma permanente con 
asistencia jurídica gratuita, especializada, pú- 
blica o privada, a partir de la detención, durante 
el proceso y hasta la ejecución completa de las 
medidas. 


Principio de libertad de comunicación.- Tiene 
derecho durante la privación de libertad, de 
comunicarse libremente y en privado con su 
defensa, con sus padres, responsables, familia- 
res y asistentes espirituales. 


Principio de prohibición del juicio en rebeldía.- 
Tiene derecho de no ser juzgado en su ausen- 
cia, so pena de nulidad de todo lo actuado (ar- 
tículo 21 de la Constitución de la República). 


Principio de impugnación.- Todo adolescente 
tendrá derecho a impugnar todas las decisio- 
nes judiciales que lo perjudiquen. 
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y) 


LL) 


Principio de duración razonable.- En ningún ca- 
so la situación derivada de la formalización del 
proceso excederá en sus consecuencias al 
término de duración de la medida que hubiere 
correspondido. 


Principio de asistencia de intérpretes.- Todo 
adolescente tendrá derecho a contar con la li- 
bre asistencia gratuita de un intérprete, si no 
comprende o no habla el idioma oficial. 


Principio de oportunidad reglada.- El adoles- 
cente tiene derecho a que se prescinda del 
procedimiento cuando, por la característica del 
hecho o por la naturaleza del bien jurídico 
agredido, no se justifica la prosecución de la 
acción. 


Principio de respuesta específica.- La res- 
puesta a la infracción cometida deberá tener en 
cuenta las diferentes edades en función de los 
principios de autonomía progresiva. 


II - Régimen procesal 


Artículo 75. (Principio general).- En todos los ca- 
sos en que se investigue la responsabilidad del ado- 
lescente, el procedimiento se ajustará a los trámites 
establecidos por este Código y subsidiariamente por 
el Código General del Proceso. 


Artículo 76. (Procedimiento).- 


1) 


Actuaciones previas al proceso. 
A) Cometidos de la autoridad policial. 


Cuando proceda la detención del adoles- 
cente conforme a lo establecido en el literal 
C) del artículo 74, la autoridad aprehensora, 
bajo su más severa responsabilidad, debe- 
rá: 


a) Realizar la actuación de modo que me- 
nos perjudique a la persona y reputación 
del adolescente. 


b) Poner el hecho de inmediato en conoci- 
miento del Juez, o en un plazo máximo 
de dos horas después de practicada la 
detención. 


c) Hacer conocer al adolescente los moti- 
vos de la detención y los derechos que le 
asisten, especialmente el derecho que 
tiene de designar Defensor. 


d) Si fuere necesario, antes de conducirlo a 
la presencia del Juez, hará constar lo in- 


dispensable para la información de los 
hechos. 


e) Si no fuere posible llevarlo de inmediato 
a presencia del Juez, previa autorización 
de éste, deberá conducírselo a la depen- 
dencia especializada del Instituto Nacio- 
nal del Menor que corresponda, y solo en 
caso de indisponibilidad de ésta, a una 
del Instituto Policial, no pudiendo perma- 
necer en este último lugar por más de 
doce horas. 


f) Los traslados interinstitucionales y a la 
Sede Judicial deben estar precedidos del 
correspondiente examen médico. 


B) Cuando el Juez tome conocimiento que el 
adolescente se encuentra en la situación 
prevista en el artículo 117 de este Código, lo 
pondrá en conocimiento del Juez compe- 
tente, sin perjuicio de la actuación procesal 
referida a la infracción. 


Audiencia preliminar. 


En los casos de infracciones de adolescentes 
a la ley penal, el Juez dispondrá, en un plazo 
que no exceda las veinticuatro horas contadas 
desde el momento de la detención, la realiza- 
ción de una audiencia preliminar. En la audien- 
cia deberán estar presentes -bajo su más seria 
responsabilidad funcional-, y so pena de nuli- 
dad, el Juez, el adolescente, su abogado de- 
fensor y el Ministerio Público. 


Se procurará la presencia de los padres o 
responsables, y de ser esto imposible, la de al- 
gún referente de vida del adolescente. Si no 
concurriera ninguno de los nombrados se debe- 
rá dejar expresa constancia en autos de las 
actuaciones practicadas a los efectos e lograr 
su efectiva concurrencia. Podrán asistir tam- 
bién a la audiencia la víctima y los testigos si 
no existiera peligro para la seguridad. 


El Juez, al interrogarlo, le hará conocer en 
términos accesibles los motivos de la detención 
y los derechos que le asisten, especialmente su 
derecho a designar Defensor de su confianza. 
Se le interrogará expresamente acerca del trato 
habido durante la detención previa a la audien- 
cia. Asimismo, se preguntará al adolescente y a 
la víctima acerca de su disposición de someter- 
se a un proceso de mediación cuando esto co- 
rrespondiere, en los términos y con el alcance 
previstos en el artículo 83. 
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3) 


5) 


Medidas probatorias. 


Durante esta audiencia, el Ministerio Público 
y la Defensa podrán solicitar las medidas que 
estimen convenientes. 


La información deberá recabarse en un plazo 
que no exceda de los veinte días continuos y 
perentorios, contados a partir de la decisión ju- 
dicial. 


La prueba se diligenciará en audiencia con 
las garantías que aseguren el debido proceso, 
incluidos los informes del equipo técnico, en un 
plazo que no exceda de los veinte días, conti- 
nuos y perentorios, contados a partir de la de- 
cisión judicial. 

En todo lo que le fuere requerido, la Policía 
prestará colaboración. 


Resolución de la audiencia preliminar y medi- 
das cautelares. 


Al culminar la audiencia preliminar el Juez: 


A) Dispondrá las medidas probatorias a que 
refiere el numeral anterior. 


B) Fijará la audiencia final en un plazo de se- 
senta días, salvo si decreta como medida 
cautelar el arresto domiciliario o la interna- 
ción provisoria, caso en que dicha audiencia 
se fijará en un plazo máximo de treinta días. 


C) Decidirá la aplicación de alguna medida 
cautelar, de acuerdo a lo dispuesto en el 
numeral siguiente. 


Medidas cautelares. 


El Juez, a pedido del Ministerio Público, y oí- 
da la Defensa, dispondrá las medidas cautela- 
res necesarias que menos perjudiquen al ado- 
lescente. 


Son medidas cautelares: 
1) La prohibición de salir del país. 


2) La prohibición de acercarse a la víctima o a 
otras personas, de concurrir a determinados 
lugares o de tomar contacto con personas 
determinadas. 


3) La obligación de concurrir periódicamente al 
Tribunal o ante la autoridad que el Juez de- 
termine. 


4) El arresto domiciliario. 


5) La internación provisoria. 


El arresto domiciliario y la internación provi- 
soria no podrán durar más de sesenta días. 
Transcurrido ese plazo sin que se hubiera dic- 
tado sentencia de primera instancia, se deberá 
dejar en libertad al adolescente. Ambas medi- 
das cautelares solo podrán aplicarse si la in- 
fracción que se imputa al adolescente puede 
ser objeto en definitiva de una medida privativa 
de libertad, de acuerdo con el artículo 86, y 
siempre que ello sea indispensable para: 


A) Asegurar la comparecencia del adolescente 
a los actos procesales esenciales. 


B) La seguridad de la víctima, el denunciante o 
los testigos. 


La internación provisoria se cumplirá en un 
establecimiento especial del Instituto Nacional 
del Menor. 


Informe del equipo técnico. 


Si el Juez resuelve la internación, dispondrá 
que el equipo técnico del establecimiento de 
internación, en un término que no exceda los 
veinte días dispuesto para la prueba, produzca 
un informe con una evaluación médica y psico- 
social, el cual se expedirá especialmente sobre 
las posibilidades de convivencia en régimen de 
libertad. 


Informe del Centro de Internación. 


Los técnicos producirán los informes verba- 
les o escritos que el Juez disponga y supervisa- 
rán la aplicación de las medidas. Los informes 
verbales se producirán en audiencia. 


Formulación de demanda o sobreseimiento. 


En cualquier momento del proceso el repre- 
sentante del Ministerio Público podrá solicitar el 
sobreseimiento. Este podrá producirse a soli- 
citud de la Defensa. 


Diligenciada la prueba, los autos pasarán en 
vista al Ministerio Público por un plazo de seis 
días. En caso de deducir acusación, relaciona- 
rá las pruebas ya diligenciadas, analizará los 
informes técnicos presentados y formulará los 
presupuestos fácticos, jurídicos y técnicos de la 
imputación debiendo expresarse especialmen- 
te, en atención al principio de presunción de 
inocencia, acerca de la inexistencia de las cir- 
cunstancias que eximen de la aplicación de 
medidas socioeducativas. 
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10) 


11) 


12) 


Si el Ministerio Público solicitara el sobresei- 
miento, el Juez lo dictará sin más trámite. Si se 
dedujere demanda fiscal, se conferirá traslado 
a la Defensa por seis días, la que podrá ofrecer 
prueba y contradecir o allanarse. 


Contestación o allanamiento. 


Si se dedujere demanda fiscal, se conferirá 
traslado de la misma por seis días a la Defen- 
sa, la que podrá contradecir o allanarse. 


Audiencia final. 


En la audiencia final deberán estar presen- 
tes, bajo pena de nulidad, el adolescente, su 
Defensor y el Ministerio Público. Se procurará 
que asistan los padres, responsables del joven 
o en su defecto algún referente de vida del 
adolescente. 


El Juez informará al adolescente acerca de 
las pruebas aportadas al proceso y su valora- 
ción, de las recomendaciones que emergen de 
los informes técnicos realizados, así como del 
contenido de la demanda acusatoria y de la 
contestación. 


Escuchará las alegaciones que él mismo 
quiera formular al igual que las que hicieren sus 
padres o responsables, si estuvieren presentes. 


Plazo para dictar sentencia. 


El Juez deberá dictar sentencia definitiva de 
primera instancia al cabo de la audiencia final, 
expidiendo el fallo con sus fundamentos. Se 
dará lectura de todo ello, a los efectos de su 
comunicación (artículo 76 del Código General 
del Proceso), siendo de aplicación, en cuanto a 
su contenido y en lo pertinente, el artículo 197 
del Código General del Proceso. 


La sentencia será escrita y deberá estar re- 
dactada de un modo breve y claro para que 
pueda ser comprendida en todas sus partes por 
el adolescente imputado. 


Cuando la complejidad del asunto lo justifi- 
que, se podrá prorrogar el plazo para dictar la 
sentencia con sus fundamentos por hasta quin- 
ce días perentorios, procediéndose para su 
comunicación a la formalización de una au- 
diencia complementaria. 


Contenido de la sentencia. 


El Juez podrá absolver al adolescente impu- 
tado o declarado responsable (artículo 70) e 
imponerle alguna medida socioeducativa de las 


13) 


14) 


15) 


16) 


enunciadas en la Sección lll de este Capítulo 
con la finalidad de preservar el interés del ado- 
lescente. Esto último no podrá hacerse si no 
mediara el previo requerimiento del Ministerio 
Público, ni de manera más gravosa que la soli- 
citada por éste. 


Deberá optar, en principio, por aplicar alguna 
de las medidas socioeducativas no privativas 
de libertad. 


La privación de libertad solo podrá disponer- 
se como medida de último recurso y durante el 
tiempo más breve que sea posible. En ese ca- 
so, en su sentencia, el Juez deberá funda- 
mentar por qué no es posible aplicar una medi- 
da distinta. 


Audiencia única. 


En los casos en que, culminada la audiencia 
preliminar, no fuere necesario disponer medi- 
das probatorias adicionales y se hubieren reali- 
zado los informes técnicos requeridos (nume- 
ral 6) se conferirá la palabra al Ministerio Públi- 
co y a la Defensa a los efectos previstos en los 
numerales 8) y 9), luego de lo cual, el Juez 
dictará sentencia de inmediato de acuerdo a lo 
establecido en los numerales 11) y 12). 


Coparticipación de mayores. 


En el caso de hechos con apariencia delictiva 
en que se hallen involucrados adolescentes 
junto a personas mayores, la autoridad policial 
lo hará saber simultáneamente al Juez Letrado 
de Adolescentes y al Juez Penal de Turno, 
quienes actuarán en forma paralela, comuni- 
cándose recíprocamente las alternativas de la 
causa. 


Deberá recabarse autorización del Juez Le- 
trado de Adolescentes para el traslado del 
adolescente al Juzgado Penal, siempre que 
sea necesaria su declaración. 


Régimen impugnativo. 


Se aplicará el régimen impugnativo que la ley 
establece (artículos 253 y 254 del Código Ge- 
neral del Proceso). 


La apelación será automática cuando la me- 
dida impuesta tenga una duración superior a un 
año de privación de libertad. 


Zonas de difícil acceso. 


Cuando, en virtud de la distancia o por otras 
circunstancias, no sea posible llevar de inme- 
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diato al adolescente a presencia del Juez Le- 
trado competente, el Juez de Paz respectivo 
podrá adoptar las primeras y más urgentes 
medidas (artículo 45 del Código del Proceso 
Penal). 


III - Medidas socioeducativas 


Artículo 77. (Principios generales).- Las medidas 
contempladas en este Código solo podrán aplicarse a 
los adolescentes respecto a los cuales haya recaído 
declaración de responsabilidad, por sentencia ejecu- 
toriada. 


Artículo 78. (Ejecución de las medidas).- Una vez 
que el Juez disponga las medidas, deberá comuni- 
carlo por escrito al Instituto Nacional del Menor o ins- 
titución privada seleccionada para el cumplimiento de 
la misma, con remisión del texto de las resoluciones o 
sentencias, sin cuyos requisitos el órgano destinatario 
no dará curso a la ejecución de la misma. 


Artículo 79. (Medidas complementarias).- Todas 
las medidas que se adopten conforme a lo estableci- 
do en el numeral 12) del artículo 76, se podrán com- 
plementar con el apoyo de técnicos, tendrán carácter 
educativo, procurarán la asunción de responsabilidad 
del adolescente y buscarán fortalecer el respeto del 
mismo por los derechos humanos y las libertades 
fundamentales de terceros como asimismo, el robus- 
tecimiento de los vínculos familiares y sociales. 


La medida será seleccionada por el Juez, siguien- 
do los criterios de proporcionalidad e idoneidad para 
lograr tales objetivos. 


MEDIDAS SOCIOEDUCATIVAS NO PRIVATIVAS DE 
LIBERTAD 


Artículo 80. (Medidas sustitutivas).- Podrán apli- 
carse, entre otras, las siguientes medidas no privati- 
vas de libertad: 


A) Advertencia, formulada por el Juez en presen- 
cia del Defensor y de los padres o responsa- 
bles, sobre los perjuicios causados y las con- 
secuencias de no enmendar su conducta. 


B) Amonestación, formulada por el Juez en pre- 
sencia del Defensor, de los padres o responsa- 
bles, intimándolo a no reiterar la infracción. 


C) Orientación y apoyo mediante la incorporación 
a un programa socioeducativo a cargo del Ins- 
tituto Nacional del Menor o de instituciones pú- 
blicas o privadas, por un período máximo de un 
año. 


D) Observancia de reglas de conducta, como 
prohibición de asistir a determinados lugares o 
espectáculos, por un período que no exceda de 
seis meses. 


E) Prestación de servicios a la comunidad, hasta 
por un máximo de dos meses. 


F) Obligación de reparar el daño o satisfacción de 
la víctima. 


G) Prohibición de conducir vehículos motorizados, 
hasta por dos años. 


H) Libertad asistida. 
1) Libertad vigilada. 


Artículo 81. (Programas de orientación).- Los pro- 
gramas de orientación y apoyo tienen por finalidad in- 
corporar paulatinamente al adolescente al medio fa- 
miliar o grupo de crianza u otros grupos, así como a 
los centros de enseñanza y cuando corresponda, a 
los centros de trabajo. 


Estos programas podrán ser ejecutados por el Ins- 
tituto Nacional del Menor o por otras instituciones pú- 
blicas o privadas. 


Artículo 82. (Trabajos en beneficio de la comuni- 
dad).- Los trabajos en beneficio de la comunidad se 
regularán de acuerdo a las directivas que al efecto 
programe el Instituto Nacional del Menor. 


Preferentemente podrán realizarse en hospitales y 
en otros servicios comunitarios públicos. No podrán 
exceder de seis horas diarias. La autoridad adminis- 
trativa vigilará su cumplimiento, concertando con los 
responsables de su ejecución, de forma que no perju- 
dique la asistencia a los centros de enseñanza, de 
esparcimiento y las relaciones familiares, en todo lo 
cual se observará el cuidado de no revelar la situa- 
ción procesal del adolescente. 


Artículo 83. (Obligación de reparar el daño o sa- 
tisfacción de la víctima).- En cualquier etapa del pro- 
ceso, previa conformidad del adolescente y de la víc- 
tima o a petición de parte, el Juez podrá derivar el ca- 
so a mediación, suspendiéndose las actuaciones por 
un plazo prudencial. Alcanzando un acuerdo, previo 
informe técnico y oídos la Defensa y el Ministerio Pú- 
blico, el Juez deberá valorar razonablemente desde la 
perspectiva exclusiva del interés superior del adoles- 
cente, el sentido pedagógico y educativo de la repa- 
ración propuesta, disponiendo, en caso afirmativo, la 
clausura de las actuaciones. Tal decisión será pre- 
ceptiva en caso de opinión favorable del Ministerio 
Público. El mismo efecto tendrán los acuerdos conci- 
liatorios celebrados en audiencia. 
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Artículo 84. (Régimen de libertad asistida y vigila- 
da).- 


A) El régimen de libertad asistida consiste en 
acordarle al adolescente el goce de libertad en 
su medio familiar y social. 


Será, necesariamente, apoyado por especia- 
listas y funcionarios capacitados para el cum- 
plimiento de programas educativos. 


El Juez determinará la duración de la medi- 
da. 


En cualquier momento de su ejecución la 
medida podrá ser interrumpida, revocada o 
sustituida, de oficio o a instancia de los actores 
habilitados y previa intervención del Ministerio 
Público y del Defensor. 


B) El régimen de libertad vigilada consiste en la 
permanencia del adolescente en la comunidad 
con el acompañamiento permanente de un 
educador, durante el tiempo que el Juez deter- 
mine. 


Ambas medidas se regularán de acuerdo a directi- 
vas que al efecto programe el Instituto Nacional del 
Menor. El régimen de libertad asistida podrá ser eje- 
cutado por el INAME o por otras instituciones públicas 
o privadas supervisadas por éste. El régimen de li- 
bertad vigilada será de responsabilidad exclusiva, 
irrenunciable e indelegable del Estado. 


Artículo 85. ("Non bis in idem").- El Juez sólo po- 
drá aplicar una de las medidas previstas en este Tí- 
tulo o en el siguiente. 


MEDIDAS SOCIOEDUCATIVAS PRIVATIVAS DE 
LIBERTAD 


Artículo 86. (Aplicación).- Las medidas privativas 
de libertad solo se aplicarán a los adolescentes decla- 
rados por sentencia ejecutoriada, responsables de in- 
fracción gravísima, que a juicio del Juez justifique las 
mismas. 


También podrán aplicarse a los adolescentes que, 
habiendo sido declarados por sentencia ejecutoriada 
responsables de una infracción en forma reiterada, 
incumplen las medidas adoptadas por el Juez. En 
este caso el plazo de duración de la medida privativa 
de libertad no podrá exceder de sesenta días. 


Artículo 87. (Aplicabilidad).- Las medidas privati- 
vas de libertad no son obligatorias para el Juez. Se 
aplicarán cuando configurándose los requisitos lega- 
les, no existan otras medidas adecuadas dentro de 
las no privativas de libertad. El Juez fundamentará los 


motivos de la no aplicación de otras medidas. Se ten- 
drá en consideración el derecho del adolescente a vi- 
vir con su familia, y en caso que proceda la separa- 
ción, a mantener contacto permanente con la familia, 
pareja, amigos, referentes afectivos y otros, si ellos 
no fueren perjudiciales para el mismo. 


Artículo 88. (Medidas privativas de libertad).- Las 
medidas privativas de libertad son: 


A) Internación en establecimientos, separados 
completamente de los establecimientos carce- 
larios destinados a adultos. 


B) Internación en iguales establecimientos con 
posibilidades de gozar de semilibertad. 


RÉGIMEN DE PRIVACIÓN DE LIBERTAD 


Artículo 89. (Privación de libertad).- El régimen de 
privación de libertad consiste en recluir al adolescente 
en un establecimiento que asegure su permanencia 
en el recinto, sin menoscabo de los derechos consa- 
grados en este Código, las normas constitucionales, 
legales e instrumentos internacionales. 


Artículo 90. (Régimen de semilibertad).- El régi- 
men de semilibertad consiste en disponer que el 
adolescente, cuya privación de libertad ha sido dis- 
puesta en establecimientos, goce de permiso para vi- 
sitar a su familia o para la realización de actividades 
externas, de ocho horas de duración, en su beneficio 
personal, controladas por la autoridad donde se en- 
cuentra internado. 


Este régimen se extiende, a voluntad del adoles- 
cente, mientras se aplica la medida de privación de li- 
bertad, salvo la suspensión temporaria o definitiva por 
inobservancia de las reglas de comportamiento. 


Artículo 91. (Duración de las medidas de priva- 
ción de libertad).- La medida de privación de libertad 
tendrá una duración máxima de cinco años. 


En ningún caso el adolescente que al llegar a los 
dieciocho años permanece sujeto a medidas, cumpli- 
rá lo que le resta en establecimientos destinados a los 
adultos. 


Artículo 92. (Cumplimiento).- El cumplimiento de 
las medidas de privación de libertad son de respon- 
sabilidad exclusiva, irrenunciable e indelegable del 
Estado. 


Se cumplirán en centros especiales hasta la finali- 
zación de las medidas y de acuerdo a criterios, entre 
otros, de género, edad, complexión física, caracterís- 
ticas psicosociales y culturales, adaptación a la convi- 
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vencia y evolución o involución en la progresión edu- 
cativa. 


En ningún caso podrán cumplirse en estableci- 
mientos destinados a adultos. 


Se tendrá especial cuidado por las situaciones en 
que el adolescente requiera tratamiento médico, en 
cuyo caso deberá ser internado en un centro adecua- 
do a sus condiciones. 


Artículo 93. (Infractores con dependencia).- En 
los casos de adolescentes infractores, que padecen 
dependencias alcohólicas o toxicómanas, se efectivi- 
zará la asistencia a programas de orientación y trata- 
miento adecuados. 


Artículo 94. (Procedimiento por modificación o 
cese de las medidas).- Se deberá decretar, en cual- 
quier momento, el cese de la medida cuando resulte 
acreditado en autos que la misma ha cumplido su fi- 
nalidad socioeducativa. 


La tramitación de todas las solicitudes de sustitu- 
ción, modificación o cese de las medidas, se hará en 
audiencia, debiendo dictarse resolución fundada, pre- 
vio los informes técnicos que se estimen pertinentes, 
con presencia del adolescente, de sus representantes 
legales, de la Defensa y del Ministerio Público. 


La audiencia deberá celebrarse en un plazo que 
no exceda los diez días a partir de la respectiva soli- 
citud. 


Artículo 95. (Traslado de infractores).- La interna- 
ción de los adolescentes fuera de la jurisdicción de su 
domicilio se limitará al mínimo posible, atendidas las 
circunstancias del caso. 


Cuando los Juzgados dispongan la internación de 
adolescentes infractores fuera de su jurisdicción, de- 
clinarán competencia para ante el Juez del lugar de 
internación. 


Deberán enviar junto con el adolescente, fotocopia 
certificada del expediente en sobre cerrado, que será 
entregado por el funcionario que lo traslade, bajo su 
más grave responsabilidad funcional, al Juez de turno 
del lugar de la internación. 


Artículo 96. (Reserva).- Queda prohibida la identi- 
ficación de la persona del adolescente por cualquier 
medio de comunicación, sin perjuicio de la informa- 
ción sobre los hechos. 


Los funcionarios públicos que faciliten noticias a la 
prensa, en contravención a lo dispuesto en el inciso 
anterior, serán pasibles de una suspensión de diez 
días con pérdida de haberes la primera vez, y un mes 


por la siguiente. La tercera infracción dará lugar a la 
destitución. La infracción será comunicada precepti- 
vamente a la institución a que pertenece, con trans- 
cripción de las normas. 


Los medios de comunicación que infringieren lo 
dispuesto en el inciso primero incurrirán en una multa, 
a juicio del Juez, equivalente entre 20 UR (veinte uni- 
dades reajustables) y 200 UR (doscientas unidades 
reajustables), según los casos, siendo el destino de la 
misma el Instituto Nacional del Menor. 


Artículo 97. (Competencia).- En las infracciones 
previstas en el inciso tercero del artículo anterior, en- 
tenderán los Jueces Letrados de Adolescentes, si- 
guiendo el procedimiento legal para reprimir las faltas 
en el Derecho Penal de adultos. 


Artículo 98. (Recurribilidad).- La sentencia podrá 
ser apelada ante el Tribunal de Familia respectivo, 
cuya decisión hará cosa juzgada. 


IV- Principios de la ejecución 


Artículo 99. (Supuestos de la ejecución).- La acti- 
vidad procesal de ejecución de las medidas educati- 
vas, comprende los actos destinados a promover el 
cumplimiento de las medidas y el trámite y la decisión 
de las cuestiones sobrevinientes. 


Artículo 100. (Control que ejercen los Jueces 
competentes).- Son cometidos de los Jueces Letra- 
dos de Adolescentes: 


1) Vigilar los casos en los que han recaído medi- 
das educativas dispuestas por sentencia eje- 
cutoriada, hasta el término de su cumplimiento. 


2) Entender por audiencia y con intervención del 
Defensor y Ministerio Público, las reclamacio- 
nes de los adolescentes durante el período de 
ejecución de las medidas, tanto en los estable- 
cimientos, como fuera de ellos. 


3) Visitar, por lo menos cada tres meses los cen- 
tros de internación, dejando constancia en el 
expediente respectivo del resultado. 


Sin perjuicio de lo que antecede, podrá reali- 
zar inspecciones cada vez que lo considere 
oportuno. 


En ambos casos, tomar las medidas que más 
convengan al interés superior del adolescente. 


4) Dar cuenta a la Suprema Corte de Justicia en 
los casos que se constaten irregularidades gra- 
ves. 
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Artículo 101. (Control de la autoridad administrati- 
va).- El Instituto Nacional del Menor informará cada 
tres meses al Juez sobre la forma como se cumple la 
medida y la evolución del adolescente. 


El Instituto Nacional del Menor reglamentará el 
funcionamiento de los establecimientos donde se 
cumplen las medidas privativas de libertad de acuer- 
do a las orientaciones y principios que surgen de las 
Reglas de las Naciones Unidas para la Protección de 
Menores Privados de Libertad (RIAD). 


V - Derechos y deberes durante la ejecución de 
las medidas socioeducativas 


Artículo 102. (Principio especial de la privación de 
libertad).- Sin perjuicio de los derechos y garantías 
enumerados en el artículo 74, se tendrán en cuenta 
los derechos y deberes de los adolescentes, con mi- 
ras a contrarrestar los efectos perjudiciales de la ins- 
titucionalización y a fomentar su integración a la so- 
ciedad: 


A) Derechos: 


1) A ser informado del régimen de funciona- 
miento institucional y de sus derechos y de- 
beres y conocer a los funcionarios que lo 
tendrán bajo su responsabilidad durante la 
internación o en régimen ambulatorio. 


2) A conocer el régimen interno a fin de comu- 
nicarse personalmente con el Juez, Fiscal, 
Defensor, educadores, familiares y a ejercer 
efectivamente ese derecho. 


3) A estar informado sobre las medidas que se 
proyectan para lograr su inserción al ámbito 
familiar y social. 


4) A recibir los servicios de salud, sociales, 
educativos, religiosos y de esparcimiento, y 
ser tratado conforme a su desarrollo y nece- 
sidades. 


En todo caso se garantizará su seguridad, 
en tanto protección contra influencias noci- 
vas y situaciones de riesgo. 


5) A estar informado sobre el régimen de con- 
vivencia. 


6) A no ser trasladado del centro donde cum- 
ple la medida educativa sin que se dé 
cuenta de inmediato al Juez competente. A 
conocer la fundamentación de la decisión en 
caso de traslado. Todo traslado podrá ser 
recurrido conforme a derecho, sin efecto 
suspensivo. 


7) No podrán imponerse sanciones colectivas. 
B) Deberes: 


Durante la ejecución de las medidas, los 
adolescentes, deberán respetar a sus educado- 
res y responsables y observar los reglamentos 
internos en cuanto a convivencia, estudio y ta- 
reas de capacitación, esparcimiento, aseo per- 
sonal y de las dependencias que ocupan, y 
respeto a sus educadores, responsables y de- 
más personas con quienes se vinculan cotidia- 
namente. 


C) Ámbito de aplicación: 


Todos los derechos y deberes establecidos 
en orden a la ejecución de las medidas socioe- 
ducativas, se aplicarán, en lo pertinente, a todo 
tipo de privación de libertad. 


VI- Cesación del proceso 


Artículo 103. (Principio general).- En cualquier 
estado del proceso el Juez, oyendo al Ministerio Pú- 
blico, al adolescente y a su Defensa, dispondrá la 
clausura del proceso, en los siguientes casos: 


1) Cuando se comprobare que el adolescente no 
es responsable. 


2) Cuando se comprobare que no es el autor, 
coautor o cómplice del hecho constitutivo de la 
infracción. 


3) Cuando se comprobare que obró amparado por 
alguna de las circunstancias que eximen de 
pena. 


4) Cuando ha prescripto la acción por el hecho 
imputado. El plazo de prescripción será de dos 
años para los delitos gravísimos y un año para 
los delitos graves. 


Artículo 104. (Prescindencia de la acción penal).- 
En cualquier estado del proceso el Juez podrá, oyen- 
do al Ministerio Público, al adolescente y a su Defen- 
sa, prescindir total o parcialmente de la persecución 
penal; o limitada a una o varias infracciones o de al- 
guna o de todas las personas que hayan participado 
en el hecho, cuando: 


A) Se trate de un hecho que, por su escasa gra- 
vedad o lo exiguo de la contribución del partíci- 
pe, haga innecesaria una medida en definitiva. 


B) El adolescente haya sufrido, a consecuencia 
del hecho, un daño físico o moral grave. 


Artículo 105. (Egreso y clausura de anteceden- 
tes).- Decretado el cese, si el adolescente estuviese 


Miércoles 19 de diciembre de 2001 


CÁMARA DE REPRESENTANTES 199 


privado de libertad, se dispondrá su inmediato egreso 
y clausura de antecedentes. 


VIl - De las medidas curativas 


Artículo 106. (Procedencia).- A los adolescentes 
incapaces que hubieren cometido infracciones a la ley 
penal, se les aplicarán, con las garantías del debido 
proceso fijado para los infractores, las medidas de ca- 
rácter curativo, que se cumplirán en establecimientos 
adecuados y separados de los adultos mayores de 
dieciocho años. Corresponde a los Directores de di- 
chos establecimientos y a los técnicos que designe el 
Juez, determinar su tratamiento. 


Artículo 107. (Control).- Durante la internación, se 
aplicarán, en lo pertinente, las medidas de contralor a 
cargo de los Jueces Letrados de Adolescentes, esta- 
blecidas en el artículo 100. 


VIII - De las audiencias 


Artículo 108. (Presencia del Juez).- El Juez Le- 
trado de Adolescentes presidirá por sí mismo las au- 
diencias, bajo pena de nulidad, que compromete su 
responsabilidad funcional. 


Igual deber compete al Ministerio Público, al De- 
fensor y a los técnicos asesores a quienes el Juez re- 
quiera opinión. Los Defensores privados que no 
asistan serán sustituidos por Defensores de Oficio. 


Sin la presencia del adolescente no podrá llevarse 
a cabo ninguna audiencia. 


Artículo 109. (Contenido de las audiencias).- 


1) Las audiencias preliminar y final, referidas en 
los numerales 2) y 10) del artículo 76 se docu- 
mentarán con la mayor precisión en acta que 
se labrará durante su desarrollo o al cabo de la 
misma. En forma resumida se consignará fecha 
y lugar en que se labra, describirán los hechos, 
la tipificación legal con expresa mención de la 
norma jurídica presuntamente violada y las ale- 
gaciones de las partes, quienes podrán solicitar 
lo que estimen pertinente para asegurar la fide- 
lidad del resumen. La decisión del Juez deberá 
comprender el examen de los puntos tratados 
por las partes. 


2) Si lo solicitaren, se entregarán a las partes co- 
pia íntegra de las sentencias definitivas, auten- 
ticadas por la Oficina Actuaria. 


Artículo 110. (Acceso al expediente).- Las partes 
y los técnicos designados durante el trámite tendrán, 
en todo momento, libre acceso al expediente, salvo 


casos excepcionales, a juicio del Juez y en atención 
al interés superior del adolescente. 


IX - De las comunicaciones procesales 
Artículo 111. (Notificaciones preceptivas).- 


1) Cuando se produzca la detención del adoles- 
cente, el Juez dispondrá que el hecho sea in- 
mediatamente notificado por la Policía a su 
Defensor, al Ministerio Público y a los padres o 
representantes legales; el mismo procedimiento 
se seguirá con los asesores técnicos para cuyo 
asesoramiento el Juez estime necesario con- 
vocar. 


2) Las actuaciones dispuestas en audiencia se 
tendrán por notificadas a quienes estén pre- 
sentes o hayan debido concurrir al acto. 


3) Salvo en los casos que indique el Juez, las no- 
tificaciones se practicarán en la oficina. 


A tal efecto, todos los interesados que actúen 
en el procedimiento respectivo, excepción he- 
cha del Ministerio Público, concurrirán a la ofi- 
cina para enterarse de las actuaciones. 


Artículo 112. (Notificación ficta).- Si la notificación 
se retardare tres días hábiles por falta de compare- 
cencia del interesado, se tendrá por efectuada, sin 
necesidad de constancia alguna en los autos. 


Si el día que concurriere el interesado, la actua- 
ción no se hallare disponible, la Oficina Actuaria ex- 
pedirá constancia en formulario al efecto, si aquél lo 
solicitare (artículo 86 del Código General del Proce- 
so). 


Artículo 113. (Autorización para notificarse).- Por 
simple escrito se podrá autorizar a una tercera perso- 
na para que con ella se entiendan las notificaciones. 


Artículo 114. (Régimen complementario).- En to- 
dos los casos no contemplados en este Código se 
aplicarán, en lo pertinente, las disposiciones del Có- 
digo General del Proceso (artículos 76 a 90 de la 
Sección lll). 


X - Plazos procesales 
Artículo 115. (Carácter de los plazos).- 


1) Todos los plazos señalados en este Código son 
perentorios e improrrogables. En casos excep- 
cionales, el Juez podrá suspender su curso 
fundando la medida y su duración. 


2) Para regular su aplicación se atenderá a lo dis- 
puesto por los artículos 92 a 99 del Código Ge- 
neral del Proceso. 
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Artículo 116. (Infracciones reiteradas).- En los ca- 
sos de infracciones reiteradas, los procesos se tra- 
mitarán por el Juez competente de cada una hasta la 
sentencia ejecutoriada, sin perjuicio de la unificación 
de las medidas impuestas, la que se realizará en vía 
incidental por el Juez Letrado de Adolescentes que 
hubiere entendido en la última infracción. 


La Suprema Corte de Justicia reglamentará el ré- 
gimen de antecedentes judiciales. 


CAPÍTULO XI 


| - Protección de los derechos amenazados o 
vulnerados de los niños y adolescentes y situa- 
ciones especiales 


Artículo 117. (Principio general).- Siempre que los 
derechos reconocidos a los niños y adolescentes en 
este Código sean amenazados o vulnerados, se apli- 
carán las medidas que dispone este Título. 


De igual forma se aplicarán a los niños que vulne- 
ren derechos de terceros. 


Artículo 118. (Primeras diligencias).- El Juez que 
tiene conocimiento, por cualquier medio, que un niño 
o adolescente se encuentra en la situación prevista 
en el artículo anterior, tomará las más urgentes e im- 
prescindibles medidas, debiéndose proceder a conti- 
nuación conforme lo estatuye el artículo 321 del Có- 
digo General del Proceso. 


Salvo imposibilidad, tomará declaración al niño o 
adolescente, en presencia del Defensor que se le 
proveerá en el acto y de sus padres o responsables, 
si los tuviere, y recabará los informes técnicos corres- 
pondientes. 


El Ministerio Público deberá ser oído preceptiva- 
mente, quien intervendrá en favor del efectivo respeto 
a los derechos y garantías, reconocidos a los niños y 
adolescentes, debiéndose pronunciar en el plazo de 
tres días. 


Artículo 119. (Medidas).- Medidas para los padres 
o responsables. 


El Juez podrá imponer, en protección de los dere- 
chos de los niños o adolescentes, para los padres o 
responsables, las siguientes medidas: 


A) Llamada de atención para corregir o evitar la 
amenaza o violación de los derechos de los hi- 
jos a su cuidado, y exigir el cumplimiento de las 
obligaciones que le corresponden en la protec- 
ción de los derechos afectados. 


B) Orientación, apoyo y seguimiento temporario 
sociofamiliar prestado por programas públicos 
o privados reconocidos. 


C) Obligación de inscribir al niño o adolescente en 
un centro de enseñanza o programas educati- 
vos o de capacitación y observar su asistencia 
O aprendizaje. 


D) Derivación a un programa público o privado de 
protección a la familia. 


Artículo 120. (Medidas ambulatorias para niños y 
adolescentes).- El Juez dispondrá las siguientes me- 
didas: 


A) Que el Instituto Nacional del Menor otorgue 
protección a sus derechos a través del sistema 
de atención integral diurno. Al mismo servicio 
podrá recurrirse respecto a los institutos priva- 
dos especializados, que así lo acepten. 


B) Solicitud de tratamiento ambulatorio médico, 
psicológico o psiquiátrico a instituciones públi- 
cas o privadas. 


El Instituto Nacional del Menor podrá solicitar o 
aplicar directamente estas medidas, cuando su inter- 
vención haya sido requerida por el niño, padres o 
responsables o terceros interesados. 


Artículo 121. (Medidas en régimen de internación 
sin conformidad del niño o adolescente).- El Juez so- 
lamente podrá ordenar la internación compulsiva en 
los siguientes casos: 


A) Niño o adolescente con patología psiquiátrica. 


B) Niño o adolescente que curse episodios agu- 
dos vinculados al consumo de drogas. 


C) Niño o adolescente necesitado de urgente tra- 
tamiento médico destinado a protegerlo de gra- 
ve riesgo a su vida o su salud. 


En todos los casos deberá existir prescripción mé- 
dica. El plazo máximo de la internación será de treinta 
días prorrogables por períodos de igual duración me- 
diando indicación médica hasta el alta de internación. 


El Instituto Nacional del Menor podrá aplicar di- 
rectamente estas medidas mediando indicación médi- 
ca y cuando su intervención obedezca a la situación 
de un niño o adolescente que pone en riesgo inmi- 
nente su vida o la integridad física de otras personas, 
de todo lo que se dará cuenta inmediata al Juez de 
Familia de Urgencia. 


Artículo 122. (Adicciones a drogas y alcoho!).- El 
Juez podrá ordenar la aceptación de niños y adoles- 
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centes en centros residenciales especializados de 
atención a adicciones de drogas y alcohol, sea en ré- 
gimen de tiempo completo, ambulatorio o semiambu- 
latorio. 


Tratándose de adolescentes se requerirá su con- 
formidad; en caso de niños será necesario el consen- 
timiento de sus padres o responsables y se oirá pre- 
viamente al niño. 


En todos los casos se deberá proporcionar Defen- 
sor al niño o adolescente, tomar declaración salvo 
imposibilidad, oír preceptivamente al Ministerio Públi- 
co, tomar declaración a los padres o responsables, y 
recabar los informes técnicos correspondientes. 


Artículo 123. (Derivación a centros de atención 
permanente para niños y adolescentes).- El Juez po- 
drá disponer la derivación de un niño o adolescente a 
un centro de atención permanente como medida de 
último recurso, cuando se encuentre gravemente 
amenazado su derecho a la vida o integridad física. 


Esta medida no podrá implicar en caso alguno pri- 
vación de libertad y durará el menor tiempo posible, 
promoviéndose la superación de la amenaza de sus 
derechos para favorecer su egreso. 


En estos establecimientos se procurará mantener 
los vínculos familiares, según lo dispone el artículo 12 
de este Código y la incorporación del niño o adoles- 
cente al sistema educativo que corresponda, según 
sea su edad. 


Artículo 124. (Programas de atención integral).- El 
Estado deberá garantizar a todos los niños y adoles- 
centes el derecho a acceder voluntariamente a pro- 
gramas de atención integral, cuidados y alojamiento. 
Si la solicitud fuera formulada por los padres, se oirá 
preceptivamente al niño, quien será asistido por su 
Defensor. 


Si a la solicitud formulada por el niño o adoles- 
cente se oponen sus padres o responsables, sin per- 
juicio de la inmediata protección del niño o adoles- 
cente, la situación se pondrá en el más breve plazo 
posible en conocimiento del Juzgado de Familia de 
Urgencia. 


El Juez resolverá atendiendo a la opinión del niño 
o adolescente. Deberá tenerse en cuenta ésta y el 
interés superior. 


Artículo 125. (Programas de alternativa familiar).- 
El Juez podrá entregar al niño o adolescente grave- 
mente amenazado en su derecho a la vida o integri- 
dad física o privado de su medio familiar, al cuidado 
de una persona o matrimonio seleccionado por el Ins- 


tituto Nacional del Menor, que se comprometan a 
brindarle protección integral. 


Estos niños o adolescentes deberán recibir orien- 
tación y apoyo de la persona o matrimonio, quienes 
serán supervisados por medio de equipos especiali- 
zados. 


Artículo 126. (Comportamiento policial).- Cuando 
la autoridad policial tome conocimiento que un niño o 
adolescente se encuentra en la situación prevista en 
el artículo 117 de este Código, deberá llevarlo de in- 
mediato a presencia del Juez competente, el que no- 
tificará con la mayor urgencia al Instituto Nacional del 
Menor. 


Si no fuera posible llevarlo de inmediato a presen- 
cia del Juez, previa autorización, deberá llevarlo al 
Instituto Nacional del Menor, quien deberá prestarle la 
debida atención. 


Artículo 127. (Responsabilidad penal).- Si se con- 
figuraren elementos de convicción suficientes como 
para atribuir responsabilidad penal a los padres, res- 
ponsables o terceros, se pasarán los antecedentes al 
Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Penal o al 
Juzgado Letrado de Primera Instancia del Interior, 
que corresponda. 


Artículo 128. (Reserva de autos).- Cumplidas las 
diligencias por la Justicia, se reservarán los autos, sin 
perjuicio del seguimiento y control que el Juez intervi- 
niente considere adecuado efectuar. 


Artículo 129.- (Competencia).- Los Jueces Letra- 
dos de Primera Instancia del Interior de la República 
tendrán igual competencia que la asignada a los Jue- 
ces de Familia (artículo 71 de la Ley N* 15.750, de 24 
de junio de 1985). 


|| - Del maltrato y abuso del niño o adolescente 


Artículo 130. (Definición).- A los efectos de este 
Título entiéndese por maltrato y abuso del niño o 
adolescente las siguientes situaciones, no necesa- 
riamente taxativas: maltrato físico, maltrato psíqui- 
co-emocional, prostitución infantil, pornografía, abuso 
sexual y abuso psíquico o físico. 


Artículo 131. (La denuncia).- Ante denuncia es- 
crita o verbal por la realización de cualquiera de las 
conductas mencionadas en el artículo anterior, la au- 
toridad receptora deberá comunicar el hecho de for- 
ma fehaciente e inmediata al juzgado competente. En 
todo caso el principio orientador será prevenir la vic- 
timización secundaria. 
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11 - De los hogares de cuidado 


Artículo 132. (Entrega de niños y adolescentes).- 
El que entregue a un niño o adolescente a persona 
ajena a la familia biológica y quien o quienes lo reci- 
ban, deberán comunicarlo al Juez de Familia dentro 
de las cuarenta y ocho horas. El Juez adoptará en 
forma urgente las medidas de protección necesarias y 
solicitará informe psicológico y social respecto a las 
posibilidades de mantener al niño o adolescente en 
su familia de origen. En caso afirmativo, dispondrá las 
medidas de apoyo familiar que se requieran para 
asegurar la permanencia de este vínculo filial. De lo 
contrario, deberá proceder conforme se dispone en el 
artículo siguiente. 


Artículo 133. (Separación definitiva.  Procedi- 
miento).- La separación de un niño o adolescente de 
su familia de origen, deberá ser decretada por resolu- 
ción fundada del Juez competente, sobre la base de 
información fehaciente y previo el asesoramiento de 
equipo técnico especializado. El procedimiento para 
decretarla se regulará por las disposiciones del pro- 
ceso extraordinario regulado por el Código General 
del Proceso, debiendo designarse Defensor al niño o 
adolescente, aplicándose el literal C) del artículo 35 
de este Código, quienes deberán ser oídos si fuese 
posible. Se citará y emplazará a los padres o respon- 
sables y a quienes, hasta la entrega a que hace refe- 
rencia el artículo anterior, se hubieren ocupado del 
niño. 

Una vez resuelta la separación definitiva, deberá 
asegurarse su inserción en un medio adecuado, prefi- 
riéndose aquellos hogares que permitan al niño sal- 
vaguardar sus vínculos afectivos. A tales efectos po- 
drá disponerse, entre otros, la tenencia por terceros 
(artículo 36), la integración a un hogar institucional 
que ofrezca garantías para su adecuado desarrollo, o 
la adopción. Cuando se entendiere por la Sede que 
corresponde la colocación de un niño en una familia 
con fines de adopción, deberá intervenir el Instituto 
Nacional del Menor o una institución especializada 
autorizada para ello (artículo 158). Cuando los padres 
de origen, o los integrantes de esa familia de origen 
presten su consentimiento a los efectos previstos en 
este artículo, el mismo solo será válido si ha sido da- 
do en presencia del Juez, con el asesoramiento ne- 
cesario y en conocimiento de las consecuencias que 
ello implicará. 


Artículo 134. (Invalidez).- No tendrá validez el 
consentimiento que se otorgue para la separación del 
hijo que está por nacer o dentro de los treinta días de 
su nacimiento. 


En caso de que una vez nacido el niño, la madre 
no desee tenerlo, deberá comunicarse al Juez com- 
petente, que procederá como lo dispone el ar- 
tículo 132. Provisoriamente, el Juez tomará las medi- 
das del caso para la protección del niño, pero no po- 
drá dar comienzo al procedimiento establecido en el 
artículo anterior hasta que se cumpla el lapso fijado 
en el inciso primero de este artículo y previa citación 
de los progenitores del niño. 


IV - De la adopción 
Adopción simple 
Artículo 135. (Adoptantes).- 


1) La adopción simple se permite a toda persona 
mayor de veinticinco años, cualquiera sea su 
estado civil, y siempre que tenga por lo menos 
quince años más que el adoptado, y hubiera 
tenido al niño o adolescente a su cargo por el 
mínimo de un año. 


2) El tutor no puede adoptar al niño o adolescente 
hasta que hayan sido aprobadas judicialmente 
las cuentas del cargo. 


3) Nadie puede ser adoptado por más de una per- 
sona, a no ser por dos cónyuges que tengan 
por lo menos un año de matrimonio y hubieran 
tenido al niño o adolescente a su cargo por un 
término no inferior a un año. 


Si no se computara el año de matrimonio, pe- 
ro hubiera existido durante dicho lapso un con- 
cubinato estable que culminó en matrimonio, se 
incluirá a los efectos de la tenencia, el período 
de la unión libre. 


Por motivo fundado y expreso, el Tribunal 
podrá otorgar la adopción aun cuando alguno 
de los cónyuges o ambos no alcanzaren la dife- 
rencia de edad con el adoptado o adoptada, 
reduciéndola hasta un límite que admita razo- 
nablemente que éste pueda ser hijo de los 
adoptantes. 


Ninguno de los cónyuges puede adoptar sin 
el consentimiento expreso del otro, salvo que 
estuviere impedido de manifestar su voluntad o 
que exista sentencia de separación de cuerpos. 


4) Se permitirá la adopción por parte del nuevo 
cónyuge o concubino del padre o madre del 
hijo habido dentro del matrimonio o habido fue- 
ra del matrimonio reconocido del otro cónyuge 
o concubino. 
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5) Realizada la adopción, la separación o divorcio 
ulterior de los cónyuges no los exime de sus 
obligaciones para con el adoptado menor de 
edad. 


Artículo 136. (Adoptados).- 


1) Puede ser adoptado todo niño o adolescente 
cuyo consentimiento será recabado conforme a 
las normas establecidas en este Código. 


2) Cuando el adoptado no sea capaz de hacerse 
entender de ninguna forma, prestarán el con- 
sentimiento sus representantes legales 


3) Si se trata de un niño o adolescente sometido a 
patria potestad, será necesario el consenti- 
miento de quien o quienes se encuentren en su 
ejercicio. En caso contrario, será necesario el 
consentimiento de quienes lo han tenido a su 
cargo. 


El consentimiento para la adopción será pres- 
tado indistintamente ante el Juez Letrado de Fami- 
lia del domicilio de los adoptantes, compareciendo 
personalmente ante aquél, o mediante escritura 
pública. 


Los padres que consienten en la adopción 
quedarán suspendidos en el ejercicio de la patria 
potestad sobre el niño o adolescente, la que pasa- 
rá al adoptante. En el caso del numeral 4) del ar- 
tículo anterior, quien ejerciere la patria potestad 
sobre el niño o adolescente adoptado por su pa- 
reja, continuará en su ejercicio. 


El procedimiento se regirá por lo establecido en 
los artículos 346 y 347 del Código General del 
Proceso. 


Artículo 137. (Efectos).- 


1) El adoptado continúa perteneciendo a su fami- 
lia biológica o de origen, donde conserva todos 
sus derechos. 


2) En caso de interdicción, de ausencia compro- 
bada judicialmente, de muerte del adoptante o 
de revocación de la adopción, durante la mino- 
ría de edad del adoptado, se dará conocimiento 
al Juez del domicilio real de éste, que dispon- 
drá lo que más convenga al interés del niño o 
adolescente: el reintegro a su familia de origen 
O la entrega a otra familia sustituta. 


3) La adopción solo establece relaciones jurídicas 
entre el adoptado y el adoptante y no entre 
cualquiera de ellos y la familia del otro. 


4) La adopción produce los siguientes efectos: 


A) Obligación recíproca de respeto entre el 
adoptante y el adoptado. 


B) Obligación de prestarse alimentos como 
primeros obligados. 


Artículo 138. (Revocación).- 


1) La adopción podrá revocarse por motivos gra- 
ves. La misma podrá solicitarse tanto por el 
adoptante como por el adoptado o quien lo re- 
presente, o por el Ministerio Público, ante el 
Juez de Familia correspondiente. 


2) La revocación hará cesar para el futuro los 
efectos de la adopción, lo que se comunicará a 
la Dirección General del Registro de Estado Ci- 
vil a los efectos pertinentes. 


3) Se procederá de acuerdo a lo establecido en 
los artículos 346 y 347 del Código General del 
Proceso. 


Artículo 139. (Procedimiento judicial).- 


1) Las pretensiones de adopción, así como todas 
las reclamaciones relacionadas con las mis- 
mas, se tramitarán ante el Juzgado Letrado de 
Familia del domicilio del adoptante mediante el 
proceso voluntario (artículos 402 y siguientes 
del Código General del Proceso) con interven- 
ción preceptiva del Ministerio Público. 


2) Los interesados a que refiere el artículo 403.2 
del mismo Código son los padres y abuelos del 
niño o adolescente, los que serán citados per- 
sonalmente o por edictos si no se conociera su 
domicilio. 


En caso de oposición por parte de uno de los 
mencionados, el proceso será contencioso aplicándo- 
se las normas del Código General del Proceso co- 
rrespondientes al proceso extraordinario  (ar- 
tículos 346 y siguientes). 


Previo al pronunciamiento, admitiendo o denegan- 
do la adopción el Juzgado interviniente deberá solici- 
tar al Instituto Nacional del Menor, una evaluación so- 
bre las condiciones personales del o de los adoptan- 
tes, su estabilidad familiar y las demás circunstancias 
que permitan fundamentar su criterio, para aconsejar 
la conveniencia o no de la adopción en el caso. 


La sentencia que admite la adopción será comuni- 
cada a la Dirección General del Registro de Estado 
Civil, a la Intendencia Municipal correspondiente y a 
la Dirección Nacional de Identificación Civil, a efectos 


204 


CÁMARA DE REPRESENTANTES 


Miércoles 19 de diciembre de 2001 


de la anotación pertinente en la partida del niño o 
adolescente. 


En todos los casos, se deberá tener en cuenta la 
opinión del niño o adolescente adoptado. 


Artículo 140. (Procedimiento ante escribano pú- 
blico).- La adopción podrá, asimismo, ser hecha por 
escritura pública, aceptada por los representantes le- 
gales del adoptado y por el adoptado, en su caso, de- 
biéndose inscribir dentro de los treinta días contados 
desde su otorgamiento, en un libro especial, que lle- 
vará al efecto la Dirección General del Registro de 
Estado Civil, y deberá constar además, al margen del 
acta de nacimiento. 


La omisión de la inscripción será sancionada con 
multa al escribano autorizante de la escritura, de 12 a 
50 UR (doce a cincuenta unidades reajustables), a 
más de no surtir efecto la adopción hasta después de 
ser inscripta. Una vez inscripta surtirá efecto desde la 
fecha de su otorgamiento. 


Cuando se trate de la adopción de un niño o de un 
adolescente, ningún escribano podrá autorizar la es- 
critura respectiva sin previa autorización del Instituto 
Nacional del Menor en que se acredite la idoneidad 
moral y la capacidad del o de los adoptantes, probada 
por todos los medios de investigación que el Instituto 
Nacional del Menor considere necesarios. 


Artículo 141. (Procedimiento especial).- Tratán- 
dose de niños o adolescentes con capacidad dife- 
rente que tengan la calidad de huérfanos o separados 
definitivamente de su familia, el Instituto Nacional del 
Menor hará un llamado público a personas que de- 
seen adoptarlos en cualquiera de las formas previstas 
en este Código. El Estado, a través de sus diversos 
servicios asegurará la atención integral de estos niños 
y adolescentes en forma gratuita, derecho que se 
mantendrá cualquiera sea la edad de la persona. 


El Poder Ejecutivo reglamentará la forma de dar 
vigencia efectiva a este artículo en un plazo de ciento 
ochenta días con posterioridad a la entrada en vigen- 
cia de este Código. 


Artículo 142. (Derecho de acceso a los antece- 
dentes).- El adoptado tiene derecho a conocer su 
condición de tal. 


Será deber de los padres adoptivos informarle al 
respecto siempre que ello no lo perjudique, atendien- 
do a su edad y características. 


Si el adoptado es mayor de quince años de edad 
podrá solicitar al Juez Letrado de Familia competente 
la exhibición del expediente judicial o antecedentes 


de su adopción, fundando su pretensión. El Juez re- 
cabando los asesoramientos que correspondan, pre- 
via vista al Ministerio Público y apreciando las carac- 
terísticas, motivos del solicitante y los antecedentes 
de la adopción, podrá acceder a su petición, infor- 
mándole acerca de la identidad, situación y paradero 
de su familia de origen en cuanto estos datos surgie- 
ren de los antecedentes, a efectos de permitirle tomar 
contacto con ella si aquél lo deseara. 


El Instituto Nacional del Menor establecerá un 
programa para apoyar a los padres adoptantes y al 
adoptado en este proceso de conocimiento y de 
eventual acercamiento a su familia de origen. 


Si el adoptado tiene más de dieciocho años de 
edad no podrá negársele el acceso al expediente o 
antecedentes respectivos. 


Se podrá habilitar el acceso a otras personas en 
los siguientes casos: 


1% Cuando por razones de carácter médico sea 
necesario conocer los antecedentes de la fami- 
lia biológica del adoptado. 


2%) Cuando se esté realizando una investigación 
judicial de cualquier naturaleza y sea necesario 
obtener la información como elemento de prue- 
ba. 


En ambos casos, se requerirá decisión judicial 
fundada acerca de la necesidad de la medida. 


Artículo 143. (Salida del país).- Para que el niño o 
adolescente que ha sido adoptado pueda salir del 
país, se requerirá autorización de quienes ejerzan la 
patria potestad. 


LEGITIMACIÓN ADOPTIVA 
Artículo 144. (Adoptados).- 
1) Se permite la legitimación adoptiva a favor de: 


A) Los niños o adolescentes abandonados o 
huérfanos de padre y madre, o pupilos del 
Estado, o hijos de padres desconocidos o 
del hijo o hijos reconocidos por uno de los 
adoptantes. 


B) Los niños o adolescentes abandonados por 
uno de sus progenitores legítimos, cuando 
fuere solicitada por el padre o madre que 
haya mantenido la patria potestad, conjun- 
tamente con el cónyuge con el que contrajo 
nuevo matrimonio. 


Miércoles 19 de diciembre de 2001 


CÁMARA DE REPRESENTANTES 


205 


La legitimación adoptiva prevista en este 
literal solo podrá llevarse a cabo una sola 
vez, respecto al niño o adolescente. 


2) Cuando la legitimación adoptiva se pretendiere 
para dos o más niños o adolescentes simultá- 
neamente, no será obstáculo la circunstancia 
de que mediasen menos de ciento ochenta dí- 
as entre sus respectivos nacimientos. 


3) En caso de existir hermanos en situación de 
abandono, se propenderá a su integración 
conjunta en una familia adoptiva. 


En todos los casos previstos en este Código, la 
condición de abandono se acreditará únicamente por 
sentencia ejecutoriada, debiendo seguirse los proce- 
dimientos establecidos en el artículo 133 y concor- 
dantes. 


Artículo 145. (Adoptantes).- Pueden solicitar la 
legitimación adoptiva: 


1) Los cónyuges, mayores de veinticinco años, 
con quince años más que el niño o adolescente 
y que lo hubieran tenido bajo su guarda o te- 
nencia por un término no inferior a un año, que 
computen por lo menos cuatro años de matri- 
monio, pudiéndose considerar en su caso el 
tiempo de concubinato previo al mismo, siem- 
pre que éste hubiera sido estable, singular y 
público, compartiendo la vida en común. 


Por motivo fundado y expreso, el Tribunal 
podrá otorgarla aun cuando alguno de los cón- 
yuges o ambos no alcanzaren tal diferencia de 
edad con el adoptado reduciéndola hasta un 
límite que admita razonablemente que éste 
puede ser hijo de los adoptantes o, en casos 
excepcionales, y si no mediare oposición del 
Ministerio Público, a pesar de que uno o los 
dos cónyuges no fueren mayores de veinticinco 
años de edad o no completaren los cuatro años 
de matrimonio a que refiere el inciso anterior. 


2) El viudo o viuda y los esposos divorciados 
siempre que medie la conformidad de ambos y 
cuando la guarda o tenencia del niño o adoles- 
cente hubiera comenzado durante el matrimo- 
nio y se completara después de la disolución 
de éste. 


3) No es obstáculo para la legitimación adoptiva la 
existencia de una previa adopción simple reali- 
zada por los mismos peticionantes. 


Artículo 146. (Procedimiento).- 


1) La legitimación adoptiva deberá ser promovida 
ante el Juzgado Letrado de Familia del domici- 
lio del adoptante. 


Se seguirá el procedimiento voluntario pre- 
visto en los artículos 402 y siguientes del Códi- 
go General del Proceso, notificándose al Insti- 
tuto Nacional del Menor. 


2) En caso de oposición a la legitimación adoptiva 
el proceso será contencioso. Se aplicarán las 
normas del Código General del Proceso referi- 
das al proceso extraordinario (artículos 346 y 
siguientes). 


El Juez diligenciará las pruebas ofrecidas y 
las que juzgue convenientes interrogando a los 
peticionantes y al niño o adolescente en su ca- 
SO. 


3) La tramitación será reservada en cuanto a ter- 
ceros, no así respecto al niño o adolescente 
interesado quien tendrá derecho a acceder al 
expediente y a sus antecedentes cuando tuvie- 
re dieciocho años de edad. 


4) Previamente al dictado de la sentencia, será 
oído preceptivamente el Ministerio Público. 


Artículo 147. (Procedencia).- La legitimación 
adoptiva solo se otorgará por justos motivos y exis- 
tiendo conveniencia para el niño o adolescente. 


Cuando el niño o adolescente tuviere derechos 
cuyo dominio se acredite por documento público o 
privado, el Juez dispondrá que el Actuario inserte en 
el mismo constancia breve que exprese el cambio de 
nombre del titular, de lo que tomará nota el Registro 
respectivo cuando correspondiere. 


Artículo 148. (Sentencia).- Con el testimonio de la 
sentencia ejecutoriada que autorice la legitimación 
adoptiva, la parte solicitante efectuará la inscripción 
del niño o adolescente en la Dirección General del 
Registro de Estado Civil como hijo legítimo inscripto 
fuera de término. 


En la partida correspondiente no se hará mención 
alguna del juicio y su texto será el corriente en dicho 
instrumento. 


Se realizará también la anotación pertinente en la 
libreta de organización de la familia de modo idéntico 
a la de los hijos habidos dentro del matrimonio. 


El testimonio de la sentencia se archivará en for- 
ma, dejándose constancia de haberse efectuado la 
inscripción mencionada. 
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Toda la tramitación y la expedición de partidas se- 
rá gratuita. 


Artículo 149. (Efectos).- 


1) Realizada la legitimación adoptiva, caducarán 
los vínculos de filiación anterior del niño o ado- 
lescente a todos sus efectos, con excepción de 
los impedimentos previstos en el artículo 91 del 
Código Civil. 

Deberá hacerse constar dicha caducidad en 
el acta de inscripción original del niño o adoles- 
cente. 


2) La legitimación adoptiva es irrevocable, aunque 
posteriormente nazcan hijos propios de uno o 
de ambos legitimantes. 


La legitimación adoptiva tendrá efectos constituti- 
vos sobre el estado civil del niño o adolescente objeto 
de la misma, quien se reputará en adelante, con los 
mismos derechos y deberes que si hubiera nacido del 
matrimonio legitimante. 


ADOPCIÓN INTERNACIONAL 


Artículo 150. (Principio general).- En defecto de 
convenios internacionales ratificados por la Repúbli- 
ca, las adopciones internacionales se regularán por 
las disposiciones de este Capítulo. 


Se considera adopción internacional a la que se 
lleva a cabo por matrimonios con domicilio o residen- 
cia habitual en el extranjero, con relación a niños o 
adolescentes con domicilio o residencia habitual en la 
República. 


Artículo 151. (Preferencia).- El Instituto Nacional 
del Menor y las demás autoridades con competencia 
en materia de adopción, deberán dar preferencia a la 
ubicación de los niños o adolescentes adoptables en 
familias u hogares que los requieran y vivan dentro 
del territorio nacional. 


Artículo 152. (Requisitos).- Las adopciones inter- 
nacionales se constituirán con la intervención precep- 
tiva del Instituto Nacional del Menor, quien una vez 
obtenidos todos los antecedentes presentará en el 
plazo de sesenta días un informe pormenorizado, te- 
niendo asimismo los demás requisitos previstos en 
los artículos 133, 145 y 154 de este Código. 


El no pronunciamiento en plazo se tendrá por 
aceptación. 


Artículo 153. (Residencia).- La adopción interna- 
cional tendrá el mismo efecto que la legitimación 
adoptiva, pudiendo acceder a ella cónyuges cuya 
unión matrimonial no sea inferior a cuatro años. 


Solo se realizará con aquellos países cuyas nor- 
mas en materia de adopción y protección de niños y 
adolescentes tengan una razonable equivalencia con 
las de nuestro país. 


Los adoptantes deberán residir y convivir con el 
niño o adolescente en el territorio nacional, aun en 
forma alternada, por un plazo de seis meses. Por ra- 
zones fundadas y teniendo en cuenta el interés supe- 
rior del niño, el plazo podrá ser reducido por el Juez 
competente. 


Artículo 154. (Documentos necesarios).- Con la 
solicitud de la adopción se deberá presentar la docu- 
mentación justificativa de las condiciones físicas, mo- 
rales, económicas y familiares de los solicitantes. Los 
informes y documentos al respecto deberán tramitar- 
se por medio de las autoridades centrales del país de 
los adoptantes y de la República. 


Artículo 155. (Competencia).- Serán competentes 
para el otorgamiento de la adopción internacional los 
Jueces de Familia del domicilio del adoptado, quienes 
procederán de acuerdo a los trámites del juicio ex- 
traordinario del Código General del Proceso (ar- 
tículo 346). La apelación se regirá por la misma nor- 
mativa (artículo 347). 


Los solicitantes deberán comparecer a la audien- 
cia preliminar en forma personal, preceptivamente. 
También deberán hacerlo cuando el Tribunal, en for- 
ma fundada, lo considere conveniente. 


El impedimento fundado de los solicitantes a con- 
currir personalmente a la audiencia hará que el Juz- 
gado fije otra, pero en ningún caso se permitirá la re- 
presentación por apoderado. 


Hasta tanto no haya recaído sentencia firme, para 
que el niño o adolescente pueda salir del país deberá 
hacerlo en compañía de uno de los solicitantes, con- 
tando con autorización judicial, la que no podrá con- 
cederse sin intervención preceptiva del Ministerio Pú- 
blico, si fundadamente se probare la integración del 
niño. 

Artículo 156. (Juicios de anulación).- Corresponde 
a los Jueces de Familia que autorizaron la adopción, 
la tramitación de los juicios de anulación, los que se- 
rán resueltos teniendo en cuenta el interés superior 
del niño o adolescente. El trámite se regirá por el pro- 
cedimiento extraordinario del Código General del Pro- 
ceso (artículos 346 y 347). 


Artículo 157. (Nacionalidad).- Los niños y adoles- 
centes de nacionalidad oriental adoptados por ex- 
tranjeros domiciliados en el exterior mantienen su na- 
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cionalidad, sin perjuicio de adquirir, además, la de los 
adoptantes. 


CONTROL ESTATAL DE LAS ADOPCIONES 


Artículo 158. (Control).- El Instituto Nacional del 
Menor, a través de sus servicios especializados, es el 
organismo encargado de proponer, ejecutar y fiscali- 
zar la política a seguir en materia de adopciones. 


Para el desarrollo de programas de adopción, el 
Instituto Nacional del Menor podrá autorizar el funcio- 
namiento de instituciones privadas con personalidad 
jurídica y especialización en la materia. 


Artículo 159. (Cometidos del equipo técnico).- 
Todos los servicios e instituciones que desarrollen 
programas de adopción deberán contar con equipo 
técnico interdisciplinario que tendrá como cometidos: 


A) Asesorar a los interesados en adoptar niños o 
adolescentes y analizar los motivos de su soli- 
citud. 


B) Evaluar las condiciones de salud, psíquicas, 
sociales y jurídicas de los solicitantes y las po- 
sibilidades de convivencia. 


C) Llevar un Registro de Interesados en Adoptar, 
ordenado cronológicamente según fecha de 
solicitud, en el que conste el informe técnico a 
que refiere el literal anterior. 


D) Seleccionar de dicho Registro respetando es- 
trictamente el orden de inscripción, los posibles 
padres adoptivos, ante la solicitud formulada 
por el Juzgado competente, en el caso de un 
niño o adolescente en condiciones de ser 
adoptado 


El orden solo podrá ser alterado por las ne- 
cesidades del niño o adolescente, debidamente 
fundadas. En todos los casos el niño o adoles- 
cente deberá ser oído preceptivamente. 


E) Orientar y acompañar el proceso de integración 
familiar. 


F) Asesorar al Juez toda vez que le sea requerido 
su informe. 


DEL REGISTRO DE ADOPCIONES 


Artículo 160. (Registro General de Adopciones).- 
El Instituto Nacional del Menor llevará un Registro re- 
servado donde constarán los datos identificatorios de: 


1) El niño o adolescente. 


2) Los adoptantes: nombre, nacionalidad, domici- 
lio y estado civil e institución nacional o extran- 
jera que lo patrocinó, cuando corresponda. 


3) Juzgado en que se tramitó el proceso respecti- 
vO. 


CAPÍTULO XII 
TRABAJO 


Artículo 161. (Principio general).- El estatuto de 
los adolescentes que trabajan se regulará conforme a 
las normas de este Código, leyes especiales, trata- 
dos, convenciones y convenios internacionales ratifi- 
cados por el país. 


Artículo 162. (Edad de admisión).- Fíjase en quin- 
ce años la edad mínima que se admitirá en los ado- 
lescentes que trabajen en empleos públicos o priva- 
dos, en todos los sectores de la actividad económica, 
salvo las excepciones especialmente establecidas en 
los artículos siguientes, y aquellas que, teniendo en 
cuenta el interés superior del niño o adolescente, 
conceda el Instituto Nacional del Menor. 


Cuando el Instituto Nacional del Menor no las 
otorgue de oficio, las excepciones deberán ser ges- 
tionadas por los padres o quien acredite la tutoría le- 
gal y establecer como mínimo el nombre del repre- 
sentante legal del menor, la naturaleza de la actividad 
y la jornada diaria. 


Artículo 163. (Obligación de protección).- Para el 
caso de que los niños o adolescentes trabajen, el 
Estado está obligado a protegerlos contra toda forma 
de explotación económica y contra el desempeño de 
cualquier tipo de trabajo peligroso, nocivo para su 
salud o para su desarrollo físico, espiritual, moral o 
social. 


Prohíbese todo trabajo que no le permita gozar de 
bienestar en compañía de su familia o responsables o 
entorpezca su formación educativa. 


Artículo 164. (Tareas y condiciones nocivas de 
trabajo).- El Instituto Nacional del Menor establecerá 
con carácter de urgente el listado de tareas a incluir 
dentro de la categoría de trabajo peligroso o nocivo 
para la salud o para su desarrollo físico, espiritual o 
moral, los que estarán terminantemente prohibidos, 
cualquiera fuere la edad del que pretenda trabajar o 
ya se encuentre en relación de trabajo. 


Asimismo, el Instituto Nacional del Menor ante la 
presunción de la existencia de condiciones de trabajo 
peligrosas o nocivas para la salud o el desarrollo físi- 
co, espiritual o moral de los adolescentes solicitará la 
intervención de la Inspección General del Trabajo y 
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de la Seguridad Social del Ministerio de Trabajo y Se- 
guridad Social la que se pronunciará, en un plazo no 
mayor a los veinte días corridos, sobre el carácter pe- 
ligroso o nocivo de la actividad. 


Artículo 165. (Situaciones especiales).- El Insti- 
tuto Nacional del Menor revisará las autorizaciones 
que ha prestado respecto al empleo de niños y ado- 
lescentes entre los trece y los quince años. Solo se- 
rán permitidos trabajos ligeros, que por su naturaleza 
o por las condiciones en que se prestan no perjudican 
el desarrollo físico, mental o social de los mismos, ni 
obstan a su escolaridad 


Artículo 166. (Prevención, educación e informa- 
ción).- El Estado promoverá programas de apoyo in- 
tegral para desalentar y eliminar paulatinamente el 
trabajo de estos niños y adolescentes. 


La sociedad civil deberá prestar su concurso en 
las campañas preventivas, educativas e informativas 
que se desarrollen a fin de asegurar el bienestar del 
niño y adolescente. 


Se consideran programas de educación en el tra- 
bajo, aquellos que, realizados por el Instituto Nacional 
del Menor o por instituciones sin fines de lucro, tienen 
exigencias pedagógicas relativas al desarrollo perso- 
nal y social del alumno, que prevalecen sobre los as- 
pectos productivos. En consecuencia, la remunera- 
ción que recibe el alumno por el trabajo realizado o 
por la participación en la venta de productos de su 
trabajo, no desvirtúa la naturaleza educativa de la re- 
lación. 


Artículo 167. (Carné de habilitación).- Para tra- 
bajar, los adolescentes deberán contar con carné de 
habilitación tramitado gratuitamente ante el Instituto 
Nacional del Menor, en el que deberá constar: 


A) Nombre. 
B) Fecha y lugar de nacimiento. 
C) Domicilio. 


D) Consentimiento para trabajar del adolescente y 
sus responsables. 


E) Constancia del examen médico que lo declare 
apto para el trabajo. 


F) Constancia de haber completado el ciclo de 
enseñanza obligatoria o el nivel alcanzado. 


Si el examen médico fuera impugnado por la per- 
sona legalmente responsable del adolescente podrá, 
a su requerimiento, realizarse un nuevo examen. 


Artículo 168. (Renovación).- Anualmente, todos 
los menores de dieciocho años que trabajen serán 
sometidos obligatoriamente a examen médico, a fin 
de comprobar si la tarea que realizan es superior a su 
capacidad física. En caso afirmativo deberán abando- 
nar el trabajo por otro más adecuado. 


La división técnica del Instituto Nacional del Menor 
podrá otorgar autorizaciones por períodos más bre- 
ves, a los efectos de exigir la repetición del examen 
médico en todos aquellos casos que a su juicio sean 
necesarios para garantizar una vigilancia eficaz, en 
relación con los riesgos que presenta el trabajo o el 
estado de salud del niño o adolescente. 


El responsable del niño o adolescente podrá im- 
pugnar el examen y requerir otro. 


Artículo 169. (Jornada de trabajo).- Los adoles- 
centes mayores de quince años no podrán trabajar 
más de seis horas diarias, equivalentes a treinta y 
seis horas semanales y disfrutar de un día de des- 
canso semanal, preferentemente en domingo. El Ins- 
tituto Nacional del Menor podrá excepcionalmente 
autorizar a los adolescentes entre dieciséis y diecio- 
cho años a trabajar ocho horas diarias, correspon- 
diéndoles dos días continuos de descanso preferen- 
temente uno en domingo, por cada cinco días de tra- 
bajo, previa evaluación técnica individual, estudio del 
lugar y puesto de trabajo teniendo en cuenta el inte- 
rés superior del niño. 


Artículo 170. (Descansos).- El descanso interme- 
dio en la jornada de trabajo de los niños y adoles- 
centes tendrá una duración de media hora, que debe- 
rá ser gozada en la mitad de la jornada y tendrá ca- 
rácter remunerado. No se admitirá la jornada discon- 
tinua de trabajo ni horarios rotativos durante el ciclo 
lectivo. En todos los casos deberán mediar como mí- 
nimo doce horas entre el fin de la jornada y el co- 
mienzo de la siguiente. 


Artículo 171. (Horarios especiales).- El Instituto 
Nacional del Menor podrá otorgar permisos con ca- 
rácter excepcional a adolescentes mayores de quince 
años para desempeñarse en horarios especiales, du- 
rante períodos zafrales o estacionales, siempre que la 
actividad no interfiera con el ciclo educativo y que las 
condiciones de trabajo no sean nocivas o peligrosas. 
El descanso deberá ser concedido en la mitad de la 
jornada de trabajo. 


El período de excepción podrá ser de hasta un 
máximo de tres meses. 


Artículo 172. (Trabajo nocturno).- Los adoles- 
centes no podrán ser empleados ni trabajar en horario 
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nocturno, entendiéndose por tal a los efectos de este 
Código, el período comprendido entre las veintidós y 
las seis horas del día siguiente. 


No obstante, el Instituto Nacional del Menor podrá 
autorizarlo excepcionalmente, teniendo en cuenta su 
interés superior. 


Artículo 173. (Fiscalización y sanciones).- El Ins- 
tituto Nacional del Menor tendrá autoridad y respon- 
sabilidad en la fiscalización del cumplimiento de las 
disposiciones específicas en materia de sus compe- 
tencias respecto al trabajo de los menores de edad y 
sancionar la infracción a las mismas, sin perjuicio del 
contralor general del cumplimiento de las normas por 
parte del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 


Las empresas o los particulares que no cumplan 
las obligaciones impuestas, serán sancionados por el 
Instituto Nacional del Menor con una multa de hasta 
2.000 UR (dos mil unidades reajustables). 


El producido de las multas será destinado al Insti- 
tuto Nacional del Menor. 


Artículo 174. (Competencia).- Serán competentes 
para entender en las infracciones previstas en el ar- 
tículo anterior, los Jueces Letrados de Familia de la 
capital, y en el interior del país los que la Suprema 
Corte de Justicia determine según su superintenden- 
cia constitucional, quienes actuarán siguiendo el pro- 
cedimiento extraordinario previsto en el Código Gene- 
ral del Proceso. 


Será oído preceptivamente el Ministerio Público. 


Artículo 175. (Recurribilidad).- La sentencia podrá 
ser apelada ante el Tribunal de Familia respectivo, 
cuya decisión hará cosa juzgada. 


Artículo 176. (Responsabilidad de los padres o 
responsables).- Los padres o responsables de los ni- 
ños y adolescentes que permitan o favorezcan que 
estos trabajen violando las normas prohibitivas con- 
sagradas en este Código, incurrirán en el delito pre- 
visto por el artículo 279 B del Código Penal. 


Constatada la infracción, el Instituto Nacional del 
Menor o cualquier persona responsable, formulará la 
denuncia al Juez Letrado en lo Penal que correspon- 
da. 


Artículo 177. (De la documentación).- El Instituto 
Nacional del Menor determinará los documentos que 
el empleador deberá llevar y tener a disposición de la 
autoridad competente. 


Estos documentos deberán indicar el nombre y 
apellido, fecha de nacimiento debidamente certifica- 


da, fecha de ingreso, tarea, categoría, horario, des- 
cansos intermedios y semanal y fecha de egreso, de 
todas las personas menores de dieciocho años em- 
pleadas por él o que trabajen para él. 


Artículo 178. (Peculio profesional o industrial).- 
Todo adolescente que trabaje tendrá derecho de 
acuerdo a lo prescripto por los artículos 266 y si- 
guientes del Código Civil, a la administración exclusi- 
va del salario o remuneración que perciba, la que de- 
berá serle abonada directamente, siendo válido el re- 
cibo que el empleador otorgue por tal concepto. Cual- 
quier constancia en el recibo o fuera de él que pudie- 
ra implicar renuncia del adolescente a sus derechos, 
será nula. 


Artículo 179. (Remuneración).- La remuneración 
del adolescente trabajador se regirá por lo dispuesto 
en las leyes, decretos, laudos o convenios colectivos 
de la actividad correspondiente. 


Artículo 180. (Accidentes de trabajo y enfermeda- 
des profesionales).- En caso de accidentes de trabajo 
o enfermedades profesionales de un adolescente tra- 
bajador, el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y 
el Instituto Nacional del Menor investigarán las cau- 
sas del mismo de acuerdo con las competencias es- 
pecíficas de cada organismo. Asimismo se verificará 
la realización de tareas prohibidas o el hecho de en- 
contrarse el menor de edad en sitio en el que esté 
prohibida su presencia, en cuyo caso se considerará 
culpa grave del empleador, con las consecuencias 
previstas por el artículo 7* de la Ley N* 16.074, de 10 
de octubre de 1989. 


El empleador podrá eximirse de esta responsabili- 
dad si prueba fehacientemente que el joven se en- 
contraba circunstancialmente en el lugar y sin cono- 
cimiento de la persona habilitada para permitirle el 
acceso. 


CAPÍTULO XII! 
DE LA PREVENCIÓN ESPECIAL 


| - Medios de comunicación, publicidad y es- 
pectáculos 


Artículo 181. (Vulneración de derechos a su inci- 
tación).- La exhibición o emisión pública de imágenes, 
mensajes u objetos no podrá vulnerar los derechos de 
los niños y adolescentes, los principios reconocidos 
en la Constitución de la República y las leyes, o inci- 
tar a actitudes o conductas violentas, delictivas, dis- 
criminatorias o pornográficas. 


Artículo 182. (Programas radiales o televisivos).- 
Los programas de radio y televisión en las franjas ho- 
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rarias más susceptibles de audiencia de niños y ado- 
lescentes, deben favorecer los objetivos educativos 
que dichos medios de comunicación permiten desa- 
rrollar y deben potenciar los valores humanos y los 
principios del Estado democrático de derecho. Debe 
evitarse, en las franjas horarias antedichas, la exhibi- 
ción de películas que promuevan actitudes o con- 
ductas violentas, delictivas, discriminatorias o porno- 
gráficas, o fomenten los vicios sociales. 


Artículo 183. (Principios rectores).- A fin de prote- 
ger los derechos de los niños y adolescentes, en lo 
que refiere a la publicidad elaborada y divulgada en 
todo el territorio nacional, deberán atenderse los si- 
guientes principios: 


A) Los anuncios publicitarios no deben incitar a la 
violencia, a la comisión de actos delictivos o a 
cualquier forma de discriminación. 


B) Las prestaciones del producto deben mostrarse 
en forma comprensible y que coincida con la 
realidad. 


Il - Publicidad protagonizada por niños y ado- 
lescentes 


Artículo 184. (Participación de niños y adoles- 
centes).- Prohíbese la participación de niños y ado- 
lescentes en anuncios publicitarios que promocionen 
bebidas alcohólicas, cigarrillos o cualquier producto 
perjudicial para su salud física o mental. 


Artículo 185. (Mensajes publicitarios).- Prohíbese 
la participación de niños y adolescentes en mensajes 
publicitarios que atenten contra su dignidad o integri- 
dad física, psicológica o social. 


III - Espectáculos y centros de diversión 


Artículo 186. (Preservación de la corrupción).- 
Prohíbese la concurrencia de personas menores de 
dieciocho años a casinos, prostíbulos y similares, 
whiskerías y night clubs, independientemente de su 
denominación. 


El Instituto Nacional del Menor reglamentará a los 
efectos pertinentes la concurrencia de adolescentes a 
locales de baile, espectáculos públicos de cualquier 
naturaleza, hoteles de alta rotatividad y afines. 


Corresponde asimismo al Instituto Nacional del 
Menor regular la asistencia de niños y adolescentes a 
espectáculos públicos de cualquier naturaleza. 


Artículo 187. (Prohibición de proveer).- Prohíbese 
la venta, provisión, arrendamiento o distribución a 
personas menores de dieciocho años de: 


1) Armas, municiones y explosivos. 


2) Bebidas alcohólicas. 


3) Tabacos, fármacos, pegamentos u otras sus- 
tancias que puedan significar un peligro o crear 
dependencia física o psíquica. 


4) Revistas, publicaciones, video casetes, discos 
compactos u otras formas de comunicación que 
violen las normas establecidas en los ar- 
tículos 181 a 183 de este Código. 


Artículo 188. (Fiscalización).- 


1) La fiscalización de lo establecido en los ar- 
tículos 181 a 187 de este Código, será facultad 
del Instituto Nacional del Menor. 


2) Las empresas o los particulares que no cum- 
plan con las obligaciones impuestas en los ar- 
tículos 181 a 187 de este Código, serán san- 
cionados con una multa, a juicio del Juez, entre 
50 UR (cincuenta unidades reajustables) y 
200 UR (doscientas unidades reajustables), 
según los casos. En los casos de reincidencia, 
podrán duplicarse los referidos montos. Las 
multas serán recaudadas por el Instituto Nacio- 
nal del Menor. 


El niño o adolescente encontrado en situación de 
riesgo será conducido y entregado por parte del Juez 
a los padres, tutor o encargado. El Juez advertirá a 
éstos personalmente y bajo su más seria responsabi- 
lidad de la situación. Si éstos han incumplido alguno 
de los deberes establecidos en el artículo 16 de este 
Código, el niño o adolescente será entregado al Ins- 
tituto Nacional del Menor. 


El Instituto Nacional del Menor podrá solicitar al 
Juez competente la clausura, por veinticuatro horas a 
diez días, del establecimiento en infracción. 


Artículo 189. (Competencia).- Serán competentes 
los Jueces Letrados de Familia en Montevideo, y los 
Jueces con competencia penal en el interior del país, 
quienes actuarán siguiendo el procedimiento extraor- 
dinario previsto por el Código General del Proceso. 


Será oído preceptivamente el Ministerio Público. 


Artículo 190. (Recurribilidad).- La sentencia podrá 
ser apelada ante el Tribunal de Apelaciones de Fami- 
lia respectivo, cuya decisión hará cosa juzgada. 


IV - Autorización para viajar 


Artículo 191. (Compañía de los padres o respon- 
sables).- Los niños y adolescentes no necesitan auto- 
rización para viajar cuando salen del país acompaña- 
dos de quienes ejerzan la patria potestad. 
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Artículo 192. (Uso del  pasaporte-habilitado).- 
Tampoco necesitan autorización cuando viajen en 
posesión de pasaporte válido autorizado por quienes 
ejerzan la patria potestad o habilitado de edad. 


Artículo 193. (Autorizaciones).- Los niños y ado- 
lescentes que viajen solos o en compañía de terceros 
fuera del país necesitan consentimiento de ambos 
padres o del representante legal en su caso. 


En caso de separación o divorcio de los padres, se 
requerirá la autorización de ambos. 


En los casos expuestos precedentemente si se 
planteara conflicto para consentimiento entre los otor- 
gantes del mismo, resolverá el Juez Letrado de Fami- 
lia quien fijará los detalles de la estadía en el exterior. 


Se seguirán los trámites del proceso incidental se- 
gún lo dispone el Código General del Proceso, oyén- 
dose preceptivamente al Ministerio Público en la au- 
diencia respectiva a la que bajo responsabilidad de- 
berá concurrir este último. 


La impugnación a la sentencia de primera instan- 
cia no tendrá efecto suspensivo, debiendo el Juzgado 
Letrado de Familia de Primera Instancia expedir tes- 
timonio de la sentencia sin más trámite, inmediata- 
mente de celebrada la audiencia correspondiente. 


Artículo 194. (Adoptados).- Los niños y adoles- 
centes adoptados por matrimonios extranjeros nece- 
sitan la autorización del Juez Letrado de Familia, aun 
cuando viajen con sus padres, la que se tramitará se- 
gún las normas del proceso voluntario (artículos 402 y 
siguientes del Código General del Proceso). 


CAPÍTULO XIV 
ACCIONES ESPECIALES 


Artículo 195. (Acción de amparo).- La acción de 
amparo para la protección de los derechos de los ni- 
ños y adolescentes se regirá por la Ley N* 16.011, de 
19 de diciembre de 1988, y por las siguientes disposi- 
ciones. 


Podrá ser deducida también por el Ministerio Pú- 
blico, cualquier interesado o las instituciones O aso- 
ciaciones de interés social que según la ley, o a juicio 
del Tribunal, garanticen una adecuada defensa de los 
derechos comprometidos. 


Procederá en todos los casos, excepto que exista 
proceso jurisdiccional pendiente, presumiéndose, sal- 
vo prueba en contrario, que los otros medios jurídicos 
de protección resultan ineficaces. 


Deberá ser promovida dentro de los treinta días a 
partir de la fecha en que se produjo el acto, hecho u 
omisión contra el que se recurre. 


Serán competentes en razón de la materia los 
Jueces Letrados de Familia. 


Artículo 196. (Intereses difusos).- Amplíase a la 
defensa de los derechos de los niños y adolescentes 
las previsiones del artículo 42 del Código General del 
Proceso. 


CAPÍTULO XV 


DE LA INVESTIGACIÓN DE LA PATERNIDAD O 
MATERNIDAD 


Artículo 197. (Principio general).- Las acciones de 
investigación de la paternidad o maternidad se regula- 
rán exclusivamente por las disposiciones contenidas 
en este Capítulo. 


La paternidad o maternidad declaradas asegura- 
rán al niño y adolescente todos los derechos corres- 
pondientes a la filiación natural, en especial, los dere- 
chos hereditarios inherentes a la misma, así como los 
alimentos necesarios para su desarrollo y bienestar y 
el derecho a llevar los apellidos de quienes resulten 
declarados como sus padres. 


Artículo 198. (Accionantes).- Podrán iniciar la ac- 

ción: 

1) El hijo, hasta los veinticinco años de edad. Du- 
rante la menor edad solamente podrá ser de- 
ducida la acción por la madre, el padre, o su 
representante legal, según correspondiere. 


2) La madre o el padre, desde que se constata la 
gravidez, hasta que el hijo cumpla dieciocho 
años. 


Si el padre o la madre fuere menor de edad, 
se le nombrará curador "ad litem". 


Si el padre o la madre menor de edad estu- 
viere internado en el Instituto Nacional del Me- 
nor, éste deberá solicitar al Juez Letrado de 
Familia, el nombramiento de curador "ad litem". 


3) El Instituto Nacional del Menor, de oficio, cuan- 
do tenga conocimiento que el niño ha sido ins- 
cripto como hijo de padres desconocidos, o que 
ingrese al establecimiento un niño o adoles- 
cente sin filiación paterna o materna, o cuando 
un niño o adolescente lo solicite. 


A efectos de esta acción, los Oficiales de la 
Dirección General del Registro de Estado Civil, 
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darán cuenta, en el primer caso, de dicha ins- 
cripción. 
El Instituto Nacional del Menor requerirá de 


las oficinas respectivas un informe semestral 
de estas situaciones. 


4) Cuando el presunto hijo o su representante le- 
gal ejercite conjuntamente con la acción de in- 
vestigación de paternidad o maternidad la de 
petición de herencia, el Actuario, bajo su más 
seria responsabilidad funcional, lo comunicará 
dentro de quince días al registro correspon- 
diente para su inscripción que producirá los 
efectos enunciados en el artículo 685 de Códi- 
go Civil. Si entre los demandados hubiese he- 
rederos testamentarios, o de los llamados a la 
herencia por el artículo 1025 del Código Civil, o 
cónyuge con derecho a gananciales o porción 
conyugal, cualquiera de ellos podrá obtener 
que se limite la interdicción a un bien o lote de 
bienes hereditarios cuyo valor cubra amplia- 
mente la legítima del actor, el que solo sobre 
ese bien o lote podrá perseguir el pago de su 
haber hereditario cuando le sea reconocida la 
filiación invocada y sin perjuicio de la acción 
personal que le corresponda por restitución de 
frutos. 


Artículo 199. (Emplazamiento).- En los casos pre- 
vistos por el numeral 3) del artículo 198, el Instituto 
Nacional del Menor iniciará los procedimientos judi- 
ciales ante el Juez de Familia competente, para que 
emplace al presunto padre o a la presunta madre del 
niño o adolescente con domicilio conocido. 


Si no se conociera el domicilio, se le emplazará 
por edictos, según lo establecido por el Código Gene- 
ral del Proceso. 


Artículo 200. (Acción del presunto padre o la pre- 
sunta madre).- Si el presunto padre o la presunta ma- 
dre comparece dentro del término y expresa su vo- 
luntad de iniciar por sí mismo la investigación, lo hará 
ajustándose al procedimiento fijado por este Capítulo. 


Artículo 201. (No comparecencia).- Si citado por 
segunda vez y bajo apercibimiento, el presunto padre 
O la presunta madre no comparece en autos, el Juez 
competente pondrá esta circunstancia en conoci- 
miento del Ministerio Público quien podrá proponer 
dos o más personas idóneas para que entre ellos se 
elija el curador "ad litem" del menor, quien instaurará 
y proseguirá la acción. 


Las citaciones previstas en el inciso anterior serán 
con plazo de diez días. 


Artículo 202. (Administrador legal).- El Instituto 
Nacional del Menor será el administrador legal de la 
pensión alimentaria que se obtenga como conse- 
cuencia de la acción, a la vez que será responsable 
del bienestar, salud y educación del niño o adoles- 
cente internado en sus dependencias. 


Artículo 203. (Procedimientos).- Las pretensiones 
que conciernen a las cuestiones de investigación de 
la paternidad o maternidad a que refiere este Capítu- 
lo, se tramitarán por el procedimiento ordinario pre- 
visto en el Código General del Proceso. 


Artículo 204. (Admisión de pruebas).- En esta 
clase de juicios serán admisibles todas las clases de 
prueba. La no colaboración para su diligenciamiento 
sin causa justificada, será tenida como una presun- 
ción simple en su contra. 


La excepción de mala conducta no tiene eficacia 
perentoria. 


Deberá oírse preceptivamente al Ministerio Públi- 
co. 


Artículo 205. (Maniobras artificiosas).- Cuando de 
la denuncia sobre paternidad o maternidad, resultase 
el empleo de maniobras artificiosas, se pasarán los 
antecedentes al Juzgado Letrado de Primera Instan- 
cia en lo Penal de Turno en la fecha que se invocó el 
engaño. 


CAPÍTULO XVI 


DE LA PÉRDIDA, LIMITACIÓN, SUSPENSIÓN O 
REHABILITACIÓN DE LA PATRIA POTESTAD 


Artículo 206. (Competencia).- Es Juez compe- 
tente para conocer en los juicios de pérdida, limita- 
ción, suspensión o rehabilitación de la patria potestad, 
en los casos previstos en los artículos 285, 286, 295 y 
296 del Código Civil, aunque la patria potestad sea 
ejercida de acuerdo con el artículo 177 del mismo 
Código, el Juez Letrado de Familia en Montevideo y 
los Jueces Letrados Departamentales del domicilio de 
los padres, y cuando el domicilio no sea conocido, el 
de la residencia del niño o adolescente. 


Artículo 207. (Responsabilidad del Ministerio Pú- 
blico).- La demanda deberá ser deducida por el Mi- 
nisterio Público siempre que tenga conocimiento de 
alguno de los hechos que puedan dar lugar a la pér- 
dida, limitación o suspensión de la patria potestad. 


Cuando el Juez de Familia reciba información 
fehaciente que aconseje la separación de un niño o 
adolescente de su familia de origen, previo asesora- 
miento técnico, deberá dar cuenta al Ministerio Públi- 
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co a fin de que éste determine si ejerce la facultad 
conferida en el inciso anterior. 


En todos los casos, deberá aplicarse lo dispuesto 
en el literal C) del artículo 35 de este Código. 


Lo dispuesto en este artículo no modifica la posibi- 
lidad de deducir la demanda por quienes asimismo 
poseen legitimación activa (artículo 289 del Código 
Civil). 


Artículo 208. (Procedimiento).- Las pretensiones 
que conciernen a las cuestiones de limitación, pérdi- 
da, suspensión o rehabilitación de la patria potestad, 
se tramitarán por el proceso extraordinario previsto en 
el Código General del Proceso (numeral 3) del ar- 
tículo 349, y artículos 346, 347 y 350). 


Artículo 209. (Administración de los bienes).- El 
Juez Letrado de Familia o los Jueces Letrados De- 
partamentales, cuando lo consideren conveniente, 
podrán entregar la administración de los bienes del 
niño o adolescente a instituciones bancarias de noto- 
ria responsabilidad. 


Artículo 210. (Reserva).- No serán de conoci- 
miento público las situaciones previstas en los ar- 
tículos 285, 286, 295 y 296 del Código Civil. 


No obstante, el Tribunal podrá decidir la publicidad 
del proceso siempre que las partes consintieran en 
ello (artículo 8% de la Ley N* 16.699, de 25 de abril de 
1995). 


CAPÍTULO XVII 


CONSEJO NACIONAL CONSULTIVO HONORARIO 
DE LOS DERECHOS DEL NIÑO Y ADOLESCENTE 


Artículo 211. (Creación).- Créase el Consejo Na- 
cional Consultivo Honorario de los Derechos del Niño 
y Adolescente que se integrará con dos representan- 
tes del Poder Ejecutivo -uno de los cuales lo presidi- 
rá-, uno del Instituto Nacional del Menor, uno del Po- 
der Judicial, uno de la Administración Nacional de 
Educación Pública, uno del Congreso de Intendentes, 
uno del Instituto Pediátrico "Luis Morquio", uno del 
Colegio de Abogados y dos de las organizaciones no 
gubernamentales de promoción y atención a la niñez 
y adolescencia. 


En caso de empate, el Presidente tendrá doble 
voto. 


La representación del Poder Ejecutivo coordinará 
directamente con los Ministerios de Deporte y Juven- 
tud, Trabajo y Seguridad Social, Educación y Cultura, 
Salud Pública, e Interior. 


Artículo 212. (Integración).- Los representantes 
de los organismos públicos deberán ser funcionarios 
de las más altas jerarquías. 


Los representantes de las organizaciones no gu- 
bernamentales serán designados por la Asociación 
Nacional de Organizaciones No Gubernamentales 
(ANONG). 


Artículo 213. (Convocatorias especiales).- El 
Consejo podrá convocar a sesiones extraordinarias 
consultivas a representantes de los Ministerios y or- 
ganismos públicos. Asimismo podrá convocar a re- 
presentantes de las organizaciones no gubernamen- 
tales y organizaciones privadas de promoción y aten- 
ción a la niñez y adolescencia. 


Artículo 214. (Competencia).- El Consejo que se 
crea, tendrá competencia a nivel nacional. Sus fines 
serán: 


1) Promover la coordinación e integración de las 
políticas sectoriales de atención a la niñez y 
adolescencia, diseñadas por parte de las dife- 
rentes entidades públicas vinculadas al tema. 


2) Elaborar un documento anual que contemple lo 
establecido en el numeral anterior. 


3) Ser oído preceptivamente en la elaboración del 
informe que el Estado debe elevar al Comité 
sobre los Derechos del Niño de las Naciones 
Unidas (artículo 44 de la Convención sobre De- 
rechos del Niño). 


4) Opinar, a requerimiento expreso, sobre las le- 
yes de presupuesto, rendición de cuentas y 
demás normas y programas que tengan rela- 
ción con la niñez y adolescencia. 


Artículo 215. (Recursos).- El Ministerio de Educa- 
ción y Cultura asignará los recursos necesarios para 
su funcionamiento y proveerá la infraestructura para 
realizar las reuniones del Consejo. 


Artículo 216. (Atribuciones).- El Consejo podrá 
crear Comisiones Departamentales o Regionales, re- 
glamentando su integración y funcionamiento. 


Dicha reglamentación podrá hacerse de manera 
tal, que se integren a las mismas los miembros y 
competencias de las Comisiones previstas por el ar- 
tículo 37 de la Ley N* 16.707, de 12 de julio de 1995. 


Artículo 217. (Funcionamiento).- El Consejo dicta- 
rá su reglamento interno de funcionamiento dentro del 
plazo de sesenta días a partir de su instalación. 
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CAPÍTULO XVII! 


REGISTRO DE INFORMACIÓN DE NIÑOS Y 
ADOLESCENTES 


Artículo 218. (Sistema de datos).- El Instituto Na- 
cional del Menor deberá desarrollar el Sistema Nacio- 
nal de Información sobre Niñez y Adolescencia, que 
deberá incluir datos sobre el niño o adolescente a su 
cargo y las instituciones que lo atienden. 


Artículo 219. (Seguimiento).- El Sistema Nacional 
de Información sobre Niñez y Adolescencia deberá 
generar datos que permitan un adecuado seguimiento 
de la atención del niño o adolescente y de la evolu- 
ción de la misma, así como generar la información 
necesaria para la formulación de las políticas de niñez 
y adolescencia. 


Artículo 220. (Colaboración).- 


1) Los distintos Poderes y reparticiones del Esta- 
do, instituciones privadas y organismos no gu- 
bernamentales, deberán aportar los datos e 
información pertinentes al Sistema Nacional de 
Información sobre Niñez y Adolescencia, sin 
perjuicio de la autonomía y competencia espe- 
cífica de cada institución pública o privada. 


2) La Suprema Corte de Justicia, a través de sus 
órganos competentes, desarrollará un sistema 
de información sobre niños y adolescentes 
atendido tanto por la judicatura de adolescen- 
tes como de familia. 


Los datos manejados por este Sistema Judicial de 
Información tendrán igual régimen y tratamiento que 
el establecido por los artículos 221 y 222 de este Có- 
digo. 


Artículo 221. (Reserva).- El Instituto Nacional del 
Menor será el custodio de la información contenida en 
el Sistema Nacional de Información sobre Niñez y 
Adolescencia, por lo que se deberá garantizar el uso 
reservado y confidencial de los datos correspondien- 
tes a cada niño o adolescente, en concordancia con 
su interés superior y en cumplimiento del derecho a la 
privacidad de su historia personal, como único pro- 
pietario de la misma. 


Artículo 222. (Limitaciones).- La información rela- 
tiva a niños y adolescentes no podrá ser utilizada co- 
mo base de datos para el rastreo de los mismos, una 
vez alcanzada la mayoría de edad. 


Los antecedentes judiciales y administrativos de 
los niños o adolescentes que hayan estado en con- 
flictio con la ley se deberán destruir en forma inme- 


diata al cumplir los dieciocho años o al cese de la 
medida. 


CAPÍTULO XIX 


Artículo 223. (Nueva denominación).- A partir de 
la promulgación de este Código, el Instituto Nacional 
del Menor (INAME) pasará a denominarse "Instituto 
del Niño y Adolescente del Uruguay" (INAU), mante- 
niendo su carácter de servicio descentralizado a to- 
dos sus efectos y competencias. 


Desde la publicación oficial de este Código, se in- 
cluirá en el texto la denominación del Instituto del Ni- 
ño y Adolescente del Uruguay (INAU). 


CAPÍTULO XX 


DEROGACIONES Y OBSERVANCIA DE ESTE 
CÓDIGO 


Artículo 224.- Derógase la Ley N* 9.342, de 6 de 
abril de 1934 (Código del Niño), sus modificaciones y 
todas las disposiciones legales que se opongan a 
este Código. 


Sala de la Comisión, 13 de diciembre de 2001. 


FELIPE MICHELINI, Miembro informan- 
te, DANIEL DÍAZ MAYNARD, JORGE 
ORRICO, MARGARITA PERCOVICH. 


Comisión de Constitución, Códigos, 
Legislación General y Administración 


INFORME DE LA COMISIÓN, EN MINORÍA 
(Artículo 134, inciso segundo del Reglamento) 


Señores Representantes: 


Vuestra Comisión de Constitución, Códigos, Le- 
gislación General y Administración se ha expedido 
con diversos informes sobre el proyecto de nuevo 
Código de la Niñez y la Adolescencia. La gran mayo- 
ría de los artículos fueron votados por la totalidad de 
los integrantes de la misma; las diferencias se con- 
centran en los artículos 69 y siguientes relativos al 
Capítulo denominado "De los adolescentes y las in- 
fracciones a la ley penal". Por este motivo, lo relacio- 
nado con el resto del articulado referido en el informe 
suscripto por los señores Representantes Barrera, 
Borsari Brenna, Fernández Chaves y Lacalle Pou es 
totalmente compartido por la firmante, que se da por 
reproducido en este informe. 


Analizaremos por lo tanto lo referido al Capítulo 
"De los adolescentes y las infracciones a la ley pe- 
nal". 


"Artículo 69. (Hechos calificados por la ley como 
delito).- A los efectos de este Código, se considerarán 
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solo las infracciones previstas por la ley como delitos, 
cuya pena mínima sea mayor a un año de prisión y 
cuyo máximo sea superior a los tres años de peniten- 
ciaría". 


Esta modificación propuesta recoge el concepto 
otorgado por la Comisión redactora en lo que refiere 
al período de pena (año de prisión—tres de penitencia- 
ría), pero se diferencia de la redacción original, ya 
que en ella primero se acota en el numeral 1) a que 
las "...acciones u omisiones dolosas consumadas...", 
es decir ante el hecho real ya acaecido. Esto dejaría 
fuera el grado de tentativa; por ello, en el numeral 2) 
se incluye por los miembros redactores la "...tentativa 
de infracciones gravísimas...", a efectos de evitar la 
punición sólo del hecho consumado y no del hecho 
tentado. Pero a su vez, si nos detenemos en el análi- 
sis, podemos observar que se hace una clara diferen- 
ciación en el numeral 1) incluyendo las figuras de 
"autor" o "coautor", dejándose fuera de concepto la fi- 
gura del "cómplice", que no está comprendida en nin- 
guna de las dos enunciadas a texto expreso en este 
numeral. Por ello, el numeral 3) intenta contemplar 
esta variante e incluye "La participación en calidad de 
cómplice...", pero acotadas a las "...infracciones gra- 
vísimas a la ley penal...". 


Por su parte, la modificación propuesta y que nos 
ocupa, reiteramos que si bien recoge el concepto 
esencial impuesto por la Comisión redactora original, 
simplifica el texto y acota el carácter interpretativo de 
la situación particular por parte del Juez aplicador del 
derecho, por cuanto establece claramente que "...A 
los efectos de este Código, se considerarán solo las 
infracciones previstas en la ley como delitos...”, inclu- 
yéndose aquí, sin necesidad de ser nombrados a 
texto expreso la graduación de autor, coautor, cómpli- 
ce, y permitiendo al Juez (sin tener que diferenciar el 
grado de intervención en el hecho delictivo para el 
caso en concreto) la aplicación del presente Código, 
por cuanto bastará remitirse a las infracciones pre- 
vistas por la ley como delitos, en su más amplia ga- 
ma. 


"Artículo 70. (Adolescente infractor).- Se denomina 
adolescente infractor a quien sea declarado respon- 
sable por sentencia ejecutoriada, dictada por Juez 
competente, como autor, coautor o cómplice de ac- 
ciones u omisiones descritas como infracciones a la 
ley penal". 


No se impone aquí practicar modificación alguna, 
por cuanto resulta claramente enunciada la calidad de 
adolescente, razón por la cual se mantendrá la redac- 


ción propuesta originalmente por los miembros re- 
dactores. 


"Artículo 71. (Relación causal).- Solo puede ser 
sometido a proceso especial regulado por este Códi- 
go el adolescente a quien se le pueda atribuir material 
o psicológicamente un hecho constitutivo de infrac- 
ción a la ley penal. 


La existencia de la infracción debe ser la conse- 
cuencia de su acción u omisión". 


Corresponde aquí precisar que los sujetos físicos 
a quienes se aplicará el presente Código en lo que 
hace a la efectividad y protección de los derechos son 
los niños y adolescentes. Por tanto y teniendo pre- 
sente que en nuestro derecho solo se imputa una ac- 
ción punitiva ante un hecho (que cometido por un su- 
jeto de derecho) es calificado por la ley como delito, 
meramente habrá que apreciar la categoría que de- 
tenta el sujeto infractor, y tanto sea éste, niño, ado- 
lescente o adulto capaz, se aplicará la normativa 
acorde; en la hipótesis que nos ocupa y a vía de 
ejemplo, si el infractor es un adolescente, será some- 
tido a proceso especial. Por tanto, deviene innecesa- 
rio y causa riesgo interpretativo la inclusión del pre- 
sente artículo, por lo que la supresión del mismo pa- 
rece lo más indicado. 


"Artículo 71. (Clases de infracción).- Son infraccio- 
nes gravísimas las conductas homicidas y todos los 
hechos calificados por la ley como delitos que tengan 
una pena mínima de penitenciaría. 


También serán consideradas infracciones gravísi- 
mas las contenidas en la Ley N* 17.016, de 22 de 
octubre de 1998, y la privación de libertad en todas 
sus formas, incluido el rapto". 


Si analizamos el texto original, vemos una enun- 
ciación efectivizada en forma muy puntual, descri- 
biendo una a una las infracciones gravísimas, en 
tanto que en la redacción propuesta se intenta la glo- 
balización de conductas (siempre que sean tipificadas 
como homicidas) y cumpliendo además con la condi- 
ción de que siendo los hechos acontecidos (para un 
caso puntual), los mismos puedan ser calificados por 
la ley como delitos; la clasificación así planteada per- 
mite la aplicación del presente Código en todos sus 
extremos, fuera aun de los casos enunciados en la 
redacción original. Esta redacción propuesta otorga 
sin duda razonable alguna, total certeza ya que inclu- 
ye la totalidad de hechos delictivos, sin necesidad de 
remitirse a figuras descriptas en forma concreta en 
nuestro Código Penal. Sin perjuicio de lo anterior, es 
de destacar que se pone especial énfasis en las con- 
ductas homicidas, enunciándolas específicamente, 
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pero en cualquiera de sus variables, habida cuenta la 
notoria conmoción social que causa este tipo de he- 
chos. 


"Artículo 72. (Adecuación a la normativa del Códi- 
go Penal y Ley N* 16.707, de 12 de julio de 1995).- El 
Juez deberá examinar cada uno de los elementos 
constitutivos de la responsabilidad, de las circunstan- 
cias que eximen de la aplicación de medidas o que 
aminoren el grado de las infracciones y el concurso 
de infracciones e infractores, tomando en cuenta los 
preceptos de la parte general del Código Penal, de la 
Ley N* 16.707, de 12 de julio de 1995, la condición de 
adolescentes y los presupuestos de perseguibilidad 
de la acción". 


Se mantendrá in-totum el texto del artículo original, 
por cuanto establece claros parámetros que deberá 
seguir el aplicador del derecho, permitiéndole un gra- 
do de evaluación de acuerdo con el criterio de la sana 
crítica, acotándolo a los principios generales previstos 
por la normativa ya vigente en la materia. 


"Artículo 
miento)". 


.- (Derechos y garantías del procedi- 


Corresponde aquí establecer las mismas conside- 
raciones que para el artículo 72, con la salvedad lógi- 
ca de que en el desarrollo del artículo que ahora ana- 
lizamos quedan preceptuados los principios rectores 
del régimen, como ser a vía de ejemplo y en forma no 
taxativa, legalidad, judicialidad, responsabilidad, hu- 
manidad, inocencia, etc. 


"Artículo 73. (Minoría de edad).- Modifícase el ar- 
tículo 34 del Código Penal, el que quedará redactado 
de la siguiente manera: 


"ARTÍCULO 34. (Minoría de edad).- No es imputa- 
ble el que ejecuta el hecho antes de haber cumplido 
la edad de dieciocho años, sin perjuicio de lo dis- 
puesto en los artículos 69 y siguientes del Código de 
la Niñez y la Adolescencia". 


En lo que refiere a la presente modificación del 
Código Penal, la misma preceptúa a texto expreso la 
imputabilidad o no de conformidad con que el sujeto 
que ocasiona el hecho puntual esté comprendido en 
una u otra franja cronológica en lo que a su edad re- 
fiere. Pero a su vez, no es ésta la única condición y 
esto es en definitiva lo que deviene aplicable al caso 
concreto el procedimiento instaurado en el Código 
que nos ocupa, por cuanto se ha impuesto a partir del 
Título Il identificado como "De los adolescentes y las 
infracciones a la ley penal", el régimen a seguir por el 
Juez en la hipótesis de que el sujeto haya violado las 
infracciones previstas por la ley como delito y demás 


consideraciones vertidas en el resto del articulado del 
Título referido. 


"Artículo 74. (Calificación y régimen provisional).- 
Si se tratare de imputados menores de dieciocho 
años y mayores de dieciséis años, y la conducta atri- 
buida fuere de las que este Código califica como in- 
fracciones gravísimas a la ley penal (artículo 71), el 
Juez Letrado de Adolescentes competente, debida- 
mente asesorado e ilustrado por los informes pericia- 
les psicológicos, psiquiátricos y criminológicos que 
solicitará al Instituto Técnico Forense, al Instituto Na- 
cional de Criminología, o cualquier otro que estimare 
de conocimiento conveniente, previo dictamen del Mi- 
nisterio Público, deberá pronunciarse respecto de si el 
adolescente, al momento de cometer el hecho que se 
le imputa, actuó con discernimiento". 


Establece este artículo una facultad especial para 
el aplicador del derecho, y es especificar, más allá de 
la tipificación de la infracción, un dictamen que esta- 
blezca si el sujeto de derecho (en la especie el ado- 
lescente), actuó entre otros elementos, con plena 
conciencia de su acto. Para este dictamen se esta- 
blece a texto expreso qué requisitos, en aras de la 
salvaguarda del adolescente, debe necesariamente 
cumplir el Juez en la oportunidad, pero agregando a 
su vez la libertad necesaria para que, como medida 
para mejor proveer, pueda la sede competente consi- 
derarse suficientemente instruida. El artículo en sí 
mismo y considerado como un todo, es medular a los 
efectos del procedimiento y es en definitiva la clave o 
el paso procesal que se torna necesario como condi- 
ción "sine quanum" para la habilitación de competen- 
cia penal. 


"Artículo 75. (Procedimiento).- Si el pronuncia- 
miento respecto de la imputabilidad del adolescente 
fuere afirmativo, la Sede de Adolescentes remitirá de 
oficio la totalidad de las actuaciones cumplidas al 
Juzgado Letrado en lo Penal que por turno corres- 
ponda, el que asumirá competencia. En caso contra- 
rio, el adolescente permanecerá a disposición del 
Juez Letrado de Adolescentes sujeto a la normativa 
prevista en este Código. 


La resolución será apelable, con efecto suspensi- 
vo, dentro del plazo de cinco días hábiles, sustan- 
ciándose el recurso con un traslado por igual término 
a la otra parte". 


Se establecen las condiciones resultantes del dic- 
tamen judicial, en el que para el caso de decretarse 
discernimiento por parte del adolescente al momento 
de cometer la infracción (siempre teniendo presente 
que nos referimos a infracciones gravísimas a la ley 
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penal), en forma procesal automática (de oficio, sin 
petición de parte), el Juez actuante queda subrogado 
de su competencia, asumiendo sobre el adolescente 
competencia la Sede Penal, con las consecuencias 
lógicas y jurídicas que ello implica. Por su parte, en 
caso de dictaminar lo contrario (falta de discerni- 
miento al momento de acaecer el hecho), mantiene el 
Juez actuante la competencia y por ende el procedi- 
miento de este Código sobre el infractor. 


Cabe acotar que para el cumplimiento efectivo del 
debido proceso, así como manteniéndose un principio 
ya consagrado en nuestro ordenamiento positivo, se 
establece la igualdad procesal de las partes en lo que 
a la defensa de sus mutuos intereses se refiere, abre- 
viándose los plazos a un término perentorio de cinco 
días, pero en aras de la salvaguarda de los intereses 
y derechos efectivos del adolescente, se establece a 
texto expreso que dicha apelación tendrá efecto sus- 
pensivo, vale decir que se mantiene un "status quo" 
hasta la resolución final, en la que el infractor perma- 
nece a la orden del Juez Letrado de Adolescentes. 


"Artículo 76. (Alteratoria de la pena).- Los delitos 
cometidos por adolescentes de dieciocho años y ma- 
yores de dieciséis años, sometidos a la justicia penal, 
en virtud de lo dispuesto en los artículos anteriores, 
serán castigados con la tercera parte a la mitad de la 
pena correspondiente al tipo delictual incriminado, 
según las circunstancias alteratorias concurrentes". 


Mediante este texto, se busca (dadas que sean las 
circunstancias allí descriptas), atenuar el efecto di- 
recto de la pena sobre el adolescente, en una clara 
protección debido a la materia de que se trata y apli- 
cando en la práctica los principios rectores del régi- 
men del Código, que nos ocupa este análisis jurídico. 


"Artículo 77. (Condiciones de reclusión).- Facúlte- 
se al Poder Ejecutivo a adoptar, con carácter urgente, 
las medidas que estime pertinentes a fin de que la re- 
clusión de los menores de dieciocho años y mayores 
de dieciséis años, procesados o condenados por la 
justicia penal, se cumpla separadamente y evitando el 
contacto con los reclusos mayores de edad". 


De la simple lectura surge que el Poder Ejecutivo 
podría adoptar medidas con carácter particular, es 
decir, sobre uno o cada uno de los procesados o con- 
denados por la justicia penal que cumplan solamente 
con el requisito de estar en la franja de edad determi- 
nada; en la hipótesis, bastaría el ejercicio de un dere- 
cho de petición en vía administrativa para accionar las 
bondades evidentes de este artículo. Es indudable 
que no es el espíritu de la norma, por lo que conviene 
a derecho que se interprete que esta norma se aplica 


con carácter general y no particular, siendo esto me- 
dular a los efectos de no ver desviado el objetivo real 
de la misma. 


En suma y como corolario final de este análisis, se 
puede entender cabalmente que las modificaciones 
propuestas no afectan el texto en su redacción origi- 
nal, sino que amplían el espectro de aplicación, y que 
torna ello en un mayor amparo a los sujetos de dere- 
cho que serán regidos por el Código de la Niñez y la 
Adolescencia. 


Por lo expuesto, aconsejamos al Cuerpo la apro- 
bación del siguiente proyecto de ley. 


Sala de la Comisión, 13 de diciembre de 2001. 


DIANA SARAVIA OLMOS, Miembro in- 
formante. 


PROYECTO DE LEY 
CÓDIGO DE LA NIÑEZ Y LA ADOLESCENCIA 
CAPÍTULO | 
PRINCIPIOS GENERALES 


Artículo 12. (Ámbito de aplicación).- El Código de 
la Niñez y la Adolescencia es de aplicación a todos 
los seres humanos menores de dieciocho años de 
edad. 


A los efectos de la aplicación de este Código, se 
entiende por niño a todo ser humano hasta los trece 
años de edad y por adolescente a los mayores de tre- 
ce y menores de dieciocho años de edad. 


Siempre que este Código se refiere a niños y 
adolescentes comprende ambos géneros. 


Artículo 22. (Sujetos de derechos, deberes y ga- 
rantías).- Todos los niños y adolescentes son titulares 
de derechos, deberes y garantías inherentes a su ca- 
lidad de personas humanas. 


Artículo 3*. (Principio de protección de los dere- 
chos).- Todo niño y adolescente tiene derecho a las 
medidas especiales de protección que su condición 
de sujeto en desarrollo exige por parte de su familia, 
de la sociedad y del Estado. 


Artículo 4*. (Interpretación).- Para la interpreta- 
ción de este Código, se tendrán en cuenta las dispo- 
siciones y principios generales que informan la Cons- 
titución de la República, la Convención sobre los De- 
rechos del Niño, leyes nacionales y demás instru- 
mentos internacionales que obligan al país. 
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En los casos de duda se deberá recurrir a los crite- 
rios generales de interpretación y, especialmente, a 
las normas propias de cada materia. 


Artículo 5*. (Integración).- En caso de vacío legal 
o insuficiencia se deberá recurrir a los criterios gene- 
rales de integración y, especialmente, a las normas 
propias de cada materia. 


Artículo 6*. (Criterio específico de interpretación e 
integración: el interés superior del niño y adolescen- 
te).- Para la interpretación e integración de este Códi- 
go se deberá tener en cuenta el interés superior del 
niño y adolescente, que consiste en el reconocimiento 
y respeto de los derechos inherentes a su calidad de 
persona humana. En consecuencia, este principio no 
se podrá invocar para menoscabo de tales derechos. 


Artículo 72. (Concurrencia para la efectividad y la 
protección de los derechos de los niños y adolescen- 
tes).- 


1) La efectividad y protección de los derechos de 
los niños y adolescentes es prioritariamente de 
los padres o tutores -en su caso-, sin perjuicio 
de la corresponsabilidad de la familia, la comu- 
nidad y el Estado. 


2) El Estado deberá actuar en las tareas de 
orientación y fijación de las políticas generales 
aplicables a las distintas áreas vinculadas a la 
niñez y adolescencia y a la familia, coordinando 
las actividades públicas y privadas que se 
cumplen en tales áreas. 


3) En casos de insuficiencia, defecto o imposibili- 
dad de los padres y demás obligados, el Esta- 
do deberá actuar preceptivamente, desarro- 
llando todas las actividades integrativas, com- 
plementarias o supletivas que sean necesarias 
para garantizar adecuadamente el goce y ejer- 
cicio de los derechos de los niños y adoles- 


centes. 
CAPÍTULO Il 
DE LOS DERECHOS DE LOS NIÑOS Y 
ADOLESCENTES 


Artículo 8*. (Principio general).- Todo niño y ado- 
lescente goza de los derechos inherentes a la perso- 
na humana. Tales derechos serán ejercidos de 
acuerdo a la evolución de sus facultades, y en la for- 
ma establecida por la Constitución de la República, 
los instrumentos internacionales, este Código y las le- 
yes especiales. En todo caso tiene derecho a ser oído 
y obtener respuestas cuando se tomen decisiones 
que afecten su vida. 


Podrá acudir a los Tribunales y ejercer los actos 
procesales en defensa de sus derechos, siendo pre- 
ceptiva la asistencia letrada. El Juez ante quien acuda 
tiene el deber de designarle curador, cuando fuere 
pertinente, para que lo represente y asista en sus 
pretensiones. 


Los Jueces, bajo su más seria responsabilidad, 
deberán adoptar las medidas necesarias para asegu- 
rar el cumplimiento de lo establecido en los incisos 
anteriores, debiendo declararse nulas las actuaciones 
cumplidas en forma contraria a lo aquí dispuesto. 


Artículo 9% (Derechos esenciales).- Todo niño y 
adolescente tiene derecho intrínseco a la vida, digni- 
dad, libertad, identidad, integridad, imagen, salud, 
educación, recreación, descanso, cultura, participa- 
ción, asociación, a los beneficios de la seguridad so- 
cial y a ser tratado en igualdad de condiciones cual- 
quiera sea su sexo, su religión, etnia o condición so- 
cial. 


Artículo 10. (Derecho del niño y adolescente con 
capacidad diferente).- Todo niño y adolescente, con 
capacidad diferente psíquica, física o sensorial, tiene 
derecho a vivir en condiciones que aseguren su parti- 
cipación social a través del acceso efectivo especial- 
mente a la educación, cultura y trabajo. 


Este derecho se protegerá cualquiera sea la edad 
de la persona. 


Artículo 11. (Derecho a la privacidad de la vida).- 
Todo niño y adolescente tiene derecho a que se res- 
pete la privacidad de su vida. Tiene derecho a que no 
se utilice su imagen en forma lesiva, ni se publique 
ninguna información que lo perjudique y pueda dar 
lugar a la individualización de su persona. 


Artículo 12. (Derecho al disfrute de sus padres y 
familia).- La vida familiar es el ámbito adecuado para 
el mejor logro de la protección integral. 


Todo niño y adolescente tiene derecho a vivir y a 
crecer junto a su familia y a no ser separado de ella 
por razones económicas. 


Solo puede ser separado de su familia cuando, en 
su interés superior y en el curso de un debido proce- 
so, las autoridades determinen otra relación personal 
sustitutiva. 


En los casos en que sobrevengan circunstancias 
especiales que determinen la separación del núcleo 
familiar, se respetará su derecho a mantener vínculos 
afectivos y contacto directo con uno o ambos padres, 
salvo si es contrario a su interés superior. 
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Si el niño o adolescente carece de familia, tiene 
derecho a crecer en el seno de otra familia o grupo de 
crianza, la que será seleccionada atendiendo a su 
bienestar. 


Solo en defecto de esta alternativa, se considerará 
el ingreso a un establecimiento público o privado. Se 
procurará que su estancia en el mismo sea transitoria. 


Artículo 13. (Conflictos armados).- Los niños y 
adolescentes no pueden formar parte de las hostilida- 
des en conflictos armados ni recibir preparación para 
ello. 


CAPÍTULO I1 
DE LOS DEBERES DEL ESTADO 


Artículo 14. (Principio general).- El Estado prote- 
gerá los derechos de todos los niños y adolescentes 
sujetos a su jurisdicción, independientemente del ori- 
gen étnico, nacional o social, el sexo, el idioma, la re- 
ligión, la opinión política o de otra índole, la posición 
económica, los impedimentos psíquicos o físicos, el 
nacimiento o cualquier otra condición del niño o de 
sus representantes legales. 


El Estado pondrá el máximo empeño en garantizar 
el reconocimiento del principio de que ambos padres 
o sus representantes legales, cuya preocupación fun- 
damental será el interés superior del niño, tienen obli- 
gaciones y derechos comunes en lo que respecta a 
su crianza y desarrollo. 


El Estado asegurará la aplicación de toda norma 
que dé efectividad a esos derechos. 


Artículo 15. (Protección especial).- El Estado tie- 
ne la obligación de proteger especialmente a los ni- 
ños y adolescentes respecto a toda forma de: 


A) Abandono, abuso sexual o explotación de la 
prostitución. 


B) Trato discriminatorio, hostigamiento, segrega- 
ción o exclusión en los lugares de estudio, es- 
parcimiento o trabajo. 


C) Explotación económica o cualquier tipo de tra- 
bajo nocivo para su salud, educación o para su 
desarrollo físico, espiritual o moral. 


D) Tratos crueles, inhumanos o degradantes. 


E) Estímulo al consumo de tabaco, alcohol, inha- 
lantes y drogas. 


F) Situaciones que pongan en riesgo su vida o in- 
citen a la violencia, como el uso y el comercio 
de armas. 


G) Situaciones que pongan en peligro su seguri- 
dad, como detenciones y traslados ilegítimos. 


H) Situaciones que pongan en peligro su identi- 
dad, como adopciones ¡legítimas y ventas. 


l) Incumplimiento de los progenitores o respon- 
sables de alimentarlos, cuidar su salud y velar 
por su educación. 


CAPÍTULO IV 


DE LOS DEBERES DE LOS PADRES O 
RESPONSABLES 


Artículo 16. (De los deberes de los padres o res- 
ponsables).- Son deberes de los padres o responsa- 
bles respecto de los niños y adolescentes: 


A) Respetar y tener en cuenta el carácter de su- 
jeto de derecho del niño y del adolescente. 


B) Alimentar, cuidar su salud, su vestimenta y ve- 
lar por su educación. 


C) Respetar el derecho a ser oído y considerar su 
opinión. 

D) Colaborar para que sus derechos sean efecti- 
vamente gozados. 


E) Prestar orientación y dirección para el ejercicio 
de sus derechos. 


F) Corregir adecuadamente a sus hijos o tutela- 
dos. 


G) Solicitar o permitir la intervención de servicios 
sociales especiales cuando se produzca un 
conflicto que no pueda ser resuelto en el inte- 
rior de la familia y que pone en grave riesgo la 
vigencia de los derechos del niño y del adoles- 
cente. 


H) Velar por la asistencia regular a los centros de 
estudio y participar en el proceso educativo. 


) Todo otro deber inherente a su calidad de tal. 
CAPÍTULO V 


DE LOS DEBERES DE LOS NIÑOS Y 
ADOLESCENTES 


Artículo 17. (De los deberes de los niños y ado- 
lescentes).- Todo niño y adolescente tiene el deber de 
mantener una actitud de respeto en la vida de rela- 
ción familiar, educativa y social, así como de emplear 
sus energías físicas e intelectuales en la adquisición 
de conocimientos y desarrollo de sus habilidades y 
aptitudes. 
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Especialmente deberán: 


A) Respetar y obedecer a sus padres o responsa- 
bles, siempre que sus órdenes no lesionen sus 
derechos o contravengan las leyes. 


B) Cuidar, en la medida de sus posibilidades, a 
sus ascendientes en su enfermedad y anciani- 
dad. 


C) Respetar los derechos, ideas y creencias de los 
demás. 


D) Respetar el orden jurídico. 
E) Conservar el medio ambiente. 


F) Prestar, en la medida de sus posibilidades, el 
servicio social o ayuda comunitaria, cuando las 
circunstancias así lo exijan. 


G) Cuidar y respetar su vida y su salud. 
CAPÍTULO VI 


POLÍTICAS SOCIALES DE PROMOCIÓN Y 
PROTECCIÓN A LA NIÑEZ Y ADOLESCENCIA 


Artículo 18. 
mentales: 


(Objetivos).- Son objetivos funda- 


A) Promoción social. Deberá asegurarse la pro- 
moción tendiente a favorecer el desarrollo inte- 
gral de todas las potencialidades del niño y del 
adolescente como persona en condición de ser 
en desarrollo, a efectos de procurar su integra- 
ción social en forma activa y responsable como 
ciudadano. Se cuidará especialmente la pro- 
moción en equidad, evitando que se generen 
desigualdades por conceptos discriminatorios 
por causa de sexo, etnia, religión o condición 
social. 


B) Protección y atención integral. Deberá asegu- 
rarse una protección integral de los derechos y 
deberes de los niños y adolescentes, así como 
asegurar una atención especial por parte del 
Estado y de la sociedad ante la necesidad de 
ofrecer atención personalizada en determina- 
das situaciones. 


Artículo 19. (Vida familiar y en sociedad).- Son 
principios básicos: 


A) El fortalecimiento de la integración y perma- 
nencia de los niños y adolescentes en los ám- 
bitos primarios de socialización: la familia y las 
instituciones educativas. 


B) La descentralización territorial que asegure el 
acceso de los niños, adolescentes y familias, 
en toda la gama de servicios básicos. 


C) La participación de la sociedad civil y la promo- 
ción de la solidaridad social hacia los niños y 
adolescentes. 


Artículo 20. (Afirmación de políticas sociales).- 
Las normas que regulan la vigencia efectiva de los 
derechos de los niños y adolescentes en las áreas de 
supervivencia y desarrollo, requerirán de la imple- 
mentación de un sistema de políticas sociales bási- 
cas, complementarias, de protección especial, de ca- 
rácter integral, que respondan a la diversidad de rea- 
lidades y comprendan la coordinación entre el Estado 
y la sociedad civil. 


Artículo 21. (Criterio rector).- Es criterio rector 
velar por el desarrollo armónico de los niños y ado- 
lescentes, correspondiendo fundamentalmente a la 
familia y a los sistemas de salud y educación su se- 
guimiento hasta la mayoría de edad, según el princi- 
pio de concurrencia que emerge del artículo 7” de 
este Código. 


Artículo 22. (Líneas de acción).- La atención ha- 
cia la niñez y la adolescencia se orientará primordial- 
mente a: 


A) La aplicación de políticas sociales básicas, que 
hagan efectivos los derechos consagrados en 
la Constitución de la República, para todos los 
niños y los adolescentes. 


B) La creación de programas de atención integral, 
para aquellos que los necesiten, por carencia 
temporal o permanente: niños y adolescentes 
con capacidad diferente, situación de desampa- 
ro o marginalidad. 


C) La implementación de medidas apropiadas pa- 
ra que los niños tengan derecho a beneficiarse 
de los servicios de instalaciones de guarda, es- 
pecialmente en el caso de que los padres tra- 
bajen. 


D) La adopción de programas integrales y servi- 
cios especiales de prevención y atención médi- 
ca y psicosocial a las víctimas de negligencia, 
maltrato, violencia o explotación laboral o se- 
xual. 


E) La aplicación de programas de garantías para 
la protección jurídico-social de los niños y ado- 
lescentes en conflicto con la ley, y de educa- 
ción para la integración social. 
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F) La adopción de programas de promoción de la 
niñez y adolescencia en las áreas deportivas, 
culturales y recreativas, entre otras. 


G) La creación de sistemas de indicadores de de- 
sarrollo del niño y del adolescente, respetando 
el derecho a la privacidad y el secreto profesio- 
nal. 


CAPÍTULO VII 
| - De la filiación 


Artículo 23.- (Derecho a la filiación).- Todo niño y 
adolescente tiene derecho a conocer quiénes son sus 
padres. 


Artículo 24. (Derecho a la protección).- Todo niño 
y adolescente tiene derecho, hasta la mayoría de 
edad, a recibir de sus padres y responsables la pro- 
tección y cuidados necesarios para su adecuado de- 
sarrollo integral y es deber de éstos el proporcionár- 
selos. 


Artículo 25. (Derecho a la identidad).- Sin perjui- 
cio de las normas del Registro de Estado Civil, el re- 
cién nacido deberá ser identificado mediante las im- 
presiones plantar y digital acompañadas por la impre- 
sión digital de la madre. 


Todas las maternidades públicas y privadas debe- 
rán llevar un registro para cumplir con lo dispuesto en 
el inciso anterior, al momento de realizarse el parto. 
Se le otorgará copia a la madre y se enviará otra al 
Registro de Estado Civil. 


Los médicos o parteros que asistan nacimientos 
fuera de la maternidad, deberán realizar el registro de 
igual forma y, en caso de imposibilidad, anotarlo en la 
historia clínica. 


En este último caso y fuera de las hipótesis seña- 
ladas anteriormente, las impresiones digital y plantar 
del recién nacido se tomarán al momento de hacerse 
la inscripción en el Registro de Estado Civil. 


Artículo 26. (Derecho al nombre y apellidos fami- 
liares).- Todo niño tiene derecho, desde su naci- 
miento, a ser inscripto con nombre y apellido. 


Artículo 27. (Del nombre).- 


1) El hijo habido dentro del matrimonio llevará 
como primer apellido el de su padre y como 
segundo el de su madre. 


2) El hijo habido fuera del matrimonio inscripto por 
ambos padres, llevará como primer apellido el 
de su padre y como segundo el de su madre. 


3) El hijo habido fuera del matrimonio inscripto por 


— 


— 


— 


su padre llevará como primer apellido el de 
éste y como segundo el de la mujer que surja 
acreditada como su madre. 


El hijo habido fuera del matrimonio inscripto por 
su madre llevará los dos apellidos de ésta. Si la 
madre no tuviere segundo apellido el niño lleva- 
rá como primero el de su madre biológica se- 
guido de uno de uso común. 


El hijo habido fuera del matrimonio que no es 
inscripto por su padre ni por su madre, llevará 
igualmente en segundo lugar el apellido de su 
madre, en caso de ser ésta conocida y en pri- 
mer lugar uno de uso común. 


El hijo habido fuera del matrimonio cuyos pa- 
dres se desconocen, inscripto de oficio, llevará 
dos apellidos de uso común seleccionados por 
el Oficial del Registro de Estado Civil intervi- 
niente. 


Los apellidos de uso común serán sustituidos 
por el del padre o la madre que reconozca a su 
hijo o sean declarados tales por sentencia, de- 
biendo recabarse a tales efectos la voluntad del 
reconocido que haya cumplido los trece años 
de edad (artículo 32). 


El hijo habido fuera del matrimonio inscripto por 
un familiar del niño, llevará dos apellidos, como 
primer apellido uno de uso común, selecciona- 
do por el familiar interviniente y en segundo lu- 
gar el de la madre conocida. 


En los casos de legitimación adoptiva, el hijo 
llevará como primer apellido el de su padre y 
como segundo el de su madre legitimantes. La 
sentencia que autorice la legitimación adoptiva 
dispondrá el o los nombres de pila con que se- 
rá inscripto el legitimado. 


En los casos de adopción simple realizada por 
un matrimonio, el o los apellidos del adoptado 
serán sustituidos por el del padre y madre 
adoptantes. Si la adopción simple fuere reali- 
zada por un hombre, el adoptado sustituirá su 
primer apellido por el del adoptante. Si la adop- 
ción simple fuere realizada por una mujer, el 
adoptado sustituirá su segundo apellido por el 
de la adoptante. No obstante, si se tratare de la 
adopción de un adolescente, podrá convenir 
con el o los adoptantes si mantendrá sus ape- 
llidos de origen o sustituirá alguno de ellos por 
el del o de los adoptantes. 
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En la sentencia deberá dejarse constancia de la 
decisión respecto de los apellidos del adoptado, la 
que será anotada al margen de la partida de naci- 
miento. 


Artículo 28. (Derecho y deber a reconocer los hi- 
jos propios).- Todo progenitor tiene el derecho y el 
deber, cualquiera fuere su estado civil, de reconocer a 
sus hijos. 


Derógase el inciso tercero del artículo 227 del Có- 
digo Civil. 


Modifícase la redacción del inciso cuarto del ar- 
tículo 227 del Código Civil, el que quedará redactado 
de la siguiente forma: "No se admitirá el reconoci- 
miento de hijos naturales, aun después de disuelto el 
matrimonio, cuando ese reconocimiento se pretenda 
hacer a favor de una persona que tenga la posesión 
notoria de hijo legítimo, sin perjuicio de las acciones 
que, legalmente, se admiten para contestar esa filia- 
ción". 

Entiéndese, en todo el ordenamiento jurídico, las 
expresiones "hijo legítimo" e "hijo natural" como "hijo 
habido dentro del matrimonio" e "hijo habido fuera del 
matrimonio", respectivamente. 


Artículo 29.- Sustitúyense los artículos 214, 215, 
216, 217, 218, 219, 220 y 221 del Código Civil, los 
que quedarán redactados de la siguiente manera: 


"ARTÍCULO 214.- Viviendo los cónyuges de con- 
suno, y sin perjuicio de la prueba en contrario, la 
ley considera al marido padre de la criatura con- 
cebida por su esposa durante el matrimonio. 


Las personas legitimadas por la ley, podrán des- 
truir esta presunción acreditando que el vínculo 
biológico de paternidad no existe. 


ARTÍCULO 215.- Se considera concebida dentro 
del matrimonio, a la criatura nacida fuera de los 
ciento ochenta días después de contraído éste y 
dentro de los trescientos días siguientes a su di- 
solución. Esta presunción es relativa. 


ARTÍCULO 216.- Se considera, asimismo, al mari- 
do padre de la criatura nacida de su mujer dentro 
de los ciento ochenta días siguientes al matrimo- 
nio, siempre que aquél haya conocido el embarazo 
antes de contraer matrimonio o haya admitido su 
paternidad expresa o tácitamente por cualquier 
medio inequívoco. Fuera de estos casos, bastará 
al marido con negar judicialmente la paternidad de 
la criatura habida por su mujer, de lo que se le da- 
rá conocimiento a ésta. Si la madre se opusiera 
surgirá el contradictorio. 


ARTÍCULO 217.- La presunción de paternidad del 
marido que se configura conforme a lo dispuesto 
por los artículos 214, 215 y 216 de este Código, 
podrá ser libremente impugnada por el marido, el 
hijo o los herederos de uno u otro, dentro de los 
plazos y en las condiciones que se dispone en los 
artículos siguientes. 


ARTÍCULO 218.- El marido podrá ejercer la acción 
de desconocimiento de paternidad a efectos de 
impugnar la presunción de legitimidad que hubiera 
surgido, dentro del plazo de un año contado desde 
que tomó conocimiento del nacimiento de la criatu- 
ra cuya paternidad la ley le atribuye. 


Sus herederos podrán continuar la acción inten- 
tada por éste, o iniciar la misma, si el marido hu- 
biera muerto dentro del plazo hábil para deducirla. 
Los herederos dispondrán del plazo de un año a 
contar desde el fallecimiento del marido. 


ARTÍCULO 219.- Hallándose el hijo en posesión 
del estado filiatorio legítimo, tenga o no su título, 
podrá impugnar la presunción de paternidad, ac- 
tuando debidamente representado por un curador 
ad litem, dentro del plazo de un año a contar des- 
de el nacimiento. Si la acción no hubiera sido in- 
tentada durante la menor edad del hijo, podrá 
ejercerla éste dentro del plazo de un año a partir 
de su mayoría. En caso de fallecer el hijo dentro 
del plazo hábil para interponer la demanda de im- 
pugnación de la paternidad o durante su minoría 
de edad sin haberla interpuesto, la acción podrá 
ser ejercida por los herederos de éste dentro del 
plazo que aquél contaba. 


ARTÍCULO 220.- De faltar la posesión de estado 
de filiación legítima aun cuando exista su título, la 
acción de desconocimiento de paternidad podrá 
ser intentada indistintamente por la madre, por un 
curador ad litem que actúe en representación del 
hijo, por el padre biológico que manifieste su áni- 
mo de reconocerlo o por el hijo al llegar a la mayo- 
ría de edad. La madre y el padre biológico no po- 
drán accionar una vez que su hijo haya llegado a 
la mayoría de edad. En ausencia de posesión de 
estado de filiación legítima, la acción será impres- 
criptible para el hijo. 


En los casos en que este artículo, el precedente 
y el inciso cuarto del artículo 227 se refieren a po- 
sesión de estado, no se requiere el transcurso del 
tiempo reclamado por el artículo 47 de este Códi- 
go. 


El acogimiento de la acción deducida por la ma- 
dre o por el padre biológico, dejará al hijo empla- 
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zado en el estado civil de hijo natural del deman- 
dante. 


ARTÍCULO 221.- El proceso no será válidamente 
entablado si no intervienen en el mismo, en cali- 
dad de sujetos activos o pasivos, en su caso, el 
marido, la madre y el hijo de ésta". 


Artículo 30. (Capacidad de los padres para reco- 
nocer a sus hijos).- Todo progenitor tiene el derecho y 
el deber, cualquiera fuere su estado civil y edad, a re- 
conocer a su hijo. 


No obstante, las mujeres menores de doce años y 
los varones menores de catorce no podrán realizar 
reconocimientos válidos sin aprobación judicial, previa 
vista del Ministerio Público. 


En los casos de padres niños o adolescentes no 
casados, el Juez decidirá a quién se le atribuyen los 
derechos y deberes inherentes a la tutela, otorgando 
preferencia a los abuelos que convivan con el padre 
que reconoce y el reconocido. 


Previo a todas las decisiones a que refiere el inci- 
so anterior que requieran autorización judicial, se de- 
berá oír al padre o a la madre que haya reconocido al 
hijo y que aún no tenga dieciocho años cumplidos de 
edad. 


La patria potestad será ejercida en forma plena 
por ambos padres, a partir de que éstos cumplan die- 
ciocho años. 


Artículo 31. (Formalidades del reconocimiento).- 
El reconocimiento puede tener lugar: 


1) Por la simple declaración formulada ante el Ofi- 
cial del Registro de Estado Civil por el padre o 
la madre biológicos en oportunidad de la ins- 
cripción del nacimiento del hijo, como hijo habi- 
do fuera del matrimonio, suponiendo la sola 
inscripción reconocimiento expreso. 


2) Por testamento, en cuyo caso el reconoci- 
miento podrá ser expreso o implícito. 


3) Por escritura pública. 


Artículo 32. (Voluntad del hijo).- Cuando el hijo 
fuere reconocido luego de haber cumplido trece años 
de edad, tiene derecho a expresar en forma ante el 
Oficial del Registro de Estado Civil su voluntad de se- 
guir usando los apellidos con los que hasta entonces 
era identificado. Dicha expresión de voluntad será 
anotada al margen de su partida de nacimiento. 


Artículo 33. (Inscripción tardía).- El derecho con- 
sagrado en el artículo anterior, también rige para los 


supuestos de inscripciones tardías de hijos mayores 
de trece años. 


Tratándose de inscripción tardía de hijos habidos 
dentro del matrimonio, basta con la presencia de uno 
o de ambos padres, sin perjuicio del cumplimiento de 
las disposiciones legales correspondientes. 


II - De la tenencia del niño y adolescente 
Artículo 34.(Tenencia por los padres).- 


1) Cuando los padres estén separados, se deter- 
minará de común acuerdo cómo se ejercerá la 
tenencia (artículo 177 del Código Civil). 


2) De no existir acuerdo de los padres, la tenencia 
la resolverá el Juez de Familia, dictando las 
medidas necesarias para su cumplimiento. 


Artículo 35. (Facultades del Juez de Familia).- En 
caso de no existir acuerdo de los padres, el Juez re- 
solverá, teniendo en cuenta las siguientes recomen- 
daciones: 


A) El hijo deberá permanecer con el padre o la 
madre con quien convivió el mayor tiempo, 
siempre que lo favorezca. 


B) Preferir a la madre cuando el niño sea menor 
de dos años, siempre que no sea perjudicial 
para él. 


C) Bajo su más seria responsabilidad funcional, el 
Juez siempre deberá oír y tener en cuenta la 
opinión del niño o adolescente. 


Artículo 36. (Tenencia por terceros).- 


1) Cualquier interesado puede solicitar la tenencia 
de un niño o adolescente siempre que ello ten- 
ga como finalidad el interés superior de éste. El 
Juez competente, bajo la más seria responsa- 
bilidad funcional, deberá evaluar el entorno fa- 
miliar ofrecido por el interesado. 


2) La persona que ejerce la tenencia de un niño o 
adolescente está obligada a brindarle la protec- 
ción y cuidados necesarios para su desarrollo 
integral. 


3) La persona que no se sienta capacitada para 
proseguir con la tenencia, deberá ponerlo en 
conocimiento del Juez de Familia, quien resol- 
verá la situación del niño o adolescente. 


Artículo 37. (Procedimiento).- Todas las preten- 
siones relativas a la tenencia, recuperación de tenen- 
cia o guarda de los niños o adolescentes, se regula- 
rán por el procedimiento extraordinario consagrado en 
los artículos 346, 347, 349 y 350 del Código General 
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del Proceso. La ratificación de tenencia se tramitará 
por el procedimiento voluntario (artículos 402 y si- 
guientes del Código General del Proceso). Es Juez 
competente para conocer en dichas pretensiones, el 
del domicilio del niño o adolescente. 


11! - Visitas 


Artículo 38. (Principio general).- Todo niño y 
adolescente tiene derecho a mantener el vínculo, en 
orden preferencial, con sus padres, abuelos y demás 
familiares y consecuentemente, a un régimen de vi- 
sitas con los mismos. Sin perjuicio que el Juez com- 
petente basado en el interés superior del niño o ado- 
lescente, incluya a otras personas con las que aquél 
haya mantenido vínculos afectivos estables. 


Artículo 39. (Determinación de las visitas).- 


1) La determinación de las visitas se fijará de co- 
mún acuerdo entre las partes. 


2) A falta de acuerdo, o que se impida o limite el 
ejercicio del derecho mencionado, el Juez de 
Familia fijará el mismo. Se garantizará el dere- 
cho del niño o adolescente a ser oído, teniendo 
en cuenta su opinión, la cual se recabará en un 
ámbito adecuado. 


Artículo 40. (Incumplimiento en permitir las visi- 
tas).- La parte que está obligada a permitir las visitas 
o entregar al niño o adolescente de acuerdo al régi- 
men establecido, y se negara en forma inmotivada, 
habilitará a que la otra parte acuda personalmente 
ante el Juez de Familia de Urgencia o quien haga sus 
veces en donde éste no exista, el cual dispondrá de 
inmediato la comparecencia de la parte incumplidora, 
siendo notificada por la Policía. En caso de incompa- 
recencia, podrá ser conducida por la fuerza pública, si 
así lo dispusiere el Juez. 


El Juez de Familia de Urgencia o quien haga sus 
veces, escuchará a ambas partes y de ser inmotivada 
la reticencia de la parte obligada a permitir las visitas, 
dispondrá -apreciando las circunstancias del caso, la 
edad y especialmente los intereses del niño o adoles- 
cente- la entrega del mismo a la parte que lo reclama, 
la cual deberá reintegrarlo según lo acordado, salvo 
que el Juez de Familia entienda que deberá conser- 
varlo el solicitante, hasta tanto resuelva el Juez de la 
causa. 


Artículo 41. (Régimen de visitas definitivo).- El día 
hábil inmediato siguiente, el Juez de Familia de Ur- 
gencia o quien haga sus veces en donde éste no 
exista dará cuenta al Juez de Familia que intervino en 
la fijación del régimen de visitas, remitiéndole los an- 


tecedentes, quien resolverá en definitiva sobre el 
mantenimiento o no del régimen fijado. 


A tales efectos, deberá convocar a las partes a 
una audiencia, la cual deberá celebrarse en un plazo 
no mayor a los tres días hábiles de recibidos los ante- 
cedentes. En dicha audiencia será preceptiva la pre- 
sencia del Ministerio Público y Fiscal, así como la 
asistencia letrada. 


Artículo 42. (Incumplimiento en realizar las visi- 
tas).- Si la parte a cuyo favor se establece un régimen 
de visitas, no cumpliere con el mismo, podrá la otra 
parte acudir al Juez de Familia competente, explican- 
do la situación y la repercusión que la falta de cum- 
plimiento por parte del obligado tiene sobre sus hijos. 


En tal caso se aplicará lo dispuesto en el inciso 
primero del artículo 40 y el artículo 41. 


Artículo 43. (Sanción por incumplimiento).- El in- 
cumplimiento grave o reiterado del régimen de visitas 
homologado o fijado judicialmente podrá originar la 
variación de la tenencia si ello no perjudicara el inte- 
rés del niño o adolescente, sin perjuicio de las san- 
ciones pecuniarias que fije el Juez a instancia de 
parte o de oficio, cuyo producido será en beneficio de 
aquél. 


El Juez deberá hacer saber a la parte incumplidora 
que el desatender las necesidades afectivas de los 
hijos puede dar lugar a la pérdida de la patria potes- 
tad y al delito previsto en el artículo 279 B del Código 
Penal. 


Artículo 44. (Principio general de procedimiento).- 
Todas las pretensiones que conciernen al régimen de 
visitas, se regularán por el procedimiento extraordina- 
rio consagrado en los artículos 346, 347, 349 y 350 
del Código General del Proceso. 


Es Juez competente para conocer en dichas pre- 
tensiones, el del domicilio del niño o adolescente. 


CAPÍTULO VIII 
DE LOS ALIMENTOS 


Artículo 45. (Concepto de deber de asistencia fa- 
miliar).- El deber de asistencia familiar está constitui- 
do por los deberes y obligaciones a cargo de los inte- 
grantes de la familia u otros legalmente asimilados a 
ellos, cuya finalidad es la protección material y moral 
de los miembros de la misma. 


Bajo la denominación de alimentos, se alude en 
este Código a la asistencia material. 


Artículo 46. (Concepto de alimentos).- Los ali- 
mentos están constituidos por las prestaciones mo- 
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netarias o en especie que sean bastantes para satis- 
facer, según las circunstancias particulares de cada 
caso, las necesidades relativas al sustento, habita- 
ción, vestimenta, salud y los gastos necesarios para 
adquirir una profesión u oficio, educación, cultura y 
recreación. 


También se consideran alimentos los gastos de 
atención de la madre durante el embarazo, desde la 
concepción hasta la etapa del posparto. 


Las prestaciones deberán ser proporcionales a las 
posibilidades económicas de los obligados y a las ne- 
cesidades de los beneficiarios. 


Artículo 47. (Forma de prestación de los alimen- 
tos).- Las prestaciones alimentarias serán servidas en 
dinero o en especie, o de ambas formas, en atención 
a las circunstancias de cada caso. 


Todas las prestaciones se servirán en forma pe- 
riódica y anticipada. 


El obligado a prestar alimentos podrá exigir de la 
persona que administre la pensión alimenticia, rendi- 
ción de cuentas sobre los gastos efectuados para los 
beneficiarios. 


El Juez apreciará si corresponde dar trámite a la 
solicitud de rendición de cuentas. 


Artículo 48. (De la vigencia de la prestación ali- 
mentaria).- La prestación alimentaria se debe desde 
la interposición de la demanda. 


Tratándose de aumento o reducción de la presta- 
ción, la misma surtirá efecto desde la interposición de 
la demanda, salvo que el Juez, apreciando las cir- 
cunstancias del caso, disponga que se aplique desde 
que la sentencia quede ejecutoriada. 


La convenida extrajudicialmente, se debe desde la 
fecha pactada. 


Artículo 49. (Alimentos provisionales).- El Juez al 
proveer sobre la demanda, y atendidas las circuns- 
tancias invocadas, fijará alimentos provisionales. 


Artículo 50. (Beneficiarios de la obligación ali- 
mentaria).- Son acreedores de la obligación alimenta- 
ria los niños y adolescentes así como los mayores de 
dieciocho años y menores de veintiuno que no dis- 
pongan -en el último caso- de medios de vida propios 
y suficientes para su congrua y decente sustentación. 


Artículo 51. (Personas obligadas a prestar ali- 
mentos y orden de preferencia).- Los alimentos se 
prestarán por los padres o, en su caso, por el o los 
adoptantes. Para el caso de imposibilidad o insufi- 


ciencia del servicio pensionario, se prestarán subsi- 
diariamente de acuerdo al siguiente orden: 


1) Los ascendientes más próximos, con preferen- 
cia los del progenitor obligado. 


2) El cónyuge respecto a los hijos del otro en 
cuanto conviva con el beneficiario. 


3) El concubino o la concubina, con relación al o a 
los hijos del otro integrante de la pareja, que no 
son fruto de esa relación, si conviven todos 
juntos conformando una familia de hecho. 


4) Los hermanos legítimos o naturales, con prefe- 
rencia los de doble vínculo sobre los de vínculo 
simple. 


En los casos previstos en los numerales 1) y 4), si 
concurrieren varias personas en el mismo orden, la 
obligación será divisible y proporcional a la posibilidad 
de cada obligado. 


Artículo 52. (Caracteres de la obligación alimenta- 
ria).- 


1) Intrasmisibilidad e irrenunciabilidad. 


El derecho de pedir alimentos no puede tras- 
mitirse por causa de muerte, ni renunciarse, ni 
venderse o cederse de modo alguno. 


2) Inembargabilidad e incompensabilidad. 


Las pensiones alimenticias no son embarga- 
bles. 


El deudor de alimentos no puede oponer al 
demandante, en compensación, lo que el de- 
mandante le deba, excepto que lo adeudado 
refiera a la pensión alimenticia objeto del litigio. 


3) Imprescriptibilidad. 


El derecho a pedir alimentos es imprescripti- 
ble. 


Artículo 53. (Pensiones alimenticias atrasadas).- 
No obstante lo dispuesto en los artículos precedentes, 
las pensiones alimenticias atrasadas podrán renun- 
ciarse, y el derecho a demandarlas, podrá trasmitirse 
por causa de muerte. 


Artículo 54. (Transacción sobre alimentos futu- 
ros).- La transacción sobre alimentos futuros no surti- 
rá efectos sino después de ser aprobada judicial- 
mente. 


Artículo 55. (Modificación de la obligación ali- 
mentaria).- Los alimentos podrán ser objeto de au- 
mento o de reducción, si se modifica la situación eco- 
nómica del deudor o las necesidades del acreedor. 
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Se tramitarán por el procedimiento establecido en los 
artículos 346 y 347 del Código General del Proceso. 


Artículo 56. (Extinción de la obligación alimenta- 
ria).- La obligación de alimentos se extingue y su cese 
debe ser judicialmente decretado en los siguientes 
casos: 


1) Cuando se dejen de cumplir los supuestos es- 
tablecidos en el artículo 50. 


2) Cuando el deudor se halla en imposibilidad de 
servirlos. 


3) Cuando fallece el alimentante, sin perjuicio de 
la asignación forzosa que grava la masa de la 
herencia. 


4) Cuando fallece el alimentario, en cuyo caso la 
obligación se extiende a los gastos funerarios, 
siempre que no puedan cubrirse de otra mane- 
ra. 


En el caso previsto en el numeral 1) cuando se 
trate de un beneficiario que cumpla veintiún años de 
edad, bastará que el alimentante se presente ante el 
Juez Letrado de Familia que intervino en la fijación de 
alimentos solicitando el cese de la pensión, agregan- 
do la partida de nacimiento del beneficiario, y sustan- 
ciándose con traslado a la contraparte por el plazo 
perentorio de veinte días. 


Transcurrido el plazo sin que se evacuare el tras- 
lado, se decretará el cese de la pensión alimenticia, 
notificando a la otra parte. 


Si se dedujere oposición se tramitará por el proce- 
dimiento establecido en los artículos 346 y 347 del 
Código General del Proceso. 


Los casos de los numerales 2) a 4) se tramitarán 
por el procedimiento establecido en los artículos 346 
y 347 del Código General del Proceso. 


Artículo 57. (Omisión injustificada de los alimen- 
tos).- Cuando el obligado judicialmente a servir ali- 
mentos de acuerdo a las disposiciones de este Códi- 
go que, habiendo sido intimado judicialmente, omitie- 
ra prestarlos sin causa justificada, el Juez de Familia 
dará cuenta de inmediato al Juez Letrado en lo Penal 
que corresponda, a los efectos previstos por el ar- 
tículo 279 A del Código Penal. 


El Juez Letrado en lo Penal deberá comunicar al 
Juez de Familia las resultancias de las actuaciones 
llevadas a cabo por dicha Sede. 


Artículo 58. (Concepto de ingresos).- A los efec- 
tos de este Código, se entiende por sueldo o haberes, 
todo ingreso de cualquier naturaleza, periódico o no, 


que se origine en la relación laboral, arrendamiento 
de obras o de servicios o derive de la seguridad so- 
cial. No se computarán por ingresos, a los efectos de 
la pensión alimenticia, lo que perciba el obligado a la 
prestación por concepto de viáticos sujetos a rendi- 
ción de cuentas. Cuando los viáticos no estén sujetos 
a rendición de cuentas se computarán a efectos de la 
pensión alimenticia en un 35% (treinta y cinco por 
ciento). 


Quedan asimilados a lo dispuesto en el inciso an- 
terior, los ingresos provenientes de retiros periódicos 
por concepto de utilidades, beneficios o ganancias, 
cobro de intereses o dividendos. En general, todo lo 
que perciba el deudor de alimentos por su trabajo o 
su capital. 


Artículo 59. (Límite de la retención por alimen- 
tos).- Podrá retenerse mensualmente hasta un 50% 
(cincuenta por ciento) de los ingresos cuando así lo 
justifique el número de hijos y las necesidades de los 
mismos. La resolución del Juez deberá ser fundada y 
será apelable sin efecto suspensivo. 


Artículo 60. (Medidas asegurativas de la presta- 
ción alimentaria).- En el caso de prestar el alimen- 
tante servicios retribuidos por particulares o empre- 
sas, éstas tendrán la obligación de informar a la Sede 
que así lo solicite todo lo relativo a los ingresos de 
aquél dentro del plazo de quince días de recibido el 
oficio por el que se le reclama. El incumplimiento de 
esta obligación hará pasibles a los particulares o em- 
presas a la condena en astreintes. La obligación de 
informar existe aun cuando el alimentante no integre 
los cuadros funcionales o planilla de trabajo, pero tu- 
viese con la empresa o particular cualquier relación 
patrimonial o beneficio económico. Cuando el ali- 
mentante prestase servicios retribuidos por particula- 
res o empresas y se negare a cumplir la obligación de 
alimentos, se ordenará a aquéllos que efectúen la 
retención correspondiente a los sueldos o haberes 
respectivos. 


Para hacer efectiva la contribución señalada por el 
Juez, bastará la orden librada por oficio al habilitado 
en la oficina en que preste servicios el alimentante, y 
la empresa o el patrón responderán personal, solida- 
ria e ilimitadamente del pago, si injustificadamente no 
cumplieran la orden recibida. 


Artículo 61. (Obstáculos al cumplimiento de la 
obligación alimentaria).- El empleador o empresario 
que intencionalmente ocultare, total o parcialmente 
los ingresos, sueldos o haberes del obligado, será 
considerado incurso en el delito de estafa. 
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En el mismo delito incurrirá todo aquel que obsta- 
culizare o impidiere el correcto servicio de la obliga- 
ción alimentaria dispuesta judicialmente, o simulare 
créditos contra el obligado, o de cualquier manera 
colaborare intencional y fraudulentamente, en la re- 
ducción del patrimonio efectivo del alimentante. 


El Juez de Familia dará cuenta de inmediato al 
Juez Letrado en lo Penal que corresponda. 


Artículo 62. (Prohibición al alimentante de au- 
sentarse del país sin dejar garantías suficientes).- Ini- 
ciado el juicio de alimentos, el demandado no podrá 
ausentarse del país sin dejar garantías suficientes, 
siempre que así lo solicitare el actor. 


Artículo 63. (Procedimiento).- El proceso de ali- 
mentos se rige por las normas previstas para el pro- 
ceso extraordinario en el Código General del Proceso 
(artículos 346 y 347, numeral 2) del artículo 349 y ar- 
tículo 350 del Código General del Proceso). 


Artículo 64. (Competencia).- El Juez competente 
para conocer en el juicio por alimentos, es el del do- 
micilio del niño o adolescente o el del demandado, a 
elección del actor. 


CAPÍTULO IX 
DE LOS NIÑOS Y ADOLESCENTES 


| - Órganos de competencia y principios proce- 
sales 


Artículo 65. (Competencia).- La competencia de 
los órganos jurisdiccionales en materia de niños y 
adolescentes es la que fija la Ley N* 15.750, de 24 de 
junio de 1985, con excepción de las siguientes modi- 
ficaciones: 


"ARTÍCULO 67.- Los Jueces Letrados de Menores 
entenderán en primera instancia en todos los pro- 
cedimientos que den lugar las infracciones de 
adolescentes a la ley penal. 


En segunda instancia entenderán los Tribunales 
de Familia. 


Los actuales Juzgados Letrados de Menores pa- 
sarán a denominarse Juzgados Letrados de Ado- 
lescentes". 


Artículo 66. (Competencia de urgencia).- La Su- 
prema Corte de Justicia asignará, por lo menos, a 
cuatro Juzgados Letrados de Familia en Montevideo y 
a los Juzgados Letrados de Primera Instancia del In- 
terior de la República, que entienden en materia de 
familia, competencia de urgencia, con excepción de 
las infracciones de adolescentes a la ley penal, para 
atender en forma permanente todos los asuntos que 


requieran intervención inmediata, o en los casos pre- 
vistos en el inciso segundo del artículo 122 de este 
Código. Ello sin perjuicio cuando fuere necesario, del 
uso de las facultades que otorga a los Jueces de Paz 
del Interior el artículo 379 de la Ley N* 16.320, de 1? 
de noviembre de 1992. Se entenderá por asuntos que 
requieran intervención inmediata, todos aquellos en 
que exista riesgo de lesión o frustración de un dere- 
cho del niño o adolescente. 


Tomadas las primeras medidas en salvaguarda de 
los derechos, los derivarán al Juzgado que corres- 
ponda. 


La Suprema Corte de Justicia propenderá a que 
los Juzgados cuenten con la asistencia permanente 
de asistente social, psicólogo y psiquiatra del Poder 
Judicial u otros profesionales de dicho Poder, cuyo 
asesoramiento podrá serles requerido por el Juez. 


La Defensoría de Oficio de Familia establecerá un 
régimen de turnos de Defensores de Oficio, para que 
actúen en dichos Juzgados, a efectos de asistir a las 
personas que se presenten ante el mismo. 


Asimismo, se establecerá un régimen de turnos 
para asegurar la presencia del Ministerio Público y 
Fiscal. 


Artículo 67. (Criterio básico).- Reclamada la inter- 
vención en forma legal y en materia de su competen- 
cia, los Tribunales aplicarán como criterio básico la 
promoción de las familias, en especial de las más 
vulnerables y el desarrollo del niño en el ámbito de la 
misma, de acuerdo a los principios que emergen del 
artículo 12 de este Código. 


No podrán excusarse de ejercer su autoridad, ni 
aun por razones de silencio, oscuridad o insuficiencia 
de las leyes, de acuerdo con lo dispuesto por el inciso 
segundo del artículo 5* de la Ley N* 15.750, de 24 de 
junio de 1985. 


Artículo 68. (Competencia del Instituto Nacional 
del Menor).- El Instituto Nacional del Menor es el ór- 
gano administrativo rector en materia de políticas de 
niñez y adolescencia, y competente en materia de 
promoción, protección y atención de los niños y ado- 
lescentes del país y, su vínculo familiar al que deberá 
proteger, promover y atender con todos los medios a 
su alcance. Deberá determinar, por intermedio de sus 
servicios especializados, la forma de llevar a cabo la 
implementación de las políticas a través de distintos 
programas, proyectos y modalidades de intervención 
social, públicos o privados, orientados al fortaleci- 
miento de las familias integradas por niños y adoles- 
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centes y al fiel cumplimiento de lo dispuesto por los 
artículos 12 y 19 de este Código. 


Previos diagnósticos y estudios técnicos, deberá 
velar por una adecuada admisión, ingreso, atención, 
derivación y desvinculación de los niños y de los 
adolescentes bajo su cuidado. La incorporación a los 
distintos hogares, programas, proyectos y modalida- 
des de atención se realizará habiéndose oído al niño 
o al adolescente y buscando favorecer el pleno goce 
y la protección integral de sus derechos. 


Procurará que todos los niños y adolescentes ten- 
gan igualdad de oportunidades para acceder a los re- 
cursos sociales, a efectos de poder desarrollar sus 
potencialidades y de conformar personalidades autó- 
nomas capaces de integrarse socialmente en forma 
activa y responsable. Las acciones del Instituto Na- 
cional del Menor deberán priorizar a los más despro- 
tegidos y vulnerables. 


Los adolescentes que, estando a disposición del 
Instituto Nacional del Menor, alcanzaren la mayoría 
de edad serán orientados y apoyados a efectos que 
puedan hacerse cargo de sus vidas en forma inde- 
pendiente. Las personas con capacidad diferente que 
alcanzaren dicha mayoría, estando a cuidado del Ins- 
tituto Nacional del Menor, podrán permanecer bajo su 
protección siempre y cuando no puedan ser derivados 
para su atención en servicios o programas de adultos. 


El Instituto Nacional del Menor fiscalizará, en for- 
ma periódica, las instituciones privadas a las que 
concurran niños y adolescentes, sin perjuicio de la 
competencia de la Administración Nacional de Edu- 
cación Pública (ANEP). 


Asimismo fiscalizará toda institución privada, co- 
munitaria o no gubernamental con la que ejecute pro- 
gramas bajo la modalidad de convenios. 


Deberá también incorporar en todos los programas 
que gestione, en forma directa o en la modalidad de 
convenio, un enfoque comprensivo de las diversas 
situaciones familiares de los niños y adolescentes. 


Toda fiscalización deberá ser realizada por equi- 
pos multidisciplinarios de profesionales a efectos de 
evaluar la situación en que se encuentran los niños y 
adolescentes, así como el trato y formación que se 
les da a los mismos, de acuerdo a los derechos que 
éstos tienen y a las obligaciones de dichas institucio- 
nes. 


El Instituto Nacional del Menor podrá formular ob- 
servaciones y efectuar las denuncias que correspon- 
dan ante las autoridades competentes, por la consta- 
tación de violaciones de los derechos del niño y ado- 


lescente, sin perjuicio de lo preceptuado por el ar- 
tículo 177 del Código Penal (omisión de los funciona- 
rios en proceder a denunciar los delitos). 


Il - De los adolescentes y las infracciones a la 
ley penal 


Artículo 69. (Hechos calificados por la ley como 
delito).- A los efectos de este Código, se considerarán 
solo las infracciones previstas por la ley como delitos, 
cuya pena mínima sea mayor a un año de prisión y 
cuyo máximo sea superior a los tres años de peniten- 
claría. 


Artículo 70. (Adolescente infractor).- Se denomina 
adolescente infractor a quien sea declarado respon- 
sable por sentencia ejecutoriada, dictada por Juez 
competente, como autor, coautor o cómplice de ac- 
ciones u omisiones descritas como infracciones a la 
ley penal. 


Artículo 71. (Clases de infracción).- Son infraccio- 
nes gravísimas las conductas homicidas y todos los 
hechos calificados por la ley como delitos que tengan 
una pena mínima de penitenciaría. 


También serán consideradas infracciones gravísi- 
mas las contenidas en la Ley N* 17.016, de 22 de 
octubre de 1998, y la privación de libertad en todas 
sus formas, incluido el rapto. 


Artículo 72. (Adecuación a la normativa del Códi- 
go Penal y Ley N* 16.707, de 12 de julio de 1995).- El 
Juez deberá examinar cada uno de los elementos 
constitutivos de la responsabilidad, de las circunstan- 
cias que eximen de la aplicación de medidas o que 
aminoren el grado de las infracciones y el concurso 
de infracciones e infractores, tomando en cuenta los 
preceptos de la parte general del Código Penal, de la 
Ley N* 16.707, de 12 de julio de 1995, la condición de 
adolescentes y los presupuestos de perseguibilidad 
de la acción. 


Artículo 73. (Minoría de edad).- Modifícase el ar- 
tículo 34 del Código Penal, el que quedará redactado 
de la siguiente manera: 


"ARTÍCULO 34. (Minoría de edad).- No es imputa- 
ble el que ejecuta el hecho antes de haber cumpli- 
do la edad de dieciocho años, sin perjuicio de lo 
dispuesto en los artículos 69 y siguientes del Có- 
digo de la Niñez y la Adolescencia". 


Artículo 74. (Calificación y régimen provisional).- 
Si se tratare de imputados menores de dieciocho 
años y mayores de dieciséis años, y la conducta atri- 
buida fuere de las que este Código califica como in- 
fracciones gravísimas a la ley penal (artículo 30), el 
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Juez Letrado de Adolescentes competente, debida- 
mente asesorado e ilustrado por los informes pericia- 
les psicológicos, psiquiátricos y criminológicos que 
solicitará al Instituto Técnico Forense, al Instituto Na- 
cional de Criminología, o cualquier otro que estimare 
de conocimiento conveniente, previo dictamen del Mi- 
nisterio Público, deberá pronunciarse respecto de si el 
adolescente, al momento de cometer el hecho que se 
le imputa, actuó con discernimiento. 


En la misma resolución en la que dispone los in- 
formes periciales, el Juez deberá pronunciarse acerca 
de la situación y régimen provisional del imputado. 


Artículo 75. (Procedimiento).- Si el pronuncia- 
miento respecto de la imputabilidad del adolescente 
fuere afirmativo, la Sede de Adolescentes remitirá de 
oficio la totalidad de las actuaciones cumplidas al 
Juzgado Letrado en lo Penal que por turno corres- 
ponda, el que asumirá competencia. En caso contra- 
rio, el adolescente permanecerá a disposición del 
Juez Letrado de Adolescentes sujeto a la normativa 
prevista en este Código. 


La resolución será apelable, con efecto suspensi- 
vo, dentro del plazo de cinco días hábiles, sustan- 
ciándose el recurso con un traslado por igual término 
a la otra parte. 


Artículo 76. (Alteratoria de la pena).- Los delitos 
cometidos por menores de dieciocho años y mayores 
de dieciséis años, sometidos a la justicia penal, en 
virtud de lo dispuesto en los artículos anteriores, se- 
rán castigados con la tercera parte a la mitad de la 
pena correspondiente al tipo delictual incriminado, 
según las circunstancias alteratorias concurrentes. 


Artículo 77. (Condiciones de reclusión).- Facúlta- 
se al Poder Ejecutivo a adoptar, con carácter urgente, 
las medidas que estime pertinentes a fin de que la re- 
clusión de los menores de dieciocho años y mayores 
de dieciséis años, procesados o condenados por la 
justicia penal, se cumpla separadamente y evitando el 
contacto con los reclusos mayores de edad. 


CAPÍTULO X 
| - Derechos y garantías del procedimiento 


Artículo 78. (Principios que rigen).- En todos los 
casos en que al adolescente se le impute el haber in- 
currido en actos que se presumen comportan infrac- 
ción a la ley penal, deberá asegurarse el cumpli- 
miento estricto de las garantías del debido proceso, 
especialmente las siguientes: 


A) Principios de judicialidad y legalidad. El adoles- 
cente imputado de haber cometido una infrac- 


ción a la ley penal, será juzgado por los Jueces 
competentes en conformidad a los procedi- 
mientos especiales establecidos por este Códi- 


go. 


Se asegurará, además, la vigencia de las 
normas constitucionales, legales e instrumen- 
tos internacionales, especialmente la Conven- 
ción de los Derechos del Niño. 


Principio de responsabilidad. Solo puede ser 
sometido a proceso especial, regulado por este 
Código, el adolescente mayor de trece y menor 
de dieciocho años de edad, imputado de infrac- 
ción a la ley penal. 


La responsabilidad del adolescente tendrá 
lugar a partir de la sentencia definitiva que le 
atribuya la comisión del hecho constitutivo de 
infracción a la ley penal. 


Principio que condiciona la detención. Solo 
puede ser detenido en casos de infracciones 
flagrantes o existiendo elementos de convicción 
suficientes sobre la comisión de una infracción. 
En este último caso, mediante orden escrita de 
Juez competente comunicada por medios feha- 
cientes. La detención será una medida excep- 
cional. 


Principio de humanidad. El adolescente privado 
de libertad será tratado con la humanidad y 
respeto que merece la dignidad inherente a la 
persona humana. 


Ningún adolescente será sometido a torturas, 
ni a tratos crueles, inhumanos o degradantes, 
ni a experimentos médicos o científicos. 


Tendrá derecho a mantener contacto perma- 
nente con su familia o responsables, salvo en 
circunstancias especiales. 


Principio de inocencia. Tiene derecho a que se 
presuma su inocencia. No será obligado a de- 
clarar contra sí mismo ni a declararse culpable. 


Principio de inviolabilidad de la defensa. Tiene 
derecho a contar en forma permanente con 
asistencia jurídica gratuita, especializada, pú- 
blica o privada, a partir de la detención, durante 
el proceso y hasta la ejecución completa de las 
medidas. 


Principio de libertad de comunicación. Tiene 
derecho durante la privación de libertad, de 
comunicarse libremente y en privado con su 
defensa, con sus padres, responsables, familia- 
res y asistentes espirituales. 
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H) Principio de prohibición del juicio en rebeldía. d) Informar a sus padres o responsables, 
Tiene derecho de no ser juzgado en su ausen- como forma de asegurar sus garantías y 
cia, so pena de nulidad de todo lo actuado (ar- derechos. 
tículo 21 de la Constitución de la República). : A : 
e) Si fuere necesario, antes de conducirlo a 

l) Principio de impugnación. Todo adolescente la presencia del Juez, hará constar lo in- 
tendrá derecho a impugnar todas las decisio- dispensable para la información de los 
nes judiciales que lo perjudiquen. hechos. 

J) Principio de duración razonable. En ningún ca- f) Si no fuere posible llevarlo de inmediato 
so la situación derivada de la formalización del a presencia del Juez, previa autorización 
proceso excederá en sus consecuencias al de éste, deberá conducírselo a la depen- 
término de duración de la medida que hubiere dencia especializada del Instituto Nacio- 
correspondido. nal del Menor que corresponda o del Ins- 

K) Principio de asistencia de intérpretes. Todo s1díO CIaas pe praIenas OE 

B : en este último lugar por más de doce ho- 
adolescente tendrá derecho a contar con la li- 
bre asistencia gratuita de un intérprete, si no mas 
comprende o no habla el idioma oficial. g) Los traslados interinstitucionales y a la 
L) Principio de oportunidad reglada. El adoles- sed9 Judicial deban Selar pIscscidos del 


cente tiene derecho a que se prescinda del 
procedimiento cuando, por la característica del 
hecho o por la naturaleza del bien jurídico 
agredido, no se justifica la prosecución de la 
acción. 


II - Régimen procesal 


Artículo 79. (Principio general).- En todos los ca- 
sos en que se investigue la responsabilidad del ado- 
lescente, el procedimiento se ajustará a los trámites 
establecidos por este Código y subsidiariamente por 
el Código General del Proceso. 


Artículo 80. (Procedimiento).- 


1) 


Actuaciones previas al proceso. 
A) Cometidos de la autoridad policial. 


Cuando proceda la detención del adoles- 
cente conforme a lo establecido en el literal 
C) del artículo 78, la autoridad aprehensora, 
bajo su más severa responsabilidad, debe- 
rá: 


a) Realizar la actuación de modo que me- 
nos perjudique a la persona y reputación 
del adolescente. 


b) Poner el hecho de inmediato en conoci- 
miento del Juez, o en un plazo máximo 
de dos horas después de practicada la 
detención. 


c) Hacer conocer al adolescente los moti- 
vos de la detención y los derechos que le 
asisten, especialmente el derecho que 
tiene de designar defensor. 


— 


— 


correspondiente examen médico. 


B) Cuando el Juez tome conocimiento que el 
adolescente se encuentra en la situación 
prevista en el artículo 121 de este Código, lo 
pondrá en conocimiento del Juez compe- 
tente, sin perjuicio de la actuación procesal 
referida a la infracción. 


Audiencia preliminar. 


En los casos de infracciones de adolescentes 
que lo justifiquen, el Juez dispondrá, en un pla- 
zo que no exceda las veinticuatro horas, la rea- 
lización de una audiencia preliminar donde de- 
berán estar presentes, bajo pena de nulidad, el 
adolescente, su Defensor y el Ministerio Públi- 
co. 


Se procurará la presencia de los padres o 
responsables. También podrán comparecer, si 
lo aceptaran y no existiera peligro para su se- 
guridad, la víctima y testigos. 


El Juez, al interrogarlo, le hará conocer en 
términos accesibles los motivos de la detención 
y los derechos que le asisten. 


Se dispondrá la inmediata agregación de la 
partida de nacimiento o la acreditación de la 
edad mediante medios sustitutivos. 


Mediando acuerdo de partes, podrá prescin- 
dirse de la agregación inmediata. 


Medidas probatorias. 


Durante esta audiencia, el Ministerio Público 
y la Defensa podrán solicitar las medidas que 
estimen convenientes. 
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5) 


La información deberá recabarse en un plazo 
que no exceda de los veinte días continuos y 
perentorios, contados a partir de la decisión ¡ju- 
dicial. 


La prueba se diligenciará en audiencia con 
las garantías que aseguren el debido proceso, 
incluidos los informes del equipo técnico, en un 
plazo que no exceda de los veinte días, conti- 
nuos y perentorios, contados a partir de la de- 
cisión judicial. 

En todo lo que le fuere requerido, la Policía 
prestará colaboración. 


Resolución de la audiencia preliminar y medi- 
das cautelares. 


Al culminar la audiencia preliminar el Juez: 


A) Dispondrá las medidas probatorias a que 
refiere el numeral anterior. 


B) Fijará la audiencia final en un plazo de se- 
senta días, salvo si decreta como medida 
cautelar el arresto domiciliario o la interna- 
ción provisoria, caso en que dicha audiencia 
se fijará en un plazo máximo de treinta días. 


C) Decidirá la aplicación de alguna medida 
cautelar, de acuerdo a lo dispuesto en el 
numeral siguiente. 


Medidas cautelares. 


El Juez, a pedido del Ministerio Público, y oí- 
da la Defensa, dispondrá las medidas cautela- 
res necesarias que menos perjudiquen al ado- 
lescente. 


Son medidas cautelares: 
1) La prohibición de salir del país. 


2) La prohibición de acercarse a la víctima o a 
otras personas, de concurrir a determinados 
lugares o de tomar contacto con personas 
determinadas. 


3) La obligación de concurrir periódicamente al 
Tribunal o ante la autoridad que el Juez de- 
termine. 


4) El arresto domiciliario. 
5) La internación provisoria. 


El arresto domiciliario y la internación provi- 
soria no podrán durar más de sesenta días. 
Transcurrido ese plazo sin que se hubiera dic- 
tado sentencia de primera instancia, se deberá 
dejar en libertad al adolescente. Ambas medi- 


6) 


10) 


das cautelares solo podrán aplicarse si la in- 
fracción que se imputa al adolescente puede 
ser objeto en definitiva de una medida privativa 
de libertad, de acuerdo con el artículo 90, y 
siempre que ello sea indispensable para: 


A) Asegurar la comparecencia del adolescente 
a los actos procesales esenciales. 


B) La seguridad de la víctima, el denunciante o 
los testigos. 


La internación provisoria se cumplirá en un 
establecimiento especial del Instituto Nacio- 
nal del Menor. 


Informe del equipo técnico. 


Si el Juez resuelve la internación, dispondrá 
que el equipo técnico del establecimiento de 
internación, en un término que no exceda los 
veinte días dispuestos para la prueba, produz- 
ca un informe con una evaluación médica y 
psicosocial, el cual se expedirá especialmente 
sobre las posibilidades de convivencia en régi- 
men de libertad. 


Informe del Centro de internación. 


Los técnicos producirán los informes verba- 
les o escritos que el Juez disponga y supervisa- 
rán la aplicación de las medidas. Los informes 
verbales se producirán en audiencia. 


Formulación de demanda o sobreseimiento. 


Diligenciada la prueba, los autos pasarán en 
vista al Ministerio Público por seis días. En ca- 
so de deducir acusación, relacionará las prue- 
bas ya diligenciadas y analizará los informes 
técnicos y formulará los presupuestos fácticos, 
jurídicos y técnicos de la imputación. 


Si el Ministerio Público solicitara el sobresei- 
miento, el Juez lo dictará sin más trámite. Si se 
dedujere demanda fiscal, se conferirá traslado 
a la Defensa por seis días, la que podrá ofrecer 
prueba y contradecir o allanarse. 


Allanamiento. 


De mediar allanamiento de la defensa, el 
Juez deberá dictar sentencia en cinco días. 


Audiencia final. 


Deberán participar, bajo pena de nulidad, el 
adolescente, su defensor y el Ministerio Públi- 
co. Será convocada dentro de los quince días 
de la contestación de la demanda fiscal, por la 
defensa. 
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11) 


12) 


13) 


Se pondrán a disposición los informes técni- 
cos recabados. 


Se dará participación a sus padres o respon- 
sables, y a la víctima, si lo solicitaren. 


Plazo para dictar sentencia. 


El Juez deberá dictar sentencia definitiva de 
primera instancia al cabo de la audiencia final, 
y en esa misma oportunidad expedir el fallo con 
sus fundamentos. Se dará lectura de todo ello, 
a los efectos de su comunicación (artículo 76 
del Código General del Proceso), siendo de 
aplicación, en lo pertinente, el artículo 245 del 
Código del Proceso Penal. 


La sentencia será escrita y deberá ser re- 
dactada de un modo breve y claro para que 
pueda ser comprendida en todas sus partes por 
el adolescente imputado. 


Cuando la complejidad del asunto lo justifi- 
que, se podrá prorrogar la audiencia por quince 
días perentorios, procediéndose para su comu- 
nicación a la formalización de una audiencia 
complementaria. 


Contenido de la sentencia. 


Si se dispusieran medidas socioeducativas, 
las sentencias serán dictadas con la finalidad 
de preservar el interés del adolescente. 


La privación de libertad se utilizará solo como 
medida de último recurso y durante el período 
más breve que proceda. 


Deberá fundamentar por qué no es posible 
aplicar otra medida distinta a la de privación de 
libertad. 


El Juez no podrá imponer medidas educati- 
vas sin previo pedido del Ministerio Público, ni 
hacerlo de manera más gravosa de la solicitada 
por éste. 


Coparticipación de mayores. 


En el caso de hechos con apariencia delictiva 
en que se hallen involucrados adolescentes 
junto a personas mayores, la autoridad policial 
lo hará saber simultáneamente al Juez Letrado 
de Adolescentes y al Juez Penal de Turno, 
quienes actuarán en forma paralela, comuni- 
cándose recíprocamente las alternativas de la 
causa. 


Deberá recabarse autorización del Juez Le- 
trado de Adolescentes para el traslado del 


adolescente al Juzgado Penal, siempre que 
sea necesaria su declaración. 


14) Régimen impugnativo. 

Se aplicará el régimen impugnativo que la ley 
establece (artículos 253 y 254 del Código Ge- 
neral del Proceso). 

La apelación será automática cuando la me- 
dida impuesta tenga una duración superior a un 
año de privación de libertad. 

15) Zonas de difícil acceso. 


Cuando, en virtud de la distancia o por otras 
circunstancias, no sea posible llevar de inme- 
diato al adolescente a presencia del Juez Le- 
trado competente, el Juez de Paz respectivo 
podrá adoptar las primeras y más urgentes 
medidas (artículo 45 del Código del Proceso 
Penal). 


III - Medidas socioeducativas 


Artículo 81. (Principios generales).- Las medidas 
contempladas en este Código solo podrán aplicarse a 
los adolescentes respecto a los cuales haya recaído 
declaración de responsabilidad, por sentencia ejecu- 
toriada. 


Artículo 82. (Ejecución de las medidas).- Una vez 
que el Juez disponga las medidas, deberá comuni- 
carlo por escrito al Instituto Nacional del Menor o ins- 
titución privada seleccionada para el cumplimiento de 
la misma, con remisión del texto de las resoluciones o 
sentencias, sin cuyos requisitos el órgano destinatario 
no dará curso a la ejecución de la misma. 


Artículo 83. (Medidas complementarias).- Todas 
las medidas que se adopten conforme a lo estableci- 
do en el numeral 12) del artículo 80, se podrán com- 
plementar con el apoyo de técnicos, tendrán carácter 
educativo, procurarán la asunción de responsabilidad 
del adolescente y buscarán fortalecer el respeto del 
mismo por los derechos humanos y las libertades 
fundamentales de terceros como asimismo, el robus- 
tecimiento de los vínculos familiares y sociales. 


La medida será seleccionada por el Juez, siguien- 
do los criterios de proporcionalidad e idoneidad para 
lograr tales objetivos. 


MEDIDAS SOCIOEDUCATIVAS NO PRIVATIVAS DE 
LIBERTAD 


Artículo 84. (Medidas sustitutivas).- Podrán apli- 
carse, entre otras, las siguientes medidas no privati- 
vas de libertad: 
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A) Advertencia, formulada por el Juez en presen- 
cia del Defensor y de los padres o responsa- 
bles, sobre los perjuicios causados y las con- 
secuencias de no enmendar su conducta. 


B) Amonestación, formulada por el Juez en pre- 
sencia del Defensor, de los padres o responsa- 
bles, intimándolo a no reiterar la infracción. 


C) Orientación y apoyo mediante la incorporación 
a un programa socioeducativo a cargo del Ins- 
tituto Nacional del Menor o de instituciones pú- 
blicas o privadas, por un período máximo de un 
año. 


D) Observancia de reglas de conducta, como 
prohibición de asistir a determinados lugares o 
espectáculos, por un período que no exceda de 
seis meses. 


E) Prestación de servicios a la comunidad, hasta 
por un máximo de dos meses. 


F) Obligación de reparar el daño o satisfacción de 
la víctima. 


G) Prohibición de conducir vehículos motorizados, 
hasta por dos años. 


H) Libertad asistida. 
1) Libertad vigilada. 


Artículo 85. (Programas de orientación).- Los pro- 
gramas de orientación y apoyo tienen por finalidad in- 
corporar paulatinamente al adolescente al medio fa- 
miliar o grupo de crianza u otros grupos, así como a 
los centros de enseñanza y cuando corresponda, a 
los centros de trabajo. 


Estos programas podrán ser ejecutados por el Ins- 
tituto Nacional del Menor o por otras instituciones pú- 
blicas o privadas. 


Artículo 86. (Trabajos en beneficio de la comuni- 
dad).- Los trabajos en beneficio de la comunidad se 
regularán de acuerdo a las directivas que al efecto 
programe el Instituto Nacional del Menor. 


Preferentemente podrán realizarse en hospitales y 
en otros servicios comunitarios públicos. No podrán 
exceder de seis horas diarias. La autoridad adminis- 
trativa vigilará su cumplimiento, concertando con los 
responsables de su ejecución, de forma que no perju- 
dique la asistencia a los centros de enseñanza, de 
esparcimiento y las relaciones familiares, en todo lo 
cual se observará el cuidado de no revelar la situa- 
ción procesal del adolescente. 


Artículo 87. (Obligación de reparar el daño o sa- 
tisfacción de la víctima).- En cualquier etapa del pro- 
ceso, previa conformidad del adolescente y de la víc- 
tima o a petición de parte, el Juez podrá derivar el ca- 
so a mediación, suspendiéndose las actuaciones por 
un plazo prudencial. Alcanzando un acuerdo, previo 
informe técnico y oídos la Defensa y el Ministerio Pú- 
blico, el Juez deberá valorar razonablemente desde la 
perspectiva exclusiva del interés superior del adoles- 
cente, el sentido pedagógico y educativo de la repa- 
ración propuesta, disponiendo, en caso afirmativo, la 
clausura de las actuaciones. Tal decisión será pre- 
ceptiva en caso de opinión favorable del Ministerio 
Público. El mismo efecto tendrán los acuerdos conci- 
liatorios celebrados en audiencia. 


Artículo 88. (Régimen de libertad asistida y vigila- 
da).- 


A) El régimen de libertad asistida consiste en 
acordarle al adolescente el goce de libertad en 
su medio familiar y social. 


Será, necesariamente, apoyado por especia- 
listas y funcionarios capacitados para el cum- 
plimiento de programas educativos. 


El Juez determinará la duración de la medi- 
da. 


En cualquier momento de su ejecución la 
medida podrá ser interrumpida, revocada oO 
sustituida, de oficio o a instancia de los actores 
habilitados y previa intervención del Ministerio 
Público y del Defensor. 


B) El régimen de libertad vigilada consiste en la 
permanencia del adolescente en la comunidad 
con el acompañamiento permanente de un 
educador, durante el tiempo que el Juez deter- 
mine. 


Artículo 89. ("Non bis in idem").- El Juez sólo po- 
drá aplicar una de las medidas previstas en este Tí- 
tulo o en el siguiente. 


MEDIDAS SOCIOEDUCATIVAS PRIVATIVAS DE 
LIBERTAD 


Artículo 90. (Aplicación).- Las medidas privativas 
de libertad solo se aplicarán a los adolescentes decla- 
rados por sentencia ejecutoriada, responsables de in- 
fracción, que a juicio del Juez justifique las mismas. 


También podrán aplicarse a los adolescentes que, 
habiendo sido declarados por sentencia ejecutoriada 
responsables de una infracción, incumplen las medi- 
das adoptadas por el Juez. 
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Artículo 91. (Aplicabilidad).- Las medidas privati- 
vas de libertad no son obligatorias para el Juez. Se 
aplicarán cuando configurándose los requisitos lega- 
les, no existan otras medidas adecuadas dentro de 
las no privativas de libertad. El Juez fundamentará los 
motivos de la no aplicación de otras medidas. Se ten- 
drá en consideración el derecho del adolescente a vi- 
vir con su familia, y en caso que proceda la separa- 
ción, a mantener contacto permanente con la familia, 
pareja, amigos, referentes afectivos y otros, si ellos 
no fueren perjudiciales para el mismo. 


Artículo 92. (Medidas privativas de libertad).- Las 
medidas privativas de libertad son: 


A) Internación en establecimientos, separados 
completamente de los establecimientos carce- 
larios destinados a adultos. 


B) Internación en iguales establecimientos con 
posibilidades de gozar de semilibertad. 


RÉGIMEN DE PRIVACIÓN DE LIBERTAD 


Artículo 93. (Privación de libertad).- El régimen de 
privación de libertad consiste en recluir al adolescente 
en un establecimiento que asegure su permanencia 
en el recinto, sin menoscabo de los derechos consa- 
grados en este Código, las normas constitucionales, 
legales e instrumentos internacionales. 


Artículo 94. (Régimen de semilibertad).- El régi- 
men de semilibertad consiste en disponer que el 
adolescente, cuya privación de libertad ha sido dis- 
puesta en establecimientos, goce de permiso para vi- 
sitar a su familia o para la realización de actividades 
externas, de ocho horas de duración, en su beneficio 
personal, controladas por la autoridad donde se en- 
cuentra internado. 


Este régimen se extiende, a voluntad del adoles- 
cente, mientras se aplica la medida de privación de li- 
bertad, salvo la suspensión temporaria o definitiva por 
inobservancia de las reglas de comportamiento. 


Artículo 95. (Duración de las medidas de priva- 
ción de libertad).- La medida de privación de libertad 
tendrá una duración máxima de cinco años. 


En ningún caso el adolescente que al llegar a los 
dieciocho años permanece sujeto a medidas, cumpli- 
rá lo que le resta en establecimientos destinados a los 
adultos. 


En situaciones de peligrosidad manifiesta, se 
adoptarán las medidas que fueren compatibles con la 
seguridad de la población y los propósitos de recupe- 
ración del infractor. 


Artículo 96. (Cumplimiento).- El cumplimiento de 
las medidas de privación de libertad son de respon- 
sabilidad exclusiva, irrenunciable e indelegable del 
Estado. 


Se cumplirán en centros especiales hasta la finali- 
zación de las medidas y de acuerdo a criterios, entre 
otros, de edad, complexión física, gravedad de la in- 
fracción y adaptación a la convivencia. 


En ningún caso podrán cumplirse en estableci- 
mientos destinados a los adultos. 


Se tendrá especial cuidado por las situaciones en 
que el adolescente requiera tratamiento médico, en 
cuyo caso deberá ser internado en un centro adecua- 
do a sus condiciones. 


Artículo 97. (Infractores con dependencia).- En 
los casos de adolescentes infractores, que padecen 
dependencias alcohólicas o toxicómanas, se efectivi- 
zará la asistencia a programas de orientación y trata- 
miento adecuados. 


Artículo 98. (Procedimiento por modificación o 
cese de las medidas).- Se deberá decretar, en cual- 
quier momento, el cese de la medida cuando resulte 
acreditado en autos que la misma ha cumplido su fi- 
nalidad socioeducativa. 


La tramitación de todas las solicitudes de sustitu- 
ción, modificación o cese de las medidas, se hará en 
audiencia, debiendo dictarse resolución fundada, pre- 
vio los informes técnicos que se estimen pertinentes, 
con presencia del adolescente, de sus representantes 
legales, de la Defensa y del Ministerio Público. 


La audiencia deberá celebrarse en un plazo que 
no exceda los diez días a partir de la respectiva soli- 
citud. 


Artículo 99. (Traslado de infractores).- La interna- 
ción de los adolescentes fuera de la jurisdicción de su 
domicilio se limitará al mínimo posible, atendidas las 
circunstancias del caso. 


Cuando los Juzgados dispongan la internación de 
adolescentes infractores fuera de su jurisdicción, de- 
clinarán competencia para ante el Juez del lugar de 
internación. 


Deberán enviar junto con el adolescente, fotocopia 
certificada del expediente en sobre cerrado, que será 
entregado por el funcionario que lo traslade, bajo su 
más grave responsabilidad funcional, al Juez de Tur- 
no del lugar de la internación. 


Artículo 100. (Reserva).- Queda prohibida la 
identificación de la persona del adolescente por cual- 
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quier medio de comunicación, sin perjuicio de la in- 
formación sobre los hechos. 


Los funcionarios públicos que faciliten noticias a la 
prensa, en contravención a lo dispuesto en el inciso 
anterior, serán pasibles de una suspensión de diez 
días con pérdida de haberes la primera vez, y un mes 
por la siguiente. La tercera infracción dará lugar a la 
destitución. La infracción será comunicada precepti- 
vamente a la institución a que pertenece, con trans- 
cripción de las normas. 


Los medios de comunicación que infringieren lo 
dispuesto en el inciso primero incurrirán en una multa, 
a juicio del Juez, equivalente entre 20 UR (veinte uni- 
dades reajustables) y 200 UR (doscientas unidades 
reajustables), según los casos. 


Artículo 101. (Competencia).- En las infracciones 
previstas en el inciso tercero del artículo anterior, en- 
tenderán los Jueces Letrados de Adolescentes, si- 
guiendo el procedimiento legal para reprimir las faltas 
en el Derecho Penal de adultos. 


Artículo 102. (Recurribilidad).- La sentencia podrá 
ser apelada ante el Tribunal de Familia respectivo, 
cuya decisión hará cosa juzgada. 


IV- Principios de la ejecución 


Artículo 103. (Supuestos de la ejecución).- La ac- 
tividad procesal de ejecución de las medidas educati- 
vas, comprende los actos destinados a promover el 
cumplimiento de las medidas y el trámite y la decisión 
de las cuestiones sobrevinientes. 


Artículo 104. (Control que ejercen los Jueces 
competentes).- Son cometidos de los Jueces Letra- 
dos de Adolescentes: 


1) Vigilar los casos en los que han recaído medi- 
das educativas dispuestas por sentencia eje- 
cutoriada, hasta el término de su cumplimiento. 


2) Entender por audiencia y con intervención del 
Defensor y Ministerio Público, las reclamacio- 
nes de los adolescentes durante el período de 
ejecución de las medidas, tanto en los estable- 
cimientos, como fuera de ellos. 


3) Visitar, por lo menos cada tres meses los cen- 
tros de internación, dejando constancia en el 
expediente respectivo del resultado. 


Sin perjuicio de lo que antecede, podrá reali- 
zar inspecciones cada vez que lo considere 
oportuno. 


En ambos casos, tomar las medidas que más 
convengan al interés superior del adolescente. 


4) Dar cuenta a la Suprema Corte de Justicia en 
los casos que se constaten irregularidades gra- 
ves. 


Artículo 105. (Control de la autoridad administrati- 
va).- El Instituto Nacional del Menor o las autoridades 
de los establecimientos de internación, informarán 
cada tres meses al Juez sobre la forma como se 
cumple la medida y la evolución del adolescente. 


El Instituto Nacional del Menor reglamentará el 
funcionamiento de los establecimientos donde se 
cumplen las medidas privativas de libertad. 


V -Derechos y deberes durante la ejecución de las 
medidas socioeducativas 


Artículo 106. (Principio especial de la privación de 
libertad).- Sin perjuicio de los derechos y garantías 
enumerados en el artículo 78, se tendrán en cuenta 
los derechos y deberes de los adolescentes, con mi- 
ras a contrarrestar los efectos perjudiciales de la ins- 
titucionalización y a fomentar su integración a la so- 
ciedad: 


A) Derechos: 


1) A ser informado del régimen de funciona- 
miento institucional y de sus derechos y de- 
beres y conocer a los funcionarios que lo 
tendrán bajo su responsabilidad durante la 
internación o en régimen ambulatorio. 


2) A conocer el régimen interno a fin de comu- 
nicarse personalmente con el Juez, Fiscal, 
Defensor, educadores, familiares y a ejercer 
efectivamente ese derecho. 


3) A estar informado sobre las medidas que se 
proyectan para lograr su inserción al ámbito 
familiar y social. 


4) A recibir los servicios de salud, sociales, 
educativos, religiosos y de esparcimiento, y 
ser tratado conforme a su desarrollo y nece- 
sidades. 


En todo caso se garantizará su seguri- 
dad, en tanto protección contra influencias 
nocivas y situaciones de riesgo. 


5) A estar informado sobre el régimen de con- 
vivencia. 


6) A no ser trasladado del centro donde cum- 
ple la medida educativa sin que se dé 
cuenta de inmediato al Juez competente. 
Todo traslado podrá ser recurrido conforme 
a derecho, sin efecto suspensivo. 
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7) No podrán imponerse sanciones colectivas. 
B) Deberes: 


Durante la ejecución de las medidas, los 
adolescentes, deberán respetar a sus educado- 
res y responsables y observar los reglamentos 
internos en cuanto a convivencia, estudio y ta- 
reas de capacitación, esparcimiento, aseo per- 
sonal y de las dependencias que ocupan, y 
respeto a sus educadores, responsables y de- 
más personas con quienes se vinculan cotidia- 
namente. 


C) Ámbito de aplicación: 


Todos los derechos y deberes establecidos 
en orden a la ejecución de las medidas socioe- 
ducativas, se aplicarán, en lo pertinente, a todo 
tipo de privación de libertad. 


VI- Cesación del proceso 


Artículo 107. (Principio general).- En cualquier 
estado del proceso el Juez, oyendo al Ministerio Pú- 
blico, al adolescente y a su Defensa, dispondrá la 
clausura del proceso, en los siguientes casos: 


1) Cuando se comprobare que el adolescente no 
es responsable. 


2) Cuando se comprobare que no es el autor, 
coautor o cómplice del hecho constitutivo de la 
infracción. 


3) Cuando se comprobare que obró amparado por 
alguna de las circunstancias que eximen de 
pena. 


4) Cuando ha prescripto la acción por el hecho 
imputado. El plazo de prescripción será de dos 
años para los delitos gravísimos y un año para 
los delitos graves. 


Artículo 108. (Prescindencia de la acción penal).- 
En cualquier estado del proceso el Juez podrá, oyen- 
do al Ministerio Público, al adolescente y a su Defen- 
sa, prescindir total o parcialmente de la persecución 
penal; o limitada a una o varias infracciones o de al- 
guna o de todas las personas que hayan participado 
en el hecho, cuando: 


A) Se trate de un hecho que, por su escasa gra- 
vedad o lo exiguo de la contribución del partíci- 
pe, haga innecesaria una medida en definitiva. 


B) El adolescente haya sufrido, a consecuencia 
del hecho, un daño físico o moral grave. 


Artículo 109. (Egreso y clausura de anteceden- 
tes).- Decretado el cese, si el adolescente estuviese 


privado de libertad, se dispondrá su inmediato egreso 
y Clausura de antecedentes. 


VII - De las medidas curativas 


Artículo 110. (Procedencia).- A los adolescentes 
incapaces que hubieren cometido infracciones a la ley 
penal, se les aplicarán, con las garantías del debido 
proceso fijado para los infractores, las medidas de ca- 
rácter curativo, que se cumplirán en establecimientos 
adecuados y separados de los adultos mayores de 
dieciocho años. Corresponde a los Directores de di- 
chos establecimientos y a los técnicos que designe el 
Juez, determinar su tratamiento. 


Artículo 111. (Control).- Durante la internación, se 
aplicarán, en lo pertinente, las medidas de contralor a 
cargo de los Jueces Letrados de Adolescentes, esta- 
blecidas en el artículo 104. 


VIII - De las audiencias 


Artículo 112. (Presencia del Juez).- El Juez Le- 
trado de Adolescentes presidirá por sí mismo las au- 
diencias, bajo pena de nulidad, que compromete su 
responsabilidad funcional. 


Igual deber compete al Ministerio Público, al De- 
fensor y a los técnicos asesores a quienes el Juez re- 
quiera opinión. Los Defensores privados que no 
asistan serán sustituidos por Defensores de Oficio. 


Sin la presencia del adolescente no podrá llevarse 
a cabo ninguna audiencia. 


Artículo 113. (Contenido de las audiencias).- 


1) Las audiencias preliminar y final, referidas en 
los numerales 2) y 10) del artículo 80 se docu- 
mentarán con la mayor precisión en acta que 
se labrará durante su desarrollo o al cabo de la 
misma. En forma resumida se consignará fecha 
y lugar en que se labra, describirán los hechos, 
la tipificación legal con expresa mención de la 
norma jurídica presuntamente violada y las ale- 
gaciones de las partes, quienes podrán solicitar 
lo que estimen pertinente para asegurar la fide- 
lidad del resumen. La decisión del Juez deberá 
comprender el examen de los puntos tratados 
por las partes. 


2) Si lo solicitaren, se entregarán a las partes co- 
pia íntegra de las sentencias definitivas, auten- 
ticadas por la Oficina Actuaria. 


Artículo 114. (Acceso al expediente).- Las partes 
y los técnicos designados durante el trámite tendrán, 
en todo momento, libre acceso al expediente, salvo 
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casos excepcionales, a juicio del Juez y en atención 
al interés superior del adolescente. 


IX - De las comunicaciones procesales 
Artículo 115. (Notificaciones preceptivas).- 


1) Cuando se produzca la detención del adoles- 
cente, el Juez dispondrá que el hecho sea in- 
mediatamente notificado por la Policía a su 
Defensor, al Ministerio Público y a los padres o 
representantes legales; el mismo procedimiento 
se seguirá con los asesores técnicos para cuyo 
asesoramiento el Juez estime necesario con- 
vocar. 


2) Las actuaciones dispuestas en audiencia se 
tendrán por notificadas a quienes estén pre- 
sentes o hayan debido concurrir al acto. 


3) Salvo en los casos que indique el Juez, las no- 
tificaciones se practicarán en la oficina. 


A tal efecto, todos los interesados que actúen 
en el procedimiento respectivo, excepción he- 
cha del Ministerio Público, concurrirán a la ofi- 
cina para enterarse de las actuaciones. 


Artículo 116. (Notificación ficta).- Si la notificación 
se retardare tres días hábiles por falta de compare- 
cencia del interesado, se tendrá por efectuada, sin 
necesidad de constancia alguna en los autos. 


Si el día que concurriere el interesado, la actua- 
ción no se hallare disponible, la Oficina Actuaria ex- 
pedirá constancia en formulario al efecto, si aquél lo 
solicitare (artículo 86 del Código General del Proce- 
so). 


Artículo 117. (Autorización para notificarse).- Por 
simple escrito se podrá autorizar a una tercera perso- 
na para que con ella se entiendan las notificaciones. 


Artículo 118. (Régimen complementario).- En to- 
dos los casos no contemplados en este Código se 
aplicarán, en lo pertinente, las disposiciones del Có- 
digo General del Proceso (artículos 76 a 90 de la 
Sección lll). 


X - Plazos procesales 
Artículo 119. (Carácter de los plazos).- 


1) Todos los plazos señalados en este Código son 
perentorios e improrrogables. En casos excep- 
cionales, el Juez podrá suspender su curso 
fundando la medida y su duración. 


2) Para regular su aplicación se atenderá a lo dis- 
puesto por los artículos 92 a 99 del Código Ge- 
neral del Proceso. 


Artículo 120. (Infracciones reiteradas).- En los ca- 
sos de infracciones reiteradas, los procesos se tra- 
mitarán por el Juez competente de cada una hasta la 
sentencia ejecutoriada, sin perjuicio de la unificación 
de las medidas impuestas, la que se realizará en vía 
incidental por el Juez Letrado de Adolescentes que 
hubiere entendido en la última infracción. 


La Suprema Corte de Justicia reglamentará el ré- 
gimen de antecedentes judiciales. 


CAPÍTULO XI 


|- Protección de los derechos amenazados o 
vulnerados de los niños y adolescentes y situa- 
ciones especiales 


Artículo 121. (Principio general).- Siempre que los 
derechos reconocidos a los niños y adolescentes en 
este Código sean amenazados o vulnerados, se apli- 
carán las medidas que dispone este Título. 


De igual forma se aplicarán a los niños que vulne- 
ren derechos de terceros. 


Artículo 122. (Primeras diligencias).- El Juez que 
tiene conocimiento, por cualquier medio, que un niño 
o adolescente se encuentra en la situación prevista 
en el artículo anterior, tomará las más urgentes e im- 
prescindibles medidas, debiéndose proceder a conti- 
nuación conforme lo estatuye el artículo 321 del Có- 
digo General del Proceso. 


Salvo imposibilidad, tomará declaración al niño o 
adolescente, en presencia del Defensor que se le 
proveerá en el acto y de sus padres o responsables, 
si los tuviere, y recabará los informes técnicos corres- 
pondientes. 


El Ministerio Público deberá ser oído preceptiva- 
mente, quien intervendrá en favor del efectivo respeto 
a los derechos y garantías, reconocidos a los niños y 
adolescentes, debiéndose pronunciar en el plazo de 
tres días. 


Artículo 123. (Medidas).- Medidas para los padres 
o responsables. 


El Juez podrá imponer, en protección de los dere- 
chos de los niños o adolescentes, para los padres o 
responsables, las siguientes medidas: 


A) Llamada de atención para corregir o evitar la 
amenaza o violación de los derechos de los hi- 
jos a su cuidado, y exigir el cumplimiento de las 
obligaciones que le corresponden en la protec- 
ción de los derechos afectados. 
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B) Orientación, apoyo y seguimiento temporario 
socio-familiar prestado por programas públicos 
o privados reconocidos. 


C) Obligación de inscribir al niño o adolescente en 
un centro de enseñanza o programas educati- 
vos o de capacitación y observar su asistencia 
O aprendizaje. 


D) Derivación a un programa público o privado de 
protección a la familia. 


Artículo 124. (Medidas ambulatorias para niños y 
adolescentes).- El Juez dispondrá las siguientes me- 
didas: 


A) Que el Instituto Nacional del Menor otorgue 
protección a sus derechos a través del sistema 
de atención integral diurno. Al mismo servicio 
podrá recurrirse respecto a los institutos priva- 
dos especializados, que así lo acepten. 


B) Solicitud de tratamiento ambulatorio médico, 
psicológico o psiquiátrico a instituciones públi- 
cas o privadas. 


El Instituto Nacional del Menor podrá solicitar o 
aplicar directamente estas medidas, cuando su inter- 
vención haya sido requerida por el niño, padres o 
responsables o terceros interesados. 


Artículo 125. (Medidas en régimen de internación 
sin conformidad del niño o adolescente).- El Juez so- 
lamente podrá ordenar la internación compulsiva en 
los siguientes casos: 


A) Niño o adolescente con patología psiquiátrica. 


B) Niño o adolescente que curse episodios agu- 
dos vinculados al consumo de drogas. 


C) Niño o adolescente necesitado de urgente tra- 
tamiento médico destinado a protegerlo de gra- 
ve riesgo a su vida o su salud. 


En todos los casos deberá existir prescripción mé- 
dica. El plazo máximo de la internación será de treinta 
días prorrogables por períodos de igual duración me- 
diando indicación médica hasta el alta de internación. 


El Instituto Nacional del Menor podrá aplicar di- 
rectamente estas medidas mediando indicación médi- 
ca y cuando su intervención obedezca a la situación 
de un niño o adolescente que pone en riesgo inmi- 
nente su vida o la integridad física de otras personas, 
de todo lo que se dará cuenta inmediata al Juez de 
Familia de Urgencia. 


Artículo 126. (Adicciones a drogas y alcoho!).- El 
Juez podrá ordenar la aceptación de niños y adoles- 


centes en centros residenciales especializados de 
atención a adicciones de drogas y alcohol, sea en ré- 
gimen de tiempo completo, ambulatorio o semiambu- 
latorio. 


Tratándose de adolescentes se requerirá su con- 
formidad; en caso de niños será necesario el consen- 
timiento de sus padres o responsables y se oirá pre- 
viamente al niño. 


En todos los casos se deberá proporcionar Defen- 
sor al niño o adolescente, tomar declaración salvo 
imposibilidad, oír preceptivamente al Ministerio Públi- 
co, tomar declaración a los padres o responsables, y 
recabar los informes técnicos correspondientes. 


Artículo 127. (Derivación a centros de atención 
permanente para niños y adolescentes).- El Juez po- 
drá disponer la derivación de un niño o adolescente a 
un centro de atención permanente como medida de 
último recurso, cuando se encuentre gravemente 
amenazado su derecho a la vida o integridad física. 


Esta medida no podrá implicar en caso alguno pri- 
vación de libertad y durará el menor tiempo posible, 
promoviéndose la superación de la amenaza de sus 
derechos para favorecer su egreso. 


En estos establecimientos se procurará mantener 
los vínculos familiares, según lo dispone el artículo 12 
de este Código y la incorporación del niño o adoles- 
cente al sistema educativo que corresponda, según 
sea su edad. 


Artículo 128. (Programas de atención integral).- El 
Estado deberá garantizar a todos los niños y adoles- 
centes el derecho a acceder voluntariamente a pro- 
gramas de atención integral , cuidados y alojamiento. 
Si la solicitud fuera formulada por los padres, se oirá 
preceptivamente al niño, quien será asistido por su 
Defensor. 


Si a la solicitud formulada por el niño o adoles- 
cente se oponen sus padres o responsables, sin per- 
juicio de la inmediata protección del niño o adoles- 
cente, la situación se pondrá en el más breve plazo 
posible en conocimiento del Juzgado de Familia de 
Urgencia. 


El Juez resolverá atendiendo a la opinión del niño 
o adolescente. Deberá tenerse en cuenta ésta y el 
interés superior. 


Artículo 129. (Programas de alternativa familiar).- 
El Juez podrá entregar al niño o adolescente grave- 
mente amenazado en su derecho a la vida o integri- 
dad física o privado de su medio familiar, al cuidado 
de una persona o matrimonio seleccionado por el Ins- 
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tituto Nacional del Menor, que se comprometan a 
brindarle protección integral. 


Estos niños o adolescentes deberán recibir orien- 
tación y apoyo de la persona o matrimonio, quienes 
serán supervisados por medio de equipos especiali- 
zados. 


Artículo 130. (Comportamiento policial).- Cuando 
la autoridad policial tome conocimiento que un niño o 
adolescente se encuentra en la situación prevista en 
el artículo 121 de este Código, deberá llevarlo de in- 
mediato a presencia del Juez competente, el que no- 
tificará con la mayor urgencia al Instituto Nacional del 
Menor. 


Si no fuera posible llevarlo de inmediato a presen- 
cia del Juez, previa autorización, deberá llevarlo al 
Instituto Nacional del Menor, quien deberá prestarle la 
debida atención. 


Artículo 131. (Responsabilidad penal).- Si se con- 
figuraren elementos de convicción suficientes como 
para atribuir responsabilidad penal a los padres, res- 
ponsables o terceros, se pasarán los antecedentes al 
Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Penal o al 
Juzgado Letrado de Primera Instancia del Interior, 
que corresponda. 


Artículo 132. (Reserva de autos).- Cumplidas las 
diligencias por la Justicia, se reservarán los autos, sin 
perjuicio del seguimiento y control que el Juez intervi- 
niente considere adecuado efectuar. 


Artículo 133.- (Competencia).- Los Jueces Letra- 
dos de Primera Instancia del Interior de la República 
tendrán igual competencia que la asignada a los Jue- 
ces de Familia (artículo 71 de la Ley N* 15.750, de 24 
de junio de 1985). 


|| - Del maltrato y abuso del niño o adolescente 


Artículo 134. (Definición).- A los efectos de este 
Título entiéndese por maltrato y abuso del niño o 
adolescente las siguientes situaciones, no necesa- 
riamente taxativas: maltrato físico, maltrato psíqui- 
co-emocional, prostitución infantil, pornografía, abuso 
sexual y abuso psíquico o físico. 


Artículo 135. (La denuncia).- Ante denuncia es- 
crita o verbal por la realización de cualquiera de las 
conductas mencionadas en el artículo anterior, la au- 
toridad receptora deberá comunicar el hecho de for- 
ma fehaciente e inmediata al juzgado competente. En 
todo caso el principio orientador será prevenir la vic- 
timización secundaria. 


11 - De los hogares de cuidado 


Artículo 136. (Entrega de niños y adolescentes).- 
El que entregue a un niño o adolescente a persona 
ajena a la familia biológica y quien o quienes lo reci- 
ban, deberán comunicarlo al Juez de Familia dentro 
de las cuarenta y ocho horas. El Juez adoptará en 
forma urgente las medidas de protección necesarias y 
solicitará informe psicológico y social respecto a las 
posibilidades de mantener al niño o adolescente en 
su familia de origen. En caso afirmativo, dispondrá las 
medidas de apoyo familiar que se requieran para 
asegurar la permanencia de este vínculo filial. De lo 
contrario, deberá proceder conforme se dispone en el 
artículo siguiente. 


Artículo 137. (Separación definitiva.  Procedi- 
miento).- La separación de un niño o adolescente de 
su familia de origen, deberá ser decretada por resolu- 
ción fundada del Juez competente, sobre la base de 
información fehaciente y previo el asesoramiento de 
equipo técnico especializado. El procedimiento para 
decretarla se regulará por las disposiciones del pro- 
ceso extraordinario regulado por el Código General 
del Proceso, debiendo designarse Defensor al niño o 
adolescente, aplicándose el literal C) del artículo 35 
de este Código, quienes deberán ser oídos si fuese 
posible. Se citará y emplazará a los padres o respon- 
sables y a quienes, hasta la entrega a que hace refe- 
rencia el artículo anterior, se hubieren ocupado del 
niño. 

Una vez resuelta la separación definitiva, deberá 
asegurarse su inserción en un medio adecuado, prefi- 
riéndose aquellos hogares que permitan al niño sal- 
vaguardar sus vínculos afectivos. A tales efectos po- 
drá disponerse, entre otros, la tenencia por terceros 
(artículo 36), la integración a un hogar institucional 
que ofrezca garantías para su adecuado desarrollo, o 
la adopción. Cuando se entendiere por la Sede que 
corresponde la colocación de un niño en una familia 
con fines de adopción, deberá intervenir el Instituto 
Nacional del Menor o una institución especializada 
autorizada para ello (artículo 162). Cuando los padres 
de origen, o los integrantes de esa familia de origen 
presten su consentimiento a los efectos previstos en 
este artículo, el mismo solo será válido si ha sido da- 
do en presencia del Juez, con el asesoramiento ne- 
cesario y en conocimiento de las consecuencias que 
ello implicará. 


Artículo 138. (Invalidez).- No tendrá validez el 
consentimiento que se otorgue para la separación del 
hijo que está por nacer o dentro de los treinta días de 
su nacimiento. 
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En caso de que una vez nacido el niño, la madre 
no desee tenerlo, deberá comunicarse al Juez com- 
petente, que procederá como lo dispone el ar- 
tículo 136. Provisoriamente, el Juez tomará las medi- 
das del caso para la protección del niño, pero no po- 
drá dar comienzo al procedimiento establecido en el 
artículo anterior hasta que se cumpla el lapso fijado 
en el inciso primero de este artículo y previa citación 
de los progenitores del niño. 


IV - De la adopción 
Adopción simple 
Artículo 139. (Adoptantes).- 


1) La adopción simple se permite a toda persona 
mayor de veinticinco años, cualquiera sea su 
estado civil, y siempre que tenga por lo menos 
quince años más que el adoptado, y hubiera 
tenido al niño o adolescente a su cargo por el 
mínimo de un año. 


2) El tutor no puede adoptar al niño o adolescente 
hasta que hayan sido aprobadas judicialmente 
las cuentas del cargo. 


3) Nadie puede ser adoptado por más de una per- 
sona, a no ser por dos cónyuges que tengan 
por lo menos un año de matrimonio y hubieran 
tenido al niño o adolescente a su cargo por un 
término no inferior a un año. 


Si no se computara el año de matrimonio, pe- 
ro hubiera existido durante dicho lapso un con- 
cubinato estable que culminó en matrimonio, se 
incluirá a los efectos de la tenencia, el período 
de la unión libre. 


Por motivo fundado y expreso, el Tribunal 
podrá otorgar la adopción aun cuando alguno 
de los cónyuges o ambos no alcanzaren la dife- 
rencia de edad con el adoptado o adoptada, 
reduciéndola hasta un límite que admita razo- 
nablemente que éste pueda ser hijo de los 
adoptantes. 


Ninguno de los cónyuges puede adoptar sin 
el consentimiento expreso del otro, salvo que 
estuviere impedido de manifestar su voluntad o 
que exista sentencia de separación de cuerpos. 


4) Se permitirá la adopción por parte del nuevo 
cónyuge o concubino del padre o madre del 
hijo habido dentro del matrimonio o habido fue- 
ra del matrimonio reconocido del otro cónyuge 
o concubino. 


5) Realizada la adopción, la separación o divorcio 
ulterior de los cónyuges no los exime de sus 
obligaciones para con el adoptado menor de 
edad. 


Artículo 140. (Adoptados).- 


1) Puede ser adoptado todo niño o adolescente 
cuyo consentimiento será recabado conforme a 
las normas establecidas en este Código. 


2) Cuando el adoptado no sea capaz de hacerse 
entender de ninguna forma, prestarán el con- 
sentimiento sus representantes legales 


3) Si se trata de un niño o adolescente sometido a 
patria potestad, será necesario el consenti- 
miento de quien o quienes se encuentren en su 
ejercicio. En caso contrario, será necesario el 
consentimiento de quienes lo han tenido a su 
cargo. 


El consentimiento para la adopción será prestado 
indistintamente ante el Juez Letrado de Familia del 
domicilio de los adoptantes, compareciendo perso- 
nalmente ante aquél, o mediante escritura pública. 


Los padres que consienten en la adopción queda- 
rán suspendidos en el ejercicio de la patria potestad 
sobre el niño o adolescente, la que pasará al adop- 
tante. En el caso del numeral 4) del artículo anterior, 
quien ejerciere la patria potestad sobre el niño o ado- 
lescente adoptado por su pareja, continuará en su 
ejercicio. 


El procedimiento se regirá por lo establecido en 
los artículos 346 y 347 del Código General del Proce- 
SO. 


Artículo 141. (Efectos).- 


1) El adoptado continúa perteneciendo a su fami- 
lia biológica o de origen, donde conserva todos 
sus derechos. 


2) En caso de interdicción, de ausencia compro- 
bada judicialmente, de muerte del adoptante o 
de revocación de la adopción, durante la mino- 
ría de edad del adoptado, se dará conocimiento 
al Juez del domicilio real de éste, que dispon- 
drá lo que más convenga al interés del niño o 
adolescente: el reintegro a su familia de origen 
O la entrega a otra familia sustituta. 


3) La adopción solo establece relaciones jurídicas 
entre el adoptado y el adoptante y no entre 
cualquiera de ellos y la familia del otro. 
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4) La adopción produce los siguientes efectos: 


A) Obligación recíproca de respeto entre el 
adoptante y el adoptado. 


B) Obligación de prestarse alimentos como 
primeros obligados. 


Artículo 142. (Revocación).- 


1) La adopción podrá revocarse por motivos gra- 
ves. La misma podrá solicitarse tanto por el 
adoptante como por el adoptado o quien lo re- 
presente, o por el Ministerio Público, ante el 
Juez de Familia correspondiente. 


2) La revocación hará cesar para el futuro los 
efectos de la adopción, lo que se comunicará a 
la Dirección General del Registro de Estado Ci- 
vil a los efectos pertinentes. 


3) Se procederá de acuerdo a lo establecido en 
los artículos 346 y 347 del Código General del 
Proceso. 


Artículo 143. (Procedimiento judicial).- 


1) Las pretensiones de adopción, así como todas 
las reclamaciones relacionadas con las mis- 
mas, se tramitarán ante el Juzgado Letrado de 
Familia del domicilio del adoptante mediante el 
proceso voluntario (artículos 402 y siguientes 
del Código General del Proceso) con interven- 
ción preceptiva del Ministerio Público. 


2) Los interesados a que refiere el artículo 403.2 
del mismo Código son los padres y abuelos del 
niño o adolescente, los que serán citados per- 
sonalmente o por edictos si no se conociera su 
domicilio. 


En caso de oposición por parte de uno de los 
mencionados, el proceso será contencioso aplicán- 
dose las normas del Código General del Proceso co- 
rrespondientes al proceso extraordinario  (ar- 
tículos 346 y siguientes). 


Previo al pronunciamiento, admitiendo o denegan- 
do la adopción el Juzgado interviniente deberá solici- 
tar al Instituto Nacional del Menor, una evaluación so- 
bre las condiciones personales del o de los adoptan- 
tes, su estabilidad familiar y las demás circunstancias 
que permitan fundamentar su criterio, para aconsejar 
la conveniencia o no de la adopción en el caso. 


La sentencia que admite la adopción será comuni- 
cada a la Dirección General del Registro de Estado 
Civil, a la Intendencia Municipal correspondiente y a 
la Dirección Nacional de Identificación Civil, a efectos 


de la anotación pertinente en la partida del niño o 
adolescente. 


En todos los casos, se deberá tener en cuenta la 
opinión del niño o adolescente adoptado. 


Artículo 144. (Procedimiento ante escribano pú- 
blico).- La adopción podrá, asimismo, ser hecha por 
escritura pública, aceptada por los representantes le- 
gales del adoptado y por el adoptado, en su caso, de- 
biéndose inscribir dentro de los treinta días contados 
desde su otorgamiento, en un libro especial, que lle- 
vará al efecto la Dirección General del Registro de 
Estado Civil, y deberá constar además, al margen del 
acta de nacimiento. 


La omisión de la inscripción será sancionada con 
multa al escribano autorizante de la escritura, de 12 a 
50 UR (doce a cincuenta unidades reajustables), a 
más de no surtir efecto la adopción hasta después de 
ser inscripta. Una vez inscripta surtirá efecto desde la 
fecha de su otorgamiento. 


Cuando se trate de la adopción de un niño o de un 
adolescente, ningún escribano podrá autorizar la es- 
critura respectiva sin previa autorización del Instituto 
Nacional del Menor en que se acredite la idoneidad 
moral y la capacidad del o de los adoptantes, probada 
por todos los medios de investigación que el Instituto 
Nacional del Menor considere necesarios. 


Artículo 145. (Procedimiento especial).- Tratán- 
dose de niños o adolescentes con capacidad dife- 
rente que tengan la calidad de huérfanos o separados 
definitivamente de su familia, el Instituto Nacional del 
Menor hará un llamado público a personas que de- 
seen adoptarlos en cualquiera de las formas previstas 
en este Código. El Estado, a través de sus diversos 
servicios asegurará la atención integral de estos niños 
y adolescentes en forma gratuita, derecho que se 
mantendrá cualquiera sea la edad de la persona. 


El Poder Ejecutivo reglamentará la forma de dar 
vigencia efectiva a este artículo en un plazo de ciento 
ochenta días con posterioridad a la entrada en vigen- 
cia de este Código. 


Artículo 146. (Derecho de acceso a los antece- 
dentes).- El adoptado tiene derecho a conocer su 
condición de tal. 


Será deber de los padres adoptivos informarle al 
respecto siempre que ello no lo perjudique, atendien- 
do a su edad y características. 


Si el adoptado es mayor de quince años de edad 
podrá solicitar al Juez Letrado de Familia competente 
la exhibición del expediente judicial o antecedentes 
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de su adopción, fundando su pretensión. El Juez re- 
cabando los asesoramientos que correspondan, pre- 
via vista al Ministerio Público y apreciando las carac- 
terísticas, motivos del solicitante y los antecedentes 
de la adopción, podrá acceder a su petición, infor- 
mándole acerca de la identidad, situación y paradero 
de su familia de origen en cuanto estos datos surgie- 
ren de los antecedentes, a efectos de permitirle tomar 
contacto con ella si aquél lo deseara. 


El Instituto Nacional del Menor establecerá un 
programa para apoyar a los padres adoptantes y al 
adoptado en este proceso de conocimiento y de 
eventual acercamiento a su familia de origen. 


Si el adoptado tiene más de dieciocho años de 
edad no podrá negársele el acceso al expediente o 
antecedentes respectivos. 


Se podrá habilitar el acceso a otras personas en 
los siguientes casos: 


1%) Cuando por razones de carácter médico sea 
necesario conocer los antecedentes de la fami- 
lia biológica del adoptado. 


2%) Cuando se esté realizando una investigación 
judicial de cualquier naturaleza y sea necesario 
obtener la información como elemento de prue- 
ba. 


En ambos casos, se requerirá decisión judicial 
fundada acerca de la necesidad de la medida. 


Artículo 147. (Salida del país).- Para que el niño o 
adolescente que ha sido adoptado pueda salir del 
país, se requerirá autorización de quienes ejerzan la 
patria potestad. 


LEGITIMACIÓN ADOPTIVA 
Artículo 148. (Adoptados).- 
1) Se permite la legitimación adoptiva a favor de: 


A) Los niños o adolescentes abandonados o 
huérfanos de padre y madre, o pupilos del 
Estado, o hijos de padres desconocidos o 
del hijo o hijos reconocidos por uno de los 
adoptantes. 


B) Los niños O adolescentes abandonados por 
uno de sus progenitores legítimos, cuando 
fuere solicitada por el padre o madre que 
haya mantenido la patria potestad, conjun- 
tamente con el cónyuge con el que contrajo 
nuevo matrimonio. 


La legitimación adoptiva prevista en este lite- 
ral solo podrá llevarse a cabo una sola vez, 
respecto al niño o adolescente. 


2) Cuando la legitimación adoptiva se pretendiere 
para dos o más niños o adolescentes simultá- 
neamente, no será obstáculo la circunstancia 
de que mediasen menos de ciento ochenta dí- 
as entre sus respectivos nacimientos. 


3) En caso de existir hermanos en situación de 
abandono, se propenderá a su integración 
conjunta en una familia adoptiva. 


En todos los casos previstos en este Código, la 
condición de abandono se acreditará únicamente por 
sentencia ejecutoriada, debiendo seguirse los proce- 
dimientos establecidos en el artículo 137 y concor- 
dantes. 


Artículo 149. (Adoptantes).- Pueden solicitar la 
legitimación adoptiva: 


1) Los cónyuges, mayores de veinticinco años, 
con quince años más que el niño o adolescente 
y que lo hubieran tenido bajo su guarda o te- 
nencia por un término no inferior a un año, que 
computen por lo menos cuatro años de matri- 
monio, pudiéndose considerar en su caso el 
tiempo de concubinato previo al mismo, siem- 
pre que éste hubiera sido estable, singular y 
público, compartiendo la vida en común. 


Por motivo fundado y expreso, el Tribunal 
podrá otorgarla aun cuando alguno de los cón- 
yuges o ambos no alcanzaren tal diferencia de 
edad con el adoptado reduciéndola hasta un 
límite que admita razonablemente que éste 
puede ser hijo de los adoptantes o, en casos 
excepcionales, y si no mediare oposición del 
Ministerio Público, a pesar de que uno o los 
dos cónyuges no fueren mayores de veinticinco 
años de edad o no completaren los cuatro años 
de matrimonio a que refiere el inciso anterior. 


2) El viudo o viuda y los esposos divorciados 
siempre que medie la conformidad de ambos y 
cuando la guarda o tenencia del niño o adoles- 
cente hubiera comenzado durante el matrimo- 
nio y se completara después de la disolución 
de éste. 


3) No es obstáculo para la legitimación adoptiva la 
existencia de una previa adopción simple reali- 
zada por los mismos peticionantes. 
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Artículo 150. (Procedimiento).- 


1) La legitimación adoptiva deberá ser promovida 
ante el Juzgado Letrado de Familia del domici- 
lio del adoptante. 


Se seguirá el procedimiento voluntario pre- 
visto en los artículos 402 y siguientes del Códi- 
go General del Proceso, notificándose al Insti- 
tuto Nacional del Menor. 


2) En caso de oposición a la legitimación adoptiva 
el proceso será contencioso. Se aplicarán las 
normas del Código General del Proceso referi- 
das al proceso extraordinario (artículos 346 y 
siguientes). 


El Juez diligenciará las pruebas ofrecidas y 
las que juzgue convenientes interrogando a los 
peticionantes y al niño o adolescente en su ca- 
SO. 


3) La tramitación será reservada en cuanto a ter- 
ceros, no así respecto al niño o adolescente 
interesado quien tendrá derecho a acceder al 
expediente y a sus antecedentes cuando tuvie- 
re dieciocho años de edad. 


4) Previamente al dictado de la sentencia, será 
oído preceptivamente el Ministerio Público. 


Artículo 151. (Procedencia).- La legitimación 
adoptiva solo se otorgará por justos motivos y exis- 
tiendo conveniencia para el niño o adolescente. 


Cuando el niño o adolescente tuviere derechos 
cuyo dominio se acredite por documento público o 
privado, el Juez dispondrá que el Actuario inserte en 
el mismo constancia breve que exprese el cambio de 
nombre del titular, de lo que tomará nota el Registro 
respectivo cuando correspondiere. 


Artículo 152. (Sentencia).- Con el testimonio de la 
sentencia ejecutoriada que autorice la legitimación 
adoptiva, la parte solicitante efectuará la inscripción 
del niño o adolescente en la Dirección General del 
Registro de Estado Civil como hijo legítimo inscripto 
fuera de término. 


En la partida correspondiente no se hará mención 
alguna del juicio y su texto será el corriente en dicho 
instrumento. 


Se realizará también la anotación pertinente en la 
libreta de organización de la familia de modo idéntico 
a la de los hijos habidos dentro del matrimonio. 


El testimonio de la sentencia se archivará en for- 
ma, dejándose constancia de haberse efectuado la 
inscripción mencionada. 


Toda la tramitación y la expedición de partidas se- 
rá gratuita. 


Artículo 153. (Efectos).- 


1) Realizada la legitimación adoptiva, caducarán 
los vínculos de filiación anterior del niño o ado- 
lescente a todos sus efectos, con excepción de 
los impedimentos previstos en el artículo 91 del 
Código Civil. 

Deberá hacerse constar dicha caducidad en 
el acta de inscripción original del niño o adoles- 
cente. 


2) La legitimación adoptiva es irrevocable, aunque 
posteriormente nazcan hijos propios de uno o 
de ambos legitimantes. 


La legitimación adoptiva tendrá efectos constituti- 
vos sobre el estado civil del niño o adolescente objeto 
de la misma, quien se reputará en adelante, con los 
mismos derechos y deberes que si hubiera nacido del 
matrimonio legitimante. 


ADOPCIÓN INTERNACIONAL 


Artículo 154. (Principio general).- En defecto de 
convenios internacionales ratificados por la Repúbli- 
ca, las adopciones internacionales se regularán por 
las disposiciones de este Capítulo. 


Se considera adopción internacional a la que se 
lleva a cabo por matrimonios con domicilio o residen- 
cia habitual en el extranjero, con relación a niños o 
adolescentes con domicilio o residencia habitual en la 
República. 


Artículo 155. (Preferencia).- El Instituto Nacional 
del Menor y las demás autoridades con competencia 
en materia de adopción, deberán dar preferencia a la 
ubicación de los niños o adolescentes adoptables en 
familias u hogares que los requieran y vivan dentro 
del territorio nacional. 


Artículo 156. (Requisitos).- Las adopciones inter- 
nacionales se constituirán con la intervención precep- 
tiva del Instituto Nacional del Menor, quien una vez 
obtenidos todos los antecedentes presentará en el 
plazo de sesenta días un informe pormenorizado, te- 
niendo asimismo los demás requisitos previstos en 
los artículos 137, 149 y 158 de este Código. 


El no pronunciamiento en plazo se tendrá por 
aceptación. 


Artículo 157. (Residencia).- La adopción interna- 
cional tendrá el mismo efecto que la legitimación 
adoptiva, pudiendo acceder a ella cónyuges cuya 
unión matrimonial no sea inferior a cuatro años. 
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Solo se realizará con aquellos países cuyas nor- 
mas en materia de adopción y protección de niños y 
adolescentes tengan una razonable equivalencia con 
las de nuestro país. 


Los adoptantes deberán residir y convivir con el 
niño o adolescente en el territorio nacional, aun en 
forma alternada, por un plazo de seis meses. Por ra- 
zones fundadas y teniendo en cuenta el interés supe- 
rior del niño, el plazo podrá ser reducido por el Juez 
competente. 


Artículo 158. (Documentos necesarios).- Con la 
solicitud de la adopción se deberá presentar la docu- 
mentación justificativa de las condiciones físicas, mo- 
rales, económicas y familiares de los solicitantes. Los 
informes y documentos al respecto deberán tramitar- 
se por medio de las autoridades centrales del país de 
los adoptantes y de la República. 


Artículo 159. (Competencia).- Serán competentes 
para el otorgamiento de la adopción internacional los 
Jueces de Familia del domicilio del adoptado, quienes 
procederán de acuerdo a los trámites del juicio ex- 
traordinario del Código General del Proceso (ar- 
tículo 346). La apelación se regirá por la misma nor- 
mativa (artículo 347). 


Los solicitantes deberán comparecer a la audien- 
cia preliminar en forma personal, preceptivamente. 
También deberán hacerlo cuando el Tribunal, en for- 
ma fundada, lo considere conveniente. 


El impedimento fundado de los solicitantes a con- 
currir personalmente a la audiencia hará que el Juz- 
gado fije otra, pero en ningún caso se permitirá la re- 
presentación por apoderado. 


Hasta tanto no haya recaído sentencia firme, para 
que el niño o adolescente pueda salir del país deberá 
hacerlo en compañía de uno de los solicitantes, con- 
tando con autorización judicial, la que no podrá con- 
cederse sin intervención preceptiva del Ministerio Pú- 
blico, si fundadamente se probare la integración del 
niño. 

Artículo 160. (Juicios de anulación).- Corresponde 
a los Jueces de Familia que autorizaron la adopción, 
la tramitación de los juicios de anulación, los que se- 
rán resueltos teniendo en cuenta el interés superior 
del niño o adolescente. El trámite se regirá por el pro- 
cedimiento extraordinario del Código General del Pro- 
ceso (artículos 346 y 347). 


Artículo 161. (Nacionalidad).- Los niños y adoles- 
centes de nacionalidad oriental adoptados por ex- 
tranjeros domiciliados en el exterior mantienen su na- 


cionalidad, sin perjuicio de adquirir, además, la de los 
adoptantes. 


CONTROL ESTATAL DE LAS ADOPCIONES 


Artículo 162. (Control).- El Instituto Nacional del 
Menor, a través de sus servicios especializados, es el 
organismo encargado de proponer, ejecutar y fiscali- 
zar la política a seguir en materia de adopciones. 


Para el desarrollo de programas de adopción, el 
Instituto Nacional del Menor podrá autorizar el funcio- 
namiento de instituciones privadas con personalidad 
jurídica y especialización en la materia. 


Artículo 163. (Cometidos del equipo técnico).- 
Todos los servicios e instituciones que desarrollen 
programas de adopción deberán contar con equipo 
técnico interdisciplinario que tendrá como cometidos: 


A) Asesorar a los interesados en adoptar niños o 
adolescentes y analizar los motivos de su soli- 
citud. 


B) Evaluar las condiciones de salud, psíquicas, 
sociales y jurídicas de los solicitantes y las po- 
sibilidades de convivencia. 


C) Llevar un Registro de Interesados en Adoptar, 
ordenado cronológicamente según fecha de 
solicitud, en el que conste el informe técnico a 
que refiere el literal anterior. 


D) Seleccionar de dicho Registro respetando es- 
trictamente el orden de inscripción, los posibles 
padres adoptivos, ante la solicitud formulada 
por el Juzgado competente, en el caso de un 
niño o adolescente en condiciones de ser 
adoptado 


El orden solo podrá ser alterado por las ne- 
cesidades del niño o adolescente, debidamente 
fundadas. En todos los casos el niño o adoles- 
cente deberá ser oído preceptivamente. 


E) Orientar y acompañar el proceso de integración 
familiar. 


F) Asesorar al Juez toda vez que le sea requerido 
su informe. 


DEL REGISTRO DE ADOPCIONES 


Artículo 164. (Registro General de Adopciones).- 
El Instituto Nacional del Menor llevará un Registro re- 
servado donde constarán los datos identificatorios de: 


1) El niño o adolescente. 
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2) Los adoptantes: nombre, nacionalidad, domici- 
lio y estado civil e institución nacional o extran- 
jera que lo patrocinó, cuando corresponda. 


3) Juzgado en que se tramitó el proceso respecti- 
vO. 


CAPÍTULO XII 
TRABAJO 


Artículo 165. (Principio general).- El estatuto de 
los adolescentes que trabajan se regulará conforme a 
las normas de este Código, leyes especiales, trata- 
dos, convenciones y convenios internacionales ratifi- 
cados por el país. 


Artículo 166. (Edad de admisión).- Fíjase en quin- 
ce años la edad mínima que se admitirá en los ado- 
lescentes que trabajen en empleos públicos o priva- 
dos, en todos los sectores de la actividad económica, 
salvo las excepciones especialmente establecidas en 
los artículos siguientes, y aquellas que, teniendo en 
cuenta el interés superior del niño o adolescente, 
conceda el Instituto Nacional del Menor. 


Cuando el Instituto Nacional del Menor no las 
otorgue de oficio, las excepciones deberán ser ges- 
tionadas por los padres o quien acredite la tutoría le- 
gal y establecer como mínimo el nombre del repre- 
sentante legal del menor, la naturaleza de la actividad 
y la jornada diaria. 


Artículo 167. (Obligación de protección).- Para el 
caso de que los niños o adolescentes trabajen, el 
Estado está obligado a protegerlos contra toda forma 
de explotación económica y contra el desempeño de 
cualquier tipo de trabajo peligroso, nocivo para su 
salud o para su desarrollo físico, espiritual, moral o 
social. 


Prohíbese todo trabajo que no le permita gozar de 
bienestar en compañía de su familia o responsables o 
entorpezca su formación educativa. 


Artículo 168. (Tareas y condiciones nocivas de 
trabajo).- El Instituto Nacional del Menor establecerá 
con carácter de urgente el listado de tareas a incluir 
dentro de la categoría de trabajo peligroso o nocivo 
para la salud o para su desarrollo físico, espiritual o 
moral, los que estarán terminantemente prohibidos, 
cualquiera fuere la edad del que pretenda trabajar o 
ya se encuentre en relación de trabajo. 


Asimismo, el Instituto Nacional del Menor ante la 
presunción de la existencia de condiciones de trabajo 
peligrosas o nocivas para la salud o el desarrollo físi- 
co, espiritual o moral de los adolescentes solicitará la 
intervención de la Inspección General del Trabajo y 


de la Seguridad Social del Ministerio de Trabajo y Se- 
guridad Social la que se pronunciará, en un plazo no 
mayor a los veinte días corridos, sobre el carácter pe- 
ligroso o nocivo de la actividad. 


Artículo 169. (Situaciones especiales).- El Insti- 
tuto Nacional del Menor revisará las autorizaciones 
que ha prestado respecto al empleo de niños y ado- 
lescentes entre los trece y los quince años. Solo se- 
rán permitidos trabajos ligeros, que por su naturaleza 
O por las condiciones en que se prestan no perjudican 
el desarrollo físico, mental o social de los mismos, ni 
obstan a su escolaridad 


Artículo 170. (Prevención, educación e informa- 
ción).- El Estado promoverá programas de apoyo in- 
tegral para desalentar y eliminar paulatinamente el 
trabajo de estos niños y adolescentes. 


La sociedad civil deberá prestar su concurso en 
las campañas preventivas, educativas e informativas 
que se desarrollen a fin de asegurar el bienestar del 
niño y adolescente. 


Se consideran programas de educación en el tra- 
bajo, aquellos que, realizados por el Instituto Nacional 
del Menor o por instituciones sin fines de lucro, tienen 
exigencias pedagógicas relativas al desarrollo perso- 
nal y social del alumno, que prevalecen sobre los as- 
pectos productivos. En consecuencia, la remunera- 
ción que recibe el alumno por el trabajo realizado o 
por la participación en la venta de productos de su 
trabajo, no desvirtúa la naturaleza educativa de la re- 
lación. 


Artículo 171. (Carné de habilitación).- Para tra- 
bajar, los adolescentes deberán contar con carné de 
habilitación tramitado gratuitamente ante el Instituto 
Nacional del Menor, en el que deberá constar: 


A) Nombre. 
B) Fecha y lugar de nacimiento. 
C) Domicilio. 


D) Consentimiento para trabajar del adolescente y 
sus responsables. 


E) Constancia del examen médico que lo declare 
apto para el trabajo. 


F) Constancia de haber completado el ciclo de 
enseñanza obligatoria o el nivel alcanzado. 


Si el examen médico fuera impugnado por la per- 
sona legalmente responsable del adolescente podrá, 
a su requerimiento, realizarse un nuevo examen. 
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Artículo 172. (Renovación).- Anualmente, todos 
los menores de dieciocho años que trabajen serán 
sometidos obligatoriamente a examen médico, a fin 
de comprobar si la tarea que realizan es superior a su 
capacidad física. En caso afirmativo deberán abando- 
nar el trabajo por otro más adecuado. 


La división técnica del Instituto Nacional del Menor 
podrá otorgar autorizaciones por períodos más bre- 
ves, a los efectos de exigir la repetición del examen 
médico en todos aquellos casos que a su juicio sean 
necesarios para garantizar una vigilancia eficaz, en 
relación con los riesgos que presenta el trabajo o el 
estado de salud del niño o adolescente. 


El responsable del niño o adolescente podrá im- 
pugnar el examen y requerir otro. 


Artículo 173. (Jornada de trabajo).- Los adoles- 
centes mayores de quince años no podrán trabajar 
más de seis horas diarias, equivalentes a treinta y 
seis horas semanales y disfrutar de un día de des- 
canso semanal, preferentemente en domingo. El Ins- 
tituto Nacional del Menor podrá excepcionalmente 
autorizar a los adolescentes entre dieciséis y diecio- 
cho años a trabajar ocho horas diarias, correspon- 
diéndoles dos días continuos de descanso preferen- 
temente uno en domingo, por cada cinco días de tra- 
bajo, previa evaluación técnica individual, estudio del 
lugar y puesto de trabajo teniendo en cuenta el inte- 
rés superior del niño. 


Artículo 174. (Descansos).- El descanso interme- 
dio en la jornada de trabajo de los niños y adoles- 
centes tendrá una duración de media hora, que debe- 
rá ser gozada en la mitad de la jornada y tendrá ca- 
rácter remunerado. No se admitirá la jornada discon- 
tinua de trabajo ni horarios rotativos durante el ciclo 
lectivo. En todos los casos deberán mediar como mí- 
nimo doce horas entre el fin de la jornada y el co- 
mienzo de la siguiente. 


Artículo 175. (Horarios especiales).- El Instituto 
Nacional del Menor podrá otorgar permisos con ca- 
rácter excepcional a adolescentes mayores de quince 
años para desempeñarse en horarios especiales, du- 
rante períodos zafrales o estacionales, siempre que la 
actividad no interfiera con el ciclo educativo y que las 
condiciones de trabajo no sean nocivas o peligrosas. 
El descanso deberá ser concedido en la mitad de la 
jornada de trabajo. 


El período de excepción podrá ser de hasta un 
máximo de tres meses. 


Artículo 176. (Trabajo nocturno).- Los adoles- 
centes no podrán ser empleados ni trabajar en horario 


nocturno, entendiéndose por tal a los efectos de este 
Código, el período comprendido entre las veintidós y 
las seis horas del día siguiente. 


No obstante, el Instituto Nacional del Menor podrá 
autorizarlo excepcionalmente, teniendo en cuenta su 
interés superior. 


Artículo 177. (Fiscalización y sanciones).- El Ins- 
tituto Nacional del Menor tendrá autoridad y respon- 
sabilidad en la fiscalización del cumplimiento de las 
disposiciones específicas en materia de sus compe- 
tencias respecto al trabajo de los menores de edad y 
sancionar la infracción a las mismas, sin perjuicio del 
contralor general del cumplimiento de las normas por 
parte del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 


Las empresas o los particulares que no cumplan 
las obligaciones impuestas, serán sancionados por el 
Instituto Nacional del Menor con una multa de hasta 
2.000 UR (dos mil unidades reajustables). 


El producido de las multas será destinado al Insti- 
tuto Nacional del Menor. 


Artículo 178. (Competencia).- Serán competentes 
para entender en las infracciones previstas en el ar- 
tículo anterior, los Jueces Letrados de Familia de la 
capital, y en el interior del país los que la Suprema 
Corte de Justicia determine según su superintenden- 
cia constitucional, quienes actuarán siguiendo el pro- 
cedimiento extraordinario previsto en el Código Gene- 
ral del Proceso. 


Será oído preceptivamente el Ministerio Público. 


Artículo 179. (Recurribilidad).- La sentencia podrá 
ser apelada ante el Tribunal de Familia respectivo, 
cuya decisión hará cosa juzgada. 


Artículo 180. (Responsabilidad de los padres o 
responsables).- Los padres o responsables de los ni- 
ños y adolescentes que permitan o favorezcan que 
estos trabajen violando las normas prohibitivas con- 
sagradas en este Código, incurrirán en el delito pre- 
visto por el artículo 279 B del Código Penal. 


Constatada la infracción, el Instituto Nacional del 
Menor o cualquier persona responsable, formulará la 
denuncia al Juez Letrado en lo Penal que correspon- 
da. 


Artículo 181. (De la documentación).- El Instituto 
Nacional del Menor determinará los documentos que 
el empleador deberá llevar y tener a disposición de la 
autoridad competente. 


Estos documentos deberán indicar el nombre y 
apellido, fecha de nacimiento debidamente certifica- 
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da, fecha de ingreso, tarea, categoría, horario, des- 
cansos intermedios y semanal y fecha de egreso, de 
todas las personas menores de dieciocho años em- 
pleadas por él o que trabajen para él. 


Artículo 182. (Peculio profesional o industrial).- 
Todo adolescente que trabaje tendrá derecho de 
acuerdo a lo prescripto por los artículos 266 y si- 
guientes del Código Civil, a la administración exclusi- 
va del salario o remuneración que perciba, la que de- 
berá serle abonada directamente, siendo válido el re- 
cibo que el empleador otorgue por tal concepto. Cual- 
quier constancia en el recibo o fuera de él que pudie- 
ra implicar renuncia del adolescente a sus derechos, 
será nula. 


Artículo 183. (Remuneración).- La remuneración 
del adolescente trabajador se regirá por lo dispuesto 
en las leyes, decretos, laudos o convenios colectivos 
de la actividad correspondiente. 


Artículo 184. (Accidentes de trabajo y enfermeda- 
des profesionales).- En caso de accidentes de trabajo 
o enfermedades profesionales de un adolescente tra- 
bajador, el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y 
el Instituto Nacional del Menor investigarán las cau- 
sas del mismo de acuerdo con las competencias es- 
pecíficas de cada organismo. Asimismo se verificará 
la realización de tareas prohibidas o el hecho de en- 
contrarse el menor de edad en sitio en el que esté 
prohibida su presencia, en cuyo caso se considerará 
culpa grave del empleador, con las consecuencias 
previstas por el artículo 7* de la Ley N* 16.074, de 10 
de octubre de 1989. 


El empleador podrá eximirse de esta responsabili- 
dad si prueba fehacientemente que el joven se en- 
contraba circunstancialmente en el lugar y sin cono- 
cimiento de la persona habilitada para permitirle el 
acceso. 


CAPÍTULO XII! 
DE LA PREVENCIÓN ESPECIAL 


| - Medios de comunicación, publicidad y es- 
pectáculos 


Artículo 185. (Vulneración de derechos a su inci- 
tación).- La exhibición o emisión pública de imágenes, 
mensajes u objetos no podrá vulnerar los derechos de 
los niños y adolescentes, los principios reconocidos 
en la Constitución de la República y las leyes, o inci- 
tar a actitudes o conductas violentas, delictivas, dis- 
criminatorias o pornográficas. 


Artículo 186. (Programas radiales o televisivos).- 
Los programas de radio y televisión en las franjas ho- 


rarias más susceptibles de audiencia de niños y ado- 
lescentes, deben favorecer los objetivos educativos 
que dichos medios de comunicación permiten desa- 
rrollar y deben potenciar los valores humanos y los 
principios del Estado democrático de derecho. Debe 
evitarse, en las franjas horarias antedichas, la exhibi- 
ción de películas que promuevan actitudes o con- 
ductas violentas, delictivas, discriminatorias o porno- 
gráficas, o fomenten los vicios sociales. 


Artículo 187. (Principios rectores).- A fin de prote- 
ger los derechos de los niños y adolescentes, en lo 
que refiere a la publicidad elaborada y divulgada en 
todo el territorio nacional, deberán atenderse los si- 
guientes principios: 


A) Los anuncios publicitarios no deben incitar a la 
violencia, a la comisión de actos delictivos o a 
cualquier forma de discriminación. 


B) Las prestaciones del producto deben mostrarse 
en forma comprensible y que coincida con la 
realidad. 


II- Publicidad protagonizada por niños y 
adolescentes 


Artículo 188. (Participación de niños y adoles- 
centes).- Prohíbese la participación de niños y ado- 
lescentes en anuncios publicitarios que promocionen 
bebidas alcohólicas, cigarrillos o cualquier producto 
perjudicial para su salud física o mental. 


Artículo 189. (Mensajes publicitarios).- Prohíbese 
la participación de niños y adolescentes en mensajes 
publicitarios que atenten contra su dignidad o integri- 
dad física, psicológica o social. 


III - Espectáculos y centros de diversión 


Artículo 190. (Preservación de la corrupción).- 
Prohíbese la concurrencia de personas menores de 
dieciocho años a casinos, prostíbulos y similares, 
whiskerías y night clubs, independientemente de su 
denominación. 


El Instituto Nacional del Menor reglamentará a los 
efectos pertinentes la concurrencia de adolescentes a 
locales de baile, espectáculos públicos de cualquier 
naturaleza, hoteles de alta rotatividad y afines. 


Corresponde asimismo al Instituto Nacional del 
Menor regular la asistencia de niños y adolescentes a 
espectáculos públicos de cualquier naturaleza. 


Artículo 191. (Prohibición de proveer).- Prohíbese 
la venta, provisión, arrendamiento o distribución a 
personas menores de dieciocho años de: 


1) Armas, municiones y explosivos. 
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2) Bebidas alcohólicas. 


3) Tabacos, fármacos, pegamentos u otras sus- 
tancias que puedan significar un peligro o crear 
dependencia física o psíquica. 


4) Revistas, publicaciones, video casetes, discos 
compactos u otras formas de comunicación que 
violen las normas establecidas en los ar- 
tículos 185 a 187 de este Código. 


Artículo 192. (Fiscalización).- 


1) La fiscalización de lo establecido en los ar- 
tículos 185 a 191 de este Código, será facultad 
del Instituto Nacional del Menor. 


2) Las empresas o los particulares que no cum- 
plan con las obligaciones impuestas en los ar- 
tículos 185 a 191 de este Código, serán san- 
cionados con una multa, a juicio del Juez, entre 
50 UR (cincuenta unidades reajustables) y 
200 UR (doscientas unidades reajustables), 
según los casos. En los casos de reincidencia, 
podrán duplicarse los referidos montos. Las 
multas serán recaudadas por el Instituto Nacio- 
nal del Menor. 


El niño o adolescente encontrado en situación de 
riesgo será conducido y entregado por parte del Juez 
a los padres, tutor o encargado. El Juez advertirá a 
éstos personalmente y bajo su más seria responsabi- 
lidad de la situación. Si éstos han incumplido alguno 
de los deberes establecidos en el artículo 16 de este 
Código, el niño o adolescente será entregado al Ins- 
tituto Nacional del Menor. 


El Instituto Nacional del Menor podrá solicitar al 
Juez competente la clausura, por veinticuatro horas a 
diez días, del establecimiento en infracción. 


Artículo 193. (Competencia).- Serán competentes 
los Jueces Letrados de Familia en Montevideo, y los 
Jueces con competencia penal en el interior del país, 
quienes actuarán siguiendo el procedimiento extraor- 
dinario previsto por el Código General del Proceso. 


Será oído preceptivamente el Ministerio Público. 


Artículo 194. (Recurribilidad).- La sentencia podrá 
ser apelada ante el Tribunal de Apelaciones de Fami- 
lia respectivo, cuya decisión hará cosa juzgada. 


IV - Autorización para viajar 


Artículo 195. (Compañía de los padres o respon- 
sables).- Los niños y adolescentes no necesitan auto- 
rización para viajar cuando salen del país acompaña- 
dos de quienes ejerzan la patria potestad. 


Artículo 196. (Uso del pasaporte-habilitado).- 
Tampoco necesitan autorización cuando viajen en 
posesión de pasaporte válido autorizado por quienes 
ejerzan la patria potestad o habilitado de edad. 


Artículo 197. (Autorizaciones).- Los niños y ado- 
lescentes que viajen solos o en compañía de terceros 
fuera del país necesitan consentimiento de ambos 
padres o del representante legal en su caso. 


En caso de separación o divorcio de los padres, se 
requerirá la autorización de ambos. 


En los casos expuestos precedentemente si se 
planteara conflicto para consentimiento entre los otor- 
gantes del mismo, resolverá el Juez Letrado de Fami- 
lia quien fijará los detalles de la estadía en el exterior. 


Se seguirán los trámites del proceso incidental se- 
gún lo dispone el Código General del Proceso, oyén- 
dose preceptivamente al Ministerio Público en la au- 
diencia respectiva a la que bajo responsabilidad de- 
berá concurrir este último. 


La impugnación a la sentencia de primera instan- 
cia no tendrá efecto suspensivo, debiendo el Juzgado 
Letrado de Familia de Primera Instancia expedir tes- 
timonio de la sentencia sin más trámite, inmediata- 
mente de celebrada la audiencia correspondiente. 


Artículo 198. (Adoptados).- Los niños y adoles- 
centes adoptados por matrimonios extranjeros nece- 
sitan la autorización del Juez Letrado de Familia, aun 
cuando viajen con sus padres, la que se tramitará se- 
gún las normas del proceso voluntario (artículos 402 y 
siguientes del Código General del Proceso). 


CAPÍTULO XIV 
ACCIONES ESPECIALES 


Artículo 199. (Acción de amparo).- La acción de 
amparo para la protección de los derechos de los ni- 
ños y adolescentes se regirá por la Ley N* 16.011, de 
19 de diciembre de 1988, y por las siguientes disposi- 
ciones. 


Podrá ser deducida también por el Ministerio Pú- 
blico, cualquier interesado o las instituciones O aso- 
ciaciones de interés social que según la ley, o a juicio 
del Tribunal, garanticen una adecuada defensa de los 
derechos comprometidos. 


Procederá en todos los casos, excepto que exista 
proceso jurisdiccional pendiente, presumiéndose, sal- 
vo prueba en contrario, que los otros medios jurídicos 
de protección resultan ineficaces. 
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Deberá ser promovida dentro de los treinta días a 
partir de la fecha en que se produjo el acto, hecho u 
omisión contra el que se recurre. 


Serán competentes en razón de la materia los 
Jueces Letrados de Familia. 


Artículo 200. (Intereses difusos).- Amplíase a la 
defensa de los derechos de los niños y adolescentes 
las previsiones del artículo 42 del Código General del 
Proceso. 


CAPÍTULO XV 


DE LA INVESTIGACIÓN DE LA PATERNIDAD O 
MATERNIDAD 


Artículo 201. (Principio general).- Las acciones de 
investigación de la paternidad o maternidad se regula- 
rán exclusivamente por las disposiciones contenidas 
en este Capítulo. 


La paternidad o maternidad declaradas asegura- 
rán al niño y adolescente todos los derechos corres- 
pondientes a la filiación natural, en especial, los dere- 
chos hereditarios inherentes a la misma, así como los 
alimentos necesarios para su desarrollo y bienestar y 
el derecho a llevar los apellidos de quienes resulten 
declarados como sus padres. 


Artículo 202. (Accionantes).- Podrán iniciar la ac- 

ción: 

1) El hijo, hasta los veinticinco años de edad. Du- 
rante la menor edad solamente podrá ser de- 
ducida la acción por la madre, el padre, o su 
representante legal, según correspondiere. 


2) La madre o el padre, desde que se constata la 
gravidez, hasta que el hijo cumpla dieciocho 
años. 


Si el padre o la madre fuere menor de edad, 
se le nombrará curador "ad litem". 


Si el padre o la madre menor de edad estu- 
viere internado en el Instituto Nacional del Me- 
nor, éste deberá solicitar al Juez Letrado de 
Familia, el nombramiento de curador "ad litem". 


3) El Instituto Nacional del Menor, de oficio, cuan- 
do tenga conocimiento que el niño ha sido ins- 
cripto como hijo de padres desconocidos, o que 
ingrese al establecimiento un niño o adoles- 
cente sin filiación paterna o materna, o cuando 
un niño o adolescente lo solicite. 


A efectos de esta acción, los Oficiales de la 
Dirección General del Registro de Estado Civil, 


darán cuenta, en el primer caso, de dicha ins- 
cripción. 
El Instituto Nacional del Menor requerirá de 


las oficinas respectivas un informe semestral 
de estas situaciones. 


4) Cuando el presunto hijo o su representante le- 
gal ejercite conjuntamente con la acción de in- 
vestigación de paternidad o maternidad la de 
petición de herencia, el Actuario, bajo su más 
seria responsabilidad funcional, lo comunicará 
dentro de quince días al registro correspon- 
diente para su inscripción que producirá los 
efectos enunciados en el artículo 685 de Códi- 
go Civil. Si entre los demandados hubiese he- 
rederos testamentarios, o de los llamados a la 
herencia por el artículo 1025 del Código Civil, o 
cónyuge con derecho a gananciales o porción 
conyugal, cualquiera de ellos podrá obtener 
que se limite la interdicción a un bien o lote de 
bienes hereditarios cuyo valor cubra amplia- 
mente la legítima del actor, el que solo sobre 
ese bien o lote podrá perseguir el pago de su 
haber hereditario cuando le sea reconocida la 
fillación invocada y sin perjuicio de la acción 
personal que le corresponda por restitución de 
frutos. 


Artículo 203. (Emplazamiento).- En los casos pre- 
vistos por el numeral 3) del artículo 202, el Instituto 
Nacional del Menor iniciará los procedimientos judi- 
ciales ante el Juez de Familia competente, para que 
emplace al presunto padre o a la presunta madre del 
niño o adolescente con domicilio conocido. 


Si no se conociera el domicilio, se le emplazará 
por edictos, según lo establecido por el Código Gene- 
ral del Proceso. 


Artículo 204. (Acción del presunto padre o la pre- 
sunta madre).- Si el presunto padre o la presunta ma- 
dre comparece dentro del término y expresa su vo- 
luntad de iniciar por sí mismo la investigación, lo hará 
ajustándose al procedimiento fijado por este Capítulo. 


Artículo 205. (No comparecencia).- Si citado por 
segunda vez y bajo apercibimiento, el presunto padre 
O la presunta madre no comparece en autos, el Juez 
competente pondrá esta circunstancia en conoci- 
miento del Ministerio Público quien podrá proponer 
dos o más personas idóneas para que entre ellos se 
elija el curador "ad litem" del menor, quien instaurará 
y proseguirá la acción. 


Las citaciones previstas en el inciso anterior serán 
con plazo de diez días. 
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Artículo 206. (Administrador legal).- El Instituto 
Nacional del Menor será el administrador legal de la 
pensión alimentaria que se obtenga como conse- 
cuencia de la acción, a la vez que será responsable 
del bienestar, salud y educación del niño o adoles- 
cente internado en sus dependencias. 


Artículo 207. (Procedimientos).- Las pretensiones 
que conciernen a las cuestiones de investigación de 
la paternidad o maternidad a que refiere este Capítu- 
lo, se tramitarán por el procedimiento ordinario pre- 
visto en el Código General del Proceso. 


Artículo 208. (Admisión de pruebas).- En esta 
clase de juicios serán admisibles todas las clases de 
prueba. La no colaboración para su diligenciamiento 
sin causa justificada, será tenida como una presun- 
ción simple en su contra. 


La excepción de mala conducta no tiene eficacia 
perentoria. 


Deberá oírse preceptivamente al Ministerio Públi- 
co. 


Artículo 209. (Maniobras artificiosas).- Cuando de 
la denuncia sobre paternidad o maternidad, resultase 
el empleo de maniobras artificiosas, se pasarán los 
antecedentes al Juzgado Letrado de Primera Instan- 
cia en lo Penal de Turno en la fecha que se invocó el 
engaño. 


CAPÍTULO XVI 


DE LA PÉRDIDA, LIMITACIÓN, SUSPENSIÓN O 
REHABILITACIÓN DE LA PATRIA POTESTAD 


Artículo 210. (Competencia).- Es Juez compe- 
tente para conocer en los juicios de pérdida, limita- 
ción, suspensión o rehabilitación de la patria potestad, 
en los casos previstos en los artículos 285, 286, 295 y 
296 del Código Civil, aunque la patria potestad sea 
ejercida de acuerdo con el artículo 177 del mismo 
Código, el Juez Letrado de Familia en Montevideo y 
los Jueces Letrados Departamentales del domicilio de 
los padres, y cuando el domicilio no sea conocido, el 
de la residencia del niño o adolescente. 


Artículo 211. (Responsabilidad del Ministerio Pú- 
blico).- La demanda deberá ser deducida por el Mi- 
nisterio Público siempre que tenga conocimiento de 
alguno de los hechos que puedan dar lugar a la pér- 
dida, limitación o suspensión de la patria potestad. 


Cuando el Juez de Familia reciba información 
fehaciente que aconseje la separación de un niño o 
adolescente de su familia de origen, previo asesora- 
miento técnico, deberá dar cuenta al Ministerio Públi- 


co a fin de que éste determine si ejerce la facultad 
conferida en el inciso anterior. 


En todos los casos, deberá aplicarse lo dispuesto 
en el literal C) del artículo 35 de este Código. 


Lo dispuesto en este artículo no modifica la posibi- 
lidad de deducir la demanda por quienes asimismo 
poseen legitimación activa (artículo 289 del Código 
Civil). 


Artículo 212. (Procedimiento).- Las pretensiones 
que conciernen a las cuestiones de limitación, pérdi- 
da, suspensión o rehabilitación de la patria potestad, 
se tramitarán por el proceso extraordinario previsto en 
el Código General del Proceso (numeral 3) del ar- 
tículo 349, y artículos 346, 347 y 350). 


Artículo 213. (Administración de los bienes).- El 
Juez Letrado de Familia o los Jueces Letrados De- 
partamentales, cuando lo consideren conveniente, 
podrán entregar la administración de los bienes del 
niño o adolescente a instituciones bancarias de noto- 
ria responsabilidad. 


Artículo 214. (Reserva).- No serán de conoci- 
miento público las situaciones previstas en los ar- 
tículos 285, 286, 295 y 296 del Código Civil. 


No obstante, el Tribunal podrá decidir la publicidad 
del proceso siempre que las partes consintieran en 
ello (artículo 8? de la Ley N* 16.699, de 25 de abril de 
1995). 


CAPÍTULO XVII 


CONSEJO NACIONAL CONSULTIVO HONORARIO 
DE LOS DERECHOS DEL NIÑO Y ADOLESCENTE 


Artículo 215. (Creación).- Créase el Consejo Na- 
cional Consultivo Honorario de los Derechos del Niño 
y Adolescente que se integrará con dos representan- 
tes del Poder Ejecutivo -uno de los cuales lo presidi- 
rá-, uno del Instituto Nacional del Menor, uno del Po- 
der Judicial, uno de la Administración Nacional de 
Educación Pública, uno del Congreso de Intendentes, 
uno del Instituto Pediátrico "Luis Morquio", uno del 
Colegio de Abogados y dos de las organizaciones no 
gubernamentales de promoción y atención a la niñez 
y adolescencia. 


En caso de empate, el Presidente tendrá doble 
voto. 


La representación del Poder Ejecutivo coordinará 
directamente con los Ministerios de Deporte y Juven- 
tud, Trabajo y Seguridad Social, Educación y Cultura, 
Salud Pública, e Interior. 
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Artículo 216. (Integración).- Los representantes 
de los organismos públicos deberán ser funcionarios 
de las más altas jerarquías. 


Los representantes de las organizaciones no gu- 
bernamentales serán designados por la Asociación 
Nacional de Organizaciones No Gubernamentales 
(ANONG). 


Artículo 217. (Convocatorias especiales).- El 
Consejo podrá convocar a sesiones extraordinarias 
consultivas a representantes de los Ministerios y or- 
ganismos públicos. Asimismo podrá convocar a re- 
presentantes de las organizaciones no gubernamen- 
tales y organizaciones privadas de promoción y aten- 
ción a la niñez y adolescencia. 


Artículo 218. (Competencia).- El Consejo que se 
crea, tendrá competencia a nivel nacional. Sus fines 
serán: 


1) Promover la coordinación e integración de las 
políticas sectoriales de atención a la niñez y 
adolescencia, diseñadas por parte de las dife- 
rentes entidades públicas vinculadas al tema. 


2) Elaborar un documento anual que contemple lo 
establecido en el numeral anterior. 


3) Ser oído preceptivamente en la elaboración del 
informe que el Estado debe elevar al Comité 
sobre los Derechos del Niño de las Naciones 
Unidas (artículo 44 de la Convención sobre De- 
rechos del Niño). 


4) Opinar, a requerimiento expreso, sobre las le- 
yes de presupuesto, rendición de cuentas y 
demás normas y programas que tengan rela- 
ción con la niñez y adolescencia. 


Artículo 219. (Recursos).- El Ministerio de Educa- 
ción y Cultura asignará los recursos necesarios para 
su funcionamiento y proveerá la infraestructura para 
realizar las reuniones del Consejo. 


Artículo 220. (Atribuciones).- El Consejo podrá 
crear Comisiones Departamentales o Regionales, re- 
glamentando su integración y funcionamiento. 


Dicha reglamentación podrá hacerse de manera 
tal, que se integren a las mismas los miembros y 
competencias de las Comisiones previstas por el ar- 
tículo 37 de la Ley N* 16.707, de 12 de julio de 1995. 


Artículo 221. (Funcionamiento).- El Consejo dicta- 
rá su reglamento interno de funcionamiento dentro del 
plazo de sesenta días a partir de su instalación. 


CAPÍTULO XVII! 


REGISTRO DE INFORMACIÓN DE NIÑOS Y 
ADOLESCENTES 


Artículo 222. (Sistema de datos).- El Instituto Na- 
cional del Menor deberá desarrollar el Sistema Nacio- 
nal de Información sobre Niñez y Adolescencia, que 
deberá incluir datos sobre el niño o adolescente a su 
cargo y las instituciones que lo atienden. 


Artículo 223. (Seguimiento).- El Sistema Nacional 
de Información sobre Niñez y Adolescencia deberá 
generar datos que permitan un adecuado seguimiento 
de la atención del niño o adolescente y de la evolu- 
ción de la misma, así como generar la información 
necesaria para la formulación de las políticas de niñez 
y adolescencia. 


Artículo 224. (Colaboración).- 


1) Los distintos Poderes y reparticiones del Esta- 
do, instituciones privadas y organismos no gu- 
bernamentales, deberán aportar los datos e 
información pertinentes al Sistema Nacional de 
Información sobre Niñez y Adolescencia, sin 
perjuicio de la autonomía y competencia espe- 
cífica de cada institución pública o privada. 


2) La Suprema Corte de Justicia, a través de sus 
órganos competentes, desarrollará un sistema 
de información sobre niños y adolescentes 
atendido tanto por la judicatura de adolescen- 
tes como de familia. 


Los datos manejados por este Sistema Judicial de 
Información tendrán igual régimen y tratamiento que 
el establecido por los artículos 225 y 226 de este Có- 
digo. 


Artículo 225. (Reserva).- El Instituto Nacional del 
Menor será el custodio de la información contenida en 
el Sistema Nacional de Información sobre Niñez y 
Adolescencia, por lo que se deberá garantizar el uso 
reservado y confidencial de los datos correspondien- 
tes a cada niño o adolescente, en concordancia con 
su interés superior y en cumplimiento del derecho a la 
privacidad de su historia personal, como único pro- 
pietario de la misma. 


Artículo 226. (Limitaciones).- La información rela- 
tiva a niños y adolescentes no podrá ser utilizada co- 
mo base de datos para el rastreo de los mismos, una 
vez alcanzada la mayoría de edad. 


Los antecedentes judiciales y administrativos de 
los niños o adolescentes que hayan estado en con- 
flicto con la ley se deberán destruir en forma inme- 
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diata al cumplir los dieciocho años o al cese de la 
medida. 


CAPÍTULO XIX 


Artículo 227. (Nueva denominación).- A partir de 
la promulgación de este Código, el Instituto Nacional 
del Menor (INAME) pasará a denominarse "Instituto 
del Niño y Adolescente del Uruguay" (INAU), mante- 
niendo su carácter de servicio descentralizado a to- 
dos sus efectos y competencias. 


Desde la publicación oficial de este Código, se in- 
cluirá en el texto la denominación del Instituto del Ni- 
ño y Adolescente del Uruguay (INAU). 


CAPÍTULO XX 


DEROGACIONES Y OBSERVANCIA DE ESTE 
CÓDIGO 


Artículo 228.- Derógase la Ley N* 9.342, de 6 de 
abril de 1934 (Código del Niño), sus modificaciones y 
todas las disposiciones legales que se opongan a 
este Código. 


Sala de la Comisión, 13 de diciembre de 2001. 


DIANA SARAVIA OLMOS, Miembro in- 
formante". 


——LLéase el proyecto. 
(Se lee) 
——-En discusión general. 


Existen tres miembros informantes, todos en mi- 
noría, quienes harán uso de la palabra por su orden: 
el señor Diputado Barrera, el señor Diputado Michelini 
y la señora Diputada Saravia Olmos. 


Tiene la palabra el miembro informante en mino- 
ría, señor Diputado Barrera. 


SEÑOR BARRERA.- Señor Presidente: en virtud de 
un acuerdo político al que llegamos en el seno de la 
Comisión, en nombre de quienes firmamos el primer 
informe -los señores Diputados Borsari Brenna, Laca- 
lle Pou, Fernández Chaves y quien habla- nos vamos a 
remitir a lo allí expuesto, que ya fue repartido. Ello 
estará incorporado a este proyecto de Código como 
informe en minoría. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- Tiene la palabra 
el miembro informante en minoría, señor Diputado 
Michelini. 

SEÑOR MICHELINI.- Señor Presidente: en virtud 
del acuerdo político a que hacía referencia el señor 


Diputado Barrera, me remito al informe que figura a 
fojas 77 del repartido, firmado por la señora Diputada 
Percovich y los señores Diputados Díaz Maynard, Orri- 
co y quien habla. 


Aprovecho esta oportunidad para agradecer que 
me hayan honrado con la posibilidad de ser miembro 
informante. 


Es cuanto tenía que decir, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- Tiene la palabra 
la miembro informante en minoría, señora Diputada 
Saravia Olmos. 


SEÑORA SARAVIA OLMOS.- Señor Presidente: en 
el mismo sentido que quienes me precedieron en el 
uso de la palabra, me remito al informe repartido. 


Quiero aclarar que vamos a pedir el desglose de 
la parte en la que no hay acuerdo, porque en el resto 
del Código sí lo hay. En su gran parte, los tres pro- 
yectos son exactamente iguales; digo esto para que 
quede claro a los colegas Diputados. 


En los tres informes repartidos, que los señores 
Diputados tienen sobre sus mesas de trabajo, hay di- 
ferencias en cuanto al capítulo relativo a la imputabili- 
dad penal de los menores. Por lo tanto, esa es la 
parte del Código que se va a desglosar; el resto se va 
a votar en bloque. El procedimiento de votación de los 
Códigos es diferente, y por eso se vota todo el articu- 
lado junto. 


Simplemente quería aclarar eso, señor Presiden- 
te. 


SEÑOR FALERO.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- Tiene la palabra 
el señor Diputado. 


SEÑOR FALERO.- Señor Presidente: en el día de 
ayer manifestamos nuestra discrepancia -la reitera- 
mos ahora- en cuanto a que este tema se tratara en 
esta sesión. Aspirábamos a que, por lo menos, pu- 
diéramos tener la posibilidad de analizarlo en profun- 
didad -como el tema merece- el próximo fin de sema- 
na. 


Tenemos un proyecto con tres informes -por más 
que hago fe en la palabra de la señora Diputada Sa- 
ravia Olmos, son tres informes-, y nuestra responsabi- 
lidad como legisladores es analizarlos todos, compa- 
rarlos y ver cuáles son los puntos de discrepancia en- 
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tre ellos, porque este no es un tema pequeño; es im- 
portante. 


Además de los tres informes, tenemos que anali- 
zar las enmiendas presentadas por el señor Diputado 
Orrico, que figuran en el Anexo XVII al Repartido 
N2 22; las enmiendas presentadas por los señores Di- 
putados Barrera y Fernández Chaves, que constan en 
el Anexo XVI; las enmiendas presentadas por una 
cantidad importante de señores Diputados integrantes 
de la Comisión, que se encuentran en el Anexo XV; 
las enmiendas presentadas por un representativo nú- 
mero de señores Diputados, del Anexo XIV, y las en- 
miendas presentadas por el señor Diputado Díaz 
Maynard, incluidas en el Anexo XI!!. 


Haciendo una digresión, señor Presidente, señalo 
que el señor Diputado Díaz Maynard está en uso de li- 
cencia por enfermedad. Desearía que en algún mo- 
mento se nos informara sobre su estado de salud y 
que le trasmitiéramos el deseo del Cuerpo de un rápi- 
do restablecimiento. 


También debemos analizar el Anexo XIl, que 
contiene las enmiendas presentadas por los señores 
Diputados Posada, Pablo Mieres y quien habla; las 
enmiendas del Anexo Xl, presentadas por las señoras 
Diputadas Percovich y Topolansky; las enmiendas 
contenidas en el Anexo VIII, presentadas por los se- 
ñores Diputados Barrera, Gabriel Pais, Guynot de 
Boismenu y Fernández Chaves; las enmiendas del 
Anexo |X, presentadas por los señores Diputados 
Máspoli Bianchi, Barrera, y Fernández Chaves; las 
enmiendas del Anexo IV, presentadas por el señor Di- 
putado Bergstein; las enmiendas del Anexo V, pre- 
sentadas por el señor Diputado Molinelli; y otras más. 


Entonces, no solo tenemos los tres informes, sino 
todas estas enmiendas presentadas. 


El artículo 60 del Reglamento del Cuerpo estable- 
ce la forma de discutir en particular los proyectos de 
Códigos, y que se podrán hacer consideraciones rela- 
tivas a los artículos a los que se hayan presentado 
enmiendas. Por lo tanto, la acotación a la que hacía 
referencia el señor Diputado Barrera es precisamente 
esa: se podrán, eventualmente, considerar los ar- 
tículos del Código y los artículos sustitutivos o aditivos 
presentados en estas enmiendas. No establece nada 
con respecto a la discusión en general, por lo que 
está abierta a los aspectos de carácter general. 


Quisiera establecer que este proyecto de Código, 
que se ha dado en llamar de la Niñez y la Adolescen- 
Cia, viene a sustituir al antiguo Código del Niño, que 
ha tenido una trascendencia sustancial en el país. Más 
allá de que los técnicos en materia jurídica lo han cri- 
ticado desde el punto de vista de la rigurosidad de su 
texto -recuerdo algunas críticas particulares, vincula- 
das sobre todo con la adopción-, creo que el Código 
del Niño, a través del cual se creó el llamado Consejo 
del Niño, posteriormente Instituto Nacional del Menor, 
fue sustancial en el país porque le puso un marco le- 
gal al respeto por el menor, no solo en cuanto a su 
familia, sino también con respecto al cumplimiento 
cabal de sus derechos, a la forma en que deberían ser 
denunciadas las ausencias a las escuelas, a cómo de- 
bería ser tratado el menor cuando los padres rompen 
su vínculo matrimonial o sus lazos de pareja, pues, en 
definitiva, los intereses del niño tienen que estar pro- 
tegidos muy por encima de los de sus progenitores. 


Lamentablemente, algunos de los delitos que se 
cometían, que perjudicaban directamente a los me- 
nores, no fueron tipificados por los señores Jueces 
con la rigurosidad que hubiera sido menester. Me re- 
fiero en particular a los delitos de omisión a los de- 
beres inherentes a la patria potestad, ya que siempre 
fue difícil conseguir que se protegiera realmente al ni- 
ño en beneficio de su integridad física y moral y que 
se castigara a los padres -como debía hacerse- cuan- 
do los niños eran abandonados en los términos esta- 
blecidos en la imputación del delito correspondiente. 


En mérito a la aplicación del Código del Niño y al 
funcionamiento del Consejo del Niño y luego del |ns- 
tituto Nacional del Menor, muchas cosas han pasado 
en el país que tienen que ver con este tema y con el 
funcionamiento de los hogares sustitutos, con el fun- 
cionamiento del sistema de internaciones, con el fun- 
cionamiento de las que primero se llamaron casas cu- 
na y después escuelas maternales, y con el funciona- 
miento de los hogares diurnos y de los sistemas de 
tratamiento dentro de los institutos de internación del 
Consejo del Niño. En determinado momento, algunos 
Directores -ello fue muy notorio porque tomó estado 
público-, con señalado éxito en muchos casos, deci- 
dieron aplicar, por ejemplo, los procedimientos esta- 
blecidos alrededor del año 1917, en pleno nacimiento 
de la Revolución Rusa, por un pedagogo llamado Ma- 
karenko, descritos en un excelente texto denominado 
"Poemas pedagógicos". Estos procedimientos que 
apuntaban, fundamentalmente, a la autogestión de 


254 


CÁMARA DE REPRESENTANTES 


Miércoles 19 de diciembre de 2001 


los internados, fueron aplicados con singular éxito en 
la llamada experiencia Las Brujas-Berro por el educa- 
dor Clausen y su equipo de técnicos, la cual después 
fracasó por problemas algunas veces propios y, otras, 
de la estructura del Consejo del Niño. Sin duda que 
hubo personas -hace muy poco tiempo, en este Cuer- 
po, se homenajeó a una de ellas- que marcaron un 
punto de inflexión en el funcionamiento de este orga- 
nismo creado por el Código del Niño, como la doctora 
Adela Reta. 


En definitiva, este tema con relación al cual hoy 
pretendemos apurar el trago para tratarlo, ha sido sin 
duda uno de los grandes asuntos del país porque se 
trata de saber con absoluta exactitud cómo debemos 
encauzar el tratamiento de los menores de edad en 
situación de riesgo, débiles por su edad, débiles por 
su situación física, débiles por su situación familiar, 
débiles por su situación patrimonial -débiles, de los 
más débiles de la población-, para hacer que en el 
futuro sean ciudadanos de bien y no necesiten ningún 
tipo de corrección como consecuencia de las infrac- 
ciones que en el futuro se puedan convertir en delitos. 


Si comparamos los tiempos en los que estamos 
viviendo con la época de la creación del Consejo del 
Niño a partir de la sanción y entrada en vigencia del 
Código del Niño, advertimos que son absolutamente 
diferentes. Nuestra sociedad es completamente dis- 
tinta a la de aquella época. Los riesgos que existían 
entonces son absolutamente menores comparados 
con los de ahora, empezando por el peso de la droga, 
fundamentalmente en la relación del niño carenciado 
en situación de riesgo con este flagelo que existe a 
nivel mundial y que prácticamente era inexistente en 
la época en que el Código del Niño entró en vigencia 
en el país. 


Tenemos situaciones sociales muy complejas en 
las que el bienestar y los intereses del niño están en- 
frentados notoriamente a la situación de sus padres, o 
de su único progenitor, pues en muchas ocasiones se 
trata de hogares que se han disuelto. Tenemos que 
ser absolutamente claros en cuanto a que en estos 
casos se debe privilegiar el interés del menor por so- 
bre el del mayor. Eso tiene que establecerse con ab- 
soluta claridad. No es posible, bajo ningún concepto, 
que la sociedad no proteja a quienes necesitan ser 
protegidos; sin duda, los niños deben ser protegidos 
con mucha más energía y énfasis que los mayores. 


Además ha habido, y hay, una situación gravísi- 
ma -esta Cámara lo ha discutido en más de una 
oportunidad- con respecto a la desaparición de me- 
nores. Recuerdo que en la Legislatura anterior y en 
esta, en más de una oportunidad, se trató este tema 
en el seno de este Cuerpo y aún hoy no sabemos con 
exactitud las dimensiones que tiene. Este es un 
asunto que tiene una importante dimensión, pero 
reitero que no la conocemos exactamente. 


Tenemos el trascendente tema de la prostitución 
infantil, que además de tener connotaciones que 
afectan a la personalidad del menor, tiene connota- 
ciones económicas por el respaldo que en general re- 
ciben estas anormalidades de parte de emprendi- 
mientos y mafias económicas importantes, que no 
solo existen en el país pues, además, tienen vincula- 
ciones internacionales. 


Tenemos el tema de la droga, en el que el menor 
es parte trascendente, no solo del consumo, sino 
también del tráfico. 


Tenemos todo el tema de los hurtos, en base a la 
inimputabilidad. No es extraño encontrar, casi como 
un sistema, que mayores que se dedican al hurto ha- 
llen la forma de protegerse acusando a menores, que 
por supuesto se prestan para ello dada la situación de 
inferioridad psicológica en la que se encuentran, a 
efectos de impedir que el mayor sea procesado e in- 
grese a la cárcel. 


Tenemos los abusos domésticos, de los que ya 
hemos hablado en el seno de este Cuerpo; los niños 
son las mayores víctimas de esta situación. Y en el 
medio de todo esto tenemos la armonía familiar, el 
entorno familiar, el continente familiar, la continenta- 
ción familiar o como quiera llamársele. 


No es este un tema de poca importancia: hace a 
la existencia de un vínculo familiar que debe contener 
necesariamente al menor; hace a que se piense si el 
Estado debe, o no -en el caso de que un menor no 
tenga la protección inmediata de sus padres-, asegu- 
rar los medios para que sus otros familiares -abuelos, 
tíos o hermanos mayores- lo protejan. 


No es posible pensar que ante una situación eco- 
nómica y social que perjudica al menor, el Estado no 
sea Capaz de brindarle otras oportunidades más que 
la de quedar al amparo de gente extraña, de gente 
que no es familiar, o de hogares sustitutos. 
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Tenemos todo el tema vinculado a la labor del 
actual Instituto Nacional del Menor, que no sé exac- 
tamente cuál es porque, por supuesto, no he tenido 
tiempo de leer todo este mamotreto que se pretende 
que uno digiera en cinco o seis horas. No sé exacta- 
mente si la labor que se adjudica al INAME en todo 
esto está de acuerdo -a juicio de quien habla- con los 
tiempos que corren y con las experiencias pasadas. 
No tengo la menor idea. Y lo confieso sin ningún tipo 
de dudas porque, por las razones de urgencia que se 
establecen, sin argumentar ni explicar los informes en 
Sala, el Cuerpo no me lo permite. 


Es totalmente incomprensible que, sin poder 
leerlo y sin poder explicarlo, pretendamos que la so- 
ciedad acepte pacíficamente un Código de esta en- 
vergadura, en el que todos los niños, sin excepciones, 
están afectados; porque este Código es para todos los 
niños, no solamente para los infractores. Es para to- 
dos los niños y adolescentes del país, porque nunca 
se sabe cuándo el hijo o la hija de uno, el sobrino, el 
primo o el menor de edad ligado afectivamente a uno, 
tendrá que acudir a las protecciones que eventual- 
mente este Código pueda establecer. Nunca se sabe. 


Todos tenemos responsabilidades con respecto a 
la protección de los menores y no podemos eludirlas; 
responsabilidades que, al no realizarse una exposición 
por parte de los miembros informantes en minoría 
-como no se hizo-, se están eludiendo. No estoy de 
acuerdo en que no se haya realizado esa exposición. 
Si se hubiera tenido tiempo de leer esto, estaría de 
acuerdo, porque habría sido una omisión de nuestra 
parte si no lo hubiéramos hecho. Pero no tuvimos 
tiempo de leerlo; se repartió hoy. Entonces, supongo 
que tengo el derecho de pedir que, por lo menos "in 
voce", pueda conocer, antes de levantar mi mano, 
qué es lo que dicen los informes. No solo se me niega 
la posibilidad de discutirlo con más tiempo, sino tam- 
bién la de escuchar los informes. 


Creo que es un abuso; sinceramente, creo que es 
un abuso basado en la pretendida urgencia de un 
proyecto que durante más de dos años estuvo en la 
Comisión, que hoy, sobre fin de año -aclaremos la fe- 
cha en la que estamos: unos días antes de Navidad-, 
se pretenda aprobar este Código prácticamente a ta- 
pas cerradas. 


Creo que tengo derecho, por lo menos, a escu- 
char los informes; si no puedo leerlos, por lo menos 
tengo derecho a escuchar exactamente cuál ha sido el 


sentimiento que primó en la Comisión de Constitución, 
Códigos, Legislación General y Administración cuando 
se analizó este tema, cuáles son los puntos en los que 
se puso énfasis, de qué manera se protege a los me- 
nores, cuáles son los aspectos sustanciales que res- 
pecto a los menores se consideran. 


A mi juicio, cuando no se lee el informe se co- 
mete una omisión grave; no se nos puede remitir a la 
lectura de algo cuando no tuvimos tiempo de hacerlo. 
Me parece que es casi un abuso, y eso debe quedar 
absolutamente establecido. 


Aquí deberían haberse leído los informes como 
corresponde. Si no se pretendía decir algo distinto, 
por lo menos deberían haberse leído para darnos el 
tiempo suficiente, a efectos de tener conocimiento y 
poder opinar con conocimiento cabal de causa. Tan+ 
poco se hizo. 


Uno puede preguntarse: ¿cuáles son las urgen- 
cias? 


(Manifestaciones suprimidas por disposición del 
señor Presidente) 


——El deber de las Comisiones es asesorar al Cuerpo; 
quien no lee los informes, quien en función del tiem- 
po, por acuerdos políticos, no permite que los infor- 
mes sean leídos por los Diputados, no está asesoran- 
do al Cuerpo y, por lo tanto, incurre en una omisión 
de sus obligaciones, establecidas con absoluta clari- 
dad en las disposiciones reglamentarias. 


Por lo tanto, tampoco estoy de acuerdo con el 
procedimiento adoptado de ni siquiera leer los infor- 
mes. Me parece gravísimo, señor Presidente. Y puedo 
pensar cualquier cosa, tal como la población podrá 
pensar también cualquier cosa. Este no es un tema 
menor. 


No quería utilizar todo este tiempo para hablar 
de este asunto; de alguna manera pretendía infor- 
marme. Quiero conocer el espíritu con que este Códi- 
go ha sido manejado; quiero saber... 


SEÑOR LACALLE POU.- ¿Me permite una interrup- 
ción? 
SEÑOR FALERO.- Discúlpeme. No voy a conceder 


interrupciones porque no se leyeron los informes. Si 
se hubiera leído el informe, concedía la interrupción. 


(Interrupción del señor Representante Lacalle 
Pou.- Respuesta del orador) 
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——Señor Presidente: hubiera querido saber de qué 
manera, en qué lugar se pusieron los énfasis en la 
Comisión que analizó este tema; qué organismos y 
qué especialistas participaron de la discusión, y qué 
opinaron; cuáles fueron las posiciones iniciales, cuáles 
son las finales y en mérito a qué se cambió de unas a 
otras. Conocer ese procedimiento de cambio, de algu- 
na forma, a nosotros nos permite saber de qué se 
trata. 


No sé qué problema tiene el señor Diputado Ba- 
rrera, quien no permite hablar al señor Diputado La- 
Calle Pou, pues no quiere que se anote en la lista de 
oradores. No sé cuál es la mordaza que el señor Di- 
putado Barrera quiere poner en la boca de los señores 
Diputados. Me parece que esto está pasando de cas- 
taño oscuro. Si no se quiere leer el informe, si no se 
quiere informar y si encima no se permite que ningún 
otro señor Diputado haga uso de la palabra, me pare- 
ce que esto está pasando de castaño oscuro. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- ¡Señor Diputa- 
do, diríjase a la Mesa! 


SEÑOR FALERO.- Señor Presidente: discúlpeme que 
haya levantado el tono. No era mi intención, pero los 
hechos me obligaron a hacerlo. 


No es este un tema que pueda pasar inadvertido 
para el Cuerpo, sobre todo cuando pasará a la Cá- 
mara de Senadores y allí también tendrá un trámite 
largo. No es posible que la sensibilidad de los señores 
Diputados permanezca sin modificarse ante una situa- 
ción de esta naturaleza. No es posible que no sepa- 
mos, que no podamos saber de boca de quienes tie- 
nen la obligación de informar al Cuerpo, por lo menos 
qué sintieron al respecto. Ni siquiera pido análisis jurí- 
dicos, sino qué sintieron con relación a este tema. En 
definitiva, el sentir con respecto a un texto legislativo 
también es muy importante. De pronto, la explicación 
de un sentimiento es suficiente para entender el sen- 
tido general de un proyecto de ley, que tiene más de 
doscientos artículos y sobre el que no hay un solo in- 
forme sino tres. 


No es este un tema menor cuando vemos en 
forma permanente campañas completas, importantes 
ONG que están preocupadas por la situación de los 
niños en la calle; cuando vemos en forma permanente 
situaciones realmente dramáticas en un país que está 
pagando un enorme costo social en una situación 
económicamente difícil; y ese costo social recae, par- 


ticularmente, sobre los niños, y los que más sufren 
son aquellos que están en hogares desorganizados, 
desordenados. El Estado, a través de disposiciones 
como estas, tiene que darles protección. Es obligación 
del Estado dar protección a esos niños. 


Queremos saber, señor Presidente; queremos 
saber cómo se ha hecho, con qué filosofía o de qué 
manera en la discusión en general de este proyecto se 
ha tratado de encarar esta situación. ¿Qué rol se ad- 
judica al Estado para resolver los problemas que 
existen? ¿Cuál es el rol que cada uno de los organis- 
mos del Estado tiene que asumir? ¿Cuál es la respon- 
sabilidad del país como firmante de convenios inter- 
nacionales en la materia, relativos a la protección de 
la infancia, de la minoridad y de la adolescencia? ¿De 
qué manera esa obligación que tiene el país como na- 
ción, en función de los convenios internacionales, está 
reflejada en este articulado? ¿Cuál es el rol que se 
adjudica a los padres infractores? ¡No a los menores 
infractores, porque es muy fácil hablar de los menores 
infractores! Pero ¿y los padres infractores, señor Pre- 
sidente? ¿Los padres que abandonan a sus hijos? Po- 
dría contar no una sino mil historias de padres y ma- 
dres que abandonan a sus hijos. Y esas mil historias 
no pasan por los menores infractores; pasan por los 
padres infractores, delincuentes muchos de ellos, que 
nunca fueron procesados por su omisión en los de- 
beres inherentes a la patria potestad. 


Creo que nadie tiene el derecho de privarnos de 
escuchar cuáles son los conceptos de la Comisión que 
trabajó en este tema y de que se asesore al Cuerpo. 
Reitero que se está omitiendo un deber: el deber de 
asesorar. 


Si pudiéramos leer este proyecto, podríamos de- 
cir que esas explicaciones no son necesarias, pero ni 
siquiera se nos da el tiempo para ello; entramos a la 
consideración del articulado sin poder leerlo y ni si- 
quiera se nos cuenta de qué se trata. 


Yo trabajaba en un J uzgado y, a veces, cuando el 
Juez, debido al exceso de trabajo, tenía dificultades 
para leer detalles de algún expediente, me pedía -ya 
que era el receptor penal-: "¿No me cuenta, Falero, 
exactamente cómo viene la cosa?". Por lo menos lo 
escuchaba de oído. Los que han trabajado del otro la- 
do de una baranda del J uzgado, saben que así son las 
cosas. 
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(Manifestaciones suprimidas por disposición del 
señor Presidente) 


——-¿Por qué no nos quieren contar qué es lo que dice 
acá adentro? Porque si no me lo dejan leer, puedo 
hacer lo que hacía ese Juez: aunque sea, pido que me 
lo cuenten para saber qué voto cuando levanto la 
mano. ¿Puede pasar esto por la Cámara sin que la 
gente se preocupe por saber, cuando los niños de 
este país van a estar todos, los casi 50.000 que nacen 
por año, afectados por lo dispuesto en este Código a 
partir de su aprobación? 


De los 50.000 niños que nacen por año, el 70% 
nace en hogares pobres. Es muy fácil llenarse la boca 
diciendo todas esas cosas y crear Comisiones sobre la 
pobreza; pero cuando vamos a tratar el marco legal 
en el que van a estar comprendidos esos niños, re- 
sulta que ponemos un manto de oscuridad y no po- 
demos hablar del asunto. No nos quieren contar qué 
fue lo que pensaron cuando hicieron esto; no nos de- 
jan leer el proyecto porque resulta que no hay tiempo 
para considerarlo, tal vez porque se vienen las fiestas 
de fin de año o no sé por qué será. Yo, al tratar un 
marco legal que hace a la vida de un niño -de los 
50.000 que nacen en el país-, me olvido de las fiestas, 
de la Navidad y del Año Nuevo, porque esos niños no 
van tener Navidad ni Año Nuevo. 


SEÑOR FERNÁNDEZ CHAVES.- ¿Me permite una 
interrupción? 


SEÑOR FALERO..- Sí, señor Diputado. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- Antes de otor- 
gar la interrupción al señor Diputado Fernández Cha- 
ves, la Mesa aclara que va a leer la versión taquigráfi- 
ca, debido a que por Reglamento está prohibido atri- 
buir intención a algún señor legislador o Comisión 
asesora. 


Puede interrumpir el señor Diputado. 


SEÑOR FERNÁNDEZ CHAVES.- Señor Presidente: 
aclaro que este tema se discutió en la Legislatura an- 
terior, se aprobó en la Cámara y luego pasó al Sena- 
do, donde quedó detenido el último año. En esta nue- 
va Legislatura, varios señores Representantes plan- 
tearon el tratamiento del Código de la Niñez y la 
Adolescencia; lo estamos tratando desde el primer día 
en que se reunió la Comisión de Constitución, Códi- 
gos, Legislación General y Administración. El ex grupo 
del señor Representante Falero ha tenido una impor- 


tante representación, nada menos que a través del 
señor Diputado Michelini, quien es uno de los bastio- 
nes de nuestra Comisión. El señor Diputado Falero ha 
presentado enmiendas, algunas de las cuales han sido 
aceptadas. No las fue a defender a la Comisión, pero 
fueron aceptadas; específicamente, una de ellas fue 
aceptada en la Comisión. Y hoy vemos que se queja 
de que no conoce el Código. Indudablemente, gracias 
a los conocimientos jurídicos que tiene el señor Re- 
presentante Falero -que todos reconocemos-, ha po- 
dido hablar veinticinco minutos sobre el Código, que 
dice no conocer. Sin embargo, demuestra que lo leyó 
y que lo conoce, porque si no, no hubiera podido ha- 
blar veinticinco minutos, lo que creo que casi ninguno 
de los Representantes que integramos la Comisión 
podríamos hacer. Entonces, reconocemos su conoci- 
miento jurídico y, consecuentemente, cómo ha anali- 
zado el Código. 


Además llama la atención que mientras el señor 
Diputado Falero hace este análisis exhaustivo del Có- 
digo, no hay nadie de su novel grupo; quiere decir 
que no quieren analizar el Código. Solo está él, pero 
no los otros dos Representantes. Aparentemente, no 
quieren analizar el Código con el mismo detalle con 
que quiere hacerlo el señor Representante Falero. 


Son todos hechos que a uno le llaman la aten- 
ción. 

De cualquier manera, digo al señor Represen- 
tante Falero que, naturalmente, cuando entremos en 
la discusión particular, me imagino que cada Repre- 
sentante podrá hacer las consideraciones que entien- 
da pertinentes. Pero aquí hubo un acuerdo político 
que suscribimos todos los miembros de la Comisión, a 
los efectos de que se votaran el Código en general y 
estos informes, sin perjuicio de que, sobre algún tema 
en particular, de más está decir que cada uno de los 
Representantes tendrá todo el derecho del mundo a 
hacer las apreciaciones que entienda pertinentes. 
Entonces, seguramente, todos tendremos el placer de 
escuchar y de acumular conocimientos jurídicos a 
partir de los planteamientos que nos haga el señor 
Representante Falero. Pero, primero que nada, lo que 
tenemos que hacer -a mi criterio- es votar en general 
el Código, desglosar los artículos que se refieren a la 
faz infraccional, que es la única parte en la que exis- 
ten tres informes, y posteriormente discutir entre to- 
dos. Esto es lo que en primera instancia debemos ha- 
cer. 
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No soy quién para aconsejar, y menos al señor 
Diputado Falero, pero me parece que dado que sobre 
la materia de la minoridad, de la niñez, de la adoles- 
cencia, está demostrando poseer amplio conocimien- 
to, sería muy importante que nos ilustrara adecuada- 
mente sobre cada temática, sin perjuicio de que ahora 
votemos en general e ingresemos a la discusión parti- 
cular. 


(Suena el timbre indicador de tiempo) 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- Ha finalizado el 
tiempo de que disponía el señor Diputado Falero. 


SEÑOR FALERO.- Señor Presidente: solicito a la Me- 
sa que me otorgue un minuto más. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- La Mesa le da 
un minuto. 


SEÑOR FALERO.- Señor Presidente: en primer lugar, 
quiero puntualizar que no es mi propósito ilustrar a 
nadie cuando hago uso de la palabra en el Cuerpo; 
simplemente, pretendo dar mi opinión y, si esta sirve 
de algo, que alguien la tome. Sería demasiado vani- 
doso de mi parte pretender ¡ilustrar a alguien. 


En segundo término, no creo que la cuestión sea 
la cantidad de legisladores que hay aquí, porque si a 
veces me pusiera a contar los que hay de ese lado, 
Capaz que ni el señor Diputado Fernández Chaves 
estaría; muchas veces hay menos de ese lado de los 
que tiene que haber. No creo que la cantidad de le- 
gisladores que hay de este lado haga a la cuestión. 


En tercer lugar, puedo asegurar al señor Diputa- 
do Fernández Chaves que, lamentablemente, no leí el 
Código porque no tuve tiempo de hacerlo. Conozco 
algo del tema, conozco el Código del Niño en parte y 
sé cómo han funcionado estas cuestiones durante 
muchos años. Aquí se creó una Comisión sobre la po- 
breza en la que se demostró que los niños son, preci- 
samente, los más afectados. Sinceramente, creo que 
los análisis que surgieron de esa Comisión con fines 
legislativos están vinculados estrictamente a este te- 
ma. Además, estoy convencido de que tendrá que ha- 
ber un marco jurídico adecuado para poder dar a los 
niños de este país el cuidado, el respeto y la seguri- 
dad en sus vidas y en sus condiciones sociales y eco- 
nómicas que el Estado merece para quienes son los 
más desprotegidos. Ese es mi propósito y nada más 
que ese. 


Muchísimas gracias. 


SEÑOR BARRERA.- Pido la palabra para contestar 
una alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- Tiene la palabra 
el señor Diputado. 


SEÑOR BARRERA.- Señor Presidente: quiero reite- 
rar mi solicitud de que la Presidencia de la Cámara 
elimine de la versión taquigráfica aquellos puntos de 
vista que atribuyen intenciones que no se conocen, 
debido a que nunca será mi interés amordazar a na- 
die. La prueba está que durante la media hora en que 
el señor Diputado Falero nos ilustró sobre el Código 
de la Niñez y la Adolescencia lo escuché con atención, 
porque vertió conceptos interesantes. Nos hubiera 
gustado que asistiera a la Comisión en algún mo- 
mento de estos dos años, para sostener este debate. 


Quiero dejar claro que nunca fue mi interés 
amordazar a ningún legislador porque respeto el de- 
recho de cada uno a tener su punto de vista. 


SEÑORA SARAVIA OLMOS.- Pido la palabra para 
contestar una alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- Tiene la palabra 
la señora Diputada, Presidenta de la Comisión de 
Constitución, Códigos, Legislación General y Adminis- 
tración. 


SEÑORA SARAVIA OLMOS.- Señor Presidente: co- 
mo Presidenta de la Comisión me siento aludida. El 
estudio de este Código no comenzó durante mi Presi- 
dencia, sino el año anterior, durante la Presidencia del 
señor Diputado Borsari Brenna. 


La Comisión ha efectuado su trabajo con total 
seriedad, con total responsabilidad y con total dedica- 
ción. Esta es una Comisión muy numerosa. Están allí 
representados todos los Partidos y también hay dele- 
gados de sector. Algunos Diputados, que no eran 
miembros de la Comisión pero que tenían interés en 
el tema, más de una vez concurrieron a ella a escu- 
char y a plantear -como, por ejemplo, la señora Di- 
putada Argimón- sus inquietudes. La Comisión recibió 
a todas aquellas asociaciones, a todos los interesados 
y a la Comisión redactora. Se presentaron ochocientas 
enmiendas. Hemos hecho un trabajo de hormiga; 
hemos tratado artículo por artículo. 


Normalmente, para los demás temas, la Comisión 
no trabaja con versión taquigráfica, pero para este el 
señor Diputado Lacalle Pou -reconozco que estuvo 
muy acertado- pidió taquígrafos. Por lo tanto, de to- 
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das y cada una de las sesiones de la Comisión hay 
versión taquigráfica, y allí consta que se estudió ar- 
tículo por artículo. Por lo tanto, quien le quiso hacer el 
seguimiento a este tema, lo pudo hacer. 


Estimo mucho al señor Diputado Falero y la- 
mento el incidente que ha surgido en el día de hoy. 
No pensábamos que iba a pasar esto. Allí estamos to- 
dos representados y la mayoría de los artículos fueron 
votados por unanimidad. No hay acuerdo solo en el 
aspecto de las infracciones, por lo que pedimos su 
desglose a fin de que cuando se trate, cada uno ex- 
prese lo que entiende pertinente; por eso hay tres 
informes. Además, se supone que esto ya fue infor- 
mado en cada una de las bancadas de nuestros Parti- 
dos y, por lo tanto, todo aquel que lo quiso estudiar 
tuvo tiempo suficiente. El estudio de este Código nos 
llevó prácticamente dos años. Lo tuvimos que inte- 
rrumpir en algún momento porque la Comisión tenía 
que discutir los recursos, que tienen plazo e insumen 
mucho tiempo, por lo que designamos una Subcomi- 
sión especial y los derivamos a ella. Asimismo, pospu- 
simos el tratamiento de una enorme cantidad de te- 
mas, también muy importantes, que la Comisión tiene 
a estudio, a los que nos dedicaremos el año próximo. 


También entendemos que esto tiene que ser vo- 
tado antes de fin de año. Por eso, queríamos hoy un 
procedimiento rápido para su aprobación. Si nos po- 
nemos a discutir uno por uno los doscientos y tantos 
artículos, evidentemente, no lo vamos a terminar an- 
tes de fin de año. Y repito: hay unanimidad. Además, 
pienso que en una hora perfectamente se podía dar 
lectura a estos tres informes. Como yo lo digo en mi 
informe, son coincidentes en su gran mayoría y no lo 
son solo en los artículos 69 y siguientes, que es donde 
está el problema de la imputabilidad penal. 


Entonces, lamento este incidente. En mi carácter 
de Presidenta de la Comisión, quiero dejar sentado el 
espíritu con que se trabajó y cómo se estudió este 
proyecto concienzudamente. Lamento que algunos 
problemas internos de los Partidos hoy nos hayan 
traído este problema a Sala. 


SEÑOR FALERO..- Pido la palabra para contestar una 
alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- No, señor Di- 
putado, el tema ha sido suficientemente discutido. 


(Interrupción del señor Representante Falero) 


——Señor Diputado: quien ha aludido durante casi 
media hora a la Comisión y a la señora Diputada Sa- 
ravia Olmos fue usted. La señora Diputada Saravia 
Olmos procedió a contestar las alusiones que usted, 
en su primera intervención, había hecho. La Mesa en- 
tiende que usted no ha sido aludido. Se ha levantado 
el argumento que insistentemente usted ha sostenido 
sobre la posición de la Comisión de Constitución, Có- 
digos, Legislación General y Administración. 


SEÑOR FALERO.- Pido la palabra para una aclara- 
ción. 
SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- Muy bien, le voy 
a dar la palabra para una aclaración. Si no hace la 
aclaración, voy a proceder a cortar el uso de la pala- 
bra. 


Tiene la palabra el señor Diputado. 


SEÑOR FALERO.- Señor Presidente: lo que quiero 
aclarar es que, por supuesto que respeto no solo a la 
Comisión, sino en particular a la señora Diputada Sa- 
ravia Olmos. Además, sabe perfectamente que el 
sentimiento de afecto es recíproco. 


Lo que quiero aclarar es que no pretendo que no 
se discuta este proyecto de Código. Lo que pretendo, 
simplemente, es que se postergue la finalización de la 
discusión hasta la semana que viene, para disponer 
de un fin de semana a efectos de leerlo. Esa es mi 
pretensión. Yo respeto el trabajo de la Comisión, co- 
mo lo hago con todas las Comisiones de este Cuerpo 
y, en particular, a la señora Diputada Saravia Olmos, 
a quien conozco perfectamente y sé de su capacidad 
personal y técnica. 


Por lo tanto, no quiero que haya malentendidos. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- Si no se hace 
uso de la palabra, se va a votar si se pasa a la discu- 
sión particular. 


(Se vota) 
——Gincuenta en cincuenta y uno: AFIRMATIVA. 
En discusión particular. 


Debido a que existen tres informes relativos a al- 
gunos artículos del proyecto, la Mesa propone que se 
pasen a votar en bloque los Capítulos l, II, 111, 1V, V, 
M, VII, MIL, XI, XI, XI, XIV, XV, XVI, XVII, XVIII, 
XIX y XX. Asimismo, propone que para la considera- 
ción del asunto se tome como base, según lo estable- 
cido en el artículo 134 del Reglamento, el informe 
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presentado por los señores Diputados Barrera, Borsari 
Brenna, Fernández Chaves y Lacalle Pou. 


Si existiese acuerdo con la mecánica propuesta, 
procederíamos a votar en particular los capítulos 
enumerados e inmediatamente después nos aboca- 
ríamos a la discusión del Capítulo |X. 


Por lo tanto, como ningún señor Diputado se ha 
opuesto, se va a tomar como base de trabajo el pro- 
yecto informado por los señores Diputados Barrera, 
Borsari Brenna, Fernández Chaves y Lacalle Pou. 


Se van a votar todos los capítulos de ese pro- 
yecto, con excepción del 1X y el X. 


(Se vota) 
——Sesenta y tres en sesenta y cuatro: AFIRMATIVA. 
Han sido aprobados los Capítulos 1, 11, 111, 1V, V, 
MV, VII, VII, Xl, XI, XI, XIV, XV, XVI, XVII, XVIII, 
XIX y XX. 


SEÑOR FALERO.- Pido la palabra para fundar el vo- 
to. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- Tiene la palabra 
el señor Diputado. 


SEÑOR FALERO.- Señor Presidente: por las razones 
que expuse en la discusión general, no voté ninguno 
de estos capítulos y me veo impedido de hacerlo en el 
trámite posterior que tenga el tratamiento de este 
proyecto. 

SEÑOR LACALLE POU.- Pido la palabra para fundar 
el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- Tiene la palabra 
el señor Diputado. 


SEÑOR LACALLE POU.- Señor Presidente: me ale- 
gra lo que se ha votado hasta ahora, porque lo que se 
hizo en dos años no se podrá hacer en un fin de se- 
mana. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- En discusión el 
Capítulo 1X, "De los niños y adolescentes", que conm+- 
prende los artículos 65 a 73, inclusive. 


Al parecer habría acuerdo para votar por unani- 
midad los artículos 65 a 68 del Capítulo | X. 


Léanse los artículos 65, 66, 67 y 68. 
(Se lee) 


——+HEn discusión. 


Si no se hace uso de la palabra, se van a votar 
en bloque los artículos 65, 66, 67 y 68. 


(Se vota) 


——Sesenta y dos por la afirmativa: AFIRMATIVA. 
Unanimidad. 


Léase el artículo 69. 
(Se lee) 
——HEn discusión. 


La Mesa pondrá a consideración los artículos 
hasta que logren la mayoría necesaria para ser apro- 
bados. La Mesa conoce la situación planteada por la 
señora Diputada Percovich, a quien le dará la palabra 
para que dé su explicación. 


Tiene la palabra la señora Diputada Percovich. 


SEÑORA PERCOVI CH.- Señor Presidente: vamos a 
votar las propuestas que hemos hecho, que están 
contenidas en los aditivos y sustitutivos presentados, 
y si no llegamos a los votos necesarios, pediremos la 
reconsideración. 


SEÑORA SARAVIA OLMOS.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- Tiene la palabra 
la señora miembro informante en minoría. 


SEÑORA SARAVIA OLMOS..- Señor Presidente: este 
es uno de los artículos en los que hay diferencias. 


El artículo sustitutivo que proponemos está en 
nuestro informe, pero igual lo vamos a leer: "(Hechos 
calificados por la ley como delito).- A los efectos de 
este Código, se considerarán solo las infracciones pre- 
vistas por la ley como delitos, cuya pena mínima sea 
mayor a un año de prisión y cuyo máximo sea supe- 
rior a los tres años de penitenciaría". Voy a dar la ex- 
plicación correspondiente. 


Esta modificación propuesta recoge el concepto 
de la Comisión redactora en lo que refiere al período 
de pena -año de prisión-tres de penitenciaría-, pero se 
diferencia de la redacción original, ya que en ella pri- 
mero se acota en el numeral 1) a las "[...] acciones u 
omisiones dolosas consumadas [...]", es decir, ante el 
hecho real ya acaecido. Esto dejaría fuera el grado de 
tentativa; por ello, en el numeral 2) los miembros re- 
dactores incluyen la "[...] tentativa de infracciones 
gravísimas [...]", a efectos de evitar la punición sólo 
del hecho consumado y no del hecho tentado. Pero si 
nos detenemos en el análisis, podremos advertir que 


Miércoles 19 de diciembre de 2001 


CÁMARA DE REPRESENTANTES 261 


se hace una clara diferenciación en el numeral 1) in- 
cluyendo las figuras de "autor" o "coautor", dejándose 
fuera del concepto la figura del "cómplice", que no 
está comprendida en ninguna de las dos enunciadas a 
texto expreso en este numeral. Por ello, el numeral 3) 
intenta contemplar esta variante e incluye "La partici- 
pación en calidad de cómplice [...]", pero acotada a 
las "[...] infracciones gravísimas a la ley penal [...]". 


Asimismo, reiteramos que la modificación pro- 
puesta y que nos ocupa, si bien recoge el concepto 
esencial impuesto por la Comisión redactora original, 
simplifica el texto y acota el carácter interpretativo de 
la situación particular por parte del Juez aplicador del 
derecho, por cuanto establece claramente que "A los 
efectos de este Código, se considerarán solo las in- 
fracciones previstas en la ley como delitos [...]", inclu- 
yéndose aquí, sin necesidad de ser nombrados a texto 
expreso, la graduación de autor, coautor, cómplice, y 
permitiendo al Juez -sin tener que diferenciar el grado 
de intervención en el hecho delictivo para el caso con- 
creto- la aplicación del presente Código, por cuanto 
bastará remitirse a las infracciones previstas por la ley 
como delitos en su más amplia gama. 


Esta es la justificación de la diferencia que existe 
entre lo que hemos propuesto y lo presentado por la 
Comisión redactora original. 


Muchas gracias. 
SEÑOR PAIS (don Ronald).- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- Tiene la palabra 
el señor Diputado. 


SEÑOR PAIS (don Ronald).- Señor Presidente: 
seré breve por un tema de economía procesal. 


La propuesta que la señora Diputada Saravia Ol- 
mos realiza en su sustitutivo recoge textualmente la 
enmienda presentada por el señor Diputado Díaz y 
por quien habla. Por lo tanto, estamos en la misma 
posición que la señora Diputada Saravia Olmos por las 
razones que expuso en forma muy precisa. 


SEÑOR ORRI CO.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- Tiene la palabra 
el señor Diputado. 


SEÑOR ORRI CO.- Señor Presidente: voy a fundar lo 
más brevemente posible algunas diferencias que te- 
nemos con el informe al que recién se hizo referencia. 


En primer lugar, en esta propuesta que se acaba 
de hacer no aparece la relación causal. 


En segundo término, la calidad de cómplice está 
contemplada en los casos de infracciones gravísimas a 
la ley penal. Trataré de aclarar esto con un ejemplo 
de la vida real. Hace relativamente poco tiempo, un 
muchachito fue detenido por tentativa de hurto de un 
sándwich y encerrado porque tenía un antecedente 
por haber robado un sándwich. Entendemos que para 
que determinados actos sean considerados infracción 
a la ley penal, deben tener cierta seriedad cuando se 
trata del universo de población del que estamos ha- 
blando. Este es nuestro fundamento. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- Si no se hace 
uso de la palabra, se va a votar el artículo 69 del pro- 
yecto informado por los señores Diputados Barrera, 
Borsari Brenna, Fernández Chaves y Lacalle Pou. 


(Se vota) 
——Veintidós en sesenta y tres: NEGATIVA. 
(Murmullos) 
SEÑOR ORRICO.- Solicito que se rectifique la vota- 
ción. 
(Murmullos) 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- Se va a rectifi- 
car la votación del artículo 69. 


(Se vota) 
——Sesenta en sesenta y cuatro: AFIRMATIVA. 
SEÑOR BERGSTEIN.- ¡ Que se rectifique la votación! 
(Murmullos.- Campana de orden) 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- Señores Diputa- 
dos: ustedes no saben lo difícil que es tratar de llegar 
a un acuerdo cuando hay tres informes y existe un 
proceso político bastante dificultoso para el procedi- 
miento de aprobación. Rogaría que por lo menos por 
media hora intentáramos hacer silencio y votáramos, 
para de esa forma terminar rápidamente con la consi- 
deración de un proyecto que, de otra manera, nos va 
a insumir mucho más tiempo. Debemos procurar que 
todos se vayan lo suficientemente satisfechos de Sala, 
conociendo el proyecto lo más en detalle que sea po- 
sible. 


Se va a rectificar la votación del artículo 69. 


(Se vota) 
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——Sesenta y uno en sesenta y cuatro: AFIRMATIVA, 
19.- Intermedio. 

SEÑOR LACALLE POU.- Pido la palabra para una 
cuestión de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- Tiene la palabra 
el señor Diputado. 


SEÑOR LACALLE POU.- Señor Presidente: en non+- 
bre de la bancada del Partido Nacional, y sin ánimo de 
dispersar el trámite de la sesión, solicito que se pase 
a intermedio por el término de cinco minutos. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- Se va a votar. 
(Se vota) 

——Sesenta y dos en sesenta y cinco: AFIRMATIVA. 
La Cámara pasa a intermedio. 
(Es la hora 18 y 58) 

——Continúa la sesión. 
(Es la hora 19 y 3) 

20.- Código de la Niñez y la Adolescencia. 
(Aprobación). 

——Prosigue la consideración del asunto en debate. 


En discusión el artículo 70 del proyecto informa- 
do por los señores Diputados Barrera, Borsari Brenna, 
Fernández Chaves y Lacalle Pou. 


SEÑORA SARAVIA OLMOS.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- Tiene la palabra 
la señora miembro informante en minoría. 


SEÑORA SARAVIA OLMOS.- Señor Presidente: este 
artículo tiene el mismo texto en los tres informes. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- Si no se hace 
uso de la palabra, se va a votar el artículo 70. 


(Se vota) 


——Cincuenta y cuatro en cincuenta y siete: 
AFIRMATIVA. 


En discusión el artículo 71 del proyecto informa- 
do por los señores Diputados Barrera, Borsari Brenna, 
Fernández Chaves y Lacalle Pou. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota) 


——Cincuenta y cuatro en cincuenta y ocho: 
AFIRMATIVA. 


SEÑOR PAIS (don Ronald).- Pido la palabra para 
fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- Tiene la palabra 
el señor Diputado. 


SEÑOR PAIS (don Ronald).- Señor Presidente: no 
hemos acompañado este artículo porque, como se 
propone en el proyecto del que la señora Diputada 
Saravia Olmos es miembro informante y también en 
nuestras enmiendas, sugeríamos su supresión por 
entender que no aporta nada y que, en definitiva, 
está superada la relación clásica causal por un con- 
cepto más moderno de imputación objetiva. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- En discusión el 
artículo 72 del proyecto informado por los señores Di- 
putados Barrera, Borsari Brenna, Fernández Chaves y 
Lacalle Pou. 


SEÑORA SARAVIA OLMOS.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- Tiene la palabra 
la señora miembro informante en minoría. 


SEÑORA SARAVIA OLMOS..- Señor Presidente: este 
es otro de los artículos en los que hay diferencias. Por 
eso también quisiéramos referirnos a lo que está 
transcripto en nuestro informe en cuanto a las clases 
de infracción. 


Si analizamos el texto original advertimos una 
enunciación efectivizada en forma muy puntual, des- 
cribiendo una a una las infracciones gravísimas, en 
tanto que en la redacción que proponemos se intenta 
la globalización de conductas, siempre que sean tipifi- 
cadas como homicidas, y cumplan además con la 
condición de que, siendo los hechos acontecidos para 
un caso puntual, los mismos puedan ser calificados 
por la ley como delitos. 


La clasificación así planteada permite la aplica- 
ción del presente Código en todos sus extremos, aun 
fuera de los casos enunciados en la redacción original. 
Esta redacción que proponemos otorga total certeza, 
sin duda razonable alguna, ya que incluye la totalidad 
de hechos delictivos sin necesidad de remitirse a fi- 
guras descritas en forma concreta en nuestro Código 
Penal. 


Sin perjuicio de lo anterior, es de destacar que se 
pone especial énfasis en las conductas homicidas, 
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enunciándolas específicamente, en cualquiera de sus 
variables, habida cuenta de la notoria conmoción so- 
cial que causa este tipo de hechos. 


SEÑOR PAIS (don Ronald).- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- Tiene la palabra 
el señor Diputado. 


SEÑOR PAIS (don Ronald).- Señor Presidente: el 
texto que recoge el proyecto de la señora Diputada 
Saravia Olmos reitera la enmienda propuesta oportu- 
namente por el señor Diputado Díaz y quien habla. En 
particular, quiero agregar a los fundamentos que ha 
expresado la señora Diputada Saravia Olmos que en 
el artículo 72 del proyecto del que es miembro infor- 
mante el señor Diputado Barrera, es decir, el que está 
a consideración, se establece una enumeración taxati- 
va hasta el numeral 9), donde relativiza todo lo que 
ha venido diciendo taxativamente para establecer un 
criterio generalista. Nos parecía que era más claro 
establecer el criterio general en una sola expresión y 
en un solo texto, que relativizarlo cuando se llega a 
ese numeral. 


Por estas razones no vamos a acompañar el pro- 
yecto tal como lo tenemos a consideración y sí ratifi- 
caremos la propuesta de la señora Diputada Saravia 
Olmos. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- Se va a votar el 
artículo 72 del proyecto del que el señor Diputado 
Barrera es miembro informante. 


(Se vota) 

——Sesenta y siete en sesenta y nueve: AFIRMATIVA. 
En discusión el artículo 73. 

SEÑORA SARAVIA OLMOS.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- Tiene la palabra 
la señora miembro informante en minoría. 


SEÑORA SARAVIA OLMOS.- Señor Presidente: con 
respecto a este artículo no tenemos ninguna modifi- 
cación. Si la memoria no me falla, creo que en los tres 
informes es igual. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- Si no se hace 
uso de la palabra, se va a votar el artículo 73. 


(Se vota) 


——Sesenta y siete en sesenta y nueve: AFIRMATIVA. 


Ha quedado aprobado en su totalidad el Capítulo 
IX del proyecto de ley de Código de la Niñez y la 
Adolescencia. 


Se pasa a considerar el Capítulo X, siempre sobre 
la base del proyecto informado por los señores Dipu- 
tados Barrera, Borsari Brenna, Fernández Chaves y 
Lacalle Pou. 


En discusión el artículo 74. 
SEÑOR MI CHELINI .- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- Tiene la palabra 
el señor miembro informante en minoría. 


SEÑOR MI CHELINI.- Señor Presidente: si no es in- 
conveniente para la Mesa, sugeriría que dejáramos la 
consideración de este artículo 74 para el final, a los 
efectos de hacer un par de consultas con los firman- 
tes del proyecto del cual soy miembro informante. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- ¿Está pidiendo 
un intermedio? 


SEÑOR MICHELINI.- No, señor Presidente; sim- 
plemente solicito que se postergue su consideración. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- Se posterga la 
consideración del artículo 74. 


En discusión el artículo 75. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 

——Sesenta y seis en sesenta y nueve: AFIRMATIVA. 
En discusión el artículo 76. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 

——Sesenta y tres en sesenta y nueve: AFIRMATIVA. 


SEÑOR RIVERÓS.- Pido la palabra para fundar el 
voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- Tiene la palabra 
el señor Diputado. 


SEÑOR RIVERÓS.- Señor Presidente: simplemente 
quiero dejar una constancia con relación a los ar- 
tículos 75 y 76. 


En los procedimientos previos a lo que sería el 
pasaje al Juez de Menores -y esto, para mí, tiene que 
ser extensivo también al caso de los adultos- hay un 
aspecto a tener en cuenta: en algún momento debería 
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existir una acusación formal, una acusación que 
constara por escrito y que se hiciera conocer al acu- 
sado, porque acá se habla genéricamente de dar a 
conocer al menor los motivos de su detención, pero 
no hay una acusación formal de la que se responsabi- 
lice el cuerpo oficial, sea la Policía o el Fiscal, que 
pretende llevar a Juez al presunto delincuente. Sería 
una garantía que en general se siguiera el procedi- 
miento de que exista una acusación formal y que ha- 
ya una consecuencia si luego se probara que esa acu- 
sación formal es totalmente injustificada. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- En discusión el 
artículo 77. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 


——Sesenta y cinco en 


AFIRMATIVA. 


sesenta y nueve: 


En discusión el artículo 78. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 


——Sesenta y Cuatro en 
AFIRMATIVA. 


sesenta y nueve: 


En discusión el artículo 79. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 


——Sesenta y Cuatro en 
AFIRMATIVA. 


sesenta y nueve: 


En discusión el artículo 80. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 

——Sesenta y siete en sesenta y nueve: AFIRMATIVA. 
En discusión el artículo 81. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 

——Sesenta y siete en sesenta y nueve: AFIRMATIVA, 
En discusión el artículo 82. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 


——Sesenta y siete en sesenta y nueve: AFIRMATIVA. 


En discusión el artículo 83. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 

——Sesenta y siete en sesenta y nueve: AFIRMATIVA. 
En discusión el artículo 84. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 

——Sesenta y ocho en setenta: AFIRMATIVA. 
En discusión el artículo 85. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 

——Sesenta y siete en setenta: AFIRMATIVA. 
En discusión el artículo 86. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 

——Sesenta y siete en setenta: AFI RMATI VA. 
En discusión el artículo 87. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 

——Setenta en setenta y dos: AFIRMATIVA. 
En discusión el artículo 88. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 

——Setenta y uno en setenta y dos: AFIRMATIVA. 
En discusión el artículo 89, 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 

——Setenta en setenta y dos: AFIRMATIVA. 
En discusión el artículo 90. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 

——Sesenta y nueve en setenta y uno: AFIRMATIVA. 
En discusión el artículo 91. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota) 
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——Sesenta y nueve en setenta y uno: AFI RMATIVA. 


SEÑOR MI CHELINI.- Pido la palabra para fundar el 
voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- Tiene la palabra 
el señor Diputado. 


SEÑOR MICHELINI.- Señor Presidente: he votado 
este artículo 91 por la negativa, porque me parece 
que la redacción original era mejor. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- En discusión el 
artículo 92. 


SEÑORA PERCOVICH.- ¿Me permite, señor Presi- 
dente? 


Solicito que este artículo se vote por incisos. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- Perfecto, señora 
Diputada. Se va a votar por incisos. 


En discusión el primer inciso del artículo 92. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 

——Sesenta y siete en setenta: AFIRMATIVA. 
En discusión el segundo inciso del artículo 92. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 

——Treinta y cuatro en setenta: NEGATIVA. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- ¡Que se rectifique la 
votación! 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- Se va a rectifi- 
car la votación. 


(Se vota) 
——Sesenta y ocho en setenta: AFIRMATIVA. 


VARIOS SEÑORES REPRESENTANTES.- ¡Que se 
rectifique la votación! 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- Se va a rectifi- 
car nuevamente la votación. 


(Se vota) 
——Sesenta y cinco en setenta: AFIRMATIVA. 
En discusión el inciso tercero del artículo 92. 


SEÑOR ORRI CO.- ¿Me permite, señor Presidente? 


No tenemos diferencias con respecto a los incisos 
tercero y cuarto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- Entonces, se 
van a votar conjuntamente los incisos tercero y cuarto 
del artículo 92. 


(Se vota) 
——Sesenta y siete en setenta: AFIRMATIVA. 
En discusión el artículo 93. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 
——Sesenta y cinco en setenta: AFIRMATIVA. 
En discusión el artículo 94, 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 


——Sesenta y Cuatro en 
AFIRMATIVA. 


sesenta y nueve: 


En discusión el artículo 95. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 
——Sesenta y ocho en setenta: AFIRMATIVA. 
En discusión el artículo 96. 
SEÑORA PERCOVI CH.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- Tiene la palabra 
la señora Diputada. 


SEÑORA PERCOVI CH.- Señor Presidente: en el úl- 
timo inciso de este artículo hemos hecho un agregado 
en el sentido de que el producido de las multas que 
aquí se establecen se destine al Instituto Nacional del 
Menor. Es la única diferencia que tenemos con la pro- 
puesta del proyecto de los señores Diputados Barrera, 
Borsari Brenna, Fernández Chaves y Lacalle Pou. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- Entonces, la se- 
ñora Diputada solicita que se incorpore dicha pro- 
puesta. 


SEÑOR FERNÁNDEZ CHAVES.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- Tiene la palabra 
el señor Diputado. 


SEÑOR FERNÁNDEZ CHAVES.- Señor Presidente: 
nuestro Partido hace suyo el agregado que propone la 
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señora Diputada Percovich; de manera que no tene- 
mos inconveniente en votarlo. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- ¿El Partido Na- 
cional acepta la modificación propuesta por la señora 
Diputada? 


VARIOS SEÑORES REPRESENTANTES.- Sí, señor 
Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- Si no se hace 
uso de la palabra, se va a votar el artículo 96 del pro- 
yecto informado por los señores Diputados Barrera, 
Borsari Brenna, Fernández Chaves y Lacalle Pou, con 
el agregado: "siendo el destino de la misma el Insti- 
tuto Nacional del Menor". 


(Se vota) 

——Setenta en setenta y dos: AFIRMATIVA. 
En discusión el artículo 97. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 

——Sesenta y nueve en setenta y dos: AFIRMATIVA. 
En discusión el artículo 98. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 

——Sesenta y nueve en setenta y dos: AFIRMATIVA. 
En discusión el artículo 99, 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 

——Setenta en setenta y dos: AFIRMATIVA. 
En discusión el artículo 100. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 

——Setenta en setenta y dos: AFIRMATIVA. 
En discusión el artículo 101. 

SEÑORA PERCOVI CH.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- Tiene la palabra 
la señora Diputada. 


SEÑORA PERCOVICH.- Señor Presidente: dejo 
constancia de que propusimos agregar al último inciso 
de este artículo, que se refiere a la reglamentación del 
funcionamiento de los establecimientos donde se 


cumplen las medidas privativas de libertad, lo si- 
guiente: "de acuerdo a las orientaciones y principios 
que surgen de las Reglas de las Naciones Unidas para 
la Protección de Menores Privados de Libertad (Riad)". 


Ese era nuestro sustitutivo. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- Si no se hace 
uso de la palabra, se va a votar el artículo 101 del 
proyecto informado los señores Diputados Barrera, 
Borsari Brenna, Fernández Chaves y Lacalle Pou. 


(Se vota) 

——Sesenta y siete en setenta y dos: AFIRMATIVA. 
En discusión el artículo 102. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 

——Sesenta y siete en setenta y dos: AFI RMATIVA. 


SEÑOR PAIS (don Ronald).- Pido la palabra para 
fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- Tiene la palabra 
el señor Diputado. 


SEÑOR PAIS (don Ronald).- Señor Presidente: el 
artículo ya se votó, pero no sé si no se justifica recon- 
siderarlo, porque hace referencia al artículo 74, que 
tengo entendido que está pendiente de votación. Me 
parece adecuado postergar la votación de estos dos 
artículos para realizarla conjuntamente. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- Entonces, va- 
mos a postergar la reconsideración del artículo 102 
hasta el momento en que se vote el artículo 74. 


En discusión el artículo 103. 
SEÑOR ORRI CO.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- Tiene la palabra 
el señor Diputado. 


SEÑOR ORRI CO.- Señor Presidente: de acuerdo con 
lo que tengo aquí, no hay más diferencias hasta por lo 
menos el artículo 116 y los demás ya están votados. 
De manera que podríamos votarlos en bloque. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- Se van a votar 
en bloque los artículos 103 a 116, inclusive. 


(Se vota) 


——Setenta y uno en setenta y dos: AFIRMATIVA. 
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En discusión el artículo 74, cuya consideración se 
había aplazado. 


SEÑOR MI CHELINI.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- Tiene la palabra 
el señor miembro informante en minoría. 


SEÑOR MI CHELINI.- Señor Presidente: la metodo- 
logía de trabajo hasta ahora fue tomar como eje cen- 
tral de debate el proyecto del que es miembro infor- 
mante el señor Diputado Barrera, y cuando esa pro- 
puesta no tenía votos suficientes para alcanzar la ma- 
yoría, en tanto desde nuestro punto de vista las dife- 
rencias con las otras alternativas -o por lo menos con 
las que he tenido el honor de informar-, no eran sus- 
tanciales, pedíamos la reconsideración y la acompa- 
ñábamos con nuestro voto, a los efectos de respetar 
una realidad política existente y también haciendo ho- 
nor al marco de trabajo que desde marzo de 2000 tu- 
vo este proyecto de ley. Fue muy estudiado por la 
Comisión, a la que asistieron varias delegaciones y to- 
dos aquellos señores Diputados que tuvieron interés 
participaron activamente, fueran miembros de la Co- 
misión, delegados de sector o directamente en su ca- 
lidad de Representantes. Entonces, no creo que haya 
un proyecto de ley más estudiado que este. 


En el proyecto informado por el señor Diputado 
Barrera, el artículo 74, en lo que nos importa, que es 
el literal b), "Principio de responsabilidad", toma bási- 
camente la iniciativa original que, si uno lee atenta- 
mente -pido disculpas por esta disquisición- no podría 
generar duda alguna en su interpretación, en tanto 
solo puede ser sometido a un proceso especial el 
adolescente mayor de trece años, que fue el acuerdo 
que se logró con mucha sabiduría en la Comisión. De- 
bo reconocer que en principio no había consenso para 
lograr un acuerdo en cuanto a los trece años de edad 
del adolescente. Creo que nos evitamos un debate en 
definitiva estéril, porque sabemos que hay argumen- 
tos para un lado y para otro. Este principio de respon- 
sabilidad es para el adolescente que sabemos que es 
mayor de trece años. 


El sustitutivo presentado por la señora Diputada 
Percovich y los señores Diputados Orrico, Díaz 
Maynard y quien habla, claramente establece que 
para los casos en que se encontrasen niños menores 
de trece años -lo hacemos en forma expresa; sabe- 
mos de la redundancia, porque ya lo define el artículo 

2., los competentes son los Juzgados de Familia. 


Claramente sacamos a las personas menores de trece 
años de la competencia del Juez que, según este Có- 
digo, se llamará Juez de Adolescentes. 


Sé que esto es opinable y el criterio de la Comi- 
sión fue, también con cierta sabiduría, tratar de evitar 
el debate en Sala. Pero quiero decir expresamente 
que voy a votar el sustitutivo presentado, no plan- 
teando la reconsideración si la propuesta informada 
por el señor Diputado Barrera no lograse los votos su- 
ficientes como para ser aprobada. 


Si se aprobase el proyecto informado por el se- 
ñor Diputado Barrera en lo que refiere al literal b), la 
interpretación que nosotros hacemos igual se man- 
tendría, porque claramente se es objeto de un proce- 
so especial cuando un adolescente está en conflicto 
con la ley penal, siempre y cuando sea mayor de tre- 
ce años. Pero, por las dudas, pensamos que este 
texto al que adherimos es más claro. 


Quería hacer esa aclaración a efectos de funda- 
mentar mi votación; además, como en algún caso se 
ha dicho que este Código no se ha estudiado, para 
aclarar que ha sido todo lo contrario. 


SEÑORA SARAVIA OLMOS.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- Tiene la palabra 
la señora miembro informante en minoría. 


SEÑORA SARAVIA OLMOS.- Señor Presidente: no 
solo me voy a referir a esta disposición, sino que haré 
mención al conjunto de los artículos que nosotros 
proponemos como aditivos. Creo que es importante 
hacerlo, porque constituyen un todo y porque pienso 
que este es el único momento en que vamos a poder 
hacerlo, inclusive por motivos de economía de tiempo 
para la Cámara. 


Proponemos una modificación fundamental. En 
nuestro informe, hay un artículo que lleva el número 
73; Cabe aclarar que las numeraciones quedan dife- 
rentes debido a la supresión que hicimos de algunos 
artículos, lo que provocó un corrimiento. En el artículo 
73 de nuestro proyecto planteamos una modificación 
al artículo 34 del Código Penal; si bien mantenemos el 
principio general de que no es imputable el que eje- 
cuta un hecho delictivo antes de haber cumplido die- 
ciocho años, le agregamos: "sin perjuicio de lo dis- 
puesto en los artículos 69 y siguientes del Código de 
la Niñez y la Adolescencia", porque introducimos una 
modificación en el artículo siguiente. 
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Voy a leer una parte de mi informe: "En lo que 
refiere a la presente modificación del Código Penal, la 
misma preceptúa a texto expreso la imputabilidad o 
no de conformidad con que el sujeto que ocasiona el 
hecho puntual esté comprendido en una u otra franja 
cronológica en lo que a su edad refiere. Pero a su vez, 
no es esta la única condición y esto es en definitiva lo 
que deviene aplicable al caso concreto el procedi- 
miento instaurado en el Código que nos ocupa, por 
cuanto se ha impuesto a partir del Título 11 identifica- 
do como 'De los adolescentes y las infracciones a la 
ley penal', el régimen a seguir por el Juez en la hipó- 
tesis de que el sujeto haya violado las infracciones 
previstas por la ley como delito y demás consideracio- 
nes vertidas en el resto del articulado del título referi- 
do". 


Luego, en el artículo 74, cuyo "nomen juris" es 
"Calificación y régimen provisional", se establece -y 
acá está lo más importante-: "Si se tratare de imputa- 
dos menores de dieciocho años y mayores de dieciséis 
años, y la conducta atribuida fuere de las que este 
Código califica como infracciones gravísimas a la ley 
penal (artículo 71), el Juez Letrado de Adolescentes 
competente, debidamente asesorado e ilustrado por 
los informes periciales psicológicos, psiquiátricos y 
criminológicos que solicitará al Instituto Técnico Fo- 
rense, al Instituto Nacional de Criminología, o cual- 
quier otro que estimare de conocimiento conveniente, 
previo dictamen del Ministerio Público, deberá pro- 
nunciarse respecto de si el adolescente, al momento 
de cometer el hecho que se le imputa, actuó con dis- 
cernimiento". 


Este artículo, entonces, determina una facultad 
especial para el aplicador del derecho, y es especifi- 
car, más allá de la tipificación de la infracción, un 
dictamen que establezca si el sujeto de derecho -en la 
especie, el adolescente- actuó, entre otros elementos, 
con plena conciencia de su acto. Para este dictamen 
se establece a texto expreso qué requisitos, en aras 
de la salvaguarda del adolescente, debe necesaria- 
mente cumplir el Juez en la oportunidad, pero agre- 
gando a su vez la libertad necesaria para que, como 
medida para mejor proveer, pueda la Sede compe- 
tente considerarse suficientemente instruida. 


El artículo, en sí mismo y considerado como un 
todo, es medular a los efectos del procedimiento y es, 
en definitiva, la clave o el paso procesal que se torna 


necesario, como condición sine qua non para la habi- 
litación de la competencia penal. 


Más adelante nosotros hacemos algunas otras 
modificaciones en consonancia con esta propuesta. 
Por eso, en el artículo 76, cuyo "nomen juris" es "Al- 
teratoria de la pena", establecemos otra diferencia 
importante. Decimos textualmente en este artículo: 
"Los delitos cometidos por adolescentes menores de 
dieciocho años y mayores de dieciséis años, someti- 
dos a la justicia penal, en virtud de lo dispuesto en los 
artículos anteriores, serán castigados con la tercera 
Parte a la mitad de la pena correspondiente al tipo 
delictual incriminado, según las circunstancias altera- 
torias concurrentes". 


Mediante este texto, dadas que sean las cir- 
cunstancias allí descriptas, se busca atenuar el efecto 
directo de la pena sobre el adolescente, en una clara 
protección, debido a la materia de que se trata y apli- 
cando en la práctica los principios rectores del régi- 
men del Código que nos ocupa en este análisis. 


Más adelante, en otro artículo, nosotros estable- 
cemos que en ningún caso deben cumplir la pena 
conjuntamente con reclusos mayores de edad. Noso- 
tros entendemos que esto es fundamental: esta mo- 
dificación debería votarse porque, de mantenerse el 
régimen actual, creo que estamos quedando real- 
mente atrasados en esa materia. 


Considero que sería un gran adelanto que se hi- 
ciera esta rebaja de imputabilidad. No es algo salvaje 
y está debidamente acotado a los casos de infraccio- 
nes gravísimas. Además, le hemos puesto una alte- 
ratoria en la pena. 


Por lo tanto, entendemos que deberían votarse 
los aditivos que estamos proponiendo. Como se está 
tratando el artículo 74, en la otra numeración, consi- 
deramos que este es el momento para hacer esta ar- 
gumentación. 


SEÑOR PAI S (don Ronald).- Pido la palabra 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- Tiene la palabra 
el señor Diputado. 


SEÑOR PAIS (don Ronald).- Señor Presidente: me 
parece que no está dado el clima como para que no- 
sotros implantemos una polémica en la Cámara, en 
torno a un tema que seguramente nos llevaría bas- 
tante tiempo. No obstante, quiero decir algo al res- 
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pecto, porque me siento en el deber de dejar la 
constancia. 


En primer lugar, en un comienzo yo tenía la idea 
de presentar un texto de enmienda, yendo directa- 
mente a la rebaja de la imputabilidad, de la cual soy 
partidario, dadas -en nuestra visión- las condiciones 
de la realidad uruguaya. 


De todos modos, después me enteré de un texto 
de enmienda presentado por los señores Diputados 
Díaz, Máspoli Bianchi y Amaro Cedrés -que recoge 
ahora el proyecto de la señora Diputada Saravia Ol- 
mos-, y entonces nos pareció que era un paso pru- 
dente; en definitiva, no establecía esa rebaja de la 
imputabilidad, sino que dejaba librado al juicio del 
Juez de Menores, primero, y en caso de definirse la 
imputabilidad, al Juez Penal, la aplicación de medidas 
para aquellos menores mayores de dieciséis años y 
menores de dieciocho que presentaran características 
de peligrosidad o de riesgo para la sociedad en forma 
acentuada. 


Creo que lo fundamentó muy bien el señor Di- 
putado Díaz cuando compareció en la Comisión. Lue- 
go de explicar cómo ha evolucionado la sociedad en 
este siglo, cómo se va dando a las personas con me- 
nor edad, por imperio de las circunstancias, mayores 
responsabilidades y cómo las modalidades delictivas 
han cambiado desde principios del siglo pasado hasta 
ahora, hizo un paralelismo realmente interesante. 


Hacía referencia el señor Diputado Díaz a publi- 
caciones de la crónica policial del diario "El Siglo", en- 
tre 1901 y 1910, cuando las remisiones eran por "ha- 
ber robado fruta", por "carecer de domicilio" el me- 
nor, por el hecho de que menor haya agredido a su 
padre, o por haber sido acusado del robo de un "reloj 
de oro y cadena", etcétera. La diferencia es enorme 
en comparación con la crónica policial actual, que ci- 
taba el señor Diputado Díaz en ese momento: "Tres 
menores de 13, 14 y 15 años, asesinan en Barrio Bo- 
rro a un taximetrista en horas de la noche, siendo el 
menor de 15 años quien efectuó el disparo.- Un me- 
nor de 13 años, junto a un joven de 25 años, en la 
ciudad de Salto dan muerte a dos ancianas.- Joven de 
17 años en la ciudad de Rivera culpable de secuestro, 
violación y homicidio de una niña de 6 años.- Menor 
de 15 años con 52 intervenciones policiales, fue dete- 
nido en La Unión luego de un asalto.- Balean a guarda 
de ómnibus en un atraco consumado por un joven de 
15 años y dos mayores de edad", etcétera. 


Hay varias referencias y, naturalmente, aquí hay 
más de dos bibliotecas sobre este asunto. Nosotros 
somos de los que piensan que el tema de la seguridad 
ciudadana abarca un amplio espectro, que comienza 
en la prevención y debería terminar en la rehabilita- 
ción. Pero en todo este proceso en el que, natural- 
mente, no creemos que los centros de reclusión de- 
ban ser escuelas del delito o lugares de donde los de- 
lincuentes salgan peor de lo que entran -por el con- 
trario, deberían ingresar en un proceso que culminara 
en una rehabilitación exitosa-, de todos modos esti- 
mamos que hay casos notorios en que la inclinación al 
delito y el camino emprendido por un delincuente 
comprendido en estas edades sigue una tendencia 
que difícilmente se vaya a revertir: es un riesgo para 
el resto de la sociedad y para los ciudadanos. 


En definitiva, siempre hemos pensado que en la 
disyuntiva de acompañar o proteger al ciudadano 
normal que trabaja y que respeta la ley, o proteger 
los derechos de aquel que, lamentablemente, por dis- 
tintas causas que no son unívocas, prefiere otro cami- 
no -a veces se dice que la pobreza es la causa de la 
delincuencia, pero nosotros no creemos en esa rela- 
ción; hace poco, unos datos difundidos por el Ministe- 
rio del Interior daban cuenta de que, precisamente, 
en momentos en que la pobreza descendía, más au- 
mentaba la violencia en el delito y la cantidad de de- 
litos y, por lo tanto, no hay una relación necesaria 
entre la pobreza y el delito, aunque nadie va a desco- 
nocer que las causas sociales, económicas, familiares 
y educativas son importantes en la generación de de- 
lincuentes-, nos inclinamos por lo primero. 


De todos modos, hay casos de jóvenes que, su- 
perando la barrera de los dieciséis años -que a mí me 
parecía por demás prudente-, lamentablemente serán 
de muy difícil recuperación para la sociedad y consti- 
tuyen permanentemente un riesgo y una amenaza 
para los ciudadanos de buen vivir, 


Por lo tanto, nos parece altamente ponderado el 
proyecto presentado, que se refleja en el texto que ha 
dado a conocer la señora Diputada Saravia Olmos, 
que habilita al Juez a que, debidamente asesorado, 
aprecie si el menor ha actuado en condiciones que 
realmente ameritan llamarlo a responsabilidad. Si así 
fuera, entonces, este tema pasaría a la J usticia Penal, 
que evaluará la imputabilidad, dentro de todo un mar- 
co de protecciones, en cuanto a lugar de reclusión, 
etcétera, que tiene la misma filosofía que este Código. 
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Por lo tanto, queríamos dejar esta constancia, 
que nos parece un compromiso con los ciudadanos, 
con quienes, naturalmente, hablamos todos los días, 
como todos los señores Representantes. Nuestra per- 
cepción es que la sociedad está exigiendo mayores 
garantías de seguridad para aquellos ciudadanos que 
son respetuosos de la ley. 


SEÑORA PERCOVI CH.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- Tiene la palabra 
la señora Diputada. 


SEÑORA PERCOVI CH.- Señor Presidente: nosotros 
también queremos dejar una constancia, en momen- 
tos en que se está considerando este artículo. Como 
decía el señor Diputado Michelini, hemos incorporado 
una frase que nos parece necesaria para la interpreta- 
ción por parte de los Jueces. Nosotros enfocamos este 
Código para todos los niños, y no solamente para 
aquellos que cometen infracciones. Queríamos, en- 
tonces, que quedara claro en esa práctica en la que, 
lamentablemente, se ven involucrados muchos J ueces 
de Menores, de tener que juzgar a menores de trece 
años; en este caso, serían menores de catorce años. 


Por eso nos parecía que este literal que se incor- 
poró era más claro. Además, incorporamos en el prin- 
cipio de respuesta específica el tener en cuenta las 
diferentes edades en función de los principios de au- 
tonomía progresiva. 


De todas maneras, en el espíritu de tratar de lle- 
gar a un acuerdo para una rápida resolución de este 
Código, vamos a acompañar la propuesta que informó 
el señor Diputado Barrera. 


SEÑOR FERNÁNDEZ CHAVES.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- Tiene la palabra 
el señor Diputado. 


SEÑOR FERNÁNDEZ CHAVES.- Señor Presidente: 
señalando nuestro respeto a la posición de los con+ 
pañeros de bancada, la señora Diputada Saravia Ol- 
mos y el señor Diputado Ronald Pais, creo que eso 
será motivo de discusión en otro artículo, y no en es- 
te, donde se habla de los derechos y garantías del 
procedimiento. 


La problemática que planteó el señor Diputado 
Michelini se refiere al inciso B), "Principio de respon- 
sabilidad". El plantea el siguiente agregado: "Si se en- 
cuentran involucrados niños menores de trece años 
de edad," -es decir, de cero a trece años- "se proce- 


derá de acuerdo a lo preceptuado en el Capítulo XI, 
artículos 117 y siguientes de este Código". 


A nosotros nos parece lógico este aditivo que 
plantea el señor Diputado Michelini y nuestro Partido 
no tiene inconveniente en votarlo, porque va de suyo 
que los menores de entre cero y trece años son irres- 
ponsables, que es una situación jurídica diferente a 
inimputables. Consecuentemente, nos parece bien 
que sean los Jueces de Adolescentes -así se van a 
llamar ahora- quienes lleven a cabo el procedimiento 
respectivo. 


Reitero que no tenemos ningún inconveniente en 
votar este aditivo que ha planteado el señor Diputado 
Michelini. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- Tiene la palabra 
el señor Diputado. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Señor Presidente: en 
el mismo sentido de las palabras pronunciadas por el 
señor Diputado Fernández Chaves, señalo que nues- 
tro Partido tampoco ve ningún inconveniente y con 
mucho gusto va a acompañar el artículo propuesto 
por el señor Diputado Michelini. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- Correspondería 
pasar a votar el artículo 74. 


La Mesa agradecería al señor Diputado Michelini 
que hiciera llegar su propuesta. 


SEÑOR MICHELINI.- Pido la palabra para una 
aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- Tiene la palabra 
el señor miembro informante en minoría. 


SEÑOR MICHELINI.- Señor Presidente: si votára- 
mos por incisos, nuestra propuesta correspondería al 
literal B) del artículo 74 que figura en la página 33 del 
proyecto informado por el señor Diputado Barrera. 
Además, si se votara el último párrafo del literal B) del 
artículo 74 que está en la página 109, salvaríamos la 
situación. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- Se va a votar el 
artículo 74 del proyecto informado por los señores Di- 
putados Barrera, Fernández Chaves, Borsari Brenna y 
Lacalle Pou, incluyendo como último inciso del literal 
B), lo que figura en el mismo literal del mismo artículo 
del proyecto informado por el señor Diputado Micheli- 
ni. 
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(Se vota) 
——Setenta y dos en setenta y cinco: AFIRMATIVA. 


El señor Diputado Ronald Pais había solicitado la 
reconsideración del artículo 102, que fue aprobado 
por sesenta y siete votos en setenta y dos señores 
Diputados presentes. 


SEÑOR PAIS (don Ronald).- Retiro la solicitud. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- Queda aproba- 
do el Código de la Niñez y la Adolescencia y se comu- 
nicará al Senado. 


SEÑOR MI CHELINI.- ¡Que se comunique de inme- 
diato! 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- Se va a votar. 
(Se vota) 
——Setenta y seis en setenta y ocho: AFIRMATIVA. 


SEÑORA ARGI MÓN.- Pido la palabra para fundar el 
voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- Tiene la palabra 
la señora Diputada. 


SEÑORA ARGI MÓN.- Señor Presidente: he estado 
participando en un largo peregrinaje cuando trabajaba 
por que existiera la voluntad política para aprobar un 
Código del Niño; luego lo hice como Directora de un 
Instituto colaborando en la redacción de un Código 
del Niño, y hoy, como legisladora, creo que esta Cá- 
mara está asistiendo a un hecho histórico. Creo que el 
mundo adulto, en este Parlamento, hace hoy justicia 
con los niños y las niñas de este país, a quienes les va 
a tocar vivir un mundo muy distinto al nuestro. 


En este sentido, muy brevemente, quiero agra- 
decer a quienes han dado una lucha... 


(Campana de orden) 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- La Mesa ruega a 
los señores Diputados que hagan silencio y perma- 
nezcan en Sala a los efectos de escuchar algunos 
anuncios sobre el funcionamiento de la Cámara en los 
próximos días. 


Puede continuar la señora Diputada Argimón. 


SEÑORA ARGIMÓN.- Señor Presidente: quiero 
agradecer a quienes durante muchísimo tiempo han 
estado compartiendo conmigo ese peregrinaje y tra- 
tando de que esto fuera la realidad que hoy es. En 
ese sentido, agradezco a los miembros de la Comisión 


de Constitución, Códigos, Legislación General y Admi- 
nistración de esta Cámara que, abnegadamente, han 
hecho posible que hoy aprobáramos este Código. Muy 
especialmente quiero decir que están presentes en la 
barra queridísimos compañeros, como el doctor Pérez 
Manrique, acompañado de alguien a quien yo creo 
que hoy tenemos que rendir homenaje con esta me- 
dia sanción del proyecto: la doctora J acinta Balbela de 
Delgue. En mi reconocimiento hacia ella va también 
mi agradecimiento a todos quienes desde hace tanto 
tiempo han estado trabajando una y otra vez para 
que esto sea de una vez por todas una realidad. 


¡ Ojalá que el Senado sepa interpretar, aunque no 
supo hacerlo otrora, lo que todos nosotros hemos 
estado pidiendo durante mucho tiempo! Porque con 
este Código se deja de penalizar la pobreza. Este es 
un Código para el siglo XXI. ¡Qué suerte que todos 
juntos podemos vivir este momento histórico! 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- Para fundar el 
voto, tiene la palabra el señor Diputado Michelini. 


SEÑOR MI CHELINI.- Señor Presidente: seré breví- 
simo. Como fundamento de voto del Código de la Ni- 
ñez y la Adolescencia me remitiré a mis palabras ver- 
tidas en la sesión del 13 de julio de 1999, deseándole 
a este proyecto de ley un mejor destino en la Cámara 
de Senadores. Eventualmente, si fuera necesario, lle- 
gará a la Asamblea General. Creo que este es un muy 
buen Código y espero que se convierta en ley. 


21.- Licencias. 
Integración de la Cámara. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- Dese cuenta del 
informe de la Comisión de Asuntos |nternos relativo a 
la integración del Cuerpo. 


(Se lee:) 


"La Comisión de Asuntos Internos aconseja a 
la Cámara aprobar la solicitud de licencia del se- 
ñor Representante Ruben Carminatti, por motivos 
personales, inciso tercero del artículo único de la 
Ley N* 16.465, por el período comprendido entre 
los días 26 y 28 de diciembre de 2001, convocán- 
dose al suplente correspondiente siguiente, señor 
Raymundo Guynot De Boismenu". 


——HEn discusión. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
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(Se vota) 
——Sesenta y siete en setenta: AFIRMATIVA. 


Queda convocado el suplente correspondiente, 
quien se incorporará a la Cámara en la fecha indicada. 


(ANTECEDENTES: ) 


"Montevideo, 19 de diciembre de 2001. 
Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Gustavo Penadés. 
Presente. 
De mi consideración: 

Tengo el agrado de dirigirme a usted a efectos 
de solicitar licencia por motivos personales, al amparo 
de lo establecido en la Ley N* 16.465, del miércoles 
26 al viernes 28 del corriente mes inclusive, convo- 
cando a mi suplente respectivo. 

Sin otro particular, saluda a usted muy atenta- 
mente. 

RUBEN CARMINATTI 
Representante por Río Negro". 


"Comisión de Asuntos Internos 


VISTO: La solicitud de licencia por motivos perso- 
nales del señor Representante por el departamento 
de Río Negro, Ruben Carminatti. 


CONSIDERANDO: Que solicita se le conceda li- 
cencia por el período comprendido entre los días 26 y 
28 de diciembre de 2001. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 de la 
Constitución de la República, y por el inciso tercero el 
artículo único de la Ley N* 16.465, de 14 de enero de 
1994. 


La Cámara de Representantes, 
RESUELVE: 


1) Concédese licencia por motivos personales por 
el período comprendido ente los días 26 y 28 de di- 
ciembre de 2001, al señor Representante por el de- 
partamento de Río Negro, Ruben Carminatti. 


2) Convóquese por Secretaría, por el mencionado 
lapso, al suplente correspondiente siguiente de la 
Hoja de Votación N* 15 del Lema Partido Colorado, 
señor Raymundo Guynot De Boismenu. 


Sala de la Comisión, 19 de diciembre de 2001. 


GUILLERMO ÁLVAREZ, ÓSCAR 
MAGURNO, FRANCISCO ORTIZ". 


——la Mesa exhorta a los señores Diputados a per- 
manecer en Sala y anuncia que se han presentado 
dos mociones para ser votadas luego de los funda- 
mentos de voto. 


22.- Código de la Niñez y la Adolescencia. 
(Aprobación). 


Continúa la consideración del asunto en debate. 


Para fundar el voto, tiene la palabra el señor Di- 
putado Fernández Chaves. 


SEÑOR FERNÁNDEZ CHAVES.- Señor Presidente: 
creo que hoy hemos dado media sanción a lo que 
considero que será la ley más importante de toda la 
Legislatura. 


A partir de su sanción, este Código va a tener vi- 
gencia por muchos años, y tiene relación nada menos 
que con toda nuestra niñez y adolescencia. El Código 
que hoy rige data de 1934; quiere decir que casi se- 
tenta años nos separan de la aprobación de aquella 
norma, y posiblemente esta tenga muchas decenas de 
años de aplicación. Consecuentemente, es una ley 
muy importante. 


Por otra parte, buena cosa es decir que la Comi- 
sión realmente trabajó con un propósito legislativo. 
Hicimos un estudio pormenorizado, todos los mien- 
bros trabajamos de pleno consuno, discutiendo y 
aceptando todo tipo de enmiendas, sin que existiera 
problema partidario alguno. 


Buena cosa es reconocer también, ya que se en- 
cuentran presentes en la barra, a quienes han sido 
permanentes bastiones de este trabajo: la doctora J a- 
cinta Balbela de Delgue, quien presidió la Comisión 
que originalmente redactó y luego revisó este Código 
en el anterior período de Gobierno, y el doctor Pérez 
Manrique, que mucho nos ha ayudado en su redac- 
ción. 

En definitiva, me parece que este es un día muy 
importante para nuestra Cámara y para el derecho 
uruguayo en general. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- Para fundar el 
voto, tiene la palabra el señor Diputado Borsari 
Brenna. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Señor Presidente: la 
señora Diputada Argimón ha hablado en nombre de 
todo el Partido Nacional, pero, sin desmedro de ello, 
quiero hacer un par de consideraciones. 
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Creo que este es un paso histórico; es una de las 
pocas oportunidades en que el Parlamento democráti- 
camente elegido aprueba un Código. Ese aserto his- 
tórico de que los Códigos por lo general son aproba- 
dos en dictadura -salvo alguna excepción-, hoy se ha 
quebrado, y creo que muy bien. En momentos en que 
tanto se disiente a través de los medios de difusión, 
espero que hoy se vea reflejado en ellos el acuerdo 
de todo el espectro político, de todos los Partidos aquí 
representados, aprobando nada más y nada menos 
que un Código de la Niñez y la Adolescencia, después 
de muchas décadas de vigencia del Código del Niño. 


Quiero hacer una aclaración. Hace un momento 
se dijo que el Código no había sido discutido, y yo 
quiero expresar que en la Comisión, tanto cuando la 
presidió la señora Diputada Saravia Olmos como 
cuando la presidió quien habla, hemos recibido a to- 
das y cada una de las asociaciones, agrupaciones, or- 
ganizaciones no gubernamentales, comisiones, aso- 
ciaciones de abogados, de escribanos y de lo que 
fuere. Dedicamos ese primer año a escuchar a todos 
quienes tenían interés en este Código, y luego, bajo la 
Presidencia de la señora Diputada Saravia Olmos, se 
pasó a la etapa ejecutiva, es decir, la de aprobar un 
difícil tema como es este de la legislación en materia 
de la niñez y la adolescencia. 


Hoy tenemos la satisfacción de que una de las 
pocas veces en que se aprueba un Código en demo- 
cracia, los cuatro Partidos lo hemos hecho en forma 
unánime. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- Para fundar el 
voto, tiene la palabra la señora Diputada Saravia Ol- 
mos. 


SEÑORA SARAVIA OLMOS.- Señor Presidente: creo 
que hoy todos nos tenemos que ir contentos, porque 
hemos dado media sanción a este Código que, a mi 
juicio, va a ser una gran herramienta de trabajo para 
todos los operadores del derecho y, fundamental- 
mente, redundará en beneficio de todos los niños y 
adolescentes uruguayos. 


Hemos pensado en el supremo interés del niño y 
del adolescente uruguayo en todas y cada una de las 
etapas de su aprobación. En este momento estoy 
pensando en esos problemas del día a día, de la vida 
práctica, que podemos apreciar quienes permanente- 
mente recorremos lugares y estamos en contacto con 
la gente, como les pasará a todos ustedes. ¡ Cuántas 


veces nos encontramos con el problema de esos niños 
que, sabiendo quién es su padre y quién es su madre, 
no pueden ser reconocidos por ellos debido a su esta- 
do civil y tienen los famosos apellidos sorteados! Con 
este Código vamos a terminar con los apellidos sor- 
teados; les vamos a dar la posibilidad a todos, sea 
cual sea su estado civil, de que reconozcan a sus hijos 
naturales. También damos la posibilidad, a partir de 
los doce y catorce años, de reconocer a los hijos na- 
turales; este es otro problema que, lamentablemente, 
vemos en el día a día con el embarazo adolescente. 


¡ Cuántos casos hemos tenido que enfrentar no- 
sotros, los operadores del derecho -aquí hay más de 
un escribano y de un abogado que lo saben-, relativos 
a la famosa diferencia entre la inscripción y el recono- 
cimiento en nuestra legislación! Me refiero a la canti- 
dad de casos en que la persona que inscribió a su hijo 
creía que con eso estaba cumpliendo también con el 
reconocimiento, y luego se encontraba con que sim+- 
plemente estaba inscripto y no le habían puesto la 
famosa frase del reconocimiento, lo que implica pos- 
teriormente la realización de una cantidad de trámites 
en el sistema actual. En el nuevo Código, la inscrip- 
ción ya equivale al reconocimiento. 


Entonces, pensando en todas esas cosas de la 
vida práctica, creo que hoy nos tenemos que ir lo su- 
ficientemente conformes con el trabajo que hemos 
realizado durante tantos meses. 


(Suena el timbre indicador de tiempo) 


——-—Agradezco a mis compañeros de Comisión por 
toda la paciencia que han tenido durante esas largas 
jornadas de trabajo. |maginen lo que es tratar más de 
doscientos artículos, y hacerlo uno por uno, conside- 
rando además la totalidad de las aproximadamente 
ochocientas enmiendas presentadas, porque quiero 
que tengan la absoluta tranquilidad de que todas las 
enmiendas fueron tenidas en cuenta y consideradas. 


Además, agradezco a los Secretarios de la Comi- 
sión, que realmente han cumplido una labor encomia- 
ble en una tarea que es muy difícil desarrollar, y des- 
de el punto de vista técnico y humano ellos han lleva- 
do a cabo una tarea extraordinaria de colaboración y 
de apoyo con todos los miembros de la Comisión. 


Sé que me he excedido en el tiempo, pero real- 
mente tenía una necesidad imperiosa de expresar to- 
do esto. 
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SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- Para fundar el 
voto, tiene la palabra el señor Diputado Orrico. 


SEÑOR ORRICO.- Señor Presidente: realmente, 
para mí es un día muy emotivo. Habrán notado los 
señores Diputados que, por rara casualidad, hoy no 
hice uso de la palabra. Había acuerdos que respetar y, 
en consecuencia, uno actuó según su conciencia para 
que se cumpliera el pacto de damas y caballeros que 
habíamos hecho. 


Naturalmente, esto ha sido un trabajo muy gran- 
de. Creo que en democracia nunca aconteció. Es 
cierto que el Código General del Proceso se aprobó en 
democracia, pero se hizo prácticamente a tapas ce- 
rradas. Nosotros abrimos el Código; nos dijeron que 
era una locura. Recibimos ochocientas enmiendas; 
dijeron: "No lo aprueban nunca más". Sin embargo, 
tratamos todas las enmiendas, recibimos a cuanta 
gente estaba vinculada al tema o que sintió que tenía 
algo para decir. Esto parecía imposible, porque en 
Códigos de esta naturaleza es cuando aparecen las 
creencias filosóficas más profundas, por ejemplo, en 
temas como el de la concepción, el apellido de la 
gente, las presunciones de paternidad, y tantos otros 
aspectos que en Uruguay estaban regidos por leyes 
un poco pasadas de moda. 


No deseo extenderme mucho más en el funda- 
mento de voto, pero sí quiero dejar a la Cámara algo 
que distribuí cuando era visitador médico e integraba 
la división pediátrica del laboratorio Abbott en la dé- 
cada del setenta. No es muy jurídico ni sé qué tiene 
que ver con el Código, pero lo voy a decir porque 
tengo ganas y se relaciona con aquello de que cuanto 
más uno dice lo que piensa, más ahorra en psiquiatra. 


Dice así: "Los niños aprenden lo que viven... Si 
un niño vive criticado, aprende a condenar. Si un niño 
vive con tolerancia, aprende a ser tolerante. Si un ni- 
ño vive con estímulo, aprende a confiar. Si un niño vi- 
ve apreciado, aprende a apreciar. Si un niño vive con 
seguridad, aprende a tener fe. Si un niño vive con 
aprobación, aprende a quererse. Si un niño vive con 
equidad, aprende a ser justo. Si un niño vive avergon- 
zado, aprende a sentirse culpable. Si un niño vive con 
hostilidad, aprende a pelear. Si un niño vive con 
aceptación y amistad, aprende a hallar amor en el 
mundo". 


En fechas tan propicias como estas, ojalá todos 
hallemos amor en el mundo. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- Para fundar el 
voto, tiene la palabra la señora Diputada Percovich. 


SEÑORA PERCOVI CH.- Señor Presidente: en primer 
lugar, quiero decir que aprendimos mucho entre to- 
dos, porque intercambiamos, nos escuchamos e in- 
corporamos conceptos de otros. Creo que esa fue la 
gran riqueza del trabajo de estos dos años. 


Quisiera agregar algunas cosas a lo que han di- 
cho nuestros compañeros respecto de lo que incor- 
pora este Código, que a mí -y sé que a las mujeres de 
esta Cámara- me importa especialmente. Aunque no 
pudimos mejorar el lenguaje sexista a pesar de que 
nos lo piden las Naciones Unidas, sin embargo incor- 
poramos algunos aspectos, como la responsabilidad 
común en la crianza de los hijos y las políticas de 
promoción y protección de la equidad, que están es- 
tablecidas en el artículo 18. Nos alegramos, además 
-como se decía hace un momento-, de que se empie- 
ce a modificar la denominación de ilegítimo. El rescate 
de los vínculos afectivos familiares también está en el 
Código, y complementando el proyecto de ley sobre 
violencia doméstica, que está en tratamiento en el 
Senado, los artículos 130 y 131 establecen principios 
para prevenir la victimización secundaria en los casos 
de abuso de los niños. 


No quiero terminar este fundamento de voto sin 
agradecer, como lo hizo la señora Diputada Saravia 
Olmos y me pedía el señor Diputado Michelini que lo 
hiciera, a la Secretaría de la Comisión, sin la cual hu- 
biera sido imposible, en esa maraña de enmiendas y 
de distintas concepciones, que hubiéramos podido 
avanzar con la prolijidad con que lo hicimos. Por lo 
tanto, nuestro gran agradecimiento a la Secretaría y a 
la Presidenta de la Comisión, que nos marcó el ritmo 
para que esto pudiera concretarse en el día de hoy. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- Para fundar el 
voto, tiene la palabra el señor Diputado Abdala. 


SEÑOR ABDALA.- Señor Presidente: como ya no 
formo parte de la Comisión de Constitución, Códigos, 
Legislación General y Administración, francamente 
quiero felicitarla. Sigo creyendo, además, que es el 
pulmón de la Cámara, la máquina de trabajo más 
fuerte que tiene este Cuerpo. Entonces digo que la 
tarea que desarrollaron es absolutamente espectacu- 
lar. 


El estudio de este proyecto de Código se inició en 
el período anterior, y para el doctor Sanguinetti era 
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un tema de alta sensibilidad. Naturalmente, los san- 
guinettistas estamos reconfortados de que tenga via- 
bilidad. Digo también que los Códigos a veces sirven y 
a veces no. Un Código solamente sirve si la sociedad 
está en sintonía con lo que plantea. Aquí lo más im- 
portante es que el tema de la infancia, la niñez y la 
adolescencia sea planteado como principal en la vida 
de la nación. 


Vuelvo a decir, como bien expresó el señor Di- 
putado Fernández Chaves, que, sin duda, es este el 
principal tema que tiene hoy la vida de la República. 
No puede ser que vivamos en distintos departamentos 
del interior o en la propia capital viendo día a día el 
dramático problema de la minoridad y de la infancia 
en las esquinas de la ciudad, y todos digamos: "¡qué 
mal está esto!", pero hagamos poco. Arrancamos con 
el Código, con visiones modernas, con una teoría 
donde devolvemos dignidad a mucha gente que hasta 
tenía el drama del apellido. Hay que seguir. Esta es la 
primera piedra que movilizamos. 


Entonces, felicitamos al Cuerpo y a la Comisión, y 
bienvenida sea esta nueva señal. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- Para fundar el 
voto, tiene la palabra el señor Diputado Scavarelli. 


SEÑOR SCAVARELLI.- Señor Presidente: uno siente 
el orgullo de pertenecer a un Cuerpo que en este pe- 
ríodo ha aprobado normas en la misma sintonía de 
humanismo, de preocupación por la fragilidad humana 
y por la fragilidad de las relaciones interpersonales. 


No puedo dejar de repetir la cita que hacía mi 
amigo, el señor Diputado Abdala, porque la vida a uno 
le ha regalado una vez más el privilegio de haber es- 
tado en los dos extremos de esta situación. Como por 
mandato del entonces Presidente Sanguinetti nos tocó 
dar fuerza a la Comisión en la que nuestra amiga de 
siempre, nuestra referente jurídica de tantas horas, la 
profesora Jacinta Balbela, tomó bajo su responsabili- 
dad la tarea de elaboración -que nunca es desde cero, 
pero a veces es peor que desde cero-, nos emocio- 
namos al recordar aquellas horas del inicio, en las que 
su confianza nos hacía desbordar de optimismo, a pe- 
sar de las dificultades. Hoy todos tenemos la alegría 
de retribuirle aquel esfuerzo, ahora apoyada por el 
doctor Pérez Manrique, que sin duda es una figura 
preclara del derecho uruguayo, con una enorme ex- 
periencia forense y procesal. 


Por lo tanto, más allá de un reconocimiento, esto 
es una manifestación de alegría por formar parte de 
un proceso que no tiene otro objetivo que el de la 
defensa de la vida más frágil y la defensa de la fragili- 
dad de la vida con más horizontes hacia el futuro. 
También es frágil la vejez, en una fase dolorosa, ter- 
minal de la vida, cuando es maltratada, pero en el 
derecho, cuando estamos protegiendo la fragilidad de 
la infancia y de la adolescencia, etapa en la que se 
acuña para siempre el carácter y la forma de condu- 
cirse en la vida, la tolerancia y el respeto, creo que la 
cita del señor Diputado Orrico no podía ser mejor, 
cuando nos refresca aquellos viejos aforismos que, en 
definitiva, son la base del humanismo más profundo 
que todos sentimos. 


A la Cámara, a la Comisión de la que nos senti- 
mos orgullosos, al señor Presidente por la conducción, 
a los funcionarios y a nuestra maestra de siempre, 
nuestro reconocimiento permanente. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- Para fundar el 
voto, tiene la palabra el señor Diputado Bergstein. 


SEÑOR BERGSTEIN.- Señor Presidente: por su- 
puesto que nos unimos a las felicitaciones que ya se 
han expresado aquí con toda elocuencia a la tarea 
denodada que desarrolló la Comisión de Constitución, 
Códigos, Legislación General y Administración a lo lar- 
go del año y medio de esta Legislatura para lograr la 
aprobación de este proyecto por la Cámara. 


Quiero subrayar tres o cuatro aspectos. Es en 
buena medida cierto lo que acaba de decir el señor 
Diputado Borsari Brenna en cuanto a que en demo- 
cracia parece más difícil sacar adelante los Códigos, y 
sin embargo, en este caso -y no aprobándolo a tapas 
cerradas, sino discutiendo disposición por disposición-, 
se llegó a buen fin. 


Es importante subrayar que este Código no mar- 
ca una reacción contra el Código del Niño del año 
1934, sino que es la continuación de una evolución de 
la sociedad, de los instrumentos jurídicos internacio- 
nales a los cuales adhirió nuestro país, y de la evolu- 
ción cultural, mucho más difícil, que se dio en cuanto 
a este tema. 


La doctora Reta, que en uno de los períodos que 
marcaron su trayectoria pública, fue Presidenta del 
Consejo del Niño, empezó a esbozar entonces los li- 
neamientos de un Código que sustituyera al del año 
1934, manteniendo esa filosofía tuitiva, pero adap- 
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tándola a las nuevas necesidades de aquellos que, 
precisamente, necesitaban el amparo del sistema jurí- 
dico. Creo que es justo recordarla en esta jornada, 
porque nos parece que este proyecto de Código reco- 
ge muchísimos de los lineamientos por los cuales ella 
estuvo trabajando durante años. Fuimos invitados a la 
Comisión para clarificar algunos comentarios de poca 
entidad que habíamos hecho llegar sobre el proyecto, 
y debo decir que en dichos comentarios tratamos de 
reflejar, más que nuestras convicciones, la orientación 
de la doctora Reta. 


Finalmente, quiero destacar dos aspectos. Hay 
algo muy importante en el capítulo de las responsabi- 
lidades penales, que refleja lo que es y debe ser el 
derecho penal relativo al menor, que tiene una dife- 
rencia de esencia con el derecho penal del adulto. En 
este último, de alguna manera siempre hay una con- 
cepción retributiva de la pena. Vale decir: a mayor 
delito, mayor pena. 


En este Código, la gravedad de los delitos se to- 
ma en cuenta a los efectos de determinar la existen- 
cia de las responsabilidades, pero no la cuantificación 
de estas. Puede darse el caso de que un adolescente 
cometa un delito muy grave y sea para la sociedad 
mucho menos peligroso que otro que comete un de- 
lito menos grave. Este Código deja abierto ese campo 
de maniobra que establece la gran diferencia entre el 
derecho penal del adulto y el derecho penal del me- 
nor. 


Finalmente, con carácter general, creo que haber 
podido culminar esta etapa a finales del segundo pe- 
ríodo de la Legislatura es un hecho que debe difundir- 
se plenamente, porque contribuye a reivindicar la cre- 
dibilidad de los parlamentarios, a veces injustamente 
castigados. 


SEÑOR PRESIDENTE (Penadés).- La Mesa se su- 
ma a los agradecimientos, haciendo llegar a los inte- 
grantes de la Comisión de Constitución, Códigos, Le- 
gislación General y Administración las felicitaciones 
del caso. 


(Texto del proyecto aprobado: ) 
"CAPÍTULO | 
PRINCIPIOS GENERALES 


Artículo 12. (Ámbito de aplicación).- El Código de 
la Niñez y la Adolescencia es de aplicación a todos 


los seres humanos menores de dieciocho años de 
edad. 


A los efectos de la aplicación de este Código, se 
entiende por niño a todo ser humano hasta los trece 
años de edad y por adolescente a los mayores de tre- 
ce y menores de dieciocho años de edad. 


Siempre que este Código se refiere a niños y 
adolescentes comprende ambos géneros. 


Artículo 22. (Sujetos de derechos, deberes y ga- 
rantías).- Todos los niños y adolescentes son titulares 
de derechos, deberes y garantías inherentes a su ca- 
lidad de personas humanas. 


Artículo 3*2. (Principio de protección de los dere- 
chos).- Todo niño y adolescente tiene derecho a las 
medidas especiales de protección que su condición 
de sujeto en desarrollo exige por parte de su familia, 
de la sociedad y del Estado. 


Artículo 4*. (Interpretación).- Para la interpreta- 
ción de este Código, se tendrán en cuenta las dispo- 
siciones y principios generales que informan la Cons- 
titución de la República, la Convención sobre los De- 
rechos del Niño, leyes nacionales y demás instru- 
mentos internacionales que obligan al país. 


En los casos de duda se deberá recurrir a los crite- 
rios generales de interpretación y, especialmente, a 
las normas propias de cada materia. 


Artículo 5*. (Integración).- En caso de vacío legal 
o insuficiencia se deberá recurrir a los criterios gene- 
rales de integración y, especialmente, a las normas 
propias de cada materia. 


Artículo €?. (Criterio específico de interpretación e 
integración: el interés superior del niño y adolescen- 
te).- Para la interpretación e integración de este Códi- 
go se deberá tener en cuenta el interés superior del 
niño y adolescente, que consiste en el reconocimiento 
y respeto de los derechos inherentes a su calidad de 
persona humana. En consecuencia, este principio no 
se podrá invocar para menoscabo de tales derechos. 


Artículo 72. (Concurrencia para la efectividad y la 
protección de los derechos de los niños y adolescen- 
tes).- 


1) La efectividad y protección de los derechos de 
los niños y adolescentes es prioritariamente de 
los padres o tutores -en su caso-, sin perjuicio 
de la corresponsabilidad de la familia, la comu- 
nidad y el Estado. 


2) El Estado deberá actuar en las tareas de 
orientación y fijación de las políticas generales 
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aplicables a las distintas áreas vinculadas a la 
niñez y adolescencia y a la familia, coordinando 
las actividades públicas y privadas que se 
cumplen en tales áreas. 


3) En casos de insuficiencia, defecto o imposibili- 
dad de los padres y demás obligados, el Esta- 
do deberá actuar preceptivamente, desarro- 
llando todas las actividades integrativas, com- 
plementarias o supletivas que sean necesarias 
para garantizar adecuadamente el goce y ejer- 
cicio de los derechos de los niños y adoles- 


centes. 
CAPÍTULO Il 
DE LOS DERECHOS DE LOS NIÑOS Y 
ADOLESCENTES 


Artículo 8*. (Principio general).- Todo niño y ado- 
lescente goza de los derechos inherentes a la perso- 
na humana. Tales derechos serán ejercidos de 
acuerdo a la evolución de sus facultades, y en la for- 
ma establecida por la Constitución de la República, 
los instrumentos internacionales, este Código y las le- 
yes especiales. En todo caso tiene derecho a ser oído 
y obtener respuestas cuando se tomen decisiones 
que afecten su vida. 


Podrá acudir a los Tribunales y ejercer los actos 
procesales en defensa de sus derechos, siendo pre- 
ceptiva la asistencia letrada. El Juez ante quien acuda 
tiene el deber de designarle curador, cuando fuere 
pertinente, para que lo represente y asista en sus 
pretensiones. 


Los Jueces, bajo su más seria responsabilidad, 
deberán adoptar las medidas necesarias para asegu- 
rar el cumplimiento de lo establecido en los incisos 
anteriores, debiendo declararse nulas las actuaciones 
cumplidas en forma contraria a lo aquí dispuesto. 


Artículo 9% (Derechos esenciales).- Todo niño y 
adolescente tiene derecho intrínseco a la vida, digni- 
dad, libertad, identidad, integridad, imagen, salud, 
educación, recreación, descanso, cultura, participa- 
ción, asociación, a los beneficios de la seguridad so- 
cial y a ser tratado en igualdad de condiciones cual- 
quiera sea su sexo, su religión, etnia o condición so- 
cial. 


Artículo 10. (Derecho del niño y adolescente con 
capacidad diferente).- Todo niño y adolescente, con 
capacidad diferente psíquica, física o sensorial, tiene 
derecho a vivir en condiciones que aseguren su parti- 
cipación social a través del acceso efectivo especial- 
mente a la educación, cultura y trabajo. 


Este derecho se protegerá cualquiera sea la edad 
de la persona. 


Artículo 11. (Derecho a la privacidad de la vida).- 
Todo niño y adolescente tiene derecho a que se res- 
pete la privacidad de su vida. Tiene derecho a que no 
se utilice su imagen en forma lesiva, ni se publique 
ninguna información que lo perjudique y pueda dar 
lugar a la individualización de su persona. 


Artículo 12. (Derecho al disfrute de sus padres y 
familia).- La vida familiar es el ámbito adecuado para 
el mejor logro de la protección integral. 


Todo niño y adolescente tiene derecho a vivir y a 
crecer junto a su familia y a no ser separado de ella 
por razones económicas. 


Solo puede ser separado de su familia cuando, en 
su interés superior y en el curso de un debido proce- 
so, las autoridades determinen otra relación personal 
sustitutiva. 


En los casos en que sobrevengan circunstancias 
especiales que determinen la separación del núcleo 
familiar, se respetará su derecho a mantener vínculos 
afectivos y contacto directo con uno o ambos padres, 
salvo si es contrario a su interés superior. 


Si el niño o adolescente carece de familia, tiene 
derecho a crecer en el seno de otra familia o grupo de 
crianza, la que será seleccionada atendiendo a su 
bienestar. 


Solo en defecto de esta alternativa, se considerará 
el ingreso a un establecimiento público o privado. Se 
procurará que su estancia en el mismo sea transitoria. 


Artículo 13. (Conflictos armados).- Los niños y 
adolescentes no pueden formar parte de las hostilida- 
des en conflictos armados ni recibir preparación para 
ello. 


CAPÍTULO II 
DE LOS DEBERES DEL ESTADO 


Artículo 14. (Principio general).- El Estado prote- 
gerá los derechos de todos los niños y adolescentes 
sujetos a su jurisdicción, independientemente del ori- 
gen étnico, nacional o social, el sexo, el idioma, la re- 
ligión, la opinión política o de otra índole, la posición 
económica, los impedimentos psíquicos o físicos, el 
nacimiento o cualquier otra condición del niño o de 
sus representantes legales. 


El Estado pondrá el máximo empeño en garantizar 
el reconocimiento del principio de que ambos padres 
o sus representantes legales, cuya preocupación fun- 
damental será el interés superior del niño, tienen obli- 
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gaciones y derechos comunes en lo que respecta a 
su crianza y desarrollo. 


El Estado asegurará la aplicación de toda norma 
que dé efectividad a esos derechos. 


Artículo 15. (Protección especial).- El Estado tie- 
ne la obligación de proteger especialmente a los ni- 
ños y adolescentes respecto a toda forma de: 


A) Abandono, abuso sexual o explotación de la 
prostitución. 


B) Trato discriminatorio, hostigamiento, segrega- 
ción o exclusión en los lugares de estudio, es- 
parcimiento o trabajo. 


C) Explotación económica o cualquier tipo de tra- 
bajo nocivo para su salud, educación o para su 
desarrollo físico, espiritual o moral. 


D) Tratos crueles, inhumanos o degradantes. 


E) Estímulo al consumo de tabaco, alcohol, inha- 
lantes y drogas. 


F) Situaciones que pongan en riesgo su vida o in- 
citen a la violencia, como el uso y el comercio 
de armas. 


G) Situaciones que pongan en peligro su seguri- 
dad, como detenciones y traslados ilegítimos. 


H) Situaciones que pongan en peligro su identi- 
dad, como adopciones ¡legítimas y ventas. 


Il) Incumplimiento de los progenitores o respon- 
sables de alimentarlos, cuidar su salud y velar 
por su educación. 


CAPÍTULO IV 


DE LOS DEBERES DE LOS PADRES O 
RESPONSABLES 


Artículo 16. (De los deberes de los padres o res- 
ponsables).- Son deberes de los padres o responsa- 
bles respecto de los niños y adolescentes: 


A) Respetar y tener en cuenta el carácter de su- 
jeto de derecho del niño y del adolescente. 


B) Alimentar, cuidar su salud, su vestimenta y ve- 
lar por su educación. 


C) Respetar el derecho a ser oído y considerar su 
opinión. 

D) Colaborar para que sus derechos sean efecti- 
vamente gozados. 


E) Prestar orientación y dirección para el ejercicio 
de sus derechos. 


F) Corregir adecuadamente a sus hijos o tutela- 
dos. 


G) Solicitar o permitir la intervención de servicios 
sociales especiales cuando se produzca un 
conflicto que no pueda ser resuelto en el inte- 
rior de la familia y que pone en grave riesgo la 
vigencia de los derechos del niño y del adoles- 
cente. 


H) Velar por la asistencia regular a los centros de 
estudio y participar en el proceso educativo. 


1) Todo otro deber inherente a su calidad de tal. 
CAPÍTULO V 


DE LOS DEBERES DE LOS NIÑOS Y 
ADOLESCENTES 


Artículo 17. (De los deberes de los niños y ado- 
lescentes).- Todo niño y adolescente tiene el deber de 
mantener una actitud de respeto en la vida de rela- 
ción familiar, educativa y social, así como de emplear 
sus energías físicas e intelectuales en la adquisición 
de conocimientos y desarrollo de sus habilidades y 
aptitudes. 


Especialmente deberán: 


A) Respetar y obedecer a sus padres o responsa- 
bles, siempre que sus órdenes no lesionen sus 
derechos o contravengan las leyes. 


B) Cuidar, en la medida de sus posibilidades, a 
sus ascendientes en su enfermedad y anciani- 
dad. 


C) Respetar los derechos, ideas y creencias de los 
demás. 


D) Respetar el orden jurídico. 
E) Conservar el medio ambiente. 


F) Prestar, en la medida de sus posibilidades, el 
servicio social o ayuda comunitaria, cuando las 
circunstancias así lo exijan. 


G) Cuidar y respetar su vida y su salud. 
CAPÍTULO VI 


POLÍTICAS SOCIALES DE PROMOCIÓN Y 
PROTECCIÓN A LA NIÑEZ Y ADOLESCENCIA 


Artículo 18. (Objetivos).- Son objetivos funda- 
mentales: 


A) Promoción social. Deberá asegurarse la pro- 
moción tendiente a favorecer el desarrollo inte- 
gral de todas las potencialidades del niño y del 
adolescente como persona en condición de ser 
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en desarrollo, a efectos de procurar su integra- 
ción social en forma activa y responsable como 
ciudadano. Se cuidará especialmente la pro- 
moción en equidad, evitando que se generen 
desigualdades por conceptos discriminatorios 
por causa de sexo, etnia, religión o condición 
social. 


B) Protección y atención integral. Deberá asegu- 
rarse una protección integral de los derechos y 
deberes de los niños y adolescentes, así como 
asegurar una atención especial por parte del 
Estado y de la sociedad ante la necesidad de 
ofrecer atención personalizada en determina- 
das situaciones. 


Artículo 19. (Vida familiar y en sociedad).- Son 
principios básicos: 


A) El fortalecimiento de la integración y perma- 
nencia de los niños y adolescentes en los ám- 
bitos primarios de socialización: la familia y las 
instituciones educativas. 


B) La descentralización territorial que asegure el 
acceso de los niños, adolescentes y familias en 
toda la gama de servicios básicos. 


C) La participación de la sociedad civil y la promo- 
ción de la solidaridad social hacia los niños y 
adolescentes. 


Artículo 20. (Afirmación de políticas sociales).- 
Las normas que regulan la vigencia efectiva de los 
derechos de los niños y adolescentes en las áreas de 
supervivencia y desarrollo, requerirán de la imple- 
mentación de un sistema de políticas sociales bási- 
cas, complementarias, de protección especial, de ca- 
rácter integral, que respondan a la diversidad de rea- 
lidades y comprendan la coordinación entre el Estado 
y la sociedad civil. 


Artículo 21. (Criterio rector).- Es criterio rector 
velar por el desarrollo armónico de los niños y ado- 
lescentes, correspondiendo fundamentalmente a la 
familia y a los sistemas de salud y educación su se- 
guimiento hasta la mayoría de edad, según el princi- 
pio de concurrencia que emerge del artículo 7” de 
este Código. 


Artículo 22. (Líneas de acción).- La atención ha- 
cia la niñez y la adolescencia se orientará primordial- 
mente a: 


A) La aplicación de políticas sociales básicas, que 
hagan efectivos los derechos consagrados en 
la Constitución de la República, para todos los 
niños y los adolescentes. 


B) La creación de programas de atención integral, 
para aquellos que lo necesiten, por carencia 
temporal o permanente: niños y adolescentes 
con capacidad diferente, situación de desampa- 
ro o marginalidad. 


C) La implementación de medidas apropiadas pa- 
ra que los niños tengan derecho a beneficiarse 
de los servicios de instalaciones de guarda, es- 
pecialmente en el caso de que los padres tra- 
bajen. 


D) La adopción de programas integrales y servi- 
cios especiales de prevención y atención médi- 
ca y psicosocial a las víctimas de negligencia, 
maltrato, violencia o explotación laboral o se- 
xual. 


E) La aplicación de programas de garantías para 
la protección jurídico-social de los niños y ado- 
lescentes en conflicto con la ley, y de educa- 
ción para la integración social. 


F) La adopción de programas de promoción de la 
niñez y adolescencia en las áreas deportivas, 
culturales y recreativas, entre otras. 


G) La creación de sistemas de indicadores de de- 
sarrollo del niño y del adolescente, respetando 
el derecho a la privacidad y el secreto profesio- 
nal. 


CAPÍTULO VII 
| - De la filiación 


Artículo 23.- (Derecho a la filiación).- Todo niño y 
adolescente tiene derecho a conocer quiénes son sus 
padres. 


Artículo 24. (Derecho a la protección).- Todo niño 
y adolescente tiene derecho, hasta la mayoría de 
edad, a recibir de sus padres y responsables la pro- 
tección y cuidados necesarios para su adecuado de- 
sarrollo integral y es deber de éstos el proporcionár- 
selos. 


Artículo 25. (Derecho a la identidad).- Sin perjui- 
cio de las normas del Registro de Estado Civil, el re- 
cién nacido deberá ser identificado mediante las im- 
presiones plantar y digital acompañadas por la impre- 
sión digital de la madre. 


Todas las maternidades públicas y privadas debe- 
rán llevar un registro para cumplir con lo dispuesto en 
el inciso anterior, al momento de realizarse el parto. 
Se le otorgará copia a la madre y se enviará otra al 
Registro de Estado Civil. 
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Los médicos o parteros que asistan nacimientos 
fuera de la maternidad, deberán realizar el registro de 
igual forma y, en caso de imposibilidad, anotarlo en la 
historia clínica. 


En este último caso y fuera de las hipótesis seña- 
ladas anteriormente, las impresiones digital y plantar 
del recién nacido se tomarán al momento de hacerse 
la inscripción en el Registro de Estado Civil. 


Artículo 26. (Derecho al nombre y apellidos fami- 
liares). Todo niño tiene derecho, desde su nacimiento, 
a ser inscripto con nombre y apellido. 


Artículo 27. (Del nombre).- 


1) El hijo habido dentro del matrimonio llevará 
como primer apellido el de su padre y como 
segundo el de su madre. 


2) El hijo habido fuera del matrimonio inscripto por 
ambos padres, llevará como primer apellido el 
de su padre y como segundo el de su madre. 


3) El hijo habido fuera del matrimonio inscripto por 
su padre llevará como primer apellido el de 
éste y como segundo el de la mujer que surja 
acreditada como su madre. 


4) El hijo habido fuera del matrimonio inscripto por 
su madre llevará los dos apellidos de ésta. Si la 
madre no tuviere segundo apellido el niño lleva- 
rá como primero el de su madre biológica se- 
guido de uno de uso común. 


5) El hijo habido fuera del matrimonio que no es 
inscripto por su padre ni por su madre, llevará 
igualmente en segundo lugar el apellido de su 
madre, en caso de ser ésta conocida y en pri- 
mer lugar uno de uso común. 


6) El hijo habido fuera del matrimonio cuyos pa- 
dres se desconocen, inscripto de oficio, llevará 
dos apellidos de uso común seleccionados por 
el Oficial del Registro de Estado Civil intervi- 
niente. 


7) Los apellidos de uso común serán sustituidos 
por el del padre o la madre que reconozca a su 
hijo o sean declarados tales por sentencia, de- 
biendo recabarse a tales efectos la voluntad del 
reconocido que haya cumplido los trece años 
de edad (artículo 32). 


8) El hijo habido fuera del matrimonio inscripto por 
un familiar del niño, llevará dos apellidos, como 
primer apellido uno de uso común, selecciona- 
do por el familiar interviniente y en segundo lu- 
gar el de la madre conocida. 


9) En los casos de legitimación adoptiva, el hijo 
llevará como primer apellido el de su padre y 
como segundo el de su madre legitimantes. La 
sentencia que autorice la legitimación adoptiva 
dispondrá el o los nombres de pila con que se- 
rá inscripto el legitimado. 


10) En los casos de adopción simple realizada por 
un matrimonio, el o los apellidos del adoptado 
serán sustituidos por el del padre y madre 
adoptantes. Si la adopción simple fuere reali- 
zada por un hombre, el adoptado sustituirá su 
primer apellido por el del adoptante. Si la adop- 
ción simple fuere realizada por una mujer, el 
adoptado sustituirá su segundo apellido por el 
de la adoptante. No obstante, si se tratare de la 
adopción de un adolescente, podrá convenir 
con el o los adoptantes si mantendrá sus ape- 
llidos de origen o sustituirá alguno de ellos por 
el del o de los adoptantes. 


En la sentencia deberá dejarse constancia de la 
decisión respecto de los apellidos del adoptado, la 
que será anotada al margen de la partida de naci- 
miento. 


Artículo 28. (Derecho y deber a reconocer los hi- 
jos propios).- Todo progenitor tiene el derecho y el 
deber, cualquiera fuere su estado civil, de reconocer a 
sus hijos. 


Derógase el inciso tercero del artículo 227 del Có- 
digo Civil. 


Modifícase la redacción del inciso cuarto del ar- 
tículo 227 del Código Civil, el que quedará redactado 
de la siguiente forma: "No se admitirá el reconoci- 
miento de hijos naturales, aun después de disuelto el 
matrimonio, cuando ese reconocimiento se pretenda 
hacer a favor de una persona que tenga la posesión 
notoria de hijo legítimo, sin perjuicio de las acciones 
que, legalmente, se admiten para contestar esa filia- 
ción". 

Entiéndese, en todo el ordenamiento jurídico, las 
expresiones "hijo legítimo" e "hijo natural" como "hijo 
habido dentro del matrimonio" e "hijo habido fuera del 
matrimonio", respectivamente. 


Artículo 29.- Sustitúyense los artículos 214, 215, 
216, 217, 218, 219, 220 y 221 del Código Civil, los 
que quedarán redactados de la siguiente manera: 


"ARTÍCULO 214.- Viviendo los cónyuges de con- 
suno, y sin perjuicio de la prueba en contrario, la 
ley considera al marido padre de la criatura con- 
cebida por su esposa durante el matrimonio. 
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Las personas legitimadas por la ley, podrán 
destruir esta presunción acreditando que el vínculo 
biológico de paternidad no existe. 


ARTÍCULO 215.- Se considera concebida dentro 
del matrimonio, a la criatura nacida fuera de los 
ciento ochenta días después de contraído éste y 
dentro de los trescientos días siguientes a su di- 
solución. Esta presunción es relativa. 


ARTÍCULO 216.- Se considera, asimismo, al mari- 
do padre de la criatura nacida de su mujer, dentro 
de los ciento ochenta días siguientes al matrimo- 
nio, siempre que aquél haya conocido el embarazo 
antes de contraer matrimonio o haya admitido su 
paternidad expresa o tácitamente por cualquier 
medio inequívoco. Fuera de estos casos, bastará 
al marido con negar judicialmente la paternidad de 
la criatura habida por su mujer, de lo que se le da- 
rá conocimiento a ésta. Si la madre se opusiera 
surgirá el contradictorio. 


ARTÍCULO 217.- La presunción de paternidad del 
marido que se configura conforme a lo dispuesto 
por los artículos 214, 215 y 216 de este Código, 
podrá ser libremente impugnada por el marido, el 
hijo o los herederos de uno u otro, dentro de los 
plazos y en las condiciones que se dispone en los 
artículos siguientes. 


ARTÍCULO 218.- El marido podrá ejercer la acción 
de desconocimiento de paternidad a efectos de 
impugnar la presunción de legitimidad que hubiera 
surgido, dentro del plazo de un año contado desde 
que tomó conocimiento del nacimiento de la criatu- 
ra cuya paternidad la ley le atribuye. 


Sus herederos podrán continuar la acción in- 
tentada por éste, o iniciar la misma, si el marido 
hubiera muerto dentro del plazo hábil para dedu- 
cirla. Los herederos dispondrán del plazo de un 
año a contar desde el fallecimiento del marido. 


ARTÍCULO 219.- Hallándose el hijo en posesión 
del estado filiatorio legítimo, tenga o no su título, 
podrá impugnar la presunción de paternidad, ac- 
tuando debidamente representado por un curador 
"ad litem", dentro del plazo de un año a contar 
desde el nacimiento. Si la acción no hubiera sido 
intentada durante la menor edad del hijo, podrá 
ejercerla éste dentro del plazo de un año a partir 
de su mayoría. En caso de fallecer el hijo dentro 
del plazo hábil para interponer la demanda de im- 
pugnación de la paternidad o durante su minoría 
de edad sin haberla interpuesto, la acción podrá 
ser ejercida por los herederos de éste dentro del 
plazo que aquél contaba. 


ARTÍCULO 220.- De faltar la posesión de estado 
de filiación legítima aun cuando exista su título, la 
acción de desconocimiento de paternidad podrá 
ser intentada indistintamente por la madre, por un 
curador "ad litem" que actúe en representación del 
hijo, por el padre biológico que manifieste su áni- 
mo de reconocerlo o por el hijo al llegar a la mayo- 
ría de edad. La madre y el padre biológico no po- 
drán accionar una vez que su hijo haya llegado a 
la mayoría de edad. En ausencia de posesión de 
estado de filiación legítima, la acción será impres- 
criptible para el hijo. 


En los casos en que este artículo, el precedente 
y el inciso cuarto del artículo 227 se refieren a po- 
sesión de estado, no se requiere el transcurso del 
tiempo reclamado por el artículo 47 de este Códi- 


go. 


El acogimiento de la acción deducida por la ma- 
dre o por el padre biológico, dejará al hijo empla- 
zado en el estado civil de hijo natural del deman- 
dante. 


ARTÍCULO 221.- El proceso no será válidamente 
entablado si no intervienen en el mismo, en cali- 
dad de sujetos activos o pasivos, en su caso, el 
marido, la madre y el hijo de ésta". 


Artículo 30. (Capacidad de los padres para reco- 
nocer a sus hijos).- Todo progenitor tiene el derecho y 
el deber, cualquiera fuere su estado civil y edad, a re- 
conocer a su hijo. 


No obstante, las mujeres menores de doce años y 
los varones menores de catorce no podrán realizar 
reconocimientos válidos sin aprobación judicial, previa 
vista del Ministerio Público. 


En los casos de padres niños o adolescentes no 
casados, el Juez decidirá a quién se le atribuyen los 
derechos y deberes inherentes a la tutela, otorgando 
preferencia a los abuelos que convivan con el padre 
que reconoce y el reconocido. 


Previo a todas las decisiones a que refiere el inci- 
so anterior que requieran autorización judicial, se de- 
berá oír al padre o a la madre que haya reconocido al 
hijo y que aún no tenga dieciocho años cumplidos de 
edad. 


La patria potestad será ejercida en forma plena 
por ambos padres, a partir de que éstos cumplan die- 
ciocho años. 
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Artículo 31. (Formalidades del reconocimiento). El 
reconocimiento puede tener lugar: 


1) Por la simple declaración formulada ante el Ofi- 
cial del Registro de Estado Civil por el padre o 
la madre biológicos en oportunidad de la ins- 
cripción del nacimiento del hijo, como hijo habi- 
do fuera del matrimonio, suponiendo la sola 
inscripción reconocimiento expreso. 


2) Por testamento, en cuyo caso el reconoci- 
miento podrá ser expreso o implícito. 


3) Por escritura pública. 


Artículo 32. (Voluntad del hijo).- Cuando el hijo 
fuere reconocido luego de haber cumplido trece años 
de edad, tiene derecho a expresar en forma ante el 
Oficial del Registro de Estado Civil su voluntad de se- 
guir usando los apellidos con los que hasta entonces 
era identificado. Dicha expresión de voluntad será 
anotada al margen de su partida de nacimiento. 


Artículo 33. (Inscripción tardía).- El derecho con- 
sagrado en el artículo anterior, también rige para los 
supuestos de inscripciones tardías de hijos mayores 
de trece años. 


Tratándose de inscripción tardía de hijos habidos 
dentro del matrimonio, basta con la presencia de uno 
o de ambos padres, sin perjuicio del cumplimiento de 
las disposiciones legales correspondientes. 


II - De la tenencia del niño y adolescente 
Artículo 34. (Tenencia por los padres).- 


1) Cuando los padres estén separados, se deter- 
minará de común acuerdo cómo se ejercerá la 
tenencia (artículo 177 del Código Civil). 


2) De no existir acuerdo de los padres, la tenencia 
la resolverá el Juez de Familia, dictando las 
medidas necesarias para su cumplimiento. 


Artículo 35. (Facultades del Juez de Familia).- En 
caso de no existir acuerdo de los padres, el Juez re- 
solverá, teniendo en cuenta las siguientes recomen- 
daciones: 


A) El hijo deberá permanecer con el padre o la 
madre con quien convivió el mayor tiempo, 
siempre que lo favorezca. 


B) Preferir a la madre cuando el niño sea menor 
de dos años, siempre que no sea perjudicial 
para él. 


C) Bajo su más seria responsabilidad funcional, el 
Juez siempre deberá oír y tener en cuenta la 
opinión del niño o adolescente. 


Artículo 36. (Tenencia por terceros).- 


1) Cualquier interesado puede solicitar la tenencia 
de un niño o adolescente siempre que ello ten- 
ga como finalidad el interés superior de éste. El 
Juez competente, bajo la más seria responsa- 
bilidad funcional, deberá evaluar el entorno fa- 
miliar ofrecido por el interesado. 


2) La persona que ejerce la tenencia de un niño o 
adolescente está obligada a brindarle la protec- 
ción y cuidados necesarios para su desarrollo 
integral. 


3) La persona que no se sienta capacitada para 
proseguir con la tenencia, deberá ponerlo en 
conocimiento del Juez de Familia, quien resol- 
verá la situación del niño o adolescente. 


Artículo 37. (Procedimiento).- Todas las preten- 
siones relativas a la tenencia, recuperación de tenen- 
cia o guarda de los niños o adolescentes, se regula- 
rán por el procedimiento extraordinario consagrado en 
los artículos 346, 347, 349 y 350 del Código General 
del Proceso. La ratificación de tenencia se tramitará 
por el procedimiento voluntario (artículos 402 y si- 
guientes del Código General del Proceso). Es Juez 
competente para conocer en dichas pretensiones, el 
del domicilio del niño o adolescente. 


11! - Visitas 


Artículo 38. (Principio general).- Todo niño y 
adolescente tiene derecho a mantener el vínculo, en 
orden preferencial, con sus padres, abuelos y demás 
familiares y consecuentemente, a un régimen de vi- 
sitas con los mismos. Sin perjuicio que el Juez com- 
petente basado en el interés superior del niño o ado- 
lescente, incluya a otras personas con las que aquél 
haya mantenido vínculos afectivos estables. 


Artículo 39. (Determinación de las visitas).- 


1) La determinación de las visitas se fijará de co- 
mún acuerdo entre las partes. 


2) A falta de acuerdo, o que se impida o limite el 
ejercicio del derecho mencionado, el Juez de 
Familia fijará el mismo. Se garantizará el dere- 
cho del niño o adolescente a ser oído, teniendo 
en cuenta su opinión, la cual se recabará en un 
ámbito adecuado. 


Artículo 40. (Incumplimiento en permitir las visi- 
tas).- La parte que está obligada a permitir las visitas 
o entregar al niño o adolescente de acuerdo al régi- 
men establecido, y se negara en forma inmotivada, 
habilitará a que la otra parte acuda personalmente 
ante el Juez de Familia de Urgencia o quien haga sus 
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veces en donde este no exista, el cual dispondrá de 
inmediato la comparecencia de la parte incumplidora, 
siendo notificada por la Policía. En caso de incompa- 
recencia, podrá ser conducida por la fuerza pública, si 
así lo dispusiere el Juez. 


El Juez de Familia de Urgencia o quien haga sus 
veces, escuchará a ambas partes y de ser inmotivada 
la reticencia de la parte obligada a permitir las visitas, 
dispondrá -apreciando las circunstancias del caso, la 
edad y especialmente los intereses del niño o adoles- 
cente- la entrega del mismo a la parte que lo reclama, 
la cual deberá reintegrarlo según lo acordado, salvo 
que el Juez de Familia entienda que deberá conser- 
varlo el solicitante, hasta tanto resuelva el Juez de la 
causa. 


Artículo 41. (Régimen de visitas definitivo).- El día 
hábil inmediato siguiente, el Juez de Familia de Ur- 
gencia o quien haga sus veces en donde este no 
exista dará cuenta al Juez de Familia que intervino en 
la fijación del régimen de visitas, remitiéndole los an- 
tecedentes, quien resolverá en definitiva sobre el 
mantenimiento o no del régimen fijado. 


A tales efectos, deberá convocar a las partes a 
una audiencia, la cual deberá celebrarse en un plazo 
no mayor a los tres días hábiles de recibidos los ante- 
cedentes. En dicha audiencia será preceptiva la pre- 
sencia del Ministerio Público y Fiscal, así como la 
asistencia letrada. 


Artículo 42. (Incumplimiento en realizar las visi- 
tas).- Si la parte a cuyo favor se establece un régimen 
de visitas, no cumpliere con el mismo, podrá la otra 
parte acudir al Juez de Familia competente, explican- 
do la situación y la repercusión que la falta de cum- 
plimiento por parte del obligado tiene sobre sus hijos. 


En tal caso se aplicará lo dispuesto en el inciso 
primero del artículo 40 y el artículo 41. 


Artículo 43. (Sanción por incumplimiento).- El in- 
cumplimiento grave o reiterado del régimen de visitas 
homologado o fijado judicialmente podrá originar la 
variación de la tenencia si ello no perjudicara el inte- 
rés del niño o adolescente, sin perjuicio de las san- 
ciones pecuniarias que fije el Juez a instancia de 
parte o de oficio, cuyo producido será en beneficio de 
aquél. 


El Juez deberá hacer saber a la parte incumplidora 
que el desatender las necesidades afectivas de los 
hijos puede dar lugar a la pérdida de la patria potes- 
tad y al delito previsto en el artículo 279 B del Código 
Penal. 


Artículo 44. (Principio general de procedimiento).- 
Todas las pretensiones que conciernen al régimen de 
visitas, se regularán por el procedimiento extraordina- 
rio consagrado en los artículos 346, 347, 349 y 350 
del Código General del Proceso. 


Es Juez competente para conocer en dichas pre- 
tensiones, el del domicilio del niño o adolescente. 


CAPÍTULO VIII 
DE LOS ALIMENTOS 


Artículo 45. (Concepto de deber de asistencia fa- 
miliar).- El deber de asistencia familiar está constitui- 
do por los deberes y obligaciones a cargo de los inte- 
grantes de la familia u otros legalmente asimilados a 
ellos, cuya finalidad es la protección material y moral 
de los miembros de la misma. 


Bajo la denominación de alimentos, se alude en 
este Código a la asistencia material. 


Artículo 46. (Concepto de alimentos).- Los ali- 
mentos están constituidos por las prestaciones mo- 
netarias o en especie que sean bastantes para satis- 
facer, según las circunstancias particulares de cada 
caso, las necesidades relativas al sustento, habita- 
ción, vestimenta, salud y los gastos necesarios para 
adquirir una profesión u oficio, educación, cultura y 
recreación. 


También se consideran alimentos los gastos de 
atención de la madre durante el embarazo, desde la 
concepción hasta la etapa del posparto. 


Las prestaciones deberán ser proporcionales a las 
posibilidades económicas de los obligados y a las ne- 
cesidades de los beneficiarios. 


Artículo 47. (Forma de prestación de los alimen- 
tos).- Las prestaciones alimentarias serán servidas en 
dinero o en especie, o de ambas formas, en atención 
a las circunstancias de cada caso. 


Todas las prestaciones se servirán en forma pe- 
riódica y anticipada. 


El obligado a prestar alimentos podrá exigir de la 
persona que administre la pensión alimenticia, rendi- 
ción de cuentas sobre los gastos efectuados para los 
beneficiarios. 


El Juez apreciará si corresponde dar trámite a la 
solicitud de rendición de cuentas. 


Artículo 48. (De la vigencia de la prestación ali- 
mentaria).- La prestación alimentaria se debe desde 
la interposición de la demanda. 
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Tratándose de aumento o reducción de la presta- 
ción, la misma surtirá efecto desde la interposición de 
la demanda, salvo que el Juez, apreciando las cir- 
cunstancias del caso, disponga que se aplique desde 
que la sentencia quede ejecutoriada. 


La convenida extrajudicialmente, se debe desde la 
fecha pactada. 


Artículo 49. (Alimentos provisionales).- El Juez al 
proveer sobre la demanda, y atendidas las circuns- 
tancias invocadas, fijará alimentos provisionales. 


Artículo 50. (Beneficiarios de la obligación ali- 
mentaria).- Son acreedores de la obligación alimenta- 
ria los niños y adolescentes así como los mayores de 
dieciocho años y menores de veintiuno que no dis- 
pongan -en el último caso- de medios de vida propios 
y suficientes para su congrua y decente sustentación. 


Artículo 51. (Personas obligadas a prestar ali- 
mentos y orden de preferencia).- Los alimentos se 
prestarán por los padres o, en su caso, por el o los 
adoptantes. Para el caso de imposibilidad o insufi- 
ciencia del servicio pensionario, se prestarán subsi- 
diariamente de acuerdo al siguiente orden: 


1) Los ascendientes más próximos, con preferen- 
cia los del progenitor obligado. 


2) El cónyuge respecto a los hijos del otro en 
cuanto conviva con el beneficiario. 


3) El concubino o la concubina, en relación al o 
los hijos del otro integrante de la pareja, que no 
son fruto de esa relación, si conviven todos 
juntos conformando una familia de hecho. 


4) Los hermanos legítimos o naturales, con prefe- 
rencia los de doble vínculo sobre los de vínculo 
simple. 


En los casos previstos en los numerales 1) y 4), si 
concurrieren varias personas en el mismo orden, la 
obligación será divisible y proporcional a la posibilidad 
de cada obligado. 


Artículo 52. (Caracteres de la obligación alimenta- 
ria).- 


1) Intrasmisibilidad e irrenunciabilidad. 


El derecho de pedir alimentos no puede tras- 
mitirse por causa de muerte, ni renunciarse, ni 
venderse o cederse de modo alguno. 


2) Inembargabilidad e incompensabilidad. 


Las pensiones alimenticias no son embarga- 
bles. 


El deudor de alimentos no puede oponer al 
demandante, en compensación, lo que el de- 
mandante le deba, excepto que lo adeudado 
refiera a la pensión alimenticia objeto del litigio. 


3) Imprescriptibilidad. 


El derecho a pedir alimentos es imprescripti- 
ble. 


Artículo 53. (Pensiones alimenticias atrasadas).- 
No obstante lo dispuesto en los artículos precedentes, 
las pensiones alimenticias atrasadas podrán renun- 
ciarse, y el derecho a demandarlas, podrá trasmitirse 
por causa de muerte. 


Artículo 54. (Transacción sobre alimentos futu- 
ros).- La transacción sobre alimentos futuros no surti- 
rá efectos sino después de ser aprobada judicial- 
mente. 


Artículo 55. (Modificación de la obligación alimen- 
taria).- Los alimentos podrán ser objeto de aumento o 
de reducción, si se modifica la situación económica 
del deudor o las necesidades del acreedor. Se trami- 
tarán por el procedimiento establecido en los ar- 
tículos 346 y 347 del Código General del Proceso. 


Artículo 56. (Extinción de la obligación alimenta- 
ria).- La obligación de alimentos se extingue y su cese 
debe ser judicialmente decretado en los siguientes 
casos: 


1) Cuando se dejen de cumplir los supuestos es- 
tablecidos en el artículo 50. 


2) Cuando el deudor se halla en imposibilidad de 
servirlos. 


3) Cuando fallece el alimentante, sin perjuicio de 
la asignación forzosa que grava la masa de la 
herencia. 


4) Cuando fallece el alimentario, en cuyo caso la 
obligación se extiende a los gastos funerarios, 
siempre que no puedan cubrirse de otra mane- 
ra. 


En el caso previsto en el numeral 1) cuando se 
trate de un beneficiario que cumpla veintiún años de 
edad, bastará que el alimentante se presente ante el 
Juez Letrado de Familia que intervino en la fijación de 
alimentos solicitando el cese de la pensión, agregan- 
do la partida de nacimiento del beneficiario, y sustan- 
ciándose con traslado a la contraparte por el plazo 
perentorio de veinte días. 


Transcurrido el plazo sin que se evacuare el tras- 
lado, se decretará el cese de la pensión alimenticia, 
notificando a la otra parte. 
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Si se dedujere oposición se tramitará por el proce- 
dimiento establecido en los artículos 346 y 347 del 
Código General del Proceso. 


Los casos de los numerales 2) a 4) se tramitarán 
por el procedimiento establecido en los artículos 346 
y 347 del Código General del Proceso. 


Artículo 57. (Omisión injustificada de los alimen- 
tos).- Cuando el obligado judicialmente a servir ali- 
mentos de acuerdo a las disposiciones de este Códi- 
go que, habiendo sido intimado judicialmente, omitie- 
ra prestarlos sin causa justificada, el Juez de Familia 
dará cuenta de inmediato al Juez Letrado en lo Penal 
que corresponda, a los efectos previstos por el ar- 
tículo 279 A del Código Penal. 


El Juez Letrado en lo Penal deberá comunicar al 
Juez de Familia las resultancias de las actuaciones 
llevadas a cabo por dicha Sede. 


Artículo 58. (Concepto de ingresos).- A los efec- 
tos de este Código, se entiende por sueldo o haberes, 
todo ingreso de cualquier naturaleza, periódico o no, 
que se origine en la relación laboral, arrendamiento 
de obras o de servicios o derive de la seguridad so- 
cial. No se computarán por ingresos, a los efectos de 
la pensión alimenticia, lo que perciba el obligado a la 
prestación por concepto de viáticos sujetos a rendi- 
ción de cuentas. Cuando los viáticos no estén sujetos 
a rendición de cuentas se computarán a efectos de la 
pensión alimenticia en un 35% (treinta y cinco por 
ciento). 


Quedan asimilados a lo dispuesto en el inciso an- 
terior, los ingresos provenientes de retiros periódicos 
por concepto de utilidades, beneficios o ganancias, 
cobro de intereses o dividendos. En general, todo lo 
que perciba el deudor de alimentos por su trabajo o 
su capital. 


Artículo 59. (Límite de la retención por alimen- 
tos).- Podrá retenerse mensualmente hasta un 50% 
(cincuenta por ciento) de los ingresos cuando así lo 
justifique el número de hijos y las necesidades de los 
mismos. La resolución del Juez deberá ser fundada y 
será apelable sin efecto suspensivo. 


Artículo 60. (Medidas asegurativas de la presta- 
ción alimentaria).- En el caso de prestar el alimen- 
tante servicios retribuidos por particulares o empre- 
sas, éstas tendrán la obligación de informar a la Sede 
que así lo solicite todo lo relativo a los ingresos de 
aquél dentro del plazo de quince días de recibido el 
oficio por el que se le reclama. El incumplimiento de 
esta obligación hará pasibles a los particulares o em- 
presas a la condena en astreintes. La obligación de 


informar existe aun cuando el alimentante no integre 
los cuadros funcionales o planilla de trabajo, pero tu- 
viese con la empresa o particular cualquier relación 
patrimonial o beneficio económico. Cuando el ali- 
mentante prestase servicios retribuidos por particula- 
res O empresas y se negare a cumplir la obligación de 
alimentos, se ordenará a aquéllos que efectúen la 
retención correspondiente a los sueldos o haberes 
respectivos. 


Para hacer efectiva la contribución señalada por el 
Juez, bastará la orden librada por oficio al habilitado 
en la oficina en que preste servicios el alimentante, y 
la empresa o el patrón responderán personal, solida- 
ria e ilimitadamente del pago, si injustificadamente no 
cumplieran la orden recibida. 


Artículo 61. (Obstáculos al cumplimiento de la 
obligación alimentaria).- El empleador o empresario 
que intencionalmente ocultare, total o parcialmente 
los ingresos, sueldos o haberes del obligado, será 
considerado incurso en el delito de estafa. 


En el mismo delito incurrirá todo aquel que obsta- 
culizare o impidiere el correcto servicio de la obliga- 
ción alimentaria dispuesta judicialmente, o simulare 
créditos contra el obligado, o de cualquier manera 
colaborare intencional y fraudulentamente, en la re- 
ducción del patrimonio efectivo del alimentante. 


El Juez de Familia dará cuenta de inmediato al 
Juez Letrado en lo Penal que corresponda. 


Artículo 62. (Prohibición al alimentante de au- 
sentarse del país sin dejar garantías suficientes).- Ini- 
ciado el juicio de alimentos, el demandado no podrá 
ausentarse del país sin dejar garantías suficientes, 
siempre que así lo solicitare el actor. 


Artículo 63. (Procedimiento).- El proceso de ali- 
mentos se rige por las normas previstas para el pro- 
ceso extraordinario en el Código General del Proceso 
(artículos 346 y 347, numeral 2) del artículo 349 y ar- 
tículo 350 del Código General del Proceso). 


Artículo 64. (Competencia).- El Juez competente 
para conocer en el juicio por alimentos, es el del do- 
micilio del niño o adolescente o el del demandado, a 
elección del actor. 


CAPÍTULO IX 
DE LOS NIÑOS Y ADOLESCENTES 


| - Órganos de competencia y principios proce- 
sales 


Artículo 65. (Competencia).- La competencia de 
los órganos jurisdiccionales en materia de niños y 
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adolescentes es la que fija la Ley N* 15.750, de 24 de 
junio de 1985, con excepción de las siguientes modi- 
ficaciones: 


"ARTICULO 67.- Los Jueces Letrados de Menores 
entenderán en primera instancia en todos los pro- 
cedimientos que den lugar las infracciones de 
adolescentes a la ley penal. 


En segunda instancia entenderán los Tribunales 
de Familia. 


Los actuales Juzgados Letrados de Menores pa- 
sarán a denominarse Juzgados Letrados de Ado- 
lescentes". 


Artículo 66. (Competencia de urgencia).- La Su- 
prema Corte de Justicia asignará, por lo menos, a 
cuatro Juzgados Letrados de Familia en Montevideo y 
a los Juzgados Letrados de Primera Instancia del In- 
terior de la República, que entienden en materia de 
familia, competencia de urgencia, con excepción de 
las infracciones de adolescentes a la ley penal, para 
atender en forma permanente todos los asuntos que 
requieran intervención inmediata, o en los casos pre- 
vistos en el inciso segundo del artículo 122 de este 
Código. Ello sin perjuicio cuando fuere necesario, del 
uso de las facultades que otorga a los Jueces de Paz 
del Interior el artículo 379 de la Ley N* 16.320, de 1? 
de noviembre de 1992. Se entenderá por asuntos que 
requieran intervención inmediata, todos aquellos en 
que exista riesgo de lesión o frustración de un dere- 
cho del niño o adolescente. 


Tomadas las primeras medidas en salvaguarda de 
los derechos, los derivarán al Juzgado que corres- 
ponda. 


La Suprema Corte de Justicia propenderá a que 
los Juzgados cuenten con la asistencia permanente 
de asistente social, psicólogo y psiquiatra del Poder 
Judicial u otros profesionales de dicho Poder, cuyo 
asesoramiento podrá serles requerido por el Juez. 


La Defensoría de Oficio de Familia establecerá un 
régimen de turnos de Defensores de Oficio, para que 
actúen en dichos Juzgados, a efectos de asistir a las 
personas que se presenten ante el mismo. 


Asimismo, se establecerá un régimen de turnos 
para asegurar la presencia del Ministerio Público y 
Fiscal. 


Artículo 67. (Criterio básico).- Reclamada la inter- 
vención en forma legal y en materia de su competen- 
cia, los Tribunales aplicarán como criterio básico la 
promoción de las familias, en especial de las más 
vulnerables y el desarrollo del niño en el ámbito de la 


misma, de acuerdo a los principios que emergen del 
artículo 12 de este Código. 


No podrán excusarse de ejercer su autoridad, ni 
aun por razones de silencio, oscuridad o insuficiencia 
de las leyes, de acuerdo con lo dispuesto por el inciso 
segundo del artículo 5* de la Ley N* 15.750, de 24 de 
junio de 1985. 


Artículo 68. (Competencia del Instituto Nacional 
del Menor).- El Instituto Nacional del Menor es el ór- 
gano administrativo rector en materia de políticas de 
niñez y adolescencia, y competente en materia de 
promoción, protección y atención de los niños y ado- 
lescentes del país y, su vínculo familiar al que deberá 
proteger, promover y atender con todos los medios a 
su alcance. Deberá determinar, por intermedio de sus 
servicios especializados, la forma de llevar a cabo la 
implementación de las políticas a través de distintos 
programas, proyectos y modalidades de intervención 
social, públicos o privados, orientados al fortaleci- 
miento de las familias integradas por niños y adoles- 
centes y al fiel cumplimiento de lo dispuesto por los 
artículos 12 y 19 de este Código. 


Previos diagnósticos y estudios técnicos, deberá 
velar por una adecuada admisión, ingreso, atención, 
derivación y desvinculación de los niños y de los 
adolescentes bajo su cuidado. La incorporación a los 
distintos hogares, programas, proyectos y modalida- 
des de atención se realizará habiéndose oído al niño 
o al adolescente y buscando favorecer el pleno goce 
y la protección integral de sus derechos. 


Procurará que todos los niños y adolescentes ten- 
gan igualdad de oportunidades para acceder a los re- 
cursos sociales, a efectos de poder desarrollar sus 
potencialidades y de conformar personalidades autó- 
nomas capaces de integrarse socialmente en forma 
activa y responsable. Las acciones del Instituto Na- 
cional del Menor deberán priorizar a los más despro- 
tegidos y vulnerables. 


Los adolescentes que, estando a disposición del 
Instituto Nacional del Menor, alcanzaren la mayoría 
de edad serán orientados y apoyados a efectos que 
puedan hacerse cargo de sus vidas en forma inde- 
pendiente. Las personas con capacidad diferente que 
alcanzaren dicha mayoría, estando a cuidado del Ins- 
tituto Nacional del Menor, podrán permanecer bajo su 
protección siempre y cuando no puedan ser derivados 
para su atención en servicios o programas de adultos. 


El Instituto Nacional del Menor fiscalizará, en for- 
ma periódica, las instituciones privadas a las que 
concurran niños y adolescentes, sin perjuicio de la 
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competencia de la Administración Nacional de Edu- 
cación Pública (ANEP). 


Asimismo fiscalizará toda institución privada, co- 
munitaria o no gubernamental con la que ejecute pro- 
gramas bajo la modalidad de convenios. 


Deberá también incorporar en todos los programas 
que gestione, en forma directa o en la modalidad de 
convenio, un enfoque comprensivo de las diversas 
situaciones familiares de los niños y adolescentes. 


Toda fiscalización deberá ser realizada por equi- 
pos multidisciplinarios de profesionales a efectos de 
evaluar la situación en que se encuentran los niños y 
adolescentes, así como el trato y formación que se 
les da a los mismos, de acuerdo a los derechos que 
éstos tienen y a las obligaciones de dichas institucio- 
nes. 


El Instituto Nacional del Menor podrá formular ob- 
servaciones y efectuar las denuncias que correspon- 
dan ante las autoridades competentes, por la consta- 
tación de violaciones de los derechos del niño y ado- 
lescente, sin perjuicio de lo preceptuado por el ar- 
tículo 177 del Código Penal (omisión de los funciona- 
rios en proceder a denunciar los delitos). 


Il - De los adolescentes y las infracciones a la 
ley penal 


Artículo 69. (Infracciones a la ley penal).- A los 
efectos de este Código son infracciones a la ley pe- 
nal: 


1) Las acciones u omisiones dolosas consuma- 
das, cometidas en calidad de autor o coautor, 
tipificadas por el Código Penal y las leyes pe- 
nales especiales. 


2) Las acciones u omisiones culposas consuma- 
das, cometidas en calidad de autor, coautor, ti- 
pificadas por el Código Penal y las leyes pena- 
les especiales, cuando el Juez reúna los ele- 
mentos de convicción suficientes, fundados ex- 
clusivamente en el desarrollo de la personali- 
dad psicosocial del infractor; avalado por un 
equipo técnico, que permita concluir que el 
adolescente disponía la capacidad cognitiva de 
las posibles consecuencias de su obrar. 


3) La tentativa de infracciones gravísimas a la ley 
penal. 


4) La participación en calidad de cómplice en in- 
fracciones gravísimas a la ley penal. 


Artículo 70. (Adolescente infractor).- Se denomina 
adolescente infractor a quien sea declarado respon- 


sable por sentencia ejecutoriada, dictada por Juez 
competente, como autor, coautor o cómplice de ac- 
ciones u omisiones descritas como infracciones a la 
ley penal. 


Artículo 71. (Relación causal).- Solo puede ser 
sometido a proceso especial regulado por este Códi- 
go el adolescente a quien se le pueda atribuir material 
y psicológicamente un hecho constitutivo de infrac- 
ción a la ley penal. 


La existencia de la infracción debe ser la conse- 
cuencia de su acción u omisión. 


Artículo 72. (Clases de infracción).- Las infraccio- 
nes a la ley penal se clasifican en graves y gravísi- 
mas. 


Son infracciones gravísimas a la ley penal: 
1) Homicidio (artículo 310 del Código Penal). 


2) Lesiones gravísimas (artículo 318 del Código 
Penal). 


3) Violación (artículo 272 del Código Penal). 
4) Rapiña (artículo 344 del Código Penal). 


5) Privación de libertad agravada (artículo 282 del 
Código Penal). 


6) Secuestro (artículo 346 del Código Penal). 
7) Extorsión (artículo 345 del Código Penal). 


8) Tráfico de estupefacientes (artículos 31 y 32 
del Decreto-Ley N* 14.294, de 31 de octubre de 
1974, en la redacción dada por el artículo 3* de 
la Ley N* 17.016, de 22 de octubre de 1998). 


9) Cualquier otra acción u omisión que el Código 
Penal o las leyes especiales castigan con una 
pena cuyo límite mínimo sea igual o superior a 
seis años de penitenciaría o cuyo límite máxi- 
mo sea igual o superior a doce años de peni- 
tenciaría. 


10) La tentativa de las infracciones señaladas en 
los numerales 1), 5) y 6) y la complicidad en las 
mismas infracciones. 


En los casos de violación no se tomará en cuenta 
la presunción del ejercicio de violencia (artículo 272 
del Código Penal). 


Las restantes son infracciones graves a la ley pe- 
nal. 


Artículo 73. (Adecuación a la normativa del Códi- 
go Penal y de la Ley N* 16.707, de 12 de julio de 
1995).- El Juez deberá examinar cada uno de los 
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elementos constitutivos de la responsabilidad, de las 
circunstancias que eximen de la aplicación de medi- 
das o que aminoren el grado de las infracciones y el 
concurso de infracciones e infractores, tomando en 
cuenta los preceptos de la parte general del Código 
Penal, de la Ley N* 16.707, de 12 de julio de 1995, la 
condición de adolescentes y los presupuestos de per- 
seguibilidad de la acción. 


CAPÍTULO X 
| - Derechos y garantías del procedimiento 


Artículo 74. (Principios que rigen).- En todos los 
casos en que al adolescente se le impute el haber in- 
currido en actos que se presumen comportan infrac- 
ción a la ley penal, deberá asegurarse el cumpli- 
miento estricto de las garantías del debido proceso, 
especialmente las siguientes: 


A) Principios de judicialidad y legalidad.- El ado- 
lescente imputado de haber cometido una in- 
fracción a la ley penal, será juzgado por los 
Jueces competentes en conformidad a los pro- 
cedimientos especiales establecidos por este 
Código. 


Se asegurará, además, la vigencia de las nor- 
mas constitucionales, legales e instrumentos 
internacionales, especialmente la Convención 
de los Derechos del Niño. 


B) Principio de responsabilidad.- Solo puede ser 
sometido a proceso especial, regulado por este 
Código, el adolescente mayor de trece y menor 
de dieciocho años de edad, imputado de infrac- 
ción a la ley penal. 


La responsabilidad del adolescente tendrá lu- 
gar a partir de la sentencia definitiva que le 
atribuya la comisión del hecho constitutivo de 
infracción a la ley penal. 


Si se encuentran involucrados niños menores 
de trece años de edad, se procederá de acuer- 
do a lo preceptuado en el Capítulo XI, ar- 
tículos 117 y siguientes de este Código. 


C) Principio que condiciona la detención.- Solo 
puede ser detenido en casos de infracciones 
flagrantes o existiendo elementos de convicción 
suficientes sobre la comisión de una infracción. 
En este último caso, mediante orden escrita de 
Juez competente comunicada por medios feha- 
cientes. La detención será una medida excep- 
cional. 


D) Principio de humanidad.- El adolescente priva- 
do de libertad será tratado con la humanidad y 


respeto que merece la dignidad inherente a la 
persona humana. 


Ningún adolescente será sometido a torturas, 
ni a tratos crueles, inhumanos o degradantes, 
ni a experimentos médicos o científicos. 


Tendrá derecho a mantener contacto perma- 
nente con su familia o responsables, salvo en 
circunstancias especiales. 


E) Principio de inocencia.- Tiene derecho a que se 
presuma su inocencia. No será obligado a de- 
clarar contra sí mismo ni a declararse culpable. 


F) Principio de inviolabilidad de la defensa.- Tiene 
derecho a contar en forma permanente con 
asistencia jurídica gratuita, especializada, pú- 
blica o privada, a partir de la detención, durante 
el proceso y hasta la ejecución completa de las 
medidas. 


G) Principio de libertad de comunicación.- Tiene 
derecho durante la privación de libertad, de 
comunicarse libremente y en privado con su 
defensa, con sus padres, responsables, familia- 
res y asistentes espirituales. 


H) Principio de prohibición del juicio en rebeldía.- 
Tiene derecho de no ser juzgado en su ausen- 
cia, so pena de nulidad de todo lo actuado (ar- 
tículo 21 de la Constitución de la República). 


Il) Principio de impugnación.- Todo adolescente 
tendrá derecho a impugnar todas las decisio- 
nes judiciales que lo perjudiquen. 


J) Principio de duración razonable.- En ningún ca- 
so la situación derivada de la formalización del 
proceso excederá en sus consecuencias al 
término de duración de la medida que hubiere 
correspondido. 


K) Principio de asistencia de intérpretes.- Todo 
adolescente tendrá derecho a contar con la li- 
bre asistencia gratuita de un intérprete, si no 
comprende o no habla el idioma oficial. 


L) Principio de oportunidad reglada.- El adoles- 
cente tiene derecho a que se prescinda del 
procedimiento cuando, por la característica del 
hecho o por la naturaleza del bien jurídico 
agredido, no se justifica la prosecución de la 
acción. 


II - Régimen procesal 


Artículo 75. (Principio general).- En todos los ca- 
sos en que se investigue la responsabilidad del ado- 
lescente, el procedimiento se ajustará a los trámites 
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establecidos por este Código y subsidiariamente por 
el Código General del Proceso. 


2) Audiencia preliminar. 


Artículo 76. (Procedimiento).- 


1) Actuaciones previas al proceso. 


A) Cometidos de la autoridad policial. 


Cuando proceda la detención del adoles- 
cente conforme a lo establecido en el literal 
C) del artículo 74, la autoridad aprehensora, 
bajo su más severa responsabilidad, debe- 
rá: 


a) Realizar la actuación de modo que me- 
nos perjudique a la persona y reputación 
del adolescente. 


b) Poner el hecho de inmediato en conoci- 
miento del Juez, o en un plazo máximo 
de dos horas después de practicada la 
detención. 


c) Hacer conocer al adolescente los moti- 


En los casos de infracciones de adolescentes 
que lo justifiquen, el Juez dispondrá, en un pla- 
zo que no exceda las veinticuatro horas, la rea- 
lización de una audiencia preliminar donde de- 
berán estar presentes, bajo pena de nulidad, el 
adolescente, su Defensor y el Ministerio Públi- 
CO. 


Se procurará la presencia de los padres o 
responsables. También podrán comparecer, si 
lo aceptaran y no existiera peligro para su se- 
guridad, la víctima y testigos. 


El Juez, al interrogarlo, le hará conocer en 
términos accesibles los motivos de la detención 
y los derechos que le asisten. 


Se dispondrá la inmediata agregación de la 
partida de nacimiento o la acreditación de la 
edad mediante medios sustitutivos. 


Mediando acuerdo de partes, podrá prescin- 
dirse de la agregación inmediata. 


vos de la detención y los derechos que le 3) Medidas probatorias. 
asisten, especialmente el derecho que Durante esta audiencia, el Ministerio Público 
tiene de designar Defensor. y la defensa podrán solicitar las medidas que 
d) Informar a sus padres o responsables, estimen convenientes. 
como forma de asegurar sus garantías y La información deberá recabarse en un plazo 
derechos. que no exceda de los veinte días continuos y 
. . perentorios, contados a partir de la decisión ju- 
e) Si fuere necesario, antes de conducirlo a dicial. 
la presencia del Juez, hará constar lo in- 
dispensable para la información de los La prueba se diligenciará en audiencia con 
hechos. las garantías que aseguren el debido proceso, 
incluidos los informes del equipo técnico, en un 
f) Si no fuere posible llevarlo de inmediato plazo que no exceda de los veinte días, conti- 
a presencia del Juez, previa autorización nuos y perentorios, contados a partir de la de- 
de éste, deberá conducírselo a la depen- cisión judicial. 
dencia especializada del Instituto Nacio- NN 
nal del Menor que corresponda o del Ins- En todo lo que le fuere requerido, la Policía 
tituto Policial, no pudiendo permanecer prestará colaboración. 
en este último lugar por más de doce ho- 4) Resolución de la audiencia preliminar y medi- 


ras. 


g) Los traslados interinstitucionales y a la 
Sede Judicial deben estar precedidos del 
correspondiente examen médico. 


B) Cuando el Juez tome conocimiento que el 
adolescente se encuentra en la situación 
prevista en el artículo 117 de este Código, lo 
pondrá en conocimiento del Juez compe- 
tente, sin perjuicio de la actuación procesal 
referida a la infracción. 


das cautelares. 
Al culminar la audiencia preliminar el Juez: 


A) Dispondrá las medidas probatorias a que 
refiere el numeral anterior. 


B) Fijará la audiencia final en un plazo de se- 
senta días, salvo si decreta como medida 
cautelar el arresto domiciliario o la interna- 
ción provisoria, caso en que dicha audiencia 
se fijará en un plazo máximo de treinta días. 
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C) Decidirá la aplicación de alguna medida 
cautelar, de acuerdo a lo dispuesto en el 
numeral siguiente. 


5) Medidas cautelares. 


El Juez, a pedido del Ministerio Público, y oída 
la defensa, dispondrá las medidas cautelares 
necesarias que menos perjudiquen al adoles- 
cente. 


Son medidas cautelares: 
1) La prohibición de salir del país. 


2) La prohibición de acercarse a la víctima o a 
otras personas, de concurrir a determinados 
lugares o de tomar contacto con personas 
determinadas. 


3) La obligación de concurrir periódicamente al 
Tribunal o ante la autoridad que el Juez de- 
termine. 


4) El arresto domiciliario. 
5) La internación provisoria. 


El arresto domiciliario y la internación provi- 

soria no podrán durar más de sesenta días. 
Transcurrido ese plazo sin que se hubiera 
dictado sentencia de primera instancia, se 
deberá dejar en libertad al adolescente. 
Ambas medidas cautelares solo podrán 
aplicarse si la infracción que se imputa al 
adolescente puede ser objeto en definitiva 
de una medida privativa de libertad, de 
acuerdo con el artículo 86, y siempre que 
ello sea indispensable para: 


A) Asegurar la comparecencia del adoles- 
cente a los actos procesales esenciales. 


B) La seguridad de la víctima, el denun- 
ciante o los testigos. 


La internación provisoria se cumplirá en un 
establecimiento especial del Instituto Nacio- 
nal del Menor. 


6) Informe del equipo técnico. 


Si el Juez resuelve la internación, dispondrá 
que el equipo técnico del establecimiento de 
internación, en un término que no exceda los 
veinte días dispuesto para la prueba, produzca 
un informe con una evaluación médica y psico- 
social, el cual se expedirá especialmente sobre 
las posibilidades de convivencia en régimen de 
libertad. 


7) Informe del Centro de Internación. 


10) 


11 


— 


Los técnicos producirán los informes verbales 
o escritos que el Juez disponga y supervisarán 
la aplicación de las medidas. Los informes ver- 
bales se producirán en audiencia. 


Formulación de demanda o sobreseimiento. 


Diligenciada la prueba, los autos pasarán en 
vista al Ministerio Público por seis días. En ca- 
so de deducir acusación, relacionará las prue- 
bas ya diligenciadas y analizará los informes 
técnicos y formulará los presupuestos fácticos, 
jurídicos y técnicos de la imputación. 


Si el Ministerio Público solicitara el sobresei- 
miento, el Juez lo dictará sin más trámite. Si se 
dedujere demanda fiscal, se conferirá traslado 
a la defensa por seis días, la que podrá ofrecer 
prueba y contradecir o allanarse. 


Allanamiento. 


De mediar allanamiento de la Defensa, el Juez 
deberá dictar sentencia en cinco días. 


Audiencia final. 


Deberán participar, bajo pena de nulidad, el 
adolescente, su Defensor y el Ministerio Públi- 
co. Será convocada dentro de los quince días 
de la contestación de la demanda fiscal, por la 
Defensa. 


Se pondrán a disposición los informes técnicos 
recabados. 


Se dará participación a sus padres o respon- 
sables, y a la víctima, si lo solicitaren. 


Plazo para dictar sentencia. 


El Juez deberá dictar sentencia definitiva de 
primera instancia al cabo de la audiencia final, 
y en esa misma oportunidad expedir el fallo con 
sus fundamentos. Se dará lectura de todo ello, 
a los efectos de su comunicación (artículo 76 
del Código General del Proceso), siendo de 
aplicación, en lo pertinente, el artículo 245 del 
Código del Proceso Penal. 


La sentencia será escrita y deberá ser redac- 
tada de un modo breve y claro para que pueda 
ser comprendida en todas sus partes por el 
adolescente imputado. 


Cuando la complejidad del asunto lo justifique, 
se podrá prorrogar la audiencia por quince días 
perentorios, procediéndose para su comunica- 
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— 


— 


ción a la formalización de una audiencia com- 
plementaria. 


Contenido de la sentencia. 


Si se dispusieran medidas socioeducativas, las 
sentencias serán dictadas con la finalidad de 
preservar el interés del adolescente. 


La privación de libertad se utilizará solo como 
medida de último recurso y durante el período 
más breve que proceda. 


Deberá fundamentar por qué no es posible 
aplicar otra medida distinta a la de privación de 
libertad. 


El Juez no podrá imponer medidas educativas 

sin previo pedido del Ministerio Público, ni ha- 
cerlo de manera más gravosa de la solicitada 
por éste. 


Coparticipación de mayores. 


En el caso de hechos con apariencia delictiva 
en que se hallen involucrados adolescentes 
junto a personas mayores, la autoridad policial 
lo hará saber simultáneamente al Juez Letrado 
de Adolescentes y al Juez Penal de Turno, 
quienes actuarán en forma paralela, comuni- 
cándose recíprocamente las alternativas de la 
causa. 


Deberá recabarse autorización del Juez Letra- 

do de Adolescentes para el traslado del ado- 
lescente al Juzgado Penal, siempre que sea 
necesaria su declaración. 


Régimen impugnativo. 


Se aplicará el régimen impugnativo que la ley 
establece (artículos 253 y 254 del Código Ge- 
neral del Proceso). 


La apelación será automática cuando la medi- 
da impuesta tenga una duración superior a un 
año de privación de libertad. 


Zonas de difícil acceso. 


Cuando, en virtud de la distancia o por otras 
circunstancias, no sea posible llevar de inme- 
diato al adolescente a presencia del Juez Le- 
trado competente, el Juez de Paz respectivo 
podrá adoptar las primeras y más urgentes 
medidas (artículo 45 del Código del Proceso 
Penal). 


III - Medidas socioeducativas 


Artículo 77. (Principios generales).- Las medidas 
contempladas en este Código solo podrán aplicarse a 
los adolescentes respecto a los cuales haya recaído 
declaración de responsabilidad, por sentencia ejecu- 
toriada. 


Artículo 78. (Ejecución de las medidas).- Una vez 
que el Juez disponga las medidas, deberá comuni- 
carlo por escrito al Instituto Nacional del Menor o ins- 
titución privada seleccionada para el cumplimiento de 
la misma, con remisión del texto de las resoluciones o 
sentencias, sin cuyos requisitos el órgano destinatario 
no dará curso a la ejecución de la misma. 


Artículo 79. (Medidas complementarias).- Todas 
las medidas que se adopten conforme a lo estableci- 
do en el numeral 12) del artículo 76, se podrán com- 
plementar con el apoyo de técnicos, tendrán carácter 
educativo, procurarán la asunción de responsabilidad 
del adolescente y buscarán fortalecer el respeto del 
mismo por los derechos humanos y las libertades 
fundamentales de terceros como asimismo, el robus- 
tecimiento de los vínculos familiares y sociales. 


La medida será seleccionada por el Juez, siguien- 
do los criterios de proporcionalidad e idoneidad para 
lograr tales objetivos. 


MEDIDAS SOCIOEDUCATIVAS NO PRIVATIVAS DE 
LIBERTAD 


Artículo 80. (Medidas sustitutivas).- Podrán apli- 
carse, entre otras, las siguientes medidas no privati- 
vas de libertad: 


A) Advertencia, formulada por el Juez en presen- 
cia del defensor y de los padres o responsa- 
bles, sobre los perjuicios causados y las con- 
secuencias de no enmendar su conducta. 


B) Amonestación, formulada por el Juez en pre- 
sencia del defensor, de los padres o responsa- 


bles, intimándolo a no reiterar la infracción. 


Orientación y apoyo mediante la incorporación 
a un programa socioeducativo a cargo del Ins- 
tituto Nacional del Menor o de instituciones pú- 
blicas o privadas, por un período máximo de un 
año. 


Observancia de reglas de conducta, como 
prohibición de asistir a determinados lugares o 
espectáculos, por un período que no exceda de 
seis meses. 


Prestación de servicios a la comunidad, hasta 
por un máximo de dos meses. 
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F) Obligación de reparar el daño o satisfacción de 
la víctima. 


G) Prohibición de conducir vehículos motorizados, 
hasta por dos años. 


H) Libertad asistida. 
I) Libertad vigilada. 


Artículo 81. (Programas de orientación).- Los pro- 
gramas de orientación y apoyo tienen por finalidad in- 
corporar paulatinamente al adolescente al medio fa- 
miliar o grupo de crianza u otros grupos, así como a 
los centros de enseñanza y cuando corresponda, a 
los centros de trabajo. 


Estos programas podrán ser ejecutados por el Ins- 
tituto Nacional del Menor o por otras instituciones pú- 
blicas o privadas. 


Artículo 82. (Trabajos en beneficio de la comuni- 
dad).- Los trabajos en beneficio de la comunidad se 
regularán de acuerdo a las directivas que al efecto 
programe el Instituto Nacional del Menor. 


Preferentemente podrán realizarse en hospitales y 
en otros servicios comunitarios públicos. No podrán 
exceder de seis horas diarias. La autoridad adminis- 
trativa vigilará su cumplimiento, concertando con los 
responsables de su ejecución, de forma que no perju- 
dique la asistencia a los centros de enseñanza, de 
esparcimiento y las relaciones familiares, en todo lo 
cual se observará el cuidado de no revelar la situa- 
ción procesal del adolescente. 


Artículo 83. (Obligación de reparar el daño o sa- 
tisfacción de la víctima).- En cualquier etapa del pro- 
ceso, previa conformidad del adolescente y de la víc- 
tima o a petición de parte, el Juez podrá derivar el ca- 
so a mediación, suspendiéndose las actuaciones por 
un plazo prudencial. Alcanzando un acuerdo, previo 
informe técnico y oídos la defensa y el Ministerio Pú- 
blico, el Juez deberá valorar razonablemente desde la 
perspectiva exclusiva del interés superior del adoles- 
cente, el sentido pedagógico y educativo de la repa- 
ración propuesta, disponiendo, en caso afirmativo, la 
clausura de las actuaciones. Tal decisión será pre- 
ceptiva en caso de opinión favorable del Ministerio 
Público. El mismo efecto tendrán los acuerdos conci- 
liatorios celebrados en audiencia. 


Artículo 84. (Régimen de libertad asistida y vigila- 
da).- 


A) El régimen de libertad asistida consiste en 
acordarle al adolescente el goce de libertad en 
su medio familiar y social. 


Será, necesariamente, apoyado por especia- 
listas y funcionarios capacitados para el cum- 
plimiento de programas educativos. 


El Juez determinará la duración de la medida. 


En cualquier momento de su ejecución la me- 
dida podrá ser interrumpida, revocada o susti- 
tuida, de oficio o a instancia de los actores ha- 
bilitados y previa intervención del Ministerio 
Público y del defensor. 


B) El régimen de libertad vigilada consiste en la 
permanencia del adolescente en la comunidad 
con el acompañamiento permanente de un 
educador, durante el tiempo que el Juez deter- 
mine. 


Artículo 85. ("Non bis in idem").- El Juez sólo po- 
drá aplicar una de las medidas previstas en este Tí- 
tulo o en el siguiente. 


MEDIDAS SOCIOEDUCATIVAS PRIVATIVAS DE 
LIBERTAD 


Artículo 86. (Aplicación).- Las medidas privativas 
de libertad solo se aplicarán a los adolescentes decla- 
rados por sentencia ejecutoriada, responsables de in- 
fracción, que a juicio del Juez justifique las mismas. 


También podrán aplicarse a los adolescentes que, 
habiendo sido declarados por sentencia ejecutoriada 
responsables de una infracción, incumplen las medi- 
das adoptadas por el Juez. 


Artículo 87. (Aplicabilidad).- Las medidas privati- 
vas de libertad no son obligatorias para el Juez. Se 
aplicarán cuando configurándose los requisitos lega- 
les, no existan otras medidas adecuadas dentro de 
las no privativas de libertad. El Juez fundamentará los 
motivos de la no aplicación de otras medidas. Se ten- 
drá en consideración el derecho del adolescente a vi- 
vir con su familia, y en caso que proceda la separa- 
ción, a mantener contacto permanente con la familia, 
pareja, amigos, referentes afectivos y otros, si ellos 
no fueren perjudiciales para el mismo. 


Artículo 88. (Medidas privativas de libertad).- Las 
medidas privativas de libertad son: 


A) Internación en establecimientos, separados 
completamente de los establecimientos carce- 
larios destinados a adultos. 


B) Internación en iguales establecimientos con 
posibilidades de gozar de semilibertad. 
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RÉGIMEN DE PRIVACIÓN DE LIBERTAD 


Artículo 89. (Privación de libertad).- El régimen de 
privación de libertad consiste en recluir al adolescente 
en un establecimiento que asegure su permanencia 
en el recinto, sin menoscabo de los derechos consa- 
grados en este Código, las normas constitucionales, 
legales e instrumentos internacionales. 


Artículo 90. (Régimen de semilibertad).- El régi- 
men de semilibertad consiste en disponer que el 
adolescente, cuya privación de libertad ha sido dis- 
puesta en establecimientos, goce de permiso para vi- 
sitar a su familia o para la realización de actividades 
externas, de ocho horas de duración, en su beneficio 
personal, controladas por la autoridad donde se en- 
cuentra internado. 


Este régimen se extiende, a voluntad del adoles- 
cente, mientras se aplica la medida de privación de li- 
bertad, salvo la suspensión temporaria o definitiva por 
inobservancia de las reglas de comportamiento. 


Artículo 91. (Duración de las medidas de priva- 
ción de libertad).- La medida de privación de libertad 
tendrá una duración máxima de cinco años. 


En ningún caso el adolescente que al llegar a los 
dieciocho años permanece sujeto a medidas, cumpli- 
rá lo que le resta en establecimientos destinados a los 
adultos. 


En situaciones de peligrosidad manifiesta, se 
adoptarán las medidas que fueren compatibles con la 
seguridad de la población y los propósitos de recupe- 
ración del infractor. 


Artículo 92. (Cumplimiento).- El cumplimiento de 
las medidas de privación de libertad son de respon- 
sabilidad exclusiva, irrenunciable e indelegable del 
Estado. 


Se cumplirán en centros especiales hasta la finali- 
zación de las medidas y de acuerdo a criterios, entre 
otros, de edad, complexión física, gravedad de la in- 
fracción y adaptación a la convivencia. 


En ningún caso podrán cumplirse en estableci- 
mientos destinados a los adultos. 


Se tendrá especial cuidado por las situaciones en 
que el adolescente requiera tratamiento médico, en 
cuyo caso deberá ser internado en un centro adecua- 
do a sus condiciones. 


Artículo 93. (Infractores con dependencia).- En 
los casos de adolescentes infractores, que padecen 
dependencias alcohólicas o toxicómanas, se efectivi- 


zará la asistencia a programas de orientación y trata- 
miento adecuados. 


Artículo 94. (Procedimiento por modificación o 
cese de las medidas).- Se deberá decretar, en cual- 
quier momento, el cese de la medida cuando resulte 
acreditado en autos que la misma ha cumplido su fi- 
nalidad socioeducativa. 


La tramitación de todas las solicitudes de sustitu- 
ción, modificación o cese de las medidas, se hará en 
audiencia, debiendo dictarse resolución fundada, pre- 
vio los informes técnicos que se estimen pertinentes, 
con presencia del adolescente, de sus representantes 
legales, de la defensa y del Ministerio Público. 


La audiencia deberá celebrarse en un plazo que 
no exceda los diez días a partir de la respectiva soli- 
citud. 


Artículo 95. (Traslado de infractores).- La interna- 
ción de los adolescentes fuera de la jurisdicción de su 
domicilio se limitará al mínimo posible, atendidas las 
circunstancias del caso. 


Cuando los Juzgados dispongan la internación de 
adolescentes infractores fuera de su jurisdicción, de- 
clinarán competencia para ante el Juez del lugar de 
internación. 


Deberán enviar junto con el adolescente, fotocopia 
certificada del expediente en sobre cerrado, que será 
entregado por el funcionario que lo traslade, bajo su 
más grave responsabilidad funcional, al Juez de turno 
del lugar de la internación. 


Artículo 96. (Reserva).- Queda prohibida la identi- 
ficación de la persona del adolescente por cualquier 
medio de comunicación, sin perjuicio de la informa- 
ción sobre los hechos. 


Los funcionarios públicos que faciliten noticias a la 
prensa, en contravención a lo dispuesto en el inciso 
anterior, serán pasibles de una suspensión de diez 
días con pérdida de haberes la primera vez, y un mes 
por la siguiente. La tercera infracción dará lugar a la 
destitución. La infracción será comunicada precepti- 
vamente a la institución a que pertenece, con trans- 
cripción de las normas. 


Los medios de comunicación que infringieren lo 
dispuesto en el inciso primero incurrirán en una multa, 
a juicio del Juez, equivalente entre 20 UR (veinte uni- 
dades reajustables) y 200 UR (doscientas unidades 
reajustables), según los casos, siendo el destino de la 
misma el Instituto Nacional del Menor. 


Artículo 97. (Competencia).- En las infracciones 
previstas en el inciso tercero del artículo anterior, en- 
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tenderán los Jueces Letrados de Adolescentes, si- 
guiendo el procedimiento legal para reprimir las faltas 
en el Derecho Penal de adultos. 


Artículo 98. (Recurribilidad).- La sentencia podrá 
ser apelada ante el Tribunal de Familia respectivo, 
cuya decisión hará cosa juzgada. 


IV- Principios de la ejecución 


Artículo 99. (Supuestos de la ejecución).- La acti- 
vidad procesal de ejecución de las medidas educati- 
vas, comprende los actos destinados a promover el 
cumplimiento de las medidas y el trámite y la decisión 
de las cuestiones sobrevinientes. 


Artículo 100. (Control que ejercen los Jueces 
competentes).- Son cometidos de los Jueces Letra- 
dos de Adolescentes: 


1) Vigilar los casos en los que han recaído medi- 
das educativas dispuestas por sentencia eje- 
cutoriada, hasta el término de su cumplimiento. 


2) Entender por audiencia y con intervención del 
defensor y Ministerio Público, las reclamacio- 
nes de los adolescentes durante el período de 
ejecución de las medidas, tanto en los estable- 
cimientos, como fuera de ellos. 


3) Visitar, por lo menos cada tres meses los cen- 
tros de internación, dejando constancia en el 
expediente respectivo del resultado. 


Sin perjuicio de lo que antecede, podrá realizar 
inspecciones cada vez que lo considere opor- 
tuno. 


En ambos casos, tomar las medidas que más 
convengan al interés superior del adolescente. 


4) Dar cuenta a la Suprema Corte de Justicia en 
los casos que se constaten irregularidades gra- 
ves. 


Artículo 101. (Control de la autoridad administrati- 
va).- El Instituto Nacional del Menor o las autoridades 
de los establecimientos de internación, informarán 
cada tres meses al Juez sobre la forma como se 
cumple la medida y la evolución del adolescente. 


El Instituto Nacional del Menor reglamentará el 
funcionamiento de los establecimientos donde se 
cumplen las medidas privativas de libertad. 


V- Derechos y deberes durante la ejecución 
de las medidas socioeducativas 


Artículo 102. (Principio especial de la privación de 
libertad).- Sin perjuicio de los derechos y garantías 
enumerados en el artículo 74, se tendrán en cuenta 


los derechos y deberes de los adolescentes, con mi- 
ras a contrarrestar los efectos perjudiciales de la ins- 
titucionalización y a fomentar su integración a la so- 
ciedad: 


A) Derechos: 


1) A ser informado del régimen de funciona- 
miento institucional y de sus derechos y de- 
beres y conocer a los funcionarios que lo 
tendrán bajo su responsabilidad durante la 
internación o en régimen ambulatorio. 


2) A conocer el régimen interno a fin de comu- 
nicarse personalmente con el Juez, Fiscal, 
defensor, educadores, familiares y a ejercer 
efectivamente ese derecho. 


3) A estar informado sobre las medidas que se 
proyectan para lograr su inserción al ámbito 
familiar y social. 


4) A recibir los servicios de salud, sociales, 
educativos, religiosos y de esparcimiento, y 
ser tratado conforme a su desarrollo y nece- 
sidades. 


En todo caso se garantizará su seguridad, 
en tanto protección contra influencias noci- 
vas y situaciones de riesgo. 


5) A estar informado sobre el régimen de con- 
vivencia. 


6) A no ser trasladado del centro donde cum- 
ple la medida educativa sin que se dé 
cuenta de inmediato al Juez competente. 
Todo traslado podrá ser recurrido conforme 
a derecho, sin efecto suspensivo. 


7) No podrán imponerse sanciones colectivas. 
B) Deberes: 


Durante la ejecución de las medidas, los ado- 
lescentes, deberán respetar a sus educadores 
y responsables y observar los reglamentos in- 
ternos en cuanto a convivencia, estudio y ta- 
reas de capacitación, esparcimiento, aseo per- 
sonal y de las dependencias que ocupan, y 
respeto a sus educadores, responsables y de- 
más personas con quienes se vinculan cotidia- 
namente. 


C) Ámbito de aplicación: 


Todos los derechos y deberes establecidos en 
orden a la ejecución de las medidas socioedu- 
cativas, se aplicarán, en lo pertinente, a todo ti- 
po de privación de libertad. 
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VI - Cesación del proceso 


Artículo 103. (Principio general).- En cualquier 
estado del proceso el Juez, oyendo al Ministerio Pú- 
blico, al adolescente y a su defensa, dispondrá la 
clausura del proceso, en los siguientes casos: 


1) Cuando se comprobare que el adolescente no 
es responsable. 


2) Cuando se comprobare que no es el autor, 
coautor o cómplice del hecho constitutivo de la 
infracción. 


3) Cuando se comprobare que obró amparado por 
alguna de las circunstancias que eximen de 
pena. 


4) Cuando ha prescripto la acción por el hecho 
imputado. El plazo de prescripción será de dos 
años para los delitos gravísimos y un año para 
los delitos graves. 


Artículo 104. (Prescindencia de la acción penal).- 
En cualquier estado del proceso el Juez podrá, oyen- 
do al Ministerio Público, al adolescente y a su defen- 
sa, prescindir total o parcialmente de la persecución 
penal; o limitada a una o varias infracciones o de al- 
guna o de todas las personas que hayan participado 
en el hecho, cuando: 


A) Se trate de un hecho que, por su escasa gra- 
vedad o lo exiguo de la contribución del partíci- 
pe, haga innecesaria una medida en definitiva. 


B) El adolescente haya sufrido, a consecuencia 
del hecho, un daño físico o moral grave. 


Artículo 105. (Egreso y clausura de anteceden- 
tes).- Decretado el cese, si el adolescente estuviese 
privado de libertad, se dispondrá su inmediato egreso 
y Clausura de antecedentes. 


VII - De las medidas curativas 


Artículo 106. (Procedencia).- A los adolescentes 
incapaces que hubieren cometido infracciones a la ley 
penal, se les aplicarán, con las garantías del debido 
proceso fijado para los infractores, las medidas de ca- 
rácter curativo, que se cumplirán en establecimientos 
adecuados y separados de los adultos mayores de 
dieciocho años. Corresponde a los Directores de di- 
chos establecimientos y a los técnicos que designe el 
Juez, determinar su tratamiento. 


Artículo 107. (Control).- Durante la internación, se 
aplicarán, en lo pertinente, las medidas de contralor a 
cargo de los Jueces Letrados de Adolescentes, esta- 
blecidas en el artículo 100. 


VIII - De las audiencias 


Artículo 108. (Presencia del Juez).- El Juez Le- 
trado de Adolescentes presidirá por sí mismo las au- 
diencias, bajo pena de nulidad, que compromete su 
responsabilidad funcional. 


Igual deber compete al Ministerio Público, al de- 
fensor y a los técnicos asesores a quienes el Juez re- 
quiera opinión. Los defensores privados que no asis- 
tan serán sustituidos por Defensores de Oficio. 


Sin la presencia del adolescente no podrá llevarse 
a cabo ninguna audiencia. 


Artículo 109. (Contenido de las audiencias).- 


1) Las audiencias preliminar y final, referidas en 
los numerales 2) y 10) del artículo 76 se docu- 
mentarán con la mayor precisión en acta que 
se labrará durante su desarrollo o al cabo de la 
misma. En forma resumida se consignará fecha 
y lugar en que se labra, describirán los hechos, 
la tipificación legal con expresa mención de la 
norma jurídica presuntamente violada y las ale- 
gaciones de las partes, quienes podrán solicitar 
lo que estimen pertinente para asegurar la fide- 
lidad del resumen. La decisión del Juez deberá 
comprender el examen de los puntos tratados 
por las partes. 


2) Si lo solicitaren, se entregarán a las partes co- 
pia íntegra de las sentencias definitivas, auten- 
ticadas por la Oficina Actuaria. 


Artículo 110. (Acceso al expediente).- Las partes 
y los técnicos designados durante el trámite tendrán, 
en todo momento, libre acceso al expediente, salvo 
casos excepcionales, a juicio del Juez y en atención 
al interés superior del adolescente. 


IX - De las comunicaciones procesales 
Artículo 111. (Notificaciones preceptivas).- 


1) Cuando se produzca la detención del adoles- 
cente, el Juez dispondrá que el hecho sea in- 
mediatamente notificado por la Policía a su 
defensor, al Ministerio Público y a los padres o 
representantes legales; el mismo procedimiento 
se seguirá con los asesores técnicos para cuyo 
asesoramiento el Juez estime necesario con- 
vocar. 


2) Las actuaciones dispuestas en audiencia se 
tendrán por notificadas a quienes estén pre- 
sentes o hayan debido concurrir al acto. 


3) Salvo en los casos que indique el Juez, las no- 
tificaciones se practicarán en la oficina. 
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A tal efecto, todos los interesados que actúen 
en el procedimiento respectivo, excepción he- 
cha del Ministerio Público, concurrirán a la ofi- 
cina para enterarse de las actuaciones. 


Artículo 112. (Notificación ficta).- Si la notificación 
se retardare tres días hábiles por falta de compare- 
cencia del interesado, se tendrá por efectuada, sin 
necesidad de constancia alguna en los autos. 


Si el día que concurriere el interesado, la actua- 
ción no se hallare disponible, la Oficina Actuaria ex- 
pedirá constancia en formulario al efecto, si aquél lo 
solicitare (artículo 86 del Código General del Proce- 
so). 


Artículo 113. (Autorización para notificarse).- Por 
simple escrito se podrá autorizar a una tercera perso- 
na para que con ella se entiendan las notificaciones. 


Artículo 114. (Régimen complementario).- En to- 
dos los casos no contemplados en este Código se 
aplicarán, en lo pertinente, las disposiciones del Có- 
digo General del Proceso (artículos 76 a 90 de la 
Sección lll). 


X - Plazos procesales 
Artículo 115. (Carácter de los plazos).- 


1) Todos los plazos señalados en este Código son 
perentorios e improrrogables. En casos excep- 
cionales, el Juez podrá suspender su curso 
fundando la medida y su duración. 


2) Para regular su aplicación se atenderá a lo dis- 
puesto por los artículos 92 a 99 del Código Ge- 
neral del Proceso. 


Artículo 116. (Infracciones reiteradas).- En los ca- 
sos de infracciones reiteradas, los procesos se tra- 
mitarán por el Juez competente de cada una hasta la 
sentencia ejecutoriada, sin perjuicio de la unificación 
de las medidas impuestas, la que se realizará en vía 
incidental por el Juez Letrado de Adolescentes que 
hubiere entendido en la última infracción. 


La Suprema Corte de Justicia reglamentará el ré- 
gimen de antecedentes judiciales. 


CAPÍTULO XI 


| - Protección de los derechos amenazados o 
vulnerados de los niños y adolescentes y situa- 
ciones especiales 


Artículo 117. (Principio general).- Siempre que los 
derechos reconocidos a los niños y adolescentes en 
este Código sean amenazados o vulnerados, se apli- 
carán las medidas que dispone este título. 


De igual forma se aplicarán a los niños que vulne- 
ren derechos de terceros. 


Artículo 118. (Primeras diligencias).- El Juez que 
tiene conocimiento, por cualquier medio, que un niño 
o adolescente se encuentra en la situación prevista 
en el artículo anterior, tomará las más urgentes e im- 
prescindibles medidas, debiéndose proceder a conti- 
nuación conforme lo estatuye el artículo 321 del Có- 
digo General del Proceso. 


Salvo imposibilidad, tomará declaración al niño o 
adolescente, en presencia del defensor que se le pro- 
veerá en el acto y de sus padres o responsables, si 
los tuviere, y recabará los informes técnicos corres- 
pondientes. 


El Ministerio Público deberá ser oído preceptiva- 
mente, quien intervendrá en favor del efectivo respeto 
a los derechos y garantías, reconocidos a los niños y 
adolescentes, debiéndose pronunciar en el plazo de 
tres días. 


Artículo 119. (Medidas).- Medidas para los padres 
o responsables. 


El Juez podrá imponer, en protección de los dere- 
chos de los niños o adolescentes, para los padres o 
responsables, las siguientes medidas: 


A) Llamada de atención para corregir o evitar la 
amenaza o violación de los derechos de los hi- 
jos a su cuidado, y exigir el cumplimiento de las 
obligaciones que le corresponden en la protec- 
ción de los derechos afectados. 


B) Orientación, apoyo y seguimiento temporario 
socio-familiar prestado por programas públicos 
o privados reconocidos. 


C) Obligación de inscribir al niño o adolescente en 
un centro de enseñanza o programas educati- 
vos o de capacitación y observar su asistencia 
O aprendizaje. 


D) Derivación a un programa público o privado de 
protección a la familia. 


Artículo 120. (Medidas ambulatorias para niños y 
adolescentes).- El Juez dispondrá las siguientes me- 
didas: 


A) Que el Instituto Nacional del Menor otorgue 
protección a sus derechos a través del sistema 
de atención integral diurno. Al mismo servicio 
podrá recurrirse respecto a los institutos priva- 
dos especializados, que así lo acepten. 
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B) Solicitud de tratamiento ambulatorio médico, 
psicológico o psiquiátrico a instituciones públi- 
cas o privadas. 


El Instituto Nacional del Menor podrá solicitar o 
aplicar directamente estas medidas, cuando su inter- 
vención haya sido requerida por el niño, padres o 
responsables o terceros interesados. 


Artículo 121. (Medidas en régimen de internación 
sin conformidad del niño o adolescente).- El Juez so- 
lamente podrá ordenar la internación compulsiva en 
los siguientes casos: 


A) Niño o adolescente con patología psiquiátrica. 


B) Niño o adolescente que curse episodios agu- 
dos vinculados al consumo de drogas. 


C) Niño o adolescente necesitado de urgente tra- 
tamiento médico destinado a protegerlo de gra- 
ve riesgo a su vida o su salud. 


En todos los casos deberá existir prescripción mé- 
dica. El plazo máximo de la internación será de treinta 
días prorrogables por períodos de igual duración me- 
diando indicación médica hasta el alta de internación. 


El Instituto Nacional del Menor podrá aplicar di- 
rectamente estas medidas mediando indicación médi- 
ca y cuando su intervención obedezca a la situación 
de un niño o adolescente que pone en riesgo inmi- 
nente su vida o la integridad física de otras personas, 
de todo lo que se dará cuenta inmediata al Juez de 
Familia de Urgencia. 


Artículo 122. (Adicciones a drogas y alcoho!).- El 
Juez podrá ordenar la aceptación de niños y adoles- 
centes en centros residenciales especializados de 
atención a adicciones de drogas y alcohol, sea en ré- 
gimen de tiempo completo, ambulatorio o semiambu- 
latorio. 


Tratándose de adolescentes se requerirá su con- 
formidad; en caso de niños será necesario el consen- 
timiento de sus padres o responsables y se oirá pre- 
viamente al niño. 


En todos los casos se deberá proporcionar defen- 
sor al niño o adolescente, tomar declaración salvo 
imposibilidad, oír preceptivamente al Ministerio Públi- 
co, tomar declaración a los padres o responsables, y 
recabar los informes técnicos correspondientes. 


Artículo 123. (Derivación a centros de atención 
permanente para niños y adolescentes).- El Juez po- 
drá disponer la derivación de un niño o adolescente a 
un centro de atención permanente como medida de 


último recurso, cuando se encuentre gravemente 
amenazado su derecho a la vida o integridad física. 


Esta medida no podrá implicar en caso alguno pri- 
vación de libertad y durará el menor tiempo posible, 
promoviéndose la superación de la amenaza de sus 
derechos para favorecer su egreso. 


En estos establecimientos se procurará mantener 
los vínculos familiares, según lo dispone el artículo 12 
de este Código y la incorporación del niño o adoles- 
cente al sistema educativo que corresponda, según 
sea su edad. 


Artículo 124. (Programas de atención integral).- El 
Estado deberá garantizar a todos los niños y adoles- 
centes el derecho a acceder voluntariamente a pro- 
gramas de atención integral, cuidados y alojamiento. 
Si la solicitud fuera formulada por los padres, se oirá 
preceptivamente al niño, quien será asistido por su 
defensor. 


Si a la solicitud formulada por el niño o adoles- 
cente se oponen sus padres o responsables, sin per- 
juicio de la inmediata protección del niño o adoles- 
cente, la situación se pondrá en el más breve plazo 
posible en conocimiento del Juzgado de Familia de 
Urgencia. 


El Juez resolverá atendiendo a la opinión del niño 
o adolescente. Deberá tenerse en cuenta ésta y el 
interés superior. 


Artículo 125. (Programas de alternativa familiar).- 
El Juez podrá entregar al niño o adolescente grave- 
mente amenazado en su derecho a la vida o integri- 
dad física o privado de su medio familiar, al cuidado 
de una persona o matrimonio seleccionado por el Ins- 
tituto Nacional del Menor, que se comprometa a brin- 
darle protección integral. 


Estos niños o adolescentes deberán recibir orien- 
tación y apoyo de la persona o matrimonio, quienes 
serán supervisados por medio de equipos especiali- 
zados. 


Artículo 126. (Comportamiento policial).- Cuando 
la autoridad policial tome conocimiento que un niño o 
adolescente se encuentra en la situación prevista en 
el artículo 117 de este Código, deberá llevarlo de in- 
mediato a presencia del Juez competente, el que no- 
tificará con la mayor urgencia al Instituto Nacional del 
Menor. 


Si no fuera posible llevarlo de inmediato a presen- 
cia del Juez, previa autorización, deberá llevarlo al 
Instituto Nacional del Menor, quien deberá prestarle la 
debida atención. 
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Artículo 127. (Responsabilidad penal).- Si se con- 
figuraren elementos de convicción suficientes como 
para atribuir responsabilidad penal a los padres, res- 
ponsables o terceros, se pasarán los antecedentes al 
Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Penal o al 
Juzgado Letrado de Primera Instancia del Interior, 
que corresponda. 


Artículo 128. (Reserva de autos).- Cumplidas las 
diligencias por la Justicia, se reservarán los autos, sin 
perjuicio del seguimiento y control que el Juez intervi- 
niente considere adecuado efectuar. 


Artículo 129.- (Competencia).- Los Jueces Letra- 
dos de Primera Instancia del Interior de la República 
tendrán igual competencia que la asignada a los Jue- 
ces de Familia (artículo 71 de la Ley N* 15.750, de 24 
de junio de 1985). 


II - Del maltrato y abuso del niño o adolescente 


Artículo 130. (Definición).- A los efectos de este 
título entiéndese por maltrato y abuso del niño o ado- 
lescente las siguientes situaciones, no necesaria- 
mente taxativas: maltrato físico, maltrato psíquico- 
emocional, prostitución infantil, pornografía, abuso 
sexual y abuso psíquico o físico. 


Artículo 131. (La denuncia).- Ante denuncia es- 
crita o verbal por la realización de cualquiera de las 
conductas mencionadas en el artículo anterior, la au- 
toridad receptora deberá comunicar el hecho de for- 
ma fehaciente e inmediata al Juzgado competente. 
En todo caso el principio orientador será prevenir la 
victimización secundaria. 


11 - De los hogares de cuidado 


Artículo 132. (Entrega de niños y adolescentes).- 
El que entregue a un niño o adolescente a persona 
ajena a la familia biológica y quien o quienes lo reci- 
ban, deberán comunicarlo al Juez de Familia dentro 
de las cuarenta y ocho horas. El Juez adoptará en 
forma urgente las medidas de protección necesarias y 
solicitará informe psicológico y social respecto a las 
posibilidades de mantener al niño o adolescente en 
su familia de origen. En caso afirmativo, dispondrá las 
medidas de apoyo familiar que se requieran para 
asegurar la permanencia de este vínculo filial. De lo 
contrario, deberá proceder conforme se dispone en el 
artículo siguiente. 


Artículo 133. (Separación definitiva. Procedi- 
miento).- La separación de un niño o adolescente de 
su familia de origen, deberá ser decretada por resolu- 
ción fundada del Juez competente, sobre la base de 
información fehaciente y previo el asesoramiento de 
equipo técnico especializado. El procedimiento para 


decretarla se regulará por las disposiciones del pro- 
ceso extraordinario regulado por el Código General 
del Proceso, debiendo designarse defensor al niño o 
adolescente, aplicándose el literal C) del artículo 35 
de este Código, quienes deberán ser oídos si fuese 
posible. Se citará y emplazará a los padres o respon- 
sables y a quienes, hasta la entrega a que hace refe- 
rencia el artículo anterior, se hubieren ocupado del 
niño. 


Una vez resuelta la separación definitiva, deberá 
asegurarse su inserción en un medio adecuado, prefi- 
riéndose aquellos hogares que permitan al niño sal- 
vaguardar sus vínculos afectivos. A tales efectos po- 
drá disponerse, entre otros, la tenencia por terceros 
(artículo 36), la integración a un hogar institucional 
que ofrezca garantías para su adecuado desarrollo, o 
la adopción. Cuando se entendiere por la Sede que 
corresponde la colocación de un niño en una familia 
con fines de adopción, deberá intervenir el Instituto 
Nacional del Menor o una institución especializada 
autorizada para ello (artículo 158). Cuando los padres 
de origen, o los integrantes de esa familia de origen 
presten su consentimiento a los efectos previstos en 
este artículo, el mismo solo será válido si ha sido da- 
do en presencia del Juez, con el asesoramiento ne- 
cesario y en conocimiento de las consecuencias que 
ello implicará. 


Artículo 134. (Invalidez).- No tendrá validez el 
consentimiento que se otorgue para la separación del 
hijo que está por nacer o dentro de los treinta días de 
su nacimiento. 


En caso de que una vez nacido el niño, la madre 
no desee tenerlo, deberá comunicarse al Juez com- 
petente, que procederá como lo dispone el ar- 
tículo 132. Provisoriamente, el Juez tomará las medi- 
das del caso para la protección del niño, pero no po- 
drá dar comienzo al procedimiento establecido en el 
artículo anterior hasta que se cumpla el lapso fijado 
en el inciso primero de este artículo y previa citación 
de los progenitores del niño. 


IV - De la adopción 
Adopción simple 
Artículo 135. (Adoptantes).- 


1) La adopción simple se permite a toda persona 
mayor de veinticinco años, cualquiera sea su 
estado civil, y siempre que tenga por lo menos 
quince años más que el adoptado, y hubiera 
tenido al niño o adolescente a su cargo por el 
mínimo de un año. 
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2) 


El tutor no puede adoptar al niño o adolescente 
hasta que hayan sido aprobadas judicialmente 
las cuentas del cargo. 


Nadie puede ser adoptado por más de una per- 
sona, a no ser por dos cónyuges que tengan 
por lo menos un año de matrimonio y hubieran 
tenido al niño o adolescente a su cargo por un 
término no inferior a un año. 


Si no se computara el año de matrimonio, pe- 
ro hubiera existido durante dicho lapso un con- 
cubinato estable que culminó en matrimonio, se 
incluirá a los efectos de la tenencia, el período 
de la unión libre. 


Por motivo fundado y expreso, el Tribunal 
podrá otorgar la adopción aun cuando alguno 
de los cónyuges o ambos no alcanzaren la dife- 
rencia de edad con el adoptado o adoptada, 
reduciéndola hasta un límite que admita razo- 
nablemente que éste pueda ser hijo de los 
adoptantes. 


Ninguno de los cónyuges puede adoptar sin 
el consentimiento expreso del otro, salvo que 
estuviere impedido de manifestar su voluntad o 
que exista sentencia de separación de cuerpos. 


Se permitirá la adopción por parte del nuevo 
cónyuge o concubino del padre o madre del 
hijo habido dentro del matrimonio o habido fue- 
ra del matrimonio reconocido del otro cónyuge 
o concubino. 


Realizada la adopción, la separación o divorcio 
ulterior de los cónyuges no los exime de sus 
obligaciones para con el adoptado menor de 
edad. 


Artículo 136. (Adoptados).- 


1) 


Puede ser adoptado todo niño o adolescente 
cuyo consentimiento será recabado conforme a 
las normas establecidas en este Código. 


Cuando el adoptado no sea capaz de hacerse 
entender de ninguna forma, prestarán el con- 
sentimiento sus representantes legales. 


Si se trata de un niño o adolescente sometido a 
patria potestad, será necesario el consenti- 
miento de quien o quienes se encuentren en su 
ejercicio. En caso contrario, será necesario el 
consentimiento de quienes lo han tenido a su 
cargo. 


El consentimiento para la adopción será pres- 
tado indistintamente ante el Juez Letrado de 


Familia del domicilio de los adoptantes, compa- 
reciendo personalmente ante aquél, o mediante 
escritura pública. 


Los padres que consienten en la adopción 
quedarán suspendidos en el ejercicio de la pa- 
tria potestad sobre el niño o adolescente, la 
que pasará al adoptante. En el caso del nume- 
ral 4) del artículo anterior, quien ejerciere la 
patria potestad sobre el niño o adolescente 
adoptado por su pareja, continuará en su ejer- 
cicio. 

El procedimiento se regirá por lo establecido 
en los artículos 346 y 347 del Código General 
del Proceso. 


Artículo 137. (Efectos).- 


1) 


4) 


El adoptado continúa perteneciendo a su fami- 
lia biológica o de origen, donde conserva todos 
sus derechos. 


En caso de interdicción, de ausencia compro- 
bada judicialmente, de muerte del adoptante o 
de revocación de la adopción, durante la mino- 
ría de edad del adoptado, se dará conocimiento 
al Juez del domicilio real de éste, que dispon- 
drá lo que más convenga al interés del niño o 
adolescente: el reintegro a su familia de origen 
O la entrega a otra familia sustituta. 


La adopción solo establece relaciones jurídicas 
entre el adoptado y el adoptante y no entre 
cualquiera de ellos y la familia del otro. 


La adopción produce los siguientes efectos: 


A) Obligación recíproca de respeto entre el 


adoptante y el adoptado. 


B) Obligación de prestarse alimentos como 
primeros obligados. 


Artículo 138. (Revocación).- 


1) 


2) 


La adopción podrá revocarse por motivos gra- 
ves. La misma podrá solicitarse tanto por el 
adoptante como por el adoptado o quien lo re- 
presente, o por el Ministerio Público, ante el 
Juez de Familia correspondiente. 


La revocación hará cesar para el futuro los 
efectos de la adopción, lo que se comunicará a 
la Dirección General del Registro de Estado Ci- 
vil a los efectos pertinentes. 


Se procederá de acuerdo a lo establecido en 
los artículos 346 y 347 del Código General del 
Proceso. 
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Artículo 139. (Procedimiento judicial).- 


1) Las pretensiones de adopción, así como todas 
las reclamaciones relacionadas con las mis- 
mas, se tramitarán ante el Juzgado Letrado de 
Familia del domicilio del adoptante mediante el 
proceso voluntario (artículos 402 y siguientes 
del Código General del Proceso) con interven- 
ción preceptiva del Ministerio Público. 


2) Los interesados a que refiere el artículo 403.2 
del mismo Código son los padres y abuelos del 
niño o adolescente, los que serán citados per- 
sonalmente o por edictos si no se conociera su 
domicilio. 


En caso de oposición por parte de uno de los 
mencionados, el proceso será contencioso 
aplicándose las normas del Código General del 
Proceso correspondientes al proceso extraordi- 
nario (artículos 346 y siguientes). 


Previo al pronunciamiento, admitiendo o de- 
negando la adopción el Juzgado interviniente 
deberá solicitar al Instituto Nacional del Menor, 
una evaluación sobre las condiciones perso- 
nales del o de los adoptantes, su estabilidad 
familiar y las demás circunstancias que permi- 
tan fundamentar su criterio, para aconsejar la 
conveniencia o no de la adopción en el caso. 


La sentencia que admite la adopción será 
comunicada a la Dirección General del Registro 
de Estado Civil, a la Intendencia Municipal co- 
rrespondiente y a la Dirección Nacional de 
Identificación Civil, a efectos de la anotación 
pertinente en la partida del niño o adolescente. 


En todos los casos, se deberá tener en 
cuenta la opinión del niño o adolescente adop- 
tado. 


Artículo 140. (Procedimiento ante escribano pú- 
blico).- La adopción podrá, asimismo, ser hecha por 
escritura pública, aceptada por los representantes le- 
gales del adoptado y por el adoptado, en su caso, de- 
biéndose inscribir dentro de los treinta días contados 
desde su otorgamiento, en un libro especial, que lle- 
vará al efecto la Dirección General del Registro de 
Estado Civil, y deberá constar además, al margen del 
acta de nacimiento. 


La omisión de la inscripción será sancionada con 
multa al escribano autorizante de la escritura, de 12 
UR a 50 UR (doce a cincuenta unidades reajusta- 
bles), a más de no surtir efecto la adopción hasta 
después de ser inscripta. Una vez inscripta surtirá 
efecto desde la fecha de su otorgamiento. 


Cuando se trate de la adopción de un niño o de un 
adolescente, ningún escribano podrá autorizar la es- 
critura respectiva sin previa autorización del Instituto 
Nacional del Menor en que se acredite la idoneidad 
moral y la capacidad de él o de los adoptantes, pro- 
bada por todos los medios de investigación que el 
Instituto Nacional del Menor considere necesarios. 


Artículo 141. (Procedimiento especial).- Tratán- 
dose de niños o adolescentes con capacidad dife- 
rente que tengan la calidad de huérfanos o separados 
definitivamente de su familia, el Instituto Nacional del 
Menor hará un llamado público a personas que de- 
seen adoptarlos en cualquiera de las formas previstas 
en este Código. El Estado, a través de sus diversos 
servicios asegurará la atención integral de estos niños 
y adolescentes en forma gratuita, derecho que se 
mantendrá cualquiera sea la edad de la persona. 


El Poder Ejecutivo reglamentará la forma de dar 
vigencia efectiva a este artículo en un plazo de ciento 
ochenta días con posterioridad a la entrada en vigen- 
cia de este Código. 


Artículo 142. (Derecho de acceso a los antece- 
dentes).- El adoptado tiene derecho a conocer su 
condición de tal. 


Será deber de los padres adoptivos informarle al 
respecto siempre que ello no lo perjudique, atendien- 
do a su edad y características. 


Si el adoptado es mayor de quince años de edad 
podrá solicitar al Juez Letrado de Familia competente 
la exhibición del expediente judicial o antecedentes 
de su adopción, fundando su pretensión. El Juez re- 
cabando los asesoramientos que correspondan, pre- 
via vista al Ministerio Público y apreciando las carac- 
terísticas, motivos del solicitante y los antecedentes 
de la adopción, podrá acceder a su petición, infor- 
mándole acerca de la identidad, situación y paradero 
de su familia de origen en cuanto estos datos surgie- 
ren de los antecedentes, a efectos de permitirle tomar 
contacto con ella si aquél lo deseara. 


El Instituto Nacional del Menor establecerá un 
programa para apoyar a los padres adoptantes y al 
adoptado en este proceso de conocimiento y de 
eventual acercamiento a su familia de origen. 


Si el adoptado tiene más de dieciocho años de 
edad no podrá negársele el acceso al expediente o 
antecedentes respectivos. 
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Se podrá habilitar el acceso a otras personas en 
los siguientes casos: 


1) 


2) 


Cuando por razones de carácter médico sea 
necesario conocer los antecedentes de la fami- 
lia biológica del adoptado. 


Cuando se esté realizando una investigación 
judicial de cualquier naturaleza y sea necesario 
obtener la información como elemento de prue- 
ba. 


En ambos casos, se requerirá decisión judicial 
fundada acerca de la necesidad de la medida. 


Artículo 143. (Salida del país).- Para que el niño o 
adolescente que ha sido adoptado pueda salir del 


país, 


se requerirá autorización de quienes ejerzan la 


patria potestad. 


LEGITIMACIÓN ADOPTIVA 


Artículo 144. (Adoptados).- 


1) 


2) 


Se permite la legitimación adoptiva a favor de: 


A) Los niños o adolescentes abandonados o 
huérfanos de padre y madre, o pupilos del 
Estado, o hijos de padres desconocidos o 
del hijo o hijos reconocidos por uno de los 
adoptantes. 


B) Los niños O adolescentes abandonados por 
uno de sus progenitores legítimos, cuando 
fuere solicitada por el padre o madre que 
haya mantenido la patria potestad, conjun- 
tamente con el cónyuge con el que contrajo 
nuevo matrimonio. 


La legitimación adoptiva prevista en este li- 
teral solo podrá llevarse a cabo una sola 
vez, respecto al niño o adolescente. 


Cuando la legitimación adoptiva se pretendiere 
para dos o más niños o adolescentes simultá- 
neamente, no será obstáculo la circunstancia 
de que mediasen menos de ciento ochenta dí- 
as entre sus respectivos nacimientos. 


En caso de existir hermanos en situación de 
abandono, se propenderá a su integración 
conjunta en una familia adoptiva. 


En todos los casos previstos en este Código, 
la condición de abandono se acreditará única- 
mente por sentencia ejecutoriada, debiendo 
seguirse los procedimientos establecidos en el 
artículo 133 y concordantes. 


Artículo 145. (Adoptantes).- Pueden solicitar la 
legitimación adoptiva: 


1) 


Los cónyuges, Mayores de veinticinco años, 
con quince años más que el niño o adolescente 
y que lo hubieran tenido bajo su guarda o te- 
nencia por un término no inferior a un año, que 
computen por lo menos cuatro años de matri- 
monio, pudiéndose considerar en su caso el 
tiempo de concubinato previo al mismo, siem- 
pre que éste hubiera sido estable, singular y 
público, compartiendo la vida en común. 


Por motivo fundado y expreso, el Tribunal 
podrá otorgarla aun cuando alguno de los cón- 
yuges o ambos no alcanzaren tal diferencia de 
edad con el adoptado reduciéndola hasta un 
límite que admita razonablemente que éste 
puede ser hijo de los adoptantes o, en casos 
excepcionales, y si no mediare oposición del 
Ministerio Público, a pesar de que uno o los 
dos cónyuges no fueren mayores de veinticinco 
años de edad o no completaren los cuatro años 
de matrimonio a que refiere el inciso anterior. 


El viudo o viuda y los esposos divorciados 
siempre que medie la conformidad de ambos y 
cuando la guarda o tenencia del niño o adoles- 
cente hubiera comenzado durante el matrimo- 
nio y se completara después de la disolución 
de éste. 


No es obstáculo para la legitimación adoptiva la 
existencia de una previa adopción simple reali- 
zada por los mismos peticionantes. 


Artículo 146. (Procedimiento).- 


1) 


La legitimación adoptiva deberá ser promovida 
ante el Juzgado Letrado de Familia del domici- 
lio del adoptante. 


Se seguirá el procedimiento voluntario previsto 

en los artículos 402 y siguientes del Código 
General del Proceso, notificándose al Instituto 
Nacional del Menor. 


En caso de oposición a la legitimación adoptiva 
el proceso será contencioso. Se aplicarán las 
normas del Código General del Proceso referi- 
das al proceso extraordinario (artículos 346 y 
siguientes). 


El Juez diligenciará las pruebas ofrecidas y 
las que juzgue convenientes interrogando a los 
peticionantes y al niño o adolescente en su ca- 
SO. 
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3) La tramitación será reservada en cuanto a ter- 
ceros, no así respecto al niño o adolescente 
interesado quien tendrá derecho a acceder al 
expediente y a sus antecedentes cuando tuvie- 
re dieciocho años de edad. 


4) Previamente al dictado de la sentencia, será 
oído preceptivamente el Ministerio Público. 


Artículo 147. (Procedencia).- La legitimación 
adoptiva solo se otorgará por justos motivos y exis- 
tiendo conveniencia para el niño o adolescente. 


Cuando el niño o adolescente tuviere derechos 
cuyo dominio se acredite por documento público o 
privado, el Juez dispondrá que el Actuario inserte en 
el mismo constancia breve que exprese el cambio de 
nombre del titular, de lo que tomará nota el Registro 
respectivo cuando correspondiere. 


Artículo 148. (Sentencia).- Con el testimonio de la 
sentencia ejecutoriada que autorice la legitimación 
adoptiva, la parte solicitante efectuará la inscripción 
del niño o adolescente en la Dirección General del 
Registro de Estado Civil como hijo legítimo inscripto 
fuera de término. 


En la partida correspondiente no se hará mención 
alguna del juicio y su texto será el corriente en dicho 
instrumento. 


Se realizará también la anotación pertinente en la 
libreta de organización de la familia de modo idéntico 
a la de los hijos habidos dentro del matrimonio. 


El testimonio de la sentencia se archivará en for- 
ma, dejándose constancia de haberse efectuado la 
inscripción mencionada. 


Toda la tramitación y la expedición de partidas se- 
rá gratuita. 


Artículo 149. (Efectos).- 


1) Realizada la legitimación adoptiva, caducarán 
los vínculos de filiación anterior del niño o ado- 
lescente a todos sus efectos, con excepción de 
los impedimentos previstos en el artículo 91 del 
Código Civil. 

Deberá hacerse constar dicha caducidad en 
el acta de inscripción original del niño o adoles- 
cente. 


2) La legitimación adoptiva es irrevocable, aunque 
posteriormente nazcan hijos propios de uno o 
de ambos legitimantes. 


La legitimación adoptiva tendrá efectos cons- 
titutivos sobre el estado civil del niño o adoles- 


cente objeto de la misma, quien se reputará en 
adelante, con los mismos derechos y deberes 
que si hubiera nacido del matrimonio legiti- 
mante. 


ADOPCIÓN INTERNACIONAL 


Artículo 150. (Principio general).- En defecto de 
convenios internacionales ratificados por la Repúbli- 
ca, las adopciones internacionales se regularán por 
las disposiciones de este Capítulo. 


Se considera adopción internacional a la que se 
lleva a cabo por matrimonios con domicilio o residen- 
cia habitual en el extranjero, con relación a niños o 
adolescentes con domicilio o residencia habitual en la 
República. 


Artículo 151. (Preferencia).- El Instituto Nacional 
del Menor y las demás autoridades con competencia 
en materia de adopción, deberán dar preferencia a la 
ubicación de los niños o adolescentes adoptables en 
familias u hogares que los requieran y vivan dentro 
del territorio nacional. 


Artículo 152. (Requisitos).- Las adopciones inter- 
nacionales se constituirán con la intervención precep- 
tiva del Instituto Nacional del Menor, quien una vez 
obtenidos todos los antecedentes presentará en el 
plazo de sesenta días un informe pormenorizado, te- 
niendo asimismo los demás requisitos previstos en 
los artículos 133, 145 y 154 de este Código. 


El no pronunciamiento en plazo se tendrá por 
aceptación. 


Artículo 153. (Residencia).- La adopción interna- 
cional tendrá el mismo efecto que la legitimación 
adoptiva, pudiendo acceder a ella cónyuges cuya 
unión matrimonial no sea inferior a cuatro años. 


Solo se realizará con aquellos países cuyas nor- 
mas en materia de adopción y protección de niños y 
adolescentes tengan una razonable equivalencia con 
las de nuestro país. 


Los adoptantes deberán residir y convivir con el 
niño o adolescente en el territorio nacional, aun en 
forma alternada, por un plazo de seis meses. Por ra- 
zones fundadas y teniendo en cuenta el interés supe- 
rior del niño, el plazo podrá ser reducido por el Juez 
competente. 


Artículo 154. (Documentos necesarios).- Con la 
solicitud de la adopción se deberá presentar la docu- 
mentación justificativa de las condiciones físicas, mo- 
rales, económicas y familiares de los solicitantes. Los 
informes y documentos al respecto deberán tramitar- 
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se por medio de las autoridades centrales del país de 
los adoptantes y de la República. 


Artículo 155. (Competencia).- Serán competentes 
para el otorgamiento de la adopción internacional los 
Jueces de Familia del domicilio del adoptado, quienes 
procederán de acuerdo a los trámites del juicio ex- 
traordinario del Código General del Proceso (ar- 
tículo 346). La apelación se regirá por la misma nor- 
mativa (artículo 347). 


Los solicitantes deberán comparecer a la audien- 
cia preliminar en forma personal, preceptivamente. 
También deberán hacerlo cuando el Tribunal, en for- 
ma fundada, lo considere conveniente. 


El impedimento fundado de los solicitantes a con- 
currir personalmente a la audiencia hará que el Juz- 
gado fije otra, pero en ningún caso se permitirá la re- 
presentación por apoderado. 


Hasta tanto no haya recaído sentencia firme, para 
que el niño o adolescente pueda salir del país deberá 
hacerlo en compañía de uno de los solicitantes, con- 
tando con autorización judicial, la que no podrá con- 
cederse sin intervención preceptiva del Ministerio Pú- 
blico, si fundadamente se probare la integración del 
niño. 

Artículo 156. (Juicios de anulación).- Corresponde 
a los Jueces de Familia que autorizaron la adopción, 
la tramitación de los juicios de anulación, los que se- 
rán resueltos teniendo en cuenta el interés superior 
del niño o adolescente. El trámite se regirá por el pro- 
cedimiento extraordinario del Código General del Pro- 
ceso (artículos 346 y 347). 


Artículo 157. (Nacionalidad).- Los niños y adoles- 
centes de nacionalidad oriental adoptados por ex- 
tranjeros domiciliados en el exterior mantienen su na- 
cionalidad, sin perjuicio de adquirir, además, la de los 
adoptantes. 


CONTROL ESTATAL DE LAS ADOPCIONES 


Artículo 158. (Control).- El Instituto Nacional del 
Menor, a través de sus servicios especializados, es el 
organismo encargado de proponer, ejecutar y fiscali- 
zar la política a seguir en materia de adopciones. 


Para el desarrollo de programas de adopción, el 
Instituto Nacional del Menor podrá autorizar el funcio- 
namiento de instituciones privadas con personalidad 
jurídica y especialización en la materia. 


Artículo 159. (Cometidos del equipo técnico).- 
Todos los servicios e instituciones que desarrollen 
programas de adopción deberán contar con equipo 
técnico interdisciplinario que tendrá como cometidos: 


A) Asesorar a los interesados en adoptar niños o 
adolescentes y analizar los motivos de su soli- 
citud. 


B) Evaluar las condiciones de salud, psíquicas, 
sociales y jurídicas de los solicitantes y las po- 
sibilidades de convivencia. 


C) Llevar un Registro de Interesados en Adoptar, 
ordenado cronológicamente según fecha de 
solicitud, en el que conste el informe técnico a 
que refiere el literal anterior. 


D) Seleccionar de dicho Registro respetando es- 
trictamente el orden de inscripción, los posibles 
padres adoptivos, ante la solicitud formulada 
por el Juzgado competente, en el caso de un 
niño o adolescente en condiciones de ser 
adoptado 


El orden solo podrá ser alterado por las ne- 
cesidades del niño o adolescente, debidamente 
fundadas. En todos los casos el niño o adoles- 
cente deberá ser oído preceptivamente. 


E) Orientar y acompañar el proceso de integración 
familiar. 


F) Asesorar al Juez toda vez que le sea requerido 
su informe. 


DEL REGISTRO DE ADOPCIONES 


Artículo 160. (Registro General de Adopciones).- 
El Instituto Nacional del Menor llevará un registro re- 
servado donde constarán los datos identificatorios de: 


1) El niño o adolescente. 


2) Los adoptantes: nombre, nacionalidad, domici- 
lio y estado civil e institución nacional o extran- 
jera que lo patrocinó, cuando corresponda. 


3) Juzgado en que se tramitó el proceso respecti- 
VO. 


CAPÍTULO XII 
TRABAJO 


Artículo 161. (Principio general).- El estatuto de 
los adolescentes que trabajan se regulará conforme a 
las normas de este Código, leyes especiales, trata- 
dos, convenciones y convenios internacionales ratifi- 
cados por el país. 


Artículo 162. (Edad de admisión).- Fíjase en quin- 
ce años la edad mínima que se admitirá en los ado- 
lescentes que trabajen en empleos públicos o priva- 
dos, en todos los sectores de la actividad económica, 
salvo las excepciones especialmente establecidas en 
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los artículos siguientes, y aquellas que, teniendo en 
cuenta el interés superior del niño o adolescente, 
conceda el Instituto Nacional del Menor. 


Cuando el Instituto Nacional del Menor no las 
otorgue de oficio, las excepciones deberán ser ges- 
tionadas por los padres o quien acredite la tutoría le- 
gal y establecer como mínimo el nombre del repre- 
sentante legal del menor, la naturaleza de la actividad 
y la jornada diaria. 


Artículo 163. (Obligación de protección).- Para el 
caso de que los niños o adolescentes trabajen, el 
Estado está obligado a protegerlos contra toda forma 
de explotación económica y contra el desempeño de 
cualquier tipo de trabajo peligroso, nocivo para su 
salud o para su desarrollo físico, espiritual, moral o 
social. 


Prohíbese todo trabajo que no le permita gozar de 
bienestar en compañía de su familia o responsables o 
entorpezca su formación educativa. 


Artículo 164. (Tareas y condiciones nocivas de 
trabajo).- El Instituto Nacional del Menor establecerá 
con carácter de urgente el listado de tareas a incluir 
dentro de la categoría de trabajo peligroso o nocivo 
para la salud o para su desarrollo físico, espiritual o 
moral, los que estarán terminantemente prohibidos, 
cualquiera fuere la edad del que pretenda trabajar o 
ya se encuentre en relación de trabajo. 


Asimismo, el Instituto Nacional del Menor ante la 
presunción de la existencia de condiciones de trabajo 
peligrosas o nocivas para la salud o el desarrollo físi- 
co, espiritual o moral de los adolescentes solicitará la 
intervención de la Inspección General del Trabajo y 
de la Seguridad Social del Ministerio de Trabajo y Se- 
guridad Social la que se pronunciará, en un plazo no 
mayor a los veinte días corridos, sobre el carácter pe- 
ligroso o nocivo de la actividad. 


Artículo 165. (Situaciones especiales).- El Insti- 
tuto Nacional del Menor revisará las autorizaciones 
que ha prestado respecto al empleo de niños y ado- 
lescentes entre los trece y los quince años. Solo se- 
rán permitidos trabajos ligeros, que por su naturaleza 
o por las condiciones en que se prestan no perjudican 
el desarrollo físico, mental o social de los mismos, ni 
obstan a su escolaridad. 


Artículo 166. (Prevención, educación e informa- 
ción).- El Estado promoverá programas de apoyo in- 
tegral para desalentar y eliminar paulatinamente el 
trabajo de estos niños y adolescentes. 


La sociedad civil deberá prestar su concurso en 
las campañas preventivas, educativas e informativas 


que se desarrollen a fin de asegurar el bienestar del 
niño y adolescente. 


Se consideran programas de educación en el tra- 
bajo, aquellos que, realizados por el Instituto Nacional 
del Menor o por instituciones sin fines de lucro, tienen 
exigencias pedagógicas relativas al desarrollo perso- 
nal y social del alumno, que prevalecen sobre los as- 
pectos productivos. En consecuencia, la remunera- 
ción que recibe el alumno por el trabajo realizado o 
por la participación en la venta de productos de su 
trabajo, no desvirtúa la naturaleza educativa de la re- 
lación. 


Artículo 167. (Carné de habilitación).- Para tra- 
bajar, los adolescentes deberán contar con carné de 
habilitación tramitado gratuitamente ante el Instituto 
Nacional del Menor, en el que deberá constar: 


A 
B 


Nombre. 


Fecha y lugar de nacimiento. 


O 


Domicilio. 


) 
) 
) 
) 


U 


Consentimiento para trabajar del adolescente y 
sus responsables. 


E) Constancia del examen médico que lo declare 
apto para el trabajo. 


F) Constancia de haber completado el ciclo de 
enseñanza obligatoria o el nivel alcanzado. 


Si el examen médico fuera impugnado por la per- 
sona legalmente responsable del adolescente podrá, 
a su requerimiento, realizarse un nuevo examen. 


Artículo 168. (Renovación).- Anualmente, todos 
los menores de dieciocho años que trabajen serán 
sometidos obligatoriamente a examen médico, a fin 
de comprobar si la tarea que realizan es superior a su 
capacidad física. En caso afirmativo deberán abando- 
nar el trabajo por otro más adecuado. 


La división técnica del Instituto Nacional del Menor 
podrá otorgar autorizaciones por períodos más bre- 
ves, a los efectos de exigir la repetición del examen 
médico en todos aquellos casos que a su juicio sean 
necesarios para garantizar una vigilancia eficaz, en 
relación con los riesgos que presenta el trabajo o el 
estado de salud del niño o adolescente. 


El responsable del niño o adolescente podrá im- 
pugnar el examen y requerir otro. 


Artículo 169. (Jornada de trabajo).- Los adoles- 
centes mayores de quince años no podrán trabajar 
más de seis horas diarias, equivalentes a treinta y 
seis horas semanales y disfrutar de un día de des- 
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canso semanal, preferentemente en domingo. El Ins- 
tituto Nacional del Menor podrá excepcionalmente 
autorizar a los adolescentes entre dieciséis y diecio- 
cho años a trabajar ocho horas diarias, correspon- 
diéndoles dos días continuos de descanso preferen- 
temente uno en domingo, por cada cinco días de tra- 
bajo, previa evaluación técnica individual, estudio del 
lugar y puesto de trabajo teniendo en cuenta el inte- 
rés superior del niño. 


Artículo 170. (Descansos).- El descanso interme- 
dio en la jornada de trabajo de los niños y adoles- 
centes tendrá una duración de media hora, que debe- 
rá ser gozada en la mitad de la jornada y tendrá ca- 
rácter remunerado. No se admitirá la jornada discon- 
tinua de trabajo ni horarios rotativos durante el ciclo 
lectivo. En todos los casos deberán mediar como mí- 
nimo doce horas entre el fin de la jornada y el co- 
mienzo de la siguiente. 


Artículo 171. (Horarios especiales).- El Instituto 
Nacional del Menor podrá otorgar permisos con ca- 
rácter excepcional a adolescentes mayores de quince 
años para desempeñarse en horarios especiales, du- 
rante períodos zafrales o estacionales, siempre que la 
actividad no interfiera con el ciclo educativo y que las 
condiciones de trabajo no sean nocivas o peligrosas. 
El descanso deberá ser concedido en la mitad de la 
jornada de trabajo. 


El período de excepción podrá ser de hasta un 
máximo de tres meses. 


Artículo 172. (Trabajo nocturno).- Los adoles- 
centes no podrán ser empleados ni trabajar en horario 
nocturno, entendiéndose por tal a los efectos de este 
Código, el período comprendido entre las veintidós y 
las seis horas del día siguiente. 


No obstante, el Instituto Nacional del Menor podrá 
autorizarlo excepcionalmente, teniendo en cuenta su 
interés superior. 


Artículo 173. (Fiscalización y sanciones).- El Ins- 
tituto Nacional del Menor tendrá autoridad y respon- 
sabilidad en la fiscalización del cumplimiento de las 
disposiciones específicas en materia de sus compe- 
tencias respecto al trabajo de los menores de edad y 
sancionar la infracción a las mismas, sin perjuicio del 
contralor general del cumplimiento de las normas por 
parte del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 


Las empresas o los particulares que no cumplan 
las obligaciones impuestas, serán sancionados por el 
Instituto Nacional del Menor con una multa de hasta 
2.000 UR (dos mil unidades reajustables). 


El producido de las multas será destinado al Insti- 
tuto Nacional del Menor. 


Artículo 174. (Competencia).- Serán competentes 
para entender en las infracciones previstas en el ar- 
tículo anterior, los Jueces Letrados de Familia de la 
capital, y en el interior del país los que la Suprema 
Corte de Justicia determine según su superintenden- 
cia constitucional, quienes actuarán siguiendo el pro- 
cedimiento extraordinario previsto en el Código Gene- 
ral del Proceso. 


Será oído preceptivamente el Ministerio Público. 


Artículo 175. (Recurribilidad).- La sentencia podrá 
ser apelada ante el Tribunal de Familia respectivo, 
cuya decisión hará cosa juzgada. 


Artículo 176. (Responsabilidad de los padres o 
responsables).- Los padres o responsables de los ni- 
ños y adolescentes que permitan o favorezcan que 
estos trabajen violando las normas prohibitivas con- 
sagradas en este Código, incurrirán en el delito pre- 
visto por el artículo 279 B del Código Penal. 


Constatada la infracción, el Instituto Nacional del 
Menor o cualquier persona responsable, formulará la 
denuncia al Juez Letrado en lo Penal que correspon- 
da. 


Artículo 177. (De la documentación).- El Instituto 
Nacional del Menor determinará los documentos que 
el empleador deberá llevar y tener a disposición de la 
autoridad competente. 


Estos documentos deberán indicar el nombre y 
apellido, fecha de nacimiento debidamente certifica- 
da, fecha de ingreso, tarea, categoría, horario, des- 
cansos intermedios y semanal y fecha de egreso, de 
todas las personas menores de dieciocho años em- 
pleadas por él o que trabajen para él. 


Artículo 178. (Peculio profesional o industrial).- 
Todo adolescente que trabaje tendrá derecho de 
acuerdo a lo prescripto por los artículos 266 y si- 
guientes del Código Civil, a la administración exclusi- 
va del salario o remuneración que perciba, la que de- 
berá serle abonada directamente, siendo válido el re- 
cibo que el empleador otorgue por tal concepto. Cual- 
quier constancia en el recibo o fuera de él que pudie- 
ra implicar renuncia del adolescente a sus derechos, 
será nula. 


Artículo 179. (Remuneración).- La remuneración 
del adolescente trabajador se regirá por lo dispuesto 
en las leyes, decretos, laudos o convenios colectivos 
de la actividad correspondiente. 
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Artículo 180. (Accidentes de trabajo y enfermeda- 
des profesionales).- En caso de accidentes de trabajo 
o enfermedades profesionales de un adolescente tra- 
bajador, el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y 
el Instituto Nacional del Menor investigarán las cau- 
sas del mismo de acuerdo con las competencias es- 
pecíficas de cada organismo. Asimismo se verificará 
la realización de tareas prohibidas o el hecho de en- 
contrarse el menor de edad en sitio en el que esté 
prohibida su presencia, en cuyo caso se considerará 
culpa grave del empleador, con las consecuencias 
previstas por el artículo 7* de la Ley N* 16.074, de 10 
de octubre de 1989. 


El empleador podrá eximirse de esta responsabili- 
dad si prueba fehacientemente que el joven se en- 
contraba circunstancialmente en el lugar y sin cono- 
cimiento de la persona habilitada para permitirle el 
acceso. 


CAPÍTULO XIII 
DE LA PREVENCIÓN ESPECIAL 


| - Medios de comunicación, publicidad y es- 
pectáculos 


Artículo 181. (Vulneración de derechos a su inci- 
tación).- La exhibición o emisión pública de imágenes, 
mensajes u objetos no podrá vulnerar los derechos de 
los niños y adolescentes, los principios reconocidos 
en la Constitución de la República y las leyes, o inci- 
tar a actitudes o conductas violentas, delictivas, dis- 
criminatorias o pornográficas. 


Artículo 182. (Programas radiales o televisivos).- 
Los programas de radio y televisión en las franjas ho- 
rarias más susceptibles de audiencia de niños y ado- 
lescentes, deben favorecer los objetivos educativos 
que dichos medios de comunicación permiten desa- 
rrollar y deben potenciar los valores humanos y los 
principios del Estado democrático de derecho. Debe 
evitarse, en las franjas horarias antedichas, la exhibi- 
ción de películas que promuevan actitudes o con- 
ductas violentas, delictivas, discriminatorias o porno- 
gráficas, o fomenten los vicios sociales. 


Artículo 183. (Principios rectores).- A fin de prote- 
ger los derechos de los niños y adolescentes, en lo 
que refiere a la publicidad elaborada y divulgada en 
todo el territorio nacional, deberán atenderse los si- 
guientes principios: 


A) Los anuncios publicitarios no deben incitar a la 
violencia, a la comisión de actos delictivos o a 
cualquier forma de discriminación. 


B) Las prestaciones del producto deben mostrarse 
en forma comprensible y que coincida con la 
realidad. 


Il- Publicidad protagonizada por niños y 
adolescentes 


Artículo 184. (Participación de niños y adoles- 
centes).- Prohíbese la participación de niños y ado- 
lescentes en anuncios publicitarios que promocionen 
bebidas alcohólicas, cigarrillos o cualquier producto 
perjudicial para su salud física o mental. 


Artículo 185. (Mensajes publicitarios).- Prohíbese 
la participación de niños y adolescentes en mensajes 
publicitarios que atenten contra su dignidad o integri- 
dad física, psicológica o social. 


III - Espectáculos y centros de diversión 


Artículo 186. (Preservación de la corrupción).- 
Prohíbese la concurrencia de personas menores de 
dieciocho años a casinos, prostíbulos y similares, 
whiskerías y clubes nocturnos, independientemente 
de su denominación. 


El Instituto Nacional del Menor reglamentará a los 
efectos pertinentes la concurrencia de adolescentes a 
locales de baile, espectáculos públicos de cualquier 
naturaleza, hoteles de alta rotatividad y afines. 


Corresponde asimismo al Instituto Nacional del 
Menor regular la asistencia de niños y adolescentes a 
espectáculos públicos de cualquier naturaleza. 


Artículo 187. (Prohibición de proveer).- Prohíbese 
la venta, provisión, arrendamiento o distribución a 
personas menores de dieciocho años de: 


1) Armas, municiones y explosivos. 
2) Bebidas alcohólicas. 


3) Tabacos, fármacos, pegamentos u otras sus- 
tancias que puedan significar un peligro o crear 
dependencia física o psíquica. 


4) Revistas, publicaciones, video casetes, discos 
compactos u otras formas de comunicación que 
violen las normas establecidas en los ar- 
tículos 181 a 183 de este Código. 


Artículo 188. (Fiscalización).- 


1) La fiscalización de lo establecido en los ar- 
tículos 181 a 187 de este Código, será facultad 
del Instituto Nacional del Menor. 


2) Las empresas o los particulares que no cum- 
plan con las obligaciones impuestas en los ar- 
tículos 181 a 187 de este Código, serán san- 
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cionados con una multa, a juicio del Juez, entre 
50 UR (cincuenta unidades reajustables) y 
200UR (doscientas unidades reajustables), 
según los casos. En los casos de reincidencia, 
podrán duplicarse los referidos montos. Las 
multas serán recaudadas por el Instituto Nacio- 
nal del Menor. 


El niño o adolescente encontrado en situación 
de riesgo será conducido y entregado por parte 
del Juez a los padres, tutor o encargado. El 
Juez advertirá a éstos personalmente y bajo su 
más seria responsabilidad de la situación. Si 
éstos han incumplido alguno de los deberes 
establecidos en el artículo 16 de este Código, 
el niño o adolescente será entregado al Insti- 
tuto Nacional del Menor. 


El Instituto Nacional del Menor podrá solicitar 
al Juez competente la clausura, por veinticuatro 
horas a diez días, del establecimiento en in- 
fracción. 


Artículo 189. (Competencia).- Serán competentes 
los Jueces Letrados de Familia en Montevideo, y los 
Jueces con competencia penal en el interior del país, 
quienes actuarán siguiendo el procedimiento extraor- 
dinario previsto por el Código General del Proceso. 


Será oído preceptivamente el Ministerio Público. 


Artículo 190. (Recurribilidad).- La sentencia podrá 
ser apelada ante el Tribunal de Apelaciones de Fami- 
lia respectivo, cuya decisión hará cosa juzgada. 


IV - Autorización para viajar 


Artículo 191. (Compañía de los padres o respon- 
sables).- Los niños y adolescentes no necesitan auto- 
rización para viajar cuando salen del país acompaña- 
dos de quienes ejerzan la patria potestad. 


Artículo 192. (Uso del pasaporte-habilitado).- 
Tampoco necesitan autorización cuando viajen en 
posesión de pasaporte válido autorizado por quienes 
ejerzan la patria potestad o habilitado de edad. 


Artículo 193. (Autorizaciones).- Los niños y ado- 
lescentes que viajen solos o en compañía de terceros 
fuera del país necesitan consentimiento de ambos 
padres o del representante legal en su caso. 


En caso de separación o divorcio de los padres, se 
requerirá la autorización de ambos. 


En los casos expuestos precedentemente si se 
planteara conflicto para consentimiento entre los otor- 
gantes del mismo, resolverá el Juez Letrado de Fami- 
lia quien fijará los detalles de la estadía en el exterior. 


Se seguirán los trámites del proceso incidental se- 
gún lo dispone el Código General del Proceso, oyén- 
dose preceptivamente al Ministerio Público en la au- 
diencia respectiva a la que bajo responsabilidad de- 
berá concurrir este último. 


La impugnación a la sentencia de primera instan- 
cia no tendrá efecto suspensivo, debiendo el Juzgado 
Letrado de Familia de Primera Instancia expedir tes- 
timonio de la sentencia sin más trámite, inmediata- 
mente de celebrada la audiencia correspondiente. 


Artículo 194. (Adoptados).- Los niños y adoles- 
centes adoptados por matrimonios extranjeros nece- 
sitan la autorización del Juez Letrado de Familia, aun 
cuando viajen con sus padres, la que se tramitará se- 
gún las normas del proceso voluntario (artículos 402 y 
siguientes del Código General del Proceso). 


CAPÍTULO XIV 
ACCIONES ESPECIALES 


Artículo 195. (Acción de amparo).- La acción de 
amparo para la protección de los derechos de los ni- 
ños y adolescentes se regirá por la Ley N* 16.011, de 
19 de diciembre de 1988, y por las siguientes disposi- 
ciones. 


Podrá ser deducida también por el Ministerio Pú- 
blico, cualquier interesado o las instituciones O aso- 
ciaciones de interés social que según la ley, o a juicio 
del Tribunal, garanticen una adecuada defensa de los 
derechos comprometidos. 


Procederá en todos los casos, excepto que exista 
proceso jurisdiccional pendiente, presumiéndose, sal- 
vo prueba en contrario, que los otros medios jurídicos 
de protección resultan ineficaces. 


Deberá ser promovida dentro de los treinta días a 
partir de la fecha en que se produjo el acto, hecho u 
omisión contra el que se recurre. 


Serán competentes en razón de la materia los 
Jueces Letrados de Familia. 


Artículo 196. (Intereses difusos).- Amplíase a la 
defensa de los derechos de los niños y adolescentes 
las previsiones del artículo 42 del Código General del 
Proceso. 


CAPÍTULO XV 


DE LA INVESTIGACIÓN DE LA PATERNIDAD O 
MATERNIDAD 


Artículo 197. (Principio general).- Las acciones de 
investigación de la paternidad o maternidad se regula- 
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rán exclusivamente por las disposiciones contenidas 
en este Capítulo. 


La paternidad o maternidad declaradas asegura- 
rán al niño y adolescente todos los derechos corres- 
pondientes a la filiación natural, en especial, los dere- 
chos hereditarios inherentes a la misma, así como los 
alimentos necesarios para su desarrollo y bienestar y 
el derecho a llevar los apellidos de quienes resulten 
declarados como sus padres. 


Artículo 198. (Accionantes).- Podrán iniciar la ac- 

ción: 
1) El hijo, hasta los veinticinco años de edad. Du- 
rante la menor edad solamente podrá ser de- 


ducida la acción por la madre, el padre, o su 
representante legal, según correspondiere. 


2) La madre o el padre, desde que se constata la 
gravidez, hasta que el hijo cumpla dieciocho 
años. 


Si el padre o la madre fuere menor de edad, 
se le nombrará curador "ad litem". 


Si el padre o la madre menor de edad estu- 
viere internado en el Instituto Nacional del Me- 
nor, éste deberá solicitar al Juez Letrado de 
Familia, el nombramiento de curador "ad litem". 


3) El Instituto Nacional del Menor, de oficio, cuan- 
do tenga conocimiento que el niño ha sido ins- 
cripto como hijo de padres desconocidos, o que 
ingrese al establecimiento un niño o adoles- 
cente sin filiación paterna o materna, o cuando 
un niño o adolescente lo solicite. 


A efectos de esta acción, los Oficiales de la 
Dirección General del Registro de Estado Civil, 
darán cuenta, en el primer caso, de dicha ins- 
cripción. 

El Instituto Nacional del Menor requerirá de las 
oficinas respectivas un informe semestral de 
estas situaciones. 


4) Cuando el presunto hijo o su representante le- 
gal ejercite conjuntamente con la acción de in- 
vestigación de paternidad o maternidad la de 
petición de herencia, el Actuario, bajo su más 
seria responsabilidad funcional, lo comunicará 
dentro de quince días al registro correspon- 
diente para su inscripción que producirá los 
efectos enunciados en el artículo 685 de Códi- 
go Civil. Si entre los demandados hubiese he- 
rederos testamentarios, o de los llamados a la 
herencia por el artículo 1025 del Código Civil, o 
cónyuge con derecho a gananciales o porción 


conyugal, cualquiera de ellos podrá obtener 
que se limite la interdicción a un bien o lote de 
bienes hereditarios cuyo valor cubra amplia- 
mente la legítima del actor, el que solo sobre 
ese bien o lote podrá perseguir el pago de su 
haber hereditario cuando le sea reconocida la 
fillación invocada y sin perjuicio de la acción 
personal que le corresponda por restitución de 
frutos. 


Artículo 199. (Emplazamiento).- En los casos pre- 
vistos por el numeral 3) del artículo 198, el Instituto 
Nacional del Menor iniciará los procedimientos judi- 
ciales ante el Juez de Familia competente, para que 
emplace al presunto padre o a la presunta madre del 
niño o adolescente con domicilio conocido. 


Si no se conociera el domicilio, se le emplazará 
por edictos, según lo establecido por el Código Gene- 
ral del Proceso. 


Artículo 200. (Acción del presunto padre o la pre- 
sunta madre).- Si el presunto padre o la presunta ma- 
dre comparece dentro del término y expresa su vo- 
luntad de iniciar por sí mismo la investigación, lo hará 
ajustándose al procedimiento fijado por este Capítulo. 


Artículo 201. (No comparecencia).- Si citado por 
segunda vez y bajo apercibimiento, el presunto padre 
O la presunta madre no comparece en autos, el Juez 
competente pondrá esta circunstancia en conoci- 
miento del Ministerio Público quien podrá proponer 
dos o más personas idóneas para que entre ellos se 
elija el curador "ad litem" del menor, quien instaurará 
y proseguirá la acción. 


Las citaciones previstas en el inciso anterior serán 
con plazo de diez días. 


Artículo 202. (Administrador legal).- El Instituto 
Nacional del Menor será el administrador legal de la 
pensión alimentaria que se obtenga como conse- 
cuencia de la acción, a la vez que será responsable 
del bienestar, salud y educación del niño o adoles- 
cente internado en sus dependencias. 


Artículo 203. (Procedimientos).- Las pretensiones 
que conciernen a las cuestiones de investigación de 
la paternidad o maternidad a que refiere este Capítu- 
lo, se tramitarán por el procedimiento ordinario pre- 
visto en el Código General del Proceso. 


Artículo 204. (Admisión de pruebas).- En esta 
clase de juicios serán admisibles todas las clases de 
prueba. La no colaboración para su diligenciamiento 
sin causa justificada, será tenida como una presun- 
ción simple en su contra. 


Miércoles 19 de diciembre de 2001 


CÁMARA DE REPRESENTANTES 309 


La excepción de mala conducta no tiene eficacia 
perentoria. 


Deberá oírse preceptivamente al Ministerio Públi- 
co. 


Artículo 205. (Maniobras artificiosas).- Cuando de 
la denuncia sobre paternidad o maternidad, resultase 
el empleo de maniobras artificiosas, se pasarán los 
antecedentes al Juzgado Letrado de Primera Instan- 
cia en lo Penal de Turno en la fecha que se invocó el 
engaño. 


CAPÍTULO XVI 


DE LA PÉRDIDA, LIMITACIÓN, SUSPENSIÓN O 
REHABILITACIÓN DE LA PATRIA POTESTAD 


Artículo 206. (Competencia).- Es Juez compe- 
tente para conocer en los juicios de pérdida, limita- 
ción, suspensión o rehabilitación de la patria potestad, 
en los casos previstos en los artículos 285, 286, 295 y 
296 del Código Civil, aunque la patria potestad sea 
ejercida de acuerdo con el artículo 177 del mismo 
Código, el Juez Letrado de Familia en Montevideo y 
los Jueces Letrados Departamentales del domicilio de 
los padres, y cuando el domicilio no sea conocido, el 
de la residencia del niño o adolescente. 


Artículo 207. (Responsabilidad del Ministerio Pú- 
blico).- La demanda deberá ser deducida por el Mi- 
nisterio Público siempre que tenga conocimiento de 
alguno de los hechos que puedan dar lugar a la pér- 
dida, limitación o suspensión de la patria potestad. 


Cuando el Juez de Familia reciba información 
fehaciente que aconseje la separación de un niño o 
adolescente de su familia de origen, previo asesora- 
miento técnico, deberá dar cuenta al Ministerio Públi- 
co a fin de que éste determine si ejerce la facultad 
conferida en el inciso anterior. 


En todos los casos, deberá aplicarse lo dispuesto 
en el literal C) del artículo 35 de este Código. 


Lo dispuesto en este artículo no modifica la posibi- 
lidad de deducir la demanda por quienes asimismo 
poseen legitimación activa (artículo 289 del Código 
Civil). 


Artículo 208. (Procedimiento).- Las pretensiones 
que conciernen a las cuestiones de limitación, pérdi- 
da, suspensión o rehabilitación de la patria potestad, 
se tramitarán por el proceso extraordinario previsto en 
el Código General del Proceso (numeral 3) del ar- 
tículo 349, y artículos 346, 347 y 350). 


Artículo 209. (Administración de los bienes).- El 
Juez Letrado de Familia o los Jueces Letrados De- 


partamentales, cuando lo consideren conveniente, 
podrán entregar la administración de los bienes del 
niño o adolescente a instituciones bancarias de noto- 
ria responsabilidad. 


Artículo 210. (Reserva).- No serán de conoci- 
miento público las situaciones previstas en los ar- 
tículos 285, 286, 295 y 296 del Código Civil. 


No obstante, el Tribunal podrá decidir la publicidad 
del proceso siempre que las partes consintieran en 
ello (artículo 8? de la Ley N* 16.699, de 25 de abril de 
1995). 


CAPÍTULO XVII 


CONSEJO NACIONAL CONSULTIVO HONORARIO 
DE LOS DERECHOS DEL NIÑO Y ADOLESCENTE 


Artículo 211. (Creación).- Créase el Consejo Na- 
cional Consultivo Honorario de los Derechos del Niño 
y Adolescente que se integrará con dos representan- 
tes del Poder Ejecutivo -uno de los cuales lo presidi- 
rá-, uno del Instituto Nacional del Menor, uno del Po- 
der Judicial, uno de la Administración Nacional de 
Educación Pública, uno del Congreso de Intendentes, 
uno del Instituto Pediátrico "Luis Morquio", uno del 
Colegio de Abogados y dos de las organizaciones no 
gubernamentales de promoción y atención a la niñez 
y adolescencia. 


En caso de empate, el Presidente tendrá doble 
voto. 


La representación del Poder Ejecutivo coordinará 
directamente con los Ministerios de Deporte y Juven- 
tud, Trabajo y Seguridad Social, Educación y Cultura, 
Salud Pública e Interior. 


Artículo 212. (Integración).- Los representantes 
de los organismos públicos deberán ser funcionarios 
de las más altas jerarquías. 


Los representantes de las organizaciones no gu- 
bernamentales serán designados por la Asociación 
Nacional de Organizaciones No Gubernamentales 
(ANONG). 


Artículo 213. (Convocatorias especiales).- El 
Consejo podrá convocar a sesiones extraordinarias 
consultivas a representantes de los Ministerios y or- 
ganismos públicos. Asimismo podrá convocar a re- 
presentantes de las organizaciones no gubernamen- 
tales y organizaciones privadas de promoción y aten- 
ción a la niñez y adolescencia. 
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Artículo 214. (Competencia).- El Consejo que se 
crea, tendrá competencia a nivel nacional. Sus fines 
serán: 


1) Promover la coordinación e integración de las 
políticas sectoriales de atención a la niñez y 
adolescencia, diseñadas por parte de las dife- 
rentes entidades públicas vinculadas al tema. 


2) Elaborar un documento anual que contemple lo 
establecido en el numeral anterior. 


3) Ser oído preceptivamente en la elaboración del 
informe que el Estado debe elevar al Comité 
sobre los Derechos del Niño de las Naciones 
Unidas (artículo 44 de la Convención sobre los 
Derechos del Niño). 


4) Opinar, a requerimiento expreso, sobre las le- 
yes de presupuesto, rendición de cuentas y 
demás normas y programas que tengan rela- 
ción con la niñez y adolescencia. 


Artículo 215. (Recursos).- El Ministerio de Educa- 
ción y Cultura asignará los recursos necesarios para 
su funcionamiento y proveerá la infraestructura para 
realizar las reuniones del Consejo. 


Artículo 216. (Atribuciones).- El Consejo podrá 
crear Comisiones Departamentales o Regionales, re- 
glamentando su integración y funcionamiento. 


Dicha reglamentación podrá hacerse de manera 
tal, que se integren a las mismas los miembros y 
competencias de las Comisiones previstas por el ar- 
tículo 37 de la Ley N* 16.707, de 12 de julio de 1995. 


Artículo 217. (Funcionamiento).- El Consejo dicta- 
rá su reglamento interno de funcionamiento dentro del 
plazo de sesenta días a partir de su instalación. 


CAPÍTULO XVII! 


REGISTRO DE INFORMACIÓN DE NIÑOS Y 
ADOLESCENTES 


Artículo 218. (Sistema de datos).- El Instituto Na- 
cional del Menor deberá desarrollar el Sistema Nacio- 
nal de Información sobre Niñez y Adolescencia, que 
deberá incluir datos sobre el niño o adolescente a su 
cargo y las instituciones que lo atienden. 


Artículo 219. (Seguimiento).- El Sistema Nacional 
de Información sobre Niñez y Adolescencia deberá 
generar datos que permitan un adecuado seguimiento 
de la atención del niño o adolescente y de la evolu- 
ción de la misma, así como generar la información 
necesaria para la formulación de las políticas de niñez 
y adolescencia. 


Artículo 220. (Colaboración).- 


1) Los distintos Poderes y reparticiones del Esta- 
do, instituciones privadas y organismos no gu- 
bernamentales, deberán aportar los datos e 
información pertinentes al Sistema Nacional de 
Información sobre Niñez y Adolescencia, sin 
perjuicio de la autonomía y competencia espe- 
cífica de cada institución pública o privada. 


2) La Suprema Corte de Justicia, a través de sus 
órganos competentes, desarrollará un sistema 
de información sobre niños y adolescentes 
atendido tanto por la judicatura de adolescen- 
tes como de familia. 


Los datos manejados por este Sistema Judi- 
cial de Información tendrán igual régimen y 
tratamiento que el establecido por los ar- 
tículos 221 y 222 de este Código. 


Artículo 221. (Reserva).- El Instituto Nacional del 
Menor será el custodio de la información contenida en 
el Sistema Nacional de Información sobre Niñez y 
Adolescencia, por lo que se deberá garantizar el uso 
reservado y confidencial de los datos correspondien- 
tes a cada niño o adolescente, en concordancia con 
su interés superior y en cumplimiento del derecho a la 
privacidad de su historia personal, como único pro- 
pietario de la misma. 


Artículo 222. (Limitaciones).- La información rela- 
tiva a niños y adolescentes no podrá ser utilizada co- 
mo base de datos para el rastreo de los mismos, una 
vez alcanzada la mayoría de edad. 


Los antecedentes judiciales y administrativos de 
los niños o adolescentes que hayan estado en con- 
flicto con la ley se deberán destruir en forma inme- 
diata al cumplir los dieciocho años o al cese de la 
medida. 


CAPÍTULO XIX 


Artículo 223. (Nueva denominación).- A partir de 
la promulgación de este Código, el Instituto Nacional 
del Menor (INAME) pasará a denominarse "Instituto 
del Niño y Adolescente del Uruguay" (INAU), mante- 
niendo su carácter de servicio descentralizado a to- 
dos sus efectos y competencias. 


Desde la publicación oficial de este Código, se in- 
cluirá en el texto la denominación del Instituto del Ni- 
ño y Adolescente del Uruguay (INAU). 
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CAPÍTULO XX 


DEROGACIONES Y OBSERVANCIA DE ESTE 
CÓDIGO 


Artículo 224.- Derógase la Ley N* 9.342, de 6 de 
abril de 1934 (Código del Niño), sus modificaciones y 
todas las disposiciones legales que se opongan a 
este Código". 


23.- Sesión extraordinaria. 


——Dese cuenta de una moción de orden presentada 
por los señores Diputados Amorín Batlle y Berois 
Quinteros. 


(Se lee: ) 


"Mocionamos para que la Cámara se reúna en 
sesión extraordinaria el próximo jueves 27 de di- 
ciembre, a la hora 11, para considerar el si- 
guiente orden del día: 1) José Luis Parma Alfaro. 
(Pensión graciable).- 2) Diversas zonas del de- 
partamento de Soriano. (Se declaran de interés 
turístico).- 3) Ex trabajadores de la Mutualista 
Centro Médico Cooperativo. (Extensión de la co- 
bertura del seguro de desempleo).- 4) Bernardo 


Prudencio Berro. (Designación al Liceo N* 48 del 
departamento de Montevideo).- 5) Domingo Sal- 
vador Pérez Silva. (Pensión graciable).- 6) Ho- 
mero Grillo. (Designación a la Escuela N* 16 de 
villa Rosario, departamento de  Lavalleja).- 
7) Administración Nacional de Combustibles, Al- 
cohol y Pórtland. (Se autoriza su asociación con 
otras empresas y se derogan los monopolios de 
importación, exportación y refinación de petróleo 
crudo y de exportación de sus derivados, esta- 
blecidos a favor del Estado)". 


——En discusión. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 

——Treinta y siete en setenta y uno: AFIRMATIVA. 


La Mesa desea a todas las señoras Diputadas y a 
todos los señores Diputados una feliz Navidad. 


Habiéndose agotado el orden del día, se levanta 
la sesión. 


(Es la hora 20 y 17) 


GUSTAVO PENADÉS 
PRESIDENTE 


Dra. Margarita Reyes Galván 


Secretaria Relatora 
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